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DE LA PROHIBICION DE LIBROS* 


1) A quién compete la facultad de prohibirlos, y efectos que se 
siguen de tal prohibición (cans. 1395, 1396, 1398); 2) obligación de 
denunciar los libros perniciosos (can. 1397); 3) libros prohibidos por 
el derecho (can. 1399); 4) quiénes se eximen de la prohibición (cáns. 
1400-1401); 5) facultad de los Ordinarios para autorizar la lectura de 
libros prohibidos (can. 1402); 6) uso de la facultad de leer libros pro- 
hibidos (can. 1403, 1405); 7) normas que deben observar los libreros 
en orden a la venta, etc., de libros prohibidos (can. 1404); 8) sanción 
contra algunas infracciones relativas a los libros prohibidos (can. 2318). 


1. A QUIEN COMPETE LA FACULTAD DE PROHIBIR LIBROS, Y EFECTOS 
QUE SE SIGUEN DE TAL PROHIBICION 


El can. 1384 § 1 expresa de una manera general que a la Iglesia le 
compete el derecho de prohibir los libros con justa causa. 

Quiénes, en concreto, están autorizados para ejercitar ese derecho, 
lo determina el can. 1395 de la siguiente forma: 


$ 1. El derecho y el deber de prohibir libros por justa causa, 
compete. no sólo a la suprema autoridad eclesiástica para toda la Igle- 
sia, sino también a los Concilios, aun particulares, y a los Ordinarios 
de lugar para sus sübditos. 


$ 2. Contra esta prohibición se admite recurso a la Santa Sede, 
pero no en suspensivo. 


$ 3. También el Abad de un monasterio autónomo y el Superior 
supremo de religión clerical exenta, con su Capítulo o Consejo, puede 
por causa justa prohibir libros a sus sübditos; y otro tanto pueden 
hacer, si hay peligro en la tardanza, los demás Superiores mayores 
con su propio Consejo, pero a condición de que den cuenta de ello in- 
mediatamente al Superior supremo. 

En el Apartado 2 del artículo al que aludimos en la nota preliminar 
hemos visto cómo, de hecho, la Iglesia por sus Pontífices y Concilios 
ejercitó de continuo el derecho que le compete a condenar los libros 


* Este artículo es complemento del que, bajo el epígrafe “De la previa censura de libros 
v de su prohibición”, hemos publicado en esta misma Revista, 11 (1956), pp. 67-102, 
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nocivos, para evitar el dafio que su lectura podfa producir a los fieles 


Libros prohibidos por derecho natural o por derecho positivo.— 
Hay libros cuya lectura es perjudicial a todos, v. gr., los que tratan, 
relatan o ensefian ex profeso materias lascivas u obscenas (can. 1399. 
9.°). Hay otros libros que, en general, se pueden leer sin peligro; pero 
a ciertas personas, poco instruídas o de pasiones mal dominadas, les 
resultan nocivos. Finalmente, hay libros que de suyo son perniciosos, 
pero algunas personas, debido a su buena preparación intelectual v 
moral, pueden leerlos sin peligro. 


‘Los primeros están prohibidos a todos por derecho natural; los 
segundos también están prohibidos por este mismo derecho, pero sólo 
a las mencionadas personas; los terceros suele prohibirlos la Iglesia, 
-y dicha prohibición obliga a todos, incluso a las personas que de suyo 
podrían leerlos sin peligro. Para éstas, por consiguiente, la prohibición 
es sólo de derecho eclesiástico, y, como tal, dispensable. 

A estos ültimos, cuando alegan una razón suficiente, la Iglesia les 
concede licencia para leer dichos libros; pero mientras tanto, exige 
que observen la prohibición; ya que si lo dejara al arbitrio de cada 
cual, muchos se considerarían autorizados, y prácticamente la prohi- 
bición casi vendría a quedar sin efecto. 

‘No debemos olvidar que nos hallamos ante una ley dada para pre- 


caver un peligro general, y que, por lo mismo, a tenor del can. ?!.- 


obliga, aunque en un caso particular no exista el peligro. 

Conviene que tengan esto presente quienes, —sin distinguir entre 
leyes y leyes—, se muestran excesivamente inclinados a invocar la 
mente del legislador para eximirse de cumplir ciertas prescripciones, 
declarando con excesiva facilidad que no ha intentado obligar en de- 
terminadas circunstancias, o a ciertas personas. 

Sabe muy bien el legislador que, tratándose de leyes ordenadas a 
precaver un peligro general, habrá casos en los cuales no existirá di- 
cho peligro; sin embargo, quiere que aun entonces se observen sus 
órdenes, ya que de otra forma no se lograría evitar semejante peligro. 
Y aun cuando esté dispuesto a conceder las oportunas dispensas o li- 
cencias, siempre que una causa razonable lo aconseje, exige que « 
las pidan, a fin de controlar la observancia de la ley, sin dejar ésta al 
arbitrio de los particulares. 

Fijándonos ya directamente en el can. 1395, por lo que se refiere 
al $ 1, es de advertir que los Concilios pueden ser generales y particu- 
lares. Estos ültimos se subdividen en: plenarios, provinciales y dio- 
cesanos. 

El Concilio general o ecuménico goza de potestad suprema en la 
Iglesia (can. 228 § 1), por consiguiente va incluído en la primera par- 
te del can. 1395 § 1. 


Son Concilios plenarios aquellos en que intervienen los Ordinarios 


———— 
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de varias provincias eclesiásticas, a tenor del can. 281, y pueden ser 
de la misma o de diversas naciones. 


Llámanse provinciales los Concilios en los que toman parte los Or- 
dinarios de una provincia eclesiástica, y deben celebrarse cada veinte 
afios por lo menos, conforme ordena el can. 283. 

Los Concilios diócesanos; denominados Sínodos, se pueden definir 
diciendo que son: “La congregación legítima, reunida por.el Obispo, 
de los clérigos de su diócesis, y de otros que deben asistir a ella, en la 
cual se ha de tratar y deliberar acerca de los asuntos que pertenecen 
a la cura pastoral”. 

El can. 356 $ 1 dice que en. Pe las diócesis debe celebrarse, al 
menos cada diez años, Sínodo diocesano, en el cual únicamente se tra- 
tará de los asuntos concernientes a las necesidades o utilidad particu- 
lares del clero y del pueblo de la diócesis. 

Uno de los puntos que pueden y, a veces, deberán ser tratados en 
los Concilios plenarios y provinciales, es el relativo a la prohibición de 
libros cuya lectura sea nociva a los fieles de las respectivas localidades, 
ya que de ese modo contribuirán al aumento de la fe y a la reforma 
de las costumbres; cosas que deben procurarse en los mencionados 
Concilios, segün ordena el can. 290. à 

En cuanto a los Ordinarios de lugar, últimos a que alude el $ 1 del 
- can. 1395, en varias ocasiones les recomendó la Santa Sede que adop- 
taran las medidas oportunas para impedir que sus fieles fueran infic- 
cionados por las malas lecturas. 

El 26 de marzo de 1825, la Sagrada Congregación del Indice’ 
les avisaba que, resultando imposible incluir en el Indice todos los li- 
bros nocivos que sin cesar veían la luz püblica, procurasen (los Obis- 
pos), haciendo uso de su propia autoridad; alejarlos de las manos de 
los fieles. 

Esa misma Congregación, por e SODY del 24 de agosto de 
1864*, atestiguaba que era una verdadera plaga la enorme cantidad 
de libros malos que inundaban el mundo, y como no podía la Sagra- 
da Congregación examinar con la debida prontitud tantos como de 
continuo le denunciabán, seguíase de ahi que, cuando ella los prohi- 
bia, ya su lectura habia producido enormes dafios. 

Con el fin de evitar dichos inconvenientes los Papas León XIT y 
Pfo IX recomendaron a los Obispos que prohibieran los libros malos 
que circulaban por sus diócesis, remitiendo al juicio de la Sede Apos- 
tólica aquellos que exigieran un examen más profundo, o que fuera 


1 Véase Benrpicto XIV, De Sinodo Dioecesana, lib. I, cap. 1, n. 4, Matriti, 1778. 
ZEUG EID ©, Fontes yol Aan Sl T pe. 724: 3 
C. T. C, Fontes, vol. 7, n. 5148, pp. 725-726. 
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necesario el fallo de la Autoridad suprema para lograr un efecto sa- 
ludable. 

En la cons. Officiorum ac munerum, del 25 de enero de 1897‘, re- 
petía eso mismo León XIII, indicando, como ya lo había hecho Pío 
IX, que los Ordinarios procedieran, etiam tamquam Delegati Sedis 
Apostolicae; v esto para dar más eficacia a su actuación. 


San Pfo X, aloc. Accogliamo, del 15 de abril de 1907, aceptando 
los sentimientos de afecto que le habían manifestado los Obispos fran- 
ceses, aprovechó la oportunidad para inculcarles que en vista de los 
errores que esparcían algunos modernistas en aquella nación, denun- 
ciaran sus libros a las Congregaciones Romanas y, además, haciendo 
uso de la potestad que a ellos les competía sobre la materia, condena- 
ran solemnemente dichas publicaciones. 


Poco después, encícl. Pascendi, 8 de septiembre del mismo año”, 
donde condenó los errores de los modernistas, en el n. 44, III, a ren- 
glón seguido de advertir a los Obispos cómo debían proceder tocante 
a las publicaciones de aquéllos, refiriéndose a toda clase de libros ma- 
los les mandaba que se esforzasen por desterrarlos de sus diócesis, in- 
cluso prohibiéndolos solemnemente ; ayudando con ello a la Sede Apos- 
tólica, la cual no podía por sí sola proveer, dado el crecido nümero de 
libros de ese género que todos los días aparecían. 


Y agregaba que no se trataba sólo de un derecho de los Obispos, 
sino de un verdadero deber que han de cumplir con tesón y a la vez 
con suavidad, deponiendo todo miedo v sin prestar oídos a los cla- 
mores de los malos. 


Ni se figuren que han satisfecho su obligación con denunciar a la 
Santa Sede alguno que otro libro, dejando correr libremente muchos 
otros. Tampoco se detendrán ante la consideración de que tal vez al- 
gunos lleven el imprimatur; puesto que a veces nadie lo ha concedi- 
do, o lo hizo por excesiva benignidad o demasiada confianza en el 
autor. Afiádase a lo dicho que, así como no todos pueden tomar un 
mismo alimento, igualmente ciertos libros que en un lugar son indife- 
rentes, en otro pueden resultar nocivos, merced a las diversas circuns- 
tancias. Si, pues, un Obispo —agrega el Papa—, habiendo oído el pa- 
recer de personas prudentes, juzga que debe prohibir en su diócesis 
alguno de tales libros, no sólo le otorgamos de buen grado la facultad, 
sino que, además, se lo imponemos como un deber estricto. 


La Sagrada Congregación del Santo Oficio, el 15 de marzo de 1923', 


2 C DEC Bontes, vol. 3, n. 632, p. 509; m. 99; 
* C. I. C. Fontes, vol. 3, n. 678, p. 688, n. s. 
é C. I. C. Fontes, vol. 3, n. 680, p. 720. 

T AAS, 15 (1923), 152. 
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dio a los Ordinarios locales el siguiente aviso: Ocurre con cierta fre- 
cuencia —les decía— que algunos escritores, aun de aquellos que vul- 
garmente son tenidos por buenos católicos, en los diarios o en las re- 
vistas elogian, ensalzan y aprueban libros, escritos, pinturas, escultu- 
ras y otras obras por el estilo, contrarias a la doctrina o al sentido 
cristiano, y aün a veces reprobadas expresamente por la Santa Sede. 

Fácilmente se comprende cuán grave escándalo puede seguirse de 
ahí a los fieles con perjuicio de la fe y las costumbres, si los Pastores 
de almas no corrigen y castigan semejantes abusos. Al objeto de im- 
pedir que se produzcan tales dafios, la Sagrada Congregación, apro- 
bándolo Pfo XI, estimó conveniente amonestar a los Ordinarios loca- 
les, para que, en cumplimiento de su deber, adoptaran las oportunas 
medidas contra tales escritores, si llegaban a enterarse de que entre 
sus propios sübditos alguno adolecía del mencionado defecto. 

Esa misma Sagrada Congregación, el 17 de abril de 1943*, recor- 
dó a dichos Ordinarios el deber que les impone el can. 1395 8 1 de 
prohibir a sus sübditos la lectura de los libros que juzguen dignos de 
ser condenados, para cumplir lo que les manda el can. 343 $ 1, de 
conservar la doctrina sana y ortodoxa y mantener las buenas costum- 
bres en sus respectivas diócesis. 


Los autores, cuyos libros hayan sido prohibidos por los Concilios 
particulares o por los Ordinarios de lugar, si se consideran injusta- 
mente gravados, pueden interponer recurso ante la Sagrada Congre- 
gación del Santo Oficio; pero mientras ésta no disponga lo contrario, 
la prohibición sigue en pie, toda vez que dicho recurso no suspende 
el vigor de la misma, según declara el $ 2 del can. 1395. 

La concesión hecha en el $ 3 de este mismo canon en favor de los 
Superiores religiosos de religión clerical exenta, es nueva. Antes del 
Código no gozaban de semejante facultad. 

Comparando la primera parte de este $ 3 con el can. 896, que tra- 
ta de la reservación de los pecados, échase de ver que coinciden no 
sólo tocante a los Superiores a quienes se otorgan dichas facultades, 
sino también por lo que atañe a la intervención de los consejeros, di- 
firiendo únicamente en un punto, a saber, que el can. 1395 alude al 
Capítulo o al Consejo, mientras que el can. 896 menciona sólo el Con- 
sejo. 

En parte concuerda también el can. 1395 $ 3 con los cáns. 647 $ 1, 
y 655 $ 1, que legislan acerca de la expulsión de los religiosos. Las di- 
ferencias consisten en que el can. 647 autoriza para despedir a un re- 
ligioso de votos temporales a todos los Superiores supremos de religio- 
nes de derecho pontificio, incluso a los de las no exentas; y el can. 655 


8 AAS, 35 (1943), 144. 
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reserva la facultad de expulsar los monjes de votos solemnes al Supe- 
rior general de Congregación monástica. $ 

El can. 1395 § 3 nada dice de los Superiores menores locales; pero 
de ahí no se sigue que no puedan éstos prohibir a sus súbditos, en vir- 
tud de la potestad dominativa —que, según el can. 501 § 1, poseen 
todos los Superiores religiosos— la lectura de libros, folletos, revistas 
o periódicos, cuando la estimen nociva para los mismos; ya que se- 
mejante prohibición, conforme observa GOYENECHE’, no recae sobre 
el libro, folleto, etc., sino sobre los lectores, lo cual vale tanto come 
decir que es una prohibición meramente personal. 


Por lo que atañe a los efectos de la prohibición de libros, hay aus 
distinguir entre la prohibición hecha por la Santa Sede, y la realizada 
por las autoridades subalternas. Es privativo de la primera el que, 
según expresa el can. 1396, tales libros se han de considerar prohibi- 
dos en todas partes y en cualquier lengua a que se traduzcan.. 

El 26 de mayo de 1928, declaró la Sagrada Congregación para la 
Iglesia Oriental" aue los decretos del Santo Oficio condenando libros 
obligan también a los fieles de rito oriental, por tratarse de materias 
que afectan directamente a la doctrina de la. Iglesia. 

En cambio, las prohibiciones decretadas por las autoridades sub- 
alternas obligan sólo a sus propios súbditos, donde quiera aue éstos 
moren, si se trata de los Superiores a que alude el $ 3 del can. 1295, 
arriba transcrito. Las prohibiciones hechas por los Concilios, particu- 
lares o por los Ordinarios de lugar afectan a los clérigos, seglares y 
religiosos no exentos, domiciliados o cuasidomiciliados en los respec- 
tivos territorios, mientras permanecen en ellos (cfr. cáns. 13 § 2. v 14 
$ 1; n. 1.°), y a los vagos (can. 14 $ 2), es decir, a auienes no tienen 
domicilio ni cuasidomicilio en ninguna parte (can. 91); pero no afec- 
tan a los religiosos exentos, ya lo sean por derecho común (can. 615), 
va por concesión particular (can. 618 § 1), ni a los peregrinos (can. 14 
8 1, n. 2.°), esto es, a quienes, teniendo domicilio o cuasidomicilio en 
otro lugar (can. 91), se encuentran de hecho en algün territorio donde 
las autoridades eclesiásticas locales (Ordinarios o Concilios particula- 
res) han prohibido libros, folletos, revistas o periódicos. ^ ^ ^c ` 

Huelga advertir que unos y otros deben evitar el escándalo, aue 


tal vez pudiera seguirse, si alguien les viera levendo semejantes publi- 
caciones. ye 


Varios modos adoptados por la Santa Sede en la prohibición de li- 


bros.—Antes de pasar al can. 1398, donde se especifican los efectos 
comunes a la prohibición hecha por las autoridades subalternas y por 


3 Quaest. Can. de Iure Relig. vol. 2, p. 374. Neapoli, 1955. 
AAS, 20 (1928), 195. 
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la Santa Sede, importa consignar las diversas formas que ésta emplea 
al efecto. ipe 


Podemos reducirlas a tres: a) de una manera general, como apare- 
ce en el can. 1399, del que nos ocuparemos oportunamente; b) por 
decretos especiales, o por lo menos incluyendo en el Indice de libros 
prohibidos la obra cuya lectura trata de impedir; c) por una ley ge- 
neral (can. 1399, 2.°) o particular, reforzándolas con sanción contra 
los transgresores (cfr. can. 2318). 


Como puede verse en Acta Apost. Sedis, generalmente cuando el 
Santo Oficio prohibe un libro suele mandar que se le incluya en el 
Indice. 


Segün advierte V. Martin”, la simple inscripción en el Indice, sin 
calificación doctrinal, no implica necesariamente que una obra .sea 
mala en sí. Tal medida puede obedecer a que por circunstancias pasa- 
jeras resulte perjudicial su lectura; y una vez desaparecidas aquéllas, 
no habrá inconveniente en dejarla circular. De hecho, en varias oca- 
siones el Santo Oficio mandó retirar del Indice algunas obras, cue 
antes había incluído en él por razones de prudencia. 

Mas, por otra parte, conviene tener en cuenta que del hecho de no 
figurar un libro en el Indice no es lícito inferir que sea innocuo, ya 
que puede caer bajo la prohibición general del can. 1399. : 


Pero ésto, a su vez, da lugar a otra cuestión: ¿Qué necesidad hav 
de incluir en el “Indice” obras que ya se hallan prohibidas por las 
normas generales establecidas en el can. 1399? El P. ESSER, O. P., 
Secretario a la sazón de la suprimida Congregación del Indice, en el 
prefacio a la sexta edición del Index librorum prohibitorum, a dicha 
pregunta respondió lo siguiente: En primer lugar, los decretos gene- 
rales —digamos ahora, el can. 1899— prohiben casi todos los libros 
nocivos, pero lo hacen en forma genérica, sefialando ciertas clases de 
ellos; el Indice, por el contrario, sólo incluye algunos, pero consigna 
el título y el autor de los mismos. MES: 

En segundo lugar, el Indice, según dejamos apuntado, no se pro- 
pone redactar un elenco completo de todos y cada uno de los libros 
malos. Lo cual es evidente que no puede realizarse, ni, por lo demás, 
hace falta, si nos fijamos en la indole de los decretos generales. Con- 
viene tener presente, además, el motivo peculiar que impulsa a las 
Congregaciones romanas a sefialar con lápiz rojo por un decreto es- 
pecial un libro ya incluído en aquellas categorías que los Decretos ge- 
nerales registran. Dicho motivo es, con frecuencia, la denuncia hecha 
por un Obispo u otro de los obligados a poner en conocimiento de !a 
Santa Sede ciertos libros nocivos para que los examine, y tomando 


ll Les Congrégations Romaines, chap. 2, p. 46, París, 1980. 
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pie de ahí, muchas veces se decide a examinar otros no incluídos en 
tales Decretos". | 

Además, no cabe duda que la inclusión de un libro en el Imdice 
resulta más eficaz para impedir su lectura, ya que no siempre se pue- 
de tener seguridad acerca de si algunas obras están comprendidas en 
las normas generales del can. 1399, al paso que figurando en el Indice 
va no hay lugar a duda respecto de su prohibición. 


Efectos que se siguen de la prohibición de los libros, bien sea de- 
cretada por la Santa Sede, bien por las autoridades subalternas.—Los 
enumera el can. 1398 en estos términos: 

$ 1. La prohibición de los libros implica que sin la debida licen- 
cia no se les puede editar, ni leer, ni conservar, ni vender, ni traducir 
a otra lengua, ni en forma alguna comunicar a otros. 


$ 2. No se puede volver a publicar un libro de cualquier forma 


prohibido, a menos que, hechas las correcciones, otorgue la licencia 
el que lo había prohibido o su Superior o sucesor. 

Comparando lo establecido en este canon con lo del derecho ante- 
rior, se notan algunas diferencias, que no estará de más consignar. 

LEÓN X, const. Exsurge Domine, del 15 de junio de 1520?, conde- 
nando los errores de LUTERO, en el $ 5 mandaba en virtud de santa 
obediencia que nadie osara leer, sostener, predicar, alabar, imprimir, 
publicar, conservar en sus casas o en cualquier otro lugar, los escritos 
de LUTERO que contenían los errores del mismo especificados en el § 
1 de la citada Constitución. Y encargó a los Ordinarios que buscaran 
con diligencia dichos escritos y los quemaran püblica y solemnemente 
en presencia del clero y del pueblo. 

Pío VIT, const. Ecclesiam, 13 de septiembre de 1821", $ 11, con- 
denó todos los catecismos y libros de los Carbonarios donde se descri- 
ben los actos que practican en sus reuniones, y cualesquiera otros li- 
bros en los que se defendían tales actos con los relativos estatutos, y 
prohibía a todos los fieles leer o retener dichos libros, mandándoles 
entregarlos a los Ordinarios de lugar, o a otros que estuvieran faculta- 
dos para recibirlos. 

Pfo IX, const. Apostolicae Sedis, 12 de octubre de 1869", § 1, n. 2.°, 
decretó pena de excomunión contra quienes, sin licencia de la Sede 
Apostólica, leyeran, a sabiendas, libros de apóstatas y herejes que de- 
fienden la herejía, y quienes leyeran libros de cualquier autor prohibi- 
dos nominalmente por letras Apostólicas, o los retuvieran, imprimie- 
ran o los defendieran de cualquier modo. 


1? Index librorum prohibitorum. Ssmi. D. N. 
editus, pp. XII-XIII, Romae, 1900. 

7 QC. I. C. Fontes, vol. 1, n. 76, p. 134. 

ie C. LE. CP Eontes vol 2884791 p. 724. 

l5 C. L C. Fontes, vol, 3, n. 552, p: 28; 


Leonis XIII iussu et auctoritate recognitus cl 
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Pero volvamos a nuestro can. 1398, para exponer, siquiera sea 
brevemente, el alcance de cada uno de los efectos en él enumerados 
respecto de la prohibición de libros. 

En primer término conviene recordar que así en este canon como 
en el 1396, arriba transcrito, la palabra “libros” se toma en el sentido 
amplio de que habla el can. 1384 $ 2, o sea que comprende, además 
de los libros propiamente dichos, las publicaciones diarias, los perió- 
dicos o revistas, y cualesquiera otros escritos que se editen. 


Tampoco debemos olvidar que el efecto principalmente intentado 
por la Iglesia al prohibir los libros es impedir su lectura, por ser ésta 
la que puede causar dafio; y a eso precisamente se ordenan todas las 
demás provisiones consignadas en el $ 1 del can. 1398, la primera de 
las cuales veda editar los libros prohibidos. 


Por editar se entiende divulgar los libros, es decir, ponerlos a dis- 
posición del püblico en general, ya sea imprimiéndolos, que es lo más 
ordinario, ya valiéndose de otros medios que hay para sacar copias 
en abundancia, de suerte que puedan llegar a manos de muchos. 

En cambio, no se dice propiamente que edita, v. gr., el profesor 
que imprime una obra, o saca de ella muchos ejemplares valiéndose 
de un aparato multicopista, para distribuirla únicamente entre sus dis- 
cípulos o amigos, o entre los religiosos de su Instituto. 

Respecto de la lectura, se dice que lee quien pasa la vista sobre un 
libro, si entiende la lengua en que esá escrito, aun cuando no penetre 
el sentido, bien sea por lo abstruso de la materia, bien por su poca 
instrucción, bien, finalmente, porque lee muy de corrida. 

Hay, en efecto, gran diferencia entre leer o pasar la vista sobre un 
libro escrito en un idioma ignorado del lector, y hacer eso mismo sobre 
otro cuya lengua conoce, aunque no se dé mucha cuenta de su conte- 
nido por alguna de las razones apuntadas; ya que en el primer caso 
no le queda nada de lo que leyó, y por ende, ningün dafio le puede 
causar; mas en las otras hipótesis, aunque de momento haya sacado 
poco de la lectura, puede ocurrir que, más tarde, reflexionando sobre 
la misma, llegue a comprender su contenido, exponiéndose a que le 
perjudique respecto de la fe o de la moral". 

Tampoco se dice que lee quien repasa mentalmente lo que había 


16 En confirmación de lo dicho en el texto aduciremos una respuesta de la Sagrada Con- 
gregación del Santo Oficio, Malacen., 26 de julio de 1848. 

Tratábase de versiones del Nuevo Testamento con algunos pasajes adulterados, y con ciertos 
errores, que los anabaptistas divulgaban por aquellas regiones entre sus neófitos, a los cuales, 
una vez convertidos al catolicismo, no era facil privarles de ellas, ya por lo acostumbrados que 
estaban a su lectura, ya también porque no había traducciones católicas con que sustituirlas. 

En vista de eso, y de que tales convertidos no entendían dichos errores o por lo menos no 
los creían, los misioneros preguntaron al Santo Oficio si podrían dejarles aquellos libros. 

, La respuesta fue en sentido negativo sin distinción alguna (C. I. C. Fontes, vol. 4, m. 905, 
p. 183). 
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leído u oído leer; y, por consiguiente, no quebranta la prohibición en 
lo que atafie al derecho positivo, si bien puede quebrantar el derecho 
natural en el caso de que semejante recuerdo le haga daño espiritual- 
mente. : t 
Otro tanto debemos afirmar de quien escucha trasmisiones radiofó- 
nicas peligrosas. S Agir 
En cuanto a los que oyen leer un libro prohibido, precisa distin- 
guir si el que lee tiene licencia o no, y en este último supuesto, debe- 
mos subdistinguir si obra espontáneamente, o lo hace inducido: por 
quienes desean oír la lectura. "iK 
El que tiene licencia para leer libros prohibidos puede leerlos oyén- 
dole otros que no la tengan, sin faltar ni aquél ni éstos, a condición 
de que omita las partes peligrosas del libro, o, si lee éstas, dé la corres- 
pondientes explicaciones, o refute los errores a fin de que no haga da- 
fio la lectura a quienes la oyen. TERIS 
Cuando el que lee espontáneamente, carece de licencia, peca, ya 
lea para sí solo, ya para otros, pero éstos, escuchando la lectura, no 
pecan contra el derecho positivo, si bien pueden pecar contra. el dere- 
cho natural, según indicábamos arriba. Si ellos le indujeron a leer, 
pecan por este motivo como cooperadores, y si la lectura recae sọbre 
un libro prohibido nominalmente por letras apostólicas, o sobre un li- 
bro de apóstatas, herejes o cismáticos en los que se defiende la apos- 
tasía, la herejía o el cisma, incurren ipso facto en excomunión reser- 
vada de un modo especial a la Sede Apostólica (can. 2318 $ 1), de con- 
formidad con lo dispuesto por el can. 2231. 


Qué se necesita para pecar gravemente por leer sin licencia libros 
prohibidos. ANT. 
Comúnmente se acepta que la prohibición de libros admite parve- 
dad de materia. Pero no basta con fijarse en la cantidad de la lectura 
cuando se trata de señalar lo que se precisa para llegar a pecado gra- 
ve; es necesario fijarse también en la calidad de la misma. ~- - — 
Así pues, en un libro plagado de errores o de obscenidades, puede 
ser suficiente muy poca lectura para cometer pecado mortal, dado el 
peligro inminente de tropezar con pasajes nocivos. 2 
` Mas en cuanto a otra clase de libros, los autores suelen señalar de 
seis a diez páginas para que la lectura sea gravemente pecaminosa. 
Según opinan CLAEYS BOUUAERT-SIMENON" puede darse que no pa- 
se de falta leve leer todo un libro prohibido no por la materia que con- 
E sino por carecer del imprimatur, como veremos en el can. 1399, 
CORONATA se adhiere a esa opinión". 


% Man. Iur. Cans t. 3, n. 190, 2, ed. 32 
: i ; SU OA PSUR . 3.8, Gandae eodii 
18 Institut, Iur. Can., vol. 2 ee eee 


2, n. 962, ed. 3.8, Taurini-Romae, 1948. 
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En cuanto a lo de conservar un libro prohibido, pecan por este ca- 
pitulo quienes sin la debida licencia retienen en su poder semejantes 
libros, ya sean propios ya ajenos, o los entregan a otros en calidad 
de depósito, conservando su propiedad, a menos que los entreguen 
a quien tenga facultad para ello, y éste los conserve mientras el duefio 
adquiera dicha facultad. 

No están incluídos en esta prohibición los bibliotecarios y los en- 
cuadernadores de libros. 

El P. A. PEINADOR" observa: “Suelen los comentaristas decir que 
lo que en rigor se prohibe es retener para leer, no retener por motivos 
más bien bibliográficos, v. gr., por no descabalar una obra compues- 
ta de varios tomos de los cuales uno está prohibido, con tal que se evi- 
te lean éste quienes carezcan de licencias". 

Refiriéndose a esto los autores poco ha mencionados aconsejan a 
quienes poseen tales libros que pidan facultad para poder conservar- 
los, lo cual nos parece muy razonable. 

- La Sagrada Congregación del Santo Oficio, en su decreto del 18 
de marzo de 1666", condenó la siguiente proposición, que figura bajo 
el n. 45: Los libros que han sido prohibidos hasta que se los expur- 
gue, pueden retenerse mientras tanto que aplicando la debida diligen- 
cia se corrijan. 

Por lo que a la venta concierne, quien tenga libros prohibidos, aun- 
que sea con la debida facultad, pecaría contra lo establecido en este 
can. 1938 $ 1, si los vende a quien no tenga licencia de libros prohibi- 
dos. ues 

. En este Apartado 7 veremos cómo deben proceder los libreros en 
orden a la venta de esos libros. m 

Tampoco se permite traducir a otra lengua los libros prohibidos; 
puesto que la traducción no les torna inmunes del dafio que pueden 
causar en su lengua original. 

Finalmente, los libros prohibidos no se pueden comunicar en for- 
ma alguna a otros. Es decir, que no se pueden prestar, ni regalar, ni 
cambiar por otra cosa a nadie que carezca de licencia para tener li- 
bros prohibidos. 

En cuanto a leérselos a otros, sólo puede hacerse cuando alguna 
causa justa lo aconseje, y cumpliendo lo que dejamos indicado atrás 
acerca de las convenientes explicaciones y rectificaciones para impedir 
que les haga daño semejante lectura. | LA 

Por lo que ataíie al $ 2 de este mismo can. 1398, es de advertir 
que.la Const. Officiorum ac munerum de León XIII, del 25 de enero 
de 1897, n. 31, refiriéndose a la nueva publicación de los libros prohi- 


19 Vida Religiosa, 4 (1947), p. 175. 
2 C. I. C. Fontes, vol. 4, n. 785, p. 20. 
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bidos, sólo hablaba de los que lo habían sido por la Sede Apostólica ; 
y sentaba como principio que nadie osara volver a publicarlos; pero 
luego, a modo de excepción añadía: si por una causa grave y Tazo- 


nable, pareciera conveniente admitir alguna excepción singular, no se 


hará nunca la nueva publicación sin haber obtenido antes la corres- 
pondiente licencia de la Sagrada Congregación del Indice, y cumplien- 
do además las condiciones que ésta imponga. 


Comentando BOUDINHON* ese n. 31 y el $ 2 del canon que nos ocu- 
pa, dice que aquél parece referirse únicamente a los libros puestos 
en el Indice, sin incluir los que caen bajo la prohibición de los de- 
cretos generales. En cambio, el canon formula un principio general 
valedero para todas las categorías de libros prohibidos, aun cuando 
la aplicación práctica concierne sobre todo a los libros inscritos en el 
catálogo del Indice. 

En cuanto a los libros condenados por los Ordinarios —agrega—, 
el canon encomienda a los mismos el cuidado de proseguir la obra co- 
menzada, y les constituye jueces de las correcciones que deben hacer- 
se para una segunda edición. 

Tocante a los libros prohibidos solamente por los decretos genera- 
les —digamos ahora por el can. 1399—, teóricamente no se sustraen 
a la disposición del can. 1398; pero prácticamente esa disposición será 
inaplicable en la mayoría de los casos; porque muchos de esos libros, 
habiendo sido publicados la primera vez sin el imprimatur, casi no se 
puede presumir que los autores o los editores lo pidan para ediciones 
subsiguientes. 

Respecto de las publicaciones que están prohibidas ünicamente 
por falta de la competente aprobación, se pondrán en regla —conclu- 
ye— pidiendo la autorización exigida. 

Nos permitimos disentir de lo afirmado por BOUDINHON. 

En primer lugar no nos convence la contraposición que, al menos 
implícitamente, sefiala entre los autores de obras incluídas en el Indi- 
ce, y los de las prohibidas por los decretos generales, al decir que mu- 
chos de éstos últimos no pedirán el imprimatur para subsiguientes edi- 
ciones, viniendo como a suponer que lo pedirán aquellos cuyas obras 
fueron puestas en el Indice. 

_ Mas aun prescindiendo de esto, opinamos que sólo es preciso acu- 
dir a la Santa Sede —en concreto a la Sagrada Congregación del San- 
to Oficio— para volver a publicar un libro incluído en el Indice; 


mientras que para los libros prohibidos por el can. 1399 consideramos 


suficiente la intervención de cualquiera de los Ordinarios locales a que 
alude el can. 1385 $ 2. 


Varias son las razones que nos mueven a establecer esa distinción. 


^ La nouvelle législation de Index, titre 2, chap. 1, p. 227, ed. 2.8, París, 1998 
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En primer lugar no cabe discutir que en el primer caso sea preciso 
contar con dicha Sagrada Congregación, por estar bien claro en el 
can. 1398 § 2, toda vez que fue ella quien incluyó el libro en el Indi- 
ce, y conoce los motivos de semejante decisión; por ende sólo ella 
puede indicar las correcciones que deben introducirse para permitir la 
nueva publicación, si es que hacen falta; pues hemos visto arriba, en 
el texto correspondiente a la nota 11, que la inclusión de una obra en 
el Indice no implica necesariamente que sea mala; a veces obedece 
simplemente a razones de prudencia debido a circunstancias especia- 
les, y mientras duran éstas. 


En cambio, tocante a las obras prohibidas por alguno de los moti- 
vos sefialados en el can. 1399, no ignoran los Ordinarios de lugar cuá- 
les son las cosas que precisa modificar para que puedan editarse de 


nuevo, y, por lo mismo no excede los límites de su competencia con- 
cederles el imprimatur. 


El propio BOUDINHON viene a reconocerlo al final del texto citado, 
tocante a las publicaciones prohibidas ünicamente por falta de la com- 
petente aprobación. Pues, aunque no lo dice expresamente, a buen 
seguro que es por conocerse el motivo de estar prohibidas, aun cuan- 
do sea en virtud del can. 1399, n. 5.°, que vale tanto como decir, por 
la Santa Sede. Ahora bien, esta misma prohibe todas las obras que 
caigan dentro de los demás nümeros de ese canon; luego no hay razón 
para aplicarles distintas normas. 


Cómo debe proceder quien desee reeditar un libro prohibido por el 
Ordinario local.—Una vez hechas las correcciones precisas tiene que 
someterlo a la censura del mismo que lo había condenado, aunque no 
sea ninguno de los tres sefialados en el can. 1385 $ 2, es decir, ni el 
propio del autor, entendiendo por autor bien sea el que compuso el li- 
bro, bien el que intenta reeditarlo, ni el del lugar donde se edite, ni el 
de donde se imprima. Y en caso de que acuda a alguno de éstos tres, 
no basta que el elegido lo ponga en conocimiento del Ordinario que 
condenó la obra, como sucede cuando uno de los tres mencionados 
negó el imprimatur, sino que precisa la licencia de aquél o la de su su- 
cesor, para poder autorizar la nueva edición, segün ordena el can. 
1398 § 2. 


Qué comprende la prohibición de un libro.—Acabamos de ver los 
efectos que produce la prohibición de un libro. Veamos ahora lo que 
abarca. 

Es un principio admitido por todos, conforme observa De Mres- 
. TER?, que prohibida una obra, queda prohibida toda ella, y participan 


2 Jur Can. et Iur. Canonico-Civilis Compendium, t. 3, n. 1357, Brugis, 1926. 
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de la proscripción. todas sus partes, incluso las innocuas. Pero no con- 
cuerdan los autores en la explicación y aplicación de ese principio, 
interpretándolo unos con más amplitud que otros. x 

Teniendo en cuenta las sentencias verdaderamente probables, y fi- 
jándonos en la práctica, parece que debe entenderse de la siguiente 
manera. v 

a) Un libro que háya sido prohibido, de cualquier forma, queda 
prohibido en su totalidad, sin excluir las partes innocuas del mismo. 

b) Si la obra prohibida no forma un todo íntegro, sino que, o 
bien consta de varios tomos, o se han separado de ella varias partes 
o transcrito diversas perícopes, entonces hay que distinguir: 

Cuando la prohibición obedece a un defecto extrinseco, v. gr., por 
carecer de la necesaria aprobación (can. 1399, 5.°), todas y cada una 
de sus partes, aun cuando se las separe, continüan prohibidas. 

Pero cuando la prohibición es debida a un defecto intrinseco de la 
obra, v. gr., porque defiende la herejía, entonces pueden darse varias 
hipótesis : | 

a’) Las hojas separadas de un libro condenado, en las que se con- 
tienen los párrafos que dieron lugar a la prohibición, participan de la 
prohibición del libro; mas no si son innocuas. 


b') Si consta de cierto cuál es la parte que motivó la prohibición, 
una vez destruída o borrada o separada esa parte, el resto del libro 
queda libre de la prohibición, según la sentencia hoy más común.. 

C) Cuando una obra consta de varios tomos, si la prohibición 
recae sobre el contenido de uno de ellos, retirando ese, es probable que 
a los demás ya no les afecte la prohibición. 


2. OBLIGACIÓN DE DENUNCIAR LOS LIBROS PERNICIOSOS 


La impone el can. 1397, en los términos siguientes: 


. $ 1. Es obligación de todos los fieles, especialmente de los clé- 
rigos y de los que están constituídos en dignidad eclesiástica y de 
quienes sobresalen por su ciencia, denunciar a los Ordinarios de lugar 
o a la Sede Apostólica los libros que estimen perniciosos; pero este 
deber incumbe por título peculiar a los Legados de la Santa: Sede, a 
los Ordinarios locales, y a los Rectores de Universidades católicas. 

. $2. Conviene que al denunciar los libros perniciosos no sólo se 
indique el título del libro, sino también, a ser posible, que se expon- 
gan los motivos por los cuales se juzga que se les debe prohibir. 
$ 3. Aquellos a quienes se hace la denuncia, han de considerar 
como cosa sagrada mantener secreto el nombre de los denunciantes. 
$ 4. Los Ordinarios locales por sí o, donde fuere menester, por 


sacerdotes idóneos vigilarán sobre los libros que se publiquen o se ha- 
llen de venta en su territorio. 
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$ 5. Los libros que exijan un examen más sutil o respecto de los 
cuales parezca necesario el fallo de la autoridad suprema a fin de lo- 
grar un efecto más saludable, serán sometidos por los Ordinarios al 
juicio de la Sede Apostólica. 

Este canon reproduce, en sustancia, las: prescripciones de LEÓN 
XIII, const. Officiorum ac munerum, nn. 27-29. 


Tocante a los simples fieles la obligación de denunciar es sólo un 
deber. de caridad, cuyo cumplimiento, según advierte GENNARI? ge- 
neralmente no les urgirá fuera de los casos en que son bien conocidos 
los errores del libro; cuando su lectura sea gravemente peligrosa ; 
cuando no quieran o no puedan otros hacer la denuncia; v cuando 
pueda hacerse sin grave daño. 


En cambio, —afiade— los Obispos y demás a quienes compete por 
razón de su cargo, tienen obligación grave y por título de justicia de 
denunciar los libros nocivos, siempre que de no hacerlo amenace da- 
no grave a los fieles que les están encomendados. 

Respecto del secreto que impone el $ 2 a quienes reciben tales de- 
nuncias, no hará falta insistir en la necesidad de su observancia, por 
los graves dafios que de su infracción pudieran seguirse, y para que 
los obligados a cumplir semejante deber puedan hacerlo con libertad 
v tranquilidad.  . 

Por lo que atañe al $ 4, cumple recordar que SAN Pío X, encícl. 
Pascend:, 8 de septiembre de 1907 n. VI”, mandó establecer en todas 
las diócesis el Consejo de vigilancia al cual debían los Obispos enco- 
mendar que estuviera al tanto acerca de los indicios y vestigios del 
modernismo así en los libros como en la enseñanza. 


Este Consejo de vigilancia debe continuar hasta que la Sede Apos- 
tólica no disponga otra cosa, según declaró la Sagrada Congregación 
del Santo Oficio, el 22 de marzo de 1918"; y a él pueden los Ordina- 
rios locales encargar que vigile sobre otras clases de publicaciones, 
conforme advirtió la misma Sagrada Congregación en su Instrucción 
del 3 de mayo de 1927”, respecto de cierto género de escritos inficcio- 
nados de sensualismo y sensual-misticismo. Transcribiremos aquí al- 
gunos párrafos de dicha Instrucción. 

Entre los males que actualmente aquejan a la humanidad, con 
grave perjuicio de las almas, corresponde un lugar de preferencia a 
ese género de literatura saturada de sensualismo y liviandad, con cier- 
tos barnices de misticismo lascivo. 

Pertenecen a ese grupo multitud de novelas, cuentos, dramas y 
comedias, que tantos estragos causan, especialmente en la juventud, 


3 Della nuova disciplina sulla proibizione de'libri, cap. X, $ 27, 5.9, ed. 3.2, Roma, 1903. 
24 C. J.,C. Fontes, vol. 8, n. 680, p. 723. 

3 AAS, 10 (1918), 138. 

% AAS, 19 (1997), 186-189. 


20 FR. SABINO ALONSO MORAN 


la cual gusta mucho de tales lecturas, y, por tener muy vivas las pasio- 
nes, se halla más expuesta a experimentar con mayor violencia el per- 
nicioso influjo que ejercen las descripciones de episodios inmorales, 
que tanto abundan en los mencionados escritos, donde se narran las 
mayores obscenidades, con cierto disimulo a veces, y otras con el mas 
espeluznante realismo, adornadas de las mejores galas literarias, para 
hacer más apetitosa su lectura. 


Para coimo de males, suelen aparecer en tamaño reducido y a pre- 
cios muy económicos; hállanse de venta en todas partes: en las li- 
brerías, en las plazas y calles, y en los puestos de las estaciones de 
tren, de suerte que con rapidez asombrosa llegan a manos de todos, 
hasta de muchos que pertenecen a familias cristianas, con el daño que 
se puede suponer. 

Pero hay más atin. Con ser tan perniciosos los escritos menciona- 
dos, todavía existen otros más peligrosos, a saber, los pertenecientes 
a la categoría de literatura sensual-mística, cuyos partidarios —ho- 
rrible dictu— no se avergüenzan de condimentar con frases espiritua- 
les el mórbido alimento de sensualidad que propinan en sus libros, en- 
treverando cierta piedad para con Dios y un misticismo religioso com- 
pletamente falso, con impuros amores, cual si la fe pudiera compagi- 
narse con el abandono completo de las normas del bien vivir. 


No se debe hacer caso de lo que algunos alegan en favor de tales 
libros, esto es, que muchos de ellos están escritos con estilo elegante, 
y que contienen enseñanzas sicológicas que ponen al corriente de los 
adelantos modernos, y hasta lo que en ellos hay de sensualidad, lejos 
de ser peligroso, antes bien surte el efecto contrario, ya que por el 
mismo caso de pintar las cosas tan al vivo, aparecen con toda su feal- 
dad y repugnancia, que es su mejor reprobación; sobre todo cuando 
ponen de relieve los remordimientos que a tales placeres suelen se- 


guir, y el amargo llanto en que algunos se deshacen después de una 
vida licenciosa. 


Semejantes argucias carecen por completo de valor, aunque algu- 
nos crean lo contrario. En efecto, ni la elegancia de estilo, ni las apor- 
taciones de medicina y filosofía —si es que se encuentra alguna en di- 
chos libros—, ni la intención de sus autores, cualquiera que haya sido 
el fin que se propusieron al escribirlos, pueden impedir que los lecto- 


res, muy frágiles en su inmensa mayoría y harto propensos a la li- 


viandad debido a la gran corrupción de la naturaleza, no se manchen 
con el fango de tan inmundas lecturas; antes bien, todas esas cosas 
sirven, como ensefia la experiencia, para pervertirlos y corromperlos, 
y para que las pasiones desenfrenadas los arrastren a todo género de 
maldades, hasta que, cansados de una vida tan llena de iniquidades, 


y ANC NE de sí mismos, cometan otra mayor poniendo término 
a sus días. 
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3. LIBROS PROHIBIDOS POR EL DERECHO 


Están prohibidos por el derecho mismo, los libros siguientes, con- 
forme advierte el can. 1399: 

1.° Las ediciones del texto original o de las antiguas versiones ca- 
tólicas de la Sagrada Escritura, incluso las de la Iglesia Oriental, pu- 
blicadas por cualesquiera acatólicos; e igualmente las traducciones 
de la misma a cualquier lengua, hechas o editadas por los mismos; 

2.° Los libros de cualesquiera escritores, que defienden la herejía 
o el cisma, o ponen empeño en destruir de cualquier modo los funda- 
mentos mismos de la religión ; 

3.” Los libros que atacan de propósito la religión o las buenas 
costumbres; 

4. Los libros de cualesquiera acatólicos, que tratan ex profeso 
de religión, mientras no conste que no contienen nada contrario a la 
fe católica ; 

5. Los libros de que habla el can. 1385 $ 1, n. 1.^, y el can. 1391; 
e igualmente, entre los enumerados en el citado can. 1385 $ 1, n. 2.°, 
los libros y folletos que refieren nuevas apariciones, revelaciones, vi- 
siones, profecías, milagros, o que introducen nuevas devociones, aun 
bajo pretexto de que son privadas, si se han publicado sin observar 
las prescripciones de los cánones; 

6.7 Los libros aue impugnan o se mofan de algún dogma católi- 
co, los que defienden errores condenados por la Sede Apostólica, los 
que desprestigian el culto divino, los que intentan destruir la discipli- 
na eclesiástica, y los que adrede injurian a la jerarquía eclesiástica, o 
al estado clerical o religioso ; 

7.2 Los libros que enseñan o recomiendan cualquier género de su- 
perstición, sortilegios, adivinación, magia, evocación de espíritus, y - 
otras cosas por el estilo; 

8.” Los libros que declaran lícitos el duelo o el suicidio o el divor- 
cio, y los que, tratando de las sectas masónicas o de otras sociedades 
análogas, pretenden probar que, lejos de ser perniciosas, resultan úti- 
les para la Iglesia y la sociedad civil; 

9." Los libros que tratan, relatan o enseñan ex profeso materias 
lascivas u obscenas; 

10.7 Las ediciones de los libros litúrgicos aprobados por la Sede 
Apostólica, en los que se haya cambiado alguna cosa, de tal suerte 
que no concuerden con las ediciones auténticas aprobadas por la San- 
ta Sede; 

11." Los libros donde se divulguen indulgencias apócrifas o pro- 
hibidas o revocadas por la Santa Sede; 
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12.° Las imágeries de cualquier modo impresas de Nuestro Señor 
Jesucristo, de la Bienaventurada Virgen María, de los Angeles y San- 
tos o de otros Siervos de Dios, opuestas al sentido y a los decretos de 
la Iglesia”. | 

Antes de entrar en la exposición de cada uno de estos nümeros, 
conviene hacer algunas observaciones: a) segün advirtió el Santo Ofi- 
cio, 17 de abril de 1943, en virtud de las normas contenidas en este 
canon quedan prohibidos casi todos los libros malos v de suyo noci- 
vos*; b) este mismo Dicasterio, al final de la Instrucción a que nos 
hemos referido en el apartado anterior, encarga a los Ordinarios de 
lugar que no dejen de declarar, en conformidad con las necesidades 
particulares de cada diócesis, cuáles son en concreto los libros prohi- 
bidos por el derecho mismo; y agrega que, si para aleiar a los fieles 
de la lectura de alguno en particular, estiman ser más eficaz y rápido 
condenarlo por un decreto especial, les recomienda aue no dejen de 
emplear ese medio; c) cuando y donde los Ordinarios no hubieran he- 
cho la referida declaración, o condenación, v. gr., por tratarse de una 
obra reciente, queda al juicio de cada uno decidir si un determinado 
libro se halla de hecho incluído en alguna de las normas dictadas por 
el can. 1399, a cuyo efecto puede leer lo aue sea necesario para resol- 
ver la duda. Tratándose de personas que no son capaces de lograr eso 
por sí mismas, deben pedir conseio a quien tenga la suficiente pericia 
para declararlo. 

Previas estas indicaciones, pasamos a ocuparnos de lo establecido 
en el mencionado canon, siguiendo el orden de sus números. 


N.° 1.° El motivo de prohibir esas ediciones y traducciones, no 
es otro que la fundada sospecha de las adulteraciones introducidas por 
los acatólicos. En la repetida const. Officiorum ac munerum de LEÓN 


XIII, n. 8, se hacía mención especial de las traducciones publicadas 
por las Sociedades Bíblicas. 


_ N° 2° Este número reproduce lo del n. 2 de la mencionada cons- 
titución leonina, pero suprime las primeras palabras de ésta, que de- 
cian: Libri apostatarum, haereticorum, schismaticorum et quorum- 
cumque scriptorum, etc. 

El vocablo "defender" —propugnantes— por el canon empleado 
comprende algo más que el mero hecho de proponer la herejía o el 
cisma. De consiguiente, para que una obra quede incluída en la prohi- 


bición del mismo, hace falta que su autor alegue razones en defensa 
de una u otro. 1 


; ee la Sagrada Congregación para la Iglesia Oriental, el año 1944, sin fecha 
a los fieles del rito oriental les oblig. oca ON S : n 
11944] Es en es obliga no sólo e! can..1396, sino también el can. 1399 (AAS, 26 


% AAS, 35 (1943) 145, 
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Son fundamentos de la religión las verdades, tanto del orden natu- 
ral como del sobrenatural, que precisa admitir para abrazar la fe: la 
existencia de Dios, la inmortalidad del alma, el libre albedrío, la po- 
sibilidad del milagro, etc. El empefio en destruir tales fundamentos 
"de cualquier modo", puede realizarse con escritos, con caricaturas 
intercaladas en los libros, con razones o con injurias; en serio o ridi- 
culizándolos. 


La Sagrada Congregación del Santo Oficio, decreto del 1 de julio 
de 1949”, a la pregunta sobre la licitud de editar, propagar o leer Ji- 
bros, revistas, periódicos u hojas que patrocinan la doctrina o la ac- 
ción de los comunistas; o de escribir en los mismos, respondió nega- 
tivamente, ya que están prohibidos —agregaba— por el derecho mis- 
mo (cfr. can. 1399). 


N.° 3. ¿Cómo se deben entender en este número “la religión” y 
“las buenas costumbres”? Según GÉNICOT-SALSMANS, citado por DE 
MEESTER”, entiéndese por buenas costumbres aquella norma de vivir 
que se ajusta a las leyes de la honestidad cristiana, principalmente de 
la castidad. Así pues, prohibe este número las publicaciones que fre- 
cuentemente y de una manera notable narran, enseñan o recomien- 
dan deshonestidades, de forma que a los lectores asiduos les creen 
peligro grave para la castidad. 

En cuanto al sentido que debe darse aquí a la palabra religión, 
existe variedad entre los autores. Algunos la interpretan ampliamente 
de forma que comprenda no ya sólo la religión revelada, católica, 
sino también la natural. Otros, en cambio, la restringen a la revelada. 

Cuéntanse entre los primeros: CORONATA”, BERUTTI”, BLAT”, Sr- 
pos“ y CLAEYS BOUUAERT-SIMENON”. Estos dos últimos arguyen así: 
La religión en el número 3.” del can. 1399 se debe entender en sentido 
amplio, comprendiendo la natural y la revelada, toda vez que los li- 
bros donde se impugna la religión católica se condenan especialmente 
en el n. 6.° del mismo. 


Tocante a las buenas costumbres —agregan—, puesto que en el 
n. 9.” se habla especialmente de los libros obscenos, entendemos que 
el n. 3.° se refiere a los libros que atacan las buenas costumbres de 
otra forma, v. gr., recomendando el onanismo conyugal u otras prác- 
ticas ilícitas, excitando de propósito, —es decir, no de paso, sino mu- 


29 AAS; 41 (1949), 334. 
3 N. 1364, a), de la ob. cit. arriba en la nota 22. 


31 N. 963, c) de la ob. cit. en la nota 18. 

322 Institut. Iur. Can., vol. IV, n. 151, II, c), Taurini-Romae, 1940. 
33 De rebus, n. 296, p. 407, Romae, 1934. 

34 Enchiridion Iur. Can., $ 166, p. 637, c), ed. 6.2, Romae, 1954. 


35 Man. Iur. Can. t. 3, n. 191, 3.9, ed. 3.2, Gandae et Leodii, 1931. 
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chas veces y en gran cantidad de paginas— a las rebeliones, sedicio- 
nes, expoliaciones y otras cosas por el estilo. l 

De MEESTER, 1. cit., sin rechazar de plano la opinión de quienes 
afirman que en este n. 3.° debe tomarse la palabra religión en sentido 
amplio, declárase partidario de la sentencia opuesta. E 

A nosotros nos parece más fundado interpretar la palabra religión 
en sentido amplio. | 

N.° 4^ En él se reproduce textualmente el n. 3 de la const. Offi- 
ciorum ac munerum, la cual en el n. 4 afiadía: Los libros de esos 
mismos autores (es decir, de cualesquiera acatólicos) que no tratan ex 
profeso de religión, sino que únicamente de paso tocan verdades de fe, 
no se deben considerar prohibidos por derecho eclesiástico, mientras. 
no se les condene por un decreto especial. 

En la Regla 11 del Indice confeccionado por la Comisión nombra- 
da en el Concilio Tridentino, y que obtuvo la aprobación de Pío IV", 
después de prohibir los libros de LUTERO, ZUINGLIO, CALVINO v otros 
heresiarcas, se añadía: Los libros de otros herejes, que tratan ex pro- 
feso de religión, quedan condenados. Pero los que no tratan de reli- 
gión, se permiten, una vez que hayan sido examinados y aprobados 
por teólogos católicos encargados de ello por el Obispo, y por los In- 
quisidores. : 

En la Regla V dei mismo Indice se advertía que los libros donde 
a veces se reproducen las obras de autores herejes, y en los cuales di- 
chos autores no ponen nada o muy poco de su cosecha, limitándose 
a coleccionar las sentencias de los demás, cuales son los léxicos, con- 
cordancias, apotegmas, etc., si entremezclan algunas cosas que nece- 
siten expurgo, después que hayan sido suprimidas éstas por el Obispo 
y el Inquisidor de acuerdo con los teólogos católicos, se permitirán di. 
chos libros. 


Finalmente, en la Regla VIII se disponía que los libros cuyo asun- 
to principal es bueno, pero en los cuales se insertan de paso algunas 
cosas relativas a la herejía, a la impiedad, a la adivinación o supers‘. 
ción, puede concederse su lectura, una vez que los hayan expursado 
teólogos católicos facultados para ello por la Inquisición general. 


_ En ciertos casos, insinúa BOUDINHON*", podrá resultar dificil decir. 
si un libro trata ex profeso de religión, pudiendo el objeto del mismo 
relacionarse con ella de una manera más o menos directa. El dogma, 
la Sagrada Escritura, la moral son materias religiosas primordiales ; 
el derecho canónico ocupa un lugar menos próximo; la Historia ecle- 
siástica interesa menos directamente y sobre todo menos uniformemen- 
te a la religión; la filosofía, en cuanto que se ocupa de las verdades 


CIC Bontes vol. 2mm 426: pp. 414, 415, 416. 
3 Titre L chap. I, pp. 90 y 95, de la ob. cit. en la nota 21 


^ 
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fundamentales, existencia de Dios, inmortalidad del alma, es cosa re- 
.igiosa; por el contrario, en otras de sus partes sólo de una manera 
remota interesará a la religión. Por consiguiente, un libro tratará ex 
profeso de religión cuando su objeto se relacione con una u otra de di- 
chas cuestiones verdaderamente religiosas; pero no hace falta que se 
ocupe de ellas todo el libro, basta que lo haga en una parte considera- 
ble. 

Tocante a los libros de autores no católicos —agrega— que versan 
sobre historia, literatura, ciencia, artes, etc., sin duda que a veces ro- 
zarán temas religiosos. Por ende, tal vez contengan más de un error 
acerca de la religión; sin embargo, semejantes errores se consideran 
como algo accidental y accesorio en relación con el objeto principal 
de la obra, y por lo mismo no implican su prohibición. 


N. 5.°. El can. 1385 § 1 pone la lista de los libros para cuya publi- 
cación se exige la previa censura; mas no todos ellos quedan prohi- 
bidos si carecen de ese requisito. El can. 1399, 5.”, menciona solamen- 
te los libros de las Sagradas Escrituras o sus anotaciones y comenta- 
rios, que son los que figuran en el $ 1, n. 1.° de aquél, y los que con- 
signa luego expresamente. A su vez, el can. 1391 refiérese a las ver- 
siones de las Sagradas Escrituras en lengua vernácula, y dice que no 
se pueden imprimir si no están aprobadas por la Sede Apostólica, o 
que se publiquen bajo la vigilancia de los Obispos y, además, con no- 
tas sacadas principalmente de los Santos Padres de la Iglesia v de 
escritores doctos y católicos. 

En n. 13 de la const. Offic. ac munerum, de donde está tomada la 
segunda parte del n. 5.° del can. 1399, contenía una prohibición más 
amplia, pues incluía los libros o escritos, mientras que el Codex pone 
los libros y folletos. 

El motivo de prohibir las Sagradas Escrituras, cuando se publican 
sin cumplir las prescripciones de la Iglesia, es por el peligro de aue 
: no se publiquen integras y, además, tratándose de las ediciones en len- 
gua vulgar, por el daño que pueden hacer a la gente poco instruíc^. 
si algunos textos de las mismas no llevan las correspondientes expli- 
caciones. 

En cuanto a las nuevas apariciones, revelaciones, etc., y nuevas 
devociones, se comprende fácilmente la necesidad del control de la au- 
toridad eclesiástica, para evitar que se propongan como sobrenatura- 
les cosas que tal vez son fruto de imaginaciones calenturientas, o se 
divulguen devociones poco recomendables, y que precisamente por su 
novedad pueden lograr más partidarios y hacer mucho daño. Esto 
no quiere decir que una devoción por el mero hecho de ser nueva sea 
vitanda, sino tinicamente que necesita ser sometida a la autoridad de 
la Iglesia para que dictamine si puede permitirse o no. 

Respecto de los milagros, la prohibición afecta a los libros y folle. 
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tos en los que se refieren hechos más o menos prodigiosos, calificándo- 
los de verdaderos milagros; pero nó si se proponen como simples favo- . 
res o gracias obtenidas por la intercesión de un santo o de algün siervo 
de Dios. Í pre 
N. 6.°. Comencemos por advertir que este número en su primera | 
parte no usa el vocablo “adrede”, que emplea en la segunda parte. 
Por lo mismo, quedan prohibidos los libros que impugnan o se mofan 
de algán dogma católico, etc., aunque no sea adrede. Impugna un dog- 
ma el que lo niega, o intenta probar que es falso. Se mofa de él quien 
habla del mismo en forma satírica, burlona, o lo expone al desprecio 
o a la irrisión. ; i Sa xs 
Por lo que a los errores atafie, observa el can. 1324 que no basta 
con evitar la herética pravedad, sino que además es preciso rehuir di- 
ligentemente los errores que más o menos se le acercan; por lo cual 
deben todos observar también las constituciones y decretos donde la 
Santa Sede ha proscrito y prohibido las opiniones pravas de ese géne- 
ro. , <i 
Preguntada la Sagrada Congregación del Indice si las obras conta- 
giadas de los errores condenados en el Syllabus de Pío IX, se debían : 
reputar prohibidas por el art. 14 de la const. Offic. ac munerum en. 
cuanto contienen los errores condenados por la Santa Sede —la ultima. 
cláusula de este artículo alude a esos errores—. d 


El 23 de mayo de 1898 respondió la Sagrada Congregación que si © 
estaban prohibidas semejantes obras en virtud del mencionado artícu- 
lo —ahora diríamos que por el n. 6.° del can. 1399—, si propugnan 
o defienden tales errores”. Ner 
_ La defensa de esos errores consistiría en intentar sostener que con- 
tienen buena doctrina, o por lo menos que no merecen la calificación 
que la Santa Sede les aplicó. Led 


. Desprestigian el culto divino aquellos libros en los cuales se expo- 
nen y afirman cosas que pueden inducir a quienes los lean a tener eri 


poca estima los divinos oficios, los sacramentos, las funciones sagra- 
das y las ceremonias litürgicas. | 


Intentan destruir la disciplina eclesiástica los escritos que impug- 
nan la autoridad del Papa, la potestad de magisterio o de régimen de 


o: Obispos, el celibato del clero, la observancia de los días festivos, 
etc. | 


_ Injurian adrede la jerarquia eclesiástica, o al estado clerical o reli- 
g10s0 y, por ende, están prohibidas aquellas obras donde de intento 
se habla mal, o se calumnia y trata de desprestigiar o poner en ridícu- 


38 C. L C. Fontes, vol. 7, n. 5152, pp. 728-729. 
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lo, no a algunos clérigos. o religiosos en particular, en cuanto .perso- 
nas privadas, sino a todos en general o a una parte notable de los. 
mismos, v. gr., a los Obispos, a los Cardenales, canónigos, religiosos. 
Respecto de éstos ültimos no se debe olvidar la recomendación del can. 
487, de la gran estima en que todos han.de tener el estado religioso, 


o sea el modo estable de vivir en común, observando, además de los... 


preceptos comunes a todos los fieles, los tres votos de pobreza, casti- 
dad y obediencia. Así pues, cualquier escrito en el que, de propósito, 
se. ridiculiza o desprestigia la práctica de la vida comün o la obser- 
vancia de los votos mencionados, cae dentro de la prohibición decreta- 
da por el n. 6.? del can. 1399. 


N. 7.*. Para incurrir en la condenación de este nümero, no basta 
que un libro exponga simplemente las prácticas aludidas, hace falta 
que las recomiende, o ensefie cómo se han de verificar. 


N. 8.°. Este número refiere textualmente la mayor parte de lo con- 
tenido en el n. 14 de la const. Offic. ac munerum, tantas veces men- 
cionada. i 

Para declarar la licitud del duelo, suicidio, divorcio, es preciso que 
dichos libros traten ampliamente de tales materias, alegando argumen- . 
tos con el propósito de demostrar que son buenos esos actos. 

Otro tanto se diga respecto de la masonería y demás sectas aná- 
logas, v. gr., las anarquistas, nihilistas, etc., pretendiendo probar su . 
utilidad en favor de la Iglesia o del Estado. TP A 

Para incurrir en la condenación basta que dichos libros hagan la 
apología de esas sectas, sin necesidad de que animen a la gente a ins- 
cribirse en ellas. 


N, 9.”. A lo consignado en este número añadía el n. 9 de la repeti- 
da Constitución leonina: el motivo de prohibir tales libros es poraue 
debemos tener en cuenta no sólo la fe, sino también las costumbres 
que fácilmente se corrompen con semejantes lecturas. 

A continuación (n. 10) hacía una salvedad respecto de los libros 
clásicos, antiguos y modernos, inficcionados por esa lacra, cuya lec- 
tura, en atención a su estilo elegante, permitía a quienes les excusara 
el oficio o magisterio que desempeñaban; pero advirtiéndoles que por 
ningún motivo era lícito exponerlos o entregarlos a los niños o adoles- 
centes, a no ser que estuvieran cuidadosamente expurgados. 

Al no mencionar el Codex dicha facultad, cabe inferir que la nie- 
ga implícitamente. De suerte ‘que, si alguien, por razón de magisterio, 
juzga conveniente o necesario leer dichos libros, debe pedir licencia. 
o valerse de una edición expurgada. 

La prohibición, por derecho eclesiástico, comprende sólo las obras 
que se ocupan de materias lascivas ex profeso, es decir, directamente 
y en parte notable, v. gr., un capítulo íntegro, o en muchos lugares 


de la obra. 
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Hemos dicho por derecho eclesidstico, ya que por derecho natural 

acaso a veces no sea necesario tanto para que su lectura resulte peli- 
grosa. 
Tratan de cosas obscenas, aquellos libros que las presentan de mo- 
do que sugieren malos pensamientos y deseos; las relatan, los que re- 
fieren o describen hechos nefandos, verdaderos o ficticios, que al lector 
se le figura estarlos viendo; las enseñan, los que dicen y explican el 
modo como se realizan las acciones torpes. 

Además de la Instrucción del Santo Oficio mencionada en el Apar- 
tado anterior, que guarda relación con el presente número, cumple 
recordar aquí el Aviso del mismo Dicasterio, que lleva la fecha de 
20 de mayo de 1952”, donde, los Eminentísimos Cardenales que lo 
forman, lamentando el ingente daño inferido a las almas, ora por la 
desenfrenada licencia de editar y divulgar libros, folletos, revistas que 
ex profeso relatan, describen o enseñan obscenidades, ora por la fu- 
nesta pasión de leerlos sin el menor discernimiento, se creyeron en c! 
deber de amonestar : 

a todos los fieles, para recordarles la gravísima obligación de abs- 
tenerse en absoluto de leer tales escritos ; 

a quienes incumbe la formación y educación de los jóvenes, para 
que, conscientes de su gravísima obligación, los alejen por completo 
de tales escritos, como de un mortífero veneno; 

finalmente, a quienes por razón de su cargo pertenece regular la 
conducta de los ciudadanos, que no permitan la edición y divulgación 
de semejantes escritos que se proponen destruir los principios y fun- 
damentos mismos de la honestidad natural. 


N. 10. Los cambios que en los libros litúrgicos motivarían la pro- 
hibición son todos aquellos que modifiquen el sentido o el orden de los 
mismos. 


N. 11°. Son indulgencias apócritas las que nunca fueron concedi- 
das por la autoridad legítima (cfr. can. 912); prohibidas, las que lo 
fueron por un decreto legítimo; revocadas, las que algún tiempo fue- 
ron auténticas, v. gr., las cuarentenas, que suprimió parcialmente la 
Sagrada Penitenciaría por su Decreto del 31 de diciembre de 1937. 


. N. 12.°. No están incluídas en este número las pinturas, si no son 
impresas, ni las esculturas y medallas, porque, según advierte GENNA- 
RI”, las esculturas no tienen relación con los libros, que es de lo que 
se trata en este lugar, y las medallas y pinturas no adquieren la publi- 
cidad y difusión de las estampas impresas. 


AAS, 44 (1952), 432. 
"BB Cap. VI, § 15, p. 89, de la ob. cit. en la nota 23. 
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Además, por lo que respecta a las estatuas y cuadros ya provee el 
can. 1279. 


Consignemos, para terminar lo referente al n. 12.° del can. 1399, 
que se oponen al sentido y a los decretos de la Iglesia aquellas imáge- 


nes que pueden dar ocasión a errores en materia de fe, o excitan la 
sensualidad. 


4. QUIÉNES SE EXIMEN DE LA PROHIBICIÓN DE LOS LIBROS 


Exención parcial.—Can. 1400. El uso de los libros a que alude el 
can. 1399, n.° 1.°, y de los que se hayan publicado contra lo dispues- 
to en el can. 1391, sólo se permite a quienes se dedican de cualquier 
modo a los estudios teológicos o bíblicos, siempre que dichos libros es- 
tén fiel e íntegramente editados, y en sus prolegómenos o en sus ano- 
taciones no se impugnen los dogmas de la fe católica. 


La frase "los que se dedican de cualquier modo a los estudios teo- 
lógicos o bíblicos", comprende a todos aquellos, sean eclesiásticos o se- 
glares, que de una manera habitual, esto es, durante un plazo de tiem- 
po algo prolongado, asistiendo a clase o en particular, se ocupan en 
tales estudios, v. gr., para escribir un artículo o preparar una confe- 
rencia. 

Esta facultad, conforme indican VERMEERSCH-CREUSEN”, parece 
que puede extenderse a casi todos los sacerdotes que, cumpliendo con 
los mandatos y recomendaciones del derecho, sigan cultivando y au- 
mentando con su estudio privado lo que aprendieron en las clases de 
teología. 

La Sagrada Congregación del Indice declaró, el 23 de mayo de 
1898", que semejante facultad compete no sólo a los varones doctos 
que se dedican a los mencionados estudios, sino también a todos los 
estudiantes de teología; pero el 21 de junio del mismo año agregó 
que, sin especial facultad de la Santa Sede, no podía el Obispo permi- 
tir que los alumnos, bajo la dirección del profesor, lean y traduzcan 
en las clases los textos hebreos y griegos editados por los acatólicos, 
aun cuando no se impugnen en los prolegómenos o anotaciones de tales 
libros los dogmas de la fe católica. 


Tratándose de alumnos que traducen y leen dichos textos al mismo 
tiempo que cursan la teología, no parece que necesite el Obispo facul- 
tad especial de la Santa Sede para permitirlo. 


Exención plena.—La concede el can. 1401 a los Cardenales de la 


^ Epit, Ter. Can., t. 2, n. 785, ed. 6.*, Mechliniae- Romae, 1940. 
122 €. I. C. Fontes, vol. 7, nn. 5182, 5188, pp. 728, 729. 
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Santa Iglesia Romana, a los Obispos, aun a los titulares, y demás Or- 
dinarios; pero afiade que no les afecta la prohibición eclesiástica de 
los libros, con tal que adopten las cautelas necesarias. 
Esas cautelas son las mismas que señalan los cáns.. 1403 $ 2, y 1405 
$1; de los que nos ocuparemos en el Apartado.6.. . Thus 
Toda vez que el can. 1401 emplea la palabra “Ordinarios” sit res- 
triccién, síguese que, a tenor del can. 198 § 1, bajo ella se comprenden 
también los Superiores mayores de religión clerical exenta. 


'5. FACULTAD DE LOS ORDINARIOS PARA AUTORIZAR LA LECTURA DE LI- 
| BROS PROHIBIDOS. 


Se la concede el can. 1402 en la forma. siguiente: 


$1. En cuanto a los libros prohibidos por el derecho mismo o por 
un decreto de la Sede Apostólica, pueden los Ordinarios conceder li- 
cencia a sus sübditos ánicamente para cada libro en particular y sólo 
en casos urgentes. ; i 


$ 2.. Y si hubiesen obtenido de la Sede Apostólica facultad para 
permitir a sus sübditos que retengan y lean libros prohibidos, no la 
concederán si no es discretamente y con causa justa y razonable. 


Por lo que atañe al $ 1, también aqui se toma la palabra “Ordina- 
rios" en sentido amplio, según dejamos indicado al final del Apartado 
anterior. da 

Y como se trata de potestad ordinaria, unos y otros la pueden de- 
legar, v. gr., a los Prefectos de estudios en favor de los profesores y 
alumnos. 

Es una facultad semejante a la que les otorga el can. 81; pero di- 
fieren, por cuanto la de éste canon es para dispensar la observancia 
de una ley, mientras que la del can. 1402 es para conceder una licen- 
cia, sin la cual no se puede leer lícitamente dichos: libros. 


. ¿Qué decir de los libros prohibidos por un Concilio plenario o pro- 
vincial? El can. 1402 habla sólo de los libros prohibidos por la Sede 
Apostólica, bien lo hayan sido por un decreto particular, bien' por el 
can. 1399, bien, finalmente, por un Concilio ecuménico. Pero, según 
hemos visto en el Apartado 1, también los pueden prohibir los Conci- 
lios particulares (can. 1895 $ 1). | i 

. Por analogía con lo del can. 1402 8 1, estimamos que son aplica- 
bles al caso presente los cáns. 82 y 291 § 2, en cuya virtud pueden los 
Ordinarios conceder facultad a sus súbditos para cada libro en parti- 
cular y con justa causa, aun cuando el caso no sea urgente, ya que el 
can. 291 no menciona esta circunstancia. 7 


En cuanto al § 2 del can. 1402, no estará de mas recordar una 
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[nstrucción de CLEMENTE VIII y otra de la Sagrada Congregación de 
Propaganda Fide. 

La primera, refiriéndose a este punto concreto?, decía que los Obis- 
pos debían conceder gratis esa licencia, por escrito firmado de su pufio 
y letra, la cual se había de renovar cada tres afios; concediéndola sólo 
. a varones selectos, dignos y conspicuos por.su piedad y ciencia; sobre 
todo a aquellos de quienes tuvieran certeza que sus estudios eran de 
püblica utilidad y para servicio de la Iglesia católica; 2 

La Sagrada Congregación de Propaganda Fide, en su Instrucción 
del mes de diciembre de 1897", a los Ordinarios facultados por auto- 
ridad Apostólica para permitir a sus sübditos leer y retener libros pro- 
hibidos por la Santa Sede, les mandaba observar las normas siguien- 


potes" A 


1.^. A los sacerdotes más conspicuos, y constituídos en alguna 
dignidad eclesiástica, se les puede conceder dicha facultad aun respec- 
to de los libros que defienden ex profeso la herejía o el cisma, o que 
ponen empeño en destruir de cualquier modo los fundamentos mismos 
de la religión; pero al efecto de impugnar tales libros o como ayuda 
para el sagrado ministerio y para estudios serios: excluídos siempre 
los libros que tratan ex profeso de materias obscenas. 


2.*. A los laicos de suma prestancia se les puede conceder la fa- 
cultadad en la forma indicada en el n. 1, pero sólo al efecto de impug- 
narlos o como ayuda para desempefiar el propio oficio o para estudios 


.  Serios. 


2 8.*. A otros sacerdotes, seculares o regulares, y a laicos que sobre- 

- salgan por su virtud y ciencia, se les puede otorgar dicha facultad; ex- 
ceptuados siempre los libros que tratan ex profeso de materias obsce- 
nas, los que de propósito defienden la herejía o el cisma, y los que 
de cualquier modo pretenden destruir los fundamentos mismos de la 
religión. ; 


— 4. A los clérigos o laicos, por razón de estudios, se les puede 
autorizar para leer y conservar libros prohibidos pertenecientes a sus 
asignaturas hasta que no terminen la carrera; excluídos los que se 
exceptüan en el nümero anterior. 


5?. A los laicos de ambos sexos que la pidan, se les puede conce- 
der, segün el prudente arbitrio y conciencia de su propio confesor, fa- 
cultad para leer y conservar, pero bajo llave y evitando el escándalo, 
aquellos libros prohibidos que el mismo confesor juzgare en el Sefior 
que conviene concederles; excluyendo también los exceptuados « 
dos números precedentes. en 


43 (C. I, C, Fontes, vol. 2, n. 426, p. 418, $ IT. 
44 C. I. C. Fontes, vol. 7, n. 4938, pp. 541-542. 
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Es de advertir además que dicha facultad puede concederse: 


I. Unicamente a varones probos y eruditos, de los cuales conste 
que sobresalen por su ciencia, piedad y celo. 


II. A los jóvenes que cursan los estudios en escuelas püblicas, gun. 
nasios, liceos, academias, respecto de aquellos libros que se ven obli- 
gados a manejar por imperativo de la autoridad civil, y mientras se 
hallan bajo esa necesidad. 


III. A los alumnos del Seminario o de los Colegios tan sólo se les 
permitirán libros relacionados con sus asignaturas, y que parezca ne- 
cesario que lean por razón de sus estudios. Antes de permitirles leer escs 
libros, se examinarán éstos diligentemente, para ver si pueden poner- 
se sin grave peligro en manos de los jóvenes. En caso contrario, de 
ningtin modo se les permitirá leerlos... 

Actualmente los Ordinarios de lugar suelen obtener por las qisin- 
quenales la facultad a que alude el § 2 del can. 1402, y en virtud de 
ellas pueden conceder licencia, incluso para más de cinco afios, y aun 
a los religiosos exentos. 


6. Uso DE LA FACULTAD DE LEER LIBROS PROHIBIDOS 


Dicho uso está regulado por los cans. 1403 y 1405. 


= Can. 1403. $ 1. Los que hayan obtenido facultad apostólica para 
leer y retener libros prohibidos, no por eso pueden leer y conservar 
cualesquiera libros prohibidos por sus Ordinarios, si en el indulto apos- 
tólico no se les autoriza expresamente para leer y conservar libros por 
quienquiera que estén condenados. 


. 82. Además, tienen obligación grave de guardar con tal solicitud 
dichos libros, que no caigan en manos de otros. 


Can. 1405. $ 1. Por el hecho de haber obtenido licencia, cualquie- 
ra que sea el que la otorgó, en manera alguna queda nadie exento 
de la prohibición del derecho natural que veda leer aquellos libros que 
le ocasionan peligro espiritual próximo. 


$ 2. Los Ordinarios de lugar y los demás que tienen cura de al- 
mas advertirán oportunamente a los fieles del peligro y dafio que pro- 
duce la lectura de libros malos, sobre todo la de los prohibidos. 


E] can. 1403 reproduce casi al pie de la letra la respuesta dada por 
la Sagrada Congregación del Indice, el 6 de DEDERE de 1895*, e 


* C. I. C. Fontes, vol. 7, n. 5180, p. 728. 


DE“EA SROHIBICION “DEA LIBROS $$ 


n. 26 de la "consti Offic’ ac munerum de LEON’ XIII*; “y la’ excepeion’ 
que hace en el $ 1^ respécto de/los libros‘prohibidos por los Ordinatios: 
concuetda con la ‘Ultima’! ‘parte’ del can?22-aceréa de los” estatutos, y 
con el can. 30 en lo concerniente a las costumbres particulares.” 


La cláusula “los libros prohibidos pot sus Ordinarios", “tratándose 
de los Ordinarios locales, comprende ' no sólo aquellos , libros que éstos 
hubieran prohibido, dentro o fuera del Sínodo diocesano, sino tam- 
bién los prohibidos en los Concilios plenarios o provinciales, a’ tenór 
del can. 1395 $ 1. Por consiguiente, si alguien obtiene de Roma fa- 
cultad para leer y retener libros prohibidos, no le vale para aquellos 
cuya prohibición haya sido decretada en los mencionados Concilios, 
a no ser que el indulto apostólico le conceda expresamente la autori- 
zación que figura al final del $ 1 del can. 1403. 

Por lo que atañe al $ 1 del can. 1405, remitimos a las  observacio- 
nes consignadas al principio del Apartado TI 


Tocante al $ 2 de este mismo canon es de advertir que la recomen- 
dación por él hecha a los Ordinarios y demás que tienen cura de-al- 
mas, no se limita alos libros prohibidos, sino a toda clase de libros. 
malos. 


La Sagrada Congregación dal, Santo Qficiolc en. su: piii epe zdel 
3 de mayo :de-1927-—algunas: de cuyas: disposiciones hemos-reprodu- 
cido en el Apartado 2—, en vista de las falsas opiniones que -corren: 
entre los fieles sobre :]a.. licitud. de leer. libros queno «estén nomiñal- 
mente condenados por ninguna autoridad «eclesiástica, aun cuando 
sean pornográficos, encarga.a los. Ordinarios de-lugar-que en sus amo- 
nestaciones pastorales procuren inculcar, sobre todo, alos párrocos y 
a sus coadjutores, que. pongan empeño en: instruis WERT. a 
los fieles acerca. de. esta materia” <- 


BOUDINHON* les sugiere un medio” muy portaso y Ino a a 
que favorezcan cuanto puedan la prensa religiosa y honesta, para pro- 
porcionar a los feles buenas [o que d las malas e in- 
convenientes. 


| 


tall ere oC (T9501 PRITIS g 2f 7 20y fil 


anols mo 2o1dil slonborini nsiwgls ie Y 
7: NORMAS. QUE. DEBEN. OBSERVAR LOS. IBREROS. EN. ORDEN A AS NERO 
nog nsidobpAJOETÓS!DE/LIBROSDPROHIBIDOS 0105 ob sinsv sl 
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Can, 1404. Los; dibreros,no «venderán, prestaránani. cónsérvarám- en 
su poderi libros! questraten'; iex fprofesa qdei materias obscenas fino! téns! 
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5& C. L C. Fontes, vol. 8, n. 632, p. 509: 
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drán a la venta los demás libros prohibidos, si no han conseguido la 
debida licencia de la Sede Apostólica, y no los venderán a. nadie, si 
no tienen motivos fundados para suponer que el comprador. los pide 
legítimamente. : ; ; : 19 01H tas 19.103 
Como se ve, el canon establece una diferencia radical entre los E 
bros que tratan ex profeso de materias obscenas, y los. demás libros 
prohibidos. Y ello es debido a que los primeros son de suyo peligrosos 
para todos; por eso la Santa Sede al conceder licencia para leer libros. 
prohibidos, excluye siempre tales libros, como hemos visto en la Ins. 
trucción de la Sagrada Congregación de Propaganda Fide, que figura 
en el Apartado 5. Nada tiene, pues,. de extraño que, tratándose de 
una mercancía tan averiada que nadie puede adquirir lícitamente, se 
vede a los libreros venderla, prestarla o conservarla. meas 
En cambio, respecto de los libros prohibidos por.otros motivos ca- 
be que algunas personas, recomendables por su virtud y ciencia, pue- 
dan leerlos sin peligro, y, por otra parte, sea util que se.informen de 
su contenido, v. gr., para refutar los errores que defienden, en cuyo 
caso la Santa Sede les autoriza para adquirirlos, y, con vistas a eso. 
a los libreros que se lo pidan y merezcan confianza, les condece facul- 
tad para tener esa clase de libros y venderlos a las referidas personas. 
En caso de duda sobre si quien pide uno de esos libros tendrá la 
debida facultad, podrían los libreros exigirle que muestre el documen- 
to correspondiente: dal - ues. ps eo M rm 
No estará de más hacer una ligera mención de las normas qué en 
otros tiempos regían acerca de la presente materia. MAT Me 
Entre las Reglas del Indice redactadas por encargo del: Concilio 
Tridentino, y aprobadas por Pío IV“, la décima disponía que todos 
los libreros y demás vendedores de libros tuvieran er sus biblioteca = 
un Catálogo de las obras que destinaban a là venta suscrito por le 
personas que el Obispo o su Vicario y el Inquisidor designasen para 
vigilar acerca de la impresión y venta de libros, con la prohibición de 
tenets. vender o de cualquier forma comunicar a nadie otros libros sin: 
ERU de las mencionadas autoridades, bajo pena de perder: tales 
ibros, y las demás penas que los Obispos o Inquisidores decretaran. 
Y si alguien introducía libros en alguna ciudad, estaba obligado a ma- 
ps a las referidas personas, o, si había un mercado: püblico para 
a venta de libros, los encargados de su vigilancia debían ponerlo en 
conocimiento de aquellas. 
= bang eae ONE E en la I nstrucción que hemos: citado en 
sais en M S bis a Sd de libros, estableció que nadie 
cía revisarlo confrontara E impres c d dens 
impreso con el original, y diera licencia 


49 C. I. C. Fontes, vol. 2, n. 426, pp. 416-417. 


ou 
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para venderlo, una vez que hubiese comprobado la plena concordan- 
cia entre ambos. : í 


8. SANCION CONTRA: ALGUNAS INFRACCIONES RELATIVAS A LOS: LIBRO. 
PROHIBIDOS | 


La decreta el can. 2318 en la forma siguiente: 


$ 1. Incurren ipso facto en excomunión reservada de un modo 
especial a la Sede Apostólica, una vez que la obra es del dominio pú- 
blico, los editores de libros de apóstatas, herejes o cismáticos; en los: 
que se defiende la apostasía, la herejía o el cisma, y asimismo los que 
defienden dichos libros u otros prohibidos nominalmente por letras 
apostólicas, o los que a sabiendas y sin la licencia necesaria los leen o 
los retienen en su poder. 


§ 2. Los autores y los editores que, sin la debida licencia, hacen 
imprimir libros de las sagradas Escrituras o sus anotaciones o comen- 
tarios, incurren ipso facto en excomunión no reservada. 

En el Apartado 1, al ocuparnos de los efectos que se siguen de la 
prohibición de libros, dejamos indicado lo que se entiende por editar, 
leer y retener un libro, y a él remitimos para la inteligencia de esos 
extremos tocante al $ 1 del can. 2318. E 

A su vez, en el Apartado 3 hemos visto que en virtud del can. 
1399, n. 2.°, están prohibidos por el derecho mismo “los libros de 
cualesquiera escritores que defienden la herejía o el cisma; pero la 
excomunión del can. 2318 $ 1, aunque abarca también los libros de 
los apóstatas, no incluye los de cualesquiera otros escritores que de 
fienden la herejía o el cisma. 

No basta, por consiguiente, para incurrir en dicha excomunión 
leer o retener a sabiendas y sin las debidas licencias, un libro cual- 
quiera de los incluídos en el Indice, o prohibido en forma general; 
hace falta que lo esté nominalmente, o sea, expresando su título y. 
además, por letras apostólicas, es decir, por el Sumo Pontífice, no 
simplemente por una Sagrada Congregación. 

En cuanto a la “defensa de los libros", puede hacerse de dos ma- 
neras: material y formalmente. La primera tiene lugar cuando alguien 
impide que sean entregados al Superior, o destruídos; la segunda, 
cuando se aprueba y da por buena la doctrina en los libros contenida, 
alegando razones en confirmación de la misma. 

Quien haga lo primero respecto de los libros en el can. 2318 $ 
especificados, incurre en la excomunión por este canon decretada; 
quien haga lo segundo contrae la excomunión establecida en el can. 
2814 $ 1, n. 1.” Y si uno mismo hace ambas cosas queda ligado por 


esas dos excomuniones. 


36 -PR SABINO; ALONSOCMORAN 


Para incurrir.;en. la; excomunión--fór leer oxretener dichos -libros;; 
es preciso hacerlo a sabiendas, o sea, conociendo con eerteza que: es- 
tán prohibidos en la forma indicada, y bajo pena de excomunión; de 
tal manera que, segün advierte el can. 2229 $ 2, cualquier disminu- 
ción de la imputabilidad, sea por parte del entendimiento o por pario 
de la voluntad, exime de incurrir enrazexcomunión. 

Consignemos, para terminar, que en el can. 2318 la palabra 'ji- 
bros" se toma en sentido-estricto,:de acuerdo ‘con los) cAns. j319:y 2219, 
es decir, que no comprende los folletos, revistas y periódicos; al re- 
vés de lo que.sucede con las disposiciones. de los cánones relativos a 
la censura y prohibición de libros, según expresa el.can. 1384 $ 2. 


Fr. SABINO “ALONSO MORAN; O: P. - 


Universidad Pontificia “de Salamanca 
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INTRODUCCION 


Nadie puede imaginarse el gozo con que redacto este trabajo. El 
sólo compensa las horas, pasadas. en. silencio revolviendo y ordenando 
mis pensamientos. con. los. datos de la investigación.. 

. Arrancar: la vida humana. de las garras.de una autoridad. objetiva- 
mente despótica, para depositarla. segura: en;el. seno maternal de Dios, 
justifica no ya la vida de un hombre sino la de,varias generaciones. Es 


la conquista del máximun de libertad para decir la verdad y hacer el 
pien, Es un punto capital de la Redención. divina. 


Qué.más da que la vida sea arrebatada por el error, de una legisla- 


ción ilegitima, que por el rencor de un enemigo, o por el arrebato de 


una pasión, o por el egoísmo feroz de un salteador de caminos? 

F yida- humana es Una | reserva divina. Dios ha promulgado ínte- 
grdmente’ Tas eyes "de Ta “vida” del Hombre,’ sin’ haber dejado libertad 
alguna a la discreción humana. Este es el réstiltado de nuestro trabajo. 
Veremos? si Pins digrado culo orden: a claridad. 


IO nro 


“Dios AUTOR DE LA VIDA INMORTAL 


Dejado! a d'un ToS las thoria y pantéistes y epblustoniltas, inventa- 
das con fines de ateísmo; nos acógemos a la verdad perenne de la: crea- 
ción:^ Dios: creó: E la. nada: al: mundo enda: eo dexlos'seres 
quello, fotmammai sl stimbs noisld OBL 

; En! cuanta! ee none sus: e duele os y iver tuvieron 
este: origem histórico revelado: “Form: Dios’ al hombre (en cuanto’ al 
cuerpo)odel polvo ide Jartierrasyde inspirdven‘el, rostro:aliento;deovida 
(en cuanto al alma) y fue así el hombre ser animadó"-o vivo. “Y se 
dijo Dios: no es bueno que el hombre esté solo... hizo, pues, Dios caer 
sobre el hombre un profundo sopor y dormido, tomó una | de sus COS- 
tillas... y fofmó Dióő Aà la tnujer"^ ^" ^ 


Miles dé“años' y de sabios se han posado sobre: esta relación: “Nadie 


ha«mejorado, eb origemi del hombre»: Nada. más: noble: se: puede. decir : 
Dios mismo es, fl Autor inmediato ge Ta vida del hombre. à 


1 Gen. II, 21-22. 
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El hombre tiene apetito de inmortalidad, "con vehemencia anhela- 
mos escapar de la muerte, aunque jamás se consiga”. Este apetito esta 
ínsito en la naturaleza humana por dos motivos. El primero, porque 
Dios hizo al hombre inmortal, y el segundo porque el alma humana 
es espiritual y el espíritu no se limita con el espacio ni con el tiempo. 
El alma humana es inmortal. Sólo así se puede cumplidamente expli- 
car este universal deseo del hombre. ; 


“Tomé, pues, Dios al hombre... y le dio este mandato: De todos 
los árboles del paraíso puedes comer, pero del árbol de la ciencia del 
bien y del mal no comas porque el día que de él comieres ciertamente 
morirás”. : 

La inmortalidad originaria del hombre no fue absoluta, sino con- 
dicionada a este precepto. Así pues, la inmortalidad humana se des- 
dobla en dos: La absoluta que corresponde a la simplicidad espiritual 
constitutiva del alma y la del hombre creado que fue subordinada a 
‘la condición de no pecar... . | f 

El hombre creado, escribe San Agustín, es mortal por la mezcla 
de cuerpo y alma que pueden disolverse o separarse y morir, pero era 
inmortal por la voluntad de Dios que es más fuerte que la disolución 
de las partes que componen el hombre. | 


La muerte del cuerpo nos vino, no por la ley de la naturaleza, por- 
que en ella Dios no dio muerte alguna al hombre, sino que la dio en 
pena y castigo del pecado'. 


Por tanto, aunque ontológicamente la vida del hombre creado po- 
día cesar por la descomposición de sus elementos constitutivos (separa- 
ción del alma y del cuerpo), históricamente, es lo cierto que el hombre 
era inmortal por voluntad divina y dejó de serlo por voluntad huma- 
na, por la culpa voluntaria del pecado cuya sanción divina fue y si- 
gue siendo la muerte o cesación de la vida’. Si sólo Eva hubiera peca- 
do sólo ella hubiera padecido el castigo de morir*. 


. La muerte del hombre no es exigencia de su natural composición, 
ni menos aün de haber nacido. Platón admite la inmortalidad de los 
dioses inferiores "...porque habeis nacido, no por ser inmortales e in- 
disolubles, no obstante jamás os disolvereis, ni hado alguno de muer- 


te os quitará la vida, ni será más poderoso que mi vida y voluntad”, 
que era la de Dios. x EY 


E e Trinitate Lib. IV, cap. XII, n. 15 (OSA, t. V, pág. 353). 

BM M NIE E ee A a 
ot om, Del Genesis a la Laing, DXX. i617 (OSA. + XV, pág, 1028, Vicroumo Canvas 
pn Tem y perdón de los pecados de San Agustin (OSA, t. IX, 
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"Si Enoch y Elias que están ahora en otra vida antes de la resu- 
rrección de la carne... y no padecían enfermedades ni vejez ;con cuán- 
ta más probabilidad y justicia a los primeros padres, que viviendo sin 
pecado propio y de los padres, cediendo el puesto a los hijos engendra- 
dos por ellos, se les concedería un estado mejor, desde el cual, termi- 
nando el siglo, fueran trocados con toda la descendencia de santos, 
no por la muerte de la carne, sino por la virtud de Dios en el estado 
angélico mucho más bienaventurado ? 


“Si convenía que los padres se apartasen de esta vida, dejando 
el puesto a los hijos, a fin de que por la ida de unos y la venida de 
otros se completase el número de todo el género humano (pues en la 
tierra no habría lugar para todos), también pudieron los hombres des- 
pués de haber engendrado a los’ hijos, cumplida ya la justicia del de- 
ber humano, ser transportados de este mundo a otra vida mejor, no 
por la muerte, sino por algún cambio o por el sumo, con el cual los 
‘santos’ después. de haber recibido sus cuerpos se hacen como ángeles 
del cielo"*. 


Concluye San Agustín, hay dos inmortalidades, la primera que per- 
dió Adán pecando y que consistió en poder no morir, y la última, des- 
pués de la resurrección de los cuerpos, que será el no poder morir. 


“Conviene, pues, investigar con atención y cautela la diferencia en- 
tre estas dos cosas: el poder no pecar y el no poder pecar, el poder 
no morir y el no poder morir, el poder no dejar el bien y el no poder 
dejarlo. Pudo, pues, el primer hombre no morir, pudo no pecar, pudo 
no dejar el bien... ¿Mas podemos acaso decir no pudo pecar, siendo 
libre? O podemos decir: no pudo morir, habiendo dicho Dios, si pe- 
cares morirás...? O decir no puedo abandonar el bien cuando lo aban- 
donó pecando y halló por eso la muerte? La primera libertad, pues, 
de la voluntad fue la de poder no pecar, la ultima será mucho más 
excelente, o sea, no poder pecar. La primera inmortalidad consistió en 
poder no morir. La ultima’ consistirá en no poder morir. 


La. voluntad de Dios, al crear el hombre, .fue que la muerte no 

existiera para los hombres. Ninguna causa fisica podia arrebatar su 
vida causándoles la muerte. Ni los cataclismos geofisicos o atmosféri- 
cos, ni la violencia de las fieras, ni el corrosivo de la enfermedad O 
vejez, ni el hombre podía matar al hombre. 


Esta era la voluntad manifiesta de Dios. Esta fue la primera ley 
de Dios sobre la vida humana. 


8 Saw AGUSTÍN, Del Génesis a la Letra, Lib. IX, cap. VI, 10 (OSA, t. XV, pág. 1017-1019). 

9 San Acustin, La Ciudad de Dios, Lib. XXII, cap.. XXX (OSA, t. XVI-XV IT, pág. 1718- 
1719), De la Corrección de la Gracia, cap. XII (OSA, t. VI, pág. 177-179), Del Génesis a la 
Letra, Lib. VI, cap. XXV (OSA, t. XV, pág. 891). 
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Ya dejamos apuntada esta segunda ley de Dios: "Tomó pues-Dios 
al- hombre... .v.]e dio. este. mandato: De. todos -los. árboles del Paraíso 
puedes comer, pero del árbol:de la ciencia del bien. y del mal no.comas 
porque. el día..que de: él. comieres. ciertamente, morirás”. Este fue el 
mandato. de. Dios. al 16 > af $ 

Comió Eva y comió Adán, Dios: le-dijo: "Por haber escuchado 
a tu mujer comiendo del árbol que te,prohibí comer... con el sudor 
de tu rostro comerás el pan hasta que vuelvas a la tierra, pues de ella 
has sido tomado; ya que polvo eres.y en polvo te has. de convertir". 
Esta fue la sentencia de Dios. |. ~: d 

La inmortalidad concedida al primer hombre era un.dom que él 
mismo tenía: que administrar y lo perdió. Eso es.todo. Dios retiró su 
voluntad. de conservarle la. vida y creó la muerte. 

El hombre podía: no morir ni matar; pero el hombre podía. pecar. 
Y al pecado de Adán Dios vinculó la muerte. El hombre es el autor 
del pecado v. Dios el autor de la pena, dela muerte; lo mismo que el 
hombre es el autor del delito y el juez o legislador el. autor de la pena. 
“No decimos, dice San Agustín, que es. pecado la muerte corporal, 
donde sólo se manifiesta la venganza de Dios; para nadie es pecado 
morir"?; ^ UBD Y MONASTE 1100 163123701 ,29UQ ,SISIVfIO 

"Lo que entonces debió poner freno y temor al hombre para no 
pecar, ahora lo debe admitir y abrazar para que no peque... la misma 
pena de los vicios se convierte y trueca en armas para la virtud... aho- 
ra se cumple, la justicia muriendo". | ` 

. . El hombre es autor del pecado y Dios es autor. de la. muerte. “En 
el mal original hay dos cosas: el pecado v el castigo... el uno nos pro- 
vino de nuestro propio atrevimiento, el otro, esto es, la muerte, es 
justo juicio. de Dios". ‘ Li 

“Sólo pertenece -al Señor ver porqué mando. ésto, al siervo. única- 

mente le toca hacer lo mandado por Dios; y entonces sin duda, quien 
lo merezca verá porqué lo haya mandado. Mas para no detenernos 
demasiado buscando la causa de este mandato, entendemos que si Dios 
hace útil lo que quiere mandar y de él no se ha de temer que ha de 
mandar lo que es inútil, el mismo mandato es utilísimo al hombre por- 
que él sirve a Dios”. 6 ISISM SIDOG_91IO Mion 
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Gen 11,17: 
H. Gen. III, 17-19. 
7? De la Naturaleza y de la Gracia, cap. VI (OSA, t. VI 
Mos"; “Lib, > XIE cap. ITV^ (OSA, t. XVI-XVIL pág. 864). - ee s 
La Ciudad de Dios, Lib; XIIL «cap. IV (OSA, t. XVI-XVIL, pág. 860. : 
^ Saw AGUSTÍN; La Ciudad de; Dios, Lib. XXII, cap. XXIV (OSA, ¡ts XVI-XVIJ Xe. 1693 
5 Idem, Del Génesis a la Letra, Lib. Yl, atap. NIV; 80 (OSA; ty, XV pág Mei E 


» pag. 847). Cfr. "La CRUT d 
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¿Por qué hizo Dios‘al hombre sabiendo que había de pecaf? Por- 
que también del pecado podía hacer muchas cosas biiénas, dirigiéndole 
segün.la norma de su divina justicia, y; además; porque en nada per- 
judica.a Dios. el pecado del-hombre.-Si' no hubiera pecado, tampoco 
hubiera habido muerte, y si pecó tenemos que otros mortales se corri- 
gen por causa del pecado. Ninguna cosa. aparta con más fuerza a los 
hombres del. pecado como. el pensamiento de la muerte”. 


No podemos dudar de la justa ecuación entre el pecado cometido 
y el castigo infligido. Subjetivamente porque el hombre, Adán, cono- 
cía la ley penal v el castigo concreto de. la transgresión ; objetivamen- 
te porque cuando .el juez es Dios, tiene pleno conocimiento de los ca- 
racteres externos de la acción y del alcance de la culpabilidad interna 
del pecador. 

Ello nos autoriza a pensar que, de hecho, no se trató de la simple 
desobediencia de comer la tradicional manzana, Adán, en su-ambición, 
no se conformó con la inmortalidad aue le había donado, sino que 
apeteció la misma divinidad, conforme a la sugerencia diabólica, “Se- 
reis como dioses"", lo cual'encierra un germen de insubordinación, si 
no es una rebelión manifiesta contra la misma divinidad. Y en el tro- 
no de Dios no cabe nadie más que Dios. ` Fx 

Es ley divina que cada uno pague lo que deba. El hombre reci- 
bió de-Dios'el don dela inmortalidad'y*no'tavo más remedio que 
pagarlo obrando BiensrorperdeHo” obrando mal y sufriendo la des- 


“gracia de lasmuerte auc es la privación de là vida, la pérdida de la 


inmortalidad”. | 

La- principal: de> las cáracterísticas de la: muerte es la de ser uni- 
versal; todos: los. hombres Hande morir: Es um mandato divino: La 
muerte: hizo- presa en’ nosotros por-el- pecado de Adán, “Por un hom- 


‘bre, dice. San. Pablo, entró él-pecado en-el mundo; v por el pecado 


vu 


la muerte y asf pasó a todos'los hombres, en el que todos habían pe- 
cado. es Er iD ST sE Lube a NICE 2 . 4 

' Este- hecho- dogmático *es- también ' histórico. La humanidad ente- 
ra lo confirma: Todos los hombres muéren' por haber pecado en Adán. 


- La explicación 'completa-del hecho escapa:a la inteligencia humana. 


. mo lograra- una! sentencia definitiva”. -' ! 


En tiempos de-San Agústín cexistían ya cinco teorías", sin aue él mis- 


"Gen d eL ducis contr des Mapiaueos, Yee A cca. ARNT (OSA. to AA PAS 487). 
en PTS Tei ii 1 jc À 

18 Núm. XIV, 18. Sax Acustix, Del libre albedrío, Lib. III, cap. XV, 44 (OSA, t. TIT, 
ági 473). , E S e AE 
e V, 12, 17-18; 12 Cor. XV, 22, Cfr, Sas Acustín, La Ciudad de Do: DE XT 
cap. XXIII, Lib. XIV, cap.-I (OSA, t. XVI-XVII, pág. 898 ss. y 920), De la Stma: Trinidad, 
Lib. IV, cap. XII, 15 (OSA, t. V, pág. 353). AN X "dii. 
E^ Del na y su Origen, Lib. L?*cap:;cVIII (OSAZ. AIL ^pág?; 779), Del. Libre A e 
Lib. IIL.-cap. XX:XXI (OSA, tii HI, "pág. 487-495). Epistolas; 166-7; y 167, cap. 1, 1-2 (OSA, 
t. XI, pág. 471 y 495). ET LL MOM mts j 

21 Epist. 190, 2 (OSA, -COX Ie mg’ 761) y Epist 202, cap. TV58 (OSA, EONI, 


bági 929) 
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Enoc”? y Elias”, aunque son hombres y no han muerto, pu 
a esta tierra para morir™ 


Todos los hombres morirán porque es orden divina y “no hay 
muerte que opine injustamente, aunque tal vez, la cause un 
malvado”. 


La muerte universal será también única para cada individuo: 
“A los hombres les está establecido morir una sola vez’. 


El estudio de otros caracteres de la muerte, como el dolor, la an- 
gustia, el temor, etc. etc., no es de este lugar. 


“El fenómeno de la muerte, con ser necesaria, universal y única, 


no ha destruído en el hombre el apetito de felicidad, ni el de la in- 
mortalidad”. 


- "Dios DUEÑO ABSOLUTO DE LA VIDA Y DE LA MUERTE 


Dios da la vida y la quita cuando quiere, sin necesidad de dar 
razón alguna y sin que nadie pueda exigírsela. Este es el más amplio 


concepto del poder absoluto que, decimos, tiene Dios sobre la vida 
humana. 


Esto no excluye que existan o puedan existir otras fuerzas, distin- 
tas de Dios, que actúen sobre la vida humana. Pero este absolutismo 


exige que no haya ni pueda haber fuerza alguna contraria a la fuer- 
za absoluta de Dios. 


Tales fuerzas (contrarias) no pueden darse en la naturaleza que 
Dios ha creado, porque Dios no se puede contradecir ni puede’ man- 
tener leyes o fuerzas que le sean efectivamente opuestas. Si alguna 
ley o fuerza, física o moral, actúa sobre la vida humana, no será 
contraria sino conforme a lo establecido por Dios. Podrá ser distin- 
ta, pero no contraria al poder absoluto de Dios. Ninguna causa física 
o moral puede impedir que Dios dé o quite la vida humana si El 
quiere darla o quitarla. De la misma forma, ninguna causa o ley 
puede lograr una vida humana si Dios no quiere darla, ni quitarla 
si Dios se opone a ello. Este absolutismo divino sobre la vida es aca- 
so el motivo subjetivo más firme de la religiosidad humana. Ante un 
peligro de vida, interno o externo, el hombre se anonada y se enco- 
mienda a Dios en un acto expontáneo de fe implícita o explícita, re- 
conociendo el supremo y absoluto poder de Dios sobre - la vida. 


2 Gen. V, 25. > 

23 TIo Re. II, 11. 

24 Saw Acustin, Epist. 193, 7-8 (OSA, t. XI, pág. 797). 

2 San Acustin, De la Cuantidad del alma, cap. XXXIII, 

% Hebr IX 2. p. 73 OSAN EAE pag. . 659). 


San Acustin, Enquiridión, cap. XXV (OSA, t. IV, pág. 501). 


ORDENAMIENTO DIVINO DE LA VIDA HUMANA : 43 


Racionalmente este absoluto poder divino se descubre suficiente- 
mente. El concepto de creación de un ser que sigue existiendo envuel- 
ve dos ideas: el hacer lo que no existía (creación) y el mantener lo 
que hizo (conservación). Esta conservación de los seres es tan impor- 
tante como la misma creación; la una y la otra exigen la actuación 
del poder infinito de Dios. La misma distancia infinita hay entre ser 
y no ser, existir y no existir, que entre conservarse y dejar de ser. Se 
requiere, por tanto, el poder infinito de Dios para que el hombre exis- 
ta y el mismo poder divino se necesita para que el hombre continúe 
existiendo. La existencia del hombre es la vida que, en conclusión, 
está bajo el poder infinito y absoluto de Dios. Dios es duefio absoluto 
de la vida humana porque su poder es infinito. 


Teológicamente, el poder absoluto de Dios sobre la vida humana 
es una verdad manifiesta. Un mismo decreto divino encierra la in- 
mortalidad y la muerte: “porque el día que de él comieres morirás”*, 
Como si dijera: eres inmortal porque yo te he hecho así, pero si pe- 
cas morirás. 

. Así son todas las leyes penales. Uria conducta prohibida por.el le- 
gislador, pero posible para las facultades humanas, y la amenaza 
de una pena creada para el caso. El hombre, súbdito, hizo la culpa 
con la transgresión de la ley, y Dios, legislador, creó y aplicó la pena, 
la muerte. | ^ rn 

. Dios, como autor de la vida, puede darla o no darla y, como au- 
tor de la muerte, puede aplicarla o no aplicarla. 


Hace miles de años que nacieron Enoc y Elías y, aunque mori- 
ran, no han muerto porque Dios no ha querido. Ha establecido que 
todos los hombres mueran, sin embargo, como autor de la ley puede 
suspenderla y abrogarla. Dios es, por tanto, duefio absoluto de la vi- 
da del hombre, con pecado y sin pecado.  . 


Todas las sanciones capitales, tanto especiales como legales, del 
Antiguo Testamento, son otras tantas manifestaciones del poder ab- 
.soluto de Dios sobre la vida humana. Unas veces, como ejecutor de 
sus sentencias, Dios ha utilizado causas físicas destructoras de la vida 
.humana: las aguas del diluvio, el fuego de Sodoma, las Plagas de 
Egipto, el cuchillo de Elías, la fuerza de Sansón... En otras ocasio- 
nes-ha cortado el hilo de la vida sin causa alguna aparente: Ananías 
y Safira. Este es el dominio de Dios sobre la vida. |. > 

En cuanto al dominio de Dios sobre la muerte, valga el recuerdo 
citado de Enoc y Elias que no han muerto por la virtud, esto es, por 
la voluntad de Dios, y sobre todo, valgan las resurrecciones operadas 
por Jesucristo precisamente en prueba de su divinidad, que culmina 


22 Gen. II, 17. 


nad AAAMUH BOE vECICLAYDE TAS WERKE TOTO 


ey su propia resurrección ? nadie me quita” la’ vida, Soy yo “quien la 
doy rdeofní mismo? Penga (poder ¡para daria’ y poder para volver, a to- 
omarla;:fFal es el mandato qué! del “Padre he recibido””. 
“TOU Arguye” San: Pablo? ninguno” “de nosotros para sí mismo vive y 
; 'ningunó para Es “fisio, 'muerfe; pues si vivimos, para el Señor vivimos, 
"y si morimos” morimos para el Señor. En fin, sea que vivamos, sea 
‘qué 'ínuramós) del Séñor somos. Que. por, esto murió Cristo y resucitó 
wie dominar sobre’ muertos y vivos"" 

"Los testimonios revelados _ se “podían multiplicar. por ciento. En i 
ae’ cuentas, nadie, que admita la, fania de. Dios, puede negar su 
poder’ absoluto sobre la, vida y. Ja. Muerte... 


 DiOs.DUENO EXCLUSIVO DE LA-VIDA Y DE.LA MUERTE : 


Extensión del principio. El ser dueño absoluto de una; cosa. supo- 
ne, que tiene facultad de destruirla, si quiere; pero no exige que sea 
él sólo quien pueda. hacerlo. El ser dueño exclusivo. quiere decir. que 
solamente él puede. disponer de.ello, mas no significa que pueda des- 
truirlo, Cuando en una misma ¡y sola persona,se encuentra el. ser due- 
ño absoluto y exclusivo de una cosa, significa que él solo,. y, nadie 
más que él, puede disponer de, ella hasta su destrucción. Sn 

Esta facultad absoluta. y. exclusiva. puede . "Ser. comunicable. a una 
tercera persona, la cual en tanto tendrá facultad sobre la supuesta 
cosa, en cuanto haya sido comisionado. por el duefio, quien. podrá de- 
legar según su libérrima voluntad y suprimir tal delegación, cuando 
le parezca oportuno. El copropietario es düefio absoluto de la oveja 
o del mulo, puede destruirlo, pero no es exclusivo. El marido es due- 
ño exclusivo de la esposa, pero no absoluto, no puede matarla. Dios 
es dueño absoluto y “exclusivo de la°vida humana y El solo; D. nadie 
sin su delegación; pled disponer de la vida humana. 


Una, observación, elemental ' nos permite dar. otro. paso. La acción 
occisiva está movida siempre por una causa, física inmediata: la en- 
fermedad, la mano del hombre, la catástrofe, movimientos sísmicos O 
atmosféricos, el veneno ingerido, la, acometida. de fieras, etc., etc., 
todas ellas ‘han sida creadas por Dios como agentes necesarios. "Como 
estas acciones occisivas logran él efecto de muerte fatalmente, esto es, 

^& itfipülsossdé'su ^tistfíà ^latütaleza la^ responsabilidad "dé! Sus ‘actos 
"sé resuelve «ev Dios qie lasers así dogen ef! agenteindividaal que 
produjo Ta muerte, "Las Camsasonecatiasóno sor tesponsables dé Sus 
‘actos! La’ responsabilidad dé süffir és hija’ de la libertad de óbrar mal, 


9 Jn. X, 18. Wi eV 
3 Rom. XIV, 7-9. Y I od Y 
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y las causas,fisicas;n@, obran, ni; bien ni-mal.. Méjor..diré; obrani siem- 
pre. bien, pues, son agentes de Dios. La . responsabilidad de las causas 
necesarias, se, resuelve: en; Dios, ; ¡que libremente las hizo: necesarias, :se- 


gún se concluye del ee “es est causa causae est causa caus) 
sat”. A rok a j E < q 


ojisb fs ónermoo sup 

Cras ese Bees necesarias, van:dirigidas y, erbe a pro^ 
ducir la; muerte, de Jos,hombres,, no/ya, por las;leyes; físicas: que dascri- 
gen, sino por la intencionabilidad. de un hombre que pretende: la, 
muerte, de. otro, ya sea.encdefensa;de sus bienes: 0: vida, ya en ven- 
ganza. de un-agravio;..ya.como:medio para robar; o'ya como ejecu- 
ción sancionatoria de «un delito capital, entóncés, Ja’ responsabilidad: 
recae, ,no en Dios: creador. de esas: causas necesarias; sino ¡enel hom:: 
bre que las ordena hacia tal fin occisivo;-La bala;:el.cuchillo, el ve-: 
neno, la horca, nọ, matan, al .hombre: por ser ibala,.ni.cuchillo, ni ve- 
neno, ni horca.. Matan: al. hombre. en tanto,en, cuanto, el: hombre ade: 
cuadamente lasqdirige hacia: este | fin... Si. esta,, conducta, es- legítima, 
tenemos que el: poder. de Dios sobre. la..vida. humana jes absoluto, pe~, 
ro.no exclusivo, fallaría.. el principio asentado. Bastaría un ;solo'caso 
en que el: hombre, sin delegación alguna de Dios, pudiera legítima- 
mente matar a sus semejantes, para que el poder de Dios sobre la: vi- 
da humana no fuera exclusivo, sino. pumulatiyo con. les BASES: hu- 
manos, 


Mas si el poder de Dios sobre P Mene Pere no. sólo es VES 
sino también exclusiva,,, no le cabe al hombre, público jo; «privado, fa-. 
cultad. alguna. para privar.de la vida, arsus, semejantes, sea.cual. fue- 
re la: razón. que: se. invoque..o. el: delito que.se.cometa. (d vion 9h en 


Esta «es nuestra : posición; yel ! alonriotb del panes “asentado: qué 
pretendemos demostrar. onon | 


Ya es bastante significativo la falta de unidad Histórica. y espacial 
en la calificación tanto legal como doctrinal de los: delitos y sancio-' 
nes capitales, “distintas según los’ tiempos, e naciones y Mx orienta 
ciones BeOS e E los: VUES: i 


: t£eorna 
9 his , Iff160 15 036g 3911 


MIB 3b 


Primer argiimenlo. e sided D orden d b ded 
Patiemos? preguntarnos: Quién es elautor-de la primera: ley-capi- 
tal? Diossmismo :! Dios: dios {ali hombre): :estermandato:p ide todos los» 
árboles» del. Paraíso (puedes:comer,'-pero del :árbolode> la ciencia: del: 
Bien y del Mal no comas, porque el día que de él comieres cierta- 


mente morirás””., a 
Quién es.el autor del, primer delito .capital?, El hombre: aN io, 


: az m & d) yas > sh) ANNI Sa) dS CPU xev za z = > 
31 J. M. Mans, Los Principios Generales del Derecho (C. 8), n. 15, pág. 63. 8 M d 
32 Gen. II, 17-18. AI VI .meo 
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pues, la mujer que el árbol era bueno para comerse, hermoso a la 
vista y deseable. para alcanzar la sabiduría, y cogió de su fruto y 
comió, y dio también de él a su marido, que también con ella co- 
MIO) Bas 

Pudo el hombre que cometió el delito crear la pena de muerte? 
Ni antes ni después de cometido el delito, pudo el hombre, Adán, 
crear para sí la pena de muerte. No antes, porque era inmortal; no 
después, porque el hombre anhela, desea y quiere la inmortalidad. 
Nadie, racionalmente hablando, puede imponer a sí mismo la pena 
capital. El suicidio no es, ni ha sido, ni podrá ser una pena racional, 
ni legal, ni jurídica. Nadie comete delito contra sí mismo, sino con- 
tra un extraño. Por tanto, nadie puede establecer una pena capital, 
ni otra alguna, contra sí mismo”. Uu os 


Pudo el hombre, Adán, establecer la pena capital para los de- 
más? Antes de pecar no, porque eran, como él, inmortales; después 
de pecar tampoco, porque ya estaba establecida por Dios. En ambos 
casos sería inütil, y antijurídica en virtud del principio: "ne bis in 
idem'”, si la pena se establecía por el mismo delito que ya estaba 
penado. -> 

Pudo el hombre, Adán, establecer la pena capital para los demás 
por un delito distinto del llamado pecado original, o sea, distinto del 
delito tipificado por Dios en su ley? Antes de cometer el pecado ori- 
ginal no, porque es ridículo que el hombre condene a muerte a un ser 
que es inmortal por la voluntad de Dios. Después del pecado tampo- 
co, porque-a) es absurdo condenar a muerte a quien necesariamente 
ha de morir, b) si el momento de la ejecución capital humana coinci- 
de con el momento de la divina el individuo muere porque quiere 
Dios, no porque quiere el hombre; y, entonces, la pena humana es 
inútil. Si la ejecución humana se adelanta a la divina, la ley capita! 
humana se opone a la divina, y, por lo mismo, la ley humana es injus- 
ta, es nula, no es ley. c) Estamos en los albores de la humanidad. Una 
vida de entonces valía tanto como la de 100 millones de hoy. Caín, 
engañando a su hermano, le sacó al campo y allí le asesinó". - 


El corto número de hombres que habitaban la tierra, el engaño 
de Caín, y la inocencia y santidad de Abel, hacían de este fraticidio 
el más grave de los asesinatos. El mismo Caín encontró justificado 
que uno cualquiera le matara”, devolviéndole en la misma medida 
mal por mal conforme a la ecuación entre delito y pena. Dios, sin 


33 . Gen. III, 6. 

ise San AGUsTÍN, La Ciudad de Dios, Lib. I, cap. XVII al XXVII (OSA, t. XVI-XVII 
pág. 95-115). Cfr. Dr. CARLOS SALIGRU PUIGVERT, Suicidio y Eutanasia, Barcelona 1936. 

35 Nah. I, 9.—L. 21, tit. 9. Part. VII: “De un yerro, non deve omne recebir dos penas 
ende". J. M. Mans, Principios Generales del Derecho (D. 3), n. 56 

33 Gen, IV, 8 ss. 

31 Gen, IV, 14. 
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embargo, lo prohibió: “No será así. Si alguno matare a Caín será 
siete veces vengado". Puso, pues, Yavé a Caín una sefial, para que 
nadie que le encontrara, le matara’. | 


Tampoco después del pecado original, y por otro delito, el hombre 
puede matar a sus semejantes. Es prohibición expresa de Dios. Ni 
Caín, el primero y más vil de los asesinos, puede ser condenado a 
muerte por el hombre. La vida humana es una reserva divina y Dios 
el duefio exclusivo de ella. 


Segundo argumento. 


Lamec, descendiente de Caín, engreído por las armas que había 
logrado .construir", ordena: “Por una herida mataré a un hombre y 
a un joven por un cardenal. Si Caín sería vengado siete veces, La- 
mec lo será setenta veces siete’. 


Nos hallamos ante la primera amenaza de pena capital humana. 


El mismo discurso acusa la injusticia de su dictamen. Si Caín, 
asesino de su hermano, no es vengado ni una ni siete veces por ex- 
preso precepto de Dios, qué razón puede caber a Lamec para matar 
a quien le hiera o a quien le haga un simple cardenal? Ni la justa. de- 
fensa, ni la ley del Talión justifican esta sanción, que se apoya en la 
fuerza de sus armas nuevas y no en la fuerza de la razón de su man- 
dato. La primera orden capital de los hombres fue injusta y nula. 

Esto sucedía en la séptima generación de Adán por la línea de 
Caín“. En la décima generación por la línea de Set”, inmediatamente 
después del Diluvio Universal, Dios establece con Noé una alianza 
con.el primer precepto capital positivo divino: 

“Y ciertamente yo demandaré vuestra sangre, que es vuestra vida, 
de mano de cualquier viviente, como la demandaré de mano del hom- 
bre, extrafio o deudo. El que derramare la sangre humana, por ma- 
no de hombre será derramada la suya; porque el hombre.ha sido 
hecho a imagen de Dios"*. MIS. ba! BALA 

Esta ley de Dios es indiscutible, inapelable, inderogable por el 
hombre, y, además, inimitable. Imitar a Dios es soberbia, obedecer- 
le es virtud. l 

Esta ley de Dios contiene un precepto universal y absoluto: nin- 
gún hombre puede matar a otro hombre. "El que derramare sangre 
humana..." Luego ninguno, “extrafio o deudo". La ley es universal 


38 Gen. IV, 15. 

39 NacaR-CoLuwGa, Sagrada Biblia, pág. 19, nota 23. 
4. Gen. IV, 23-24. 

4 Gen. IV, 17-23. 

12 Gen. V, 1-32. 

3 Gen. IX, 5-6, 
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v absoluta. .Por.expresa -prohibicién de Dios, el hombre no puede 
matar al hombre. ) i ov aa 

Esta ley de Dios contiene, además, una ‘pena capital: "yo de- 
mandaré vuestra- sangre”... ‘por mano: de.hombre-será derramada la 
suya". Dios:ordena matar-al hombre que mate a otro, para que todos 
entiendan que no, se puede-matar.a nadie. El hombre no puede: matar 
sin permiso de Dios y. Dios mismo:da la razón del precepto: ‘el hom- 
bre no puede matar a sus semejantes “porque «el, hombre ha sido he- 
cho a imagen de Dios”. La ley existe mientras exista la razón que la — 
motiva: “ibi eadem est legis ratio, ibi eadem legis dispositio”*, Por. 
tanto, mientras el hombre sea imagen de Dios, y lo es siempre que 
sea hombre“, .el.hombre.no- puede matar a sus semejantes. Es ley de 
Dios y la razón. de.la ley es divina. Excepto Dios, nadie puede matar. 
al hombre porque. es. imagen de Dios. 


Tercer argumento... an - ^ [^ uae 


Dividamos“los castigos capitales del Antiguo Testamento en dos 
grandes capítulos. Da 

El primero comprende las sanciones especiales de Dios contra la 
vida de los hombres: ARR St ft : 

Sacrificio de Isaac, Diluvio Universal, castigo de Sodoma, de. 
Onán, las plagas de Egipto, el ejército. de Faraón perece en el Mar 
Rojo, los hijos de Arón, la muerte de los exploradores de la tierra 
prometida, Sansón, Jezabel, Elías y el degüello de los 450 falsos pro- 
fetas, Judit, Holofernes, Nabucodonosor y los tres jóvenes, etc., etc.“ 

En el segundo señalamos las sanciones legales: incesto con ma- 
dre e hija, sacrilegio de las hijas de sacerdotes, la ley del anatema, 
idolatría, blasfemia, hechicería, adivináción, adulterio, la ley sabá- 
tica, herir a los padres, incesto por afinidad, bestialidad, homicidio, 
la pena de talión, la venganza de sangre, robo de una persona, desa- 
cato al sacerdote o juez" ^ ^^" > SDBOIBTISD ST -S 

Todas estas leyes y sanciones especiales eran divinas: la norma 
jurídica divina, y'la sanción, divina también. Todas las penas de 
muerte establecidas en él Antiguo Testamento eran penas exclusiva- 


j ) f fale uy rf | p . sf 
4 J.M. MANS, (Ore £s (Le A), ni795: Ur RA AU hc cR 

DS lez) peed. gs SO BISMI 9 dms 

£ Sefialamos-Ja citá pod el mi&mo;brden oni que vse’ refereren ti textox!/Gen, XXIL C112; 
n 
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Gen. VII, 17-24; Gén. XIX, 1-8; 23-26. Gen. XXXVIII, 10.—Ex. VI, 19-XL, 1—Ex. XIV, 
27-98. Lev. X, 1-2. Núm. XIV, 36-38. Jue. XVI, 21-30. 119 Re. IN, 33-27, Te Re. XVIII, 1 ss. 
Jat. VII-XIV. Dan. III, 46-48. 


Lev. XX, 14. Lev. XXI. 9. Dt. XIII, 16-17; VII, 25. Dt. XIII, 610; XVII, 2-5.. Lev. 
XXIV, 15-16. Ex. XXVIL 17; Lev. XX,.6-97, Dt, XXIL,2224; Lev. XX, 10-5 Ex. XXL, 
18; Lev. XXIII, 3; Dt. V, 12-15; Ex. XXXIV, 21; Jer. XVII, 21-22, Neh. X,-31;: Am. NII, 
5, etc.—Lev. XX, 9; Ex. XXL, 15-17; Prov. XX, 20; Ez. XXII, 7 —Lev; XX,:11-12.—Ex. 


XXII, 18; Lev. XX, 18-16—Gen, Ix, 6—II® Sam. XIV, 7: mim, XXXV, 1921-E 
XXI, 16.—Dt. XVIL 12. eR es 
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mente divinas. Y las que no lo eran, no eran ni leyes, ni justas, ni 
penas. Eran abusos de la fuerza: asesinatos, homicidios condenados 
y prohibidos por Dios. Dios se mostró duefio no sólo absoluto, sino 
exclusivo de la vida humana. El solo dispone de la vida del hombre. 
De tal manera prohibió que el hombre dispusiera de la vida ajena que 
hasta condenó los sacrificios humanos que se pudieran hacer en su 
honor: "No obres así con Yavé, tu Dios: porque cuanto hay de abo- 
minable a Yavé, lo hacían ellos para sus dioses; hasta quemar en el 
fuego a sus hijos en honor suyo”*. 

Esto es lo que hizo Dios, en virtud de su poder absoluto y exclu- 
sivo. Si el hombre trata de imitarle, en lugar de obedecerle, no haría 
otra cosa que perturbar el orden divino por usurpación de poderes, 


y tiranizar el orden humano por usurpación de derechos inalienables, 
cual es el derecho de vivir. 


Cuarto argumento. 


Dios negó a los Jefes del pueblo (del Estado) el poder de conde- 
nar a muerte a los sübditos. 


a) Las leyes capitales, como las demás del Antiguo Testamento, 
no eran facultativas sino extrictamente preceptivas, obligando por 
igual a los Jefes y a los sübditos. 


Moisés al pueblo: 


“Todo lo que yo te mandare, guárdalo diligentemente, sin añadir 
ni quitar nada“. 

Obrarás conforme a la ley que ellos, los sacerdotes (a quienes se 
les había encomendado el estudio y la ensefianza de la ley)? te ense- 
fien y a la sentencia que ellos te hayan dado, sin apartarte mi a la de- 
recha ni a la izquierda de lo que te hayan dado a conocer’. 


Moisés a los Reyes: 


En cuanto se siente en el trono de su realeza escribirá para sí en 
un libro una copia de esta Ley, que se halla en poder de los sacerdo- 
tes levíticos. La tendrá consigo y la leerá todos los días en su vida, 
para que aprenda a temer a Yavé, su Dios, y a guardar todas las pa- 
labras de esta ley y todos estos mandatos y los ponga por obra, fara 
que no se alce su corazón sobre el de sus hermanos y no se aparte m 
a la derecha ni a la izquierda, y así prolongue los días de su reinado, 
él y sus hijos, en medio de Israel". 


Dt; XII, 81: 

19 Dt. XII, 32. » 

S. Dt. XXXI, 9-13. Cfr. Becw3o, Analogia del Antiguo y Nuevo Testamento, Madrid 
MDCCLXXXVI, t. II, pág. 181. 

531 Dt XVII, 11. 

33 Dt. XVII, 18-20. 
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Dios a Moisés: | 

El profeta que ose decir en nombre mío lo que yo no le haya man- 
dado decir, o hable en nombre de otros dioses, debe morir. Y si te 
dices en tu corazón ¿cómo voy a conocer yo la palabra que no ha di- 
cho Yavé? Cuando un profeta te habla en nombre de Yavé, si lo 
que dijo no sé cumple, no se realiza, es cosa que no ha dicho Yavé; 
en su presunción habló el profeta; no le temas””*. l l 

Moisés al pueblo : 

. Si obedeces los mandamientos de Yavé, tu Dios, que te prescribo 
hoy, y los guardas y los pones por obra, sin apartarte m a la derecha 
ni a la izquierda de todos los mandamientos que te prescribo hoy, 
no yéndote tras otros dioses para servirles. Pero si no obedeces la voz 
de Yavé, tu Dios, guardando todos sus mandamientos que yo te pres- 
cribo hoy, he aquí las maldiciones que vendrán sobre tí, y te alcan- 
ZATAID M ia e 


Dios a Josué: 
“Esfuérzate, pues, y ten gran valor para cumplir cuidadosamente 
cuanto Moisés, mi siervo, te ha prescrito. No te apartes ni a la dere- 
cha ni a la izquierda, para que triunfes en todas tus empresas. Que 
ese libro de la Ley no se aparte nunca de tu boca, tenlo presente día 
y noche, para procurar hacer cuanto en él esta escrito, y asi prospe- 


rarás en todos tus caminos y tendrás buen suceso. ;No te man- 
dolce 


A los Jefes, lo mismo que a los súbditos, no les estaba permitido 
otra cosa que cumplir la Ley. No podían desviarse de ella, ni dero- 
garla, ni corregirla, ni añadirla, ni dispensarla. Lo que se dice de la 
Ley como precepto, se diga también de la Ley como sanción. Ni más 
penas capitales que las establecidas por Dios, ni dispensar a nadie de 
las incurridas. Dios solo tiene poder sobre la vida humana y a nadie 
se lo ha delegado. 


b) Expresamente Dios prohibió a los jefes del pueblo disponer 
de la vida de sus sübditos, incluso en el caso de nuevas conductas 
reprochables : 


“El hijo de una mujer israelita pero de padre egipcio, que -habi- . 
taba entre los hijos de Israel, riñó en el campo con el hijo de una 
mujer israelita y de padre israelita: y profirió el nombre de Yavé y 
lo maldijo.. Le encarcelaron hasta que Moisés pronunciase de parte 
de Yavé lo que había de hacerse. Y Yavé habló a Moisés diciendo: 


533 Dt. XVIII, 20-22. 
54 Dt. XXVIII, 18 ss. 
55 Jos. I, 7-9. 
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saca del campamento al blasfemo: que cuantos le han oído le pon- 
gan su mano sobre la cabeza y que toda la asamblea le lapide". 


"Sucedió cuando estaban los hijos de Israel en el desierto, que 
encontraron a un hombre recogiendo lefia en sábado y los que le en- 
contraron le denunciaron a Moisés y Arón y a toda la asamblea; y 
le encarcelaron, porque no habia sido todavía declarado lo que habia 
de hacerse con él. Yavé dijo a Moisés: sin remisión muera ese hom- 
bre. Que lo lapide el pueblo todo fuera del campamento. Y fue lle- 
vado fuera del campamento y fue lapidado, como se lo mandó Yavé 
a Moisés", 

La blasfemia y la violación del sábado era una conducta repro- 
chable a los ojos del pueblo. Sin embargo, Moisés, Jefe y Caudillo 
del pueblo de Israel, no tomó decisión alguna porque Dios todavía 
no había ordenado lo que debía hacerse ni que sanción había de im- 
ponerse. : 


La vida del hombre, incluso delicuente, era intangible sin el per- 
miso manifiesto de Dios. Por eso se habla con frecuencia en la Sagra- 
da Escritura que la vindicta de los delincuentes es una reserva de 
Dios”. 

Namán, Jefe del Ejército del rey de Siria, era leproso. Una jo- 
vencita de Israel era doncella de su mujer y le dijo que en Samaría 
había un Profeta, Eliseo, que curaría la lepra de su esposo. El rey de 
Siria, que apreciaba mucho a Namán, le mandó con una carta y re- 
galos para el rey de Israel. En la carta decía: “Cuando recibas esta 
carta sabrás que te mando a mi servidor Namán para que le cures la 
lepra”. Leída la carta, el rey de Israel, Jorám, rasgó sus vestiduras y 
dijo: “Soy yo acaso Dios para dar la vida o la muerte, que así se 
dirige a mí para que yo cure a un hombre de la lepra? Sabed, pues, 
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que me busca querella””. 


El rey Jorám, como Moisés y los demás jefes del pueblo, sabía 
que la vida y la muerte son privativas de Dios. El hombre no puede 
darla ni quitarla. La vida sólo es de Dios. 


Expresamente se dice en el Libro de la Sabiduría: “Tú tienes el 
poder de la vida y de la muerte y llevas a los fuertes al ades (mora- 
da de los muertos) y sacas de él. Por su maldad puede el hombre dar 
la muerte, pero no hacer que tome el espíritu que se fue, ni hacer 
volver al alma ya encerrada en el ades". 


56 Levt. XXIV, 10 ss. 

57 Núm. XVI, 32 ss. ; H 

58 P V, 9, 10; Dt. XXXII, 43; Sal. 58, 11; 140, 13; Eclo. XII, 6; Rom. XII, 19; 
Hebr.. X, 30. 

39 FIO Re. V, 1 ss. 

6 Sab, XVI, 13-14. 
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Nueva expresión del poder absoluto de Dios sobre la vida huma- 
na. Dios puede darla, y quitarla y devolverla a quien ya estaba en 
la mansión de los muertos. En cambio el hombre no puede darla ni © 
devolverla, sólo puede quitarla, y ello, no por derecho alguno, sino . 
por maldad. El hombre, sea príncipe o lacayo, que quita la vida de 
otro, es un malvado a los ojos de Dios, quien prohibe a los Jefes polí- 
ticos disponer de la vida de los sübditos. El duefio exclusivo de la 
vida es Dios. 


Quinto argumento. 


Veamos la pena capital a la luz de la revelación divina del Nuevo 
Testamento. 


Del argumento anterior concluímos 1) que todas las sanciones 
mortales del Antiguo Testamento eran penas exclusivamente divinas, 
y 2) que los jefes del pueblo (del Estado judío), patriarcas, jueces, 
caudillos y reyes no podían imponer la pena capital por ninguna cla- 
se de delitos humanos no previstos en la ley de Dios. 


Esta era la Ley del Antiguo Testamento, que Jesucristo reforma 
en este sentido: 


a) Quedan abolidas todas las penas legales, capitales o no, de la 
Ley Antigua. 
Dice Jesucristo: "La Ley y los Profetas llegan hasta Juan; des- 


de entonces se anuncia el reino de Dios y cada cual ha de esforzarse 
por entrar en él’, 


San Pablo explica el cambio: “Mudado el Sacerdocio, de necesi- 
dad había de mudarse también la Ley... Con esto se anuncia la abro- 
gación del precedente mandato, a causa de su ineficacia e inutilidad, 
pues la Ley no llevó nada a la perfección, sino que fue solo introduc- 
ción a una esperanza mejor...”*. 


Así lo entendió toda la tradición cristiana®. 


b) En no pocos casos, el mismo Jesucristo derogó determinadas 
leyes capitales. Por ejemplo. 


La venganza de sangre: “Habéis oído que fue dicho; Amarás a 
tu prójimo y aborrecerás a tu enemigo. Pero yo os digo: Amad a 
vuestros enemigos y orad por los que os persiguen...’™. 


La ley de talión: “Habéis oído que se dijo: Ojo por ojo y diente 
por diente (fórmula consagrada de la ley de talión). Pero yo os digo: 


61 Luc. XVI, 16. 
6 Hebr. VII, 12; Rom. IV, 14-15; VIII, 6. 
83 Es objeto de otro estudio que preparamos, Cfr. M. Brcano 
Nuno Testamento, T. I, pág. 145, 
Mt. 


, Analogía del Antiguo y 
V, 43-46. 1 
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No resistais al mal y si alguno te abofetea en la mejilla derecha dale 
también la izquierda. .."*. 


La ley sabática. El trabajo sacrílego del sábado se penaba con la 
muerte. Jesucristo replica: "El Hijo del Hombre (el propio Jesucris- 
to) es Señor del Sábado”*. “El sábado ha sido hecho para el hombre, 
no el hombre para el sábado””. 


La ley capital contra la idolatría, hechicería, perjurio y blasfe- 
mia, que en el Nuevo Testamento se comprenden bajo el hombre ge- 
nérico de infidelidad. Jesucristo no suprimió el precepto, pero sí la 
pena capital. Dice: “El que creyere y fuere bautizado se salvará, el 
que no creyere se condenará””. “Tanto amó Dios al mundo que le dio 
su Unigénito Hijo, para que todo el que crea en El no perezca, sino 
que tenga la vida eterna... El que cree en El no será juzgado; el que 
no cree ya está juzgado...””. 


La pena capital del incesto: San Pablo declara que la pena capi- 
tal está sustituida por la excomunión”. 


La pena temporal contra la sodomía y la bestialidad, Jesucristo 
la aplaza para la otra vida". 


La pena de lapidación contra el adültero: Pregunta Jesucristo a 
la adúltera: Nadie te ha condenado? Dijo ella: Nadie, Señor. Jesús 


dijo: Ni yo te condeno tampoco; vete y no peques más”. 


La ley capital del homicidio. Dice Jesucristo: “Habéis oído que 
se dijo a los antiguos: No matarás, el que matare será reo de juicio 
(de muerte). Pero yo os digo que todo el que se irrita contra su her- 
mano será reo de juicio; el que le dijere raca será reo ante el Sene- 


drín, y el que dijere loco será reo de la gehenna del fuego”. 


En el Antiguo Testamento no había más penas capitales que las 
establecidas por Dios, en el Nuevo Testamento esas mismas penas 
han sido suprimidas y prohibidas por Jesucristo. En el Nuevo 
Testamento no hay penas capitales. Por eso se dice que, el verdadero 
cristiano, discípulo fiel de Cristo, muere, si es preciso, pero no ma- 
ta. Esta es la voluntad de Dios y el hombre no puede oponerse a ella 
sin pecado, sin injusticia. Todas las leyes capitales humanas, tanto 
antes como después de Jesucristo, son injustas, son nulas. Antes, por- 


65 Mt. V, 38. 
6 Mt. XII, 8; Mc. II, 28. 


w Ya Cort. V, 1-5. 
71 Mt. XI, 20-24. 
7| Jn. VII, 10-11. 
13 Mt, V, 21-22; Lc. VI, 27-81, 37-38. 
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que la pena de muerte era solamente divina; después, porque Jesu- 
cristo abolió y pohibió la pena capital. . - 

La ley de Jesucristo, base y fundamento de la vida social huma- 
na, es la ley de la caridad cuyos dos únicos artículos son: I) Amarás al 
Sefior, tu Dios, con todo tu corazón, con toda tu alma, y con toda tu 
mente. Este es el más grande y primer mandamiento. II) El segun- 


do, semejante a éste, es: amarás al prójimo como a tí mismo’™. 


Este precepto de caridad se desarrolla dentro de estos dos extre- 
mos: mínimo, perdón para los enemigos; máximo, dar la vida por 
el prójimo, aunque sea enemigo. 


El que perdona no puede condenar a muerte a nadie. La ley del 
perdón universal ha excluído la pena de muerte. En el cristiano no 
cabe la pena capital. Si Dios perdona todos los pecados de esta vida, 
el hombre perdonará todos los delitos. 


El perdón, dice Juan XXIII, ha de ser verdadero, total v pro- 
fundo". 


Siendo esto así, no es legítimo la pena capital. Donde hav perdón 
no puede haber pena de muerte. 


Sexto argumento 


En confirmación de la doctrina de Cristo, expuesta en el argu- 
mento anterior, se levanta la autoridad práctica de la Iglesia de los 
doce primeros siglos del cristianismo. 


En la Iglesia Oriental: 

San Ignacio de Antioquía. Año 70-108. 

“No nos está permitido perseguir ni dañar” a los enemigos”. 
San Clemente de Alejandría. Afio 150-215. 


“A los cristianos como tales, de ningún modo les es permitido 
corregir con la fuerza los delitos de los pecadores"". 


Eusebio de Cesarea. Afio 270-338. 
“A Dios no le gusta la violencia". 


La Tradición Apostólica. Año 218. 
"Quien tenga el poder de matar o quien esté investido del cargo 


Mt. XXII, 36-40; Mc. XII, 28-34. 

Alocución Pontificia a los ejercitantes del Vaticano el día 6 de diciembre de 19 lario 
del 7-XILI958). e A e diciembre de 1958 (Diaric 
Funk, Patres Apostolici, V. II, pág. IX ss. 

PG. t. 95, col. 1286. 

PG. t. 95, col. 1286. 
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de Rector de una Ciudad, o deja el cargo o no será admitido en la 


Iglesia". 


El Concilio de Alejandría. Afio 388. 


“No se ha matado a nadie, ni por Atanasio ni con ocasión de Ata- 
nasio. La muerte y la prisión son ajenas a nuestra Iglesia"*. 


San Atanasio (a. 296-373): 


“No se practican en los juicios de la Iglesia las normas del Evan- 


gelio, sino que los culpables son enviados a la muerte o al destie- 
"IIO. ts 


Los Cánones de los Apóstoles. Afio 400. 


Canon 28: “Mandamos que el Obispo, presbítero o diácono que 
castigue corporalmente a los fieles por sus delitos o a los infieles por 
sus iniquidades haciéndose temer por tales métodos, sea depuesto de 
su cargo, porque tal conducta jamás le ensefió el Sefior: al contrario, 
cuando le pegaron no se defendió, cuando le maldijeron no replicó, 
y cuando le mataron rii amenazó siquiera". 


.San Juan Crisóstomo. Año 308-404. 

“No está permitido matar al hereje ...El Señor no prohibe repri- 
. mir. a. los herejes, hacerlos callar... pero sí prohibe matarlos”* 
Los Quinquaginta Títuli. Año 550. 


"No está permitido a los Obispos castigar con azotes a los delin- 


cuentes”*. 


El Emperador Justiniano. Año 483-565. 
“No está permitido que el Obispo castigue con sus propias manos. 


Es ajeno a la condición sacerdotal”*. 


El Papa Gregorio escribe al Patriarca de Constantinopla Juan el 
Ayunador: Año 565-577: 

“Exigir la fe a fuerza de latigazos es una nueva e inaudita pre- 
varicación”*. 
San Teodoro Estudita: Año 759-826. 

“Hemos hablado a nuestro Patriarca y le hemos dicho que la Igle- 


79 Funk, o. c. V. Il, pág. 107. En el mismo sentido Los Cánones de Hipólito, H. ACHELIS, 
Die áltesten Ouellen des Orientalischen Kirchen reschtes. Die Canones Hippolyti (Texte und 
Untersuchugen VI, 4). Leipzig, 1891, pág. 81-83. 

80 Manst, t. II, col. 128; col. 1281-1284. 

81 PG, t. 25, col. 305-307. i 

8 Prrra, Juris Ecclesiastici groecorum Historia et Monumenta, Romae 1864, t. II, pág. 380. 

83 PG, t. 58, col. 477; “Homilía 47 in Math". 

84 PrrRA, o. c. t. II, pág. 380. 

8 Novela 193, Cp. XI. 

85 Baronto, ad an, 593, XXIX. 
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sia no puede matar a nadie... Si la defensa de la Iglesia exigiera la 
pena de muerte, prefiero cien veces me corten la cabeza antes de con- 


sentirlo"", 


Teofilacto Patriarca: Afio 933-956. 


"Nosotros reprobamos (la pena capital) porque no conviene al es- 


píritu de la Iglesia de Dios que dice: no quiero la muerte del peca- 
dor s 


Teodoro Balmasón. Siglo XII. 


."Sé ciertamente que jamás ha existido un solo canon que haya 


autorizado la pena de muerte", 


Entre muchos más testimonios que podemos citar”. 


La Iglesia Latina: 


Lactancio. Año +325. 


“No está permitido acusar a nadie de crimen capital: igual es el 
homicidio privado cometido con la alevosía de un pufial que el ho- 
micidio püblico cometido por la acusación judicial, porque el precep- 


to de “no matar” es absoluto, no admite excepción alguna". 


"Los sacerdotes imbuídos del espíritu de Jesucristo deben estar 
a distancias infinitas de procurar la muerte de nadie. Es indigno del 
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sacerdocio". 


San Ambrosio. Año 340-397. 


“El Emperador Teodosio mandó degollar 7.000 personas en el 
Arco de Tesalónica, y presentándose en la catedral le dice el Santo: 
“Deteneos, emperador, ;cómo osais pisar este santuario? ¿Cómo po- 
deis tocar con vuestras manos el Cuerpo de Cristo ?””. 


“¿Quién será tan duro de corazón que no dé cuanto tiene para 
que huya un hombre condenado a muerte ?”®. 


A los jueces les dice: “Desde el momento en que Jesucristo te re- 
dimió, tu misión es hacer que la gracia de Dios corrija en los malva- 
dos lo que tus castigos no logran quebrantar””. 


San Jerónimo. Afio 331-420. 
"Ningün cristiano perfecto puede defender la Iglesia con engafios 


87 PG, t. 9, col. 1486. 

‘8 ZLATAZXKI, Istoria, Il, pag. 562-564, 

8 PG, t. 104 col. 1111. 

" PL, t, 6, col. 708; cfr. col. 1998. 

21 Mansi, t. 3, col. 679-682. 

A PL, t. 14, col. 65. Pérez DE URBEL, Año Cristiano, t. IV, pág. 396. 
83 Tbidem, pág. E 

% Mansi, t. 16, col. 1086. 
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y violencias. Le basta la fe, la esperanza y la caridad para ser inacce- 
sible e inexpugnable””. 


San Agustin. Año 354-430. 


"Es injusta la ley que permite al viajero matar al injusto agresor ; 
o al hombre o mujer aue defienden su honra e igualmente la que man- 
da al soldado que mate a su enemigo. Más que injustas yo diría que 
son malas. Pues a mi parecer, la ley que no es justa, no es ley”. 

"El Evangelio se predicó por el mundo. Algunos de los que lo 
oyeron creyeron, otros se negaron a creer y se opusieron ferozmente 
a los predicadores y a los fieles que lucharon por la verdad hasta la 
muerte, no matando sino muriendo. Así se convirtió el mundo. Así 
entró el Evangelio en el corazón de los mortales...””. 


Dionisio Exiguo. Año +555. 


Traduce con el n.” 27 en el “Código de Cánones Eclesiásticos”, el 
canon griego que priva del cargo al clérigo que castiga corporalmente 
a los delincuentes” porque esto jamás lo enseñó Jesucristo, antes al 
contrario...”*, 


San Gregorio el Magno. Año 590-604. 

“Porque temo a Dios, no me atrevo a mezclarme con la menor 
responsabilidad en la muerte de cualquiera ser humano””. 

Concilio IV de Toledo: Año 633. 


“Si algún Sacerdote obrara en contrario (condena a muerte hacien- 
do funciones de juez civil) sepa que ante Dios es reo de homicidio v 
ante la Iglesia será depuesto”. 


Concilio VI de Toledo. Año 657. 


Prohibe a los eclesiásticos la judicatura civil (capítulo 6). “No sea 
que, arrastrados por un afán indiscreto, por sí mismos o mediante el 
verdugo, ordenen la privación de cualquier miembro corporal de al- 
guna persona”. 


Concilio XII de Toledo. Año 681. 
Excluye expresamente como precepto divino, la pena de muerte". 


9 PL. t. 23, col. 222. 

16 PL. t. 43, col. 9-24. 

$ OSA, t. IV, pág. 815. 

% PL. t. 67, col. 144. 

PIE COLL LS 

109 Mansi, t. 10, col. 628. 

101 Mansi, t. 11, col. 141; PL, t. 84, col. 461. "ran 
12 Capítulo 11. Mawsr, t. LL, col. 1037-1038, PL. t. 84, col, 479 
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. El Papa San Zacarías. Ano 741-752: 


Llama asesinos a los sacerdotes que en paz o en guerra matan a 
sus fieles o infieles™. 


Capitulares de Benedicto Diácono.. Ano 847. 


Libro III, n.° 123: “El rey Carlos de los Francos, después que 
. los siervos de Dios ni luchan contra los enemigos ni llevan armas so- 
bre sí porque se lo ha rogado la fe apostólica (el Papa) con el bene- 
plácito de todos nuestros fieles y, sobre todo, los obispos y sacerdo- 
tesi PM l 


Rábano Mauro. Año 856?. 


“Es pecado matar a un hombre incluso por orden del rey dentro 
v fuera de la guerra”. 


. San Nicolas I el Grande. Ano 858-867. 


“La Iglesia no tiene mas espada que la espiritual, no mata sino que 
vivifica™. 

Al Rey de los bülgaros le dice: pudísteis salvar la vida de Jos ven- 
cidos y no permitísteis ni quisísteis que vivieran, en lo cual obrasteis 
muy mal, porque está escrito: sin misericordia será juzgado el aue 
no hace misericordia, y el mismo Dios dice por el Profeta Ezequiel: 
¿Quiero yo acaso la muerte del impío?...". 

"Así vosotros, después de haber sido elegidos e iluminados por 
la luz de la fe, no debeis perder ocasión ni circunstancia alguna para 


llevar a todos a la vida tanto del cuerpo como del alma y no llevarlos 
a la muerte como lo haciais antes'”*, 


"Las guerras, las revoluciones y hasta las luchas han sido, sin du- 
da, inventadas por Satanas...”™. 


Attón, Obispo de Vercello. Afio 960?. 


Apoyado en San Ambrosio dice: “a mi entender un varón santo 
y prudente no debe guardar su vida a costa de la vida de los demás, 
aunque sea acometido por un ladrón armado. No puede herir a quien 


le hiere, no siendo que al defender su vida temporal, pierda la vida 
eterna "^. 


X3 Mawsr, t. 12, col. 380. 

14 PL, t. 97, col. 811-812. 
105 PL, t. 112, col. 1411-1412. 
EAS Uc. 6: 
17 PL, t. 119, col. 988, 989. 
X8 PL, t. 119, col. 991. 

109 PL, t. 119, col. 998-993. 
110 PL, t. 184, col. 61. 
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Burchado, obispo de Warmacia. Afio 1012. 


Llama "horrendo crimen del homicidio, a la muerte del injusto 
agresor'"", 


Ivón, obispo de Chartres. Afio 1040-1116. 


. ¿Cómo es posible que la Iglesia apruebe la efusión de . sangre, 
cuando Ella en el instante mismo de nacer juzgó preferible derramar 
SUN ae 


Hildelberto, arzobispo de Tours. Año 1057-1134. 


“Tú, oh cristiano, por el que el mismo Jesucristo se entregó a la 
cruz y a la muerte, tienes que aborrecer entregar a un reo a los tor- 
mentos y a la muerte”™. 

“A los ojos del Señor son parricidas (sus persiguidores). Sin em- 
bargo, mientras el Señor no lo permita, no se puede matar””*. 


Concluímos. La doctrina y la práctica de la Iglesia reprueba, con- 
forme a la doctrina y ejemplo de Jesucristo, la pena capital. Sólo Dios 
tiene poder sobre la vida humana. La pena de muerte debe ser deste- 
rrada de los códigos cristianos. 


Séptimo argumento. 


El primero y más importante de los frutos de la Redención de 
Cristo es el perdón universal ante Dios de todos los pecados humanos. 


Dice San Pablo: “Dios quiere que todos los hombres se salven v 
vengan al conocimiento de la verdad”””. El arrepentimiento es la con- 
dición personal necesaria para evitar la muerte eterna que es el casti- 
go de Dios. 


Dice Jesucristo: “Os digo que si no hiciereis penitencia (no os 
arrepentís), todos igualmente pereceréis”””. 


Y San Pedro: “No retrasa el Señor la promesa, como algunos 
creen; es que pacientemente os aguarda, no queriendo que nadie pe- 
. = . . » 7 
rezca, sino que todos vengan a penitencia". 


Mientras se vive, todos sin excepción, se pueden salvar. 


Aunque hayan pecado contra el espíritu Santo, pecado que no se 
perdona en este siglo ni en el futuro” pero que solo se castiga en la 


Hi PL; t. 140, col. 777. 
(Gy DOGG ABE WG > 30 
PI ae, Il, all, Vite. 

14 PL, t. 171, col. 795. 

15 Ja Tim. Il, 4. 

116 Le. XIII, 5. 

w T.s Pe- TIL 9: 

118 Mt. XII, 32. 
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otra vida, pues solo en el juicio de Dios se sabe quien haya cometido 
tal blasfemia. 


Después de la Redención, establecida la ley del perdón univer- 
sal, Dios se ha comprometido a no penar con la muerte temporal nin- 
gün delito o pecado de los hombres. Abolidas por Jesucristo no se vol- 
verán a promulgar las leyes divinas capitales del Antiguo Testamen- 
to. Dios no quiere la muerte sino la salvación de todos los hombres. 


Esta misma ley ha de regular las relaciones humanas. Dios siem- 
pre perdona a los hombres y los hombres siempre han de perdonarse 
mutuamente. Es ley de Dios para los creyentes y contra ella nada 
pueden hacer ni descretar los hombres sin que se haga y decrete contra 
la misma ley divina. i 


San Pedro preguntó a Jesucristo: 


¿Cuántas veces he de perdonar a mi hermano si peca contra mi? 
;Hasta siete veces? 


Dícele Jesás: No digo ya hasta siete veces, sino hasta setenta ve- 
ces siete”™. 


A continuación el mismo Cristo, con el relieve de la parabola de 
los diez mil talentos, evidencia la razón del mandato. Dios a cada 
uno nos perdona una ofensa infinita, nosotros entre sí nos perdona- 
mos una insignificante minucia aunque se trate de un traidor o un 
asesino. La ofensa humana comparada con la divina es lo mismo que 
comparar al hombre con Dios. Es obligado que si Dios perdona a 
los hombres todas las ofensas infinitas, los hombres se perdonen to- 
das las temporales. 


Esta ley del perdón comprende todos los delitos, conforme al ejem- 
plo y doctrina ensefiada por Jesucristo y a todos los delincuentes aun- 
que sean enemigos pérfidos y recalcitrantes. 


La transgresión de esta ley divina lleva una sanción ultraterrena : 
"sin misericordia será juzgado el que no hace misericordia”. 


Con esta ley no es posible sostener legítimamente la muerte como 
castigo Justo para ningün hombre, sea cristiano o mahometano, gen- 
til, nacional o extranjero, amigo o enemigo, inocente o criminal. 


La conclusión es clara y terminante: si hay perdón para todos, no 
puede haber muerte para ninguno. La muerte es la negación del per- 
dón. La pena de muerte es la negación de la ley de Dios. 


H9 Mt, XVIII, 21-22. 
120 Sant. II, 13. 


ORDENAMIENTO DIVINO DE LA VIDA HUMANA 61 


DIFICULTADES 


Resolveremos los motivos teológico-canónigos en que se han apo- 
yado los autores para sostener la legitimidad de la pena de muerte. 
Los de orden filosófico los dejamos para tratarlos en "La pena de 
muerte es ilegítima ante la razón y la Historia" trabajo que estamos 
preparando. 


Primera: Las penas capitales del Antiguo Testamento” justifican 
las actuales. 


Respuesta : 


Todas ellas son leyes y penas exclusivamente divinas, no huma- 
nas. Más aün, son excepciones divinas a la ley divina del "No ma- 
tarás". Es una usurpación establecer como humanas las leyes divinas. 
La virtud del hombre está en obedecer a Dios, la soberbia en imitarle. 


No me explico cómo los autores" se han apoyado en estas le- 
yes divinas para legitimar la ültima pena, como sanción humana, y 
mucho menos cuando todas ellas fueron derogadas por Jesucristo y 
sustituídas por la ley del perdón universal. 


En este supuesto los blasfemos serían condenados a muerte, y los 
idólatras, v los adülteros... como lo estaban en el Antiguo Testamento. 


Segunda: La muerte de Ananías y Safira”, sancionada por San 
Pedro, supone este poder en las autoridades humanas. 


Respuesta : 


Mintieron al Espíritu Santo y, descubierto el engaño por San Pe- 
dro, cayeron muertos. Fue un castigo especial de Dios, no de San 
Pedro. La acción occisiva contra estos desgraciados fue milagrosa y 
por tanto no fue humana sino divina. Dios tuvo y seguirá teniendo 
poder absoluto sobre la vida humana. Dios no establecerá leyes capi- 
tales en el futuro, pero podrá disponer siempre de la vida, incluso 
de los inocentes. "Illius est tollere cujus est condere". 


Tercera: Jesucristo: “El que toma la espada a espada morirá”. 


Entiende Alfonso de Castro y otros” que con tales palabras Je- 
sucristo otorgó poder a la autoridad püblica para matar a los delin- 
cuentes. 


121 Cfr. Tercero de los argumentos. ? e 

12) Y son autores de primera línea, v. gr. ALFONSO DE Casrno, De justa Haereticorum puani- 
tione, Lib. II, cap. XII, fol. 123 ss. (Matriti, MDCCLXXIII). 

123 Act. V, 1-10, Cnf. ArroNso DE Castro, Ibidem. 

124 Mt, XXVI, 52. 

195 De justa haereticorum punitione, L, c. 
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Respuesta : 

Esto puede ser una profecía de la conducta humana pero nunca 
una concesión de matar. Las palabras se dirigen a San Pedro que en 
el huerto de Getsemní y en defensa del mismo Cristo ha cortado una 
oreja a Malco. 

La orden de Cristo es justamente la contraria: "Vuelve tu espada 
a la vaina, pues quien toma la espada, a espada morirá. ;O crees 
que no puedo rogar a mi Padre, que me enviaría luego doce legiones 
de ángeles ? j 

La orden de Jesucristo a los cristianos es morir, no matar. La fra- 
se es un refrán muy usado entre los judíos: el que a hierro mata a 
hierro morirá. i 


Cuarta: Jesucristo no niega a Pilatos el poder de matar con que 
le amenaza”. . 


Respuesta : 

San Agustín pone en boca de Jesucristo estas palabras con que 
contesta a Pilatos: “No tuvieras sobre mí poder alguno, cualquiera 
que sea la potestad que tienes si esta misma que tienes no te hubiese 
sido dada de arriba. Mas porque yo conozco su extensión, no es tan 
grande que tengas libertad absoluta; por eso quien me entregó a tí 


tiene mayor pecado. El, por envidia me entregó a tí y tú, por cobardía, 
lo ejerces contra Mi’. 


El poder de los gobernantes no es absoluto, no llega a la pena ca- 
pital. Es absurdo pensar que Dios-Padre hubiera dado poder jurídico 
a Pilatos para matar a Dios-Hijo. El poder justo viene de Dios, el in- 
justo es un abuso del hombre. 


Quinta: San Agustín: "No es obrar contra el precepto no mata- 
rás, cuando es la ley que mata o Dios mismo quien manda matar. El 
que manda es quien obra, cuando el que obedece no puede negar- 
se". 

Por tanto, es legítima la ley que manda matar. 

Respuesta : 


San Agustín explicaba cómo las leyes y sanciones capitales del 
Antiguo Testamento no se oponían al precepto de no matar. El pre- 


cepto "no matarás" es divino y las leyes capitales del Antiguo Testa- 
mento son divinas también. 


17 Jn. XIX, 8-11. 


128 Sobre el Evangelio de San Juan, Trat. 116, 5 (OSA, t. XIV, pág. 689). Ibidem, Trat. ` 
116, 3 (OSA, t. XIV, pág. 687). ; B 


129 Quoestionum S. Augustini in Heptateucum, Lib. IY, q. 71 (PL; t. 34, col. 622). 
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Aquellas leyes capitales eran excepciones divinas al precepto di- 
vino, no excepciones humanas, que no podían darse. Cuando el hom- 
bre mataba, lo hacía en nombre de Dios que así se lo había ordenado 
en la ley o en cada caso especial. 


Sexta: San Agustín: “¿Por qué dice el refrán que quien a hierro 
mata a. hierro muere, sino porque a nadie le es A matar, ex-- 
cepto al juez? *. . .. Bi 


El juez, por lo tanto, piede matar a los delincuentes. 


Respuesta : 


Igualmente, San Agustín hablaba de los jueces del Antiguo Tes: 
tamento que tenía no facultad sino obligación de matar conforme à ` 
la ley divina. | 


Séptima: Desde el siglo XII, la doctrina comün de los EX 
eclesiásticos admite la legitimidad de la última pena. 


Respuesta : 


a) Es una ingenuidad de los penalistas decir que el padre Sar- 
miento (1782) o César de Beccaria (1764) fueron los primeros impug- 
nadores de la pena capital. 

Los reos de muerte, sus deudos, familiares y amigos la rechaza- 
ron sin duda en todos los tiempos y paises. 

En el resto de nuestros argumentos positivos hemos expuesto la 
unanimidad de la doctrina patristica rechazando la pena capital du- 
rante los doce primeros siglos de la Iglesia. 


b) Ivón, año 1040- 1116™, fue el primero en apuntar excepciones 
al precepto absoluto de “no matarás". Graciano, afio 1140, le apoyó 
timidamente™. Pedro Poitiersse, año 1170, encontró normal la lici- 
tud de la pena capital, Alano de Lille, año + 1202, impugnando a 
los valdenses, fue el primer defensor doctrinal de la última pena" 


Este es el origen de la doctrina de la legitimidad de la pena eb 
que efectivamente se hizo comün en los teólogos y juristas clásicos 
hasta el siglo XIX. Ellos serán los obligados a ponerse de acuerdo 
con el Evangelio y la Tradición revelada. Ha sido un irreparable 
error que ha durado demasiado tiempo. 


1399 Quoestiones in utroque (Testamento) mixtim, CIV (PL, t. 35, col. 2314). 

131 PL, t. 161, col. 1880. 

een rom Vr i Oui Lib. IV, MIRELLA AT, co 1151). 

13 Sententiarum Libri Quinque, Li cap. 

14 "De Fide Catholica Libri quatuor, Lib. TI, cap. XX, XXI, XXII, XXIII (PL, t. 210, 


col. 398), 
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Octava: San Pablo. Hay que obedecer a los gobernantes porque 
“no hay autoridad sino por Dios... de suerte que quien resiste a la 
autoridad, resiste a la disposición de Dios. Si haces mal teme, que 
no en vano lleva la espada. Es Ministro de Dios, vengador para casti- 
go del que obra mal". 

Los gobernantes, al castigar, son también ministros de Dios y el 
instrumento es la espada, que tanto vale para herir como para matar 
a los que obran mal. Los gobernantes, pues, han recibido de Dios la 
potestad de matar a los criminales. 


Respuesta : 


Esta es, acaso, la única dificultad verdadera que, por cierto, ape- 
nas si utilizan los defensores de la pena capital. 


La fuerza del argumento está en el término "espada", utilizado 
por San Pablo como símbolo del poder coactivo del Estado. 
Los expositores de la Iglesia primitiva hasta el siglo XII encon- 


traron en el símbolo de la espada ünicamente el poder coactivo del 
Estado. 


Los exégetas desde el siglo XII hasta el XIX, en la espada vieron 
el símbolo de la pena capital, aunque no faltaron excepciones. 
Los actuales se dividen en ambas teorías. 


San Pablo no pretendió otra cosa que inculcar en los fieles la obe- 
diencia al poder coactivo del Estado no sólo por obligación de con- 
ciencia sino por temor al castigo. Todo lo demás es disquisición de 
partido sin garantía de autoridad revelada. | 

Los intérpretes hasta el siglo XII, así lo entendieron sin una sola 
excepción. Esto es necesario y bastante para sostener el valor de re- 
velación contra la pena capital. Los sostenedores posteriores de la 
ultima pena son los que se ven en la necesidad de rectificar su posi- 
ción o explicar la contradicción entre la doctrina revelada y tradicio- 
nal con la doctrina de la legitimidad inventada por los autores del 
siglo XII, o sea, Ivón, Graciano, Pedro de Poitiers y Alano de Lille, 
a los que siguieron con Santo Tomás todos los posteriores, con ex- 
cepción de J. Duns Escoto, hasta el P. Sarmiento. 


Veámoslo: 


San Ambrosio. Ano 333-397. 


"Lleva la espada, o sea, amenaza para vengar los delitos. Como 
Dios no quiere que nadie perezca, estableció su juicio para la otra 
vida, y creó los gobernantes en ésta para que, mediante el temor, 


113 Rom. XIII, 1-5. Cfr. Pepro SaBATIER, Bibliorum Sacrorum latinae, versio Remis 
743, t. HI, Epistola ad Romanos, cap. XIII, 4, pág. 643. TIN RARI TE EN 
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sirvieran a todos de pedagogos, ensefiándoles lo que han de hacer « 
fin de que no caigan en la pena eterna'"*, 


San Jerónimo. Afio 331-420. 


Los poderes püblicos "tienen acción directa contra ti si pecas... 
como los sacerdotes tienen la espada espiritual, así Pedro castigó a 
Ananías y Safira y Pablo al Mago'””. 


San Agustín. Afio 354-430. 


"Se equivoca el que por ser cristiano cree que no ha de obedecer 
al poder püblico, y más todavía si cree que tiene que obedecerle en 
lo malo que ordena", 

El apóstol Pablo infundió pavor a la iniquidad de los hombres, 
no sólo con el juicio futuro, sino también con vuestras actuales espa- 
das. Asegurando que también ellas entran en la disposición de la di- 
vina providencia”””. 


Primario, Obispo. Afio 555. 


"No en vano llevan la espada. Es la espada espiritual que tenía 
Pedro y hasta el mismo Pablo y tienen acción contra tí si pecares. 
Esto espiritualmente como en el caso de Ananías y Safira y el Mago. 
Dios quiere que los pecadores se enmienden y corrijan””*. 


Aurelio Cassiodoro. Ano 560. 
“El que resiste al poder judicial parece resistir al mismo Dios". 


Suculento. Siglo VI. 


“Mejor es dejarse matar que abandonar la fe de Cristo”. “Ningún 
cristiano podrá defenderse conforme al mandato: si uno te da una bo- 
fetada en la mejilla... Dos caminos nos quedan... o dejarse matar o 
huir. Ningün cristiano se tomará la justicia por su mano. Dios será 
el vengador...””*. 


Rábano Mauro. Año 815. 


“No en vano lleva la espada, o sea, castigará si no es obedeci- 
dour. 


18 Commentaria in Epistolam ad Romanos (PL, t. 17, col. 162-163). 

133 Commentarius in Epistolam ad Romanos, cap. XIII (PL, t. 30, col. 704). M 

39 Expositio quoerumdam propositionum ex Epistola ad Romanos Liber unus (PL, t. 35, 
col. 2083-2084). 

139 Epistola 153, cap. VI, 19 (OSA, t. XI, pág. 353). 

M0 Jn Epistolam ad Romanos commentaria, cap. XIII (PL, t. 68, col. 496). " 

M1 Complexiones in Epistolas «Apostolicas. Epistola S. Pauli ad Romanos, cap. XIII (PL, 
t. 70, col. 1829). : y * 

w Jn aliquot Novi Testamenti partes Commentarii. In Caput XIII ad Romanos (ECT 
col, 821-822). 

148 Enarrationes in Epistolas Pauli Libri Septem. In Epistolam ad Romanos, cap. XIII (PL, 
t. 111, col. 1860 ss). 
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Sedulio Escoto. Año 820. 

"Tiene acción contra tí, si pecares... como los sacerdotes que tie- 
nen la espada espiritual. Pedro castigó a Ananías y Safira y Pablo al 
Mago”™, 


Walafrido, el Estrábico. Año + 849. _ 

“Es ministro de Dios. Los gobernantes han sido establecidos para 
que no se consienta el mal. Vengador para el castigo, esto es, o para 
vengar la ofensa de Dios, o para mostrar su enojo, pues este castigo 
temporal significa que los reincidentes en el mal serán castigados con 
mayor severidad””*. 


Haimón, Obispo. Afio + 855. 

"Por la espada se ha de entender la venganza. No en vano lleva 
la espada, o sea, no sin razón tiene el poder de castigar. En efecto se 
comenten a veces horrendos delitos que mejor se castigan por los 
magistrados civiles que por los prelados de la Iglesia, por. ejemplo, 
cuando uno mata a un papa, a un obispo, a un sacerdote o a un diá- 
cono. Los gobernantes de este mundo les castigan. Están instituidos 
principalmente por los ladrones, los homicidas, los raptores, para cas- 
tigarlos y para que los demás se enmienden viendo cómo se castiga a 
los anteriores""^, 


Attón, Obispo de Vercello. Año 960. 
“No en vano lleva la espada, o sea, no sin razón usa de su poder ; 
la espada, pues, es el poder", 


Pedro Abelardo. Año 1079-1142. 


“Lleva la espada, es decir, no está establecido este poder capri- 
chosamente para matar, en lo cual desobedecería a Dios que lo insti- 
tuyó, sino para vengar los delitos... Vengador del que obre mal; más 


que del hombre, o sea, vengador de la malicia más que de la perso- 


naw 


Lanfranco, arzobispo de Canterbury. Afio + 1089. 


“Y lo prueba el Apóstol, porque no en vano lleva la espada, pues 
es ministro de Dios. Vengador, entiéndase, de quien obra mal'””*. 


14 Collectanea in omnes B. Pauli Epistolas. In Epistolam ad Romanos, cap. XIII. (PL 
t. 103, col. 116 ss.). í 

15 Epistola B. Pauli ad Romanos (PL, t. 114, col. 512-513). 

M56 Expositio in Epistolam ad Romanos (PL, t. 117, col. 178 ss).  - os 

M? Expositio in epistolas Pauli. In Epistolam ad Romanos, XIII (PL, t. 184, col. 260). 
NORTE Uo Aet super S. Pauli Epistolam ad Romanos Libri quinque (PL, t: 178, col. 
rem Y D. Pauli Epistolas Commentarium. Epistola ad Romanos, XIII (PL, t. 150, col. 
147-148). 
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San Bruno, Fundador. Año 1030-1101. 


“En verdad que no en vano, pues es ministro de Dios. Vengador, 
o sea, para castigo del que obra mal'"*. 


Hugo de San Víctor. Año + 1142. 


“...no existe en el Evangelio semejante precepto de matar a quien 
roba un caballo o un buey. La Iglesia no lo ha hecho, aunque lo haya 
permitido", 

"La obligación (del poder judicial) es defender a los buenos v 
castigar a los malos”™. 


V. Herveo. Año 1150. 
“Tiene la espada material, o sea, el poder judicial para castigo 


2153 


de los culpables”. 


El Abad Guillermo. Año 1158. 


"Los gobernantes en este mundo hacen cumplir la mayor partc 
de la ley de Dios. Son sus ministros para que los crímenes, que Dios 
no quiere vengar por los prelados y príncipes de la Iglesia, sean re- 
primidos por su ministerio", 


Pedro Lombardo. Ano 1164. 


"Hay que temer a la autoridad precisamente porque lleva la es- 


pada, o sea; porque tiene la potestad judiciaria o coactiva, pero sólo 


para castigar a los delincuentes”. 


Ivón. Año + 1115. 
“El juez tiene la espada para castigo de los criminales”*”. 


Natal Alexandro. Año 
“No en vano lleva la espada, que significa el derecho de vida y 
muerte contra los súbditos que la merezcan”. 


Jacobo Tirino Antuerpiano. Año 1580-1636. 
“El príncipe hace las veces de Dios... ha de castigar a los malhe- 
chores'”*, 


V0 Expositio in Epistolas Pauli. Epistola ad Romanos. (PL, t. 153, col. 103 ss.). 
13 Quoetiones in Epistolas Pauli. In Epistolam ad Romanos, CCXCV (PL, t. 175, col. 504). 
13 Alegorías in Novum Testamentum Libri Septem (Ibidem, col. 899-900). : 
13 Commentaria in Epistoles. S. Pauli. In Epistolam ad Romanos, SAULE VOL, Tey ay, 
col. 776). 1 
14 Expositio in Epistolam ad Romanos Libri Septem Caput XIII (PL, t. 180, col. 678-676). 
vs Collectanea in omnes D. Pauli Epistolas. In Epistolam ad Romanos (PL, t. col. 1503). 
16 Decretum, Pars X, cap. 11 (PL, t. 161, col. 693). a 
5: Commentaria in Epistolas Pauli Apostoli, Parisiis 1763, cap. XII, 3-4, pág. 90. 
153 Commentarius in Sacram Scripturam, Lugduni 1728, t. 2, pág. 237, Commentarium in 
Epistolam S. Pauli ad Romanos, cap. XIII, 4. 
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Bernardino de Piconio. Año 1663-1709. . 
"La espada significa todo género de suplicios""". 


Cornelio Alápide. Afio + 1637. 

"La espada significa que los gobernantes tienen el poder de vida 
y muerte. Por este motivo los que tienen el poder van precedidos de 
una espada desenvainada””. 


R. Córnely. Año h. 1830. 


*...castigan a los mismos con la espada. No sin razón recibieron 
y tiene el supremo poder de vida y muerte. Guardan la espada en la 
vaina pero la usarán contra los malhechores”””. 


Dídaco de Celada. Nació a fines del siglo XVI. 
Trae varias interpretaciones sobre el símbolo de la "espada". 


a) Sanctio dice que la espada es la voluntad de Dios. 


b) Martín del Río, que fue una permisión divina hecha a Si- 
meón para Castigar el estupro. 


c) Manuel Sá asegura que la espada significa el poder solamente. 


d) Cornelio y Tirino, sobre el Génesis XXXIV; 25, interpreta: 


“la espada” en el sentido de ánimo, valor y armas que Dios concedió a 


Simeón”. 


“Domingo Soto. Año 1495-1560. 


“Con el nombre de la espada se quiere significar la potestad coer- 
citiva que los juristas llaman imperio, o sea, el poder de vida y muer- 
te. Ya dijimos en otro lugar que todos los suplicios capitales van 
comprendidos en la espada, porque es la más usada para cortar | 
cabeza de los malhechores'”*. 


Guillermo Estrío. Año 


“Los príncipes llevan la espada para usarla contra los malhecho- 
res. La espada comprende todo género de instrumentos del poder 


CORSO contra los transgresores de la ley: cárcel, el fuego, el patí- 
bulo" 


^. Agustín Calmet. Año 1672-1728. 


"No en vano lleva la espada. La espada significa el poder de vida 
y muerte, que puede usar tanto para sanción de los impíos como de- 


159 MiGÑE, Scripturae Cacrae Cursus Completus, t. 24, col. 308. 

10 Commentarium in Epistolam ad Romanos, XIII, 4, t. 17, pág. 239. 

161 Epistola ad Romanos, Parisiis 1896, pág. 677. 

162 In Judit Commentarii (sin pie de imprenta) c. 9, v. 1; pág. 296. 

163 In Epistolam Divi Pauli ad Romanos Commentaria, Salmanticae 1551, pág. 352. 
164 B. Pauli. Commentaria, Parisiis, 1679, pág. 165. 
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fensa de los justos. Los talmüdicos designan al rey con estas pala- 
bras: el que lleva la espada. La espada comprende todos los elemen- 
tos de vindicta: el fuego, la rueda, la cArcel...’™, 


Francisco de Toledo. Afio 1532-1596. 


"La espada es signo del poder que tienen los gobernantes para 
matar el cuerpo y causar pena a los malhechores, de los cuales diio. 
San Mateo: No temáis a quienes matan el cuerpo, que el alma no 
pueden matarla. La palabra "en vano" es un adverbio que significa 
precisamente que esta es la finalidad de la espada: matar y castigar 
a los malhechores"'*, 


P. Menochis. Afio 1576-1655. 


"No en vano lleva la espada, pero para usarla contra los malhe- 
chores”™, l 


I. B. Hamel. Año 1624-1706. 


“Para que vivamos en paz, ayuda y defiende a los buenos, ven- 
gador para castigar el mal y hacer cumplir la justicia de Dios'”*. 


Gabriel Quijano. Año + 1655 (?). 


“No lleva el príncipe la espada sin razón, esto es, no tiene en va- 
no el poder sobre la vida y muerte de los súbditos, y la tendrían en 
vano si no pudiera castigar la desobediencia. Luego pueden casti- 

93169 
gare 


F. Scio. Afio 1738-1796. 

“Que les ha puesto el poder en las manos y que es el autor (Dios) 
de la subordinación que deben tener los súbditos a los príncipes y a 
los magistrados”””. 


J. M. Bover. 
Nada dice de la pena capital al interpretar el texto paulino". 


F. Prat. 

“Si (el príncipe) tiene la espada, ello es en nombre de Dios; si 
toma venganza del crimen es en nombre de Dios. Por tanto es nece- 
sario obedecerle no solamente por el castigo, sino también por razón 
de conciencia”. Y la nota 56 añade: “...no en vano ciñe la espada. 


165 CORE n tarius literalis in omnes libros Vetris et Novi Testamenti. Augusta Vendelicorum 
1760, Epistola ad Romanos, Caput XIII, 4, pág. 104. i à 

166 A et annotationes in Epistolam Bti. Pauli ad Romanos, 1602, cap. XIII, 
pág. 654. 

167 Biblia Sacra, Viennae Austriae 1755, t. VIII, pág. 68, nota 4. — 
168 Biblia Sacra, Matriti 1788, Pars Altera, Epistola ad Romanos, XIII, 4, pág. 487, nota 4. 
19 Epistolas de San Pablo Apóstol, Madrid, 1787, pág. 83. 
ro La Biblia Vulgata Latina, Madrid 1946, t. IT, pág. 56, nota 4. 
11 Las Eptstolas de San Pablo, Barcelona 1940, pág. 125, notas 3-4. 
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simbolo del derecho de vida y muerte: derecho formidable que no 
puede venir sino del duefio de la vida. Las venganzas de ellos vie- 
nen de Dios”*”. 


J. Pérez de Urbel. 


"De todas formas, el precepto es general y parte de una certidum- 
bre mística: el príncipe es representante de los atributos divinos, del 
poder, de la justicia y de la misericordia...'"*. 


Josef Holzner. 


"La autoridad civil es para él (para San Pablo) un ministro de 
Dios, su representante y liturgo, instituída para la represión del ma!. 
Cuando San Pablo escribía estas líneas, halagüefias al Estado, esta- 
ba el mundo en el cuarto año de la dominación de Nerón""*. 


Resultado. 


a) Conforme a todos los intérpretes, los gobernantes son minis- 


tros de Dios v su espada simboliza el poder coercitivo para la ven- 
ganza de los crímenes. 


Los gobernantes son ministros de Dios, en tanto el ejercicio de! 
poder sea justo. ¿Y cuándo matan?, es justo el poder? Por qué? 
Porque son ministros de Dios. Este es el círculo vicioso con que ar- 
euven los defensores de la última pena. 


El ejercicio del poder püblico no es iusto porque los gobernantes 
sean ministros de Dios. En ese caso, sus actos, leyes v disposiciones 
serían siempre justos e inapelables v, por desgracia, no lo son en 
muchas ocasiones. El poder püblico es iusto cuando sus actos se con- 
forman con la lev de Dios, v entonces, v sólo entonces, los gobernan- 
tes son ministros de Dios. A nadie se le ocurre sostener aue los tira- 
nos, que tienen el poder, sean ministros de Dios, cuando atropellan 
los derechos divinos. Dios no da poderes para hacer mal. 


Consta aue Tesucristo abolió todas las sanciones capitales. Si los 
cobernantes son ministros de Jesucristo no pueden imponer a sus 
stibditos el suplicio de la muerte. Los ministros de Dios en tanto Jo 
son en cuanto cumplan sus leyes. 


Dice San Agustín: Hierran los que no obedecen a los poderes pt- 
blicos v más todavía los que obedecen cuando ordenan lo injusto”. 


Si todo el poder viene de Dios y Dios prohibe la pena de muerte, 


113 La Teología a San Pablo, traduc. de S. Abascal, Edt. Jus., México 1947, Segunda 
Parte, pag. 368, n 


173 San Pablo, UPS de las gentes, Madrid 1954, pág. 218. 
11% San Pablo, heraldo de Cristo, Versión de J. Monserrat, Barcelona 1956, pág. 348. 
U5 Expositio Quarumdam propositionum ex Epistola od Romanos (PL, t. 35, col. 2083-2084). 
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las leyes capitales de los gobernantes son injustas, son nulas. El hom- 
bre no puede legislar contra Dios. 

Si los gobernantes son ministros de Dios y matando actúan con- 
tra las órdenes de Dios, su conducta es una sacrílega prevaricación. 


b) Hasta el siglo XII los intérpretes del texto paulino exponen 
el símbolo de la espada de los gobernantes concretado en el poder 
coercitivo sin llegar a la pena de muerte. 


Los ocho siglos restantes, ni en valor doctrinal ni en autoridad, 
son comparables a los maestros del cristianismo que llevan sello de 
revelación. | 

La Iglesia primitiva admitió el poder coercitivo del Estado y su- 
frió los zarpazos de los tiranos, pero, en nombre de Cristo, rechazó 
la pena capital. Esta es la genuina interpretación de la espada en 
manos de los gobernantes, quienes puedan reprimir la delincuencia 
encarcelando, desterrando y atin azotando a los criminales, pero nun- 
ca matándoles. La Iglesia primitiva fue maravillosa soportando la 
tirania de los perseguidores por cumplir el precepto cristiano de morir 
antes que matar. Nosotros, dice Tertuliano, que con tanto gozo nos 
dejamos degollar, porque nuestra doctrina no nos permite matar sino 
morir, ;no estaríamos prontos a luchar aün contra fuerzas muy su- 
periores ? 


CONCLUSION 


Los principios del ordenamiento divino sobre la vida humana son: 
Primero: Dios es autor de la vida y de la muerte. 
Segundo: Dios es dueño absoluto de la vida y de la muerte. 


Tercero: Dios es duefio exclusivo de la vida y de la muerte. 


a) En uso de este dominio absoluto y exclusivo, Dios estableció 
sanciones capitales en el Antiguo Testamento sin permitir que la pru- 
dencia humana de los jefes políticos de la sociedad las multiplicara, 
disminuyera o incumpliera. 


b) En uso de este mismo derecho absoluto y exclusivo de Dios, 
Jesucristo derogó todas las leyes capitales del Antiguo Testamento, 
estableciendo la ley divina del perdón universal, sin el cual ni se con- 
cibe la Iglesia, ni puede subsistir el Estado en paz, ni puede ser legi- 


tima la pena capital. 


c) La Iglesia de los doce primeros siglos predicó y practicó el 
perdón universal tota] y absoluto prefiriendo siempre morir a matar. 
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Cuarto: A la luz de la revelación, la pena de muerte es absoluta- 
mente ilegítima. 

En otros trabajos estudiaremos la ilegitimidad de la última pena 
ante la razón y la historia. 

En todo caso declaro: si algo hubiera contrario a la mente de la 
Iglesia, someto mi criterio a sus infalibles disposiciones. 


Luis VECILLA DE LAS HERAS 


TEMATICA RELEVANTE EN LOS ESTUDIOS ACTUALES 
SOBRE LA NATURALEZA PECULIAR DEL 
ORDENAMIENTO CANONICO 


(Notas para la Historia de las Doctrinas Canónicas) 


I.—EL PROBLEMA ACTUAL DE UNA TEORÍA GENERAL DEL DERECHO 


CANÓNICO 


Pertenece a la doctrina canonística moderna el haber renovado y : 
puesto de relieve el problema de la naturaleza peculiar y finalidad pri- 
maria del Derecho de la Iglesia, cuya solución será postulado previo 
para una construcción sistemática de la Teoría General del Derecho 
Canónico. Esta problemática incluye dos cuestiones fundamentales: 

a) Juridicidad del Derecho Canónico. 

b) "Rilevanza" del elemento religioso —"salus animarum", “peri- 
culum peccati"— ya en cuanto a “suprema ratio legis", “finis Ecclesiae" 
o "bonum commune societatis ecclesiasticae", como factor determi- 
nante y específico del Ordenamiento de la Iglesia’. 

La cuestión de la juridicidad del Derecho Canónico (negada prin- 
cipalmente por Sohm, Meier, Wund, Jhering) ha revestido predomi- 
nantemente características que pudieran denominarse apologéticas y 
su solución en sentido afirmativo puede decirse convertida en patri- 
monio comün de la Dogmática jurídica, aun para autores no cano- 
nistas: las razones, en cambio, han sido diversas. 

Para unos autores, la juridicidad del Derecho Canónico es una rei- 
vindicación de carácter teológico, vinculada a los principios de la Ecle- 
siología (Canonistas); otra solución, que pudiera llamarse "autóno- 
ma", llega a la misma conclusión, aplicando al Ordenamiento Canó- 
nico las categorías jurídicas de una Teoría General del Derecho, que 
fundamenta la juridicidad en la "socialidad" de la norma, consistente 


1 Se adopta esta palabra italiana, normalizada en la nomenclatura técnica jurídica, de fácil 
inteligencia y rica de expresión que no encontraría equivalente exacto al ser traducida. 
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en la imperatividad y alteridad o intersubjetividad y cuyo postulado 
fundamental está contenido en esta tradicional fórmula: "ubi socie- 
tas, ibi ius", (Thon, Gierke, Bierling, Werkel, Jelinek, Santi Romano, 
Coviello, Del Giudice, Del Vecchio, Ciprotti)’. 

Sin embargo, en el fondo de esta cuestión permanece el problema 
de la analogía del derecho*, que en relación al Ordenamiento Canóni- 
co se resolverá según la valoración que se haga del elemento religioso- 
eclesial, “salus animarum" u “organisatio Ecclesiae", como dato espe- 
cífico del Derecho de la Iglesia; y esta es la problemática que atrae 
más la atención de los autores que intentan elaborar una Teoría Gene- 
ral del Derecho Canónico y suscita o influencia divergentes soluciones 
doctrinales en torno a relación de Moral y Derecho, de foro interno y 
externo, funcionalidad del Derecho en la vida de la Iglesia, existencia 
de derechos subjetivos, naturaleza püblica o privada del Ordenamien- 
to Canónico e interpretación de sus diversos institutos. 


Importante relieve doctrinal y metodológico adquiere la diferencia- 
ción de conceptos jurídicos, que pudieran calificarse 'históricos' como 
el de "societas perfecta", "jurisdicción", "foro interno y externo", v 
conceptos que pudieran llamarse 'institucionales', "salus animarum", 
"periculum peccati", "iustitia christiana", "finis Ecclesiae", que a ve- 
ces han prevalecido y siempre paralelamente han influído en la forma- 
ción del Derecho Canónico; los unos están fundamentados en una sis- 
temática jurídica formada en determinadas circunstancias, los otros 
son más estrictamente teológicos. 


Consecuentemente se insiste! en que no se puede pretender anali- 
zar la naturaleza del Derecho de la Iglesia, haciéndolo depender de una 
categoría abstracta de juridicidad, sino teniendo en cuenta los datos 
institucionales característicos, que configuran la Iglesia, como socie- 
dad sobrenatural; por lo que los conceptos de juridicidad canónica y 


2 


FoncHIELLL La giuridicita del diritto canonico al vaglio della dottrina contemporanea, en 
"Studi in onore diV. Del Giudice", V. II (Mil. 1953) p. 469s: J. MALDONADO v F. DEL Torco, 
Acerca del carácter jurídico del Ordenamiento Canónico, “Rev. Esp. de Derech. Canon.”, I 
(1946), p. 67s.: J. IwvREA, Giuridicita del Diritto Canonico, “Diritto Eclesiastico", III (1941) 
p. 397 s.: DEL Vecchio, Contributo di Santi Romano nello studio dei: problemi di Diritto Cano- 
nico e di Diritto Eclesiastico, "Dir. Ecles.” III (1947) p.277 s.: V. DEL Grupice, Nozioni di Diritto 
Canonico, Xa ed. (Mil. 1953) p. 7s.: Ciprorri, Lezioni di Diritto Canonico, Parte Generale (Pad. 
1943) p. 5s.: P. A. D’. Avack, Corso di Diritto Canonico. I.—Introduzione sistematica al Diritto 
della Chiesa, (Mil. 1956) p. 81 s. 

3 G., RaDBRUCH, Le relativisme dans la philosophie du Droit, “Archivio di Filosofía di Di- 
ritto” (1933): G. Renarp, De l'institution a la conception analogique du droit, “Arch. Fil. Dirit.” 
I (1935); Notion du droit canonique, "Rev. des Scienc. Philos. Theol." (1935); Contributo AS 
studio dei raporti fra Diritto e Teologia. Position del Diritto Canonico, "Rev. Intern. di Filo- 
sof. del Dirit." (1936). 

* Es esta una constante de la canonística actual, puesta siempre de relieve por todos los 
autores, prescindiendo de sus diversas tendencias. Baste citar entre los más representativos du 
listas a Capograssi, Giacchi, Fedele, Ciprotti, D'Avack y entre los canonistas a los PP. Ver- 
mesch-Creusen y P. Bertrams, actual profesor de la Universidad Gregoriana, 


! 
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juridicidad civil, no pueden ser equivalentes, sino análogos. Si en el 
orden de la finalidad inmediata del Derecho Canónico los autores no 
son concordes en afirmar que ésta sea la 'salus animarum', unánime- 
mente la admiten como fin supremo; pero la categoría de fin que se 
atribuye a la 'salus animarum', no puede tener el mismo sentido, 
cuando se habla del Derecho de la Iglesia o del Derecho estatal, para 
el que, en la concepción cristiana del Estado, el orden trascendente 
tiene al menos un valor de “cláusula-límite”. Al referirse al Derecho 
Canónico debe tener un sentido más inmediata, más específico; "su- 
premo" debe ser sinónimo de fin primordial, propio con exclusividad, 
prevalente; supremo en el orden de los fines, propio y prevalente en 
el orden de la especificación de los distintos Ordenamientos. 


Esto explica que el Ordenamiento Canónico se verifique una inte- 
gración de elementos jurídicos y morales, fundamentada en la íntima 
dependencia que la una al orden trascendente, que segün la clásica 
expresión de Graciano, "in Lege et in Evangelio continetur". No « 
niega, sin embargo, que lo jurídico representa siempre una superes- 
tructura con relación a una realidad primaria, que lo antecede y en la 
que se fundamenta. El orden jurídico de la primitiva Iglesia y el ac- 
tual no coinciden, a no ser en lo que depende de la voluntad funda- 
cional de Cristo, y sin embargo, es la misma comunidad de cristianos 
en cuanto 'societas', la que es diversamente organizada. Hay, pues, 
una esfera especialmente movible en la vida de la Iglesia, que es la 
del Derecho y que se diferencia de la estrictamente moral, siempre 
permanente e idéntica esfera para todos los hombres y para todos los 
tiempos. 

Esta diferenciación y 'rilevanza' de lo estrictamente jurídico en la 
Iglesia se ha querido ver puesta de relive en la clásica fórmula "pla- 
cere Deo" y "placere Ecclesiae'", cuyo recto sentido no carece de inex- 
tricable dificultad, si al *placere Deo’ se le intenta referir exclusiva- 
mente al foro interno y orden moral y al 'placere Ecclesiae' al foro 
externo y orden jurídico, como si se tratase de dos órdenes de respon- 
sabilidades en la Iglesia diversos, independientes e irreductibles, 
corriéndose el peligro de crear una categoría de honestidad externa 
eclesiástica, fundamentada únicamente en la relación del súbdito con 
la Autoridad y no en relación a la finalidad trascendente del Cuerpo 
Místico. 

Los que exageran la estricta juridicidad del Derecho de la Iglesia 
olvidan que el cristiano es miembro del Cuerpo Mistico y que la Jerar- 


5 (GraccHr, Il primo affermarsi dell assolutismo, “Dirit. Eclesiast.”, (1952) p. 427: xp 
Osservazioni sulla completezza dell'Ordinamento Canonico, “Dirit. Eclesiast.", H (1957) P 149. 
6 P. OESTERLE, De relatione inter forum externum et internum, “Apollinaris”, XIX (1946) 


p. 86: D’Avack, Corso di Diritto Canonico, (Mil. 1956) p. 111. 
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quía no es simple Organismo de la producción del Derecho, como pu- 
diera concebirse al Estado, sino Vicaria de Cristo, mensajera y depo- 
sitaria de la obra redentora de Jesús y cuya misión incluye también 
la de hacer el Ordenamiento, que facilite la salvación de las almas y 
el cumplimiento de la voluntad fundacional de Cristo, al constituir la 
Iglesia. Pero no puede hacerse tampoco de este aspecto una considera- 
ción unilateral; el cristiano tiene dentro de la Iglesia como una doble 
dimensión, que corresponde a su doble personalidad de miembro del 
Cuerpo Místico y súbdito, hijo de la Iglesia y persona bautizada some- 
tida a la Jerarquía, que produce el Derecho, no por lo que la Iglesia es 
de “Espíritu” —“ecclesia sanctorum"—, sino por lo que es de comu- 
nidad visible, jerarquizada. No es necesario negar o desconocer este 
aspecto social de la Iglesia, para afirmar con toda insistencia conve- 
niente el otro aspecto espiritualista, misterioso de la Iglesia de Cari- 
dad, entendiendo siempre que el Derecho Canónico debe ser concebi- 
do como una de las manifestaciones de la Caridad de la Tglesia y como 
uno de los medios para realizar su misión. 

Sería desviado, en cambio, atribuir exagerada importancia primor- 
dial al Derecho en la Iglesia, como si fuera la única posibilidad cue 
tiene el Cuerpo Místico, para mantenerse viviente y operante, redu- 
ciendo la ’salus animarum’ o la ’utilitas Ecclesiae’ a una esfera de le- 
galidad, adoptando categorías mentales con las que se representa y 
estudia el Ordenamiento del Estado. Efectivamente, en el Estado el 
Derecho lo es todo y su finalidad no se realiza fundamentalmente sino 
a través del Derecho, ya que la Comunidad política se constituye es- 
pecíficamente para la defensa, garantía y desarrollo de unos intereses 
intersubjetivos y externos de los miembros y toda su actividad y vida 
discurre por cauces jurídicos de organización y legalidad. El Estado 
no posee otras formas más adecuadas para conseguir el bien común 
temporal; tolo lo que en el Estado es "bien común, lo es esencialmente 
"sub specie iuris”; sin embargo, en la Iglesia, además de la actividad 
jerárquica sacramental y de magisterio de la eficacia espiritual-mís- 
tica de los fieles, según la 'comunión de los santos’, existe un cauce 
comunitario para la colaboración de la 'ecclesia deorsum' en la rea- 
lización de los fines del Cuerpo Místico, —cauce ajurídico y a veces 
contrajurídico— la llamada “via facti", que se manifiesta regularmen- 
te como costumbre racional, admitida por el mismo Ordenamiento Ca- 
nónico y representa siempre un movimiento inicial de renovación y re- 
forma, que pudiera después llegar a ser canonizado como "ley positiva” 
o tiene gran influencia en orden al “ius condendum”. 

Si con relación a la vida de la sociedad civil se ha podido inclusi- 
ve afirmar que lo “social” no debería identificarse necesariamente con 


7 Y, CONGAR, Falsas y verdaderas reformas en la Iglesia, M. 1953) p. 233 ss, 
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lo “justo” o lo "jurídico", mayor es la trascendencia de esta ajuridici- 
dad en la vida de la Iglesia; la diferencia esencial, en cambio, radica 
en que mientras el Derecho Civil atiende exclusivamente a la nota de 
alteridad y a las relaciones que de ella se derivan, el Derecho Canó- 
nico integra otros aspectos de la vida eclesial, que no entran dentro 
de esta esfera, seguramente porque en la Iglesia lo menos relevante 
son las relaciones o la dimensión de “alteridad” o “intersubjetividad”. 
Por esto la esfera de los derechos subjetivos no es tampoco la de 
mayor relieve en el Ordenamiento Canónico; el cristiano adquiere su 
personalidad eclesial no exclusivamente segün la voluntad del Legis- 
lador, como en el Derecho del Estado adquiere el sübdito su perso- 
nalidad civil, sino primordialmente según la voluntad de Cristo; es- 
to supone que lo menos importante de la personalidad del cristiano es 
lo perteneciente al orden del Derecho Positivo; su situación dentro del 
Ordenamiento o de la vida eclesial viene determinada por factores 
que sobrepasan lo jurídico y son teológicos; el c. 87 no es una cons- 
titución de Derechos, sino una mera declaración. El Derecho Canóni- 
co es una mínima parte en orden a definir y llenar la personalidad y 
los derechos del cristiano en la Iglesia. El derecho fundamental del 
cristiano sería el derecho a los medios de salvación; pero si este dere- 
cho del cristiano con relación a la Iglesia-Institución de Salvación exis- 
te, el cristiano lo adquiere originariamente no a través del Ordena- 
miento Canónico, sino por un hecho anterior, la Redención, que tras- 
pasa toda órbita jurídica positiva. Precisamente por esto, su persona- 
lidad dentro de la Iglesia trasciende y antecede al Derecho, el cual no 
es más que uno de los medios que la Iglesia produce para cumplir su 
misión de salvación de los miembros, única exigencia de los cristianos, 
que se confunden con la voluntad fundacional de Cristo y que es a la 
vez una exigencia institucional de la Iglesia, su única razón de ser, 
no un derecho derivado o exigible en virtud de los derechos subjetivos 
individuales. Es la Iglesia, quien salva a la Iglesia, salvando a cada 
uno de sus miembros; y por otra parte, se puede afirmar que todos 
los hombres tienen, no el derecho, sino el deber de salvarse a través 
de la Iglesia. No se puede confundir la misión que la Iglesia ha reci- 
bido de Jesús, con lo que algún autor’ pretende llamar “patrimonio 
jurídico de los fieles”: la Iglesia tiende a realizar su fin de salvar las 
almas, no respondiendo o cumpliendo una exigencia de los fieles en el 
terreno de la justicia, sino siendo fiel a la misión que Cristo la ha con- 
fiado; obedece al mandato de Cristo, no a los “derechos subjetivos 
de los fieles. a , 
Solamente se podrá hablar de derechos subjetivos de los fieles, si 


8 G. OLivero, Sur le probleme du droit subjectif dans le droit canonique, "Ephemerides 
Iuris Canonici", III (1943) p. 422 s. 
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se descubre que el Ordenamiento Canónico ha creado una esfera de 
relaciones intersubjetivas entre los miembros, con un contenido de in- 
tereses individuales, producidos y tutelados por la Ley; tales podrían 
ser entre otros, el "ius ad rem" en la provisión de beneficios, el dere- 
cho de precedencia, intereses jurisdicionales y patrimoniales; también 
se habla de "ius accusandi matrimonium", "ius denuntiandi", "ius pe- 
tendi dispensationem super ratum", "ius reparationis" etc. 


En cuanto al elemento 'interioridad' —en el sentido de adhesión 
interior— y 'coacción' con relación a la norma canónica, sería ine- 
xacto deducir que el fundamento de su obligatoriedad es exclusiva- 
mente ético y no jurídico; esto podría afirmarse en orden a la motiva- 
ción del cumplimiento de la norma. Es cierto que en el cumplimiento 
de la Ley civil prevalece una motivación de tipo comunitario-social, 
que hace al individuo, aun prescindiendo de la coacción, adherirse es- 
pontáneamente a la norma; es el respeto de los mutuos intereses. En 
el Ordenamiento Canónico, en cambio, es muy difícil limitar una esfe- 
ra de mutuos intereses, como motivación de obediencia y aceptación 
de la Ley; prevalece una motivación de tipo individual, que es la vo- 
luntad de perfeccionarse obedeciendo a quien representa a Cristo, si- 
tuándose así el sübdito con relación a la Ley en una línea que se ha- 
lla dentro de la órbita de las relaciones del hombre con Dios. De to- 
das maneras, no se puede confundir el fundamento de la obligatorie- 
dad de la Ley, con el motivo formal de su aceptación por parte del 
sübdito. La obligatoriedad de la Ley es independiente de su acepta- 
ción. 

Como relevante consecuencia también de la “juridicidad analógi- 
ca" del derecho Canónico con relación al Derecho del Estado, se afir- 
ma que lo 'püblico' y lo ’privado’ han de tener necesariamente un sig- 
nificado diverso en la Iglesia y en el Estado, porque precisamente la 
Iglesia se organiza en orden a conseguir un bien particular: la 'salus 
animarum' que es al mismo tiempo su finalidad específica, como "bien 
comün"; si esto justifica a algunos autores (Fedele, Jemolo) la de- 
ducción del carácter 'juspublicístico' del Ordenamiento Canónico, otros 
ven en ello una antinomia; precisamente por que la finalidad de la 
Iglesia es la 'salus', todo está en función del individuo, lo cual obliga 
a calificar su Ordenamiento de 'jusprivatista' y explica al mismo tiem- 
po su elasticidad, manifestada en la "dissimulatio", la dispensa, el 
"tolerari poteris", al ser aplicado a los casos concretos'. 

Esta es en líneas generales la temática, cuyo estudio, por realizar- 
se sin exigencias 'apologéticas', es una contribucción netamente posi- 


? FEDELE, Discorso Generale sull'Ordinamento Canonico, (Pad. 1941), p. 49-50, 170, 117 etc.: 
JrxwoLo, Recensione sull'Discorso Generale su'Ordinamento Canonico di P. Fedele, “Arch. Dirit. 
Eclesist"., (1941) p. 125 s.: D'Avack, Corso di diritto Canonico, D. 21555 
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tiva y profunda para el conocimiento de la propia naturaleza y espí- 
ritu de Derecho Canónico y abre un nuevo horizonte a la investiga- 
ción histórica, como ya ha sido llevada a cabo en algunos temas por 
Ruffini, Lefevre, Fedele, etc.". . 

En la génesis de esta problemática actual se encuentran dos puntos 
principales de referencia; la teoría de Sohm y la de Carnelutti, que 
negando o poniendo en duda la juridicidad del Derecho Canónico, lla- 
maron la atención sobre las peculiaridades del Ordenamiento de la 
Iglesia, en cuya línea P. Fedele con mentalidad ortodoxa construve 
su "Discorso Generale sull' Ordinamento Canonico", suscitando vivas 
polémicas, reparos y reservas, siempre creciente interés. 

Otros autores precedentemente, sin pretender hacer un estudio sis- 
temático, habían aludido al tema fundamental de la teoría de Fedele: 
principalmente recordamos a Jemolo, Renard, Capograssi, Giacchi. 

Ciertamente, en los estudios actuales, que se refieren a lo que pu- 
diera denominarse Teoría General del Derecho Canónico, se ha corri- 
do el peligro, mejor o peor soslayado en algunos casos, no superado 
en otros, de realizar las investigaciones, tomando como punto de par- 
tida "a priori" unas categorías generales extraídas de la Dogmática 
civilista, segin las cuales se ha intentado representar el contenido e 
interpretar el espíritu de las normas canónicas, situando así el Dere- 
cho de la Iglesia en una línea de paralelismo y comparación con el 
Derecho Civil, que a veces lo supedita y lo coloca en un plano de ve- 
lada inferioridad y dependencia. La preocupación de verificar este pa- 
ralelismo entre Derecho Civil y Derecho Canónico no es extrafia aun 
a ciertas corrientes doctrinales de la tradición canónica, precisamen- 
te contemporáneas al desarrollo progresivo del tratado "De Ecclesia", 
como tratado independiente de la Teología Dogmática y acentuadas 
después del Concilio Vaticano. 

Correspondería esta tendencia a un período de insistencia en Ecle- 
siología sobre el aspecto social y jurisdiccional de la Iglesia, como 
reacción frente a la teoría protestante de una Iglesia de Caridad. Fun- 


10 RUFFINI, La buona fede in materia de prescrzione (Torin, 1892): FEDELE, L'essenza della 
buona fede nella dottrina canonistica del matrimonio putativo, "Riv. de Dirit. Civ.", (1937); 
LEFEBVRE, Le dol en droit canonique, "Ephemer. Iur. Canon.” (1947); Gratien et les origines 
de la 'denontiation evangelique'; de l'accusatio" a la “denuntiatio”, “Studia Gratiana", IV, 
(1956-1957) p. 231: FRANSEN, Le dol dans la conclusion des actes juridiques (Evolution des doc- 
trines et systeme du Code) (Gembloux, 1946). - > 

Importante aportación doctrinal al tema de una Teoría General del Ordenamiento Canónico 
fueron las ponencias presentadas en la V Semana de Derecho Canónico, celebrada en Salamanca 
en 1954, dedicada al estudio de la 'Investigación y elaboración del Derecho Canónico’. De sin- 
gular interés son las ponencias que tratan especificamente la cuestión de la naturaleza peculiar 
del Ordenamiento de la Iglesia; P. J. SALAVERRI El Derecho en el misterio de la Iglesia ; 
D. L. pe Ecneverrfa, Caracteres comunes y diferenciales en el Derecho Çanónico; G. For- 
CHIELLI, Caratteri communi e differenziali nel Diritto Canonico. f 

Todas las conferencias fueron publicadas en un único volumen: "Investigación v elaboración 


Ael Derecho Canónico”, (Barc. 1958). 
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damentalmente la misma posición doctrinal, pero independientemente 
de consideraciones eclesiológicas, adoptan los autores actuales, en el 
sentido antes indicado, que intentan traspasar al Ordenamiento Canó- 
nico la Dogmática Jurídica moderna, olvidando que la ünica Filoso- 
ffa adecuada del Derecho Canónico es una Eclesiología integral, por- 
que no se puede abstraer del Estudio del Ordenamiento de la Iglesia 
el elemento teológico que la configura también como Cuerpo Místico 


e intentar reducir su Derecho a los límites de una mera. juridicidad 
laica. 


Como reacción se presenta otra tendencia que concibe el Derecho 
Canónico, segin fórmula actual, como “el modo teológico de la juridi- 
cidad" (Renard, Fedele), por lo que se observa cierto unilateralismo 
en las consideraciones sobre la 'rilevanza' atribuída al elemento reli- 


gioso —“salus animarum", "periculum peccati"— en el Ordenamiento 
de la Iglesia. 


Sin forzar el contenido doctrinal de ambas posiciones, se advierte 
que ambas tendencias corresponden, como se ha insinuado, a dos as- 
pectos de la Iglesia proyectados unilateralmente en el estudio de la 
naturaleza y espíritu del Derecho Canónico. A este propósito, hacién- 
dose, sin duda, eco de la necesidad de una visión integral de la Ecle- 
siología en la investigación del espíritu del Derecho de la Iglesia, los 
PP. Vermesch-Creusen formulaban en pocas palabras el único méto- 
do adecuado; "Vera Juris Canonici notio et natura ex fine et natura 
Ecclesiae, qualis a Christo constituta est, colligitur et demonstratur" 


Para valorar, pues, la dimensión eclesiológica en que se situan las 
diversas concepciones en torno al Derecho Canónico, no será inútil in- 
troducir algunas consideraciones —siquiera sea apenas un resumen ele- 
mental de las conclusiones de los estudios del P. Congar, P. Journet 


y P. De Lubac"— sobre la Iglesia, de la que el Ordenamento Canó- 
nico es norma y expresión. 


H  VERMESCH-CREUSEN, Ephitome Juris Canonici, (R. 1949, ed. 7a.) p. 1. 


Paralela es la afirmación del Prof. D. T. G. BARBERENA; “Necesitamos los canonistas una 
clara visión de nuestras instituciones canónicas, en cuanto enraizadas en esa socialidad peculiar 
que corresponde a la Iglesia, socialidad peculiar que nace de su carácter positivo, obligatorio v 
sobrenatural. Este tema eclesiológico-jurídico es también un presupuesto radical para una cons- 
trucción de la Teoría General del Derecho Canónico"; Disimulación y tolerancia en el Ordena- 
miento Canónico, "Rev Esp. De Derech. Canon.", v. III (1953) p. 986. 


7? Y. CowcamR, Jalons pour une Theologie du Laicat, (p. 1953) p. 46-79; Esquisses du Mys- 
tere de l'Iglisse, (p. 1953) p. 43-57 y 59-91: CH. Journer, L'Eglise du Verde Incarne. I.—La 
Hierarchie Apostolique (1955, 2a. ed.) p. 11-20, 39, 122; II.—Sa structura interna et son unite 


catholique (p. 1951) p. 5-49: H. pr Lusac, Meditation sur l'Eglise, (p. 1953) p. 71-101, 193.199, 
205-235. 
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II.—LA IGLESIA, COMUNIDAD DE FIELES E INSTITUCIÓN JERÁRQUICA DE 
SALVACIÓN 


1.—Dos aspectos en la Iglesia. 


a) La Iglesia es, en su realidad final, comunión de los hombres 
con Dios y de todos los unos con los otros en Cristo. Es el pueblo de 
Dios. Este aspecto de la Iglesia es el que formalmente exprime la mis- 
ma palabra “Ecclesia”, que significa “convocación”, “asamblea”, de- 
finiéndose comunmente la Iglesia como “Comunidad de fieles"— “con- 
gregatio fidelium”, “societas fidelium”. 

b) La Iglesia es también el conjunto de los medios que el Señor 
ha dispuesto para realizar entre los hombres esta comunión; este es 
el aspecto que desde el punto de vista de su estructura sociológica dis- 
tingue radicalmente la Iglesia de toda sociedad humana. Así, la socie- 
dad civil no forma sus miembros, sino que los recibe de las familias ; 
ella aporta solamente a las familias un suplemento de bien que resul- 
ta de la colaboración común. La sociedad y el bien común que ella 
representa y constituye es producida por sus miembros. 

La Iglesia, en cambio, existe anteriormente a los fieles y los cons- 
tituye como miembros y súbditos, mediante el bautismo. 

En esto radica una diferencia fundamental, que lógicamente exis- 
te entre ambos Ordenamientos; mientras que en una línea meramente 
especulativa, el hombre es siempre anterior al Derecho político-civil, 
que surge de la existencia de unos miembros, en la Iglesia el miembro 
es posterior a la existencia de la misma, como Institución; y sí es ver- 
dad que en ambos casos se podría aplicar el axioma clásico, “homi- 
num causa omne ius constitutum est”, no en el mismo sentido; si se 
trata del Derecho del Estado, tiene un sentido de causalidad eficiente 
y final, que corresponde a la necesaria exigencia de los miembros; si 
de la Iglesia, tiene sólo un sentido de causalidad final; los miembros 
son considerados posteriores a la fundación de la Iglesia-Institución. 

Los medios instituídos por Cristo para formar la comunidad de 
fieles son el depósito de la Fe, el depósito de los Sacramentos y el de- 
pósito de los Poderes Jerárquicos; tales son los elementos mediante 
los cuales Dios se comunica a los fieles que constituyen la Iglesia, 
como sociedad. 


2 —Disociación de ambos aspectos en el desarrollo de las doctrinas 
eclesiológicas. 


a) Insistencia sobre la Iglesia-Comunidad (elemento místico-espi- 
ritual. 

Las sectas ’apostélicas’ —s. XII— representan una primera re- 
ducción de la Iglesia a una mera asamblea de fieles; “quod nomen 
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Ecclesiae, non structuram parietum sed congregationem fidelium sig- 
nificaret”, decían los Petrobusianos, en una fórmula de la que se puede 
encontrar la equivalente en los teólogos ortodoxos, pero que se pres- 
taba a traducir el unilateralismo de una eclesiología deficiente con re- 
lación al aspecto de Iglesia-Institución Jerárquica. 

Los adversarios teológicos de Juan XXII, Marsilio de Padua, Juan 
de Jandun y Guillermo Occam desarrollaron una teoría puramente 
individualista y representativa de la Iglesia. Pero es evidentemente en 
el tiempo de la Reforma cuando el punto de vista de una Iglesia-co- 
munidad de fieles se encuentra desarrollado más unilateralmente,. fren- 
te a una exageración del aparato exterior del catolicismo, formulada 
por los teólogos curialistas de los siglos XIV y XV.. 

b) Insistencia sobre la Iglesia-Institución Jerárquica. (organiza- 
ción exterior). ; Paani 

_A partir del tratado de Juan de Viterbo (1301-1302), “De Regimi- 
ne Christiano", los tratados similares se multiplican ;: a algunos meses 
de distancia aparecen el “De ecclesiastica Potestate", de.Gilles de Ro- 
ma, y el “De potestate Regia et Papali” de Juan de Paris; son trata- 
dos de la Autoridad y del Derecho de la Iglesia frente: al poder. de-los 
Príncipes. Solamente algunos autores del s. XV, entre ellos. principal- 
mente Juan de Torquemada, se.salvan de este unilateralismo,+ que 
encuentra su máxima expresión en los tratados de la. Contrareforma, 
s. XVII y XVIII, que hacen predominar unas: categorías: exclusiva- 
mente jurídicas frente a una concepción de la Iglesia-comunidad: de 
santos, invisible, única verdadera Iglesia y de otra parte la organiza- 
ción visible, humana, que no era verdaderamente Iglesia. A esta ur- 
gencia polémica correspondería la obra de R. Bellarmino, “Contro- 
versias". Estos tratados tienen por materia principal los puntos nega- 
dos o puestos en duda por los protestantes; se trata principalmente 
de la Autoridad de la Iglesia, como regla de Fe, de los poderes jerár- 
quicos, de la visibilidad de la Iglesia y de sus miembros. A:estos temas 
se afiadirá más tarde la reivindicación para la Iglesia, frente al poder 
temporal, de su cualidad de "sociedad perfecta", jurídicamente cons- 
tituída; predomina el aspecto de "societas externarum rerum acri- 
tuum", segün la expresión de la Confesión de Augsburgo. 


3.—Integración de ambos aspectos en la concepción tradicional de la 
Iglesia. 


En la tradición los dos aspectos de la Iglesia son considerados, con 
criterio unitario, como elementos relevantes de un mismo Organismo 
eclesial. Una misma y única Iglesia es afirmada a la: vez como visible 
e invisible, sociedad jerárquicamente constituída y misterio de «vida 
celeste. Nada en la tradición sugiere una disociación entre:una comuni- 
dad de fieles, pura creación del Espíritu y el aparato.u orden exterior, 
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constituido por los Dogmas, Sacramentos y Poderes Jerárquicos. Esto 
mismo manifiesta la noción de "fiel", palabra excogida para la defini- 
ción tradicional de Iglesia; es una palabra que, teniendo una signifi- 
cación sociológica, está a la vez transida, penetrada de contenido re- 
ligioso; ella evoca la fidelidad como principio de vinculación, de uni- 
dad, de solidaridad social, pero sobre todo, su significado es insepara- 
ble de un fondo eclesial, sacramentario. 

La antigüedad cristiana, los Padres, la teología monástica, la pri- 
mera Escolástica y la Teología analítica de los grandes escolásticos del 
s. XIII, tenían un pensamiento eclesiológico muy sustancial. Es más, 
cuando se leen los textos neotestamentarios y los escritos más antiguos 
del Cristianismo antes de Constantino, extrafia ver con qué simplici- 
dad e ignorancia de distinciones, el Cuerpo Místico de Cristo v la 
Iglesia-sociedad se confunden en una única realidad. 

El Cuerpo Místico no corresponde a una realidad exclusivamente 
espiritual sin relación con el mundo de las realidades y de las activi- 
dades humanas; de esta concepción está lejos la tradición luterana 
que disocia la Iglesia visible de la invisible. Los estudios recientes de 
un autor protestante, F. Kattenbusch, llevan ya a conclusiones diver- 
sas de las del mismo Sohm; él demuestra que si la Iglesia era para las 
primeras generaciones cristianas una sociedad “descendiente del cielo 
sobre la tierra”, si ella era un “Ineindersein” recíproco de Cristo y de 
los cristianos, ella era a la vez e indisolublemente, “societas fidei et 
Spiritus Sanctus, in cordibus et societas externarum rerum et rituum””. 

Con el correr del tiempo la Iglesia desarrolla su organización ex- 
terna. Pero siempre se encuentran los mismos elementos-base de la co- 
munión eclesiástica; a) un testimonio de Fe, dado por el Cuerpo Je- 
rárquico; b) una dimensión social de la vida cristiana; c) participa- 
ción en los sacramentos. La vida en Cristo es así procurada y vivida 
socialmente; la Fe se exprime y alimenta en el Dogma; la Piedad en 
la Liturgia; el Amor, que se traduce en cooperación y servicio, se 
mantiene dejándose ordenar por la Ley. l 

Estos tres elementos esenciales de la comunidad eclesiástica son a 
la vez mantenidos y regulados por una Jerarquía investida de poder 
de magisterio, de sacerdocio y de gobierno. Resulta así la Iglesia es- 
piritual y visiblemente una; un Cuerpo, en el cual, según la expre- 
sión de S. Ireneo, ha sido organizada la comunión con Cristo. 

Societaria por naturaleza, la Iglesia debe tener una constitución de 
sociedad, es decir, una cierta distribución en ella de poderes y compe- 
tencias, conformes al género de colaboración y de unidad que recla- 
man su naturaleza y su bien común propios. 


2 F. KirrexBUscH, Der Quellort der Kirchenidee, “Festgabe f. Ad. Harnack", (Tub. 1921) 


p. 143-172. 
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En este sentido, la Iglesia es una sociedad, como cualquier otra, 
porque ella es de estructura societaria y se encuentra en ella como en 
toda sociedad, poderes püblicos, Ley, sanciones, actos püblicos, un 
pueblo gobernado. Pero, por otra parte, la Iglesia no es sociedad a la 
manera que las sociedades humanas lo son; porque su naturaleza y 
su “bien común” son de otra especie. Ella es, en efecto, Cuerpo Místi- 
co y su bien comin es el de la vida divina, comunicada a la humani- 
dad por Cristo, mediante la Fe y los Sacramentos de la Fe. Se pone 
así de relieve la diferencia de la Iglesia con relación a la Sociedad 
Civil. 

a) La sociedad civil tiene un poder de gobierno, es decir, de mo- 
ción con relación a un fin, con sus tres actos fundamentales, de legis- 
lación, ejecución, coerción; no dispone de autoridad de magisterio, 
porque basta con un conformismo práctico, exterior. uc ELE 


La Iglesia, en cambio, es una sociedad que vive de la verdad; por 
eso, además del poder pastoral de gobierno, posee el poder de Santifi- 
cación y de Magisterio; jurisdicción, orden y magisterio, son partici- 
pación de la plenitud de potestad del Fundador. : 


b) Los poderes de la Sociedad civil proceden directamente de su 
correspondencia a las exigencias y a los derechos del Bien común que 
ella debe asegurar; los de la Iglesia, vienen inmediatamente de Cris- 
to y los ejerce en nombre de Cristo, de quien la Jerarquía es Vicaria. 
Pero esta relación Vicarial no es la misma para todos los poderes. 
Cuando la Jerarquía produce leyes lo hace en virtud de los poderes 
recibidos de Cristo, pero lo hace en nombre propio, con la. potestad 
que reside en ella y de la que puede disponer, en ciertos límites, con 
autonomía. En cuanto a los otros, no posee la misma independencia. 


c) Otra diferencia, es que la Iglesia no es solamente una unidad 
de orden y cooperación, como la sociedad civil, sino una sociedad de 
vida. Organización, Leyes, costumbres, ritos y sacramentos, obras y 
colaboración de todas clases, no tienen más que un fin; procurar lo 
mejor posible una vida de fe y de amor, escondida en Dios con Cris- 
to; todo está hecho para suscitar en el mundo el amor a Dios por 
Cristo. Las implicaciones jurídicas de la comunión eclesiástica han 
podido desarrollarse en la Iglesia; pero toda su vida exterior, todo su 
aparato societario, no son más que una expresión y. un instrumento 
de una vida interior, que es la vida de Cristo en los fieles. : 


“Cuerpo de Cristo’, explica Dikman, indica, pues, dos cosas; una 
forma exterior, construída segün un plan definido y unas leyes rigidas, 
forma ajustada y definida por la categoría de orden entre partes y ór- 
ganos; y una vida interior, a la que sirven la forma, la organización 
y sus miembros. La Iglesia es una real sociedad humana con una de- 
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terminada-constitucién y orden —Jerarquia— y ella es la conductora 
y mediadora de la vida de Cristo’. 


- Exponente integral de esta. concepción orgánica de la Iglesia es la 
doctrina de Santo Tomás. 


4.—La idea de la Iglesia, según Sto. Tomás. 


Tampoco Sto. Tomás separa en la Iglesia los elementos visibles y 

los elementos interiores, espirituales e invisibles. Se puede ver, como 
en su “Comentario al Símbolo”, cap. IX, Sto. Tomás une y confunde 
en un todo indisoluble los elementos visibles y los elementos invisibles, 
cómo él sitúa el Espíritu Santo, la Gracia y la Santidad, las Virtudes 
y la Comunión de los Santos, dentro del cuerpo constituído jerárqui- 
camente, como sociedad establecida por Cristo, propagada por los 
Apóstoles, unida en torno al Papa de Roma y hace remontar hasta los 
días de. Abel, la misma sociedad que él afirma haber sido fundada por 
Jesús y por los Apóstoles. 
. Paralelamente en su “Comentario sobre el Cisma” (II-IIe, q. 
XXIX), Sto. Tomás pasa muy fácilmente del pecado del cisma defi- 
nido con relación a Cristo y a la unidad espiritual del Cristo Místico, 
al. pecado. de cisma definido con relación a la unidad exterior de la 
Iglesia-sociedad y con relación al Papa, su jefe visible. 

Para Sto. Tomás, la Iglesia en su realidad exterior, la Iglesia co- 
mo sociedad, es decir, como cuerpo jerárquicamente organizado por 
una Autoridad, no es realidad distinta del Cuerpo viviente una vida 
nueva en Cristo, sino. que esta es la realidad que responde interior- 
mente a la forma comunitaria que la Jerarquía organiza y gobierna. 

La Iglesia incluye así elementos espirituales e invisibles, y elemen- 
tos institucionales y visibles; pero no hay más que una Iglesia, cuya 
sustancia interior se expresa como sociedad organizada y cuyo apara- 
to social tiene por principio vivificante las realidades espirituales de 
gracia, que actualiza perennemente el Espíritu Santo. 

Sto. Tomás ofrece así una teología profunda de la Iglesia, como 
cuerpo organizado, jurídico y de la cooperación organizada en la Igle- 
sia en vistas a un bien común, en el que consiste el “ens sociale” y del 
que Sto. Tomás mismo sugiere la aplicación a la vida de la Iglesia 
con una breve fórmula a cuya precisión, posteriores desarrollos no 
han añadido nuevos conceptos; “Est in Ecclesia invenire ordinis uni- 
tatem, secundum quod membra Ecclesiae sibi invicem deserviunt et 


ordinantur in Deum”*. 


14 H. Dixman, Corpus Christi Mysticum, “Zeitschrift fur Aszese und Mystik", I (1926) 


Bios 
15 De Veritate, Q. 29, art. 4. 
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La actividad pontifical sirve para tener sumisa a la Iglesia a la ac- 
ción interior de Cristo”. Tal concepción de la misión pontifical es ex- 
tremadamente interesante; Cristo continúa bajo dos formas y según 
dos modos, interior o invisiblemente y exterior y visiblemente, for- 
mando y gobernando su Iglesia". Estos dos gobiernos de la Iglesia 
están adaptados el uno al otro, no siendo otra la misión de la Iglesia 
Jerárquica que favorecer exteriormente la acción interior y profunda 
del Espíritu de Cristo en los fieles. 

Consecuentemente Sto. Tomás afirma explícitamente que la finali- 
dad del Derecho Canónico es la "salus animarum"; "Alius est finis 
quem intendit civilis legislator, scilicet pacem servare et stare inter 
cives... Finis autem Iuris Canonici tendit in quietem Ecclesiae et salus 
animarum", 

Completando su concepción sobre la Iglesia, Sto. Tomás insiste en 
que ella no es solamente el Cuerpo Místico de Cristo; ella es también 
el conjunto de medios de realización y de construcción de este Cuer- 
po; ella incluye los medios de engendrar, de educar, de hacer crecer 
en Cristo los miembros de su Cuerpo; estos medios sustancialmente 
son dos, la Fe y los Sacramentos de la Fe; la Iglesia-Institución Je- 
rárquica es el instrumento de la realización del Cuerpo Místico. 

Para esto la Iglesia posee principalmente el poder de purificar las 
almas y de esclarecerlas por la predicación de la verdad y el poder 
para disponerlas o prepararlas a recibir la Eucaristía por intervencio- 
nes jurisdiccionales; en el foro interno, con el ejercicio del poder de 
las llaves; en el foro externo, con el gobierno pastoral. Sto. Tomás 
afirma frecuentemente que los poderes que la Iglesia ejerce sobre los 
fieles le vienen ünicamente del poder que ella ejerce en la celebración 
de la Eucaristía. Todo su ministerio consiste así, sea por la celebración 
de la Eucaristía, sea por el ejercicio de todos los actos aue dependen 
de ella y realiza para prepararla, en aplicar a cada alma a través del 
espacio y del tiempo la causa universal de la salvación v de la vida 
lograda por Cristo en su Pasión”. 


l6 "Similis, autem error est dicentium Christi Vicarium non habere universalem Ecclesiae 


Primatum errori dicentium Spiritum Sanctum a Filio non procedere. Ipse enim, Christus Dei 
Filius suam Ecclesiam consecrat et sibi consignat Spiritu Sancto quasi caractere seu sigillo. Et 
similiter Christi Vicarius suo primatu et providentia universam Ecclesiam, tanquam fidelis Mi- 
nister Christo subjectam conservat", S. TowÁs, Contra’ Errores Graecorum, XV, 256. 

! S. Tomás, III, q. VIII, a. 6; De Veritate, d. 29, a. 4 ad 2um. 

18 S. Tomás, Quodl, XII, a. 24, c. 

19 (SS TOMÁS, III Sent.) d. 25, q. 1: ar. 2, adi Xm [VeSent. d 18) deh ar IIA A 
lum; Cont. Gent. IV, 74; De Veritate, q. 29, a. 7, ad Sum: anra 1c € MARIO (ada LR 
a. 1, ad Sum. 

Este aspecto de la concepción jurídica de la Iglesia de Sto. Tomás, que pudiera llamarse 
‘sacramental’, apenas ha sido puesto de relieve o tenido en cuenta en los estudios actuales so- 
bre la juridicidad canónica. Existe un estudio parcial del P. SMULDERS, S. J. Sacramenten en 
Kerk; Kerkelijk recht-kultus, Pneuma, en “Bijdragen” (1956), p. 891418. 
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Especial atención merece también la concepción de Sto. Tomás 
sobre la equivalencia que establece entre Cristo y el bien comün de la 
Iglesia, hasta el punto de identificarlos. He aquí algunos textos; 


“In Christo bonum spirituales non est particulatum sed est 
totaliter et integrum, unde ipse est totum Eclesiae bonum, 
nec, est aliquod maius ipso aut alii quam ipse solus". 
"Bonum commune spirituale totius Ecclesiae continetur sub- 
stantialiter in ipso Eucharistiae Sacramento’. 


se revela, pues, claramente en la concepción de Sto. Tomás la lí- 
nea de la tradición patrística, que pudiera caracterizarse, segün el P. 
Congar, por tres rasgos fundamentales; _ 

a) La Iglesia es considerada, como realidad mística; un Cuerpo 
del que el Espíritu Santo es el Alma y el único principio de la Unidad. 

b) La Iglesia es vista a través de Cristo, como Cristo es contem- 
plado en cuanto incluye en sí la misma Iglesia. 

c) La Iglesia interior no está separada de la Iglesia exterior, so- 
cial, jerárquica, sacramental. 

Es evidente que.esta concepción eclesiológica habría de tener tam- 
bién sus manifestaciones en la concepción del Derecho Canónico. Y 
de ella no se podrá prescindir en la construcción de una Teoría Gene- 
ral del Ordenamiento Canónico. 


lII.—’ RILEVANZA’ ECLESIOLÓGICA DE LAS DIVERSAS CONCEPCIONES DEL 
na 7f DERECHO CANÓNICO : i 


pe 3 t 


La - POSICIONES DOCTRINALES ACTUALES 


Si se pretendiera hacer un estudio de las finalidades históricas con- 
cretas que dentro de la vida de la Iglesia ha cumplido el Derecho Ca- 
nónico, se podría descubrir un orden de fines circunstancialmente pre- 
valentes y no sería inexacto afirmar que se han sucedido épocas de 
predominante espiritualización o, por el contrario, de 'secularización' 
de las normas canónicas. No siendo el Derecho Canónico un "corpus 
dogmaticum" y no pudiéndose identificar Iglesia y Derecho, puede 
suceder que no siempre se realice. de hecho una plena corresponden- 
cia entre el fin de las normas y el fin de la Iglesia. Sería, en cambio, 
ilógico fundamentar en este fenómeno circunstancial las deducciones 
en torno'á la naturaleza del Derecho de la Iglesia. 


23) S. Tomás, IV Sent., d. 49, art. 3, ad. 4; en ILII, q. 183, a. 2; Ill, a. 7, a. 9; p. 24, 
art. 3 y 4 se encuentran expresiones equivalentes. 
? S. Tomás, III, q. 66, art. 3, ad Ium. 
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El estudio de la naturaleza y espíritu del Derecho Canónico debe 
transcender los límites de Ja dimensión histórica en que este se ha ve- 
nido realizando, aunque fuera posible demostrar que el espíritu de los 
institutos canónicos fundamentales han coincidido siempre o han sido 
expresión de lo que el Derecho debe ser y expresar en la vida de la 
Telesia. 

Las posiciones doctrinales, en cambio, en torno a la explicación de 
la funcionalidad del Derecho Canónico en la vida de la Iglesia, no han 
coincidido, como lo demuestran los diversos elementos que van inte- 
grando Ja definición de Derecho Canónico en la tradición eclesiástica, 
según las distintas escuelas. 

La problemática actual pudiera, por esto, calificarse de evolución, 
no heterogénea, sino homogénea, de cierta dogmática canónica tradi- 
cional. Intentando hacer una formulación esquemática de la cuestión, 
podría enunciarse así; “Que funcionalidad debe atribuirse al Ordena- 
miento Canónico en orden a la misión sobrenatural, específica, de la 
Iglesia ?". “Que 'rilevanza' adquieren en el Ordenamiento Canónico 
la "salus animarum", "iustitia christiana", "ratio peccati", "ordo ex- 
ternus Ecclesiae", "institutio societatis cristianae" ? 


1. Posiciones extremas, derivantes de una falsa concepción de la 
Iglesia. 


a) Concepción de Sohm: Oposición de Iglesta y Derecho. 

La Iglesia de Cristo, según Sohm, es el Reino de Cristo, el Reino 
de Dios, reino celestial, un reino del Espíritu, que no puede tener otra 
cabeza sino el Espíritu de Jesús; porque la Iglesia es el Reino de 
Cristo, la Esposa y el Cuerpo Místico de Cristo, ella no puede aceptar 
ningún soberano carnal, ninguna doctrina humana, ningún precepto. 
Por este motivo la Iglesia es incompatible con todo poder que se sirva 
de medios materiales, jurídicos y coercitivos, es más, con todo poder 
fundado sobre principios exteriores y formales”. 


b) Doctrina de Carnelutti; La Iglesia-Estado. 


Cuando el problema de Dios se resuelve afirmativamente surge la 
cuestión de las relaciones del hombre con Dios. Se provoca así una 
necesidad, análoga a aquella para cuva satisfacción actúa el Derecho. 
de la existencia del precepto y de la guía de la mavor parte de los 
hombres por obra de algunos, que gobiernan. 

El conjunto de relaciones entre el hombre y Dios se convierte así 
en objeto de preceptos y de reglas por las que se constituyen otras re- 
laciones entre los hombres, que forman parte de la comunidad religio- 


2 R. Souw, Kirchenrecht, T. T (Leipz. 1882) p. 4. 
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sa. Por esto, también las Comunidades religiosas se presentan como 
comunidades organizadas y como el Estado, tienen su Ordenamiento 
jurídico, cuyo mejor ejemplar es el Ordenamiento Canónico de la 
Tglesia Católica. 


El problema está en ver si este Ordenamiento es jurídico y en qué 
sentido lo es, es decir, si la palabra jurídico tiene el mismo valor que 
al hablar del Ordenamiento del Estado. La duda no surge en cuanto 
a la imperatividad de las normas, que es manifiesta. En cabio, la dis- 
tinción entre Ordenamiento canónico y laico se perfila con gran inte- 
rés por lo que se refiere a la intersubjetividad. 


Ciertamente en el Ordenamiento Canónico hay preceptos que ca- 
recen totalmente de esta característica, como son todos los que se re- 
feren a los Sacramentos, que regulan inmediatamente relaciones de! 
` hombre con Dios. Por el contrario, los relativos a la organización 
eclesiástica tienen el aspecto de la intersubjetividad; esta apariencia 
es difícil de superar, principalmente si se prescinde de la Iglesia Cató- 
lica, que es a la que cuadra menos la característica de la intersubjeti- 
vidad; porque intersubjetividad significa, no solamente igualdad, si- 
no oposición de intereses y este es un dato de la economía, no de la 
Religión, al menos de la cristiana, cuyo elemento diferencial es el 
Amor. Aun cuando el Derecho Canónico regula relaciones entre hom- 
bre y hombre, 'el otro' no es lobo, sino cordero, no adversario, sino 
hermano, no como 'la otra parte', sino como algo que falta a la parte 
para llegar al todo; es decir, si no inmediatamente, siempre mediata- 
mente, objeto del Derecho Canónico son siempre las relaciones entre 
el hombre y Dios. 

El paradigma de esta verdad se encuentra en la figura del Pontí- 
fice, cuyo mismo nombre significa 'unir, hacer de puente entre hom- 
bre v Dios'. Si, por lo tanto, se quiere garantizar al Derecho Canóni- 
co en su totalidad su inconfundible fisonomía y no se le quiere confun- 
dir con el Derecho laico, la distinción mutua no puede fundamentarse 
lógicamente más que sobre la ausencia de la intersubjetividad, reco- 
nociendo que también cuando el Derecho Canónico regula relaciones 
entre hombre y hombre, el conflicto de intereses y por lo tanto la opo- 
sición entre dos permanece siempre excluida de su órbita. A primera 
vista pudiera pensarse que a veces existe un verdadero conflicto de 
intereses, como ocurre en la disciplina matrimonial; pero la verdad 
es que cada uno de los cónyuges está colocado delante de Dios, no 
uno frente al otro; ni otra cosa significa decir que, segün el Derecho 
Canónico, el matrimonio además de un negocio es un sacramento. 
Para que se convierta en negocio, en cambio, y entre los cónyuges 
surja una relación jurídica es necesario que intervenga el Derecho del 
Estado, que produce efectos civiles, es decir, jurídicos. Ni sería una 
solución degradar a Dios a la posición de ’parte’, de 'sujeto en el su- 
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puesto conflicto de intereses; no sería un expediente ni lógica ni reli- 
giosamente- digno. cee sonne 

Por esto, aun concediendo que la Iglesia es una Institución, nadie 
piensa que sea un Estado, antes por el contrario, el buen sentido. Ja 
contrapone. La verdad es que la Ciudad de Dios no tiene necesidad 
del Derecho para permanecer unida; otras fuerzas sobrehumanas son 
la causa de su cohesión. En cuanto que la Iglesia tenga necesidad del 
Derecho, quiere decir que intereses humanos se confunden y mezclan 
con intereses religiosos, lo cual puede ser necesario y aun inevitable ; 
pero entonces y dentro de estos límites, la Iglesia no es ya Iglesia, 
sino Estado". 


2.—Insistencia en la rilevanza’ del elemento religioso-eclesial del Or- 
dinamiento Canónico. 


a) Insistencia en el sentido de peculiar "rilevanza: Jemolo, Cap- 
pograssi, Giacchi, Renard”. i 21 


La Iglesia católica se presenta, no como cualquier otra persona de 
Derecho Püblico, sino como un ente que cumple una misión sobrena- 
tural, por medio de la ensefianza de máximas religiosas, teológicas o 
morales y ejercitando una "potestas ligandi et solvendi", que se dirige 
exclusivamente a la santificación de las almas. La misma Iglesia es el 
medio para conseguir la finalidad suprema de la salvación de las al- 
mas y es esta la meta que se propone conseguir a través de instrumen- 
tos propios, de los cuales los más esenciales se fundan en el Derecho 
Divino. i ODE 

El Derecho de la Iglesia es, por esto, un derecho que persigue bie- 
nes supremos, mejor, aquel bien supremo de la salvación de las al- 
mas, que para el creyente se presenta con relieve de una manera fun- 
damental, por su valor inconmensurable, distinto de cualquier otro 
bien. Pero esta ültima finalidad no impide que el regular desenvolvi- 
miento de la administración del Culto, la conservación del Dogma o 
de las tradiciones religiosas el interés general de la confesión conside- 
rada en su complejo, sean propiamente los fines 'directos' que las nor- 
mas se proponen conseguir". 

Paralelamente, afirma Giacchi, el Derecho de la Iglesia, teniendo 
sus profundas raices en un ordenamiento superior —el derecho divi- 


ay 


B F. CARNELUTIL Teoria Generale del Diritto, (R. 1940) p. 74, 172. 

24 _JEMOLO, Esiste un diritto dei fedeli al Sacramento, "Foro Italiano”, (1915); La peculiarita 
del Diritto Penale Eclesiastico, "Studi in onore di F. Cammeo” (1933): CapoGrassi, Note sulla 
moltiplicita egli Ordinamenti giuridici, "Riv. Int. de Filos. di Dirit." (1939): RENARD, Contri- 
buto allo studio dei rapporti fra Diritto e Teologia. Position del Diritto Canonico, "Riv. Int. 
Fil. Dirit", (1936): Graccur, Diritto Canonico e dogmatica giuridica moderna", “Foro Italiano". 
(1939) y Sostanza e forma nell Diritto della Chiesa, "Jus" (1940). 

25 JemoLo, Esiste un diritto... p. 133, 149; Lapeculiarita del Diritto penale,.. p. 732, 
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no— tiene su fin supremo en un bien ultraterreno, la salvación de las 
almas y viviendo la Iglesia, en cuanto sociedad, por esta finalidad su- 
prema, ella es por excelencia una sociedad-medio, en el sentido de 
que ella constituye un instrumento para conseguir un fin que no es 
inmanente, cerrado en ella misma, sino que está fuera de ella y trans- 
ciende a los individuos en ella reunidos. Por esto, la 'salus animarum' 
ocupa el puesto de un fin-meta, que como tal no está dentro del Orde- 
namiento jurídico, sino que lo trasciende; es más, no se puede consi- 
derar 'la salus animarum' precisamente como “un fin", sino “el fin", 
el elemento metajurídico, al cual debe orientarse todo el conjunto de 
la juridicidad canónica y en el cual debe al fin realizarse. 

Consecuentemente, en la Iglesia la correspondencia entre las exi- 
gencias de la realidad sustancial —sottoposta al Diritto— y la regla- 
mentación que de tales exigencias realizan las normas canónicas es 
problema vital. Precisamente la concepción católica de la Iglesia ha 
sido atacada principalmente a causa de un supuesto contraste entre 
la existencia de esta forma canónica y la sustancia, esencia y misión 
de la Iglesia. 

El equívoco está en poner en un extremo la esencia de la Iglesia y 
en otro el Derecho, lo sobrenatural y lo espiritual frente a lo social y 
terreno, ignorando el elemento que les une; la configuración de la 
Tglesia como Cuerpo Místico y por lo tanto como entidad social. Es a 
través de la sociedad de creyentes que el Ordenamiento Canónico se 
une con la misma esencia de la Iglesia, de la cual recibe vida la “so- 
cietas” y que contiene implícita la exigencia de un Ordenamiento. Si 
en el Derecho Canónico se rompe el vínculo de relación entre sustan- 
cia v forma, equivaldría a convalidar la reacción contra la concep- 
ción de la Iglesia, como sociedad jurídica ; pues entonces no se podría 
considerar la "societas iuridica" como una proyección formal de la 
“societas christiana" y el Estado podría lógicamente asumir las fun- 
ciones jurídicas indispensables para el desarrollo del fenómeno reli- 
gioso, como fenómeno social. 

Por esto, en todo instituto canónico se presenta el problema de la 
relación entre sustancia v forma; cuya solución no debe limitarse úni- 
camente a ver como la realidad espiritual, directa o indirectamente 
siempre está presente en las normas canónicas y logra transfundirse 
en la norma, sino también cómo la norma acoge e integra el elemen- 
to temporal, exigencias sicológicas, fisiológicas, económicas, etc. Se 
deben, pues, distinguir dos órdenes de elementos sustanciales en los 
institutos canónicos; el de los principios espirituales y el de los ele- 
mentos humanos, con los cuales la Iglesia también está en contacto. 
Ambos órdenes están presentes en todo instituto”. En este sentido el 


% Graccut, Diritto Canonico e Dogmatica Giuridica Moderna, 1. c. p. 162s. y Sostanza € 


Forma,., 1. c. p. 399s. 


92 udi MANUEL USEROS CARRETERO 


Derecho Canónico se define rectamente "el modo teológico de la ju- 
ridicidad””. 3 
Pero la ’salus animarum’, en cuanto elemento metajurídico, no se 
puede considerar específico del Ordenamiento Canónico, en cuanto ju- 
rídico; análoga ’rilevanza’ se puede atribuir a otras características de 
los Ordinamientos del Estado, p. ej., prevalencia del interés supremo 
del Estado y subordinación del individuo a los intereses de la colecti- 
vidad, afirmación de los vínculos jerárquicos, valor de los principios 
racísticos, elementos en los cuales se puede individuar el “espíritu” del 
Estado totalitario, como se puede identificar el “espíritu” de los Esta- 
dos democráticos-liberales en la observancia de la "voluntad general’, 
en la subordinación del poder ejecutivo al Parlamento; en el respeto 
de los intereses del individuo frente a los del Estado; pero todos estos 
elementos son “políticos”, esenciales para la valoración política de 
ciertos Ordenamientos, pero que en el terreno de las valoraciones ju- 
rídicas no son otra cosa que elementos de integración para interpretar 
las Leyes, en cuanto que en ellos, como normas supremas de política 
legislativa, se manifiesta la voluntad del Legislador*. 

. Paralelamente en el Derecho Canónico, el “espíritu” que lo infor- 
ma, es un elemento de gran valor sustancial, pero es un elemento “me- 
tajuridico” y por así decir "político", del cual el jurista debe tener 
cuenta y sólo en parte, al interpretar las normas positivas establecidas; 
pero que no puede sustituirlas en ningún modo, lo cual supondría 
abandonar el Derecho que es por el Derecho que debiera ser. Es clara 
la desviación errónea que se provocaría en este caso, no solamente en 
cuanto a los principios jurídicos, sino en cuanto a los teológicos, al 
dar lugar a la posibilidad de invocar el "espíritu" informador de las 
normas canónicas contra el mismo Derecho constitufdo. El Ordena- 
miento canónico no deja de ser un Ordenamiento positivo en el cual la 
certeza del Derecho, su estabilidad, las garantías en él consideradas, 
no pueden ser sacrificadas a las exigencias que,.aün siendo nobilísi- 
mas, no han sido expresa ni implícitamente reconocidas por él. La 
satisfacción de estas exigencias, que se pueden centrar todas en la sal- 
vación de las almas, se actúa verdaderamente: y exclusivamente con 
la observancia de las normas canónicas”. j 

No supone esto negar que el bien de las althas no puede por menos 
de ser en su más profunda esencia el "espíritu" informador del Dere- 
cho de la Iglesia, la cual, continuadora de la obra redentora de Cris- 
to, no puede tener, en ültimo término, más que este fin. Si en algún 
caso existiese conflicto entre el bien de las almas y la norma positiva, 
puede decirse que esto representa el tributo que toda sociedad debe 


RENARD, art. cit., p. 476 s. 
GraccHr, Diritto Canonico e dogmatica... 1. 
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pagar, también la Iglesia, por la garantía, estabilidad y certeza que la 
da el propio Derecho, el cual a veces también puede ser imperfecto". 


Por lo cual, Giacchi concluye que la peculiar característica del Or- 
denamiento Canónico está en ser derivado y guiado de arriba; la au- 
toridad eclesiástica ha recibido los poderes de Cristo; en la base del 
Derecho Canónico está la voluntad de Cristo, el Derecho divino". 


Diversamente, Jemolo piensa que muchas de las prentendidas pecu- 
liaridades del Derecho de la Iglesia no tienen otro fundamento sino en 
la circunstancia de que el Derecho Canónico tiene como objeto de sus 
leyes materias no económicas”. 


Capograssi, por el contrario, insiste en la "interioridad" del Orde- 
namiento Canónico, como peculiar característica; el Ordenamiento 
de la Iglesia es por esto radicalmente diverso del del Estado. La Igle- 
sia es una asociación 'quae per caritatem operatur' y por esto es una 
asociación en la que está empenada la más profunda vida interior del 
sujeto. La Iglesia se realiza y manifiesta a través de acciones visibles ; 
pero estas acciones requieren la más total adhesión del sujeto. La 
Iglesia es potente organización de dominio jurisdiccional, pero su más 
profunda esencia consiste en el Sacrificio, es "republica de sacrificios”, 
segün frase de S. Agustín, la cual renueva perpetuamente la. celebra- 
ción del Sacrificio de Cristo, que se completa, según S. Pablo, por la 
continua 'afiadidura' del sacrificio de los fieles. 

El fin de la Iglesia, el realizarse por actos interiores de Adhesion: 
toda la economia sacramental, la Gracia, hacen singulares las rela- 
ciones jurídicas, las normas, la relación entre norma y sujeto, la seve- 
ridad de sus sanciones y la indulgencia de sus penas, el sistema de 
nulidades; todo el Ordenamiento de la Iglesia, en suma, adquiere una 
característica peculiar, por referirse al sujeto en aquello que de menos 
social y más profundo tiene su personalidad". 

- Es, pues, evidente, la insistencia de estos autores en la 'rilevanza' 
del elemento religioso-eclesial con relación al Derecho Canónico; no 
sería inexacto afirmar que influyeron inclusive en la sistemática de 
Fedele; pero les diferencia radicalmente, al parecer, el no haber con. 
siderado este elemento, que califican de 'metajurídico', como factor 
inmanente que esencialmente determina y especifica la juridicidad ana- 
lógica del Ordenamiento de la Iglesia. Este es, en cambio, el aspecto 
que intentará poner en evidencia P. Fedele. 


30 GyaccuI, Sostanza e Forma... 1. c. p. 415. 

31 .GraccHi, Sostanza e Forma... 1. c. p. 415. ons 

33 Jgmoro, Recensiones sull'Discorso Generale sull'Ordinamento Canonico di P. Fedele, 
Arch. Dirit. Eclesis." (1941) p. 126. TN - 
“32 Capocrasst, Note sulla molteplicita degli Ordinamenti giuridici, "Riv. Intern. Filos. Di 
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. . . . pane ER 26 
b) Insistencia en el sentido de esencial ’rilevanza’: P. Fedele”. 


Considerando la misión espiritual de la Iglesia de la que el Ordena- 
miento Canónico no puede menos de ser auténtica expresión, P. Fede- 
le construye su teoría de la ’rilevanza’ del elemento religioso-eclesial 
como esencial peculiaridad y funcionalidad del Derecho Canónico. ' 

En un estudio que precedió a la publicación del “Discorso Genera- 
le sull’ Ordinamento Canonico” (1941), P. Fedele proponía una am- 
plia enumeración de elementos relevantes— “periculum animae”, “ra- 
tio peccati”, visión ultraterrena de la recompensa y del castigo, consi- 
deración del "forum conscientiae’, "utilitas o necessitas Eclesiae”, inte- 
reses jerárquicos, exigencias de la organización del Ente-Iglesia, “fa- - 
vor cultus et religionis”*; posteriormente en el 'Discorso Generale...’, 
eliminando otros aspectos, centra su atención predominantemente en 
la ’rilevanza’ de la "salus animarum". 

Tres son las cuestiones fundamentales que Fedele estudia en su 
'Discorso Generale’; a) el problema de la juridicidad del Derecho Ca- 
nónico; b) la ’rilevanza’ jurídica del principio religioso; c) la natura- 
za pública del Ordenamiento Canónico. El núcleo central de su concep- 
ción del Derecho Canónico puede reducirse a esta síntesis. 


1.—Consideraciones eclesiológicas. 


Siendo la Iglesia una sociedad de almas, en su realidad más pro- 
funda, ella tiene unidos a sus súbditos en su parte más intima; la Igle- 
sia es verdaderamente un alma común incorporada en una estructu- 
ra jurídica, como el alma individual en el cuerpo humano, ya que el 
Ordenamiento Canónico no es más que la vestidura con la que la Igle- 
sia se presenta en el plano de la actividad de gobierno, como las cons- 
trucciones teológicas son las vestiduras con las que el Dogma se pre- 
senta en el plano del conocimiento racional y las ceremonias litúrgicas 
equivalen a manifestaciones semejantes en el plano del culto”. 

Menos exacta parece la explicación que Fedele intenta dar de la 
ausencia de división de poderes en la Iglesia. Según él, teniendo en 
cuenta la finalidad de la Tglesia se explica por qué en el Ordenamiento 
Canónico no vige el principio de la división de poderes, que constitu- 
ye una garantía fundamental para el respeto de los derechos de los 
individuos frente a los intereses del Estado. Efectivamente, el Dere- 


3 P. Feprre, Discorso Generale sull'Ordinamento Canonico (Pad. 1941); N mio "Discorso 


Generale sull'Ordinamento Canonico" di fronte alla critica, "Archiv Dirit. Eclesiast." (1943) ; 
Il problema del diritto soggetivo e dell'azione in relazione al problema della distinzione tra 
diritto publico e diritto privato nell'Ordiamento Canonico, “Acta Congresus Turid. Intern.” 
(R. 1953) p. 116. ; | 

35 FEDELE, Programma per un studio dello spirito del Diritto della Chiesa, “Annali della 
Universita di Perugia" (1938) p. 9. 

36 FEDELE, Discorso Generale..., p. 9-11. 
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cho de la Iglesia, por sus finalidades religioso-morales, no puede apro- 
piarse la idea de autolimitación de poderes que objetivamente respon- 
de al principio de la certeza de las normas jurídicas y que el Estado 
de.derecho.ha creído deberse imponer en aras de la libertad y de los 
derechos subjetivos del individuo". 

.En este caso, Fedele, con una “forma mentis" de jurista civil, que 
él ha criticado en otros autores, intenta aplicar a la Iglesia unas cate- 
gorías civilistas con la misma medida que al Estado, aunque el resul- 
tado sea negar el paralelismo, olvidando algo muy fundamental para 
la.comprensién de la Institución Jerárquica, que es la "plenitudo po- 
testatis” del Papa, dato que deriva de la voluntad fundacional de 
Cristo, trasciende todas las posibilidades del Ordinamiento Canónico, 
imponiéndose a él y es la única explicación suficiente y exacta de la 
ausencia de la división de poderes en la Iglesia, que, por otra parte, 
aún tratándose del Estado, no se puede considerar plenamente válida, 
como. demuestra Carnelutti*. 


.2.—F inálidad del. Derecho Canónico. 


- Una sola finalidad se preocupa realizar el Derecho de la Iglesia 
con relación a la única misión que la Iglesia se atribuye; la de condu- 
cir a los hombres hacia el bien de la salvación de las almas; una sola 
exigencia debe satisfacer; la de reprimir el pecado, que se opone a 
este sumo bien. Con tal que aquella meta suprema sea conseguida v 
esta exigencia insustituíble satisfecha, de ninguna otra cosa se preo- 
cupa el Ordenamiento Canónico; la Iglesia y el organismo de su De- 
recho viven. para este fin supremo sobrenatural. Los principios del 
Derecho divino constituyen los criterios capitales en que se inspira 
toda la legislación eclesiástica de la misma manera que ellos penetran 
y. sustancian toda la ética cristiana”. 


3.— Juridicidad. 


“Al Derecho Canónico no falta la imperatividad ni sanciones de 
eficacia, al menos sicológica. Falta, en cambio, la intersubjetividad y 
por esto están tan poco diferenciados en el Derecho Canónico los con- 
fines entre Moral y Derecho. 

Con razón se ha podido observar que el Derecho Canónico es un 
analogado de la razón de derecho y que siendo esencialmente derecho 
y no una parte desgajada de la Teología, él es el modo teológico de la 
juridicidad, es derecho segün su manera que es la teológica. 


37 Ob. cit., p. 100. 
38 CARNELUTTL, Teoria Generale del Diritto, (R. 1940) p. 53-57. 


39 FEDELE, ob. cit., p. 120-122. 
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El Derecho Canónico posee los tres factores esenciales de la razón 
de derecho —orden, orden externo, orden imperativo—, pero modifi- 
cados a causa de su adaptación al Dogma de la Iglesia; porque mien- 
tras el Derecho civil se fundamenta en la razón, el Derecho Canónico 
se fundamenta en el Dogma; está enraizado en él como regla y como 
ciencia, por lo que la regla canónica no se puede estudiar científica- 
mente con procesos puramente jurídicos; se puede decir que la Ley 
canónica permanece una ley jurídica, pero elevada a una especie, de 
sobrenatural. 

A la vez, el Ordenamiento Canónico es más frágil que cualquier 
otro Ordenamiento. La Iglesia es una organización visible, externa, 
jerárquicamente ordenada, pero la única garantía de su dominio ab- 
soluto reside en su aspecto invisible y en su sistema de sanciones ul- 
tramundanas. Las disposiciones legislativas de la Iglesia se dirigen, 
por esto, ánicamente a aquellos que tienen presente este aspecto v 
creen en este sistema. Quien no es sensible a estas sanciones se sitúa 
automáticamente fuera de este Ordenamiento. Por lo que el Legisla- 
dor eclesiástico que intentase en todo caso garantizar la observancia 
de sus mandatos con sanciones externas, condenaría al Derecho de la 
Iglesia inconscientemente al fracaso”. 


4.—Derecho Canónico y M oral. 


A pesar de la facilidad de mutua interferencia entre ambas esferas, 
se puede encontrar un criterio suficiente de distinción, considerando 
que mientras la Teología Moral, fundándose en las normas inmutables 
del derecho divino —natural o positivo— se propone limitar lo lícito y 
lo ilícito en las acciones humanas con el fin de orientarlas a ültimo fin 
el Derecho Canónico, en cambio, no intenta resolver el problema de 
la licitud o ilicitud directamente, sino que considera las acciones hu- 
manas en cuanto se refieren al orden exterior y social de la Iglesia, 
siempre en consideración de su fin supremo, limitando así él campo 
de acción a la validez o invalidez de los actos, a la capacidad o inca- 
pacidad de las personas para realizarlos; no obstante, también fre- 
cuentemente las disposiciones legislativas se refieren al problema de la 
licitud o ilicitud de los actos jurídicamente válidos o ineficaces. En 
sustancia, se trata de formas o manifestaciones diversas de la ley éti- 
ca; por esto se ha podido afirmar que tanto el Derecho Canónico, co- 
mo la Teología Moral tienen como destinatario el hombre, “operati- 
vus, qualiter bene vivendo possit beatificari" (N. de Tudeschi). 

Igualmente, en esto radica la dificultad de desintegrar la órbita del 
foro interno de la del foro externo, en cuanto ambos se refieren y caen 
bajo la ’potestad de las llaves”, concedida a la Jerarquía, ambos foros 


59 Ob. cit., p. 28-29, 39-44. 
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se ordenan a un mismo fin —la salvacién— y la potestad que les re- 
gula, tiene un mismo origen— "quidquid alligaveritis...”*. 


5.—Sustancia y forma en el Derecho Canónico. 


En cuanto al problema de la relación entre sustancia y forma en el 
Ordenamiento Canónico, puede decirse que, como testimonia la histo- 
ria, no podrá realizarse nunca entre ambas una perfecta corresponden- 
cia, en el sentido de que la forma constituída por el Derecho Canóni- 
co no logrará nunca llegar a agotar toda la sustancia del Derecho de 
la Iglesia perfecta e inagotable, porque en gran parte es divina, mien- 
tras que la forma es necesariamente imperfecta y circunscrita, porque 
es humana. Es incolmable la distancia que divide la vida del Dere- 
cho de la vida de la Iglesia, porque, “la Iglesia no es solamente una 
sociedad jurídica, sino espiritual, cuya salvaguardia es la integridad 
de la fe y en la que, consecuentemente, el ’primum vivere’ es un 
‘primum credere’ (Renard)*. 


6.—Caracteristicas del Derecho Canónico; elasticidad e interioridad. 


En el Ordenamiento Canónico, el territorio del Derecho, del “stric- 
tum ius", no es insensible a la acción prevalente de elementos y moti- 
vos ético-religiosos, como el "peccatum", "salus animarum", “aequi- 
tas canonica", "caritas", los cuales, cuando actáan, ocasionan un du- 
ro golpe al principio de la certeza del Derecho, a todo criterio rígida- 
mente formal, a todo lo que en conjunto se entiende por positivismo 
jurídico. La verdad es que si hay algún Ordenamiento que por satis- 
facer las exigencias de actuar la “equidad” en consideración de la “sa- 
lus animarum" —bien püblico—, debe sacrificar el principio de la es- 
tabilidad del Derecho, atribuyendo al juez la facultad de convertirse 
en legislador, este es seguramente el Derecho Canónico”. 

La interioridad del Derecho de la Iglesia es afirmada no solamente 
en cuanto que la adhesión a la norma, debe ser interna y no sólo for- 
mal y extrínseca, sino también en cuanto que la Iglesia puede imponer 
a los sábditos actos internos, en cuanto que estos sean necesarios para 
conseguir su fin. Teniendo en cuenta que "finis eclesiasticae potestatis 
est spirituale bonum animarum et assecutio vitae aeternae ipsis pro- 
curanda", se ha observado que “ad hunc finem maior ratio habetur in- 
ternorum actuum quam externorum" (Ballerini-Palmieri). De hecho 
parece que la Iglesia usa de esta potestad en los cánones, 125, 126, 306, 
339, 440, 446 (Michiels)*. 


31 Ob. cit, p. 40-42. 


2 Ob. cit., p. 108-107. 
MOJADA 
4 Ob. cit., p. 87-89. 
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7.—Argumentación; estudio de institutos canómicos. 


Esta es, sin duda, la parte más importante y decisiva de la obra de 
Fedele. Para verificar la ’rilevanza’ del elemento religioso en el Dere- 
cho Canónico, Fedele aporta un análisis de ciertos institutos canóni- 
cos; “rationabilitas legis” y “rationabilitas consuetudinis”, determina- 
da por la ausencia de elementos que favorezcan un estado de pecato, 
institutos de política legislativa —dispensa, tolerancia, equidad, ^ dis- 
simulatio"— (todos "propter salus animarum" o "utilitas Ecclesiae"), 
"dolus in spiritualibus", "qui tacet consentire videtur", etc. He aquí 
algunas de sus conclusiones y modo de proceder. 


a) Equidad canónica. 

La equidad canónica entra en función en consideración del fin su- 
premo del Ordenamiento Canónico. Cuando está en juego el “pericu- 
lum animarum", el juez eclesiástico debe recurrir a ella; "velint no- 
lint hanc aequitatem de jure habent sequi, ubicunque agitur de pericu- 
lo animarum" (Enrico de Susa). Dada la íntima conexión entre el 
concepto de equidad canónica y la consideración del "periculum ani- 
marum", es manifiesta la contraposición del concepto de equidad ca- 
nónica y el de equidad civil. Ni se puede deducir lo contrario, porque 
las mismas definiciones de equidad que se encuentran en el Derecho 
Romano sean repetidas por los canonistas; es frecuente en la doctrina 
canonística medieval una falta de adecuación entre el contenido de los 
institutos canónicos y la definición teórica que se hace de ellos. En 
todo caso, es claro que la doctrina canónica de la "aequitas", al hacer 
continua referencia al derecho natural, a la "divina lex", al “pericu- 
lum o salus animarum", a la "ratio peccati", demuestra que no se 
trata de una mera transposición de los principios del Derecho Roma- 
no, sino que se ha inspirado y fundamentado en los elementos pro- 
pios y peculiares del Ordinamiento Canónico“. 

b) El "officium iudicis". 

El "officium iudicis" en el Ordenamiento canónico no presupone 
necesariamente la existencia de una obligación; la noción y el funda- 
mento del "officium iudicis" son bien diversos de la noción y del fun- 
damento de la acción judicial. El fundamento de la imploración del 
"officium iudicis" es la misma equidad canónica; la “imploratio offi- 
cii iudicis" entra en función, siempre que, aün no existiendo un texto 
formal de la Ley, que fundamente la acción, viene en consideración 
el "periculum animae". Entonces la equidad canónica se realiza a tra- 
vés del medio procesal de la “imploratio officii iudicis"; basta “pro- 
ponere factum" al juez eclesiástico, para que este pueda, es más, deba 
formular su decisión, fundándose en la equidad canónica. Por lo tan- 


5 Ob. cit., p. 48. 


TEMATICA RELEVANTE EN LOS ESTUDIOS DEL ORDENAMIENTO CANONICO 99 


‘to, la equidad canónica tiene el valor y la función de una verdadera 
fuente formal de Derecho“. 


c) Matrimonio nulo “ex vi et metu". 


El Ordenamiento Canónico reconoce la nulidad del matrimonio, 
sólo cuando interviene un "metus", que ha sido "iniuste incussus" ; 
esto demuestra que el principio de la libertad e integridad de la volun- 
tad en el negocio jurídico no encuentra en el Derecho matrimonial una 
tutela absoluta, sino que es protegido exclusivamente en los casos en 
que su violación lleva consigo la violación del principio de justicia, es 
decir, en los casos en que la exigencia de tutelar la libertad del violen- 
tado coincida la exigencia de reprimir la injuria, el acto ilícito, el pe- 
cado del violentador. Por lo tanto, la nulidad del matrimonio, con- 
traído por miedo injusto, debe considerarse como una sanción contra 
el pecado del "metum inferens", más que como un remedio para tute- 
lar la libertad del "metum patiens". 

Ni el "favor matrimonii" puede entenderse en el sentido de que la 
Iglesia protege siempre el vínculo, sino en el sentido de que la Iglesia 
tiene interés en que se declare válido el matrimonio que lo es e inváli- 
do el que no lo es; v esto por tutelar el interés público de la "salus 


animarum”*. 


d) “Querella nullitatis”. 

En cuanto al instituto de la “querella nullitatis”, es de singular 
interés el principio de que “quando sententia continet aliquod pecca- 
tum in se est ipso iure nulla” (F. Sandeo). Basta la pura y sinple 
enunciación de este principio general, para demostrar cuánta impor- 
tancia tiene la consideración del pecado para explicar el fundamento 
de este instituto. Se ve que el elemento del pecado se identifica con el 
elemento de la iniquidad de la sentencia de tal modo que sentencia 
"quae continet peccatum” es sinónimo de sentencia “quae continet ini- 
quitatem". Por lo que el principio antes indicado se confunde con este 
otro; "Item cum aliqua causa apellatione remota comittitur et senten- 
tia fertur iniqua, ea evacuari oportet; nec ei debet stari si iniquitatem 


continet manifestam" *. 


e) Derecho Penal Canónico. 

En el Ordenamiento Canónico no vige el principio "nulla poena 
sine praevia lege"; y esto por exigencias de la 'salus animarum': 
"Constitutio poenalis —dice N. de Tudeschi— debet extendi et lar- 
go modo interpretari, quando emanat ut evidentur animarum pericu- 
la". Este principio se manifiesta canonizado en el c. 2222. 


56 Ob. cit., p. 94. 
A OD cito p. 93: 
S (Ob cit, peg: 
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En cuanto al fin de las penas eclesidsticas se debe observar que 
no se puede situar en segundo plano la enmienda del reo. Es mas, en 
el Ordenamiento Canónico este fin tiene mayor ’rilevanza’ que en el 
Ordenamiento del Estado. Precisamente las penas eclesiásticas son 
llamadas 'salutares', porque tienen como fin, además de la restaura- 
ción del orden social; la salvación espiritual del delincuente. Esto com- 
prueba el c. 2214, p. 2, que reproduce la disposición del C. I., s. XIII 
'De Reforma’, del Concilio Tridentino, en el cual se pone de relieve 
el fin preventivo y pastoral de las penas canónicas. Es interesante 
en este Decreto la contraposición que se hace entre conceptos jurídi- 
cos —“potestas”, “comminatio”, "rigor"— y conceptos pastorales 
—“benevolentia”, “caritas”, “exhortatio”*. 


f) Consecuencia: 'Juspublicismo' del Derecho Canónico. 


El Derecho Público se refiere a los hombres considerados “uti 
universi”; el Derecho Privado se refiere, en cambio, a los hombres 
considerados “uti singuli”. Teniendo presente el criterio de la “utili- 
tas” en orden a diferenciar lo público y lo privado en el Derecho, no 
solamente la distinción de público y privado debe considerarse ex- 
traña al Derecho de la Iglesia, sino que todo el Derecho Canónico 
debe considerarse como público, ya que en el Ordenamiento Canó- 
nico, a diferencia de lo que ocurre en cualquier otro Ordenamiento 
jurídico, falta la dimensión de relaciones jurídicas en las que los cris- 
tianos “uti singuli” se presenten como objeto de las normas, que re- 
gulan estas mismas relaciones. 


La posición del individuo en la Iglesia es la de sujección a un fin 
que lo trasciende. La tutela jurídica es tutela no de los intereses y 
de los fines particulares de los individuos, sino de los intereses y de 
un fin superior, sobrenatural. La falta de distinción entre el fin de 
los individuos y el fin de la Iglesia exige que las normas se refieran 
a los súbditos considerados no “uti singuli”, sino “uti universi”. 


Por esto, se ha podido afirmar que cuando, por ejemplo, “la 
Iglesia disciplina el sacramento del matrimonio y establece en qué ca- 
sos el sacramento debe ser concedido a los fieles que lo piden, ella se 
propone actuar la enseñanza de Cristo, la regla establecida por El para 
el gobierno de los fieles; no atiende, como fin directo, a proteger el 
legítimo deseo de los fieles a contraer matrimonio” (Jemolo). 

Por lo que se puede afirmar que el interés de los fieles al Sacra- 
mento viene tutelado por el Derecho Canónico, no como interés par- 
ticular, sino en cuanto se considera que su tutela contribuye a actuar 
el fin general, con el que dicho interés está vinculado. El interés es- 


49 Ob. cit., p. 97-100. 
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piritual de un individuo es al mismo tiempo interés de la misma Igle- 
sia”. 

De la misma manera que hay coincidencia entre “salus anima- 
rum”, y “utilitas publica”, así hay coincidencia entre “ratio peccati”, 
“periculum animae” y “ratio boni publici”, “ratio ordinis publici”. 
Esto se comprueba y manifiesta en algunas expresiones que se en- 
cuentran en las obras de antiguos canonistas, que revelan su especial 
lógica jurídica; “Publica utilitas tangens periculum animarum” J. de 
Andrea). 

Los compilatores del Codex han adoptado, en cambio, la división 
de público y privado y han aplicado el concepto al Ordenamiento 
Canónicó; como si se tratase de axiomas indiscutibles. Esto no obsta 
que un autor, defénsor convencido de la división de público y pri- 
vado, pueda, sin embargo, afirmar; "In Ecclesia privati agunt sem- 
prer in ordine ab bonum publicum, non suo nomine sed Ecclesiae" 
(Cavagnis)”. 


8.—El 'Discorso Generale” , ante la critica. 


La construcción de Fedele ha sido criticada desde diversos pun- 
tos de vista. Consignamos los que parecen más importantes. 

' Jemolo, aceptando la doctrina de Fedele en cuanto a la ’rilevan- 
za’ jurídica de la "salus animarum" y en cuanto al carácter 'juspu- 
blicista’ del Derecho Canónico, califica de ilógicas, sin embargo, al- 
gunas de sus conclusiones con relación a ciertos institutos canónicos, 
interpretados exclusivamente a la luz de la "salus animarum", "che 
a torto si vuole talora addurre come giustificazzione di dati gruppi di 
norme canoniche”, ya que “molte delle pretese peculiarita del Diritto 
della Chiesa non hanno altra base se non nella circonstanza che ques- 
to ha eminentemente ad oggeto materia non economica, e in ogni sis- 
tema legislativo che se trovase ad avere ad oggeto materie non eco- 
nomiche vedremmo rinovarsi parecchi di questi stessi fenomeni"*. 

Grazziani intenta desvalorizar el carácter de 'interioridad' del De- 
recho Canónico, insistiendo en que tampoco se requiere en el Or- 
denamiento Canónico la adhesión interna a la Ley; basta que el ac- 
to de obediencia sea 'humano”, en el sentido de “ex libera et delibe- 
rata voluntate procedens" (Cicognani-Staffa): Tampoco admite la va- 
loración que Fedele hace de la 'salus animarum' como finalidad esen- 
cial característica del Derecho Canónico. En la misma linea se sitúan 


A Ob, cit., D- 114, l121- 
51 Ob. cit., p. 117, 170. 
52 JemoLo, Recensione sull'Discorso Generale... 1. c., p. 126. 
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Della Rocca y Bellini, que insisten mds en la dependencia del Dere- 
cho Canónico del Derecho divino”. i 

Bataglia afirma decididamente que la concepción de Fedele in- 
cluye la negación de la juridicidad del Derecho de la Iglesia“. 

Otros autores, admitiendo la ’rilevanza’ de la ’salus animarum’, 
en el Derecho Canónico, como fin remoto o supremo, insisten en cam- 
bio en el aspecto de su "socialidad", que consideran elemento predo- 
minante e insustituible, en cuanto que es dimensión necesaria y cons- 
titutiva de todo Ordenamiento jurídico. Por esto, Ciprotti acusa a Fe- 
dele de haber elaborado un concepto de Derecho Canónico, que es 
canónico, pero no es derecho, en cuanto que habla de un Derecho 
únicamente adecuado para conseguir la salvación de las almas, de 
haber considerado todo en la vida de la Iglesia bajo el aspecto del 
Derecho, de haber confundido foro interno y externo, Moral y De- 
recho, de no haber dado una noción clara de sanción jurídica, sobre 
todo cuando se refiere a la represión del pecado”. 

En la misma línea general de Ciprotti, D'Avack se opone a la cua- 
lificación de “juspublicista” que Fedele ha atribuído al Derecho Ca- 
nónico y por reacción él lo califica todo de “jusprivatista””. 

Una posición media, más cerca de ser integral, puede ser, al pa- 
recer, la del P. Bertrams, al cual se adhiere el P. Bidagor, que sin 
proponerse directamente hacer una crítica de la teoría de Fedele, ha 
insistido siempre en el orden de la "socialidad" peculiar de la Igle- 
sia". 

Con un sentido más exclusivista, el P. Robleda, haciendo la crí- 
tica de la doctrina de Fedele, ha insistido en la dimensión estricta- 
mente jurídica del Ordenamiento Canónico; la Iglesia, afirma, como 
sociedad propiamente tal, que no deja de serlo por ser Cuerpo Místi- 
co, ha de tener por necesidad, como fin, un 'bonum commune', co- 
mo el Estado, el cual formalmente se ha de obtener por la coopera- 


9! GRazzIANt, Postilla al Discorso Generale sull'Ordinamento Canonico, “Dirit. Eclesiast.", 
(1941) p. 149-150: DzLL4 Rocca, Discorso Generale sull'Ordinamento Canonico, “Riv. Dirit. Pu- 
blic.", I (1941) p. 444. BeLLINI, Osservzioni sulla completezza dell'Ordinamento giuridico Cano- 
nico, “Dirit. Eclesiast.", (1957) p. 124-128. 


^ BaracLia, L'Ordinamento Canonico, "Riv. Intern. Filos. Dirit.”, vol. XXIV (1947) p. 100. 


%5 Crprotri, Considerazioni sull Discorso Generale di Fedele, "Archiv, Dirit. Eclesiast.", 
N. V. (1941) p. 841s. 


* D- Avack, Corso di Diritto Canonico, 1. c. 


57 P, BERTRAMS, principalmente en su artículo De principio subsidiaritatis in Iure Canonico, 
“Periodica”, (1957) p. 3 -65. P. Brpacor, El espíritu del Derecho Canónico, “Rev. Espaü. de 
Derech. Canon." I (1958) p. 8-10. El autor califica la posición de Fedele como "completamente 
errada” (art, cit, p. 9). 

Teniendo en cuenta esta dimensión integral eclesiológica D. LAMBERIO DE ECHEVERRÍA, admi- 
tiendo que el Ordenamiento Canónico está informado por una finalidad trascendente, hace deri- 
var sus peculiares caracteristicas precisamente o de la naturaleza del propio Legislador, o de 
la naturaleza del destinatario de las normas, o de la naturaleza de la misma norma canónica : 
Investigación y elaboración del Derecho Canónico, (Bar. 1956). 
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ción o tendencia de los miembros ’ad unum’, sostenida y efectuada 
por el Derecho. 


Es verdad, que fin de la Iglesia con respecto a los miembros es 
la santificación de los mismos y por ültimo su salvación. Pero este fin 
no es un fin jurídico, sino ético; la salvación de cada una de las al- 
mas es tenida en cuenta por la potestad eclesiástica de régimen, pero 
no constituye su fin inmediato. Este es propiamente consolidar y per- 
feccionar el Cuerpo social de la Iglesia; se trata, pues, de un fin in- 
mediato previo; constituir la Iglesia, organizarle, administrarla, crear 
para los que han de salvarse condiciones favorables. 


El Ordenamiento Canónico ordena, pues, los actos previos de los 
sübditos, actos de régimen, de administración, que constituyen o im- 
piden las condiciones propicias para la posición de los actos éticos, 
directamente relacionados con el fin sobrenatural. Por esto, la Iglesia 
prescribe solo actos externos. 


La 'salus' es un fin trascendente, término para el cual el Derecho 
(o 'fin jurídico” o 'bien común jurídico”) es meramente medio. Fin 
del Derecho estricto es "ordenar las funciones diversas de los miem- 
bros en la Iglesia y cuantos medios de santificación Ella posee; —di- 
rectos—, Sacramentos, Magisterio, prácticas piadosas; —indirectos— 
bienes materiales; —negativos—, evitar y reprimir el escándalo, es- 
tableciendo así aquel orden externo propicio y aquella disposición 
más apta de los medios visibles, con que Cristo quiere vivificar so- 
brenaturalmente a su Iglesia, para que cada miembro pueda más con- 
venientemente obtener su personal incorporación a Cristo". Este es el 
fin formalmente jurídico de la Iglesia®. 


La diferencia radical de ambas posiciones principales —la de in- 
sistencia en la “rilevanza’ del elemento religioso o en la 'socialidad'— 
reside en que para unos autores la 'salus animarum', como explícita- 
mente formula el P. Robleda, es considerada como elemento total- 
mente trascendente al Ordenamiento Canónico, irreductible a cual- 
quier especie de consideración jurídica, cuya esfera propia, también 
en la Iglesia, no puede ser otra que la del 'bonum commune iuridi- 
cum’ o 'bonum commune societatis ecclesiasticae’, formalmente di- 
verso del 'finis Ecclesiae', al cual sin embargo no puede oponerse y 
cuya realización debe facilitar el Derecho Canónico; resulta así que 
la finalidad inmediata de la actividad jurídica de la Iglesia y de la 
no jurídica o pastoral (magisterio-sacramental) es esencialmente di- 
versa, en la medida en que se pueden diferenciar en la Iglesia la 'sa- 


5: P. Rosieps, Fin del Derecho en la Iglesia, “Rev. Españ. Derech. Canon", vol. I (1947) 
p. 284-292. P. Brpacor, De nexu inter Theologiam et Jus Canonicum ad mentem F. Suarez, 
"Gregorianum", vol. XXVIII, (1947) p. 457 ss: El espíritu del Derecho Canónico Ia Cae Di 9: 
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lus animarum’ y 'ordo externus’, la 'iustitia christiana’ y la 'organi- 
satio'. 

La otra posición, en cambio, considera la 'salus animarum' como 
elemento inmanente en el Derecho Canónico, en cuanto que transfor- 
ma e inspira sus institutos jurídicos, sin privarles de su juridicidad v 
es causa final inmediata de la actividad jurídica de la Iglesia, no con 
menor 'rilevanza' que de cualquier otra actividad propia que la Igle- 
sia realiza como continuadora de la misión de Cristo. No considerar 
este aspecto supondría desnatralizar la 'juridicidad canónica'. 


En cambio, segün los otros autores, esta viene constituída y dife- 
renciada por la 'socialidad canónica', propia del Ordenamiento de la 
Iglesia. Exponemos los puntos doctrinales más representativos de esta 
tendencia. 


C.—Insistencia en la ’rilevanza’ de la socialidad eclesial, como ele- 
mento peculiar del Ordenamiento Canónico. 


a) Insistencia en la 'socialidad' en el sentido de alteridad. La 
teoría del “conflicto de intereses espirituales” de P. Ciprotti". 


1.—Consideraciones eclesiológicas. La Jurisdición eclesiástica. 


La jurisdicción eclesiástica consiste en el poder püblico aue tiene 
la Iglesia (ejercitada naturalmente por medio de personas físicas) para 
regular los actos de los fieles en orden a conseguir el fin sobrenatu- 
ral para el que Ella ha sido fundada, la salvación de las almas. 


Esta potestad es ejercitada siempre por actos que tienen carácter 
imperativo, en cuanto que imponen un determinado comportamiento 
—acción u omisión— o prescribe actos que no son estrictos manda- 
tos —permiso, dispensa— pero se relacionan con estos, en cuanto los 
limitan, interpretan o determinan su contenido o sus requisitos; com- 
plexivamente estos actos se pueden llamar “provedimenti”, incluyen- 
do así "tutti gli atti con i quali la Chiesa disciplina autoritativamente 
l'attivita dei fedeli" —(actos de foro interno v externo, actividad le- 
gislativa, ejecutiva y judiciaria)”. 

Con relación al fin de la Iglesia, esta puede ejercitar su potestad 
de régimen, ya sea con el objeto inmediato de facilitar la salvación 
del alma de aquel o aquellos a quienes se dirige el 'provedimento' o 
en cambio, facilitar la salvación de otras almas. 


5 P. Crprorti, Lezioni di Diritto Canonico. Parte Generale. (Pad. 1943): Considerazioni 
sull'Discorso Generale di Fedele, "Arch. Dirt. Eclesiat.", (1941): Sulle potesta della Chiesa 
"Archv. Dirit. Ecclesiast." (1941): Il fine della Chiesa e il Diritto, “Archiv. Dirit. Eclesiast " 
(1942): Personalita e battessimo nel Diritto della Chiesa, “Arch. Dirt. Eclet". (1942). pee 


99 Ciprorti, Sulle potesta della Chiesa, 1. c., p. 52-56: Considerazioni... l. c., p. 344 


TEMATICA RELEVANTE EN LOS ESTUDIOS DEL ORDENAMIENTO CANONICO 105 


Los primeros provedimentos regulan la actividad del hombre, no 
con relación a los otros, sino con relación a Dios; no constituyen un 
mandato jurídico, sino moral. 

En el segundo caso, cuando la Iglesia ejercita la potestad de ju- 
risdicción no en función del interés individual, sino en orden a que la 
actividad de algunos miembros no obstaculicen, sino que facilite la sal- 
vación de los otros, estos provedimentos son verdaderamente jurídi- 
cos, ya que tienen el carácter de alteridad o intersubjetividad, porque 
regulan directa o indirectamente conflicto de intereses sobrenaturales. 

En la imperatividad y en la intersubjetividad, que consiste en 'il 
regolamento di conflicti d' interessi tra piu uomini viventi in questo 
mundo" y que se encuentra también verificada en el Derecho Canó- 
nico, se halla el fundamento de su juridicidad*. 


2.—" Bienes" e intereses”. 


Ciprotti intenta aplicar al Derecho Canónico la doctrina que Car- 
nelutti ha desarrollado en su "Teoría General del Derecho". 

Si se llama 'bien', aquello que es apto para satisfacer una necesi- 
dad y 'utilidad' la aptitud de un bien a satisfacer una necesidad, “in- 
terés" será una relación entre el ente que siente esta necesidad y aque- 
llo que es apto para satisfacerla; esta relación consiste en la posibili- 
dad de que tal necesidad sea satisfecha por medio de aquel determi- 
nado bien. Cualquier necesidad y cualquier bien del hombre se debe 
tomar en consideración para la noción de "interés"; y como el hom- 
bre tiene necesidades naturales y sobrenaturales, se puede hablar de 
bienes e intereses naturales y sobrenaturales. 

Estableciendo una jerarquía de bienes e intereses, aparece que 
el primero es el de la salvación del alma que tiene por objeto el su- 
premo Bien. Se debe, pues, incluir en el concepto de interés también 
la esfera sobrenatural, porque ütil es todo lo idoneo para conseguir 
un fin, que no debe considerarse necesaria y exclusivamente en rela- 
ción a las necesidades terrenas. Así el Códex habla de intereses en 
el campo sobrenatural —(cns. 682, 726, 727, 1423, p. 1, 1619, p. 2, 
2915150941009 681 Pp ee 


3.—Conflicto de intereses. 

Cuando la satisfacción de una necesidad hace posible o facilita 
la satisfacción de otra necesidad se habla de solidaridad de intereses ; 
si, por el contrario, se hace imposible o menos fácil, se habla de con- 
flicto. 


61 CrpRorrL,, Lezioni di Diritto Canonico, 1. c., p. 15-20: Considerazioni... 1. c., p. 345-346. 
$3 Cyprorts, Lezioni di Diritto Canonico, p. 20 s.: Considerazioni... 1. c., p. 347-349. 
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Ordinariamente el hombre adquiere los bienes sobrenaturales me- 
diante la acción (necesaria o al menos util) de otros hombres o por 
medio de cosas de cantidad limitada (Eucaristía, otros sacramentos) ; 
tal adquisición, ilimitada en cuanto al objeto, puede ser obstáculo 
más o menos grave para la adquisición del mismo bien por parte 
de otro, porque o son limitadas las cosas que sirven para la adquisi- 
ción o lo es la actividad del hombre o ministros que pueden o deben 
conceder aquel bien. En este caso es cuando puede surgir el conflicto 
de intereses entre una persona y otra dentro de la Iglesia”. 


4.—La solución del conflicto en el Derecho Canónico. 


La solución está confiada a los Organos que deben actuar el fin 
sobrenatural de la Iglesia —la salvación—, ya que éste es el interés 
supremo que debe siempre prevalecer. La Iglesia resuelve el conflicto 
por medio de su potestad de foro externo, “rendendo respettivamente 
damnoso o imposibile al interesato l'attuazione dell'interesse che debe 
soccombere”. 

Por lo tanto, la norma será jurídica, cuando en ella se determine 
de una manera abstracta y “apriori”, para todos los casos posibles, 
los intereses que en el caso de conflicto deben prevalecer; unicamen- 
te cuando la Iglesia prohibe o impide que la actividad de un súbdito 
haga dificil o imposible a otro la actuación de intereses sobrenatura- 
les, sobre todos el de la salvación, o manda que la haga más fácil, 
se puede decir que Ella resuelve conflictos y produce verdadero De- 
recho. 

Cuando, por el contrario, no hace más que dirigir la actividad 
de cada uno a la propia salvación, sin referirla a los demás, La Igle- 
sia no produce Derecho, no actúa la potestad de foro externo, sino la 
de foro interno. Las normas que tienen exclusivamente este aspecto, 
aún contenidas en el Código, sólo constituyen un ejercicio de la po- 
testad del foro interno y se deben situar en el ámbito de la conciencia, 

Los principios que determinan qué interés debe prevalecer en caso 
de conflicto, se contienen en el Derecho Divino. Sto. Tomás enuncia 
este fundamental; “Bonum universi est maius quam bonum particu- 
lare unius, si accipitur in eodem genere. Sed bonum gratiae unius 
maius est quam bonum naturae totius universi" (I-II, q. 113)”. 


5.—El fin de la Iglesia y el Derecho. 


El ordenamiento de conflictos intersubjetivos: está dirigido a con- 
seguir que el comportamiento de un cristiano no haga difícil a otro 


a CIPROTTI, Lezioni di Diritto Canonico, 1. c.: Considerazioni... 1. c., p. 444-446. 
^* CiPRorrr, I] fine della Chiesa e il Diritto, 1, c. p. 36-40: Considerazioni... p. 462-464, 
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la salvación. Ahora bien; cómo puede ser el Derecho Canónico uno 
de los medios para la actuación del fin de la Iglesia, que es la salva- 
ción de las almas, si sólo la voluntad de cada hombre, que coopera 
con la voluntad de Dios, puede tener una influencia decisiva para 
determinar su salvación o condenación? 


La actividad santificadora de la Iglesia puede ser anulada por la 
voluntad contraria del cristiano; la Iglesia superaría esta dificultad 
mediante su jurisdicción de foro interno, imponiendo a los cristianos 
en conciencia aquel comportamiento individual que para cada uno 
fuera más idóneo para facilitar la salvación. 


Pero el obstáculo puede venir también de la actividad contraria 
de otros miembros, sea por comportamientos que inducen al pecado, 
sea por irregularidades en la administración de los sacramentos por 
parte de sus ministros. Para remover estos obstáculos la Iglesia actúa 
con su potestad de foro externo, mediante 'comandos' coactivos, que 
crean un orden en el que la actividad de los demás colabora v facili- 
ta la salvación de los hombres. 


La primera potestad está en función directa del fin de la Iglesia ; 
la otra es más remota. Ciprotti no niega, que en ültimo término, el 
fin del Derecho Canónico es la salvación de las almas, regulando los 
conflictos de intereses. Recurre a Suárez que enseña que la potestad 
legislativa “per se et natura sua tendit in supernaturalem finem, sive 
futurae vitae sive praesentis" (De Legibus, L. IV, c. 8, n. 3) y que 
"principaliter intendit animarum salutem et ut peccata caveantur" 
(id. n. 2); pero esto no puede ser entendido en el sentido de que el De- 
recho Canónico tenga la función de obligar al individuo a abstenerse 
del pecado y salvar el alma (como lógicamente debiera entender Fede- 
le), sino en el sentido de que el ordenamiento de conflicto de intereses 
sobrenaturales coordina las actividades de los miembros de la Iglesia 
de manera que estos no impidan, sino faciliten la actuación de sus inte- 
reses espirituales, no llevando a otros al pecado, ni obstaculizando la 
adquisición o el uso de bienes sobrenaturales. Unicamente en este senti- 
do se puede afirmar que la "ratio peccati" informa el Derecho Canó- 
nico. 

Si el fin esencial y único de la norma canónica fuera enmendar la 
conducta privada de los súbditos, alejándoles del pecado, no se tra- 
taría de normas jurídicas”. 


6.—Observaciones críticas de P. Fedele. 


En cuanto a la doctrina de Ciprotti sobre la intersubjetividad del 


6 CierorrL Considerazioni... 1. c. p. 463-466 y 443-446: Il fine della Chiesa e il Diritto, 
1. c, p. 38-40; Sulle potesta della Chiesa, 1. c., p. 52-56. 


108 MANUEL USEROS CARRETERO 


Ordenamiento Canónico Fedele observa que si se pretende demos- 
trar que "la Iglesia no es una reunión de sujetos, cada uno en solita- 
ria comunicación con Dios, sino una comunidad viviente que conser- 
- va 'unitatem spiritus in vinculo pacis’ y por lo tanto, teniendo una 
vida esencialmente asociada, la Iglesia es la más perfecta persona 
moral y que toda la vida sacramental es una vida que supone una 
secreta comunicación de los creyentes entre sí y con la Iglesia", es 
evidente que no se puede negar la intersubjetividad; es clara esta 
solidaridad de intereses en la vida de la Iglesia y en su Derecho. 


Pero lo que es menos claro es que se pueda hablar de "conflicto 
de intereses", como característica también propia del Ordenamiento 
Canónico, al menos del mismo modo que en el Derecho Civil. Esto 
es excepcional y de hecho Ciprotti ha podido ünicamente encontrar 
una disposición canónica que parece referirse a un conflicto de inte- 
reses intersubjetivos sobrenaturales; la privación del Derecho de de- 
nunciar el matrimonio al cónyuge culpable de su nulidad”. 


b) Insistencia en la ’socialidad’ en el sentido de organización ex- 


terior: P. Bertrams”. 


1.—Consideraciones eclestológicas. 


No se pueden distinguir una Iglesia de Caridad y otra de Derecho, 
como realidades opuestas; ünicamente existe una Iglesia que encie- 
rra en sí ambos elementos constitutivos, que integran su naturaleza. 
Como la acción de Jesüs es acción del Hijo de Dios, así la acción de 
MD la acción de la Iglesia-Institución Jerárquica son como una 
unidad. 


La Iglesia, como comunidad humana, necesita un orden obliga- 
torio que regule su vida exterior comunitaria y que es precisamente 
el orden del Derecho. Pero la Iglesia, como comunidad de Derecho, 
no es antítesis de la Iglesia como comunidad religiosa-espiritual. La 
comunidad de Derecho es envoltura y revelación de la vida interior 
de la Iglesia, que es la vida en Cristo; la Iglesia, como comunidad 
de Derecho, es total y ciertamente Función, Expresión y Mediación 


al mismo tiempo de su interna, profunda y perpetua vida interior 
sobrenatural®. 


55 Feprtr, Il mio Discorso Generale sull'Ordinamento Canonico di fronte alla critica, 1. c 
p. 20-24, es 


” 


87 BERTRAMS, S. J., Die Eigennatur des Kirchenrechts, “Gregorianum”, (1946); Das Priva- 
trecht der Kirche, "Gregorianum", (1944); De natura iuridica fori interni Ecclesiae, “Periodica” 
(1951): De principio subsidiaritatis in Iure Canonico, “Periodica”, (1957). 


5$ P, BertraMs, Die Eigennatur der Kirchenrechts, L. c. Vol. XXVII, (1946) p. 539-542. 
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2.—El "bonum commune" de la Iglesia. 


Se deben distinguir: 


— "bonum supernaturale in se”, es decir, la misma vida sobrena- 
tural, que es puramente espiritual e invisible; es una realidad total- 
mente interior y en cuanto tal no está bajo la potestad de la Iglesia ; 

—"bonum supernaturale in tota eius latitudine 'modo humano' 
habendum activitate sociali; qua tale constituit finem Ecclesiae, qua 
societatis humanae eiusque structuram internam"; 

—“Organisatioactivitatis socialis ordinatae ad bonum supernatu- 
rale 'modo humano' habendum, i. e., ordo externus activitatis socia- 
lis Ecclesiae et auctoritas””. 

Así, pues, el fin de la Iglesia es conseguir “modo humano" el bien 
sobrenatural; este bien sobrenatural en toda su amplitud y segün los 
diversos grados de sobrenaturalidad, constituye la estructura interna 
de la Iglesia y de su actividad social, en cuanto que es sociedad hu- 
mana. Ahora bien, la estructura interna de la Iglesia, de su vida so- 
cial, no puede carecer de organización, de orden exterior. Por lo tan- 
to, la estructura interna de la actividad social de la Iglesia debe ser 
mantenida por la organización, por el orden externo, que también 
en la Iglesia tiene razón de “bien común”, de la misma manera que 
en el Estado la organización de la vida social es verdadero "bien co- 
mun” en sentido técnico". 

Paralelamente a lo que ocurre en el orden de la socialidad huma- 
na, la Iglesia "ratione finis supernaturalis afficit hominem secundum 
omnem eius activitatem quae.rationem habet socialem. Proinde Ec- 
clesiae competit praebere ordinem externum socialitati qua tali sub 
respectu finis supernaturalis attingendi. Talis ordo externus est su- 
prema norma activitatis socialis supernaturalis, quia est necessarius 
ad bonum supernaturale modo humano habendum; constituit igitur 


hic ordo verum bonum commune””. 


69 P, BERTRAMS, De principio subsidiaritatis..., 1. c., p. 27-28. 

70 “Impulsu naturae socialis humanae oriuntur necessario societates, quibus competit ordi- 
nare ipsam socialitatem, i. e. praebere vitae sociali organisationem, sive talis societas sit omnino 
necessaria, uti Status, sive summe conveniens, etc., uti municipia. a 

Finis quem talis societas organisatoria prosequitur, est, igitur organisatio vitae socialis, talis 
qualis ad bona communia humana creanda requiritur. Cum vita socialis ipsa sit bonum et cum 
socialitas sit omnibus communis, etiam eius organisatio est bonum commune, bonum commu- 
ne sensu technico... - 

...Bonum supernaturale modo humano habendum finis Ecclesiae est; consequenter hoc bo- 
num supernaturale modo humano habendum in tota eius latitudine et secundum diversos gra- 
dus supernaturalitatis structuram internam Ecclesiae, activitatis eius socialis qua societatis hu- 
manae, constituit, Attamen structura interna vitae socialis organisatione, ordine externo carere 
nequit. Hins structura interna activitatis socialis Ecclesiae sustinenda est organisatione, ordi- 
ne externo, qui etiam in Ecclesia habet rationem boni communis". 

P. Berrrams, De principio subsidiaritatis... 1. c., p. 27-28 y p. 7. 

721 P. Berrrams, De principio subsidiaritatis..., 1. c., p. 34. 
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En que consista este "bien común’ y este "orden exterior’, el P. 
Bertrams lo había expuesto más explícitamente en un estudio sobre 
la naturaleza jurídica del foro interno de la Iglesia; “Bonum com- 
mune Ecclesiae constituitur summa conditionum et mediorum exter- 
norum, quae fidelibus possibilem reddunt vitam supernaturalem, eo 
quod ope eorum gratiam supernaturalem obtinere, conservare, au- 
gere possunt. Fideles salutem supernaturalem non attingunt nisi coo- 
perentur ad bonum commune Ecclesiae... i. e., media quibus gratia 
supernaturalis obtinetur, conservatur, augetur, ordinarie non sunt ad 
dispositionem fidelium, nisi bono communi Ecclesiae se submittant””. 

Misión propia de la Iglesia es crear este bien común”, gracias al 
cual cada uno de los fieles puede conseguir el bien propio sobrenatu- 
ral; “Bonum personale fidelium consistit in participatione boni com- 


munis Ecclesiae’. 


3.—El Derecho en la vida de la Iglesia. 


El Derecho de la Iglesia es en cuanto a su naturaleza conforme 
con la expresión y mediación de la vida espiritual de la misma; en 
esto encuentra limitada y definida su misión y competencia el Orde- 
namiento Canónico. El Ordenamiento de la Iglesia se extiende tanto 
como lo permiten los actos exteriores que pueden ser o de hecho son 
positiva o negativamente influyentes en la vida sobrenatural del Cuer- 
po Místico. 

Esta íntima naturaleza del total orden jurídico de la Iglesia le da 
completamente un carácter espiritual, sobrenatural. Todo  Ordena- 
miento jurídico es definido por el fin al que debe servir; una finali- 
dad sobrenatural, por lo tanto, da también al Ordenamiento, que de- 
be servir a esta finalidad, un carácter sobrenatural. Por esto, la ínti- 
ma naturaleza del Ordenamiento Canónico es sobrenatural y espiri- 
tual. 

Precisamente, porque 'Iglesia de Derecho' e 'Iglesia Espiritual' 
expresan o significan conjuntamente 'la Iglesia’; precisamente por- 
que la vida interior y exterior de la Iglesia integra la total, verdade- 
ra vida de la Iglesia y porque 'vida del derecho' y 'vida del espíritu' 
significan en ella una unidad, el Derecho de la Iglesia aparece no so- 
lamente con una relación exterior en cuanto a la vida sobrenatural 
de la Iglesia, sino que es parte integrante de ella y él mismo es de 
naturaleza sobrenatural. 

Por lo tanto, es absolutamente cierto afirmar que un Ordenamien- 


72 
72 


P. Bertrams, De natura iuridica fori interni Ecclesiae, 1. c., p. 309. 

3 P. Bertrams, De natura iuridica... 1. c., p. 317, 321, 324. Este bien común sería el bien 
comün jurídico, propio del Ordenamiento Canónico, que es el medio adecuado en la Iglesia 
para la organización de la actividad social. 
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to y Organización meramente temporal de la Iglesia estaría en con- 
tradicción con su íntima naturaleza; pero no es justa la afirmación 
de que todo Ordenamiento jurídico tiene un carácter profano, tem- 
poral. El concepto de Derecho es análogo; cada Ordenamiento ju- 
rídico corresponde a la íntima naturaleza de la esfera, a la que él, 
como Orden, debe servir. 


El Derecho civil establece el orden de la vida de la comunidad, 
en cuanto que esta intenta un fin directa e inmediatamente natural; 
el Derecho de la Iglesia, en cambio, establece el orden de la vida de 
una comunidad en cuanto que esta directa e inmediatamente intenta 
un fin sobrenatural; en ambos casos se trata de un orden obligato- 
rio de la vida exterior de la comunidad, pero en ambos casos se trata 
de un orden peculiar. Ambos Ordenamientos son esencialmente di- 
versos, porque se trata de sociedades esencialmente distintas, cuya 
parte 'exterior' se debe ordenar. 


El Ordenamiento civil ordena la actividad natural de los hombres 
con relación directa a una finalidad natural; en el Derecho Canóni- 
co se trata de un Depósito de Verdades reveladas, de la ejecución del 
Culto y de los medios de la Gracia, de la conformación de la vida 
moral segün la imitación de Cristo y de todo lo que inmediatamente 
se ordena a la finalidad sobrenatural. El Ordenamiento eclesiástico, 
además, ha sido establecido por Cristo en cuanto a sus principios 
esenciales, al fundar la Iglesia; magisterio infalible, profesión de Fe, 
culto divino, principalmente a través del sacrificio eucarístico y de 
los sacramentos, Organización jerárquica de la Iglesia, misión v po- 
deres principales del Sacerdocio. 

No obstante, la Iglesia produce también su propio Derecho. No 
solamente la institución de la Iglesia como sociedad perfecta, inde- 
pendiente del Estado, ofrece la posibilidad de la creacción de un De- 
recho propio eclesiástico; también el Derecho divino da a luz como 
complemento el Derecho humano de la Iglesia, porque el Derecho 
divino positivo ha determinado exclusivamente las bases esenciales 
de las diversas esferas de la vida de la Iglesia, no su concreta y po- 
sitiva ejecución. 

En toda la esfera, en cambio, de la vida de la Iglesia nunca falta 
una relación (al menos mediata o indirecta, intermediaria) con el fin 
sobrenatural, para el que ha sido fundada. Tiempo, lugar, desarro- 
llo del Culto, Funerales, arte y método de educación y formación del 
Clero, conservación de los bienes eclesiásticos, finanzas, son cosas 
que con finalidad exclusivamente natural pueden encontrarse orde- 
nadas por el Derecho en otra sociedad civil o religiosa. Pero en la 
Iglesia, se presentan en función de su finalidad sobrenatural y se de- 
ben a las exigencias de su vida sobrenatural, de modo que la vida 
de Gracia no se actualizaría de una manera ordenada a través de los 
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medios de que la Iglesia dispone, si no fuera ordenado también este 
aspecto humano de la vida de la comunidad eclesial. 

El poder de orden sirve directa e inmediatamente para la comuni- 
cación de la gracia; el poder de jurisdicción es directa e inmediata- 
mente para ordenar la actividad humana; el fin de este orden es tam- 
bién la gloria de Dios, en cuanto sirve para la santificación de la 
Iglesia y de sus miembros; es un orden de la actividad humana en 
cuanto que la vida sobrenatural requiere la colaboración humana". 

Así, pues, la naturaleza propia del Derecho de la Iglesia es esta ; 
es verdadero Derecho, orden humano de la vida de la comunidad, 
que tiene su íntima fuente en la vida de la Iglesia. Mediante el Dere- 
cho la Iglesia ordena su vida social, en cuanto que esta se orienta a 
conseguir el bien espiritual de los miembros". 


c) Insistencia en la 'socialidad' en el sentido de intersubjetividad 
y orden exterior. P. D. Avack". 


1.—Consideraciones eclesiológicas. 


Cuando se habla de Iglesia católica se debe distinguir claramente 
su esencia interior, invisible, espiritual y divina, es decir, la “Eccle- 
sia invisibilis", "Regnum coeleste", "Ecclesia sursum" y es aspecto 
exterior, humano, visible, es decir, la “Ecclesia visibilis", la “com- 
munitas humana", la "Ecclesia deorsum". 

Además, esta comunidad humana, viviente y operante en el mun- 
do, es diversamente considerada en su fisonomía y estructura de so- 
ciedad religiosa sobrenatural, es decir de “Confesión”, y en su fiso- 
nomía y estructura de sociedad jurídica, es decir, de "Ordenamiento". 

La “Ecclesia sursum" es objeto de la Teología dogmática; la “Ec- 
clesia deorsum", como comunidad religiosa dirigida por la potestad 
de foro interno, es objeto de la Teología Moral; en cuanto Ordena- 
miento jurídico, constituído por la potestad de foro externo, es obje- 
to de la ciencia del Derecho Canónico. 

Se debe tener en cuenta que entre las tres figuras de la Iglesia 
existe una gran conexión y que la "Ecclesia deorsum", como Orde- 
namiento jurídico constituye una simple superestructura o represen- 
tación formal de la "Ecclesia deorsum", como sociedad religiosa, que 
encuentra su fundamento, la razón de su existencia y de su función 
en la "Ecclesia sursum", de la que también es representación formal. 


'* Ideas expuestas por el P. BERTRAMS en su artículo, Die Eigennatur der Kirchenrekts, 
1l. c€., p. 548-549. 


"^ P. BERTRAMS Die Eigennatur... 1. c.,, p. 568. 


; it PSA D'Avack, Corso de Diritto Canonico, (Mil. 1986): Considerazioni su alcune peculia- 
rita del Ordinamento giuridico della Chiesa, "Archiv. Dirit. Eclesiast.", (1943). 
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El Derecho Canónico representa asi “il complesso delle regole for- 
mali, con le quali viene disciplinata la realta sostanziale della sua 
communita religiosa e ne vengono tutelate e fatte valere le sostan- 
ziali esigenze propie””. 

Análogamente a cuanto se verifica en el Estado, también en la 
Iglesia existe un contacto profundo entre su sustancia, representada 
por su naturaleza y finalidad de comunidad religiosa y la forma cc- 
rrespondiente, constituida por su Ordenamiento jurídico. La funda- 
mental y singular característica diferencial entre el Derecho Civil v 
el Canónico está en que éste es la estructura jurídica de una sociedad 
religiosa y sus normas encuentran su finalidad suprema en asegurar 
la realización de las exigencias fundamentales sociales de la vida y de 
las necesidades religiosas de la comunidad". 


2.—Finalidad del Ordenamiento Canónico. 


Los preceptos morales, de los que es fuente y base de aplicación 
la potestad de foro interno de la Iglesia tienen por objeto a los miem 
bros de la comunidad religiosa "uti singuli" y regulan sus conflictos 
individuales intrasubjetivos con relación a Dios. 

Las normas jurídicas, de las que es fuente y base de observancia 
y de aplicación la potestad de foro externo de la Iglesia, tienen por 
objeto a los miembros de la comunidad cristiana "uti socii" y preten- 
den ordenar sus conflictos intersubjetivos y sociales de intereses, es 
decir, sus relaciones exteriores de convivencia social para tutelar v 
realizar las exigencias y finalidad religiosa de la Iglesia. 

La función, pues, del Ordenamiento Canónico consiste en coordi- 
nar las acciones de los individuos con relación a los demás miembros 
y al entero Cuerpo social, de modo que ellos no impidan ni obstacu- 
len, sino que en lo posible, facilitan a los demás la actuación de los 
intereses sobrenaturales, no induciendo a otros al pecado y no impi- 
diendo el uso y la adquisición de los bienes sacramentales. Solamen- 
te cuando la Iglesia toma en consideración "actiones fidelium quae ad 
ordinem socialem pertinent et quidem quatenus legibus eclesiasticis 
ordinantur" es decir, "quando examinat quid praestandum sit ut civis 
christianus placeat Ecclesiae" solamente entonces ella en virtud de la 
potestad de foro externo realiza una actividad de orden jurídico". 

El criterio discriminativo está siempre en ültimo término en la so- 
cialidad de su actividad y de sus estatutos. Lo cual no supone negar 
que la finalidad última de la organización de la Iglesia y de su acti- 


? D'Avack, Corso de Diritto Canonico, p. 101-108. 
#8 D'Avack, Corso de Diritto Canonico, p. 108. 
79 D'Avack, Corso de Diritto Canonico, p. 163 -212. 
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vidad en el campo del Derecho sea la "salus animarum". El Derecho 
Canónico es medio e instrumento para conseguir este supremo fin de 
la Iglesia; pero se debe tener en cuenta: a) Que el encontrar un factor 
metajurídico, la 'salus', como fin supremo del Ordenamiento Canóni- 
co, no es un fenómeno peculiar y exclusivo del Ordenamiento de la 
Iglesia, sino que se encuentra más o menos idéntico en todos los Or- 
denamientos jurídicos y en particular en los Ordenamentos de los Es- 
tados totalitarios. 

b) Que en el Ordenamiento Canónico, tratándose de un Ordena- 
miento jurídico, la "salus animarum" ünicamente puede ser tomada 
en consideración en cuanto a su aspecto intersubjetivo o actuación 
exterior social, prescindiendo completamente de su aspecto intrasub- 
jetivo y de su actuación interior en la conciencia individual. 


c) Que la "salus animarum", como finalidad metajurídica del 
Ordenamiento Canónico, se debe más bien considerar corno cláusula- 
límite de sus institutos y de sus normas, es decir, bajo un aspecto ne- 
gativo más que positivo, en el sentido de que el Ordenamiento Canó- 
nico puede admitir tal vez accidentalmente conceptos, institutos y 
normas indiferentes o extrañas a la realización de esta finalidad su- 
prema, pero nunca contrarios”. 


IV.—PARALELISMOS Y DIVERGENCIAS EN LA DOCTRINA TRADICIONAL 
CANÓNICA 


Unicamente con la intención de comprobar documentalmente có- 
mo la temática actual está abierta a una interesante dimensión his- 
tórica, se presenta una elemental colección de textos de canonistas, 
que manifiestan una relevante evolución en la concepción del Dere- 
cho Canónico y justifican la problemática actual en torno a la Teoría 
General del Ordenamiento de la Iglesia, en cuya construcción la in- 
vestigación histórica deberá prestar elementos de fundamental im- 
portancia. En las presentes líneas se trata apenas de llamar la aten- 
ción sobre el posible tema de una más profunda investigación. 


8 D'Avack, obr. cit. l. c.—Prescindiendo de una cierta falta de lógica que se observa en la 
posición de D'Avack y de la falta de investigación científica de los institutos canónicos, en la 
que debería fundamentar su ecléctica doctrina, Bellini ha criticado especialmente esta concep- 
ción de la 'salus animarum', como cláusula-límite, ya que en la concepción canonística trádicio- 
nal del ordenamiento jurídico del Estado, como queda insinuado al inicio de este estudio, la 
'salus animarum' es considerada también como elemento, que en sentido negativo, le penetra 
e influye, en el sentido de que el Ordenamiento Civil no puede tampoco contener normas con- 
trarias a la ültima finalidad del hombre, si ha de ser justo. Parece, pues, una concepción insu- 
ficiente de la 'rilevanza' del elemento religioso-eclesial con relación al Ordenamiento de la 
Iglesia.—BELLINI, Osservazioni sulla completezza dell'Ordinamento Canonico, “Dirit. Eclesiast.”, 
II (1957), p. 149. 
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Pueden encontrarse también dos corrientes doctrinales diversas en 
la canonistica tradicional en cuanto a la concepción del Derecho Ca- 


nónico. 


1.—Insistencia en la 'rilevanza' del elemento religioso-eclesial. 


Tornacensis, S: 
(4-1203) 


Papiensis, B: 
(+1216) 


Juan de Andrea: 
(+ 13848) 


S. R. de Pefiafort: 


(+1275) 


"Constitutiones ecclesiasticae proditae sunt quaedam secun- 
dum consilium, quaedam secundum praeceptum, quedam se- 
cundum indulgentiam vel permissionem. Quatuor ista, qua- 
tuor genera hominum respiciunt; quorum quidem sunt per- 
fecti, quidam perficiendi, quidam infirmi, quidam reprobi. 
Quae consilium continent data sunt perfectis, quae precep- 
tum perficiendis, quae permissionem infirmis, quae prohibi- 
tionem reprobis. Consilium est, —'Omnia véndere et dare 
pauperibus" ; praeceptum— "Deum diligere" ; permissio, "nu- 
bero"; prohibitio, "non occidere". 

(Summa Decretorum, Introductio, ed. de Schulte, Gies- 
sen, 1891, p. 3). 


"Constitutio est ius humanum in scriptis redactum... In ec- 
clesiasticis constituere potest Apostolicus, synodus universali 
synodus patriarcalis et synodus metropolitana. Causa faciendi 


- constitutionem est malitiae coertioet novae quaestionis iudi- 


tialis diffinitio". z 
(Summa Decretalium, L. I, T. I, p. 1, Edic. Laspeyres, 
Ratib. 1860, p. 3). ; 


“Jus civile intendit dirigire in bonum commune, secundum 
quod congruit humanae societati, civiliter viventi, secundum 
quem modum bonum commune habet nutriri, conservari et 
pro moveri, per legalem iustitiam et per civilem amititiam ; 
Jus canonicum intendit dirigere in bonum commune, secun- 
dum quod congruit humanae societati, quae non solum vivit 
civilitar, sed etiam regulariter secundum fidem, in Deum ten- 
dendo et vitam aliam expectando”. 

(Commentarium in Lib. Decretalium, cit. por Ferele, 
Discorso Generale”, p. 31). 


“Jurisprudentiam Canonicam vel Ius Canonicum dicimus Col- 
lectionem regularum, quibus christiani diriguntur in iis quae 
directe et inmediate ad religionem spectant; et cum Theolo- 
gia scholastica, utpote speculativa in divinarum rerum cog- 
nitionem quiescit, Canonica Iurisprudentia praxim scilicet Ec- 
clesiarum et Ecclesiasticorum regimen tun in spiritualibus 
tun in temporalibus rebus intendit; illae autem regulae a Sa- 
cris Scripturis et divinis traditionibus, Conciliis, Summorum 
Pontificorum Constitutionibus, Sanctorumque Patruum scrip- 
tis originem ducunt et ad unum beatitudinis aeternae sco- 
pum, omnes christianorum actiones regendo ordinant... 
Institutor Iuris Canonici agnoscitur Christus Dominus Sal- 
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Gonzalez Tellez; 
(s. XVII) 


Pirhing: 
(s. XVII) 
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vator, Pastor et Legislator, qui auctoritatam dedit Petrum 
condendi leges in iis verbis; 'Pasce oves meas'. Christiani, 
autem, non solum vocali, sed scripto, quod est lex, pascun- 
tur verbo. In directione societatis humanae ad commune bo- 
num, ut est conveniens hominum societati, seu statui politi- 
co, a iure civili intenditur; at commune bonum, ut ad vitam 
aeternam refertur, seu finem supernaturalem, a Iure Canoni- 
co principaliter inspicitur et consideratur; adeo ut sola salus 
hominis tanquam praecipuus finis iuris Canonici agnosci de- 
beat". ; 

(Summa, 'Notio iuris canonici', XJ y Xij, ed. Verona, 
1744). 


"Jus Canonicum alia omnia iura, eorumque fines ac quali- 
tates considerat, complectitur ac dirigit atque perficcit; et 
in summa eatenus modificat ut aeternae "salutis dispendium 
dispendium afferriminime patiatur". 

(Commentaria Perpetua, L. I, c. I, edi. Venetiis 1737, 
p. 10). 


“Jus positivum quod a Summis Pontificibus Ecclesiae Catho- 
licae traditum, constitutum et aprobatum, actiones fidelium 
proxime ad divinum cultum, ad pacem et iustitiam christia- 
nam-quae in puritate fidei et morum honestate seu mandato- 
rum Dei et Ecclesiae observatione consistit— in populo chris- 
tiano conservandam et augendam, ultimate ver ad finem bea- 
titudinis aetarnae dirigit... (Eodem sensu Tolossano et Lan- 
celloti). 

...Patet quae sit differentia inter Ius Canonicum et Civi- 
le; nam hoc a potestate saeculari et laica procedit et finem 
mere temporalel, civilem ac politicum respicit, nempe natu- 
ralem felicitatem... Intendit dirigere in bonum commune se- 
cundum quod congruit humanae societati civiliter viventi, 
cuiusmodi vita consistit in legali iustitia et civili amititia. Sed 
Ius Canonicum finem spiritualem babet; nempe aeternam bea- 
titudinem et vitam christianorum talem quam aeterna salus 
consequatur, ad quam per mores homini christiano dignos, si- 
ve per iustitiam christianam dirigere nititur; adeoque hanc 
habet pro fine proximo; pro ultimo, aeterna beatitudo. Ius 
Canonicum intendit dirigere hominem ad bonum commune 
secundum quod congruit humanae societati, quatenus non so- 
lum civiliter vivit, sed secundum fidem in Deum tendendo et 
vitam aliam expectando, qui utique est finis spiritualis. Objec- 
tum formale sunt actiones hominis Christiani, prout ab exte- 
riore potestate ecclesiastica ad iustitiam christianam et con- 
sequentem inde temporalem et aeternam felicitatem sunt di- 
rigibiles". 

Ius Canonicum, Proemium, VI, P. III, n. AVL DIA 
Vent. 1759, p. 20 y sgs.). 
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Enge (0). Sy 13), 6 “Jus ex sacris Canonibus, id est, regulis ecclesiasticis collec- 
(s. XVII) tum et ad recte vivendum aetenamque salutem adquirendam 
institutum". 
(Collegium Universum Iuris Canonici, ed. Venetiis 1760, 
jos dio in 94e 
Fagnani, P; "Leguum ecclesiasticarum praecipuus finis esse debet ad ae- 
(s. XVII) ternam felicitatem et salutem dirigere, ut Stus. Thomas I-II, 
q. 90 ait". 
(Commentaria in V Libros Decretalium, ed. Venet. 1764, 
p. 15, sub 9). 
V. Pichler ; "Regulae ab Ecclesia propositae ad dirigendas actiones fide- 
(s. XVIII) lium seu populi christiani in ordine ad felicitatem supernatu- 
ralem... 


Finis proximus — dirigere hominem ad Deum per fidem 
et pia opera. 
Finis ultimus — aeterna et supernaturalis felicitas ani- 


3 


mae”. 
(Ius Canonicum, Prolegomena, L. I, ed. Vent. 1758, p. 6, 
n. 32). 
Ferraris, L; “Jus positivum ex sacris canonibus seu regulis ecclesiasticis 
(s. XVIII) collatum et ad recte vivendum aetenamque salutem conse- 


quendam et iustitiam in populo christiano conservandam a 
Summis Pontificibus Ecclesiae Catholicae traditum, consti- 
tutum, aprobatum". 

(Prompta Bibliotheca, T. IV, ’Ius’, ed. Venet. 1888, 


p. 649). 
Devoti, J; “Quod ab Ecclesia per Episcopos, praesetim per Romanum 
(s. XIX) Pontificem, explicatum, sancitum vel aprobatum est ad rec- 


tam christianorum hominum institutionem... 

Peculiari quadam ratione tum apud graecos tum apud 
Latinos cononis nomine morum regula significatur. Hoc vo- 
cabulum suis constitutionibus Ecclesia accomodavit, sive quia 
abhorreret ab imperioso legis nomine, quod violentam conti- 
net corporis coertionem, sive quod Iuris Ecles. dignitas pos- 
tularet ut quae mores hominum formant, regulae appellaren- 


tur". 
(Institutionum Canonicarum Libri IV. L. I., Ancona, 
1824). 
Bouix, D ; "Complexus leguum auctoritate Papae firmatarum, quibus fi- 
(s. XIX) deles ad finem Ecclesiae proprium diriguntur... 


"Leges non sunt ecclesiasticae, nec proinde Iuris Canonici 
rationem habent, nisi ad finem Ecclesiae proprium, bonum 
scilicet spirituale fidelium aeternamque eorum beatitudinem 
tendant". 

(Tractatus de Principiis Iuris Canonici, ed. 2 1851, p. 61- 
62). 
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"Formaliter sumptum: lus positivum ex omnibus Ecclesiae 
legibus collectum quae in bonum spirituale fidelium editae 
sunt". 

(Comentarium Textus luris Canonici, L. I, Rom 1921, 


ipo ey). 


2.— Insistencia en la 'socialidad' en el sentido de Organización. 


Magister Rufinus; 
(+1192) 


Suarez, F; 
(1548-617) 


Aichner, S.: 
(s. XIX) 


Wernz: 


(s. 


XX) 


"Cum auctore Deo, Ecclesia cresceret gradusque in ea dispo- 
nerentur et ordines et tam in eis discernendis quam in litibus 
inter ecclesiasticas personas provenientibus sedandis Evange- 
lium sufficere non videretur, tam ab apostolis quam ab eorum 
succesoribus necnon coeteris Ecclesiae ministris multa sunt 
edita, quae generali nomine Canones cuncupantur”. 


(Summa Decretorum, ed. Singer, Paderb. 1902, p. 5). 


"Potestas ecclesiastica in tota eius latitudine duplex est: sci- 
licet, fori interni et externi. In foro conscientiae causa agi- 
tur inter hominem et Deum; in foro autem exteriori causa 
agitur hominis ad hominem, Hinc igitur fit ut prior potestad 
possit versari circa actus interiores, immo illos potissime res- 
piciat, quia per illos maxime ordinatur home ad Deum, et 


.in illis consistit salus singulorum fidelium, propter quam ma- 


xime haec potestas datur. 


At vero potestas ecclesiastica, quatenus gubernativa est 
totius communitatis, ut sic, habet etiam suam materiam pro- 
portionatam, nimirum actus externos ad gubernationem Ec- 
clesiae exteriorem pertinentes et ad hunc ordinem pertinet 
potestas ecclesiastica, ut legislativa est. Nam licet ecclesias- 
ticae leges etiam ordinantur ad finem supernaturalem et ad 
internum bonum animarum, non tamen operando illud, sed 
media honestate actuum externorum, circa quod proxime 
versantur". 


(De Legibus, L. IV, c. 12). 


"Complexus leguum a legitima auctoritate conditarum qui- 
bus ordo externus Ecclesiae determinatur et actiones fidelium 
diriguntur ad finem ecclesiae proprium. 


Objectum formale es rectitudo, quae per leguum directio- 
nem in fidelium actus inducitur. Finis proximus est bonum 


Societatis christianae seu iustitia, christianorum, maxime in. 


actibus externis relucens. Finis remotus, aeterna beatitudo". 
(Compendium Iuris Ecclesiastici, Brix. 1900, p. 7). 


“Complexus leguum sive a Deo sive ab ecclesiastica auctori- 
tate latarum, quibus Ecclesia catholica ordinatur". 
(Ius Decretalium, R. 1905, p. 55). 
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A. De Meester: .. 


(s. XX) 


Van Hove: 


Veermesch- 
Creusen: 


“Complexus canonum, quae ab ecclesiastica potestate consti- 
tutae propositae et aprobatae sunt ad rectam institutionem 
societatis Ecclesiae... 


Recta institutio societatis Ecclesiae quatuor postulat; et 
quidem ex voluntate sui fundatoris: Fidei integritatem, mo- 
rum puritatem, cultus ordinationem, demun constitutionis et 
regiminis custodiam. Hinc quatuor haec sunt objectum pro- 


. pium Iuris Canonici; omnes canones disciplinares, seu quibus 


ordinatur societas :Ecclesiae, vel ad fidem pertinent quam 
tuentur et promovent vel ad mores quod ad vitae actiones 
aplicant et a neglectu defendunt vel ad liturgiam quam or- 
dinant vel ad. constitutionem et gubernationem societatis, 
quum iura et obligationes singulorum graduum sacri regimi- 
nis circunscribunt. 


Finis proximus est bonum societatis christianae ; ultimus, 


bonum spirituale fidelium et aeterna eorum beatitudo". 


(Iuris Canonici Compendium, T. I. Brug. 1921, p. 3). 


"Complexus leguum quae ab ecclesiastica potestate constitu- 
tae propositae aut aprobatae sunt ad rectam institutionem 
societatis Ecclesiasticae... 

Ordinat vitam socialem Ecclesiae, promovendo bonum 
communitatis et concordando singulorum interesse contra- 
rium, (cita a Hiling, Die Allgemeine Normen) y añade; 
Cum ista definitione concordat alia; 'Ius Canonicum est coer- 
cibilis ordinatio quae in Ecclesia Christi viget' de Gerlach en 
*Logisch-juristiche Abhandlung uber definitionder Kirchen- 
rekst). 


(Prolegomena, Mechi. R. 1945, p. 37). 


“Complexus leguum ab autoritate ecclesiastica profectarum, 
quibus societas ecclesiastica ordinatur, vel actiones baptiza- 
torum ad finem Ecclesiae proprium efficaciter diriguntur. 

Finis Ecclesiae proprius est remote aeterna sociorum bea- 
titudo; proxime, ab aliis dicitur esse iustitia christianorum, 
maxime in actibus externis relucens (Aichner), ab aliis sanc- 
tificatio animarum (Tarquini). 

Prior, socialem Ecclesiae actionem, alter eiusdem in sin- 
gulis connaturalem effectum magis considerasse videtur. Ec- 
clesia enim, ut est societas visibilis, socialem istam seu in ac- 
tibus externis relucentem iustitiam curat, quam per legum 
observantiam et rectum sacramentorum usum christiani adi- 
piscuntur. lidem autem simul connaturaliter obtinent pro- 
pium bonum sanctificationis animarum, quae proxima dispo- 
sitio est ad beatitudinem aeternam consequendam. Dici, ita- 
que, possit coniungendo utranque rationem, proximum Eccle- 
siae finem esse ut per iustitiam christianam sanctificationem 
animarum obtineat. Ipsa tamen sanctificatio ab adultis per 
actus propios comparanda est. Ecclesiae munus est copiam 
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suppeditare mediorum quibus singuli, dein, pro arbitrio suo 
. utentur ad propiam sanctificationem in actu secundo obtinen- 
” 


dam”. 
(Ephitome Iuris Canonici, T. I, ed. 7, R. 1949). 


Michiels : "Complexus leguum ab legitima auctorite ecclesiastica pro- 
manantium, i. e., ab ea constitutarum, propositarumvel apro- 
batarum, quibus omnium personarum Ecclesiam constituen- 
tium iura atque officia determinantur et ordinantur, ut so- 
cietas ecclesiastica in suo esse sociali conservetur et ad finem 
suum socialem dirigatur". 


(Normae Generales, 1949, p. 11). 


Roma, Fiesta de S. Raimundo. 
MANUEL USEROS CARRETERO 


DOCUMENTOS Y COMENTARIOS 


RESENA JURIDICO-CANONICA* 


LA TRIPLE BUENA NUEVA.—Escribimos estas lineas en unos 
momentos, que no dudamos en calificar de históricos. Acaba de crear- 
los S. S. el Papa Juan XXIII con el comunicado oficial que el 25 de 
enero, desde la Basílica Patriarcal de San Pablo Extramuros y ante los 
Eminentísimos Señores Cardenales, que habían acudido y asistido al 
rito eucarístico, allí celebrado’, lanzaba Urbi et Orbi, manifestando Su 
augusto deseo, la triple buena nueva, de celebrar: un Sínodo para la 
Diócesis de Roma, un Concilio Ecuménico para toda la Iglesia, v 
adaptar el Código de Derecho Canónico a las necesidades de los tiem- 
pos que corremos”. 

Sea porque esta triple buena nueva nos cogía de sorpresa, sea tam- 
bién porque los que vivimos o aquende o allende del histórico Tevere 
estamos ya algo inmunizados contra las novedades, a más de uno se le 
ocurrió preguntar si se trataría de tres simples deseos, de tres ideas lu- 
minosas, lanzadas el plan de optimismo y de propaganda, o más bien 
de tres precisas intenciones, destinadas a cristalizar en la práctica v 
crear otros tantos acontecimientos históricos. 

Las noticias oficiales posteriores que con cuentagotas nos fue facili- 
tando el órgano oficioso de la Ciudad Vaticana demuestran que esta 
vez la cosa va en serio. No se tratará, ni mucho menos, de los con- 
sabidos recuerdos nostálgicos con que nuestros Profesores de His- 
toria eclesiástica, más cercanos que nosotros a esos acontecimientos, 
solían cerrar sus explicaciones v. gr. sobre la precipitada clausura del 
Concilio Vaticano. Ni tampoco, por lo que toca a la renovación del 
Código, se tratará de las lamentaciones jeremíacas, que en diversos to- 
nos, suelen cantar muchos profesores de Derecho cuando tienen que 


* “Erratum. En nuestra “Reseña” anterior, publicada en el ultimo fascículo de 1958, se 
deslizó una errata que conviene rectificar. En la página 633, línea 11, en vez de “24 de enero, 
1935", debe leerse “20 de mayo de 1934". 

1 En función propiciatoria y expiatoria por los cristianos perseguidos en China y por los 
lanzados por el camino del cisma. Véase la Alocución Consistorial Ex quo die del 15 de di- 
ciembre, 1958, A.A.S., vol. L (1958), pp. 983-986. ! 

? "In occasione della visita compiuta stamane nella Patriarcale Basilica Ostiense —leemos 
en ese Comunicado— il Sommo Pontifice Giovanni XXIII, dopo aver assistito alla Cappella 
Papale, ha tenuto una Allocuzione agli Eminentissimi Cardinali presenti al solenne rito... Per 
andare incontro alle presenti necessità del popolo cristiano, il Sommo Pontefice, ispirandosi alle 
consuetudini secolari della Chiesa, ka annunciato tre avvenimenti della massima importanza, -e 
cioè: un Sinodo diocesano pev l'Urbe, la celebrazione di un Concilio ecumenico, e l'aggiorna- 
mento del Codice di Diritto canonico, preceduto dalla prossima promulgazione del Codice di 
diritto orientale" (cfr. L'OssERVATORE DELLA Domenica, 1 feb. 1959, Storico Annuncio per la vita 


della Chiesa). 
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enfrentarse con la explicación del Decreto Spiritus Sancti Munera, o 
de la Constitución Apostdlica*Christus Dominus, o el Motu Proprio Sa- 
cram Communionem. 

¿Cómo es que estos documentos —se preguntan impacientes y has- 
ta enfadados— todavía no fueron incorporados al Código? ¿Por qué 
el numero tercero del Motu Proprio Cum Codicis Iuris Canonici, de 
Benedicto XV*, quedó letra muerta o un simple papel mojado: 

La triple buena nueva, superado el primer período, misteriosa mez- 
cla de sorpresa y de esperanza, ha ido abriéndose camino y a estas 
promete constituir un magnífico programa del actual Pontificado. 


* * ë k 


Y, efectivamente, por lo que toca a la primera, el Sínodo Diocesano 
para la de Roma, tenemos ya ante nuestros ojos dos Documentos pon- 
tificios, que nos hacen concebir las más halagiieñas esperanzas sobre 
su próxima realización, fijada por el mismo Romano Pontífice para el 
declinar del año en curso. 

El primero es el Quirógrafo* Ut huius Almae Urbis, del 18 de febre- 
ro, por el que el Romano Pontífice constituye el “ecclesiasticorum vi- 
rorum Consilium”, la Comisión preparatoria, que iríamos vulgarmen- 
te, “cui —continúa el Quirógrafo— munus concredimus ea omnia ad- 
parandi, quae in synodalibus coetibus pertractanda erunt”. 

La Presidencia la tendrá el Revmo. Monseñor Luis TRAGLIA, Vice- 
gerente del Vicariato de Roma, quien tendrá como ayudantes o Voca- 
les a los Revmos. Monsefiores Ector CUNIAL, segundo Vicegerente; Pe- 
dro Canisio VAN LIERDE, Vicario General del Papa para la Ciudad Va- 
ticana; Cesáreo D’Amato, Abad de la Basilica Patriarcal de San Pa- 
blo Extramuros; Enrique Leónidas DANTE, Prosecretario de la Congre- 
gación de Ritos; Luis CIVARDI, Canónigo de la Basílica Patriarcal Va- 
ticana; Pablo PETRELLI, Canónigo de la Liberiana (Santa María la 
Mayor); Pedro MATTIOLI, Auditor de la S. Rota Romana; Juan GRE- 


3 "Si quando, decursu temporum, Ecclesiae universae bonum postulabit ut novum generale 


decretum ab aliqua Sacra Congregatione condatur, ea ipsa decretum conficiat, quod si a Codicis 
praescriptis dissentiat, Summum Pontificem de eiusmodi discrepentia moneat. Decretum autem 
a Pontifice adprobatum, eadem S. Congregatio ad Consilium deferat, cuius erit, ad decreti 
sententiam, camonem vel canones redigere. Si decretum a praescripto Codicis discrepet Consi- 
lium indicet cuinam Codicis legi nova lex sufficienda sit; si in decreto res vertetur de qua Codex 
sileat, Consilium constituat quo loco novus canon vel novi canones sint im Codicem inserendi 
numero canonis, qui proxime antecedit, bis, tev etc. vepetito, ne canon sede sua moveatur ullus 
aut numerorum series quoquo pacto perturbetur”. Cfr. C. I. C., p. LI. Desgraciadamente y Dor 
causas, que no acabamos por lo menos de adivinar, nada de esto se ha llevado a la práctica 
Y cuidado que desde el 15 de septiembre de 1917, fecha de ese Motu Proprio hasta el presente 
de gracia de 1959, las S. Congregaciones han dado Decretos consentientes, discrepantes y 
supplentes!! Digamos, pues, que los quejones tienen su amplio margen de razón en este caso 
Para los profanos (y con la venia de los técnicos) nos permitimos recordar que bajo el 
pom de Md Sor tis .se entienden, como escribe A. M. STICKLER, S. D. B 
itterae ipsa manu Pontificis scriptae vel salt i p ) i i onici ini 
P Hon e ae p em signatae” (cfr. Historia Iuris Canonici Latini, 
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GORINI, párroco de la de San Benito, Camarlengo de los párrocos de 
Roma; Juan CANESTRI, párroco de la de Santa María del Consuelo; 
Padres Félix CAPPELLO, jesuíta; Raimundo VERARDO, dominico; Her- 
menegildo Lio, franciscano. El cargo de actuario S. S. lo encomendaba 
al Rvmo. Mons. Carlos Maccari, Notario del Vicariato de Roma’. 


Y el segundo documento pontificio es la Carta o Epístola que el 
mismo Papa dirigía, con fecha 2 de febrero, a sus fieles de Roma —“A 
vol, predilectti Figli della Nostra Diocesi di Roma"— explicándoles lo 
que es y sobre todo lo que ha de ser este Sínodo y las siempre crecien- 
tes necesidades espirituales y pastorales, que ha creado en nuestros 
tiempos la grande Capital moderna, que cuenta casi dos millones de 
habitantes”, invitandoles a la oración, acompañada de la mortificación 
cristiana y determinando, en fin, las intenciones por las que han de 
rezar los tres Gloria Patri, adnejos a la recitación del Angelus: por el 
buen éxito de este Sínodo Diocesano, que tan de cerca les toca, por el 
del Concilio Ecuménico y por el de la adaptación del Código de De- 
recho Canónico a las necesidades actuales'. 


Perdónesenos si no resistimos a la fuerte tentación de transcribir la 
descripción que el Papa Juan XXIII da, en esta Epístola, del Sínodo 
Diocesano. Si no un comentario técnico, por lo menos constituye, a 
nuestro humilde entender, una glosa nada despreciable a los cánones 
356-362 de nuestro Código de Derecho canónico, en los que el Legis- 
lador ha establecido lo que es ese Sínodo (can. 356), las personas que 
para el mismo han de ser previamente convocadas (cánones 357-358), 
con la obligación que tienen, por ende, de asistir (can. 359), la consti- 
tución de las Comisiones preparatorias (can. 360), el libre debate de 
las cuestiones propuestas (can. 361), la unica autoridad legislativa del 
mismo: “Unicus est in Synodo legislator Episcopus, ceteris votum tan- 
tum consultivum habentibus" (can. 362). Y, por ende, “unus ipse subs- 
cribit synodalibus constitutiombus". 

“El Sínodo —comenta el Papa Juan XXIII en esta Epístola— es la 
reunión del Obispo con sus sacerdotes con el objeto de estudiar los 
problemas de la vida espiritual de los fieles; de dar o restituir el vigor 
a las leyes eclesiásticas para extirpar los abusos, promover la vida 
cristiana, fomentar el culto divino y las prácticas religiosas. Trátase, 
al fin de cuentas, de continuar la obra de Jesucristo, Nuestro divino 
Redentor, en pro de la salvación de las almas, en concreto, de la selec- 


3 L’OssERVATORE ROMANO, 21 febrero, 1959. 


€ Ibidem. A ‘ 
7 “A piccolo richiamo quotidiano per le anime pie amiamo proporvi di dare alla recita dei 
tre Gloria Patri, dopo il consueto Angelus Domini, lintenzione di preghiera per il buon suc- 


cesso del Sinodo Diocesano, che vi interessa da vicino, del Concilio Ecumenico e dell'aggiorna- 
mento del Codice di Diritto Canonico". Cfr. L'OssERVATORE Romano, 21 feb. 1959. La triple 
buena nueva va cobrando cuerpo y consistencia. 
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ta porción de Su grey, que, que Nos ha sido encomendada de una ma- 
nera especial, amén de la preocupación por todas las Iglesias . 

La primera de las tres buenas nuevas decididamente estå ya en 
marcha. Con ambos documentos pontificios ha levado anclas del puer- 


to. ¡Feliz viaje y que llegue pronto y bien a su término! 


* * # 


Más parcas y escasas, y lo que es peor, menos consistentes, por lo 
menos hasta el momento en que escribimos estas líneas, parécennos las 
noticias que la prensa nos ha facilitado sobre la segunda: la celebra- 
ción del Concilio Ecuménico. Quizás sea por aquello de que omnia 
tempus habent ! 

A las que hemos dado ya incidentalmente, al hablar de la primera, 
podemos afiadir las siguientes. En primer lugar el mismo Padre San- 
to ha declarado que su preparación exigirá por lo menos un par de 
afios. Cifra ésta que nadie juzgará exagerada, dada la magnitud de los 
problemas, que se debatirán en Asamblea tan extraordinaria como 
transcendental. 

Baste pensar en el objetivo que le ha dado el mismo Papa. “Per 
cuanto riguarda la celebrazione del Concilio ecuménico —nos dice el 
ya citado Comunicado oficial— essa, nel pensiero del Santo Padre, 
mira non solo (a) alla edificazione del popolo cristiano, ma vuol essere 
alttresí (b) un invito alle Comunitá separate per la ricerca dell'unitá, 
a cui tante anime oggi anelano da tutti i punti della terra””. 

Ni quisiéramos desbordar el tema, que nos hemos prefijado des- 
arrollar en estas cuartillas, si, a título de nota marginal, afiadimos la 
doble reacción, evidentemente opuesta, que esta segunda buena nueva 
produjo en las dos grandes Comunidades cristianas separadas de su 
centro vital: Roma. Reacción generalmente desfavorable en la Protes- 
tante; favorable, en cambio, en la Ortodoxa, representada la Rusa por 
su Patriarca moscovita Alexey, la greco-turca, encabezada por el Pa- 
triarca Atenágoras, antiguo amigo personal del Cardenal José Angel 
RONCALLI, desde aquellos lejanos tiempos en los que la obediencia le 
envió, en misión diplomática, sobre las riberas encantadoras del Bós- 
foro. 

No otra cosa era de esperarse. La primera Comunidad cristiana, 
la Protestante, al igual que la paloma de nuestro film Nobleza baturra, 
lleva en lo más íntimo de su corazón la sefial del plomo. Del plomo lu- 
terano de la rebelión al magisterio de Roma, por no decir a la Roma 


? El canon 356 establece: "In singulis dioecesibus celebranda est decimo saltem quoque 
anno dioecesana Synodus, in qua de iis tantum agendum quae ad particulares cleri populique 
dioecesis necessitates vel utilitates referuntur”. 


3 L’OsSERVATORE DELLA Domenica, 1.9 de feb. 1959. 
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del Magisterio. Su intransigente partidismo por la interpretación indi- 
vidual de las Sagradas Escrituras la llevará a rechazar sistemática y 
apriorísticamente cuanto signifique autoridad y lleve consigo un acto 
de humildad y sumisión. La noticia de un Concilio Ecuménico, aun en 
plan de invitación, en busca de la unidad, tenía que producirle el mis- 
mo efecto que produciría el mentar la soga en casa del ahorcado ! 


La otra Comunidad cristiana separada, la Ortodoxa, por el contra- 
rio, más rica en dogmas y en sanas costumbres, más conservadora de 
los preciosos tesoros de la tradición católica, no podía por menos de 
aceptar de buen grado esta invitación. 

.. La reacción opuesta producida por esta segunda buena nueva en 
las Comunidades cristianas separadas, repetimos, no nos ha sorprendi- 
do en lo más mínimo. 


* k k 


Y ¿qué hay en concreto sobre la tercera buena nueva, que es la 
que más comentarios ha suscitado en nuestras esferas canonísticas ? Ni 
aunque lo hubieran hecho adrede, es precisamente la ünica que ha 
quedado envuelta, hasta la hora presente, en el manto del silencio. A 
las noticias, que hemos referido antes, no tenemos ninguna otra que 
añadir. Los centros informativos continúan herméticamente cerrados, 
no nos atrevemos a decir inactivos. 

No así, sin embargo, la fantasía de los canonistas, que, desde su 
anuncio, han querido ir al fondo de la cuestión, preguntándose en qué 
podría consistir ese aggiornamento de nuestro Código, esa moderniza- 
ción de las leyes canónicas hoy vigentes. 

Aun a trueque de que algún día pudiera ser que el culto indefecti- 
ble a la verdad nos obligara a rectificar —humanum est errare, chris- 
tianum vero poeniteri |— no quisiéramos renunciar a exponer a nues- 
tros amables lectores algunos puntos, que consideramos básicos, fun- 
damentales, en esa anunciada reforma o adaptación del Código a las 
necesidades de nuestros tiempos. Nos lo dicta la ya larga experiencia 
profesional, que nos han proporcionado los casi veinticinco años, que 
llevamos si no explicando, sí, por lo menos, intentando explicar el Tex- 
tus. 

Descartemos sin más ni más una reforma radical, consistente en 
hacer borrón y cuenta nueva. Prescindiendo del derecho constitucional 
y del divino, ya natural, ya positivo, que el Legislador será el primero 
en sostener e incluso, si necesario fuera, rubricar con su propia san- 

gre, y esto usque ad consummationem saeculi, limitando nuestra con- 
sideración al derecho meramente positivo, observaremos que veinte 
siglos de experiencia no son para que un Legislador tan prudente, co- 
mo el nuestro, los eche por la borda o los suprima de un plumazo. El 
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canon 6 o su principio fundamental" estriba sobre razones perennes. 
El recedant vetera, nova sint omnia se queda para los preceptos ritua- 
les del antiguo Testamento, no para las leyes que el Legislador ecle- 
siástico pondere, numero et mensura, ha ido promulgando en el correr 
de los siglos en conformidad con las necesidades, que se le han ido 
presentando. [ 

Distingamos entonces una doble adaptación del Código a las nece- 
sidades actuales. Una, que, para entendernos, llamaremos accidental; 
otra que preferimos llamar substantiva. 

La primera consiste en que el Legislador nos dé un Código o com- 
pletado o completo. Un Código que recoja las ya casi innumerables 
leyes posteriores, que vagan por el Comentario Oficial de la Santa 
Sede, el Acta Apostolicae Sedis”, cuando no ya de estraperlo por algu- 
na Revista de Derecho Canónico. 

El incumplimiento del número tercero del Motu Proprio Cum Iuris 
Canonici Codicem, de Benedicto XV, del que hemos hecho mención 
arriba, nos ha llevado a un estado de cosas no diremos caótico, pero 
sí difícil en lo tocante a una de las notas más prácticas y característi- 
cas de cualquier codificación, que aspire a mantener con honor ese 
título: la exclusividad. Todo el Código, pero sólo el Código. Una le- 
gislación, que se halle dispersa en varias fuentes, corre el doble peli- 
gro de no llegar a ser conocida, y, por consiguiente, de no ser fielmen- 
te observada. 

Y ya con esta labor accidental-incorporativa comienza la segunda 
adaptación, que hemos llamado substantiva. 

En efecto, en virtud de esa incorporación, no pocos cánones debe- 
rán de desaparecer del Código, comenzando por los suprimidos total 
o parcialmente por el mismo Legislador"; otros en cambio tendrán 
que ser añadidos, como los relativos a los nuevos Ministros Extraor- 
dinarios del Sacramento de la Confirmación (Decreto Spiritus Sancti 
munera y otros que le siguieron), a la nueva forma jurídica del ayuno 
eucarístico (Constitución Apostólica Christus Dominus y el Motu Pro- 
prio Sacram communionem), a la grande reforma no sólo litúrgica, 
cosa de menor monta para nosotros” sino además disciplinar, introdu- 
cida por el Decreto Maxima Redemptionis nostrae Mysteria, al expe- 


10 "Codex vigentem huc usque disciplinam plerumque retinet 


opportunas immutationes afferat (pricipio innovador)”. 
Ír. can. 9 : 

8 Algunos de estos cánones los hemos indicado ya en un trabajo, que hemos publicado en 
esta misma Revista, bajo el título: PIO XII COMO CANONISTA. Para no repetirnos, remi- 
timos el amable lector à dicho Artículo. 

B En virtud de lo establecido por el canon 2: "Codex, plerumque, nihil decernit de ritibus 
et caeremoniis quas liturgici libri ab Ecclesia Latina probati, servandas praecipiunt in celebra- 
tione sacrosancti Missae sacrificii in administratione Sacramentorum et Sacramentalium aliisque 
sacris peragendis". No nos quejaremos de que el Legislador no haya deslindado bien los campos 
entre el ius stricte liturgicum —del que no se ocupa plerumque el Código— y el late liturgicum, 
o disciplinar, que cae bajo el imperio de nuestro cuerpo legal. 


(principio conservador), licet 
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diente prematrimonial, a la tramitación de las causas matrimoniales 
(Instrucción Provida Mater Ecclesia), a los Institutos seculares, a las 
nuevas penas establecidas contra mercaturam exercentes, etc. 

Y puestos ya en este plan de sugerir o pedir adaptaciones, de per- 
las nos vendría tanto a los que estamos empeñados en la ardua empre- 
sa de explicar el Textus, como a los que lo están en la no menos ardua 
de aplicarlo en la práctica, ver suprimidas ciertas repeticiones inútiles, 
pues, como decían ya los antiguos, verba Legislatoris debent semper 
aliquid operari*, repeticiones que nos vemos negros para poder darles 
alguna explicación"; y clarificadas algunas expresiones, que resultan 
sibilinas"; y unificada y uniformada, en cuanto la materia lo permi- 
ta, la terminología". En una palabra, nos vendría de perlas ver co- 
rregidos, en la nueva edición del Código, esos defectillos, que una crí- 
tica —no hipercritica— sana y constructiva ha demostrado que, utpote 
opus humanum, no está exento de los mismos. 

¿Todo esto, pero sólo esto? 

La fantasía, facultad magnífica, pero que no es tan fácil tener siem- 
pre a raya, paréceme que nos llevaría mucho más allá. Nos sugeriría, 
por ejemplo, ya que estamos con las manos en la masa, la incorpora- 
ción al nuevo Código de los maravillosos adelantos, de las. magníficas 
conquistas de las que tanto se gloría o vanagloría la técnica moderna : 
física (radio, televisión), química (la desintegración del mismo átomo), 
electrónica (el cerebro pensante), aereoestática y aereodinámica, mé- 
dica, sociológica e incluso interespacial o intersideral (los Sputniks, los 
Vanguard). 

Pero creo yo, amigo lector, que llegados a este punto de nuestro 
discurso lo más cuerdo será suspenderlo. Si no definitivamente, sí por 
lo menos hasta que sepamos en concreto qué es lo que el Legislador 
ha decidido sobre estas y otras materias, no sea que nos precipitemos 
a hacer las cuentas sin contar con el huésped y que echemos en lamen- 
table olvido que id vim legis obtinet quod Principi placuerit y no lo 
que a ti y a mi, asistidos por un centenar de razones, nos pareciere 
muy discreto que estableciera el Legislador". 


14 Por ejemplo las que tenemos en los cc. 734, $ 1, 781, $ 1 y 945 sobre e! oleum a veces 
benedictum, a veces consecratum ab Episcopo; cc. 19 y 2219, $ 1 sobre la benignior o strictior 
interpretatio in poenis adhibenda, etc. 

15 Como, por ejemplo, allí in genere, aquí in specie; allí el principio, aquí la aplicación, 
cuando no tenemos que recurrir al texto primitivo del que fue tomado el canon. 

1 Valga y vaya una por todas: la "aliique qui loco parochi sunt" del canon 873, $ 1. ¿Son 
los Vicarios parroquiales plena potestate gaudentes? Aunque lo afirmen así graves autores, no 
lo parece, pues ya sobre los mencionados Vicarios estatuye expresamente el canon 451, $ 2 que: 
"parochis aequiparantur cum omnibus iuribus et obligationibus paroecialibus”, y por si fuera 
poco: "et parochorum nomine in iure veniunt". Entonces ¿serán los Rectores de los Seminarios, 
como opinó algún que otro auctor (Brat)? La frase, repetimos, es sibilina! y í 

17 Ya dijimos antes que el oleum unas veces es consecratum, otras benedictum; el matri- 
monio ratum unas veces es el contrapuesto al consummatum; otras al legitimum, etc. 

18 No olvidaremos fácilmente el siguiente episodio. Un tribunal Romano, del que formába- 
mos parte en calidad de Ponente, en una causa de nulidad matrimonial ex capite impotentiae, 
a base de lo preceptuado en el canon 1972 y en el Art. 222, § ! de la Instrucción Provida 
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Tocando a las puertas del iure condendo, lo más prudente es pa- 
rarse y no pasar adelante. No está escrito sobre las mismas aquello de: 


entrada libre ! . 


[E * 


Bromas a parte y cumpliendo el dicho horaciano: sed tamen amo- 
to quaeramus seria ludo, dando una mirada retrospectiva a cuanto 
llevamos dicho sobre la triple buena nueva, cabe ahora preguntar: 
¿qué pensar de la misma, enfocada desde nuestro ángulo visual, el 
jurídico-canónico ? 

Condensamos todas nuestras observaciones en una sola palabra: 
canonicidad. La triple buena nueva, por doquiera que se la mire y 
examine, resulta canónica en su origen (baste leer los cánones 222- 
228 por lo que toca al Concilio Ecuménico y 356-362 por lo que atañe 
al Sínodo Diocesano), canónica en su contenido o materia (véase el 
primer fin del Concilio Ecuménico: mira non solo alla edificazione 
del popolo cristiano), canónica, en fin, en sus nobles aspiraciones. 
Canónica también resulta la adaptación del Código a las necesidades 
de nuestros tiempos, ya que no es sólo un principio filosófico, sino 
también jurídico, de vastísima aplicación, el de aut renovari, aut 
mort | 

Nuestro Código, aunque le estemos preparando unos honrosos fu- 
nerales”, todavía vale para algo. Nada digamos lo que valdrá el día 
que se vea rejuvenecido, dotado de la suficiencia necesaria para afron- 
tar y resolver los mültiples y complejos problemas, que la sociedad 
moderna le ha planteado. Quiera el cielo que veamos —y por qué no 
decirlo?— y vivamos también pronto ese espléndido día ! 


S. ALVAREZ-MENÉNDEZ, O. P. 
Del Supremo de la Signatura Apostólica 


Mater Ecclesia, en la parte in iure discurría así: procede, suppositis supponendis, ir a la de- 
cisión, coniuge iam defuncto, ad prolem legitimandam vel ad hereditatem consequendam 
Luego a fortiori para consegüir un bien espiritual, superior al temporal de la herencia, como, 
por ejemplo, la fama. El Supremo, sin embargo, no fue del mismo parecer y procedió a la 
declaración de nulidad del proceso ¡Ab uno disce omnes! 

19 Se entiende en lo que tiene de caduco, imperfecto e insuficiente. 
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PROEMIO 


La ley de 24 de abril del año en curso, que modifica diversos ar- 
tículos del Código Civil, especialmente del derecho de familia y, más 
en particular todavía, en materia de matrimonio, está pidiendo en 
“Revista española de Derecho Canónico”, si no un comentario com- 
pleto de la reforma, imposible de acometer en un trabajo único y aun 
quizá en un número entero de la Revista, al menos un intento de valo- 
rar objetivamente y según un orden de justicia los aspectos más im- 
portantes de la reforma llevada a cabo “para acomodar nuestro or- 
denamiento (matrimonial) al Concordato concertado el 27 de agosto 
de 1953 entre la Santa Sede y el Estado español”. 


1 Del preámbulo de la Ley de 24 de abril de 1958, Jefatura del Estado, modifica artículos 
del Código Civil. Boletín Oficial del Estado, n. 99 (25-4-1958), p. 730 y sigs. 
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1. La simple lectura del preámbulo de la ley es más que suficien- 
te para darse cuenta, tanto de la amplia temática que en punto al ma- 
trimonio abarca la reforma, como de los criterios en los que se ha ins- 
pirado el legislador para resolver los diversos problemas o cuestiones 
que planteaban algunas discrepancias de nuestro Código patrio con el 
Codex Iuris Canonici. 

El más agudo e importante de esos problemas está representado 
por la posibilidad que ofrecía el Código Civil de ser admitidos a la ce- 
lebración del matrimonio civil determinados sujetos, stibditos de la 
Iglesia católica, a los cuales el ordenamiento canónico somete a la for- 
ma jurídico canónica del matrimonio (arts. 42 y 86 del Código Civil). 

Otra discrepancia importante, aunque no reviste la agudeza de la 
anterior, se contenía en ciertas prohibiciones temporales que, median- 
te la exigencia de determinados requisitos, imponía el Código al m^ 
trimonio de los hijos, de la viuda y al del tutor y sus descendientes con 
el pupilo (art. 45). 

En los demás puntos, a los que se extienden las modificaciones del 
Código Civil respecto al régimen del matrimonio, no resultaría exac- 
to, según creemos, hablar de discrepancias, sino más bien de simple: 
precisiones o puntualizaciones no absolutamente necesarias, pero cier- 
tamente muy útiles y convenientes, para adaptar plenamente el Cód:. 
go Civil al espíritu y a los principios del Concordato. 

Tal es en primer término el expreso y pleno reconocimiento del 
matrimonio canónico determinando con precisión, así su ley regula- 
dora como su plena eficacia jurídica en el ordenamiento civil (art. 75). 
Y como consecuencia necesaria de lo que precede, el reconocimiento 
de la competencia exclusiva de la jurisdicción eclesiástica en las cau- 
sas matrimoniales canónicas, segün se contenía en el art. 80, a la vez 
que el art. 82 reservaba a la jurisdicción civil ordinaria la ejecución 
de los correspondientes efectos civiles. 

El legislador ha juzgado asimismo oportuno efectuar una determi- 
nación más explícita y concreta de los efectos civiles, tanto en su sen- 
tido propio, o sea de aquellos cuya regulación definitiva legítimamente 
le corresponde (arts. 70-74), como de las llamadas medidas precauto- 
rias o provisionales, que deben tener lugar durante la litis pendencia 
(art. 68). 

Imponíase, finalmente, recoger con la mayor fidelidad, así en la 
modificación del Código, como en la reforma de las normas registra- 
les, las precisiones que el Protocolo final del Concordato contiene en lo 
relativo a la presencia del funcionario del Estado en la celebración del 
matrimonio canónico y en punto a los requisitos y a los efectos de la 
inscripción del matrimonio en el registro (arts. 76-79 del Código). 

2. Afirma el legislador que la reforma del Código Civil en lo que 
afecta al régimen del matrimonio, se ha planeado con el objetivo con- 
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creto y bien definido de “acomodar nuestro ordenamiento al Concor- 
dato"; afirmación esta que estimamos fundamental, pues en la aco- 
modación de nuestro ordenamiento al Concordato se contiene a un 
tiempo el principio jurídico-positivo fundamental para determinar la 
obligación del Estado, y el criterio no único, pero sí el más seguro y 
decisivo, para juzgar la reforma objetivamente y segün un orden de 
justicia. 

En segundo término, y nos parece importante advertirlo de entra- 
da, esa misma expresión: "acomodar nuestro ordenamiento al Con- 
cordato", demuestra que con la reforma no se ha intentado en manera 
alguna resolver lo que se viene llamando el problema de los matrimo- 
nios civiles contraídos durante la República, al amparo de la ley à ` 
matrimonio civil obligatorio hasta su derogación por la ley de 12 de 
marzo de 1938. Por lo demás, es bien sabido que una reforma del Códi- 
go Civil, aunque sea limitada, por la propia naturaleza general y per- 
manente de este cuerpo legal, tiende naturalmente a proyectarse hacia 
adelante, en cuanto que "leges non respiciunt praeterita sed futura", 
y que no resultaba, por tanto, ocasión propicia la modificación del 
Código para resolver un problema de gravedad mayor o menor, pero 
de por sí circunstancial y transitorio. 


Dicho lo que precede a manera de premisa, centraremos el discur- 
so alrededor de las dos afirmaciones establecidas por nosotros, a s^ 
ber: 1.*. En la acomodación de nuestra legislación matrimonial al 
Concordato se contiene implícito el principio jurídico-positivo más ir- 
portante y fundamental en orden a determinar la obligación jurídica 
del Estado; 2.*. Segün de hecho se realice o se verifique imperfecta- 
mente aauella acomodación al Concordato, ese hecho, decimos, nos 
dará el criterio o la medida para iuzgar objetivamente y segün justicia 
de la reforma o modificación legal. 

La primera proposición no hace sino enunciar en forma individua- 
lizada y circunscrita al caso singular y concreto, la norma facía sunt 
servanda, principio fundamental y primario del derecho de gentes co- 
mo derecho internacional común v general. Y en la proposición se- 
gunda se contiene a su vez la aplicación al mismo caso singular del 
suum. cuique, regla asimismo primaria y criterio sumo de justicia y de 
derecho. 


2 “El Concordato, pues, debía regirse por el mismo derecho que los demás tratados interna- 
cionales, esto es, por el derecho de gentes; y por tanto, no podía de ninguna manera ser anulado 
solamente por la voluntad de una de las partes contratantes... Y ahora el Estado deroga por 
su sola voluntad un pacto tan solemne y legítimo y, faltando a la fe jurada, no se le da nada 
de... cometer injusticia tan señalada contra la Sede Apostólica violando el derecho de gentes”. 
Pio X, Epistola Encíclica “Vehementer Nos", de 12-2-1906 (Codicis Iuris Canonici Fontes, cura 
P. GASPARRI-I. SEREDI, v. III (a. 1933), n. 671, 5, p. 663). 
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I. ORDENES Y ORDENAMIENTOS JURIDICOS EN LA REGU- 
LACION DEL MATRIMONIO 


3. Designando el matrimonio todo un sector íntimo y profundo 
de la vida humana, es decir, el conjunto unitariamente enlazado de las 
acciones humanas, que por el sujeto, el término y el objeto se refieren 
a las personas y acciones de los cónyuges como tales —sociedad con- 
vugal—, v a las personas y actividad de los padres y de los hijos res- 
pectivamente:—sociedad paterno-filial—, resulta evidente que dicho 
concepto tiene que abarcar y comprender todas y cada una de esas 
acciones humanas en su aspecto moral y jurídico, o lo que es lo mis- 
mo, precisamente en cuanto ellas constituyen relaciones morales y 1r- 
rídicas. 

Efectivamente, el expresado nomen turis se usa indistintamente pa- 
ra designar unas veces el acto formalmente constitutivo de la relación 
jurídica —matrimonio in fieri—, es decir, el consentimiento legitima- 
mente manifestado, por el que ambas partes —el varón y la mujer 
hábiles según derecho—, dan y aceptan el derecho perpetuo y exclu- 
sivo sobre el cuerpo en orden a los actos que son de suyo aptos par» 
engendrar prole (canon 1081); y otras veces, las más, designa el m? 
trimonio in facto esse, o sea la misma relación jurídica o situación ju- 
rídica actual, en cuanto tus permanens, que se denomina propiamen- 
te vínculo matrimonial, o según la clásica definición del Maestro de las 
Sentencias "viri et mulieris maritalis coniunctio individuam vitae con- 


»»3 


suetudinem retinens””. 


1) Ordenes y ordenamientos jurídicos. 


4. Ahora bien, sobre el conjunto de relaciones jurídicas designa- 
das con el nomen turis de matrimonio, al igual que sobre el resto de 
la actividad racional y libre de la persona humana como sujeto unita- 
rio de imputación, inciden simultáneamente cuatro órdenes jurídicos 
distintos, aunque íntimamente relacionados entre sí, que concurren 
armónica y jerárquicamente a establecer, determinar y regular tales 
relaciones, a saber: el derecho natural, el derecho divino positivo, c! 
ordenamiento canónico y el ordenamiento civil. 

Como se ve hacemos distinción entre órdenes de justicia —derecho 
natural y divino positivo—, de una parte, y ordenamientos jurídicos 
—ordenamiento canónico y civil— de la otra. Orden de justicia quie- 
re decir, claro es, conjunto o complejo de normas verdaderamente 
obligatorias y objetivamente vinculantes; pero con una particularidad, 
que la fuente de producción jurídica —su fuente material—, o sea la 


3 


4 dist. 27, con referencia a JUSTINIANO, Institutiones 1. 1, t. 9, 1. 
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causa eficiente del orden en cuestión, no es una organización o forma- 
ción histórico positiva, sino que es anterior y superior a cualquier or- 
ganización humana, y como tal, la vigencia de ese orden trasciende a 
toda sociedad humana de cualquiera clase que ella sea. 


El ordenamiento jurídico, en cambio, tanto o más que a la norma o 
conjunto de normas en sí mismas, se refiere a la fuente misma de 1- 
norma, o mejor dicho, a un tipo específico dentro de las fuentes de 
producción jurídica, a saber, a la organización o sociedad como tal; 
por lo que aquí el término derecho designa no solamente la norma o 
sistema de normas, sino que en virtud del nexo constante que exist 
entre el derecho como norma y la sociedad —ubi societas ibi ius, y vi- 
ceversa, ubi ius ibi societas—, a integrar el concepto de derecho en sen- 
tido jurídico positivo concurren al mismo tiempo que la norma, el 
nexo o vínculo que liga a ésta con su fuente y la sociedad misma en 
cuanto causa eficiente de la norma. El ordenamiento jurídico, pues, 
así considerado, añade al concepto de orden jurídico la idea de socie- 
dad o de grupo social organizado, que opera ordenadamente, es decir, 
según reglas o normas determinadas, para la satisfacción de un inte- 
rés común o para la realización de una idea en común. 


5. Según esto, decimos, el derecho natural y el derecho divino po- 
sitivo constituyen por sí mismos verdaderos órdenes de justicia, dotados 
de obligatoriedad propia y originaria, independientemente de que lo 
reconozca o no lo reconozca así un ordenamiento dado, y cualquiera 
que sea la posición que éste adopte frente a aquellos órdenes de justi- 
cia; pero no siendo ellos propiamente ordenamientos jurídicos en e! 
sentido expresado, síguese que si como tales órdenes de justicia unos 
v otros constituyen verdadero derecho objetivo, pero órdenes y orde- 
namientos no son todos derecho de la misma manera, o sea, en sentido 
unívoco, sino de manera análoga, es decir, en sentido en parte idéntico 
y en parte diverso”. 

El derecho natural, tal como bajo la guía del Cristianismo lo ha de- 
finido la filosofía perenne, especialmente de Santo Tomás en adelante, 
hallándose ciertamente inscrito en el orden moral, se acota en un sector 
del mismo, a saber, en la porción del orden moral necesario; “agenda 
quae cadunt sub debito secundum regulam rationis””, dice el Angélico, 
para distinguirlo del orden moral simplemente, que engloba también 
las cosas convenientes a la naturaleza del hombre en cuanto ser racio- 
nal, o sea, en general todo lo que es conforme a la recta razón; senti- 


4 Véase A. Van Hove, Prolegomena ad Codicem i. c. (Mechliniae-Romae 1945) núms. 7-11, p. 
10-14; S. LENER, La certezza del diritto e il diritto naturale nel quadro dell'odierna crisi mon- 
diale, en “La Civiltá Cattolica" (1950) V. II, p. 154-162; La certezza del diritto, il diritto natu- 
vale e il magistero della Chiesa, Ibidem, p. 407-409. 

5 Summa Theologica, 1.2 2.2, q. 99, art. 5. 
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do este ültimo más amplio e impropio, y en el que el derecho natural 
se confunde en parte con el ius gentium de los romanos: "quod natu- 
ralis ratio inter omnes homines constituit, id apud omnes aeque cust 
ditur, vocaturque ius gentium, quasi quo iure omnes gentes utuntur". 
. Este circunscribir el derecho natural en sentido propio y estricto al 
orden moral necesarjo obliga, escribe WERNZ', a distinguit con pre- 
cisión "legem ipsa natura constitutam a ratione naturali, quae non- 
dum est lex naturalis, sed legislatorem humanum inducit ad condendam 
legem positivam". Y dentro del orden moral necesario, no todo él cons- 
tituye derecho natural en sentido propio y riguroso, sino solamente 
aquella parte del mismo que, estableciendo y determinando lo que es 
debido a cada cual, se refiere propiamente a la justicia o cae bajo la 
virtud de la justicia en sentido propio y riguroso. 

Mas junto al derecho natural así entendido, que tiene su fuente en 
Dios y de El recibe su fuerza de obligar, está el derecho divino positivo 
establecido libre y directamente por Dios, otorgando al hombre dere- 
chos e imponiéndole deberes sobreafiadidos a la simple naturaleza ra- 
cional en la medida de su voluntad soberana, manifestada al hombre 
por la revelación divina. 


6. De esta manera el derecho divino, así natural como positivo. 
obliga siempre al hombre en la medida querida y manifestada por Dios 
mismo, dondequiera que el hombre se halle, tanto individualmente 
considerado como formando sociedad, de cualquiera clase que ella sea, 
sin excepción posible. Y esa trascendencia absoluta del derecho divino, 
natural y positivo, a cualquier formación humana —natural o sobrena- 
tural, necesaria o libre, para el caso es lo mismo—, constituye un lími- 
te infranqueable destinado a contener dentro del orden moral el ejerci- 
cio de la potestad social, o sea el derecho positivo humano; de tal ma- 
nera que ninguna potestad humana pueda nunca pretender fuerza o 
virtud de obligar al hombre a cosa ninguna que sea contra el derecho 
divino, natural o positivo, y que toda ley haya de ser siempre interpre- 
tada y aplicada según el derecho divino; y de lo contrario, si ella no 
pudiera ser así interpretada y aplicada, por eso sólo sería nula e irrita 
o de ningún valor, y dejaría de ser tal ley. “Omnis lex humanitus posi- 
ta in tantum habet de ratione legis in quantum a lege naturae deriva- 


tur. Si vero in aliquo a lege naturali discordet, iam non erit lex, sed 
legis corruptio””. 


Mas sin mengua de la vigencia intrínseca y necesaria que por 
ismo tiene el derecho divino, natural y positivo, y sobreañadida 


ui 
26 


5 -Garus, (D. I, 1, 9). 


F. X. Wernz-P. VipaL, lus mairimoniale (Romae 1998), n. 531, nota 26, p. 626. 
Santo Tomás, 1.* 2.8, q. 95, art. 2. 
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a la misma, puede adquirir también la positividad o vigencia que es 
propia del derecho positivo humano, mediante la proposición y sanción 
que de aquél hagan la Iglesia o el Estado en los ordenamientos canóni- 
co y civil respectivamente. Este doblar, por así decirlo, con la lev ca- 
nónica o civil el derecho divino, natural y positivo, si propiamente 
no le otorga una vigencia que tiene ya por sí mismo, pero sí convierte 
las normas de aquél, que fueren expresamente ratificadas, en derecho 
positivo canónico o civil, y como tal derecho las hace exigibles v coer- 
cibles dentro del ordenamiento jurídico positivo y por los medios pro- 
pios del mismo. 

Sin embargo semejante protección positiva del derecho divino con- 
virtiéndolo en derecho positivo humano, canónico o civil, no debe ni 
puede ser extendida a todo el derecho divino, porque incapaz el dere- 
cho como tal de conferir fuerzas al hombre, a diferencia de lo que hace 
la gracia, para el cumplimiento de la ley, es evidente que no puede 
ser misión de la ley humana —y todavía puede serlo en menor grado 
de la ley civil que de Ja norma canónica—, impedir y reprimir todos 
los vicios, sino solamente aquéllos más graves “a quibus possibile est 
maiorem partem multitudinis abstinere, et praecipue quae sunt in no- 
cumentum aliorum, sine quorum prohibitione societas humana conser- 
vari non posset”. 

Finalmente, anadiremos aquí para completar el esbozo de relacio- 
nes entre órdenes y ordenamientos jurídicos, que la limitación que a 
la potestad de la Iglesia y del Estado impone la absoluta trascendencia 
del derecho divino, natural y positivo, no disminuye ni contradice en 
nada a la legítima soberanía de los ordenamientos canónico y civil res- 
pectivamente, porque tal como actualmente se entiende, la soberanía 
no excluye cualquier limitación sino solamente la limitación que proce- 
de ab extra, de otra formación histórica concreta —sociedad o grupo 
social organizadó—, y como tal constituído en ordenamiento jurídico, 
que es precisamente lo que no constituyen el derecho natural ni el di- 
vino positivo. 


2) Ordenamientos jurídicos diversos 


8. Si de los órdenes jurídicos pasamos ahora a las relaciones entre 
los ordenamientos jurídicos en el sentido propio de formaciones histó- 
ricas concretas, la independencia o soberanía recíproca ha sido v con- 
tinúa siendo actualmente la cuestión primera y más importante que se 
presenta a la hora de determinar esas relaciones. 

La Iglesia, fiel como no podía menos al principio evangélico que 
manda “dar al César lo que es del César y a Dios lo que es de Dios”, ha 


9 Ibidem, q. 96, art. 2, in corp; Suárez, De legibus, l|. 3, c. 12, m. 12; Cfr. A Van Hove, 
Prolegomena, p. 48, p. 51-52; n.° 54, p. 59-61. 
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ensefiado y defendido siempre desde sus primeros pasos la indepen- 
dencia de la potestad eclesiástica frente al poder civil; pero al mismo 
tiempo ha defendido igualmente la independencia propia de la potes- 
tad civil. Y la doctrina jurídica. actual admite hoy pacíficamente que 
la Iglesia y el Estado constituyen ordenamientos jurídicos recíproca- 
mente independientes y soberanos cada uno en su orden". 


9. Segün autorizadamente ha dicho Pío XII" tratando de propó- 
sito el tema de las relaciones entre la Iglesia y el Estado como ordena- 
mientos jurídico-positivos, fue León XIII quien acertó a encerrar la 
naturaleza propia de esas relaciones, por así decirlo, en una fórmula 
que al cabo de tres cuartos de siglo conserva intacta su lozanía, procla- 
mando la soberanía de ambos poderes en los siguientes términos: 

“Dios ha repartido, por tanto, el gobierno del género humano en- 
tre dos poderes: el poder eclesiástico y el poder civil. El poder ecle- 
siástico, puesto al frente de los intereses divinos. El poder civil, en- 
cargado de los intereses humanos. Ambas potestades son soberanas 
en su género. Cada una queda circunscrita dentro de ciertos 
límites, definidos por su propia. naturaleza y por su fin próximo. De 
donde resulta una como esfera determinada, dentro de la cual cada po- 
der ejercita ture proprio su actividad". 

Segün la ensefianza de León XIII, la existencia de dos potestades 
v, por ende dos sociedades soberanas, lleva consigo necesariamente la 
existencia de dos esferas de competencia exclusivas. Mas, como se echa 
de ver, la dificultad radica precisamente en especificar positiva y con- 
cretamente la esfera respectiva de atribuciones de cada potestad, deter- 
minando el criterio o criterios objetivos universalmente válidos para 
establecer, no simplemente en abstracto sino concretamente, qué mate- 


rias y cuáles acciones Pertenecen distintamente a un orden o esfera y 
cuáles a otra. : 


10. Una vez sentado que la TEA y el Estado son ordenamientos 
jurídicos recíprocamente soberanos, es principio indiscutible que ningu- 
no de ellos puede abrigar legítimamente la pretensión directa de alcan- 
zar al otro, ejerciendo su potestad sobre los súbditos del otro en cuan- 
to tales, o de penetrar iure propio en el ámbito o esfera del otro, pues 
cualquiera de esas pretensiones equivaldría a salir de su propia EGE 
e invadir la esfera propia del otro. 


Mas respetando ese límite: 1.” Cada ordenamiento soberano es de 


10 S. LENER, L'ordine dello Stato e l'ovdine della Chiesa. Y. Dal Vangelo all’art. 7 della Cos- 
tituzione italiana, en “La Civiltá Cattolica" (1958), V. III, p. 234-249. 

1 Pio XII, Discurso al X Congreso internacional de Ciencias Históricas, cl 6-9-1955, en 
"Ecclesia" (1955) II, p. 313-317. 

7 "Immortale Dei”, texto bilingüe en “Doctrina Pontificia”, 


v. IL, Documentos políticos, 
por J. L. Gutiérrez García (B. A. C.) Madrid 1958, pp. 197-198. ind 
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hecho competente para determinar su propia competencia dentro de su 
esfera y no fuera de ella. De esta manera la Iglesia es competente para. 
determinar ella misma quae sunt Dei, o sea su propia organización, 
sujetos, estructuras, fines concretos o institucionales, normas, etc. ; y 
el Estado lo es asimismo para determinar igualmente en su esfera quae 
sunt Caesaris. 


2.” Siendo ambas sociedades, aunque soberanas, limitadas por el 
fin distinto y por la naturaleza asimismo distinta de cada una de ellas, 
la distinción y la limitación tanto del fin como de la naturaleza, impo- 
nen no solamente la limitación de los medios, de los intereses subjetivos 
y de sus fines institucionales concretos, sino la distinción de éstos, 
según el orden de su efectiva proporción o de la real y objetiva aptitud 
de las cosas y de las acciones humanas concretas para la obtención del 
fin propio y exclusivo de cada sociedad. 

Esto no obstante, viene a decir Pío XII en el discurso mencionado, 
sería excesivo pretender o siquiera pensar que la enseñanza de la Igle- 
sia o la doctrina jurídica hayan sido formuladas siempre en los mismos 
términos de hoy, o que la doctrina católica y la jurisprudencia laica se 
hayan expresado siempre en términos plenamente coincidentes ni si- 
quiera en nuestro tiempo”. 

Por eso, junto al pasaje verdaderamente clásico de León XITI, al 
que el progreso innegable de la jurisprudencia, lejos de restarle un ápi- 
ce de su valor, lo que ha hecho ha sido abrillantar su lucidez y clarivi- 
dencia, nos parece oportuno traer aquí una página actual donde a la 
vez que se recoge el desarrollo de la doctrina general del derecho y de 
la moderna teoría institucional de los ordenamientos jurídicos, estima- 
mos que se contiene la aplicación más exacta de la doctrina pontificia 
en conformidad con el grado de desarrollo que la Iglesia y el Estado 
han alcanzado en nuestro tiempo. 


11. “Puesto que tanto la Iglesia como los Estados dependen del 
derecho divino —la primera como institución directa o positiva, y los 
segundos por la ley natural diversamente determinada por los hechos 
históricos, que conducen en concreto a la afirmación de las diversas 
soberanías y, por tanto, a la formación, a la transformación y a la su- 
cesión de diversos Estados—, y puesto que todas las cosas que derivan 
de Dios están en sí mismas ordenadas y lo están asimismo unas con 
otras (non est enim potestas nisi a Deo; quae autem sunt, a Deo ordi- 
nata sunt: Roman. 13, 1), la doctrina católica afirma: 


1) que la conexión (o posición recíproca) de ambas instituciones 
no puede ser sino la que se establece entre dos sociedades perfectas o 
soberanas ; 


1 Discurso cit. en nota 11. 
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2) que en consecuencia ninguna de las dos instituciones soberanas 
puede estar directamente subordinada a la otra en la determinación 
de la propia competencia interna ; 


3) que la coordinación entre ambas instituciones en el plano diná- 
mico se actúa normalmente respetando el principio de la distinción v 
separación formal de las respectivas esferas de competencia soberana ;- 


4) que tal principio constituye asimismo el criterio para resolver 
jurídicamente los eventuales conflictos que de hecho pueden surgir; 


5) que siendo en el ordenamiento sobrenatural de la humanidad, 
del cual también los Estados forman parte, el fin sobrenatural de la 
Iglesia en cuanto espiritual, universal y absoluto o no condicionado 
históricamente, superior al fin meramente natural del Estado en gene- 
ral, v a los fines históricamente condicionados y, por tanto, particula- 
res, mudables y relativos, de los Estados en particular, las determina- 
ciones que de su propia competencia haga la Tglesia en orden al expre- 
sado fin sobrenatural, deben ser respetadas por los Estados en virtud 
de una subordinación indirecta, aun en el caso mismo de que tal c: 


terminación incida en la esfera de competencia propia de los Estados 
Hin 
mismos 


3) Concurrencia jerárquica en el matrimonio 


“on esto pasamos ya a hacer aplicación al matrimonio de lo que de- 
jamos dicho acerca de las relaciones entre órdenes y ordenamientos ju- 
. rídicos respectivamente. 

Corresponde en primer término al derecho divino, natural y positi- 
vo, en cuanto órdenes jurídicos objetivamente válidos, constituir y re- 
gular la institución del matrimonio en sus elementos esenciales. “Quede 
asentado en primer lugar, escribe Pío XI, como fundamento firme e 
inviolable, que el matrimonio no fue instituído ni restaurado por obra 
de los hombres, sino por obra divina; que no fue protegido, confirma- 
do ni elevado con leyes humanas, sino con leyes del mismo Dios, au- 
tor de la naturaleza, y de su restaurador, Cristo Señor Nuestro y ane. 
vor lo tanto, sus leyes no pueden estar sujetas al arbitrio de ning” 
hombre, ni siquiera al acuerdo contrario de los mismos cónyuges"". 

Y ambos órdenes de consuno, como procedentes del mismo autor. 
Dios, trazan preceptiva e imperativamente el objeto, el fin primario v 
secundario del.matrimonio, sus propiedades esenciales: la unidad e 
indisolubilidad, o sea lo que se denominan también sus bienes: la pro- 
le, la fidelidad, el sacramento; en una palabra, la lev constitutiva y 


^ S, LrNrzR, Ob. cit. nota 10, pp. 248-249. 


15 Encíc. “Casti connubii", en “Colección de Encíclicas y Cartas pontificias" (Madrid 1942), 
n. 4, pp. 694-695. 
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reguladora de esta institución fundamental para la vida natural y para 
el orden sobrenatural. 

"Hállase constituído el sagrado consorcio del legítimo matrimonio 
por la voluntad divina a la vez que por la humana; de Dios es la ins- 
titución, los fines, las leyes, los bienes del matrimonio; de los hombres, 
en cuanto que hacen una generosa entrega de su propia persona y para 
toda la vida a otra persona, es por donación y cooperación de Dios, 
todo matrimonio particular, con los deberes y beneficios por el Sefior 
establecidos... Todo matrimonio, en cuanto que es unión conyugal en- 
tre un determinado hombre y una determinada mujer, no se realiza 
sin el libre consentimiento de ambos esposos, y este acto de la volun- 
tad... es tan necesario para la constitución del verdadero matrimonio, 
que ninguna potestad humana lo puede suplir. Es cierto que esta li- 
bertad no da más atribuciones a los cónyuges que las de determinarse 
o no a contraer matrimonio y a contraerlo precisamente con tal o cual 
persona; pero está totalmente fuera de los límites de la libertad del 
hombre la naturaleza del matrimonio; de tal suerte que si alguien ha 
contraído va matrimonio se halla sujeto a sus leves y propiedades esen- 
ciales””*. 


13. En segundo lugar, del derecho divino positivo, como libre de- 
terminación de Dios, procede la elevación del matrimonio al orden so- 
brenatural, haciendo del mismo contrato o consentimiento matrimo- 
nial entre bautizados uno de los sacramentos, y asumiendo la unión o 
vínculo conyugal, no a mero símbolo sino a signo vivo y eficaz del 
vínculo del Verbo con la naturaleza humana y de la unión de Cristo 
con la Iglesia y, como tal signo vivo y eficaz, verdaderamente produc- 
tivo v causativo de gracia para los esposos. 

Y no sólo eso, sino que Dios mismo que estableció el sacramento 
del matrimonio, al igual que hizo con los otros.sacramentos, entregó 
y confió a la Iglesia la administración y regulación jurídica del mismo. 
“Por tanto, reza el canon 1012 entre bautizados no puede haber con- 
trato matrimonial válido que por el mismo hecho no sea sacramento”. 

Pertenece, según eso, a la Iglesia como sociedad jurídicamente per- 
fecta del orden sobrenatural, ejercer respecto del matrimonio las potes- 
tades de magisterio, de santificación y de jurisdicción, lo mismo que 
sobre los otros sacramentos. Más aún, la potestad de jurisdicción de 
la Iglesia respecto del matrimonio adquiere un despliegue o desarrollo 
enteramente singular y excepcional, en comparación con los otros sa- 
cramentos, y esto precisamente a causa de su naturaleza contractual 
o consensual, desarrollo que no encuentra semejante si no es en parte 
en el sacramento de la penitencia, que por haber sido establecido en 
forma de juicio, se halla asimismo sometido en amplia medida a la po- 


18 Ibidem, n. 7, p. 696; n. 5, p. 695. 
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testad de jurisdicción de la Iglesia, en cuanto ésta incide directamen- 
te en uno y otro sacramento sobre dos acciones humanas, mejor dicho, 
sobre dos actos jurídicos propiamente tales, como son el consentimien- 
to matrimonial y la confesión contrita o dolorosa, constituyendo ésta 
la materia y aquél la materia y la forma del sacramento. - 


14. Finalmente, siendo el matrimonio, no sólo en el orden natural 
sino también en la actual ordenación sobrenatural y sacramental, ins- 
titución primordial del orden social, tanto que de su recta constitución 
y de su normal desenvolvimiento depende la digna conservación y pro- 
pagación del género humano y hasta la subsistencia misma de la socie- 
dad, cualquiera comprende que la sociedad civil constituída en ordena- 
miento jurídico no puede en modo alguno desentenderse ni permanecer 
indiferente ante la regulación jurídica del matrimonio. 

En efecto, escribe León XIII, "no ignora la Iglesia, ni niega que, 
dirigiéndose el sacramento del matrimonio a la conservación e incre 
mento de la sociedad humana, tenga conexión y parentesco con las 
mismas cosas humanas que se siguen al matrimonio, pero que versan 
sobre cosas de derecho civil, de las cuales cosas razonablemente cono- 
cen y decretan los que presiden la república””. 

Y algunos años después, en la Carta Encíclica "Novae condendac 
legis", insistía el mismo Pontífice: "No es inoportuno declarar una vez 
más que el poder civil puede establecer los efectos civiles del matrimo- 
nio, pero que debe dejar a la Iglesia lo que toca al matrimonio (de los 
cristianos) en sí mismo; que admita el hecho del verdadero y legítimo 
matrimonio tal como ha sido instituído por Jesucristo y practicado por 
la Iglesia, y después que tome las medidas que concedan o que nieguen 
los efectos consiguientes en la comunidad civil". Doctrina que el ca- 
non 1016 formula concisamente así: “El matrimonio de los bautizados 
se rige no sólo por el derecho divino, sino también por el canónico, sin 
perjuicio de la competencia de la potestad civil sobre los efectos mera- 
mente civiles del mismo matrimonio". | 


4) Determinación de los efectos meramente civiles 


Henos pues de lleno ante el problema de la determinación de los 
efectos. meramente civiles. 


15. Según advierte T. G. BARBERENA”, la doctrina canónica distin- 
gue entre efectos separables e inseparables del matrimonio, conside- 
rando los primeros como una prolongación natural y necesaria del ma- 


Y Encíc. "Arcanum divinae sapientiae", en “Col. de Encíc.", n. 24, p. 577. 

8 Carta Encíc. de 8-2-1893. "Novae condendae legis", en Col. de Encíc. n. 9, p. 584. Texto 
original italiano en C. i. c. Fontes, v. III, n. 617, 2, p. 393. 

1 T., G. BARBERENA, Matrimonios mixtos, en “Anuario de Derecho Civil" (Madrid 1954), 
pp. 4-5 
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trimonio mismo, por lo cual el legislador no puede desconocerlos ni 
negarlos al matrimonio canónicamente constituído. Tales son los de- 
rechos recíprocos de los cónyuges y sus deberes, la legitimidad de los 
hijos, los derechos esenciales de la patria potestad y las obligaciones 
fundamentales de los hijos para con los padres. Los efectos separables, 
por el contrario, son de naturaleza patrimonial, aunque no todos los 
efectos patrimoniales pertenezcan sin más discriminación a la catego- 
ría de efectos separables. Los denominados por la doctrina canónica 
efectos separables vienen a coincidir con los efectos meramente civiles 
del canon 1016. 

Pero, como observa certeramente el mismo G. BARBERENA, "no es 
fácil determinar prácticamente los efectos meramente civiles sobre una 
base tan movediza como su separabilidad o inseparabilidad del matri- 
monio del que derivan", pues "en realidad, no hay efecto que no sea 
separable, lo mismo en el orden lógico que en el legal”... “Prácticamen- 
te la Iglesia ha determinado el ámbito de su competencia en su cuerpo 
de leyes, por lo cual, en el orden concreto, diríamos que son efectos 
meramente civiles aquellos que no existiendo en cl Codex, consten en 


»»20 


la legislación civil, supuesta la licitud y honestidad de esos efectos". 


16. Ninguna duda sobre la certeza y la seguridad, tanto jurídica 
como teológica, que semejante criterio práctico ofrece, especialmente 
en materia matrimonial y, en términos generales, en materia discipli- 
nar si se limita su aplicación a la legislación universal de la Iglesia y 
no se extiende al simple derecho particular. Mas el simple jurista, una 
vez desechado por inconcluyente el criterio de la separabilidad-insepa- 
rabilidad de los efectos, tratará de indagar la razón intrínseca del otro 
criterio, o sea por qué motivo el Codex dispone de esto y no dispone 
de aquello otro, y por qué no ha dispuesto en todos los tiempos de las 
cosas exactamente en la misma medida. Y cualquiera advierte que ei 
peligro de extravío aumenta para él si se ve obligado a marchar solo 
porque los canonistas no se hayan sentido incitados por la empresa o 
han rehuído explorar la ruta. 

Nos damos cuenta de la dificultad que presenta la tentativa, pero 
creemos que en la distinción rigurosa, tal como la hemos intentado an- 
teriormente, de los órdenes y los ordenamientos jurídicos que concurren 
en la constitución y regulación jurídica del matrimonio y en la distinción 
igualmente cuidadosa de las respectivas esferas de competencia entre 
los ordenamientos canónico y civil, se contiene el instrumento que 
rectamente aplicado nos permitirá alcanzar resultados aceptables en 
orden a descubrir primero el nexo que vincula los efectos al orden res- 


2 Ibidem, nota 4, p. 5. El mismo criterio práctico adopta Mons. L. MIGUELEZ, Las causas 
matrimoniales de separación, en "Revista espafiola de Derecho canónico", t. 9 (1954), pp. SSI- 


332; 843-846. 
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pectivo, y a determinar luego cuáles efectos en concreto corresponden 
a un orden y cuáles a otro. En otros términos, que se trata de determi- 
nar las relaciones jurídicas concretas, que dimanan de cada uno de 
los órdenes jurídicos, con la atribución de sus respectivos efectos jurí- 
dicos a cada uno de ellos, segün la real y efectiva dependencia de ca- 
da uno de los órdenes dichos. 

El criterio distintivo para la atribución y la subsiguiente determina- 
ción de los efectos en naturales, canónicos y civiles radica, segün cree- 
mos, en la respectiva validez o invalidez, eficacia o ineficacia de las 
disposiciones que los regulan para alcanzar o producir los efectos en 
cuestión. De manera que sus reglas objetivas podrían enunciarse esca- 
lonadamente así: 


17. 1.* Corresponde a un ordenamiento jurídico positivo determi- 
nado el poder de ordenar válida y eficazmente todos y solos los efec- 
ios jurídicos que por entrar dentro de su esfera dependen directa e in- 
mediatamente del mismo ordenamiento jurídico. Segün eso, resulta 
igualmente correcto partiendo de la observación directa de su real de- 
pendencia de un ordenamiento jurídico dado, deducir la producción 
de efectos jurídicos en el mismo orden, o viceversa, partiendo de la 
observación directa de la producción en concreto de efectos jurídicos 
en un ordenamiento dado, deducir su dependencia del mismo ordena- 
miento: 

Aplicando esta regla tenemos: 


A) Las disposiciones civiles que intentaran alcanzar o afectar en 
sí mismas la validez o la licitud objetivas del matrimonio cristiano, o 
la constitución objetiva de impedimentos dirimentes o impedientes, o 
la determinación de la forma solemne del matrimonio cristiano, serían 
absolutamente inválidas e ineficaces, mejor, jurídicamente inexistentes, 
en cuanto que el matrimonio cristiano ez sí y objetivamente será váli- 
do o inválido, lícito o ilícito, y la forma solemne será una u otra, o no 
‘sera ninguna determinada, por virtud y gracia del derecho natural, 
del derecho divino positivo y del ordenamiento canónico, únicos 
competentes en la constitución y regulación del matrimonio cristiano 
como tal. e 

Por tanto una ley civil que apunte a condicionar objetivamente la 
validez-invalidez, licitud-ilicitud de un matrimonio que por derecho 
natural, por derecho divino positivo y por derecho canónico es válido 
y lícito, resulta plenamente incapaz de dar en la diana, en cuanto apun- 
ta a unos objetivos que, por caer fuera de su orden o esfera, son inal- 
canzables o inasequibles, como efectos que son de un orden distinto 
e independiente (derecho natural, divino positivo, canónico)”. 


7? Téngase en cuenta lo que acerca de la relación entre derecho natural y derecho positivo 
humano advierte Santo Tomás: "Sciendum quod a lege naturali dupliciter potest aliquid de- 
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B) Digase lo mismo de las relaciones jurídicas concretas que se de- 
nominan con el nombre de derechos y deberes recíprocos de los cón- 
yuges; la fidelidad, el derecho y el deber de cohabitar, la legitimidad 
de los hijos, los derechos esenciales de la patria potestad y los deberes 
fundamentales de los hijos para con los padres. En cuanto se trata de 
relaciones jurídicas que se derivan naturalmente del mismo vinculo ma- 
trimontal objetivamente válido (ora sea con necesidad absoluta, ora 
solamente con necesidad relativa, hipotética o condicionada), o del sim- 
ple hecho de la paternidad y de la filiación, la ley civil carece de efica- 
cia asimismo para tocarlas o alcanzarlas en sí mismas. 

Nos vamos acercando ya a los confines de los ordenamientos, por 
lo que corremos el riesgo de caer en confusión si no extremamos las 
precauciones. Para huir de la imprecisión y evitar la fluidez sobre la 
línea misma de los confines, fijaremos la cuestión en una pregunta. 
;Tiene alguna eficacia y cuál eficacia alcanza la ley civil que, desco- 


nociendo el matrimonio canónico, solamente admite el matrimonio ci- 
vil? 


C) Segün hemos dicho anteriormente la ley civil no alcanza a to- 
car la validez ni la licitud del matrimonio canónico, porque éste como 
tal realidad jurídica procede y emana de órdenes distintos e indepen- 
dientes del ordenamiento civil, o sea del ordenamiento canónico v del 
derecho divino. 

Pero la ley civil sí que tiene eficacia para impedir, si se lo propone, 
que ese matrimonio canónico sea considerado dentro del ordenamiento 
civil como tal matrimonio, o como comunmente se dice, para impedir 
que produzca efectos civiles. Adviértase que hablamos de eficacia ine- 
ficacia, de potestad o de poder y no absolutamente de derecho; efica- 
cia o potestad, decimos, para impedir de hecho que el matrimonio ca- 
nónico obtenga efectos civiles; si iure vel iniuria eso es otro cantar. 
Como el duefio de una casa tiene el poder o potestad de impedir ce- 
rrando a cal y canto los huecos, no que sea de día y que el sol brille 
fuera, pero sí que penetre la luz en la casa y la ilumine por dentro. 

A primera vista parece haber aquí una contradicción, afirmando 


rivari: uno modo sicut conclusiones ex principiis, alio modo sicut determinationes quaedam 
aliquorum communium... Derivantur ergo quaedam a principiis communibus legis naturae per 
modum conclusionum, sicut hoc quod est non esse occidendum ut conclusio quaedam derivan 
potest ab co quod est nulli esse faciendum malum; quaedam vero per modum determinationis, 
"sicü$ lex naturae habet, quod ille qui peccat puniatur, sed quod tali poena vel tali puniatur, 
hoc est quaedam determinatio legis naturae" (1.9 2.3, q. 95, art. 2). Según eso, muchas relacio- 
nes jurídicas y, sin duda, las más importantes que constituyen el matrimonio se hallan perfec- 
tamente determinadas por el derecho natural (objeto, fin, propiedades, bienes y ley del matri- 
monio); pero hay algunas relaciones jurídicas que vienen establecidas por el derecho natural 
solamente in communi o en general, dejando su última especificación al derecho positivo, como 
es, v. gr., la última determinación de la habilidad o capacidad de los contrayentes, la forma 
jurídica del matrimonio, que el derecho natural la deja a la determinación de la ee 
social que sea respectivamente competente; en el matrimonio cristiano al ordenamiento canó- 
nico, y en el de los no bautizados al ordenamiento civil. 


10 
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un poder o potestad que sería a un tiempo jurídico y antijuridico ; jurí- 
dico en cuanto eficaz para producir unos efectos jurídicos concretos, y 
antijurídico en cuanto enormemente injusto y lesivo del derecho divi- 
no, natural y positivo. No es difícil sin embargo deshacer el equívoco ; 
pero ello requiere poner a punto la distinción entre los conceptos ínti- 
mamente relacionados, si bien diversos entre sí, de potestad, de com- 
petencia y de derecho. 


18. Aunque en rigor debiéramos distinguir entre potestad y jurisdicción, pa- 
ra nuestro intento actual podemos tomar como sinónimos los términos de potes- 
tad y jurisdicción. 

Los canonistas, de acuerdo con la significación antigua, definen la potestad de 
jurisdicción en sentido amplio como "potestas publica circa aliorum regimen et 
gubernationem". Y potestas publica aquí significa tanto como “ius o facultas prae- 
cipiendi et inhibendi, ius obiectivum constituendi"?. También el Codex toma el 
término jurisdicción en este sentido de potestad publica en general, o sea como la 
potestad de régimen o de jurisdicción, en contraposición a la jurisdicción en senti- 
do técnico o restringido, que significa únicamente la potestad judicial (can. 196 y 
2019692): 

Competencia en su acepción generalísima equivale a poder o potestad de juris- 
dicción contenida dentro de ciertos límites; circunscrito al orden judicial el término 
competencia significa la parte o porción de jurisdicción asignada a un juez o tribu- 
nal. En sentido objetivo, por tanto, competencia significa la esfera de actividad de 
cada tribunal o, en general, de cada órgano de poder (juez, ministro, legislador). 

Competencia y jurisdicción, pues, se diferencian como la parte y el todo; cada 
órgano concreto de poder (tribunal, autoridad, legislador) participa en una propor- 
ción mayor o menor, pero siempre concreta y limitada, de la potestad de jurisdic- 
ción, y no ejerce la totalidad de la jurisdicción, ni siquiera en un orden o clase 
- de funciones®. 

Y es precisamente esta limitación de la potestad, aun dentro de un mismo or- 
den o clase de poder, lo que da origen a la noción y división de la incompetencia 
en absoluta y relativa, caracterizandose la incompetencia absoluta por la invalidez 
y la ineficacia jurídicas de sus actuaciones, en tanto que la incompetencia relativa 
no excluye en absoluto la validez y eficacia, por lo menos condicionada, de sus 
actuaciones. Así la sentencia dictada por tribunal absolutamente incompetente es 
plenamente inválida-y totalmente ineficaz, en tanto que la pronunciada por tribu- 
nal relativamente incompetente es válida y eficaz, absoluta o condicionadamente%. 


19. Ni hay tampoco, segün creemos, instituto más apto que la sentencia para 
descubrir la distinción entre potestad o competencia de un lado y simple derecho 
de otro. Todos sabemos que pueden existir y que de hecho existen sentencias, y 
lo mismo cabe decir en general de actos de gobierno e incluso de leyes, que no obs- 
tante ser verdaderas sentencias válidas y eficaces, pueden ser justas o no serlo; 


2 F, Roserti, De Processibus, v. I. (Romae 1941), n. 45, p. 123. 1 

28 Ibidem, n. 60, I, pp. 171-172.—Dejamos expresamente a salvo la totalidad o universalidad 
que dentro del ordenamiento jurídico canónico corresponde a la plenitud del Primado del. Ro- 
mano Pontífice. : 

23 Ibidem, n. 60, III, p. 174; n. 149, p. 436. 
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tanto que el instituto jurídico de la apelación está basado no tanto sobre la simple 
posibilidad cuanto sobre la presunción abstracta o en general, claro es, de que exis- 
ten sentencias válidas y a la vez no ajustadas a derecho. Así de dos pronuncia- 
mientos simples y contradictorios dados en grado diverso, uno de ellos necesaria- 
mente no puede ser conforme a derecho. La validez o invalidez de la sentencia se 
refiere a la legitimidad del pronunciamiento —legitima definitio causae—, en tanto 
que su justicia o injusticia objetiva, se refiere al mérito de la causa, es decir al 
in inre y al in facto de la sentencia. 

Segün esto no existe verdadera contradicción entre la simple injusticia como 
“laesio vel violatio iuris" de un lado, y la competencia de otro, en el sentido de po- 
testad competente, o sea de facultad o derecho “praecipiendi, et inhibendi, ius 
obiectivum constituendi". Y no existe tal contradicción porque la afirmación y la 
negación o violación del derecho no versan sobre la misma cosa, no son secundum 
idem sed secundum diversa. Efectivamente, mientras la potestad o competencia 
significa conformidad del órgano con los límites objetivos que determinan la esfera 
dentro de la cual aquella se ejerce, en cambio la justicia o injusticia califican el 
acto de gobierno, la sentencia o la ley misma, no solamente por su adecuación a 
las reglas jurídicas que determinen la competencia limitándola, sino por la obser- 
. vancia completa del conjunto de reglas que en un determinado ordenamiento nor- 
man una relación jurídica y por su recta aplicación a una particular species facti, 
a un sujeto determinado y a unas circunstancias concretas. 


20. Y si de la potestad püblica y, como tal, siempre más o menos política, 
volvemos la atención a la potestad privada —donde la patria potestad y la potestad 
familiar representan ciertamente el caso típico, pero no el tinico ni mucho menos—, 
encontramos siempre como nota esencial, un espacio libre, un margen de holgura 
entre la competencia como ámbito que circunscribe los límites en los que se con- 
tiene la potestad, y que vienen a ser como la pieza externa, y otra pieza interior, 
albergada y contenida dentro de la primera, que está representada aquí por el fin 
o interés al cual se ordena la potestad, y que es el bien común o la idea a realizar ; 
pero entre ambas piezas debe quedar siempre un espacio libre esencial, el cual está 
constituído por la libertad como facultad activa de determinación e imposición de 
. conducta, que viene a ser como el aceite sobre la superficie de roce de ambas piezas, 
el cual admite o tolera arenas e impurezas en proporción variable, impurezas que 
aquí estarían representadas por las dosis de abuso o de injusticia que lleva siempre 
consigo el ejercicio de toda potestad por los hombres y para el bien de los hombres, 
sean éstos sübditos, familia, etc. Tal por ejemplo, el ejercicio de la patria potestad, 
que en cuanto institución fundamentalmente natural representa las máximas posi- 
bilidades de abuso junto a las máximas dificultades de control jurídico, ya que si 
el juez tuviera que remplazar al padre y la ley hubiera de llenar la función que lo 
naturaleza confió al ámor, sería peor el remedio que la enfermedad”. 


% La técnica jurídica expresa ese diverso grado de libertad en las mismas nociones de 
derecho subjetivo y de potestad. Así, miontras el derecho subjetivo consiste en el poder (ius 
o facultas) de imponer o de exigir de otro un concreto comportamiento positivo o negativo para 
la satisfacción de un interés propio; la potestad en cambio consiste en el poder de imperar o 
mandar para la actuación de un interés de otro. Por eso el ordenamiento jurídico, acotando los 
Hmites extremos que a la potestas traza su propio fin —la obtención del interés de otro—, den- 
tro del campo acotado garantiza y asegura a la potestad una amplia libertad o “poder discre- 
cional”, según se dice. Cfr. P. Cirmorrx, Lesioni di Diritto canonico (Padova 1943), nn. 148-152; 
S. Romano, Principi di Diritto Costitusionale generale (Milano 1947), pp. 106-111. 
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21. Con los anteriores esclarecimientos estamos en condiciones de 
determinar los efectos que el ordenamiento civil tierié el poder o potes- 
tad de alcanzar válida y lícitamente y cuáles otros $ólo puede obtener 
válida pero no lícitamente. 


2.° En la regulación dé jos efectos jürídicos. dependientes de un or- 
denamiento dado, tiene éste él deber de cóntenerse dentro de. los límites 
de su potestad fuera de los cuales su actuación sería completamente 
inválida e ineficaz”. Segün eso, las expresiones "potestad de ordenar 
válida y eficazmente, .de producir efectos jurídicos" y las equivalentes 
de “validez-invalidez”, “eficacia-ineficacia” para producir unos efectos 
jurídicos dados, enuncian un orden de derecho y no simplemente una 
res facti, como sería la observancia de una norma, o su prevalencia 
de hecho sobre la norma spear de otro ordenamiento en contráste 
con el primero; ; 


Observancia-inobservancia, prevalencia-no prevalencia. en. su, “aspec- 
to jurídico son valorables, únicamente desde. dentro del ordenamiento 
mismo, y no sirven para expresar la relación: entre dos ordenamientos 
distintos. Así por ejemplo,.a los efectos de la validez o eficacia de una 
norma jurídica como tal, importa muy poco que la ley del matrimonio 
civil sea de hecho observada o no lo sea, prevaleciendo de hecho sobre 
la ley canónica de la forma jurídica del matrimonio, o que suceda lo 
contrario. En ambos casos tendremos como efectos jurídicos propios 
de la norma canónica, la nulidad objetiva del matrimonio civil con.las 
penas canónicas que se irrogaren. a. los contraventores de: la ley ecle- 
siástica y como efectos jurídicos dependientes de la ley civil, no la nu- 
lidad del matrimonio —efecto totalmente inasequible para la ley—, 
pero sí la “no obtención" o denegación de efectos civiles al matrimonio 
canónico, enormemente injusta es cierto, pero’ que ‘én tanto no sea re- 
vocada la ley habrá privado de efectos civiles a los matrimonios cele- 
brados sin observar las formalidades dél matrimonio civil; que fue lo 
que sucedió en Espana entre los afios 1870 a res 

22. 3.* Aun dentro de los límites de su competencia él ordenamien- 
to jurídico, aunque sea soberano, tiene. deber estricto de respetar en 
su regulación lo que sea derecho riguroso de otro, puesto que no. pue- 


de existir derecho.en «sentido estricto y propio qua no vaya acompania 
do del correlativo deber jurídico. 


Sin embargo la correlación entre derecho y deber obliga a referir o 
conducir el deber precisamente al mismo orden del. cual emana: el de- 


% Wernz-VIDAL, Tus matrimoniale, n. 48, nota 19, p. 63: Duplex'potestas suprema de iis- 
dem causis non solum in eodem foro est aperta absurditas, sed etiam in‘-diverse ford scilteet 
ecclesiastico et civili de eodem obiecto indiviso (contractu sacramentali) sub- eodem eser 
(validitatis vel liceitatis)”. fo A ` eR Det 
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recho —orden natural, divino positivo; ordenamiento jurídico comün, 
tercero o neutro—, todos los cuales como superiores son capaces de 
fundar y constituir verdaderos derechos y deberes en sentido propio 
y estricto.. cn 685 xdi j 

“Iura et obligationes legislatoris in hac re, escribe BENDER”, a pro- 
pósito de la ley estableciendo la forma civil del:matrimonio, dependent 
a iuribus Ecclesiae divinitus concessis. Nemini enim, ne quidem prin- 
cipi civili, sive sit catholicus sive non, licet unquam violare iura alterius 
personae, sive sit persona singula sive societas aut eius legitimus rec- 
tor... Obiective male agit legislator qui intendit lege civili de forma ma- 
trimonii ligare etiam baptizatos et qui consequenter denegat matrimo- 
nli efẹctus naturales et. civiles baptizatis valide iunctis sed neglecta for- 
ma civili.. Obiective male agit etiam legislator, qui statuendo solemnita- 
tes quae constituunt formam civilem matrimonii, intendit ut in hac 
forma etiam baptizati contrahere possint”. i 

Nosotros podemos y debemos concretar el verdadero valor y alcan- 
ce de los términos “non licet”, “obiective male agit”, según los casos. 
Sabemos que la pretensión de obligar a los bautizados a la forma civil 
del matrimonio y de negar validez al matrimonio canónico o de negar- 
le los efectos naturales o necesarios, además de ilícita e injusta, resul- 
ta jurídicamente ineficaz. Contrariamente, la pretensión legal de negar 
con carácter general o no reconocer efectos civiles al matrimonio canó- 
nico es injusta, por lo menos en su establecimiento, pero válida y efi- 
caz en el sentido de que los matrimonios canónicos no obtendrán de 
hecho-los efectos civiles si no van acompañados de las solemnidades 
civiles”, J 


23. Seguramente se nos dirá que una ley humana injusta —abso- 
lutamente o ex hipothesi—, deja por eso mismo de ser ley, puesto que 
no puede tener fuerza alguna de obligar; y nosotros mismos dijimos 
más arriba que ninguna potestad humana puede nunca pretender o te- 


MERE 

27 L. BrwprR, Matrimonium civile, en "Ephemerides iuris canonici", t. 6 (1950), pp. 49-50. 

?8 No es ésta ocasión de examinar si el establecimiento del matrimonio civil, incluso para 
los cristianos, es siempre ilícito e injusto o, si: no-obstante su plena y total ineficacia para 
producir el vínculo entre cristianos, en algün caso muy raro puede resultar no ilícito el esta- 
blecimiento del matrimonio civil; por ej. en Inglaterra, cuando para poner término a una si- 
tuación de más de 80 afios que solamente admitía el matrimonio religioso ante el ministro an- 
glicano, no reconociendo efectos civiles al matrimonio de los católicos, la ley de 1836 estableció 
que el matrimonio pudiera tener lugar indistintamente o ante el ministro anglicano, o ante el 
ministro'de un culto disidente (incluído entre otros el católico) y en presencia o con la asisten- 
cia de dos testigos y el oficial del registro civil, o finalmente, ante el oficial del registro única- 
mente. Cfr. WerNz-VIDAL, Ob. cit. n. 385, p. 683.—2Serfa absolutamente improbable aplicar 
a la lev de 1836, no una intención objetivamente denegatoria del vínculo y de los efectos na- 
turales ‘del mismo —intención que no se daba tampoco en la situación anterior a la ley—, sino 
simplemente la intención de condicionar la protección jurídico-positiva del vínculo naturalmente 
válido v eficaz, así como la vinculación de los efectos. civiles, al cumplimiento de unas solem- 
nidades en sí mismas carentes dé ‘eficacia jurídica —la asistencia del oficial del registro civil a 
la celebración del matrimonio—, pero que no envuelven ninguna ilicitud ? 
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ner fuerza o virtud de obligar a cosa que sea contra el derecho natural 
o el divino positivo?. La dificultad sin embargo es más aparente que 
real. 


Sabemos que las normas que integran el derecho natural y el dere- 
cho divino positivo, lo mismo que las normas jurídico-positivas, pue- 
den ser simplemente preceptivas, prohibitivas o permisivas, y pueden 
también ser irritantes e inhabilitantes. Tales son por ej. las que deter- 
minan los elementos esenciales de los actos o de las instituciones, v. gr. 
en el matrimonio las que se refieren a sus causas intrínsecas: materia 
y forma del contrato consensual, o a sus causas extrinsecas: eficiente, 
que no puede ser otra que la voluntad humana, y la causa final como 
finis operis o de la institución; las que especifican la capacidad o in- 
capacidad del sujeto en relación con los elementos esenciales y, final- 
mente, las constitutivas de potestad. Fuera de estos casos el derecho 
natural por sí solo no determina la invalidez o ineficacia de un acto 
jurídico, aun naturalmente ilícito, sino cuando el acto sea total v radi- 
calmente ilícito en cuanto a todos sus efectos. Mas si la ilicitud del acto 
no persevera en todos sus efectos, entonces el acto aun naturalmente 
ilícito, no es por eso solo naturalmente inválido e ineficaz". 

¿Qué decir según eso de la ley que, desconociendo el matrimonio 
canónico, sólo otorga efectos civiles al matrimonio civil? 


1.7 Que como tal ley, que intente obligar a los bautizados v consti- 
tuir para ellos el vínculo válido, no tiene ni puede tener ningún valor: 
es nula e irrita y no puede tampoco tener fuerza ninguna de obligar 
en conciencia, según hemos explicado anteriormente; 2.” que, si bien 
el establecimiento de la ley es ilícito e injusto, pero no lo es su cumpli- 
miento, o sea la observancia de las solemnidades civiles para obtener 
así efectos civiles para el matrimonio canónico, que sin eso no los ob- 
tendría. Más aün, el cumplimiento de esas formalidades puede ser nor- 
malmente obligatorio, no vi legis o por la ley misma, sino por disposi- 
ción legítima de la autoridad eclesiástica en confirmación de la misma 
ley natural, que obliga a evitar ciertos males graves y a procurar cier- 
tos bienes para uno mismo, para el cónyuge y para los hijos; 3.° no 
tratándose como no se trata aquí, de acción total y radicalmente ilícita 
que vicie todos sus efectos, como tal ley, aunque injusta en su estable- 
cimiento, mientras subsista como tal ley, es válida y eficaz en cuanto 
a otorgar o denegar los efectos civiles según se observen o no los reavi- 
sitos establecidos. 


Brevemente: que de la ilicitud e injusticia de una norma jurídico- 
positiva se puede arguir su invalidez e ineficacia para obligar formal- 


?) Supra, n. 16. 
? L. Roprieo, Tractatus de legibus, v. IY (Santander 1944), nn. 363-364, pp. 273-274. 
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mente al efecto ilícito e injusto; pero no se puede deducir sin más su 
total y absoluta invalidez con relación a todos sus efectos. 


Matrimonio canónico y matrimonio civil 


24. Resumiendo. Que a tenor del canon 1016 el matrimonio de los 
bautizados constituye por eso solo matrimonio canónico, incluso el ma- 
trimonio de bautizado con persona no bautizada, pues segün ensefia 
León XIII, "teniendo el matrimonio a Dios por autor, y habiendo sido 
desde el principio sombra y figura de la Encarnación del Verbo divino, 
por esto mismo tiene un carácter sagrado, no adventicio sino ingénito ; 
no recibido de los hombres sino impreso por la misma naturaleza”*. Y 
Pío XI, comentando por su parte las anteriores palabras, añade: “Es- 
ta naturaleza sagrada del matrimonio, tan estrechamente ligada con 
la religión y las cosas sagradas, se deriva del origen divino arriba con- 
memorado, de su fin que no es sino el de engendrar y educar hijos pa- 
ra Dios y unir con Dios a los cónyuges mediante un mutuo y cristiano 
amor y, finalmente, del mismo natural oficio del matrimonio estableci- 
do con providentísimo designio del Creador, a fin de que fuera algo 
así como el vehículo de la vida, por el aue los hombres cooperan en 
cierto modo con la divina omnipotencia”. 

Por consiguiente, “el matrimonio de los bautizados, establece el ca- 
non 1016, se rige por el derecho divino y también por el derecho canó- 
nico" ; o sea, que matrimonio canónico es todo aquél que se halla some- 
tido al derecho de la Iglesia católica en su constitución y validez y, en 
general, en su reglamentación jurídica”. 

Por el contrario, el matrimonio de los no bautizados es matrimonio 
civil en sentido propio y verdadero, y como tal matrimonio válido se 
rige por el derecho civil en su constitución y validez y en su reglamen- 
tación jurídica, con tal que la ley civil no esté en oposición con el de- 
recho divino, natural y positivo“. 


31 Colec. de Encíc., n. 11, p. 569. 

33 Col. de Encíc., n. 51, p. 720. 

33 WERNZ-ViDaL, lus matrimoniale, n. 45, p. 55: “Sola Ecclesia catholica habet iure pro 
prio et nativo a Christo Domino immediate, non conniventia principum saecularium accepto, 
potestatem legislativam ordinandi validam et licitam matrimonni christiani celebrationem sive 
legibus prohibentibus, quibus fideles per impedimenta dirimentia aut mere impedientia a ma- 
trimonio contrahendo ex iusta et proportionata causa arcentur, sive legibus positive praescri- 
bentibus rationabiles conditiones, v. gr. ritus, formam, solemnitates ad liceitatem vel etiam ad 
valorem matrimonii requisitas". Proinde (n. 59, p. 75) “principes civiles sive fideles sive infide- 
les nec dirimentia. nec prohibentia impedimenta, quae valori vel honestati matrimonii christia- 
norum obstant" ullo modo “iure proprio et nativo instituere possunt". N. 71, p. 86. “Legislator 
dici potest competens ad ferendas leges etiam irritantes de aliqua materia, si personae, quibus 
leges illae sunt imponendae, ipsi vere subiectae sint, et si materia, de qua est disponendum, 
ordinationis etiam per leges irritantes. sit capax et potestati legislatoris non subducta; etenim 
vera competentia consistit in potestate tum in personam tum in causam sive materiam". 

34 Ibidem, n. 67, p. 80: Principes civiles "vi potestatis Publicae etiam nunc pro suis subditis 
non baptizatis inter se matrimonium celebrantibus rationabilia et iuri divino conformia impe- 
dimenta dirimentia et prohibentia statuere valent". 
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Clasificación del así llamado “matrimonio civil" 


25. Mas no es en el sentido expresado como se entiende general- 
mente el término "matrimonio civil", sino que "matrimonio civil" en 
el lenguaje jurídico moderno, tomando su significación de la simple 
legalidad positiva, expresa indistintamente cualquier matrimonio y, 
por consiguiente también el de los bautizados, en cuanto la ley positi- 
va humana intenta someterlo a la legislación civil en su constitución 
v validez y, en general, en toda su reglamentación jurídica”. 

Así entendido el matrimonio civil, claro es que abarca y se extiende 
a la forma jurídica de su celebración; pero comprende mucho más aue 
eso, puesto que la ley civil pretende, según decimos, regular la misma 
constitución o validez del consentimiento y del vínculo matrimonial, 
ordenando junto a la forma la misma capacidad o habilidad de los con- 
trayentes y los elementos o constitutivos esenciales del consentimiento 
v de la institución matrimonial en sí misma”. 


Por ello es ya usual establecer la clasificación de las legislaciones 
matrimoniales civiles en vigor, segün que ellas acepten o declaren ser 
uno u otro el ordenamiento jurídico y la jurisdicción competente para 
la celebración formal del matrimonio v, en general para su regulación 
jurídica. La clasificación generalmente aceptada acostumbra a enun- 
clarse así: 


A) Matrimonio civil obligatorio o necesario, cuando, ignorando el 
matrimonio religioso en el sentido de no reconocer efecto jurídico algu- 
no a su celebración , la legislación civil solamente otorga efectos civiles 
a la unión matrimonial regulada por la misma ley, tanto en lo que to- 
ca a la capacidad de las partes como en lo relativo a las cualidades 
del consentimiento y a la forma de su celebración. 

Con bastante frecuencia la ley, que impone el matrimonio civil obli- 
gatorio, contiene además la prohibición de celebrar el matrimonio re- 
ligioso con anterioridad a la del matrimonio civil. 

Lo hacen así: Alemania, (ley matrimonial de 1875 y ley de 6-7- 
1938, vigente en la actualidad), Bélgica (art. 16 de la Constitución), 
Bulgaria (ley de 1945), Checoslovaquia (ley de 1949), Francia (1792), 
Holanda (Código civil de 1838), Hungría (leyes de 1894 y 1952), Polo- 


3» Ibidem, n. 583, p. 680: "Matrimonium civile iuxta modernam huius vocis significationem 
dicitur contractus maritalis etiam christianorum coram magistratu civili initus secundum solas 
leges civiles de consensu, forma, habilitate personarum latas". 

% Lo hacía así, entre otras legislaciones, la denominada ley provisional de 18-6-1870, que 
introdujo por primera vez en España el matrimonio civil, y cuyo artículo 2.9 decía: “El ma- 
trimonio que no se celebre con arreglo a las disposiciones de esta ley no producirá efectos 
civiles con respecto a las personas y bienes de los cónyuges y de sus descendientes". Véase en 
la nota 26 cómo expresa WERNZ la incompatibilidad de dos potestades soberanas concurrentes 
sobre la misma esencia o sustancia del matrimonio cristiano, es decir, sobre el consentimiento 
y el vínculo matrimonial. 
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nia (ley de 1945 reformada en 1950), Rumania (leyes de 1943 y 1953), 
em Nn de 1874 y Código Civil de 1907), Yugoslavia (leyes de 1946 
y 1948). 

No contienen prohibición alguna respecto del matrimonio religioso 
las legislaciones de: Albania (ley de 1948), Austria (que después de 
1945 derogó por inconstitucional la prohibición que se contiene en la 
ley alemana de 1938) y Turquía (ley de 1926). 


B) Matrimonio civil facultativo o electivo, cuando la ley deja a los 
contrayentes en plena libertad para escoger el matrimonio religioso o 
el civil con igualdad de efectos jurídicos. 

Adoptan esta actitud las legislaciones de: Dinamarca, Suecia, No- 
ruega (ley de 1918), Finlandia, Islandia, Estados Unidos de América 
(expresamente en 41 de los 49 Estados), Gran Bretafia y Escocia (ley 
de 1836 y Marriage Act de 1949), Irlanda, Italia, Portugal (desde ci 
Concordato de 1940), Repüblica de San Marino (ley de 1953). 

Los Concordatos de Lituania (1927), Italia (1929), Austria (1934), 
Portugal (1940), España (1953) y Santo Domingo (1954) reconocen ple- 
nos efectos civiles al matrimonio canónico; pero posteriormente a su 
estipulación alguno de esos Estados ha desaparecido como Estado in-, 
dependiente (Lituania) o ha cambiado su legislación matrimonial (Aus- 
tria: ley de 1938). 


C) Matrimonio civil subsidiario, cuando la legislación civil ase- 
gura la obligatoriedad del matrimonio religioso para los adeptos de la 
respectiva confesión, y sólo autoriza la forma civil: 

a) ampliamente o absolutamente subsidiario, si se permite a todos 
los que no pueden celebrar el matrimonio religioso, aun en el caso de 
que tal imposibilidad provenga de prohibición legal de la Iglesia o de 
la respectiva confesión ; 

b) relativamente subsidiario, si se permite únicamente a los que 
por no pertenecer a la Iglesia o confesión religiosa oficial o de Estado, 
no están obligados a la forma religiosa del matrimonio. 


C") Otros, en cambio, distinguen el matrimonio civil subsidiario en: 

a' ampliamente subsidiario o casi electivo, cuando la ley autoriza 
la celebración del matrimonio civil simplemente con que los contrayen- 
tes presten declaración, jurada o no, de no estar obligados a la forma 
religiosa del matrimonio; 

b') rigurosamente subsidiario, cuando para su permisión la ley 
civil exige a los contrayentes demostración o prueba de la cualidad en 
virtud de la cual no vienen civilmente obligados a la forma religiosa 
del matrimonio; 

c’) rigidamente subsidiario, si la ley solamente autoriza su cele- 
bración a los que demuestren que según el derecho de la propia confe- 
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sión religiosa no se hallan obligados a observar la forma jurídica reli- 
glosa. 
5D 


D) Hasta tiempos recientes se conservaba el matrimonio religioso 
civilmente obligatorio en: Bulgaria, Polonia, Yugoslavia, República 
de San Marino. Actualmente subsiste el matrimonio exclusivamente re- 
ligioso en: Grecia (Código civil de 1940) y en 3 Estados de los EE. UU. 
de América (Maine, Maryland y Virginia del Oeste). 

La legislación matrimonial española, según veremos, debe incluir- 
se en las de matrimonio civil rigurosamente subsidiario”. 


Il. EL ARTICULO 42 DEL CODIGO CIVIL DE 1888 


I. ANTECEDENTES 
A) La base 3. del Código Civil 


26. El antecedente directo e inmediato del art. 42 y con él tam- 
bién de los artículos 75 y 76 del Código civil, se contiene en la base 3.* 
de la ley de bases de 11 de mayo de 1888, que pasó literalmente a! 
articulado del Código. 

En efecto, segin dice MANRESA “la Comisión de Códigos, precisa- 
da a atemperarse a lo que se le daba como cimiento de su trabajo v 
conociendo lo delicadísimo y trascendental de esta materia, tan discu- 
tida entre la Iglesia y el Estado, al encontrarse con una fórmula con- 
venida huyó del riesgo de que, expresándola con diferentes palabras, 
buscase la crítica contradicciones entre lo otorgado y el artículo en que 
se traduce a la práctica; sujetándose a los términos de la base 3.* de 
la ley de 11 de mayo de 1888, de cuyo párrafo 1.° es copia literal el 
artículo 42", 

La base 3.* fue, como sabemos, fruto de un acuerdo entre la S. Se- 
de y el Gobierno, negociado en 1887 por el Ministro de Gracia y Justi- 
cia, que lo era a la sazón Alonso Martínez, y Rampolla del Tíndaro 
Nuncio Apostólico en Madrid. Solicitaba el Gobierno, el asentimiento 
expreso de la S. Sede a la legislación matrimonial; pero aquella no ad- 
mitía dos formas de matrimonio, una para los católicos y otra para los 


37 Véanse: J. N. GÜüENECHEA, El matrimonio en su aspecto internacional, en El matrimonio 
cristiano (bibliot, "Razón y Fe", v. 15, Madrid 1931), pp. 243-244; A. C. Jrworo, Matrimonio, 
un “Enciclopedia italiana (Treccani)", v. 22 (1934), pp. 584-586; W. J. BmockzrsANK, La for- 
mation du mariage dans le droit des Etats-Unis (Paris 1935), p. 282 y sigs.; L. Pérez Mier, 
Iglesia y Estado Nuevo (Madrid 1940), pp.499-502; M. Giménez FERNÁNDEZ, La institución ma- 
trimonial (Madrid 1942), pp. 107-108; L. FERNÁNDEZ CLERIGO, El derecho de familia em la legis- 
lación comparada (México 1947), p. 10; H. LrnuwaNwN, Derecho de familia, vers. cast. de J. M.* 
Navas (Madrid 1953), p. 45; G. Brunei, Divorzio e nullitá di matrimonio negli Stati d'Europa 
(Milano-Ginffré 1958), p. XII-490. 

58 Manresa, Comentarios al Código Civil español, t. 1 (Madrid 1914), 259472 
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no católicos, y sólo se prestaba a callar si el Gobierno daba por su 
cuenta una ley sobre el matrimonio de los acatólicos. Entonces se con- 
vino entre el Ministro y el Nuncio la fórmula cuya primera parte es 
como sigue: "Se establecerán en el Código dos formas de matrimonio: 
el canónico que deberán celebrar todos los que profesan la religión ca- 
tólica, y el civil que se verificará con arreglo a las disposiciones del mis- 
mo Código y armonía con lo prescrito en la Constitución del Estado". 


Aceptada la fórmula por ambas partes, con la reserva de presentar- 
la a las Cortes el Gobierno, y el Nuncio con la de someterla a la apro- 
bación del Papa, el Cardenal Mocenni comunicó al Embajador la fór- 
mula definitiva de la aprobación pontificia : 


"Su Santidad aprueba lo que en las dos partes de la base se refiere 
al matrimonio de los católicos". 


"La Santa Sede deja que el Estado regule los efectos civiles del ma- 
trimonio". 

"La precedente aprobación no prejuzga en modo alguno la doctri- 
na de la Iglesia respecto al matrimonio de los heterodoxos. 

“El Santo Padre podrá tolerar que el Gobierno dicte acerca de él 
las disposiciones oportunas". 

Una leve diferencia de matices entre la fórmula convenida y lo 
base 3.*, tal como fue definitivamente incorporada a la ley de bases, no 
altera su sentido, aunque nos parece todavía más inequívoco el texto 
de la fórmula que el de la base 3.*. Haciendo caso omiso de si entraña 
o no diferencia alguna el uso del modo indicativo —profesan— en lu- 
gar del subjuntivo o condicional —profesen—; nos parece que la re- 
ferencia a la Constitución del Estado, matiz éste que no deja de ser 
importante, en la fórmula convenida se ciñe al matrimonio civil con 
mayor claridad que en el texto definitivo de la base 3.*. Parece igual- 
mente a todas luces evidente que la aprobación pontificia se refiere à 
la fórmula convenida, que integra un todo con ella y que, por tanto. 
la aprobación contiene la interpretación correcta de la fórmula y de 
la base. En otros términos, que constituyendo la aprobación dada por 
la S. Sede el criterio de interpretación de la fórmula, lo menos claro 
debe explicarse por lo más claro y no viceversa. 


28. Segün eso, y sin perjuicio de examinar oportunamente el sig- 
nificado de la expresión "los que profesan la religión católica", no pa- 
rece dudoso que deba buscarse su equivalente en la aprobación pont:- 
ficia, donde los términos “matrimonio de los católicos” de un lado, v 
“matrimonio de los heterodoxos” del otro, determinan positivamente 


39 Nos atenemos en todo a lo que escribe J. Postrus v Sara, El Código Canónico eee 
a España (Madrid 1926), n. 397, pp. 315-316, quien a su vez lo toma de J. BÉcKER, Relaciones 
diplomáticas entre Espafia v la S. Sede durante el siglo XIX (Madrid 1908), c. 23. 
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el primero y negativamente o por exclusión el segundo, el sentido au- 
téntico de la expresión “los que profesan la religión católica”. 


Ahora bien, ninguna duda es posible sobre el significado que para 
la Iglesia han tenido y tienen, en el lenguaje usual y corriente y el uno 
junto al otro, los substantivos católico y heterodoxo. 

Así por ej., para designar a los que son actualmente fieles en el- sen- 
tido de plenamente adheridos a la Iglesia católica y unidos a ella por 
el triple vínculo de la unidad de fe, de régimen y de culto, distinguién- 
dolos así de los cristianos o bautizados que no son miembros de la mis- 
ma como de los infieles o no bautizados, se usa el término substantivo 
“Católico”. El canonista WERNZ con anterioridad al Codex escribía : 
“Mixta religio est diversitas religionis (confessionis christianae) inter _ 
duas personas baptizatas, e quibus una est catholica, altera vero aca- 
tholica sive haeretica sive schismatica”; y definiendo más abajo el im- 
pedimento de disparidad de cultos añadía: “Si nomen attendatur (dis- 
paritas cultus) sensu proprio et stricto est diversitas religionis, quae in- 
ter hominem baptizatum et non baptizatum intercedit; sensu vero pro- 
prio sed minus stricto est diversitas religionis, quae existit inter catholi- 
cum et acatholicum baptizatum" (Cfr. WERNZ-VIDAL, lus matrimonia- 
le, námeros 168 y 260). 

Y no ofrece mayor dificultad el término “heterodoxo” como subs- | 
tantivo usado por León XIII para designar a los que no son católicos, 
y respecto de cuyo matrimonio la S. Sede podía tolerar, mas no 2 apro- 
bar, que el Gobierno legislara. 

Cierto que la palabra “heterodoxo” por su misma raíz constituye 
un término culto más bien que una palabra vulgar y corriente; pero 
aparte de que la nota del Papa al Gobierno de una Nación no es preci-, 
samente un texto dirigido al pueblo fiel en general, no podemos menos 
de observar que cuando León XIII redactaba en 1887 la nota en cues- 
tión, hacía ya siete años que se había publicado en España una obra, 
sin duda la primera de todas las españolas del siglo XTX, que alcanzó 
una resonancia y difusión verdaderamente excepcionales en el mundo 
católico, la Historia de los Heterodoxos españoles de Menéndez y Pe- 
layo, que vio la luz en 1880. 

Pues bien, en el Discurso preliminar de este libro bien conocido y 
manejado por León XIII, leemos lo siguiente: 

“El título de Historia de los heterodoxos españoles me ha ads 
más general y comprensivo que el de Historia de los herejes. Todos 
mis personajes se parecen en haber sido católicos primero, y haberse 
apartado luego de las enseñanzas de la Iglesia, en todo o en parte, con 
plena voluntad o por error involuntario, con protestas de sumisión o 


sin ellas, para tomar otra religión o para no tomar ninguna. Compren- 
de, pues, esta. historia : 


1.° Lo que propia y más generalmente, se llama herejía, es decir, 
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el error en algun punto dogmático o en varios, pero sin negar, a lo me- 
nos, la revelación; 2.° La impiedad con los diversos nombres y mati- 
ces de deismo, naturalismo, panteismo, ateismo, etc. 3.° Las sectas ocul- 
| tas é iluminadas. El culto demoníaco o brujería, los restos idolátricos. 
Las supersticiones fatalistas, etc. 4.° La apostasía (judaizantes, moris- 
Cos, 'etc.), aunque en rigor todo hereje voluntario es apóstata””. 
Tenémos por cierto que no lo entendía de otra manera León XIII 
cuarido en su nota decía que la S. Sede podía tolerar (mas no aprobar) 
que ‘el Gobierno legislara sobre el matrimonio de los heterodoxos, y 
cierto asimismo que a éstos precisamente (herejes, cismáticos, incrédu- 
los y apóstatas) se refería el Gobierno, ya que sobre éstos y no sobre 
otros versaban tanto la dificultad de la doctrina de la Iglesia como la 
` pretensión del Gobierno de que la S. Sede asintiera o, por lo menos, 
tólerara expresamente la proyectada legislación matrimonial, que «c 
coricretaba en la fórmula convenida entre el Nuncio y el Ministro. 


B) El Concordato de Colombia 


29. No constituye tampoco misterio ni se hace difícil identificar 
el antecedente inmediato o la fuente de la fórmula convenida y apro- 
bada por la S. Sede, descubriéndola en los arts. 17 y 19 del Concordato 
con Colombia estipulado el 31 de diciembre de 1887. Basta comparar 
el texto de la base 3.* con los arts. dichos para darse cuenta de ello*. 

Con la única diferencia de que la pretensión del Gobierno español 


4 M..MzwNÉNpez Y Pzravo, Historia de los Heterodoxos españoles, t. I (Madrid 1880), 
pp. 19-20. : 
4 Damos a doble columna el texto de la 


BASE 3.* del CODIGO CONCORDATO DE COLOMBIA, de 1887 


Artículo 17: “El matrimonio que deberán 
celebrar todos los que profesan la Religión 
católica 


"Se- establecerán en el Código dos formas 
de matrimonio: el canónico, que deberán 
contraer todos los que profesen la religión 
católica, y el civil, que se celebrará del mo- 
do- que determine este :Código, en armonía 
con lo prescrito en la Constitución del Es- 
tado. ` 


"EI matrimonio canónico: producirá todos 
los .efectos civiles respecto de las personas 
bienes de los cónyuges y sus descendientes, 
cuando se celebre en conformidad.con las dis- 
posiciones de la Iglesia Católica, admitidas 
en el Reino por la Ley 13, tit. I, lib. I de 
la Novísima Recopilación. 

“Al acto’ de su celebración asistirá el Juez 
municipal u otro funcionario del Estado, con 
el solo fin de verificar la inmediata inscrip- 
ción en el Registro civil”. 


producirá efectos civiles respecto a las per- 
sonas y bienes de los cónyuges y sus des- 
cendientes sólo cuando se celebre de confor- 
midad con las disposiciones del Concilio de 
Trento. 

(Art. 19.—Los efectos civiles del matrimo- 
nio: se regirán por el poder civil). 

“El acto de su celebración será presencia- 
do por el funcionario que la ley determine 
con el solo objeto de verificar la inscripción 
del matrimonio en el registro civil... 

A. Mercati, Raccolta di Concordati, v. I 
(Typis Poliglottis Vaticanis 1954), p. 1056. 
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para que la S. Sede prestara expresamente su asentimiento a la legisla- 
ción matrimonial tal como ésta se proyectaba en la base 3.*, lógicamen- 
te no podía tener cabida en el Concordato, que regula directamente el 
matrimonio canónico, pero no el civil, en tanto que el Código civil de- 
be ordenar ambos ; cualquiera comprende que en todo lo demás la base 
3.* está calcada sobre el texto concordado de Colombia, lo que nos He- 
va razonablemente a suponer que la fórmula convenida, como tal fór- 
mula, fuera principalmente obra de la S. Sede, extremo éste que ad- 
quiere importancia en orden a la interpretación de la asendereada ex- 
presión "los que profesan la Religión católica". 

Segün esto el recorrido inverso que frase tan maltratada por sus 
pretendidas deficiencias técnicas habría hecho desde su entrada en el 
art. 42 del Código hasta su origen sería éste: al Código Civil pasó lite- 
ralmente de la base 3.* sin tocarla una tilde; a la base 3.* vino de la 
fórmula negociada y aprobada por la S. Sede y ésta a su vez la tomó 
del Concordato con Colombia recién estrenado a la sazón. 


30. Pues bien, el origen concordado de la cláusula “los que profe- 
san la religión católica", al descubrirnos, por así decirlo, su carta de 
naturaleza, nos da por eso mismo las reglas fundamentales para su in- 
terpretación. He aquí cómo se enuncian esas reglas en uno de los me- 
jores tratados, si no el más autorizado de todos los que hoy circulan 
sobre Derecho concordatario: 

"La interpretación de los concordatos es cosa tanto más delicada 
cuanto que se trata de disposiciones tomadas de comün acuerdo y va- 
lederas en dos órdenes jurídicos distintos... Basándose los tratados en 
la buena fe y en la recíproca confianza, ellos deben ser interpretados 
siempre de buena fe y de manera que puedan conseguir su efecto, es 
decir, alcanzar el objetivo que las partes se proponían al estipular el 
convenio. 

Presumiéndose que el texto del tratado refleja fielmente la volun- 
tad de las partes, si los términos son claros, generalmente hay que abs- 
tenerse de toda interpretación, segün el adagio de derecho romano: 
Cum in verbis nulla ambiguitas est non debet admitti voluntatis quaes- 
fio; deben, pues, tomarse las palabras en el sentido usual, más bien 
que en el sentido etimológico o en su acepción científica. Sin embargo, 
si se comprueba que la voluntad de las partes no se concilia perfecta- 
mente con el sentido obvio de una disposición convenida, debe preva- 
lecer la voluntad de las partes... Las circunstancias en las que tuvo lu- 
gar la estipulación, así como los trabajos preparatorios para su redac- 
ción definitiva, deben ser utilizados cuando ellos permitan descubrir 
mejor la intención de las partes"*. 


a H. WacNON, Concordats et Droit international (Gembloux 1935), chap. V. L'interpreta- 
tion authentique du concordat, pp. 258-259. 
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Sólo con aplicar reglas tan obvias y elementales a la base 3.* jun- 
tamente con la fórmula aprobatoria de la S. Sede, se vienen al suelo 
como castillo de naipes las disquisiciones en torno al sentido técnico- 
jurídico y técnico-teológico de la expresión “los que profesan la reli- 
gión católica”. 

Otro inciso, finalmente, hay en la base 3.* que, en nuestra opinión, 
ha sido objeto recientemente de interpretaciones si no completamente 
equivocadas, por lo menos parciales e incompletas. Aludimos, como es 
fácil comprender, a la cláusula que hace referencia a la Constitución 
del Estado. | 


30. Ninguna duda sobre el hecho de que esa referencia mira di- 
rectamente al artículo 11 de la Constitución de 1876, artículo que, co- 
mo es sabido, constaba de dos partes bien distintas. Contiene la prime- 
ra la aceptación o profesión de la religión católica como religión oficial 
o del Estado. "La Religión católica, apostólica, romana, es la del Es- 
tado" ; en tanto que la segunda viene a determinar mediante el princi- 
pio constitucional de tolerancia, el alcance de aquella declaración, v 
dice así: “Nadie será molestado en el territorio espafiol por sus opi- 
niones religiosas ni por el ejercicio de su respectivo culto, salvo el res- 
peto debido a la moral cristiana". i ; 

Si resulta absolutamente injustificado negar, como a veces se ha 
pretendido, los deberes jurídicos que a la actuación del Estado impone 
la profesión de la Religión católica, tampoco es correcto en nuestro en- 
tender desvirtuar las limitaciones impuestas asimismo a aquella actua- 
ción por el principio constitucional de la tolerancia. En otros términos ; 
que si la Religión oficial, o mejor dicho, la confesionalidad del Estado, 
tal como se contiene actualmente en el artículo 1.° del Concordato de 
1953, y se contenía también en el mismo artículo del de 1851, debe ob- 
tener su reflejo en la legislación matrimonial, también el principio de 
tolerancia cumple a su vez la función de impedir que pueda ser lleva- 
do al extremo uno solo de esos principios, incluso en el terreno matri- 
monial. 

Mas si la redacción misma de la base 3.*, y todavía más, según 
arriba indicamos, el texto de la fórmula concertada entre el Nuncio y 
el Ministro no fueran por sí solos suficientes para graduar el sentido 
de la referencia a la Constitución del Estado, bastaría para sacarnos 
de dudas la aplicación de regla tan sencilla como la del cui prodest, es 
decir, a cuál de las partes interesaba principalmente esa referencia. Y 
en este sentido no habrá quien desconozca que era el Gobierno el que, 
apoyándose precisamente en el principio de tolerancia sancionado por 
la Constitución once años antes, pretendía obtener el asentimiento ex- 
- preso de la S. Sede a la legislación matrimonial del Código Civil, que 
juntamente con el reconocimiento del matrimonio canónico, debía 
abarcar también el matrimonio civil. Y tal aspiración del Gobierno no 
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era novedad en 1887 sino pretensión no disimulada desde que al prin- 
cipio de la Regencia comenzó aboliéndose el matrimonio civil obliga- 
torio por el Decreto de 9 de febrero de 1875. 


C) El Decreto del Gobierno de Regencia, de 9 de febrero de 1875. 


32. En efecto, ese Decreto cuyo art. 1.° establecía que “el matri- 
monio contraído o que se contrajere con arreglo a los Sagrados Cáno- 
nes producirá en Espafia todos los efectos civiles que le reconocían las 
leyes vigentes hasta la promulgación de la ley provisional de 18 de ju- 
nio de 1870", dejaba sin embargo subsistente el matrimonio civil para 
los que no profesaban la religión católica. Y así, tratando de justificar 
ambas medidas —la abolición del matrimonio civil obligatorio con la 
subsistencia del matrimonio civil para los que no profesan la religión 
católica—, en la parte expositiva del Decreto se decía: "El Gobierno 
se cree en el deber imperioso de apresurarse a restablecer la conve- 
niente armonía entre la legislación civil y la canónica en punto al ma- 
trimonio de los católicos, devolviendo a este sacramento todos los efec- 
tos que le reconocían nuestras antiguas leyes, y restituyéndolo a la 
exclusiva jurisdicción de la Iglesia... Pero así como se reconocen es- 
tos efectos al matrimonio canónico en justo homenaje a la conciencia 
püblica, así no se pueden desconocer los de los consorcios puramente 
civiles celebrados o que se celebren al amparo de la ley de 1870, por 
los que, no profesando la religión católica o separándose del gremio 
de ella, no hayan sido o dejen de ser hábiles para casarse con la ben- 
dición de la Iglesia. El Gobierno no puede impedir que residan en Es- 
paña personas de otra creencia que la verdadera, ni obligar a las prác- 


ticas del culto a los malos católicos sujetos a las censuras v penas ecle- 
siásticas". 


Que esta pretensión del Gobierno en 1875 se tornara más fir- 
me después de 1876 con el art. 11 de la Constitución, y que en 1887 
ella constituyera, si bien notablemente recortada*, parte esencial de 
la negociación entre el Gobierno y la S. Sede no sabemos si habrá 
quien se atreva a ponerlo en duda. El expediente de decir que una 
cosa es lo que establece la base 3." y otra distinta lo que contiene la 
aprobación de la misma por la S. Sede, nos parece que se quiebra de 
puro sutil, cuando pretende interpretar las "disposiciones oportunas" 
de la aprobación dada por la S. Sede, en el sentido de "disposiciones 
pertinentes"; pues dato et non concesso que las disposiciones pertinen- 


5 Decimos que recortada notablemente, porque el Gobierno ofrecía en el Código Civil el 
paso del matrimonio civil facultativo —absolutamente o menos, a la sazón vigente—, al matri- 


monio civil subsidiario, para obtener a su vez el asentimiento expreso de la S. Sede a la pro- 
vectada legislación. 
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tes. puedan ser generalmente oportunas; pero, en cambio, la oportuni- 
dad como “conveniencia de tiempo y de lugar para determinado fin”, 
segün la entiende el Diccionario de la Real Academia de la lengua es- 
pañola, se compone perfectamente con la tolerancia, pudiendo ser o 
no ser pertinente en el sentido de perteneciente o competente. Y de 
esta manera la expresión de la aprobación pontificia "disposiciones 
oportunas", para indicar las disposiciones que el Gobierno se compro- 
metía a dictar y que eran perfectamente conocidas de la S. Sede, se 
corresponde con la referencia de la base 3.* al matrimonio civil “en 
armonía con lo prescrito en la Constitución del Estado". 


2) TEXTO E INTERPRETACIÓN DEL ART. 42 DEL CÓDIGO 


"La Ley, dice, reconoce dos formas de matrimonio: el canónico, 
que deben contraer todos los que profesen la religión católica; v el 
civil, que se celebrará del modo que determina este Código". 


A) Ambito respectivo del matrimonio canónico y del civil. 


Lo prirnero que salta a la vista en la primitiva redacción del art. 42 
es que determina directamente —si lo hace con mejor o peor fortuna 
eso es otra cuestión—, las personas a las cuales el propio ordenamien- 
to civil declara sujetas a la celebración del matrimonio canónico, y 
sólo indirectamente determina quiénes pueden ser admitidos a la cele- 
bración del matrimonio civil. 


34. No define el Código Civil en qué consiste el matrimonio ca- 
nónico, y no le pertenecía a él hacerlo sino únicamente aceptarlo co- 
mo es; y efectivamente, así lo hace en los arts. 75 y 76 además del 
presente: de los cuales el primero determina la ley reguladora del 
matrimonio canónico, contenida a la sazón en la disciplina tridentina, 
y el segundo reconoce todos los efectos civiles al matrimonio así cele- 
brado. 

Tiene lugar aquí la figura que la técnica jurídica moderna denomi- 
na presuposición, la cual se verifica no sólo cuando el Estado admite 
expresamente que el matrimonio entre católicos es un sacramento —ca- 
so de Italia que lo declara formalmente en el art. 34 del Concordato—, 
sino siempre que el ordenamiento civil, absteniéndose de afirmar su 
competencia en materia sacramental, presupone las normas del orde- 
namiento canónico competente en la materia y, tomando la institu- 
ción jurídica así constituída, la admite en el propio ordenamiento re- 
conociéndole u otorgándole todos los efectos civiles como efectos jurí- 
dicos dependientes del mismo. 

Segün eso la figura de la presuposición se verifica no solamente en 
materia matrimonial sino siempre que, tratándose de instituciones ju- 
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rídicas dependientes de la Iglesia, el ordenamiento civil las recibe o da 
entrada en su esfera y en orden a sus propios fines. Trátase, por tanto, 
de uno de los más finos instrumentos jurídicos de enlace o de conexión. 
entre ordenamientos distintos, pero relacionados entre sí; y si resulta 
natural que la presuposición, como tal instrumento de enlace, recurra 
con mayor frecuencia en un Estado católico o de población católica 
—y más todavía si es confesional—, que no en un Estado de pobla- 
ción no católica, pero independientemente de que se verifique en más 
o menos casos, la técnica y la figura jurídica es la misma. 


35. Elart. 42 del Código se vale de dos expresiones para estable- 
cer el ámbito personal del matrimonio canónico dentro del ordena- 
miento civil espafiol, encomendándolas la función de determinar con- 
juntamente las personas a las cuales la ley civil somete en su fuero al 
matrimonio canónico. 

De ellas una atiende directamente a expresar el carácter obligato- 
rio o la necesidad de esa sujeción, que se realiza formalmente por la 
ley independientemente de la voluntad de las personas individual- 
mente consideradas, y que es lo que caracteriza al ius cogens frente al 
ius dispositivum y, en términos más amplios, a la sociedad u ordena- 
miento necesario frente al ordenamiento meramente voluntario. A la 
otra expresión confiere el legislador la función de determinar positi- 
vamente de entre los súbditos del ordenamiento las personas, concre- 
tándolas con fijeza que no es necesariamente inmutabilidad, a las cua- 
les el legislador somete a la celebración del matrimonio canónico. 


Realiza la primera función de necesidad la frase "que deben con- 
traer todos los que"... Los términos de "obligación" y "deber" se usan 
corriente e indistintamente en el lenguaje jurídico para expresar la 
situación de sujeción que en la relación jurídica corresponde al sujeto 
pasivo respecto del sujeto activo, que es titular del derecho subjetivo 
o de la potestad; y así hay un libro, el IV del Código Civil, que se 
titula "de las obligaciones y contratos", denominado en los tratados 
"Derecho de obligaciones"; mas puestos a apurar las diferencias en- 
tre ambas palabras, debemos decir que el término "obligación" se ha- 
lla impregnado de un matiz fuertemente moral por el predominio no- 
torio que él alcanza en los tratados de moral para significar precisa- 
mente "obligación en conciencia", en tanto que esos mismos tratados 
reservan el término "deber" para expresar casi exclusivamente la obli- 
gación jurídica", ora de derecho natural ora de derecho positivo. 

No es menester decir que tal pretensión resulta doblemente infun- 
dada en los ordenamientos civiles, y entre ellos concretamente el nues- 
tro, que entre sus normas preliminares contienen una generalísima 
declarando "nulos los actos ejecutados contra lo dispuesto en la ley, 
salvo los casos en que la misma ley ordene su validez" "art. 4 del Có- 
digo). Y para recalcar aún más el carácter obligatorio o de ius cogens ` 
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de la norma se añade que la necesidad afecta a todos sin excepción : 
"deben contraer todos", que dice el art. 42. 


Nos parece que se ha censurado en demasía la gramatical inco- 
rrección de la frase, sin parar mientes debidamente en que a ella no 
corresponde una incorrección lógica, sino al contrario, que la inco- 
rrección gramatical o de forma se ha producido por un exceso de per- 
fección lógica, por el deseo de afirmar en términos absolutos el carác- 
ter necesario de la norma. Creemos, pues, que si alguna vez, es aquí 
respecto de los que afirman que el deber impuesto a los católicos por 
el art. 42 es simplemente un deber moral y no jurídico, cuando debe 
hacerse aplicación del principio o regla de derecho que dice: Certum 
est quod is committit in legem, qui legis verba complectens contra le- 


gis nititur voluntatem", 


Pero si la expresión "deben contraer todos" ha tenido que aguan- 
tar los arafiazos de la doctrina civilista en parte, de la otra frase “los 
que profesan la Religión católica" cabe decir que la doctrina entre no- 
sotros ha pretendido dejarla malparada, y que si no lo ha conseguido 
no ha sido por falta de voluntad, pues aquí los dardos llovían de to- 
dos los vientos y no de un lado solamente”. * 


36. Sin embargo, después de la reforma del Código Civil llevada 
a cabo por la ley de 24 de abril áltimo, la cual se vino preparando a 
pasos contados por el decreto de 26 de octubre de 1956, por la Circular 
de la Nunciatura Apostólica de 25 de marzo de 1957 y por la Circular 
de la Dirección General de los Registros y del Notariado, de 2 de 
abril de 1957, sinceramente creemos que se impone una revisión a fon- 
do de las críticas formuladas contra la expresión “los que profesan la 
Religión católica"; y por ello nos decidimos a completar desde un án- 
gulo distinto las observaciones desarrolladas más arriba (nn. 29-30) 
acerca del significado que la frase obtiene en la base 3." juntamente 
con la aprobación pontificia. 


No constituye novedad en el lenguaje jurídico tomar como sinóni- 
mos o equivalentes los términos de "religión" y "confesión religiosa" ; 


44 Regula iuris in Sexto, 88.—Y ello, nótese bien aun sin tener en cuenta, como debe te- 
nerse, el texto de la aprobación pontificia, que constituye una misma cosa con la base 3.5, y 
donde se dice que la "S. Sede aprueba lo que en las dos partes de la base se refiere al matri- 
monio de los católicos". Ahora bien, es manifiesto que si la S. Sede dejó a salvo la doctrima de 
la Iglesia respecto al matrimonio de los heterodoxos, limitándose en consecuencia en punto al 
mismo a tolerar, mal podía ella al mismo tiempo aprobar para los católicos lo que no hacía 
sino tolerar respecto de los heterodoxos, sobre todo si se considera, —y esto reviste gran im- 
portancia—, que la así denominada indivisibilidad del matrimonio, o individuitas contractus 
matrimonialis, que dicen los canonistas, afecta con mayor intensidad y profundidad en su doble 
aspecto doctrinal y disciplinar al matrimonio de los católicos que al de los heterodoxos. 

45 Una exposición sintética, a la vez que completa y ordenada, la encontrará . el lector en 
el trabajo de A. DE FUENMAYOR, El sistema matrimonial español (Comentario al art. 42 det Cé- 
digo Civil), Madrid, 1959. Véanse en especial los nn. 4, 10 y 1i. 
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y no lo es siquiera en el lenguaje de la canonistica. Asi WERNZ en la de- 
finición misma del impedimento de mixta religión nos dice que “mixta 
religio est diversitas religionis (confessionis christianae); y más aba- 
jo afiade: “in impedimento mixtae religionis... universa diversitas 
sponsorum oritur, quod altera pars publice profiteatur falsam religio- 
nem et communioni falsae societatis religiosae sit adscripta". 


Al cabo de cuatro siglos de escisión religiosa de la Cristiandad con 
la numerosa proliferación de sectas disidentes surgidas de la Reforma, 
no tiene nada de extrafio que la identificación de los conceptos de re- 
ligión y de confesión religiosa haya pasado del lenguaje vulgar al len- 
guaje jurídico. Ahora bien, "confesión religiosa" en su acepción pri- 
mitiva y originaria equivale a fe profesada, o sea a conjunto de creen- 
cias religioso morales positivamente determinado en sí mismo o por 
contraposición a otras doctrinas; y de reflejo, cuando esa fe encuen- 
tra su expresión caracterizada en un documento o fórmula solemne, 
también ésta recibe el nombre de "confesión" en el sentido de profe- 
sión de fe. Así por ej. la llamada Confesión Aügustana o Confesión de 
Augsburgo (atio 1530). 


De aquí, en sentido derivado del anterior, pasó el término “confe- 
sión" a designar el conjunto de personas que profesan una misma fe o 
unas mismas creencias. A veces la profesión de la misma fe no crea 
entre los adeptos vínculos o relaciones especiales; pero más frecuente- 
mente la profesión de la misma fe se traduce y cristaliza en una orga- 
nización jurídica, de coherencia sumamente variable por lo demás, 
que agrupa a todos cuantos participan en unas mismas creencias. En 
ese caso y solamente en él la expresión “confesión religiosa" adquiere 
una tercera significación, que la hace sinónimo de "iglesia", como 
congregación que designa la organización socialmente unitaria de las 
personas y de los grupos que profesan unas mismas creencias. 


37. También la Religión católica comprende estos dos aspectos 
distintos, pero no separados ni siquiera separables de hecho entre sí. 
El primero de ellos se refiere a la fe o conjunto de creencias religioso 
morales y a los ritos o actos del culto público juntamente con los sa- 
cramentos o medios de santificación. Bajo el otro aspecto la Religión 
católica se constituye en Iglesia, o sea, como cuerpo místico de Cristo 
a la vez que como organización o sociedad jurídica del orden sobre- 
natural. Por tanto, el doble aspecto de fe o creencia profesada y de 
iglesia u organización jurídica es igualmente esencial a la Religión ca- 


 WERNZ-VIDAL, Ius matrimoniale, n. 168, pp. 182-183. El subrayado del texto es del 
autor, no nuestro. 
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tólica, apostólica, romana, constituída por Cristo sobre el vínculo de 
la unidad de fe, de régimen y de sacramentos o de culto”. 


Ahora bien, tanto la fe, raíz y fundamento primero de la Religión 
en cuanto comunión del hombre en la verdad revelada por Dios, co- 
mo el bautismo, vínculo formal de incorporación y agregación a la 
Iglesia como sociedad, requieren la adhesión esencialmente libre de la 
inteligencia y de la voluntad hacia sus respectivos objetos: la interior 
aceptación de las verdades reveladas, y la real y efectiva incorpora- 
ción del hombre a la Iglesia sociedad al mismo tiempo que cuerpo mís- 
tico; pero con esta particularidad o diferencia entre uno y otro, que 
mientras el bautismo válido agrega e incorpora a la Iglesia sociedad 
de manera absolutamente irrevocable, y ello por institución divina, 
pues por el carácter que imprime no es humanamente posible destruir 
o deshacer el estado de súbdito, aunque sí lo sea impedir o deshacer 
en ciertos casos el de miembro de la Iglesia en sentido propio y pleno; 
en cambio, la profesión de fe como “obsequium rationale" del hom- 
bre, o sumisión voluntaria de la inteligencia humana a la verdad reve- 
lada por Dios, es esencialmente libre y mientras el cristiano peregrina 
por la vida y no se halla confirmado en gracia, constituye un don de 
Dios absolutamente sobrenatural y gratuíto, y por ello un tesoro ami- 
sible en cualquier momento, porque lo llevamos en vasos de barro se- 
gün la expresión del Apóstol. 


38. De todo lo cual se deduce que entrañados en la Religión cató- 
lica ambos aspectos, el de profesión de fe de un lado, y el de Iglesia o 
sociedad de otro, y constituyendo los dos: la fe y el bautismo elemen- 
tos igualmente esenciales de la Religión católica, es claro que cuando 
se habla de ésta cabe referirse conjuntamente a ambos o también a 
uno solo de ellos. 

Más aún, dado que, como decimos más arriba, los términos “reli- 
gión" y "confesión religiosa", en sentido primario y directo, se refie- 
ren a la fe profesada o conjunto de creencias, en tanto que para indi- 
car en primer lugar la idea de agregación, organización o sociedad se 
usa con más propiedad la palabra "iglesia", estimamos, dicho sea con 
todo respeto, infundadas las censuras de inexactitud y de imprecisión 
técnica que contra la frase “profesar la religión católica" se han eleva- 
do de una y otra parte; y no nos parecen más sino menos afortunadas 
aquellas otras con que a veces se ha pretendido sustituirla, v. gr., la 
de "quienes pertenezcan a la Religión católica", o la de "probar la 
acatolicidad de los contrayentes" en el sentido de no estar bautizado 
en la Iglesia católica ni convertido a ella en ningán momento. Ambas 


i 3 iudici F j 1 7 i religione, en “La Civiltá 
47 S. Lener, Equivoci e pregiudici sull'uguaglianza in materia di religion 
Cattolica" (1952), v. I, pp. 405-407; Libertá ds culto e ordine pubblico, ibidem (1953), v. I, 


pp. 641-645. 
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expresiones nos parecen bastante menos exactas que la de profesar la 
religión, pues profesar y profesión dícese propiamente de la fe, en tan- 
to que la idea de agregación en el sentido de pertenecer se aplica con 
más propiedad a la Iglesia que no a la Religión como tal. 

En resumen, que por cualquier parte que tomemos la frase "pro- 
fesar la Religión", lo mismo en su sentido vulgar o usual y corriente 
que en sentido jurídico, nos conduce siempre a la misma conclusión 
arriba establecida, a saber: que para su recta interpretación hay que 
acudir a la voluntad de las partes que la establecieron. 


B) Interpretación del art. 42. 


1) Interpretación gubernativa. 


39. La anterior observación por sí sola basta a explicar que el 
art. 42 del Código haya estado constantemente sometido en su inter- 
pretación a un movimiento de avance y de retroceso como en vaivén 
de marea, segün expresión certera de MALDONAB OS, determinado por 
simples órdenes ministeriales. - 

Nos alejaria en exceso de nuestro SOS seguir al detalle el 
curso de ese vaivén“; pero registrar, por así decirlo, el índice de ma- 
reas vivas, o sea los niveles más alto y más bajo de la exégesis nor vía 
administrativa, así como la que cabría denominar zona normal v tran- 
auila, todo esto no puede menos de ser altamente interesante. 

Si referimos los términos alto y baio al nivel aue segün la interpre- 
tación gubernativa alcanza la posibilidad de celebrar el matrimonio 
civil, con la respectiva contracción o expansión de la obligatoriedad 
del matrimonio canónico, se habrá de decir aue el nivel más alto del 
matrimonio civil desde la publicación del Código en 1888 hasta que al 
advenimiento de la República en 1931 es sustituído el art. 42 por la 
ley del matrimonio civil obligatorio, lo sefiala la Real Orden del Con- 
de de Romanones, de fecha 17-8-1906 resolviendo “que no se exija a los 
que pretendan contraer matrimonio civil... declaración alguna relati- 
va a la religión que profesan”, interpretando que si bien “Jos que pro- 
fesan la religión católica, por profesarla tienen la obligación de orden 
moral de contraer el matrimonio con sujeción a lo preceptuado por la 
Telesia”; pero que el art. 42 no “amengua en lo más mínimo la liber- 
tad de los católicos para adoptar una de las dos formas de matrimonio 
que autoriza la ley". La Orden en cuestión venía así a convertir el 
matrimonio civil en plenamente facultativo o libre. 


55 JT. Marponapo, La exigencia del matrimonio canónico em muestra legislación civil; en 


"Annario de Derecho Civil" (1954), p. 149. 


12 Un desarrollo minucioso de este punto véase en el trabajo citado de A. DE OS 
nn, 4-5, 
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En sentido opuesto el nivel mds bajo del matrimonio civil, al que 
corresponde a su vez el grado más alto de obligatoriedad del matrimo- 
nio canónico, viene marcado por la Orden ministerial de 10 de marzo 
de 1941, la cual determina como requisito de capacidad para el pri- 
mero, que los contrayentes "no pertenezcan a la Religión católica", 
debiendo probar “documentalmente la acatolicidad", o en su defecto, 
"declaración jurada de no haber sido bautizados". Esta Orden que 
pretendía, aunque sin conseguirlo del todo, adaptarse a las exigencias 
del canon 1099 sobre la forma jurídica del matrimonio canónico, ve- 


nía a establecer el carácter rígidamente subsidiario del matrimonio 
civil*. 


40. La zona que hemos denominado normal y tranquila, relati- 
vamente nada más claro es, se halla situada en un término medio y 
domina el período notablemente más largo entre los que abarca la vi- 
gencia del Código Civil. Ese nivel medio de la exégesis administrativa 
viene representado por la Real Orden de 28-12-1900, la cual declara 
ser "requisito necesario para la celebración del matrimonio civil la ma- 
nifestación hecha ante la autoridad competente por ambos contrayen- 
tes o, al menos, por uno de ellos, que no profesan la Religión católica". 


A los pocos meses de dictada la Orden de Romanones, otra de 28- 
2-1907 resolvió dejarla sin efecto, restableciendo la vigencia de la le- 
galidad anterior, que vino a ser confirmada de nuevo por otra Real 
Orden de 28-6-1913, donde se afirmaba aue “‘ha sido y es criterio cons- 
tante de interpretación del art. 42 con reducidas y efímeras variacio- 
nes" el de considerar como requisito necesario y suficiente para la ce- 
lebración del matrimonio civil “la declaración hecha por ambos o uno 
solo de los que pretenden contraer matrimonio civil, de no profesar la 
Religión católica". La calificación que corresponde a este período es 
la de matrimonio civil amplia o absolutamente subsidiario, puesto 
que su celebración resulta inmediatamente asequible, incluso para los 
católicos, con sólo declarar formalmente que no profesan la Religión 
católica. | 


41. Una mirada de conjunto al movimiento de vaivén del art. 42 
en los tres cuartos de siglo autoriza, según creemos, a formular el 
juicio de que: 1.° el matrimonio civil plenamente facultativo se opone 
v contradice abiertamente al art. 42; 2.° el carácter rígidamente sub- 
sidiario del matrimonio civil, en los términos a que lo llevó la Orden 
ministerial de 1941, sobrepasa y excede la intención o voluntad de 


50 El análisis que de la Orden de 1941 hace MarpoNapo, nn. 7-11, pp. 154-161, produce la 
impresión del caballo que salta limpiamente las primeras vallas, pero que a medida que se va 
encontrando con otras, menos altas quizá, pero más pegadas las unas a las otras, termina por 
agotarse y derriba obstáculos sin alcanzar la meta. 
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las partes en el momento de formar el Código Civil, si bien no se pue- 
de decir que violente los términos del art. 42; 3.* consiguientemente, 
el matrimonio civil subsidiario se aviene mejor que ningün otro con 
los términos del art. 42 y con la voluntad de las partes. Pero cuál de 
las modalidades de éste se adapta mejor a la mente del legislador y a 
la voluntad de las partes, tal como aparecen externamente reflejadas 
en la expresión del art. 42 “que deben contraer todos los que profesen 
la Religión católica"? El absolutamente subsidiario o el relativamente 
o rigurosamente subsidiario ? 


2) Interpretación bilateral. 


La cuestión no es intrascendente ni tampoco simplemente subjeti- 
va como pudiera quizá parecer en una consideración a la ligera. 


42. El Concordato de Colombia, cuyo art. 17 prestó a la base 3.* 
del Código su misma expresión: “el matrimonio que deberán celebrar 
todos los que profesan la Religión católica", debe darnos también y 
de hecho nos da el criterio para su interpretación. Nos referimos así 
al Convenio o Convención mültiple estipulada el atio 1924 para la in- 
terpretación de la cláusula en cuestión. 


Explicando el origen de las dificultades surgidas con motivo de las 
diferentes interpretaciones que a la frase dicha "dan algunas autori- 
dades civiles y eclesiásticas”, hácese constar en el Memorandum inte- 
grante de la Convención, que "tanto el Gobierno como la Comisión 
legislativa entendieron desde un principio acordemente, la disposición 
del Concordato en el sentido de que no es obligatoria la forma canó- 
nica del matrimonio para los que han dejado de profesar la Religión 
católica, la han abandonado, han dejado de pertenecer a la Iglesia”; 
y que "no ha habido disentimiento hasta el presente entre las dos Al- 
tas Partes contratantes del Concordato, respecto de la inteligencia que 
se debe dar al art. 17 del mismo". "La dificultad, prosigue el Memo- 
randum que nunca se resolvió, y que subsiste ahora como en un prin- 
cipio, es la de determinar qué prueba sea menester aducir del hecho 
de no profesar la Religión católica, sobre todo en el caso de que el in- 
dividuo que declara hallarse en esas circunstancias no ha abrazado 
otra religión". Y al justificar para tal caso, como medio de prueba la 
declaración del interesado, junto a otros argumentos, aduce allí como 
"antecedente de jurisprudencia, de no escasa importancia", la legali- 
dad a la sazón vigente en Espafia, representada por las Reales Orde- 
nes de 1900, 1907 y 1913, "prescripción ésta (ültima), termina el Me- 
morandum, que se viene cumpliendo hace diez afios sin que se sepa 
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que haya dado lugar a dificultades o contradicción entre las autorida- 
des civiles y eclesiásticas”. l l 


El Cardenal Gasparri, en contestación a la Nota precedente “en la 
cual se solicitaba, dice, de la S. Sede un acuerdo explícito que sirviera 
para poner fin a las discusiones surgidas en la República de Colombia 
acerca de la aplicación del art. 17 del Concordato al matrimonio de los 
apóstatas": 1.° "debe declarar ante todo que la S. Sede, en conformi- 
dad con el canon 1099 del Código de Derecho Canónico, no puede re- 
conocer como válido otro matrimonio que el religioso para todos aque- 
llos que han pertenecido a la Iglesia Católica, aunque posteriormente 
se hayan apartado de ella”. 2.° Pero habiendo hecho constar que el 
Gobierno Colombiano encontraría gravísimas dificultades de orden 
práctico si se viera obligado a imponer el matrimonio religioso a los 
apóstatas, la Santa Sede, atendida también la dolorosa tristeza de los 
tiempos actuales y para evitar mayores males, se abstiene de insistir 
sobre este punto, tolerando que las leyes de la República Colombiana 
admitan a los susodichos apóstatas al acto civil”; pero excluyendo ex- 
presamente de esa tolerancia el llamado matrimonio civil de los após- 
tatas del sacerdocio o de la religión de votos solemnes. 


3. Asimismo, y “con el fin de que sean admitidos al acto civil 
aquellos de quienes se pruebe en debida forma su defección de la Igle- 
sia Católica... el Gobierno deberá promulgat por propia iniciativa un 
decreto en el cual venga declarado, en primer lugar, que en territorio 
colombiano no pueden ser admitidos al acto civil más que: 


1) los acatólicos natos, sean bautizados o no, cuando ambas par- 
tes son tales; E 


2) los que fueron bautizados en la Iglesia y en la religión católicas, 
pertenecieron a la misma y fueron educados en ella, pero después por 
desgracia se apartaron de la Iglesia formalmente y no sólo con el aban- 
dono de las prácticas y deberes religiosos. 

En tal sentido deben entenderse las palabras “los que no profesan 
la religión católica” del art. 17 del Concordato y deberá notarse que, 
para ser admitidos al acto civil, es necesario se puedan aplicar a las 
dos partes las palabras del Concordato en el sentido explicado”*. 

Según eso, la S. Sede y el Gobierno de Colombia si bien “entre las 
Altas Partes contratantes no ha habido hasta el presente discrepancia 
de pareceres en cuanto a la inteligencia que se ha de dar al art. citado 
del Concordato”, a fin de poner término a las discrepancias existentes 


31 A. Mercat, Raccolta di Concordati, v. II: 1915-1954. Convenzioni con la Colombia: 
A) Nota del Ministro di Colombia al Card. Gasparri, del 21-6-1923, p. 10-11; B) Memorandum 
del Ministro di Colombia, del 21-6-1923, pp. 11-13. 

12 C) Nota del Card. Gasparri al ministro di Colombia, del 27-2-1924, pp. 13-14. 
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“entre algunas de las autoridades diocesanas y jueces que no estan su- 
bordinados a la autoridad ejecutiva"?, determinaron que en la expre- 
sión del Concordato “todos los que profesan la religión católica" no 

vienen comprendidos los acatólicos, bautizados o no, ni tampoco los 
que habiendo pertenecido en algún momento a la Iglesia y a la religión 
católicas por el bautismo, después se apartaron de ella formalmente, 
o sea los apóstatas. 


43. Mas para ser admitidos a la celebración del matrimonio civil 
es necesario: a) que se pueda decir de ambos contrayentes y no de uno: 
solo que “no profesan la religión católica” en el sentido explicado; 
b) que el hecho de la apostasía o defección formal de la religión católi- 
ca habrá de ser objeto de prueba conveniente en la tramitación del 
expediente matrimonial civil. 


Si comparamos ahora, la HERREROS que la frase “deberán con- 
traer todos lòs que profesan la religión católica” obtiene formal y au- 
ténticamente en la Convención de Colombia de 1924, con la interpre- 
tación normal y tranquila de esa misma expresión en la base 3.* del 
Código concordada con la S. Sede, vemos a) que ambas interpretacio- 
nes coinciden en determinar lo que, a los efectos de la celebración de! 
matrimonio civil, se ha de entender por “no profesar la religión cató- 
lica”, quedando expresamente excluída por su rigidez la interpretación 
que entiende comprendidas a todas las personas del canon 1099 entre 
los que profesan la religión católica; b) pero al mismo tiempo se apar- 
ta de la exégesis gubernativa en dos extremos muy importantes, a sa- 
ber: 1) en que, segün una aplicación analógica del principio de indivi- 
sibilidad del matrimonio canónico, para que pueda ser tolerado el ma- 
trimonio civil*, resulta requisito indispensable que ninguno de los dos 
contrayentes profese la religión católica, bastando que uno solo de ellos 
la profese en el sentido dicho para que no puedan ser admitidos a la 
celebración del matrimonio civil; 2) que la defección formal o la apos- 
tasía de la religión católica tiene que ser objeto de prueba sin que baste 


? A) Nota del Ministro di Colombia al Card. Gasparri, del 21-6-1923, p. 11. 

7? Wrrnz-Vipat, ob. cit. n. 37, p. 42, explica el principio de indivisibilidad del matrimonio 
en estos términos: "Ad valorem matrimonii requiritur habilitas utriusque sponsi; per directam 
autem inhabilitationem partis fidelis etiam indirecte pars infidelis incapax efficitur al validum 
matrimonium cum fideli contrahendum:.. Atque hic effectus negativus nullitatis ‘contractus ` 
est unicus, quem individuitas contractus in casu inhabilitatis unius partis ex natura vei produ- 
cit”. Hablamos según eso de aplicación analógica al matrimonio civil en cuanto que la Iglesia, 
"in dispensar en el propio ordenamiento a sus súbditos de la forma jurídica del matrimonio 
fcan, 1099), puede sin embargo tolerar y de hecho en determinadas circunstancias tolera que 
ellos sean admitidos civilmente a la celebración del así denominado "matrimonio civil"; pero 
limita esa tolerancia al caso que hayan dejado de ser católicos ambos contrayentes, bastando 
que uno solo de ellos sea actu católico para que la inhabilidad o incapacidad propia de éste de 
contraer matrimonio civil afecte indirectamente al otro contrayente, lo mismo si es sübdito de la 


Iglesia por el bautismo o la conversión que si por permanecer en la infidelidad no lo ha sido 
nunca, 
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sin más la simple declaración de los contrayentes de que no profesan 
la religión católica. 

Estos dos extremos quedaron siempre desatendidos, mejor que ol- 
vidados, en la interpretación gubernativa del art. 42, hasta que fueron 
recogidos por la Orden ministerial de 1941; pero oprimidos y sofoca- 
dos en lo tocante a su propia virtualidad y eficacia por la interpretación 
aue aquella Orden hacía de profesar la religión católica en e! sentido 
de haber pertenecido a la Iglesia en cualquier momento, sin dar tras- 
cencencia al hecho de la apostasía, de la herejía o del cisma. 

Y liegamos con esto al Concordato de 1953 entre la Santa Sede y 
España, el cual contiene, como es natural, diversos preceptos en rela- 
ción con el matrimonio canónico y de reflejo también sobre el matri- 
monio civil. 


IIT. AMBITO RESPECTIVO DEL MATRIMONIO CANONICO 
Y DEL MATRIMONIO CIVIL SEGUN EL CONCORDATO 


T. [NORMAS ESPECIALES SOBRE EL MATRIMONIO 


44. Dos tipos de normas conviene, a nuestro juicio, distinguir en 
el Concordato en orden al tema concreto de que nos venimos ocupan- 
do, o sea al ámbito y extensión del matrimonio canónico directamente 
y, de refleio o indirectamente, del matrimonio civil. 

Integran el primer grupo las disposiciones sobre el matrimonio que 
tienden a establecer su necesidad o a determinar el ámbito personal 
del mismo; mientras que entran a formar parte del segundo las nor- 
mas o principios de carácter general, que por su misma índole son ca- 
paces de afectar al ámbito personal de la institución matrimonial o a 
su necesidad. 

En el conjunto de las disposiciones concordatarias sobre el matri- 
monio, considéranse como especialmente atinentes al caso las siguien- 
res; 


A) El art. 23 del Concordato que establece: "El Estado espanol 
reconoce plenos efectos civiles al matrimonio celebrado segün las nor- 
mas del Derecho Canónico”. | 


B) Protocolo final, en relación con el art. 23 letra C): “En materia 
de reconocimiento de matrimonio mixto entre personas católicas y no 
católicas, el Estado pondrá en armonía su propia legislación con el De- 
recho Canónico”. 


C) Protocolo final, en relación con el art. 23 letra D): “En la re- 
glamentacién jurídica del matrimonio para los no bautizados, no se 
establecerán impedimentos opuestos a la Ley natural”. 
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Y entre los principios generales que informan el Concordato se han 
aislado, que nosotros sepamos, estos dos: 


D) El artículo 35, n.° 2 que dice: "Las materias relativas a per- 
sonas y cosas eclesiásticas de las cuales no se ha tratado en los artícu- 
" , ¿NS . ” 

los precedentes serán reguladas segün el Derecho Canónico vigente". 


' E): El art.1.° del Concordato por el que se proclama la confesio- 
nalidad del Estado espafiol y se reconoce a la Religión católica el dis- 
frute “de los derechos y de las prerrogativas que le corresponden en 
conformidad con la Ley Divina y el Derecho Canónico". 


A) El art. 23 del Concordato. 


De que el Estado español reconoce plenos efectos civiles “al matri- 
monio canónico", se ha pretendido sin más deducir "en buena lógica 
que el Estado español no reconoce efectos civiles a los matrimonios 
que contraigan”: a) los católicos entre sí sin observar las normas ca- 
nónicas y concretamente la forma canónica; b) los bautizados en la 
Iglesia católica o los convertidos a ella de la herejía o del cisma si con- 
traen con acatólicos, bautizados o no, sin observar las normas canóni- 
cas y en especial la forma canónica; c) los acatólicos bautizados fuera 
de la Iglesia católica y nunca convertidos a ella si se casan contra las 
normas canónicas, exceptuado lo relativo a la forma canónica que 
no les obliga*. 


Como opone con razón Mons. MIGUELEZ no se alcanza a ver la ló- 
gica de esa conclusión, observando a este propósito que “el argumento 
a sensu contrario no es estrictamente lógico y rara vez es convincen- 
e 

En efecto, entre los Concordatos recientes tenemos que Shes de Ita- 
lia (art. 34), Austria (art. 7), Portugal (art. 22) y Repüblica Domini- 
cana (art. 15), además. del nuestro, reconocen plenos efectos civiles al 
matrimonio canónico y lo hacen en términos idénticos o muy pareci- 
dos entre sí”. Sin embargo de lo cual, en Italia, en Portugal, y en la 
Repüblica Dominicana simultáneamente con el matrimonio canónico 
regía en el momento mismo de la estipulación del Concordato, y actual- 
mente continúa en vigor, la ley del matrimonio civil, que de obligato- 
rio ha pasado a ser facultativo para los católicos. En Austria por el 
contrario, al tiempo de concertarse el Concordato solamente se recono- 


55 Mons. DEL Amo, Los matrimonios civiles durante la República (Madrid, 1954), p. 134. 

36 Mons. L. MiGuELEZ, Los matrimonios civiles durante la República, en “Revista española 
de Derecho canónico”, t. 9 (1954), p. 510. 

37 El Concordato de Italia, que con el Tratado y otros Convenios integra, como es sabido, 
los Pactos Lateranenses; “reconoce al sacramento del matrimonio regulado por el Derecho Ca- 
nónico los efectos civiles”, Y el Concordato de la República Dominicana “reconoce plenos efec- 
tos civiles a cada matrimonio celebrado según las normas del Derecho Canónico”. 
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cía el matrimonio religioso, según las normas de las respectivas confe- 
siones y, por tanto, el matrimonio canónico era obligatorio para los 
católicos, pero no para los herejes, cismáticos o simples apóstatas. 


Y el Concordato de Colombia por la Convención de 1924, según 
hemos dicho (n.° 42) tolera en forma expresa que la ley del Estado ad- 
mita a la celebración del matrimonio civil a los apóstatas de la religión 
católica. 


Una cosa es decir que, reconociendo el Concordato efectos civiles 
al matrimonio canónico, la ley del matrimonio civil, como tal ley, sea 
no solamente innecesaria, sino que se torne incluso perjudicial 
para los católicos, y esto es lo que parece afirmar la Iglesia; y otra 
cosa completamente distinta decir que la ley del matrimonio civil facul- 
tativo se halle en contradicción formal o lógica con el Concordato, afir- 
mación equivalente de esta otra: el Estado que reconoce efectos civiles 
al matrimonio canónico lógicamente no puede admitir a los católicos 
ni a los otros súbditos del ordenamiento canónico, a la celebración del 
matrimonio civil. Segán vemos esa consecuencia no se verifica en los 
Concordatos dichos, y por tanto, no es tampoco deducible a priori del 
Concordato español. ) 


B) Letra C) del Protocolo: al art. 23 


45. Los autores hacen hincapié especialmente en la disposición del 
protocolo final, al art. 23 letra C), por la que el Estado se comprome- 
te a poner en armonía su propia legislación con el Derecho Canónico 
"en materia de reconocimiento de matrimonio mixto entre personas 
católicas y no católicas”. 

Así por ej. Mons. Det Amo escribe: “Para mí es completamente 
claro que la Iglesia y el Estado español, a la hora de pactar tenían a 
la vista como norma canónica, a la que había de ajustarse la Ley civil, 
el canon 1099 § 1 n.° 2, principalmente. Ahora bien, en este canon se 
llaman matrimonios mixtos a los que contraen los indicados en el nu- 


38 S. CONGREGATIO de Disciplina Sacramentorum, Instruzione, 1-7-1929 (A. A. S.) t. 21 (1929), 
p. 352, n. 1: "Los católicos que deseen contraer matrimonio están obligados gravemente a ce- 
lebrar sólo el matrimonio religioso, que surte plenos efectos civiles, por lo que no hay ningu- 
na razón, disculpa o pretexto para omitirlo, habida cuenta de las cautelas de que lo ha rodea- 
do la Iglesia para la obtención segura de su fin religioso y social". . 
N.9 2: "Los esposos católicos que osaren contraer civilmente, aunque fuere con intención 
de contraer más tarde el matrimonio religioso, serán tratados como publicos pecadores, y el 
párroco se regirá por la norma del canon 1066 del Código de Derecho Canónico". ¿A 
La ley italiana del 27-5-1929, n. 847, que modificaba parcialmente la del matrimonio civil 
obligatorio, en el cap. 2. n. 5, decía: “El matrimonio celebrado ante un ministro del culto ca- 
tólico, según las normas del derecho canónico, produce desde el día de la celebración, los mis- 
mos efectos del matrimonio civil...”. Cfr. A. Brrrora-A. C. JEMOLO, Codice ecclesiastico (Pa- 
28621: 
E ais edd dictó la S. Sede para la ejecución del Concordato de Portugal (Instructio, 
AAS t. 33 (1941), p. 29, y de la Repüblica Dominicana (Instructio, AAS, t. 47 (1955), p. 630). 
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mero anterior con acatólicos, estén o no bautizados, aunque hayan ob- 
tenido dispensa del impedimento de mixta religión o del de disparidad 
de cultos. Luego matrimonio mixto es para el Concordato el matrimo- 
nio que contraen los católicos (bautizados en la Iglesia católica o con- 
vertidos a ella de la herejía o del cisma) con los acatólicos, estén bauti- 
zados o no””. 

Compartimos en un todo la argumentación que al anterior razo- 
namiento opone Mons. MIGUELEZ, la cual desarrolla en cuatro argu- 
mentos plenamente convincentes a nuestro juicio”. Añadiremos sin em- 
bargo, por nuestra parte, algunas consideraciones más, pues estima- 
mos que en esta disposición concordada radica el argumento más serio 
de los esgrimidos en torno a la cuestión. 


46. Analizando la estructura de la presente disposición concorda- 
taria, en extremo sencilla por lo demás, salta a la vista que la segunda 
parte de la norma, que es donde se contiene formalmente la prescrip- 
ción o statuizione “el Estado pondrá en armonía su propia legislación 
con el Derecho Canónico”, no ofrece dificultad ni puede admitir limi- 
tación, según el principio: ubi lex non distinguit nec nos distinguere 
debemus. Nos parece, por eso, que donde las partes han dicho el “De- 
recho Canónico” se ha de entender el canon 1099 y cualquiera otro que 
venga a cuento, si nos atenemos como es debido al axioma jurídico: 
legislator quod voluit expressit; de modo que la armonía no se puede 
limitar a este o al otro párrato del canon ni a uno solo de los números 
en que se divide el párrafo. Que no está la dificultad en la statuizione 
o prescripción de la norma parece claro, ya que a la pregunta ¿con qué 
norma se ha de poner en armonía la legislación del Estado ?, responde 
sencilla la lev “con el Derecho Canónico” a secas, es decir con todo el 
Derecho Canónico. 

Corresponde, pues, a la hipótesis o fattispecie la determinación con- 
creta y la limitación del caso considerado por la norma y sobre el cual 
recae la prescripción o statuizione, es decir, la función de aislar la ma- 
teria u objeto de la norma determinando qué cosa en concreto o, me- 
jor aún, en cuál cosa se ha de poner en armonía la legislación del Es- 
tado con el Derecho Canónico; y esa función el legislador la confía a 
la frase “en materia de reconocimiento de matrimonio mixto entre per- 
sonas católicas y no católicas”. Tenemos, pues, aquí como términos 
y conceptos clave, los de “matrimonio mixto” y “persona católica y no 
católica”. > 


47. Comenzando por el segundo término, nos encontramos con los 
siguientes datos: 


Y Ob. cit., p. 186-137. 
$ Ob. cit, p. $11-512, 
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1) La aprobación pontificia de la base 3.* del Código Civil em- 
plea los términos "católicos" y “heterodoxos” para denotar las perso- 
nas que la base 3.* y el art. 42 designan con la expresión “los que pro- 
fesan la Religión católica”, frase que como dijimos se tomó prestada 
del Concordato de Colombia de 1887, y que la Convención de 1924 in- 
terpretó auténticamente en el sentido de no incluir a los apóstatas de 
la Religión católica. Nos parece indudable que el término “persona 
católica y no católica” en el Concordato de 1953 es sinónimo del “ca- 
tólicos” y “heterodoxos” de León XIII en la aprobación de la base 3.* 
del Código. 


2) Lo que se entiende por “católico” y “heterodoxo” en el lengua- 
je usual y corriente, y asimismo en el lenguaje jurídico se lo pregunta- 
mos anteriormente a dos escritores tan caracterizados como Menéndez 
y Pelayo y el canonista romano WERNZ”. Concretando el primero la 
materia de su obra Historia de los heterodoxos españoles, nos decía : 
“Todos mis personajes se parecen en haber sido católicos primero, y 
haberse apartado luego de las enseñanzas de la Iglesia... para tomar 
otra religión o para no tomar ninguna”. 


3) Si acudimos ahora al Codex tenemos que la palabra “católico” 
como término sustantivo se emplea siempre para designar la persona 
que permanece unida a la Religión y a la Iglesia católica por el triple 
vínculo de la fe, del régimen y de los sacramentos, o sea con exclu- 
sión de los herejes, cismáticos y apóstatas". 


4) Fuera del Codex, pero en documentos jurídicos de interpreta- 
ción gubernativa del Concordato, como son las Instrucciones de la 
Sagrada Congregación de Sacramentos, de fecha 1-7-1929 para Italia, 
de 21-9-1940 para Portugal y de 25-3-1955 para la República Domini- 
cana, la S. Sede, con fórmula casi idéntica en las tres emplea los tér- 


$1 Véase arriba, n. 28, nota 40. 

$3 Recogemos aquí los textos presentados por A. Laver, Index verborum Codicis iuris ca- 
nonici (Typis Poliglottis Vaticanis 1921), p. 70-71: Can. 538 “cuálquier católico”; 881 $ 1 “a los 
católicos de cualquier rito”; 1021 $ 2 “los católicos”; 1097 $ 2 “los matrimonios de los cató- 
licos de rito mixto”; 1109 $ 1 “el matrimonio entre católicos”; 1206 § 2 “católicos en su 
mayor parte”; 1325 $ 3 “guárdense los católicos de”; 1393 $ 2 “doctrina común de los cató- 
licos"; 1657 $ 1 “deben ser católicos”; 2319 $ 1 y 2375 “los católicos que...”. El canon 751, 
que a primera vista parece emplear el término católicos en sentido distinto, bien mirado con- 
firma expresamente la significación dicha. Dice así: “Por lo que respecta al bautismo de pár- 
vulos hijos de dos herejes o cismáticos, o de dos católicos que han caído en la apostasía, la 
herejía o el cisma, obsérvense en general las normas establecidas en el canon que antecede (so- 
bre los hijos de infieles). Significa, pues, lo mismo que decía MENÉNDEZ Y PELAYO | haber sido 
católicos primero, y haberse apartado luego por la herejía, el cisma o la apostasía". Y lo mis- 
mo se diga del canon 1149: "Las bendiciones, que se deben dar principalmente a los católicos, 
pueden darse también a los catecúmenos, y si la Iglesia no lo prohibe, hasta a los acatóli- 
con para que obtengan la luz de la fe". En el derecho matrimonial del Codex encontramos, 
además, las expresiones "persona católica" (can. 1060, 1123, 1124), "parte católica (1102 $ 1, 
1109 $ 3), "cónyuge católico" (1062, 1132), que significan en todos los casos lo mismo, o sea, los 
fieles que permanecen en el seno y en la obediencia de la Iglesia católica. 
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minos “los católicos” y “los esposos católicos” (nn. 1 y 2) para desig- 
nar únicamente a los fieles que actu están en el seno y obediencia de 
la Iglesia, puesto que, además de recordarles, que “están gravemente 
obligados a celebrar sólo el matrimonio religioso” o que “no les permi- 
te la Iglesia celebrar el llamado matrimonio civil”, a “los esposos ca- 
tólicos que osaren contraer civilmente, aunque fuere con intención de 
contraer más tarde el matrimonio religioso", les conmina que "serán 
tratados como públicos pecadores”, a tenor del canon 1066 del. Código 
de Derecho canónico. : e 


48. Con esto pasamos al otro término o vocablo usado por el 
Concordato para determinar la FED o fattispecie de la norma, a 
saber "matrimonio mixto". 


1) Hace ahora siglo y medio que la expresión "matrimonio mix- 
to" con la cosa por ella significada, desbordando el lenguaje jurídico- 
canónico, se convirtió en uno de los problemas político-religosos más 
agudos, fue la sefial que despertó al entonces adormecido catolicismo 
alemán, conmovió a la Cristiandad entera y saltando por encima del 
Atlántico sirvió de motivo para que el Concilio de Baltimore de 1840 
expresara su adhesión a los dos Prelados alemanes encarcelados por 
la cuestión de los "matrimonios mixtos". 

-Segán una Ordenanza real dictada inicialmente en Prusia el ano 
1803, los varones nacidos de matrimonios mixtos habrían de pertene- 
cer a la religión del padre. Como en 1825 se pretendiera extender el 
decreto de 1803 de Silesia, donde esposas indígenas católicas contraían 
matrimonio en gran nümero con inmigrantes prusianos, a la provincia 
de Renania, tropezó aquí con la tenaz oposición del clero parroquial 
católico, y en 1830 Pío VIII prohibió la asistencia activa del clero a 
semejantes matrimonios permitiendo solamente la asistencia pasiva, 
o sea sin ceremonia ni rito religioso alguno, y esto únicamente por ne- 
cesidad de evitar mayores males. 

La negativa del clero a solemnizar con la bendición y el rito reli- 
gioso semejantes matrimonios y el consiguiente descrédito de los mis- 
mos ante la población irritaron al rey de Prusia y fueron encarcelados 
el arzobispo de Colonia primero, y luego en el Este el arzobispo de 
Posen, hasta que algún tiempo después la cuestión se apaciguó; pero 
quedó afianzada la disciplina de la Iglesia que posteriormente en los 
cánones 1102 y 1109 $ 3 ha extendido a todos los matrimonios mixtos 
entre parte católica, o sea actu católica y parte acatólica la prohibi- 
ción de ceremonias o ritos religiosos, así como que se celebren en la 


iglesia, incluso cuando tales matrimonios tienen lagar previa dispensa 
del impedimento de mixta religión”. 


93 Cfr. J. LrrLoN, Histoire de l'Eglise; par A. FrrcHE-V. MARTÍN, v. 20 (1949), p. 415-416; 467- 
470. Pius VIII. Litt. ap. "Litteris altero", 25-3-1830: “...Lege civili istic ante paucos annos lata 
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; Por tanto, en la cuestión de los matrimonios mixtos intervenia 
siempre una persona actu católica que intentaba contraer con persona 
acatólica actu; de modo que la cuestión no se suscitó ni hubiera teni- 
do sentido si la pretendida parte católica hubiera sido católico que con 


anterioridad al matrimonio hubiera dejado de serlo para pasar a la 
herejía o al cisma. 


49. 2) Ahora volviendo al sentido y al uso jurídico del término 
“matrimonio mixto”, debemos observar en primer lugar que, no ha- 
biendo experimentado cambio alguno el impedimento “mixtae religio- 
nis” en el tránsito de la antigua disciplina al derecho del Codex, con- 
servan plena y total validez la literatura y la terminología jurídica. 


Pues, bien, en las fuentes y en la canonística no solo recurren los 
términos “mixtae nuptiae” “matrimonium mixtum” para designar los 
matrimonios donde interviene tal impedimento, sino que ambas lo- 
cuciones se usan como términos sinónimos. Lo hacen así los Romanos 
Pontífices y las Congregaciones Romanas“ y por lo que se refiere a los 
canonistas, el tantas veces citado WERNZ en 20 páginas que dedica al 
impedimento de mixta religión emplea 55 veces la expresión “matri- 
monium mixtum” o “nuptiae mixtae”, mientras que en igual número 
de páginas consagradas a tratar del impedimento de disparidad de 
cultos, se abstiene con tanto cuidado de usar esa expresión que no la 
encontramos ni una sola vez. Ahora bien, en el impedimento de mixta 
religión uno de los términos es siempre el mismo e invariable, a saber 
"una persona católica” actu, en tanto que el otro término es relativa- 
mente variable, o sea en cierta medida; la otra persona bautizada sí, 
pero “afiliada a una secta herética o cismática”. 


Al contrario, en el impedimento de disparidad de cultos la rela- 
ción de los términos es más bien inversa; así el término fijo es siem- 
pre una “persona no bautizada”, y el otro es relativamente variable, 
a saber: ante Codicem era simplemente “una persona bautizada”; 
que lo hubiera sido en la Iglesia católica o no, lo mismo daba; post 
Codicem, restringido el concepto del impedimento de disparidad de 
cultos, se ha acortado algo la distancia que lo separa del de mixta re- 
ligión; y así solamente existe impedimento cuando la parte bautizada 
lo ha sido “en la Iglesia católica o convertido a ella de la herejía o del 
cisma”; pero el Codex, tanto en el canon 1070 como en el 1099, al 
tratar de las personas sujetas a la forma canónica del matrimonio, se 


praescriptum est, ut in matrimoniis mixtis liberi utriusque sexus in religione patris, aut certe 
ad eius arbitrium educentur; simulque Sacerdotibus interdictum, ne à personis matrimonia 
huismodi contracturis ullam exigant super religiosa nasciturae prolis institutione sponsionem 
(GASPARRI-SEREDI, I. c. Fontes v. II. n. 482, p. 738). WW oes 

6£ Para no multiplicar los textos inúltimente, véase entre los más recientes la Encíclica 
"Casti connubii" de Pío XI en Col. de Encima 529) D 721 


12 
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abstiene de denominar "católicos" a las personas bautizadas en la 
Iglesia católica o convertidas a ella de la herejía o del cisma”. Y esto 
nos basta. 

El Codex no emplea sino dos veces la expresión "mixtae nuptiae" 
(can. 1064 nn. 1 y 3), "matrimonium mixtum" (can. 2375), aunque 
en ambas ocasiones lo hace para referirse al matrimonio en el que in- 
terviene el impedimento de mixta religión; en cambio en el Derecho 
canónico particular —Concilios provinciales, regionales y plenarios 
principalmente, además de los Sínodos diocesanos—, el uso de la ex- 
presión matrimonio mixto para indicar el impedimento de mixta reli- 
gión recurre tan frecuentemente que vienen a ser términos sinónimos. 
En algunos casos y bajo la rúbrica de matrimonios mixtos se hace 
referencia también al impedimento de disparidad de cultos, insertando 
algunas disposiciones sobre el mismo; pero aparte de que la semejan- 
za O coincidencia de las prescripciones, a tenor del canon 1071, facilita 
la simultaneidad, aquella concomitancia obedece principalmente al he- 
cho de que no pocas veces la dispensa del impedimento de mixta reli- 
gión tiene que ir acompafiada de la dispensa ad cautelam de la dispa- 
ridad de culto, cuando existe duda acerca de la validez del bautismo 
en la parte acatólica”. 

En consecuencia de cuanto llevamos dicho es claro que no preten- 
demos nosotros que la expresión "matrimonio mixto" tenga siempre 


55 No faltará quizá quien pretenda que como "católicos" los considera el canon 1099 $ 2 


que, excluyendo a los “acatólicos” bautizados o no, cuando contraen entre sí, de la sujeción 
a la forma canónica, a los "bautizados en la Iglesia católica y a los convertidos a ella de la 
herejía o del cisma” los sujeta a la forma canónica. Luego los considera como “católicos”. 

Sin embargo no es así. Cierto que el $ 2 emplea el término "acatólicos" para designar lo 
mismo a los no bautizados que a los bautizados; mas para restringir o contraer la extensión 
del término hasta designar solamente a los que en ningün instante han pertenecido a la Igle- 
sia católica y excluir del mismo a los bautizados en la Iglesia católica o convertidos a ella 
que después se hubieren apartado de la misma, se vale el canon de una referencia expresa 
al $ 1.° n. 1 "firmo praescripto", sin la cual ellos quedarfan naturalmente incluídos en el tér- 
mino "acatólicos". 

Sin duda es esto mismo lo que Wernz-Vipat quiere decir en el n. 552, p. 649, nota 81: 
Ex his qui dicuntur comprehensi vel exclusi ab obligatione formam iuridicam celebrationis 
observandi, apparet a legislatore voces catholicus et acatholicus sumi sensu diverso a sensu 
quo passim adhibebantur in iure antiquo; quam diversam significationem iam adhibuerat de- 
cretum “Ne temere”. At ad determinandam indolem matrimonii mixti ab antiquo conceptu 
non est recedendum". 

$8 Statuta Archidioecesis S. Francisci... in Synodo dioecesana secunda (1936) San Fran- 
cisco de California, art. 224 $ 2: “Acatholici etiam exhibere debent testimonium de baptismo 
recepto... Moralis certitudo de validitate baptismi si deficiat, postuletur dispensatio super 
impedimentum disparitatis cultus ad cautelam". Cfr. L. pe ECHEVERRÍA, El matrimonio en el 
Derecho canónico particular posterior al Código (Vitoria 1955), p. 865, n. 25; Diocése de Stras- 
bourg. Status synodaux (1948), can. 323: "L'Eglise désapprouve les mariages avec des catho- 
liques apostatats notoires, alors méme quils n'auraient pas adhéré officiellement á une secte 
hérétique ou schismatique (p. ex libres penseurs). 2.2 En certains cas, l'Ordinaire pourrait 
exiger que les cautions soient données par écrit et sous la foi du serment, comme par les 
mariages mixtes, d'autant plus que ces unions présentent les memes dangers que les maria- 
ges mixtes,". Ob. cit., p. 114 n. 27. 
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en nuestro caso un sentido rigurosamente técnico; pero si sefialamos 
—y ello al par que obvio nos parece importante—, que cuando clau- 
dique de ese sentido ello debe suceder no por el término fijo e invaria- 
ble que especifica la relación: "una persona católica", sino por el tér- 
mino relativamente variable, o sea la persona acatólica, ora sea “afilia- 
da a una secta herética o cismática” (sentido estricto y riguroso, can. 
1060), o persona que notoriamente hubiere abandonado la fe católica 
(sentido amplio y no técnico, can. 1065), ora también "persona no 
bautizada" (impedimento de disparidad de cultos, can. 1070 (sentido 
igualmente amplio y no técnico). 


C) Letra D) del Protocolo al art. 23. 


50. Alégase en tercer lugar la letra D) del Protocolo al mismo 
art. 23 que dice así: "En la reglamentación jurídica del matrimonio 
para los no bautizados, no se establecerán impedimentos opuestos a 
la Ley natural". 

De aquí se intenta deducir, otra vez a sensu contrario, que ambas 
partes contratantes dan por supuesto que el Estado no regulará la 
disciplina matrimonial en la parte de impedimentos para ningún bau- 
tizado y, por consiguiente, que el matrimonio civil, según la intención 
del Concordato, sólo puede ser contraído por los no bautizados". 

Basta aplicar aquí lo que dejamos dicho a la letra C) sobre la es- 
tructura de la norma para desentrañar el sentido positivo que la pre- 
sente disposición encierra. 

La prescripción o statuizione de la norma contiene formalmente 
una limitación de la potestad del Estado, limitación que consiste en 
una obligación de no hacer, en una prohibición que el Estado se im- 
pone a sí mismo: se abstendrá de establecer impedimentos contrarios 
a la Ley natural. Adviértase que él no se compromete —con obliga- 
ción pactada, se entiende—, a proteger o reforzar con sus propias le- 
yes positivamente y en toda su extensión, ni siquiera la Ley natural, 
sino solamente a no contradecirla en materia de impedimentos, tropie- 
zo este, según enseña la experiencia, no infrecuente de los Estados 
modernos. Respecto de qué personas y en cuál cosa o materia contrae 
el Estado el deber de abstenerse, lo determina la primera parte de la 
norma, es decir, la hipótesis. Las personas quedan perfectamente defi- 
nidas con la locución “los no bautizados”, término fijo e invariable 
que no admite más que un solo sentido o significación. Y respecto de 
cuál cosa o materia se compromete el Estado a abstenerse, la hipótesis 
la determina con las palabras “en la reglamentación jurídica del ma- 
trimonio”; con lo cual viene ciertamente a admitirse la competencia, 


$7 Mons pst AMO, Ob. cit. p. 140; J. Marponapo, Ob. cit., p. 155, n. 8, p. 165, n, 15. 
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por lo menos, alguna competencia sin determinar cual, del Estado pa- 
ra efectuar esa reglamentación. 

La norma, pues, no obstante la doble expresión negativa con que 
se formula, encierra un sentido positivo que puede enunciarse asi: el 
Estado competente para la reglamentación jurídica del matrimonio de 
los no bautizados, se abstendrá o se prohibe a sí mismo establecer im- 
pedimento alguno que esté en contradicción con la Ley natural. 

Sobre el valor del argumento en sentido negativo, o a sensu con- 
trario volveremos enseguida a propósito del argumento de la confesio- 
nalidad del Estado. 


II. NORMAS GENERALES CON REFLEJOS SOBRE EL MATRIMONIO. 


D) El art. 35 n.° 2 del Concordato. 


51. Pero antes examinaremos brevemente el argumento que se 
toma del art. 35, n.° 2 cuyo tenor es como sigue: "Las materias rela- 
tivas a personas y cosas eclesiásticas de las cuales no se ha tratado en 
los artículos precedentes serán reguladas según el Derecho canónico 
vigente”. 

Según se afirma la disposición transcrita exige la completa y total 
acomodación de la legislación matrimonial civil respecto de los bauti- 
zados con el Derecho canónico en general y, concretamente con los 
cánones relativos a la forma canónica y a los impedimentos, según 
que ellos estén sujetos a aquélla y a éstos, o solamente a los impedi- 
mentos pero no a la forma jurídica del matrimonio. 

Tampoco el argumento es concluyente, pues da a la cláusula con- 
cordataria una interpretación que ciertamente no tiene. 

Tal disposición no constituye novedad de nuestro Concordato; la 
encontramos también, que nosotros sepamos, en el de la República: 
Dominicana (art. 27), en el de Austria (art. 22), en el de Alemania 
(art. 33), así como en los del siglo pasado con El Ecuador (ait. 23) 
año 1862, con Austria-Hungría (art. 34) de 1855 y con España (art. 43) 
de 1851. Mas siendo la cláusula casi idéntica en todos ellos, no sería 
quizá exacto atribuirle enteramente el mismo sentido en los Concor- 
datos recientes y en los de la centuria pasada: 

En efecto, es indudable que tal cláusula, llevada primeramente a 
los Concordatos en tiempos en que los Estados, sin haberse todavía 
desprendido de los excesos y resabios del viejo jurisdiccionalismo o re- 
galismo, se iban impregnando del absolutismo jurídico del liberalismo 
doctrinal, quería significar y debía constituir una garantía para la 
Iglesia de que el Estado no pretendería ingerirse en el régimen y en 
la disciplina de la Iglesia ni trataría de poner impedimento alguno a 
la plena libertad que los sagrados cánones establecen en el régimen y 
gobierno de la misma por las autoridades eclesiásticas. 
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El llamado período de la postguerra, que se abre con la promulga- 
ción del Codex iuris canonici (1917), señala el momento en que co- 
mienza a hacer crisis la doctrina de la soberanía absoluta del Estado, 
crisis que en el terreno de las realizaciones prácticas alcanza su pun- 
to culminante en los Acuerdos de Letrán de 1929, aunque no deja de 
ser significativo que la cláusula de que nos ocupamos se eche de me- 
nos precisamente en el Concordato de Italia, para reaparecer ensegui- 
da en los de Alemania (1933) y Austria (1934) y terminar —cosa que 
habría sorprendido extraordinariamente al coartífice de los Acuerdos 
de Letrán a la vez que epígono de la doctrina de la soberanía absoluta 
del Estado—, insertándose a los 20 años escasos de aquéllos nada m< 
nos que en la Constitución republicana de 1947 con esta fórmula: “El 
Estado y la Iglesia católica son, cada uno en su propio orden, inde- 
pendientes y soberanos; y sus relaciones se regulan por los Acuerdos 
de Letrán”. À 

Este, pues, y no otro es, según creemos, el verdadero sentido que 
la cláusula en cuestión obtiene en los Concordatos recientes. Efectiva- 
mente, el canon 3.° del Codex constituye .como el contrapunto que 
exalta el vigor y la fuerza de esa cláusula en la entera armonía del 
Derecho de la Iglesia. El Codex no toca ni afecta en nada a los Con- 
cordatos, prescribe el canon 3.°; pero éstos a su vez, presentes o futu- 
ros, solamente acallan y apagan, por así decirlo, aquellos acordes par- 
ciales que representan los cánones o leyes afectados o modificados en 
cada país por el Concordato; en todo lo demás y en su conjunto el 
Codex iuris canonici, mejor todavía, el Derecho canónico vigente con- 
serva y obtiene plena y total vigencia en su propio orden. O dicho en 
términos estrictamente jurídicos, que si la Iglesia católica como orde- 
namiento jurídico soberano, consiente en modificar o acomodar por 
el Concordato aquellas normas canónicas que en cada caso se vean 
afectadas por un Concordato particular; en todo lo demás el conjun- 
to del ordenamiento canónico sigue plenamente vigente en su propio 
orden, como ordenamiento jurídico soberano que es”. 


E) La confesionalidad del Estado: art. 1° del Concordato. 


52, Abordamos, finalmente, el argumento de la confesionalidad 
del Estado, que tal como se proclama en el art. 1.° del Concordato, al 
decir de varios autores, y en cumplimiento del deber básico de infor- 
mar la legislación en los principios morales de la Religión católica, 
exige respecto del matrimonio de los bautizados la plena y total aco- 
modación de la legislación matrimonial civil a la legislación canónica 
y, en especial, al canon 1099. 


68 Véanse los tres artículos recientes de S. LENER, en “La Civiltá Cattolica”: L’ordine dello 
Stato e l'ordine della Chiesa (1958), v. III, pp. 234-249; pp. 350-364; pp. 463-478. 
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Por considerarla de importancia capital en punto al enfoque gene- 
ral del problema, hacemos nuestra la observación que certeramente 
formula LENER à propósito de la Religión del Estado y de la confesio- 
nalidad en su aspecto jurídico, el ánico que nos interesa aquí. 

En el terreno del derecho positivo, dice, o sea en un ordenamiento 
jurídico soberano concreto, una cosa es la existencia de una religión 
oficial del Estado, y otra cosa distinta el significado específico y los 
efectos concretos que el hecho lleva consigo en dicho ordenamiento ; 
bien entendido que aquel significado y estos efectos pueden variar no- 
tablemente, no sólo de un ordenamiento a otro diverso, sino también 
dentro de un mismo ordenamiento en tiempos diferentes y más o me- 
nos distantes entre sí. Segün eso, contináa, en un ordenamiento par- 
ticular, tanto la religión oficial como la confesionalidad del Estado 
existen o no existen y son lo que son segün las propias normas que las 
establecen, y no lo que pretenden que sean ciertos tratados abstractos 
o determinadas doctrinas o ideologías políticas?. 

Con esta salvedad indispensable aceptamos la formulación que A. 
CHECCHINI hace del Estado confesional en el aspecto jurídico: “Cuan- 
do el Estado, haciendo como la haría cualquier fiel una verdadera pro- 
fesión de fe, manifiesta su adhesión a una confesión religiosa particu- 
lar que, consiguientemente a un juicio valorativo sobre su misma esen- 
cla intrínseca, es considerada como verdadera, en tanto que las otras 
son consideradas como falsas", entonces tiene lugar la confesionalidad 
del Estado, o “el Estado confesional que, profesando una religión de- 
terminada, inspira completamente (confesionismo integral) o, por lo 
menos, parcialmente (confesionismo parcial, que es la forma gene- 
ralmente practicada por los Estados modernos) en el contenido ético y 
dogmático de la misma religión, su legislación y su actividad política 
y administrativa, al par que asume (parcialmente al menos) sus prin- 
cipios, sus ensefianzas y sus doctrinas como elementos informadores 
de su propia esencia constitucional", 

En ninguna parte sin embargo consta que la confesionalidad del 
Estado, tal como la proclama la doctrina de los católicos, exija en el 
aspecto jurídico la plena v total recepción del Derecho canónico en el 
ordenamiento interno del Estado, ni que ello sea siquiera actualmente 
posible ni deseable, dato et non concesso que lo haya sido alguna vez ; 
pues como hemos dicho ya en otra ocasión “la recepción pura v sim- 
ple del Código de Derecho canónico en el ordenamiento civil, como 
alguna vez se ha pretendido, llevaría lógicamente a la confusión de 
ambos ordenamientos, terminando en la negación del Concordato que, 


$9 S. LENER, La religione dello Stato nella Costituzione republicana, en “La Civiltá Cattoli- 


ca" (1951), v. I, pp. 200-201; Religione di Stato e principio democratico nella Costituzione 
italiana, Ibidem, v. IV, p. 394. 


70 Introduzione domunatica al Diritto ecclesiastico (Padova 1987), n. 23, p. 3. 
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como sistema de conexión, se propone realizar una compenetración 
parcial y concretamente bien definida de dos ordenamientos jurídicos 
separados (o perfectamente distintos en cuanto ordenamientos sobera- 
nos cada uno en su orden o esfera)””. 


53. Veamos ahora cuál y cómo es concretamente la confesionali- 
dad que el Estado espafiol proclama tanto en el Concordato como en 
el Fuero de los españoles. 

El art. 1.° del Concordato profesa o confiesa que “la Religión Ca- 
tólica, Apostólica, Romana, sigue siendo la única de la Nación españo- 
la y gozará de los derechos y prerrogativas que le corresponden en 
conformidad con la Ley Divina y el Derecho Canónico”. 

Y en el Protocolo final, en relación con el art. 1.”, se añade: “En el 
territorio nacional seguirá en vigor lo establecido en el art. 6.” del Fue- 
ro de los españoles”. 

El art. 6.° del Fuero viene así a integrarse en el concepto jurídico 

de la confesionalidad según el Concordato. Y no se puede mencionar 
a este propósito el art. 6.” del Fuero sin traer a colación dos hechos im- 
portantes, a saber: que el art. 6.” del Fuero viene a coincidir con el 
art. 11 de la Constitución de 1876, con la diferencia de que su redac- 
ción más esmerada contribuye a matizar mejor el primitivo y genuino 
significado de aquélla, y segundo, que “la redacción definitiva del art. 
6.” del Fuero de los españoles no fue hecha como la del art. 11 de la 
Constitución de 1876 sin tratarlo con la Iglesia, sino, por el contrario, 
tratándolo previamente con la Santa Sede””. De donde resulta que el 
art. 6.” del Fuero ha obtenido no una sino dos veces la aprobación ex- 
presa de la S. Sede; en 1945 primero, y después en 1953. 
Ahora bien, el artículo en cuestión, que consta de dos partes, formu- 
la simultáneamente dos principios. Primero, el de la Religión oficial 
del Estado, enunciándolo así: “La profesión y práctica de la Religión 
católica, que es la del Estado español, gozará de la protección oficial... 
No se permitirán otras ceremonias ni manisfestaciones externas aue las 
de la Religión católica”. Y segundo, el principio de tolerancia privada 
de cultos, que se formula en estos términos: “Nadie será molestado por 
sus creencias religiosas ni el ejercicio privado de su culto”. 

Según eso, integrando ambos principios jurídicos el concepto con- 
creto de la confesionalidad del Estado español, nos parece que no s^ 
debe invocar uno solo de ellos como si no existiera el otro”. 


72 L. Pérez Mier, El Concordato español de 1953; significación y caracteres, en “Revista 
española de Derecho canónico”, t. 9 (1954), p. 40 nota 34; pp. 25-26; S. LENER, texto citado 
en la nota 14. 

12 Instrucción colectiva de la Conferencia de los Metropolitanos españoles sobre la propa- 
ganda protestante en Espafia, en “Ecclesia” (1948), T, p. 675. 

73 Véase G. García CANTERO, Matrimonio civil de acatólicos, en "Anuario de Derecho Civil" 
(1954), pp. 116-117, donde la nota 5 resulta retorcida; J. MALDONADO, Obs City Ds, 1500D 2; 
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54. En realidad, escribe LENER, no hay sistema juridico concreto 
y menos todavia puede haber un ordenamiento soberano sin un con- 
creto equilibrio de principios jurídicos. Equilibrio de principios jurí- 
dicos, decimos, que no es lo mismo que equilibrio de fuerzas sociales ; 
aunque para establecer y graduar en particular para una sociedad de- 
terminada el punto concreto de equilibrio de los principios jurídicos re- 
sulte indispensable al legislador sopesar el equilibrio de las fuerzas so- 
ciales en un momento dado. 

“Existe, añade LENER, un cierto término medio, racional v ético, 
el cual constituye la esencia humanística del derecho objetivo, y que 
es lo que distingue abismalmente el ordenamiento jurídico propio de 
un pueblo libre de una asociación violenta y del orden meramente coac- 
tivo de una multitud de esclavos. Y ese término medio se refleja en 
aquellas exigencias generales de justicia que, manifestándose conscien- 
temente en una sociedad determinada y que, haciéndose valer even- 
tualmente por grupos organizados o por mentes más iluminadas, son 
reconocidas y recogidas por el poder político como partes sustancial- 
mente integrantes del bien comün del pueblo y traducidas luego en 
normas legales y en principios jurídicos positivos. 

Equilibrio, por tanto, de principios jurídicos significa concordia o 
conciliación de diversas exigencias generales de justicia, todas ellas con- 
sideradas dignas de reconocimiento por el legislador, y que no pudien- 
do ser satisfechas en toda su extensión, la satisfacción de una requiere 
un sacrificio parcial de las otras. Ya anteriormente a la intervención del 
legislador, con tal que dichas exigencias no se planteen en términos 
abstractos o de pura doctrina y, como tales, extremistas, un cierto equi- 
librio tiene lugar en la misma conciencia de los súbditos que sientan 
como propio el interés püblico por la composición de los conflictos de 
intereses y que, en consecuencia, reconozcan que el bien comün exige 
la moderación de ciertas pretensiones sociales para dar asimismo aco- 
gida a otras instancias o representaciones individuales anteriormente 
preteridas por el Estado’. 


A) Sentido positivo de la confestonalidad 


¿A qué obliga concretamente en el terreno jurídico, preguntamos, 
la contesto o profesión de la Religión católica al Estado? 


55. Su Santidad el Papa Pío XII tratando de propósito el tema de 
las relaciones entre la Iglesia y el Estado sobre las huellas trazadas 
por León XIII, ha dicho: “El Estado y la Iglesia son dos poderes in- 
dependientes, pero que no por ello deben ignorarse y mucho menos 
combatirse; es mucho más conforme a la naturaleza y a la voluntad 


^ Religione di Stato e principio democratico nella Costituzione italiana (1951), v. IV, p. 620. 
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Divina que colaboren en una mutua comprensión, puesto que su ac- 
ción se aplica al mismo sujeto, es decir al ciudadano católico... La Igle- 
sia no disimula que en principio considera esta colaboración (en la 
educación de las mismas personas) como normal y mira como ideal la 
unidad del pueblo en la verdadera religión y la unanimidad de acción 
entre ella y el Estado. Pero sabe también que desde cierto tiempo los 
acontecimientos evolucionan más bien en otro sentido, es decir, hacia 
la multiplicidad de confesiones religiosas y de concepciones de vida 
dentro de la misma comunidad nacional donde los católicos constitu- 
ven una minoría más o menos fuerte"^, 


56. Bien, se arguye; saquemos las consecuencias de la doctrina 
pontífica: si el Estado, sobre todo en una Nación de población católi- 
ca, tiene el deber básico de informar la legislación civil en los princi- 
pios éticos y dogmáticos de la Religión católica, colaborando con ella 
en la educación de las mismas personas, eso significa que tiene el deber 
concreto de poner su legislación en plena y total armonía con la legis- 
lación canónica, de manera que no se produzcan conflictos entre ellas. 

La expresión deber básico se refiere sin duda al derecho natural, 
como deber fundamental o de base; pero con eso no se ha dicho todo 
ni mucho menos, pues como ensefia Santo Tomás "a lege naturali du- 
pliciter potest aliquid derivari: uno modo sicut determinationes quae- 
dam aliquorum communium... quaedam vero determinantur per mo- 
dum determinationis, sicut lex naturae habet, quod ille qui peccat pu- 
niatur, sed quod tali poena vel tali puniatur, hoc est quaedam deter- 
minatio legis naturae””. 

Y esto sucede principalmente en los preceptos positivos que, de una 
parte obligan semper sed non pro semper, y de otra la ley natural no 
determina el quantum de la obligación; así v. gr. los padres tienen el 
deber básico de alimentar, de educar y de heredar (en sentido activo) 
a sus hijos; no obstante lo cual es necesario que venga luego la ley 
positiva a determinar el quantwm de aquellas obligaciones naturales. 
Pondremos todavía un ejemplo atinente más de cerca a nuestro actual 
propósito, y que nos parece sobremanera elocuente, ahorrándonos 
cualquier comentario por nuestra cuenta. 

En tanto que, segün el art. 30 del actual Código Civil, se reconoce 
la capacidad jurídica al nacido que viviere 24 horas enteramente des- 
prendido del seno materno, nuestras antiguas leyes, por el contrario, 
exigían además que estuviera bautizado. Así la ley 13 de Toro, que 
pasó a la Novísima Recopilación decía: “Por evitar muchas dudas... 
ordenamos y mandamos... que el hijo se diga que naturalmente es nas- 


75 Discurso al X Congreso internacional de Ciencias Históricas. Texto original francés en 
AAS t. 47 (1955), pp. 672-682. Texto castellano en "Ecclesia (1955) IT p. 815. 
7$ 1,3 2.9, q. 96, art. 3, in corp. 
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cido, y que no es abortivo, quando nascio vivo todo, y qua a lo menos, 
después de nascido, vivió 24 horas naturales, y fue bautizado antes 
que muriese; y si de otra manera nascido murió dentro del dicho tér- 
mino o no fue bautizado, mandamos, que el tal hijo sea habido por 
abortivo, y que no pueda heredar a sus padres ni a sus madres, ni a sus 
ascendientes”. 


57. ¿Dónde consta, nos preguntamos, el deber concreto de un Es- 
tado particularmente considerado de acomodar su legislación al De- 
recho Canónico tan perfectamente que no puedan surgir algunos casos 
de conflicto entre ambos ordenamientos ? 


Sirviéndonos al efecto de una expresión de Pio XII a propósito de 
un tema, tan próximo del actual que nos parece exactamente el mismo, 
diremos con expresión que tomamos prestada del mismo: “no conocen 
un tal precepto, ni la conciencia cristiana, ni las fuentes de la revela- 
ción, ni la práctica de la Iglesia”. 


Se ha dicho que tal precepto se contiene concretamente en la Ins- 
irucción de la Sgda. Congregación de Sacramentos para la ejecución 
del Concordato de Italia, de 1-7-1929, la cual en el n.” 18, y en rela- 
ción con los casados civilmente que quieren subsanar su matrimonio 
ante la Iglesia, dice: “Qualora l'opposizione (a la trascripción del ma- 
trimonio canónico en el Registro civil) sia fatta a causa d'un preceden- 
te matrimonio civile ipotesi che non dovrebbe realizzarsi in regime con- 
cordatario" (cfr. núms. 1-2)...”. 


Pasando por alto que ese inciso reprobatorio se omite en las Ins- 
trucciones posteriores, casi idénticas, dadas para la ejecución del Con- 
cordato de Portugal y de la Repüblica Dominicana, sí debemos adver- 
tir que la reprobación se refiere al matrimonio civil plenamente facul- 
tato para los católicos actu, según dejamos demostrado ya en el n.° 
44, nota 57, y no al matrimonio civil subsidiario para los “heterodo- 
xos" (apóstatas de la fe, herejes o cismáticos). 


58. No faltará quizá quien pretenda que el precepto se contiene 
en la doctrina de los autores católicos acerca de la potestad indirecta. 
Pero aun dado que tal doctrina fuera unánimemente admitida e igual- 


7 Lib. 10, tit. 5, ley 2.4 (Cfr. Los Códigos españoles (Madrid 1872), t. 9, p. 527. Esta dispo- 
sición se contiene ya en el Fuero Juzgo romanceado, lb. IV, tit. 3, ley 18: “Del ninno cuemo 
puede aver la heredad del padre... establescemos que aquel que nasce non deve aver la buena 
de los padres, fuera si despues que fuere nascido recibiere baptismo, é visquiere X dias, que 
tod ome que cubdicia ganar la buena del padre o de la madre por este ninno, se esfuerce este 
de ganarle ante la vida celestial por el baptismo; é así aquel que finca despues dél, aya la 
buena". Ob. cit., t. 1, p. 137. 

78 Discurso al V Congreso Nacional de la Unión de Juristas católicos italianos, el 6-12-1953. 
Texto italiano en AAS. t. 45 (1953), p. 801 y sigs. Texto castellano en Doctrina Pontificia, TI. 
Documentos políticos por J. L. Gutiérrez BAC Madrid 1958), p. 1012, n. 16. 

7?? AAS. t. 21 (1929), p. 355; Cfr. Mons. DEL Amo, Ob. cit., pp. 148-149, 
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mente entendida por los escritores católicos, y bien sabido es cómo no 
sucede asf”; con todo y con ello la teoría de la potestad indirecta no 
constituye docírina católica en sentido teológico y, por consiguiente, 
mal puede alcanzar a constituir la "conciencia cristiana" como fuente 
de conocimiento del derecho natural. 


Pero hay más; la existencia de tal precepto concreto no pasaría, 
en el mejor de los casos, de ser opinión de algunos autores y, por con- 
siguiente, se trataría de un precepto incierto. Ahora bien, “nadie ha 
sostenido jamás que un precepto natural incierto tenga virtualidad, no 
ya para excluir, pero ni siquiera para disminuir la obligatoriedad de 
una norma positiva; como nadie tampoco ha negado que los preceptos 
de derecho natural, a medida que se alejan de los primeros principios 
ciertísimos, que se derivan de la misma naturaleza humana v de la dig- 
nidad de la persona... se van tornando objetiva y subjetivamente me- 
nos ciertos, o simplemente más elásticos, en tal grado que en el sector 
de la actividad intersubjetiva (es decir, del derecho estrictamente), se 
hace necesaria una declaración autoritativa o una determinación con- 
creta, como la que se verifica precisamente por el derecho positivo". 


B) El principio jurídico de tolerancia: su integración en el Con- 
cordato. 


59. Viniendo ya al principio de tolerancia contenido en el art. 6.° 
del Fuero de los españoles, y expresamente recogido en el Concordato 
como parte integrante de la confesionalidad concreta del Estado espa- 
fiol, debemos decir que la tolerancia religiosa se reduce al derecho de li- 
bertad religiosa, mejor aün, constituye una de sus formas y, por tan- 
to, pertenece a la categoría de los derechos de la personalidad, deno- 
minados también individuales o fundamentales. 


1. La tolerancia, definida como permissio negativa mali ha mere- 
cido recientemente la atención de Pío XII, que dedicó todo un discur- 
so denso, profundo y abierto hacia aplicaciones plenamente actuales, a 
déclarar sucintamente su naturaleza y al desarrollo de las reglas jurídi- 


88 Véase G. SARACENI, Le potestá della Chiesa in materia temporale e il pensiero degli ulti- 
mi cinque Pontefici (Milano 1951), (raccolta di studi della Rivista “Il Diritto ecclesiastico” n. 2; 
y más recientemente S. Lener, Sulla posizione dei partiti d'ispirazione cattolica nell ordine 
statuale e di fronte alla Chiesa, en “La Civiltá Cattolica" (1958), v. I, pp. 240-252, donde se 
dice, en la p. 247: "Respecto de un Estado con el cual la Iglesia sostiene relaciones diplomá- 
ticas normales y, con mayor motivo, con un Estado como el italiano, con el que existe una 
amplia reglamentación convencional de las relaciones, el ejercicio de la potestad indirecta 
fcomo medio de resolver unilateralmente un conflicto con el Estado mismo), constituye una 
hipótesis carente por completo de actualidad y como para no tomarla en consideración”. 
Cfr. también A. Van Hove, Prolegomena ad Codicem, n. 104, pp. 105-106. 

81 S. Lener, La certezza del diritto e il diritto naturale nel quadro dell'odierna crisi mon- 
diale, en "La Civiltá Cattolica" (1950), v. II, pp. 164-165; La certezza del diritto, il diritto 
naturale c il magistero della Chiesa Cattolica, Ibidem, en especial pp. 409-414. 
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co-morales y de las condiciones 0 requisitos de la tolerancia religiosa 
y moral. 


Aun a riesgo de omitir matices importantes resumiremos brevemen- 
te, en forma de proposiciones declaradas con las palabras mismas del 
Papa, la doctrina pontificia sobre la naturaleza y las reglas jurídico- 
morales de la tolerancia religioso moral. 


1.* Ninguna autoridad humana, Estado o comunidad de Estados, 
cualquiera que sea su carácter religioso, pueden dar un mandato po- 
sitivo o una autorización positiva de ensefiar o de hacer lo que sea con- 
trario a la verdad religiosa o al bien moral. Un mandato o una auto- 
rización de esta clase no tendría fuerza obligatoria y sería ineficaz. 
Ninguna autoridad podría darlos (ni siquiera Dios mismo), poraue es 
contra la naturaleza obligar al espíritu y a la voluntad del hombre al 
error v al mal o considerar al uno y al otro como indiferentes. 


Por tanto, cualquiera obligación moral y lo mismo cualquier dere- 
cho en el sentido de facultad o potestad moral, en tanto son tales, es 
decir, verdaderamente morales, en cuanto son conformes con la norma 
de la moralidad; y cuando dejan de ser morales, dejan por eso mismo 
de constituir verdadera obligación, verdadero derecho. 


A la pregunta ¿es lícito establecer una norma por la que el libre 
ejercicio de una creencia y de una práctica religioso moral... no se im- 
pida... por medio de leyes o providencias coercitivas?; o en otros tér- 
minos: ¿está permitido... el no impedir, o sea el tolerar, de forma aue 
la represión positiva no sea siempre un deber de la autoridad pública ? 
el Papa contesta : | 


2." No existe una norma de derecho divino, natural o positivo, aue 
imponga siempre y en todo caso al hombre el deber, o que le otorgue 
el derecho de impedir y de reprimir siempre en cuanto sea posible lo 
que es erróneo y falso. No puede, por tanto, valer absoluta e incondi- 
cionadamente la norma o regla de que el extravío religioso y moral 
deba ser siempre impedido tanto cuanto sea. posible poraue su toleran- 
cia sea en sí misma inmoral. Dios no ha impuesto a la autoridad huma- 
na un precepto de tal clase tan absoluto y universal ni en el campo de 
la fe ni en el campo de la moral. 


3.' El deber de reprimir las desviaciones morales y religiosas no 
puede, por tanto, constituir una norma última de acción, sino aue de- 
be estar subordinado a otras normas más altas y más generales, aue 
en algunas circunstancias permiten, más aún, muestran como el mejor 
camino no impedir el error para promover un bien mayor. 


4. Los dos principios, de los que es preciso recabar en los casos 
concretos la respuesta a la gravísima cuestión de la tolerancia religio- 
sa y moral, se enuncian así: Primero, lo que no responde a la verdad 
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yala norma moral no tiene objetivamente derecho alguno ni a la exis- 
tencia, ni a la propaganda, ni a la acción. Segundo, el no impedirlo 
por medio de leyes estatales y de disposiciones coercitivas puede, sin 


embargo, estar justificado en interés de un bien superior y más uni- 
versal”. 


60. Cuando aquí se habla de principio jurídico de tolerancia es 
claro que se hace referencia al orden normativo, o sea, en cuanto la 
tolerancia como permissio negativa mali constituye el objeto mismo de 
una ley humana, del derecho positivo, civil o canónico. 


La tolerancia jurídica, pues, según la división tripartita de las nor- 
mas en preceptivas, prohibitivas y permisivas, se inserta en estas úl- 
timas; pero dentro de las normas permisivas se distinguen dos grupos: 
uno constituído por las normas que declaran una acción o serie de ac- 
cioriés positivamente lícitas y al mismo tiempo libres o no imperadas ; 
y:otro grupo más reducido de normas que se refieren a acciones de por 
sí ilicitas o inmorales, pero que sin embargo no son impedidas o repri- 
midas; es decir, que se pueden efectuar impunemente. La tolerancia 
jurídica como simple permisión negativa del mal se inserta necesaria- 
mente en este segundo grupo de normas, que dejan hacer impunemen- 
te, no castigan ni impiden un mal, pero que no lo legitiman aprobán- 
dolo ni lo autorizan positivamente. 


61. En el derecho positivo actual de carácter civil, la norma, sea 
preceptiva, prohibitiva o simplemente permisiva, no siempre pero sí 
muchas veces y aun quizá la mayoría de ellas, no intenta vincular 
directamente en conciencia al súbdito, o sea que no pretende obligarle 
en conciencia directamente a que ponga u omita la acción en cuestión, 
ni tampoco que se tenga por autorizado moralmente o en conciencia 
por la simple permisión legal, sino que la eficacia propia de la ley —lo 
que se llama su obligación estrictamente juridica—, lo que pretende 
es que el súbdito ponga u omita la acción prescrita por la norma o, de 
lo contrario, que sostenga las consecuencias jurídicas que, como san- 
ción, van vinculadas al incumplimiento de la ley. 

En la ley permisiva especialmente, la eficacia de la ley que permite 
una determinada conducta, no se dirige a que el sübdito se estime au- 
torizado en conciencia, en virtud de la ley misma, a poner el acto sino 
simplemente a hacer que el acto permitido por la ley no sea castigado 
o sancionado en el propio ordenamiento jurídico que lo consiente; pe- 
ro nada impide que lo sea en otro orden o en un ordenamiento jurídico 
distinto. 

Normalmente, pues, la eficacia de la norma permisiva de carácter 


82 Discurso citado en la nota 77, Ob. cit., pp. 1012-1013. 
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civil se limita a ser simplemente un "no impedir" o “no castigar", exi- 
giéndolo así, si no estamos equivocados, la misma contextura de la so- 
ciedad en nuestro tiempo, ya que según hemos oído decir a Pío XII, si 
bien, la Iglesia mira como ideal la colaboración entre ella y el Estado 
en la educación de las mismas personas, pero sabe también que "desde 
cierto tiempo los acontecimientos evolucionan más bien en otro senti- 
do, es decir... hacia la multiplicidad de concepciones de vida dentro de 
la misma comunidad nacional", y es bien sabido que esa multiplicidad 
de concepciones de vida se origina precisamente y procede en ültima 
instancia de la diversidad de sistemas morales imperantes en la socie- 
dad de nuestros días". 


Y no se diga que tal estructura de la norma sería contraria al de- 
recho natural o contra la naturaleza intrínseca de la norma jurídica, 
pues el simple hecho de que en tiempos recientes se haya llegado a esa 
estructura de la norma partiendo del desconocimiento o incluso de la 
negación del derecho natural por el legislador, no hace por eso que la 
estructura en sí sea contraria al derecho natural; más aün, nos parece 
que una aplicación ponderada del principio de economía moral, en 
cuanto significa ahorro de energía moral, debe llevar al legislador hu- 
mano a no imponer a los sübditos obligación estrictamente moral o de 
conciencia sino cuando en una sociedad concretamente determinada, 
atendidas todas las circunstancias y, de manera especial, el nivel medio 
de la conciencia social en la observancia y cumplimiento de las leyes, 
hagan necesaria la obligación de conciencia o estrictamente moral pa- 
ra que la norma obtenga su fin. 


2. Supuesto lo que precede, afirmamos que la tolerancia religio- 
so moral, según queda explicada constituye una forma del derecho de 
libertad religiosa, el cual a su vez entra en la categoría de los derechos 
de personalidad, que se denominan también individuales o fundamen- 
tales. Comenzamos por estos ültimos. 


62. El reconocimiento de la dignidad de persona en cada uno de 
los hombres se halla de tal manera implícito en la estructura misma del 
Estado en verdad libre, que en él la persona humana representa el 
principio ontológico originario, el pleno desenvolvimiento de la misma 
constituye el fin o principio teleológico supremo del Estado, y a la li- 
bertad de la persona corresponde la cualidad de medio fundamental o 
principio instrumental primario para la obtención tanto del fin perso- 
nal del hombre como del Estado mismo. Por eso el Estado se encuen- 
tra en el deber estricto de reconocer como principios fundamentales de 
su estructura orgánica no sólo los derechos inviolables de la persona 


53 Véase nuestro trabajo Pío XII y el Derecho público, en “Rev. esp. de Der, Can", t. 12 
(1957), pp. 55-64, 
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humana, sin los cuales no se realiza la personalidad, sino además la 
exclusión de ciertas limitaciones históricas de la capacidad personal, 
que en nuestro tiempo son unánimemente consideradas como incompa- 
tibles con el normal desenvolvimiento de la humana personalidad. 
Dentro de esos derechos de personalidad vienen incluídos, como 
un grupo especial de los mismos, los derechos de libertad. Para que 
existan verdaderos y propios derechos de libertad requiérense estas dos 
condiciones: primera, que la potestad del Estado y de sus auxiliares 
sobre una determinada materia en relación con la actividad de los 
otros sujetos, esté sometida a límites establecidos por el mismo ordena- 
miento; segunda, que el ordenamiento jurídico, además de poner lími- 
tes a la potestad del Estado, confiera a los sujetos mismos el poder de 
pretender que tales límites no sean traspasados ni violados. Solamente 
así surge una verdadera relación de derecho püblico, por la que al de- 
recho subjetivo en los titulares de unas determinadas libertades de 
obrar sin intromisiones ilícitas por parte del Estado, corresponde el de- 
ber concreto de éste de abstenerse de tales intromisiones, garantizando 
así la autonomía de las posiciones recíprocas de aquéllos y de éste. 


63. El rasgo característico de los derechos de libertad consiste en 
el contenido aparentemente extrafio de los mismos, que es un conteni- 
do esencialmente negativo. A primera vista el profano no sospecha si- 
quiera la posibilidad de que existan derechos negativos, y esa inicial 
incapacidad de comprensión le lleva a confundir el derecho de liber- 
tad con las potestades mismas o con los derechos positivos para cuya 
garantía se establecen o existen positivamente los derechos de libertad. 

En otros términos, que los derechos de libertad, como tales dere- 
chos, no otorgan positivamente el poder de hacer esto o lo otro, sino 
que como derechos negativos consisten formalmente en la pretensión 
de que el Estado no se entrometa en la esfera reservada a los sübditos 
dentro de ciertos límites. Por tanto, ellos consisten formalmente en un 
abstenerse, en una prohibición de hacer impuesta al Estado, y cum- 
plen la función de acotar el campo dentro del cual corresponde actuar 
y moverse a la libertad humana, segün ciertas normas o reglas de jue- 
go, claro es; los derechos de libertad hacen posible el juego o ejerci- 
cio de la libertad, pero ellos por sí mismos no constituyen ni formulan 
las reglas de juego. 


64. Segün eso los derechos de libertad en sentido estrictamente 
jurídico, que es como son actualmente entendidos por la doctrina, y 
más concretamente el derecho de libertad religiosa es enteramente dis- 
tinto del concepto filosófico de libertad religiosa, según lo proclamaba 
el liberalismo bajo las expresiones de libertad de pensamiento y liber- 
tad de conciencia, para designar la liberación del espíritu humano, 
decían, de prejuicios dogmáticos y de trabas confesionales. 
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3. He aquí cómo se concreta actualmente el concepto jurídico de 
libertad religiosa o derecho de libertad religiosa, en expresión. de 
RurFINI: Consiste "en crear y mantener en la sociedad una condición 
de cosas tal que sea posible a cada uno buscar y conseguir por su 
cuenta los dos fines supremos (la salvación eterna y la verdad cientí- 
fica) sin que los otros, ni separadamente ni agrupados aunque sea en 
la misma colectividad soberana que constituye el.Estado, puedan po- 
nerle impedimento alguno o causarle por ello ningún daño”*. 

Es decir que las creencias religiosas, como tales creencias, no pue- 
den afectar a la igualdad jurídica de los ciudadanos, en cuanto denota 
igualdad radical de la capacidad jurídica de las personas, así en la 
esfera del derecho público como del privado. O en otros términos, que 
los ciudadanos deben tener iguales derechos y deberes independiente- 
mente de la religión que profesen. 


Según eso queda bien claro que el derecho de libertad religiosa, 
como verdadero y propio derecho de personalidad, si asegura y ga- 
rantiza la igualdad jurídica de los ciudadanos en su consideración ju- 
rídica personal, no se refiere para nada a la igualdad de las confesio- 
nes religiosas como tales, ni tampoco a la igualdad y libertad de cultos 
en el Estado o como organizaciones sociales; sino que como simple 
derecho de libertad religiosa, no es ni más ni menos que lo estatuído 
por el art. 6. del Fuero: “nadie será molestado por sus creencias re- 
ligiosas ni el ejercicio privado de su culto” 


4.° Siendo evidente de toda evidencia que en el art. 6.” del Fuero 
no se reconoce ningún derecho a las confesiones religiosas en sí mis- 
mas consideradas como organizaciones jurídicas, sino que la protec- 
ción poca o mucha que él concede se otorga a las personas físicas o 
individuales, no lo es menos que esa protección se refiere o circuns- 
cribe a la profesión de creencias religiosas —doctrinas teligiososmoti 
les— y al ejercicio o práctica del culto“. 

La adoración y el culto constituyen, juntamente con ihe fe, los actos 
principales de la virtud de la religión, en cuanto conjunto de doctri- 
nas, de deberes y de instituciones que ordenan las relaciones del hom- 
bre con Dios. 

El principio de tolerancia menciona expresamente ambos elemen- 

: la profesión de creencias o doctrinas religioso morales Y el culto 
o cdm En orden a nuestro problema prescindimos aquí del cul- 
to y de la adoración, puesto que los cánones 1102 § 2 y 1109 § 3 ex- 


** Citado por S. Lener, Religione di Stato e principio democratico mella Costituzione re- 
publicana, en “La Civiltá Cattolica" (1951), v. IV, pp. 616-617; I diritti di libertá nella Costi- 
tuzione italiana, Ibidem (1953), v. IV, pp. 20-33; S. Romano, Principii di Diritto Costituzionale 
generale (Milano 1947), pp. 121-124. 

85 Véase nuestro trabajo En torno al art. 6.9 del Fuero de los españoles 


4 , en “Punta Euro- 
a” (Madrid) Año IL, (1957), nn. 18-19, pp. 90-104. 
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cluyen cualquiera ceremonia de culto en la celebración de los matri- 
monios mixtos entre una parte católica y otra acatólica. Admitimos 
también que, según el canon 1063 $ 3, la Iglesia católica no prohibe a 
los fieles en los matrimonios, que "si la ley civil lo manda, comparez- 
can también los cónyuges ante el ministro acatólico, pero sólo en 
cuanto tiene el carácter de funcionario civil y con el fin ánico de reali- 
zar el acto civil y dar efectos civiles a su matrimonio". 

Resulta, por tanto, posible a los herejes, cismáticos y apóstatas dc 
la religión católica celebrar matrimonio canónico, a tenor del canon 
1099 —el ánico válido cuando están obligados a observar la forma ju- 
rídica—, sin realizar ni participar en un acto de culto católico*. Pero 
no es esa la cuestión. 


65. Que el matrimonio constituye acto esencialmente religioso, 
aunque no lo sea de culto, es ensefianza expresa de la Iglesia, segün 
los textos de León XIII y de Pío XI aducidos más arriba”. Nada 
tiene, pues, de extraño que lo consideren también así no sólo los cis- 
máticos sino no pocas sectas heréticas y que, por tanto, sus seguido- 
res y los incrédulos, apóstatas de la religión católica, rehuyan cele- 
brarlo canónicamente por motivos de creencias religiosas, principal- 
mente cuando las reglas de la propia confesión religiosa no se lo con- 
sientan”. 

Por todo lo dicho, nos parece que una ley civil que obligara ci- 
vilmente a la forma canónica del matrimonio a los que bautizados en 
la Iglesia católica o convertidos a ella de la herejía o del cisma, se 
hubieren apartado después formalmente de la misma, no se concilia 
con el derecho de libertad religiosa en los términos que viene estable- 
cido en el art. 6.° del Fuero, reconocido expresamente por el Concor- 
dato”. 


$5 Mons. DEL Amo, Ob. cit., pp. 155-156. 

$7 Véase más arriba, n. 24, nota 31-32. 

8$ En la nota 28 expusimos el caso de Inglaterra donde la ley de 1836 estableciendo una 
forma singular de matrimonio mixto de civil y canónico liberó a los católicos de contraerlo 
ante el ministro anglicano para la obtención de los efectos civiles. 

* La cuestión no es enteramente nueva, pues se suscitó ya en Austria, si bien no en los 
mismos términos exactamente. Alli el Código Civil regulaba el matrimonio con normas parcial- 
mente distintas, según las diversas confesiones de los ciudadanos, especialmente en lo relativo 
a la forma jurídica de su celebración; pues la declaración solemne del consentimiento había 
de tener lugar ante el párroco ordinario del esposo o de la esposa, cualquiera que fuese el 
nombre con que se le designara en la respectiva confesión. Los ciudadanos tenían que contraer 
matrimonio en la forma prescrita por su religión, la cual forma no era facultativa, sino obliga- 
toria para sus fieles o adeptos; y por ello el Código Civil admitía a los apóstatas de la reli- 
gión católica a la celebración del matrimonio, según el rito de la confesión a la que se hubieren 
agregado o, civilmente en el solo caso de que no hubiesen pasado a ninguna confesión religiosa 
reconocida. 

Al modificarse la Constitución en 1925, se suscitó la duda sobre la compatibilidad de siste- 
mas matrimoniales diversos, especialmente en lo relativo a la indisolubilidad y al divorcio, con 
el principio que sancionaba la igualdad jurídica de los ciudadanos e incorporaba a la Constitu- 
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C) Sentido y alcance de la letra C) del Protocolo, al art. 23... 


66. Llegamos así, después de haber examinado uno a uno los 
argumentos aducidos para probar aquel deber, a la conclusión dẹ que 
el Estado español no tiene contraído por el Concordato el compromiso 
de ajustar tan perfectamente su legislación matrimonial al canon 1099, 
que ni una sola de las personas sujetas a la forma canónica del matri- 
monio pueda ser admitida a la celebración del matrimonio civil. 


Entonces, se dirá, ¿cuál es el alcance y qué significado damos no- 
sotros a la letra C) del Protocolo final, en relación con el art. 23, por 
la cual el Estado se compromete a. poner en armonía su legislación 
con el Derecho Canónico respecto del reconocimiento de matrimonios 
mixtos entre personas católicas y no católicas ? 


Pues exactamente el mismo significado y alcance que le otorgaba 
Mons. MIGUELEZ en 1954 antes de que se llevara a cabo la reforma. de 
la legislación matrimonial, reforma que ha venido a confirmar la opi- 
nión por él sustentada. cuatro años atrás, a raíz del Concordato. 


“¿No pudieron (los legisladores) referirse al canon 1060, en el cual 
se describe el impedimento. que el canon 1061 llama “de mixta reli- 
gión" y que existe cuando. una de las partes es católica (en su sentido 
propio) y la otra acatólica afiliada a una secta herética o cismática ? 
¿No habrán pretendido dichos legisladores hacer que se dé una redac- 
ción más clara al artículo 42 del Código Civil, de tal forma que éste 
no pueda vulnerarse permitiendo el matrimonio civil, cuando se trate 
de matrimonio mixto, o sea cuando uno de los contrayentes sea cató- - 
lico y el otro no? Creemos excusado decir que el matrimonio entre 
persona católica profesante y persona no. bautizada es verdadero ma- 
irimonio mixto, si bien el impedimento existente en ese caso no sea el: 
de mixta religión, sino el dirimente denominado de disparidad de cul- ' 
tos". 


Efectivamente; si tomamos el discurso sobre el art. 42 del Código 
Civil en el punto en que lo dejamos más arriba (n.° 43), encontramos 
que la exégesis administrativa de aquél, de manera constante, incluso 
en los períodos más tranquilos, había dejado gravemente desatendi- 
dos dos extremos importantes del art. 42 del Código Civil, a saber: 


ción el tratado de San Germán sobre las minorías. La Corte Suprema de Viena, por decisión _ 


de 29-12-1925, resolvió que el Estado que pone en armonía sus normas con las normas eclesiás- 
ticas propias de cada uno de sus ciudadanos, no viola el principio de igualdad jurídica, ya que 
dicho principio, lo mismo que el Tratado de San Germán para la tutela de los derechos de las 
minorías "religiosas, aseguraban un trato igual a todos los ciudadanos en el aspecto procesal,, 
pero no en el aspecto material, igualdad de trato que se salvaba perfectamente mediante la 
aplicación de la respectiva legislación religiosa. Cfr. G. BRUNELLI, Divorzio e nullitá di matri- 
monio negli Stati d'Europa (Milano 1958), pp. 114-115; Sínodo de Osnabruck, citado por E. pr 
EcHrzvERRÍA, El matrimonio en el Derecho canónico _particular, p. 190, n. 81. 
9?! Moris. L. MiGUELEZ, Ob. cit., p. 512. 
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1) el principio de la indivisibilidad del matrimonio canónico, de 
rigurosa aplicación en la Iglesia, y según el cual, cuando uno de los 
contrayentes se halla directamente sometido a la legislación canónica 
por ser súbdito de la Iglesia, también el otro, aunque sea infiel, viene 
a estarlo indirectamente; principio que recogía el art. 42 del Código 
Civil enunciándolo con la expresión “que deben contraer todos...” ; 
pero del cual se apartaba la exégesis administrativa siempre que au- 
torizaba el matrimonio civil con tal que “uno solo... no profese la Re- 
ligión católica" (Resolución de 19-6-1880), o declarando suficiente “la 
manifestación hecha por ambos contrayentes o, al menos, por uno de 
ellos, que no profesan la Religión católica" (Real Orden de 28-12. 
1900) o la "declaración hecha por ambos o uno solo... de no profesar 
la Religión católica" (Real Orden de 28-6-1913) ; 


2) que si bien el art. 42, al determinar directamente las personas 
sometidas a la forma canónica del matrimonio, de manera indirecta 
autorizaba el matrimonio civil para las no sometidas al primero; pero 
no determinó nada respecto de la prueba que se había de practicar 
para acreditar la no profesión de la religión católica; por lo que acu- 
diendo la exégesis administrativa a llenar aquella laguna, lo hizo en 
el sentido de estimar requisito suficiente la simple declaración de los 
contrayentes ante la autoridad competente de no profesar la religión 
católica, extremo éste con el que no consta que se conformara la S. Se- 
de en ningún momento. 

Pues bien, la letra C) del Protocolo, en relación con el art. 23 del 
Concordato, viene a zanjar el primer extremo mencionado exigiendo 
que, cuando se trate de matrimonio mixto entre una persona católica 
v otra no católica, queden ambas sujetas a la legislación canónica en 
la forma que lo establece el Derecho canónico, debiendo el Estado li- 
mitarse a reconocer el matrimonio canónico, o lo que es lo mismo, que 
en esa hipótesis los contrayentes no pueden ser admitidos a la celebra- 
ción del matrimonio civil. A esto y nada más que a esto, según cree- 
mos, se obliga o compromete directamente el Estado por la letra C) 
del Protocolo, en relación con el art. 23. 


67. ¿Deberemos decir por eso que la letra C) excluya la posibili 
dad de que algún día se realice la perfecta acomodación de la legisla- 
ción matrimonial civil a la de la Iglesia, hasta el punto de suprimir el 
actual margen de diferencia entre ambas? 

De ninguna manera; una cosa es que armonía tan perfecta. no 
venga exigida o impuesta por el Concordato en ninguno de sus articu- 
los, y otra completamente distinta que, si un día el Estado llegara a 
modificar, contando para ello con el asentimiento tácito o expreso de 
la Iglesia, su concreta confesionalidad en sentido más favorable para 
ésta v la Religión católica, semejante modificación no pudiera reper- 
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cutir sobre el precepto de la letra C) al art. 23, declarando incluida o 
comprendida en dicha cláusula una hipótesis que hoy ciertamente no 
lo está y que, según propugnamos y creemos, no lo estuvo nunca en 
el art. 42 del Código Civil hasta la Orden ministerial de 1941. Que 
alguna vez eso pueda quedar incluído dentro de la redacción dada al 
precepto de la letra C) del Protocolo, no quiere decir que lo esté hoy, 
ni siquiera que pueda estarlo en tanto no se modifique el art. 6.° del 
Fuero, parte integrante según hemos dicho de la concreta confesiona- 
lidad del Estado español. : 

Veamos ahora, para terminar, cómo lo han entendido las partes 
contratantes. 


IV. LA REFORMA DEL ARTICULO 42 DEL CODIGO CIVIL 


68. La reforma de la legislación matrimonial para ponerla en ar- 
monía con el Derecho canónico, según lo prescribe el Concordato, se 
ha realizado escalonada y gradualmente, a saber: primero, por el 
Decreto de 26-10-1956; después por las Circulares respectivas: a) de 
la Nunciatura Apóstolica en Madrid, de 25-3-1957, dirigida a los Or- 
dinarios diocesanos; b) de la Dirección general de los Registros y del 
Notariado a los Presidentes de las Audiencias territoriales, de 2-4- 
1957, y finalmente por la ley de 24 de abril de 1958 reformando los 
artículos correspondientes del Código Civil”. 

Acerca de la jurisprudencia solamente una breve observación. La 
doctrina jurídica durante el quinquenio que corre entre el Concordato 
de 1953 y la reciente reforma del Código Civil, respecto de los límites 
entre el matrimonio canónico y el matrimonio civil en nuestro cuerpo 
legal, se pronunció en gran mayoría por la plena acomodación del 
Código patrio al canon 1099 del Codex iuris canonici en el sentido de 
que no pueda ser admitido a la celebración del matrimonio civil nin- 
gün sübdito de la Iglesia al que el ordenamiento canónico someta a la 
forma jurídica del matrimonio. Si pretendiéramos servirnos de una 
comparación cuya semejanza con el caso presente no parece lejana, 
deberíamos decir que, mientras la doctrina jurídica en gran mavoría 
iba lanzada hacia una solución extrema, en cambio el legislador, a 
quien corresponde formular la "ordinatio rationis ad bonum com- 
mune", se contuvo de hecho en el término medio; algo como lo que 
sucedió en la célebre Bula “Unam Sanctam", que en su interno desa- 
rrollo parecía conducir a una definición mucho más avanzada, v res- 


9 Debemos añadir aquí la Ley del Registro civil, de 8 de julio de 1957 y, sobre todo, el 
Decreto de 14 de noviembre de 1958, aprobando el nuevo Reglamento de aquélla, con vigencia 
desde 1.° de enero de 1959, que especialmente en sus arts. 243 al 250 viene a remplazar formal- 
mente al Decreto de 26 de octubre de 1956, si bien en lo que se refiere a su aspecto material 
"las normas sobre matrimonio civil siguen la línea impuesta por el Código, recientemente refor- 
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pecto de la cual la verdadera definición, o sea, el “Porro subesse Ro- 
mano Pontifici omni humanae creaturae, declaramus... omnino esse 
de necessitate salutis", se queda extrañamente corta”. 


69. Sabemos ya cómo la Convención de Colombia de 1924 vino 
a llenar una necesidad casi idéntica a la nuestra, allí como aquí moti- 
vada por algunas incertidumbres en torno al significado y alcance de 
la expresión * ‘que deberán contraer todos los que profesan la Religión 
católica". 

Cómo fue atendido por la Convención de Colombia el objetivo de 
determinar los sujetos y la necesidad de la forma canónica del matri- 
monio, declarando de comtin acuerdo ambas partes el sentido autén- 
tico de là expresión del Concordato, a los efectos de la celebración del 
matrimonio, lo hemos expuesto im extenso más arriba (nn. 42-43). 
Pero como la Convención satisfizo asimismo a la necesidad de deter- 
minar lo relativo a la prueba de la "no profesión de la Religión cató- 
lica" como requisito de capacidad para ser admitido a la celebración 
del matrimonio civil, nos parece indispensable exponer aquí este pun- 
to. 

Bastará, para qué más, presentar en doble columna la Nota del 
Cardenal Gasparri, integrante de la Convención de Colombia de 1924 
y el Decreto del Gobierno espafiol de fecha 26 de octubre de 1956. 

Según la Nota del Cardenal Gasparri “el Gobierno deberá promul- 
gar por propia iniciativa un decreto en el cual venga declarado que 


NOTA DECRETO de 26-10-1956 


"en territorio colombiano no pue- modificando arts. del Reglamento del Regis- 
den ser admitidos al acto civil, tro Civil. 


nada más que: Para que puedan contraer legalmente ma- 
1) los acatólicos natos, bauti- trimonio en forma civil.. los que no profe- 

zados o no, cuando ambas par- San la Religión Católica... 

tes son tales; 2) los que fueron Art. 37. del Reglamento... el matrimonio 


bautizados en la Iglesia católi- civil será autorizado en el sólo caso de que 
ca... pero después se apartaron ambos contrayentes prueben que no profesan 
formalmente y no solo con el la Religión Católica. 


mado; por la nueva Ley del Registro; por el Decreto de 26 de octubre. de 1956 y por la Circu- 
lar de la Dirección general de los Registros y del Notariado, de 2 de abril de 1957" (Parr. IX 
del preámbulo del Decreto aprobando el Reglamento). 

Para la exposición y el análisis crítico tanto de las disposiciones aludidas como de la 
literatura jurídica en torno a.los diversos aspectos del problema, véase el extenso y documen- 
tado estudio de A. DE FUENMAYOR, citado en la nota 45, en especial los nn. 7-10; 19-20. 

9! Analizando Pío XII precisamente “la formulación quizá más acentuada de la llamada 
idea medieval de las relaciones del poder espiritual y del poder temporal", dice que "esta con- 
cepción medieval estaba condicionada por la época. Quienes conozcan sus fuentes admitirán 
probablemente que hubiera sido sin duda más extrafio atin que no hubiese aparecido". Discur- 
so al X Congreso internacional de Ciencias históricas, en "Ecclesia" (1955) IT, p. 315. 
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abandono de las practicas y de- 
beres religiosos... 


a) Ambas partes  declararán 
por escrito, ante el Juez propio, 
que han abandonado formalmente 
la fe católica, expresando la fecha 
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Art. 38. Acompañarán a dicha  declara- 
ción (escrita) en todo caso, la prueba de los 
motivos que alegaren para celebrar esta clase 
de matrimonio. 


Art. 40. ..El Juez dictará providencia 
mandando que se ratifiquen en ella los inte- 


resados. 


Art. 41. ...Si se tratare de bautizados en 
la Iglesia católica o de aquellos que, conver- 
tidos a ella hayan apostatado posteriormente 
e intentaren contraer matrimonio civil entre 
sí o con persona acatólica, una vez hecha la 
ratificación el Juez informará circunstancial- 
mente de la petición a la Autoridad eclesiás- 
tica diocesana en el plazo de 8 días y median- 
te notificación en forma”. 


en que se produjo tal defección. 


b) El Juez hará pública dicha 
declaración y la comunicará de 
manera oficial al Ordinario del 
lugar. 


c) Las mismas partes debe- 
ran confirmar de nuevo esta de- 
claración, ante el Juez y los tes- 
tigos, el día preciso en que pro- 


?3 A raíz del Decreto, arguyendo contra la notificación dirigida a la Autoridad eclesiástica, 


se alegaron varios casos en los que los Ordinarios, recibida la notificación judicial en forma, se 
limitaron a contestar que los pretendientes estaban obligados a la forma canónica (can. 1099), 
v que el Estado español se había comprometido a urgir aquella obligación en virtud del Con- 
cordato (art. 35, n. 2, de contenido amplio y supletorio)... Si la prescripción del canon 1099, 
se añadía, no constituye obstáculo legal ninguno para el matrimonio civil, es improcedente en 
la casi totalidad de los casos la notificación a la Autoridad eclesiástica tan sólo para que se dé 
por enterada (Cfr. D. FERNÁNDEZ Ruiz, Los matrimonios mixtos en la legislación civil españo- 
la, en "Ecclesia" (1957) I, p. 186). 

El desconocimiento, por lo menos en detalle, de la Convención de Colombia, unido al hecho 
de que el comentario aludido vio la luz antes de publicarse la Circular de la Nunciatura Apos- 
tólica de 25 de marzo de 1957, explica en parte la extrañeza del autor por lo que él creyó una 
anomalía. En parte nada más, decimos, porque quien esté ligeramente versado en derecho con- 
cordatorio sabe que tales pretendidas anomalías no lo son. Así no lo es, v. gr., la inserción en 
el art. 1.? del Tratado de Letrán del principio que proclama la Religión del Estado, que tenía 
su propia sede en el Concordato, como no constituye tampoco anomalía, en nuestro caso, el 
que la Circular de la Nunciatura Apostólica, dirigida a los Ordinarios diocesanos, contenga la 
interpretación del Decreto del Gobierno, de fecha 26-10-1956, en los siguientes términos: “1 Con 
sujeción al texto del susodicho Decreto gubernativo, se pueden fijar estos puntos: a) la admi- 
sión a la estipulacién del acto civil solamente puede tener lugar en el caso en que ambos 
interesados hayan apostatado de la Fe Católica, o cuando una persona que se halle en tal 
desdichada condición intente unirse con una acatólica; b) la norma no puede, por tanto, ser 
oxtendida a otras condiciones de personas, aun cuando sean indiferentes u hostiles a la prác- 
tica de los deberes religiosos; c) aquellos que, habiendo sido bautizados en la Iglesia Católica 
o a Ella convertidos de la herejía o del cisma, hayan apostatado con posterioridad, si preten- 
dieren ser admitidos al "acto civil", deberán formular petición, por escrito, a la autoridad 
civil, especificando el motivo y aduciendo las pruebas de su defección; d) la autoridad civil 
deberá esmerarse en informar cuanto antes, sobre la petición que le ha sido hecha, a la autori- 
dad diocesana interesada; e) y no se podrá proceder a la estipulación del “acto civil" antes 
de que haya transcurrido por completo un mes, a partir de la fecha en la cual haya sido in- 
formada la autoridad diocesana; f) continuará manteniéndose en pleno vigor todo lo dispuesto 
en el art. 83, n. 4 del Código Civil respecto a la imposibilidad de contraer matrimonio cuantos 
hayan recibido las Ordenes Sagradas o se hallen ligados por voto solemne de castidad”. 

Bien quisiéramos extender la disculpa arriba sefialada, mas no podemos hacerlo, a los que 
escribiendo después de la Circular de la Nunciatura y de la que le siguió de cerca procedente 
de la Dirección de los Registros, movidos de un bien intencionado pero arrebatado celo, con 
el que lo que no gana la verdad lo pierde la caridad, calificaron de sorpresa desagradable v de 
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cedan a la unión civil, y en el 
correspondiente documento no 
dejará de mencionarse esta de- 
claración. 


d) El citado acto civil no po- 
dra ser estipulado sino después 
de transcurrido por lo menos un 
mes desde el dia en que fue co- 
municada al Ordinario la referi- 
da declaración. 


La S. Sede por su parte, se 
compromete a transmitir a los 
Ordinarios de Colombia las. ins- 
trucciones siguientes: 

Cuando el Ordinario recibiere 
la declaración de que se ha ha- 
blado con anterioridad, se esfor- 
zará del mejor modo posible en 
inducir a una y otra parte a que 
reflexionen sabiamente, advirtién- 


doles, entre otras cosas, que al. 


ser su unión eclesiásticamente 
nula, se exponen a gravísimas 
consecuencias. 

En caso de que una y otra par- 
te persistan en su propósito, el 
Ordinario, antes de que procedan 


al acto civil, aplicará el c. 2314 
declarándoles incursos "ipso fac- 
to" en excomunión reservada 


speciali modo a la S. Sede. 

Si por el contrario, arrepenti- 
dos de su mal proceder, mostra- 
ran deseos de volver a la Igle- 
sia Católica, el Ordinario actua- 
rá a tenor del citado c. 2314 $ 2; 
y si el llamado matrimonio civil 
estuviere ya contraído, se apli- 
cará el derecho común. 

Respecto a los testigos que pre- 
senciaren el llamado matrimonio 
civil podrán los Ordinarios, si lo 
creen oportuno, amonestarlos de 
acuerdo con el c. 2222 $ 1.° 


No procederá el Juez a la celebración del 
matrimonio hasta después de transcurrido un 
mes de haber realizado la notificación ex- 
presada”. 


CIRCULAR DE LA NUNCIATURA APOS- 
TOLICA 


..Las Autoridades eclesiásticas procederán 
de la siguiente forma... A) El Ordinario ten- 
drá esmerada diligencia en comprobar si re- 
sulta efectivo el abandono de la Fe... y so- 
bre todo si ello había ocurrido tempore non 
suspecto; y en evitar que alguno se lance a 
declararse con ligereza “no católico", al ex- 
clusivo fin de sustraerse a la legislación ca- 
nónica... 

B) Será bien que los Ordinarios pidan 
siempre a las autoridades civiles... la docu- 
mentación presentada por los interesados pa- 
ra probar el verificado abandono de la Fe ca- 
tólica. 

C) Cuando esto no resulte conforme a ver- 
dad, sino que se compruebe tan sólo el caso 
de indiferencia o incluso de hostilidad a la 
práctica de la Fe, será de ello informada la 
autoridad civil... 

D) ...Los Sres. Obispos procurarán disua- 
dir, con toda caridad y prudencia, a los inte- 
resados, de su deplorable propósito... 

E) Cuando tales gestiones resultasen in- 
fructuosas al fin deseado, no se hará notifica- 
ción alguna a la autoridad civil... 

3) Cuando, por fin, haya tenido lugar la 
estipulación del acto civil, el Ordinario com- 
petente procederá a la declaración de las pe- 
nas incurridas. 

a) para los contrayentes, ya católicos que 
han abandonado la Fe, las sefialadas en el 
canon 2.314. Tal declaración será hecha per 
modum praecepti, esto es: con un breve de- 
creto razonado... 

4). Tratándose de censuras, éstas no cesan 
sino con la absolución (canon 2.248 $ 1.°), la 
cual supone como condición, el recessus a 


atropello del derecho de la Iglesia el Decreto de 26 de octubre de 1956, o en tono lastimero 
se hicieron eco de aquellas quejas (cfr. "Rev. esp. de Der. Can.", t. 12 (1957), pp. 418-419; 


“Sal Terrae", t. 46 (1958), pp. 235-238. 
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El Cardenal que suscribe no 
duda de que el Gobierno de Co- 
lombia apreciando la condescen- 
dencia de la S. Sede en este Con- 
venio, se esforzará en exigir de 
las autoridades civiles subordina- 
das la más diligente aplicación 
de las normas que promulgard a 
consecuencia del presente acuer- 
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contumacta, que para los contrayentes con- 
sistirá en retornar a la Fe y, por consiguiente 
legalizar canónicamente su posición matrimo- 
nial, o separarse. 


3) b) Para los fieles católicos que even- 
tualmente tomaren parte en la estipulación 
del acto civil actuando de testigos, el entre- 
dicho ab ingressu Ecclesiae de que trata cl 
c. 2.277, por el escándalo que su comporta- 


Fa . .”, . 
do"". miento produce en una nación católica como 


Espafia. 


CIRCULAR DE LA DIRECCION GENERAL 

DE LOS REGISTROS Y DEL NOTARIA- 

DO, A LOS PRESIDENTES DE LAS AU- 

DIENCIAS TERRITORIALES, DE FECHA 
2 DE ABRIL DE 1957% 


M A, Mercati, Ob. cit., pp. 14-18; en las págs. 16-17 letra y texto de la lev n. 54 del ano 
1924, conteniendo e! Decreto del Gobierno al que se refería la Nota del Card. Gasparri; y ev 
la p. 17 letra G. la circular de la Nunciatura al Episcopado Colombiano conteniendo Jas ins- 
trucciones a que se refiere la Nota del Cardenal Gasparri. 

*5 Resumimos los aspectos más importantes de la Circular: 

J. La "no profesión de la Religión católica" constituye presupuesto necesario para que 
pueda ser realizado el matrimonio civil. Basta, pues, que uno de los contrayentes profese esta 
Religión para que no quepa otra clase de matrimonio que el canónico; o sea, que el concepto 
de "no profesar la Religión católica" se erige cn concepto clave para la delimitación de los 
sujetos capaces del matrimonio civil. 

La adhesión o profesión de la fe católica se presume validamente en toda persona ane se 
incorporó a la Iglesia católica por e! bautismo o la conversión, mientras no se dé una actitud 
desvinculadora y apóstata, material y formalmente evidente (quod probatur factum, praesummi- 
tur rite factum y facta non praesumuntur sed probart debent). La forma civil del matrimonio 
sólo será aplicable en el caso de que ambos contrayentes hayan evidentemente anostatedo, o si 
uno de estos intenta contraer matrimonio con un acatólico, sin que pueda extenderse su posi- 
bilidad a otra condición de personas, aunque sean indiferentes u hostiles a la práctica de la 
Religión católica. 

El carácter imperativo del art. 42 del Código Civil exige aue se desconfíe de las anostasías 
que tienen lugar al tiempo que se pretende contraer matrimonio civil, pues de permitirse fácil- 
mente se iría en la práctica al matrimonio civil facultativo, repudiado por !a Iglesia v no aco- 
gido en cl Derecho español vigente. Supuesto excepcional, por tanto, la apostasía debe ser 
objeto en todo caso de interpretación y aplicación restrictiva... 

JIT. Se entenderá acreditada la “no profesión” cuando se pruebe, por los medios admitidos 
en Derecho, la existencia de cualquiera de estas dos condiciones: 1.2 no haber sido bautizado 
en la Jglesia católica ni convertido a ella de la herejía o del cisma; 2.° haber apostatado for- 
mal v materialmente. 

De la primera condición por su índole negativa ha de admitirse la prueba de que son sus- 
ceptibles los hechos negativos, y normalmente podrá ser suficiente la propia declaración, ratifi- 
cada por testigos fidedignos o por cualquier otro medio de prueba, de que no han sido bauti- 
zados en la Iglesia católica ni se han convertido a ella, o de que nacieron en un medio en el 
cual se excluya positivamente la presunción del bautismo. En este ultimo supuesto, que no se 
dehe admitir fácilmente en Espafia, normalmente se han de exigir certificaciones negativas del 
bautismo expedidas por los párrocos correspondientes, con referencia al trimestre siguiente al 
nacimiento. 

Si se tratare de persona bautizada en la Iglesia católica o convertida a ella deberá presentar 
prueba suficiente v adecuada de la apostasía ostensiblemente manifestada, de tal naturaleza v 
con tal] fuerza que sea suficiente para llevar al ánimo del Juez la convicción de una auténtica 
apostasía. Si la prueba no fuere concluyente exigirá el Juez que sea completada con otros 
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_ Resueltos en la forma que acabamos de ver estos tres extremos: 
primero, la determinación del concepto de “profesión-no profesión de 
la Religión católica” a los efectos del matrimonio canónico y civil res- 
pectivamente (según el Código Civil, se entiende); segundo, estable. 
cido asimismo que es requisito necesario para poder ser admitido al 
matrimonio civil, que el hecho de la “no profesión" se realice en am- 
bos y no en uno solamente de los contrayentes, y tercero, establecido 
igualmente todo lo relativo a la necesidad, medios y requisitos de la 
prueba de “no profesión de la Religión católica”, la reforma del Códi- 
go Civil en lo que toca al art. 42, se ha limitado a recoger estos tres 
puntos en una fórmula de mayor rigor técnico que la anterior, pero 
conservando con muy buen acuerdo la locución “profesar la Religión 
católica”, como la más apropiada para expresar el concepto jurídico 
que actualmente resulta cierto e indubitable para todos. _ 

He aquí el texto del nuevo art. 42: “La Ley reconoce dos clases 
de matrimonio el canónico y el civil. ] 

El matrimonio habrá de contraerse canónicamente cuando al me- 
nos uno de los contrayentes profese la religión católica. 

Se autoriza el matrimonio civil cuando se pruebe que ninguno de 
los contrayentes profesa la religión católica”. 


70. Resumiendo ahora brevemente los rasgos característicos de 
los sistemas matrimoniales civiles en vigor respecto al ámbito del ma- 
trimonio canónico y civil, debemos decir lo siguiente: 


1. La ley del matrimonio civil obligatorio en Estados de mavc- 
tía, o simplemente de población en gran parte católica, somete a lo: 


medios relativos principalmente a las circunstancias o situaciones de la vida en que se mani- 
fiestan las creencias profundas de las personas, evitando así cualquier subterfugio como el for- 
mular exigencias que constituyan obstáculos invencibles. 

IV. Siempre que por la declaración escrita de los contrayentes — declaración oue es pre- 
ceptiva—, o por otro medio cualquiera le conste al Juez el hecho del bautismo o de la con- 
versión, deberá comunicarlo a la Autoridad diocesana del territorio con todos los datos y ele- 
mentos de juicio pertinentes, y si los Jueces fuesen distintos —uno para cada contrayente—, 
ambos deberán hacer la notificación respectivamente. Si los domicilios respectivos pertenecen 
a diócesis distintas no se procederá a la celebración del matrimonio en tanto no haya trans- 
currido un mes desde que se hizo la notificación a uno v otro Ordinario diocesano, a no ser en 
caso de peligro inminente de muerte. 

V. Las dudas que reglamentariamente pueden ser consultadas deben versar fundamental- 
mente sobre cuestiones de Derecho, en especial sobre los conceptos de "profesar o no profesar 
la Religión católica" en relación con la prueba practicada. Queda siempre abierta la vía judi- 
cial para impedir o conseguir la autorización del matrimonio civil. 

El Ministerio fiscal, que ha de intervenir preceptivamente en el expediente de matrimonio 
civil, puede aportar las pruebas oportunas y, si en contra del Juez estimare que no debe pro- 
cederse a la celebración del matrimonio civil, actuará conforme a los arts. 97 y 98 del Código 
Civil, suspendiéndose la celebración mientras dure el procedimiento. Corresponde a los Jueces 
de 1.2 instancia ejercer la vigilancia sobre los Jueces municipales y comarcales, y a éstos sobre 
los Jueces de paz. Estos últimos deberán poner en conocimiento de los Jueces municipales c 
comarcales cualquiera solicitud de matrimonio civil que reciban, con objeto de que les sean 
transmitidas por los Jueces superiores las instrucciones pertinentes en cada caso. 
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católicos a un vejamen injusto, forzándoles a realizar el acto civil, 
que para ellos no tiene ningún valor y constituye “mera comedia juri- 
dica, necesaria para evitar los dafios graves e injustos que, de no 
cumplirla, se les seguirían", a saber, "la no obtención o denegación 
de efectos civiles" al matrimonio canónico”. Tal ley además, causa 
positivamente un dafio gravisimo a la comunidad, ya que, como dice 
León XIII, "introduce de hecho la persuasión errónea de que basta la 
ceremonia civil para vivir en legítimo matrimonio, lo que en realidad 


no es otra cosa que un abominable concubinato””. 


2.° La ley del matrimonio civil facultativo o libre, ciertamente 
libera a los católicos de aquel vejamen, pero como tal ley, que permite 
incluso a los católicos el matrimonio civil, constituye para los malos 
católicos una tentación no necesaria y gravemente perjudicial —donde 
al matrimonio civil acompafie la posibilidad legal del divorcio la ten- 
tación puede resultar gravísima—. Por eso la Iglesia condena como gra- 
vemente ilícita la celebración del matrimonio civil en esos casos, aun- 
que tengan intención de contraerlo más tarde ante la Igiesia, declara 
pecadores públicos a los que contraen civilmente y, por lo menos er 
régimen de Concordato, reprueba generalmente la ley del matrimonio 
civil plenamente facultativo. Además, aunque no en la medida del 
matrimonio civil obligatorio, el matrimonio civil facultativo produce 
la misma errónea persuasión. 


8. La ley del matrimonio civil subsidiario libera a los católicos 
no solamente de la vejación dicha sino, además, de la tentación de 
contraer civilmente : 


a) el ampliamente subsidiario o casi facultativo (mediante sim- 
ple declaración sin requisito alguno de prueba), solamente en términos 
muy relativos, no absolutos. 


b) el relativamente subsidiario, libera a los católicos de la tenta- 
ción en términos más estrictos, pero se abstieme de urgir o imponer 
civilmente la celebración del matrimonio canónico a los apóstatas de la 
Religión católica. 


c) el rigidamente subsidiario, no solamente libera a los católicos 
de toda tentación, sino que impone civilmente a los apóstatas el ma- 
trimonio canónico, urgiendo o doblando la obligación jurídico-canó- 
nica, con otra obligación jurídico-civil de igual extensión que aquélla. 

La doctrina canónica en nuestro tiempo estima generalmente líci- 
ta o no reprobada por la Iglesia la ley del matrimonio civil subsidiario 
en cualquiera de sus formas. Así por ej. L. BENDER escribe a este pro- 


% L. BENDER, Matrimonium civile, en "Ephemerides i. c. t. 6 (1950), pp. 48-56. 
7 Carta citada en la nota 18, Col. de Encic. p. 589, n. 12. 
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pósito: "Videtur tamen, et quidem propter rationes graves quas prae- 
bent circunstantiae vitae civilis hodiernae, licitum esse ut legislator 
instituat formam civilem matrimonii pro personis non baptizatis, >t 
deinde ipsis civibus relinquat quid ipsi agant, permittens ut aliqui ca- 
tholici Dei et Eclesiae legibus non obtemperantes, formalitates civiles 
peragant et deinde effectibus civilibus coniugum fruantur in quantum 
hoc a publica auctoritate civili dependet”. 

La opción entre una u otra forma del matrimonio civil subsidiario 
es atributo que corresponde ejercer a la prudencia política de los go- 
bernantes, la cual en cuanto recta agibilium ratio establece para cada 
país el punto concreto de equilibrio entre los diversos principios jurí- 
dicos. Cuando esa determinación se realiza por vía de acuerdo, tácito 
o expreso, con la Iglesia, o a través del Concordato, normalmente dis- 
curre libre de toda objeción, segán la doctrina de Pío XII, que en e! 
Discurso acerca de la tolerancia arriba trascrito dice expresamente: 
"En los Concordatos busca la Iglesia la seguridad jurídica y la inde- 
pendencia para su misión. Es posible que la Iglesia y el Estado pro- 
clamen en un Concordato su comün convicción religiosa; pero pue- 
de suceder también que el Concordato tenga por finalidad, entre otras, 
prevenir querellas en torno a cuestiones de principio y descartar des- 
de el comienzo las posibles ocasiones de conflicto. Cuando la Iglesia 
ha suscrito un Concordato, éste vale en todo su contenido. Pero su 
sentido profundo puede implicar matices de los que ambas partes con 
iratantes tienen conocimiento; puede significar una aprobación expre- 
sa, pero puede indicar también una simple tolerancia... segün los 
principios que sirven de norma para la coexistencia de la Iglesia v de 
sus fieles con los poderes y los hombres de otra creencia". 


71. Por tanto, cuando en un Estado confesional el legislador por 
vía de acuerdo y en aplicación del principio jurídico-positivo de tole- 
rancia permite a los apóstatas de la Religión católica el matrimonio 
civil, nos parece indudable que él no pretende producir un matrimonio 
válido —efecto imposible de obtener por la ley civil y, como tal efecto 
imposible, bien conocido por el legislador—, sino que quiere solamen- 
te permitir o tolerar que esas uniones obtengan los efectos civiles que 
caen bajo su potestad en el caso, y que por consiguiente, tampoco in- 
tenta producir los derechos y las obligaciones dependientes esencial- 
mente de la validez del vínculo matrimonial, y sí únicamente derechos 
v obligaciones puramente jurídicos. 

Queremos decir que no nos parece exacto atribuir a la ley del ma- 


93 Ob. cit., p. 80. Refiriéndose en nota al caso de Italia después del Concordato, añade: 
"Habetur matrimonii forma civilis proprie pro iis, qui non sunt catholici. Catholici malevoli 
ea uti possunt, invalide contrahentes. Hoc raro accidit". 

99 Discurso citado en la nota 74 con referencia al Discurso citado en la nota 77; "Eccle- 
sia”, p. 316. 
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trimonio civil estrictamente subsidiario dictada por un Estado coníc- 
sional católico, con sujeción y acatamiento del Derecho natural, el 
sentido que obviamente tiene la ley del matrimonio civil obligatorio 
emanada por un Estado agnóstico o indiferente, que no admite o ig- 
nora el Derecho natural". 

Y no se crea que se trata de pura sutileza, pues, aparte de que la 
expresión subrayada en el texto anteriormente transcrito de Pío XIT, 
contiene suficiente fundamento para afirmarlo así; la intención, por 
parte del Juez, de limitar y reducir los efectos de la sentencia de di- 
vorcio perfecto a los que efectivamente ella es capaz de producir en e! 
ordenamiento civil, y eso aun cuando el legislador hubiera excluído tal 
limitación; esa intención del Juez, decimos, contiene un argumento 
o razón probable para que sea moralmente lícita su pronunciación en 
circunstancias especialmente graves, como se exigen para tolerar los 
males gravísimos que así y todo se siguen generalmente de tales senten- 
cias de divorcio perfecto". i 

Luego a fortiori se ha de decir que el legislador, que tolerando el 
matrimonio civil actáa en forma moralmente licita, no tiene él inten- 
ción de violar el Derecho natural, sino que se limita a querer con vo- 
luntad permisiva solamente los efectos que está en la potestad del or- 
denamiento producir, y no los que por caer fuera de su potestad o es- 
fera no es capaz de producirlos. 


72. Acostúmbrase generalmente a decir que la ley que autoriza 
el matrimonio civil a los apóstatas de la religión católica, se halla en 
oposición o contradicción con el canon 1099, y nosotros mismos, a! 
hablar de discrepancias entre el Derecho canónico y la ley civil, lo he- 
mos dado a entender así. La cosa sin embargo no es tan sencilla como 
para que no esté necesitada de explicación, si se han de evitar equívo- 
cos e inexactitudes. 

Completamente cierto que los apóstatas de la religión católica no 


X9 Según eso, a la formulación que Mons. pet Amo hace en estos términos: “El Estado 
después de la celebración del matrimonio civil que han contraído A. y M. sübditos de la Iglesia 
y obligados segün ella a la forma canónica, les dice: 1. Estáis casados legalmente, vuestro 
matrimonio es válido... 4. Estáis obligados a vivir juntos, guardándoos fidelidad v socorrién- 
doos mutuamente. 5. Tenéis los derechos y obligaciones de marido y mujer, como los tienen 
los esposos legítimamente unidos" (Ob. cit., pp. 4-5), cabe excepcionar que el simple hecho de 
que la ley del matrimonio civil obligatorio pueda tener ese sentido, no autoriza a concluir que 
lo tenga necesariamente, y mucho menos todavía que haya de tener tal sentido la ley del. ma- 
trimonio civil subsidiario dada por un Estado confesionalmente católico en aplicación del prin- 
cipio moral v a la vez jurídico-positivo de tolerancia. i 

P9! L. BENDER, Ob. cit. p. 54: "Sententia (divortii) ex intentione iudicis non tollit nisi ef- 
fectus civiles, intactos relinquit effectus alios seu naturales et, casu quo habeantur, etiam reli- 
giosos seu supernaturales. Et hoc ex natura actus prout a iudice bono intenditur et perficitur. 
Reapse sequuntur effectus mali non pauci et gravissimi, nempe erronei conceptus circa effec- 
tus sententiae pro ipso vinculo eiusque effectibus naturalibus. Sed tali effectus non dant ac- 
tui speciem. Quia autem sunt gravissimi, requiritur causa gravissima ut actus, iis non obs- 
tantibus, sit licitus". 


MATRIMONIO CANONICO Y MATRIMONIO CIVIL SEGUN EL CONCORDATO 205 


pueden acogerse a la forma civil del matrimonio sin violar el canon 
1099, que los somete a la forma canónica. Por tanto, no cabe duda 
ninguna que no siendo posible acogerse a la forma civil del matrimonio 
sin violar por eso mismo la ley de la Iglesia, no lo es tampoco la ob- 
servancia simultánea de ambas leyes por parte del súbdito; o sea, que 
por lo que hace a la persona y a la conducta del súbdito ambas leyes 
están en contradicción. Y lo están precisamente porque la violación o 
inobservancia de la ley canónica por parte del sábdito apóstata consti- 
tuye el presupuesto de la ley civil, que tomando ese hecho como ele- 
mento constitutivo de.la hipótesis o fattispecie de la ley, después en la 
disposición o statuizione permite o tolera que sujetándose a los requisi- 
tos de la forma civil del matrimonio obtenga los efectos civiles del mis- 
mo. 

.Pero si trasladamos la pregunta de la conducta del súbdito a la 
norma en sí misma, la cuestión varía. De los dos elementos que, como 
sabemos, integran la norma: la hipótesis y la prescripción, solamente 
ésta, la disposición constituye la forma de la ley —forma dat esse rei—, 
en tanto que la hipótesis hace el oficio de simple elemento material de 
la norma. Así v. gr. en la ley canónica o civil imponiendo penas al ho- 
micidio o al adulterio, el delito constituye la hipótesis de la norma pe- 
nal, y la determinación concreta o el establecimiento de la pena integra 
la prescripción o disposición de la ley. 

Así también en el caso presente la apostasía de la religión católica 
juntamente con la obstinación en no querer someterse a la forma ca- 
nónica del matrimonio integran la hipótesis de la norma; pero el ele- 
mento formal que especifica la ley, la disposición o prescripción concre- 
ta de la norma viene constituída formalmente por la simple permisión 
del matrimonio civil, como podría estarlo también por la negación dei 
mismo. 

Y es respecto de esta permisión sobre la que nos hacemos la pre- 
gunta: ¿está realmente en contradicción con la norma canónica que 
le ley civil tolere o permita al súbdito rebelde de la Iglesia que es el 
apóstata la celebración del matrimonio civil ? 

Ateniéndonos al concepto estricto de contradicción como affirmatio 
et negatio eiusdem et secundum idem se impone hacer una distinción. 
Pero antes hay que aclarar el sentido de la norma canónica. 

Ella dice: el apóstata que no observa la forma canónica no contrae 
válidamente, es decir, que el consentimiento que de por sí sería natu- 
ralmente válido, en el caso presente no lo es jurídicamente, o carece de 
eficacia —hic et nunc— para producir el vínculo matrimonial, por no 
haber observado la forma canónica prescrita por la Iglesia. 

Veamos ahora lo que dice la ley que permite el matrimonio civil 
a los apóstatas, Según tal ley a los apóstatas de la religión católica que 
se nieguen obstinadamente a celebrar matrimonio canónico, se les per- 
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mite o tolera que observando la forma civil del matrimonio obtengan 
los efectos civiles dependientes del ordenamiento civil. 

De hecho la intención del legislador podría también ser esta otra: 
a los apóstatas de la Religión católica que no quieran celebrar el ma- 
trimonio canónico, le ley civil les otorga o concede, a través de la for- 
ma civil, un matrimonio igualmente válido y legítimo que el matrimo- 
nio canónico, o sea, el contrato y el vínculo natural, aunque no sea 
sacramento. 

Es evidente que este ültimo caso se halla en manifiesta contradic- 
ción con la ley canónica, pues respecto del mismo acto —1a celebración 
del matrimonio civil —, una ley dice que es matrimonio válido y la otra 
que es inválido. 

En el primer caso, en cambio, existe diversidad pero no contradic- 
ción en las prescripciones; es decir, que se afirman cosas diversas o 
diferentes pero no incompatibles y, por consiguiente, no hay affir- 
matio et negatio eiusdem et secundum idem. La ley canónica dice: el 
apóstata que contrae sin observar la forma canónica no contrae váli- 
damente, no se produce el vínculo matrimonial; y la ley civil dice: el 
apóstata que observa la forma civil del matrimonio obtiene los efectos 
civiles dependientes del mismo ordenamiento. Matrimonio o vínculo 
matrimonial inválido y efectos civiles del matrimonio son cosas diver- 
sas; diversas no sólo en cuanto emanan, se inscriben y dependen de 
dos ordenamientos distintos, sino aun dentro de un mismo ordenamien- 
to; v. gr. el canónico o el civil respectivamente. Así por ejemplo, am- 
bos ordenamientos admiten el matrimonio putativo, el cual no obstan- 
te su invalidez, produce efectos canónicos y efectos civiles respectiva- 
mente, tanto respecto de los cónyuges y de los hijos como en relación 
con terceros; en otros términos, que son como decimos efectos diver- 
sos pero no incompatibles. 

Explícanse así perfectamente, las que a primera vista pueden pa- 
recer anomalías harto extrañas, a saber: que el mismo ordenamiento 
canónico admita simultáneamente como lícita la conducta del legisla- 
dor que permite contraer matrimonio civil a los apóstatas, y proclame 
ilícita la conducta del apóstata que contrae civilmente; y segundo, 
que la Iglesia permita moralmente al legislador dar o emanar la ley 
que lo autoriza y que al mismo tiempo ella castigue con penas canóni- 
cas graves, tanto a los apóstatas que contraen civilmente como a los 
que actúan de testigos en la forma civil del matrimonio. 


73. La ültima cuestión, que nosotros sepamos, suscitada en torno 
al matrimonio civil de los apóstatas de la religión católica, ha sido és- 
ta: ¿basta simplemente la apostasía para poder ser admitido a la ce- 
lebración del matrimonio civil o, por el contrario, se requiere además 
la adscripción a una secta acatólica ? 

Conocemos ya los textos legales, que por orden de jerarquía regu- 


MATRIMONIO CANONICO Y MATRIMONIO CIVIL SEGUN EL CONCORDATO 207 


lan la materia y que son el Decreto de 26-10-1956 y las Circulares de la 
Nunciatura y de la Dirección de los Registros respectivamente. Tanto 
el Decreto como las Circulares hablan expresamente de apostasía y no 
mencionan siquiera “la adscripción a una secta acatólica”. i 

_ Interpretan además dichos textos legales el sentido auténtico de la 
expresión del Código Civil acerca de la profesión-no profesión de la re- 
ligión católica; pero no estará demás examinar el significado que el 
mismo término tiene en el Codex iuris canonici, y lo que él entiende 
por apostasía de la fe católica, cosas ambas que nos dice taxativamen- 
te en los cánones 1065, 1325 y 2314. 


A) El canon 1065 $ 1.” prescribe que, aunque el hecho no es cons- 
titutivo de impedimento de mixta religión, deben ser apartados los 
fieles de contraer matrimonio “con aquellos que notoriamente abando- 
naron la fe católica, aunque no estén afiliados a una secta acatólica”. 
Es pues manifiesto que hay un abandono de la fe católica que puede 
ser incluso notorio, sin afiliación o: adscripción a una secta acatólica. 


B) El canon 1825 $ 2.° señalando los tres modos como se verifica 
el apartamiénto de la fe católica —herejía, cisma y apostasía—, dice de 
ésta que es el acto por el cual el bautizado “abandona por completo 
la fe cristiana”, ora sea para tomar otra religión o para no tomar nin- 
guna.- 


C) El canon 2314 sanciona con pena de excomunión como figuras 
de delito distintas y, por tanto, separables la apostasía, la herejía y el 
cisma, distinguiendo además grados distintos en el delito. El primer 
grado viene constituído por cualquiera de las tres figuras en su grado 
simple; el segundo consiste en la obstinación, y el tercero y más grave 
se contiene en la adhesión o adscripción a una secta acatólica. 

Es evidente, por tanto, que el Codex individualiza no una sino múl- 
tiples veces la apostasía como figura jurídica perfectamente separable 
de la adscripción a una secta acatólica, tanto que por eso no constitu- 
ye impedimento de mixta religión y no necesita de dispensa, aunque 
sí de licencia del Ordinario para proceder al matrimonio. Y la figura 
jurídica de la apostasía en orden al matrimonio viene delineada más 
perfectamente aún en el Codex por su distinción de la species o hipó- 
tesis del simple pecador público o del que notoriamente incurso en cen- 
sura se niega a confesarse o a reconciliarse con la Iglesia (canon 1066), 
caso para el cual se ordena la consulta al Ordinario. A mayor añadi- 
dura el canon 2314 distingue también la adscripción o adhesión a una 
secta acatólica de la simple herejía, apostasía o cisma, como el grado 
más grave del delito, que se sanciona por eso con la pena adicional de 
infamia latae sententiae. ie 

La razón que se alega para exigir como requisito necesario para 
la admisión de los apóstatas al matrimonio civil la apostasía cualifica- 
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da, o sea, la adscripción o afiliación a una secta acatólica, es que la 
simple apostasía como manifestación de no ser católico, se presta a 
muchísimas dudas y. admite grados y matices tan variados e inciertos 
que la hacen enormemente insegura e incierta. ¿Qué decir de esto? 


Que aun dado que así fuera, eso no demostraría sino la dificultad 
de probar la apostasía o el abandono completo de la fe católica, y es 
precisamente tal prueba la que como onus jurídico tiene que hacer y 
practicar satisfactoriamente el que, habiendo pertenecido en algün mo- 
mento a la Iglesia católica, pretende contraer matrimonio civil por ha- 
ber después "apostatado de la fe católica". Y en orden sin duda a ase- 
gurar que se trate de verdadera prueba, y no de simple manifestación 
más o menos dudosa o ambigua, es por lo que se da intervención a la 
competente Autoridad eclesiástica. Ahora bien, la Iglesia posee en el 
propio ordenamiento órganos adecuados administrativos y judiciales 
para discernir la apostasía de otras figuras jurídicas más o menos afi- 
nes a ella, segán hemos visto, y por eso ella mejor que nadie puede ha- 
cer valer ante el Juez los defectos que eventualmente ofrezca la prueba 
presentada en cada caso concreto, oponiéndose a la autorización del 
matrimonio civil siempre que a juicio de la Autoridad eclesiástica no 
conste de la apostasía. 


Mas aunque diéramos por buenas todas las dificultades alegadas 
contra la apostasía simple o no cualificada, a los que se preguntan si 
no sería oportuno que se declarase expresamente que, para ser admi- 
tidos al matrimonio civil los apóstatas de la religión católica, no basta 
que hayan abandonado esta fe, sino que se necesita además que sc 
hayan adherido a una secta acatólica; no podríamos menos de oponer 
por nuestra parte esta otra pregunta: ¿es que por una simple razón 
de seguridad o certeza —principio éste de aplicación relativa y bas- 
tante limitada en el ordenamiento canénico—, han de ser colocados los 
apóstatas de la religión católica, para no verse forzados al matrimonio 
canónico por la ley civil, en la triste necesidad de enredarse aún más 
con un lazo más grave que la apostasía, como es la adscripción a una 
secta acatólica, y del que les habrá de ser después mucho más @ific’! 
desenredarse por la misma naturaleza de los vínculos sociales? ;No 
constituye ya un indicio de esta mayor dificultad junto a su mayor gra- 
vedad la pena adicional de infamia latae sententiae con que el Codex 
sanciona la adhesión o adscripción a una secta acatólica? Se nos hace 
duro de comprender cómo la Iglesia, que a la hora misma de ejercer 
su potestad punitiva no se olvida del "afflicto afflictio non est adden- 
da”, podría oponer aquí al matrimonio civil una nueva dificultad, que 
en definitiva vendría a resolverse en un "laqueo laqueum addere", co- 
sa ésta que nos parece difícilmente conciliable con el espíritu de cari- 


dad, y de misericordia del que ella no sabe desprenderse en ninguna 
de sus actuaciones. 
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A manera de conclusión: diversidad de enfoques, divergencia de 
aplicaciones. 


74. En este momento pensamos que quizá consiguiéramos si no 
hacernos perdonar —lo que sería demasiado—, siquiera disimular la 
desmedida extensión de este trabajo, si para cerrarlo lográramos situar 
al lector en un punto desde el cual se explicase fácilmente las notables 
diferencias. de apreciación registradas a lo largo del mismo entre los 
escritores y juristas católicos que, no obstante comulgar todos en unos 
mismos principios, luego en las conclusiones o aplicaciones de los mis- 
mos divergen profundamente unos de otros. 

La cosa es importante a no dudarlo, y el punto deseado no pasa 
lejos, según creemos, de lo que podría denominarse bien simple diver- 
sidad de enfoques. Diversidad de enfoques, decimos, refiriéndonos no 
a diversidad de doctrinas —lo que propiamente no sería exacto— sino 
para designar más bien diferentes actitudes mentales. Nadie ignora 
cómo no es posible enfrentarse con un problema de legislación o de cos- 
tumbres, por numerosas y profundas que sean sus raíces doctrinales, 
con un sistema de principios y de doctrinas solamente, sino que, como 
todo problema esencialmente práctico, ello exige e implica además una 
actitud mental, y no cabe duda y lo comprueba a diario la experiencia, 
que con un mismo sistema de principios son no solamente posibles di- 
versas actitudes sino que la diversidad de actitudes mentales es lo que 
determina precisamente aplicaciones diversas de un mismo sistema doc- 
trinal. 


Bien, se dirá, ;y en qué consiste esta diversa actitud mental? Me- 
jor que intentar una definición abstracta, y como tal harto discutible, 
nos parece oportuno sorprender y resaltar los puntos donde aflora y se 
hace ostensible esa diversidad de actitudes mentales. 


Cuando un poco más arriba (n.° 70) tratamos de caracterizar en re- 
lación con la persona humana los rasgos salientes de los diversos siste- 
mas matrimoniales civiles en vigor, distinguiendo el matrimonio civil 
subsidiario en relativa y rígidamente subsidiario, decíamos que ambos 
coinciden en /ibrar a los católicos de la vejación y de la tentación del 
matrimonio civil, pero que se diferencian en que el primero se abstiene 
de urgir civilmente a los apóstatas el matrimonio canónico, en tanto 
que el segundo les impone civilmente el matrimonio canónico urgien- 
do positivamente la ley canónica. He aquí un punto donde resulta tan 
fácil establecer la diversidad de actitud, que aparece manifiesta, como 
difícil atribuir la diferencia a diversidad de doctrina, pues según la en- 
señanza común unánime de los canonistas católicos: 1.° “positive tueri 
iura ex sola lege positiva divina oriunda, quae ad potestatem socialem 
Ecclesiae pertinent, iudex ecclesiasticus non tenetur, nis! quantum lege 
ecclesiastica praecipitur (can. 1667)"; 2.° "Iura autem naturalia posi- 
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tive: tueri iudex tantum tenetur, quantum lege eclesiastica ' ses US 
(iig ond 

Otro caso. Anteriormente hablamos de que no pos sistema jurídi- 
co y menos todavía puede haber ordenamiento jurídico soberano sin 
un concreto equilibrio de principios jurídicos, el cual lleva corisigo la 
concordia o conciliación de diversas exigencias generales de justicia ; 
pero que al no poder ser satisfechas todas a la vez en todá su exten- 
sión, se requiere el sacrificio parcial para la mejor satisfacción de todas 
y no de una sola. Y hacíamos notar allí cómo anteriormente a la de- 
terminación ültima del legislador, un cierto equilibrio de principios se 
determina ya en la conciencia misma de los súbditos cuando estos “re- 
conocen que el bien comün exige la moderación de ciertas pretensiones 
para dar acogida asimismo a otras instancias anteriormente preteri- 
das”. Las referencias podrían multiplicarse, pero no es necesario. 


Si tratamos ya de individualizar esa diversa actitud mental, esti- 
mamos que ella se centra de una parte alrededor de la persona huma- 
na y de otra en torno a un núcleo de doctrina. 


Ciertamente que ningün autor católico dejará hoy de admitir que 
el hombre en su personal dignidad constituye el elemento primario o 
principio ontológico a la vez que el fin o principio teleológico de toda 
humana sociedad y que, en orden a aquella estructura y a esta tarea 
de la educación o formación de la personalidad, la libertad humana 
representa un medio o principio instrumental de rango primario; pero 
así y todo resulta posible encarar el magno problema del desarrollo 
de la personalidad con actitudes mentales diversas; pues mientras 
unos consideran al hombre en sociedad como un menor perpetuamen- 
te sometido a la protección y vigilancia del tutor, otros en cambio 
creen que el medio primero y más importante para la: educación social 
o formación de personalidades libres radica en el peter gradual y 
progresivo de la humana libertad. 

Y esta diversa actitud mental se refleja asimismo en une al nú- 
cleo doctrinal que se denomina la. “potestad indirecta”. Muchos escri- 
tores católicos, aun reconociendo que en los documentos pontificios no 
se. hace explícita mención de la potestad indirecta, .creen ver en ésta 
no solamente una enseñanza tradicional en el seno de la Iglesia, sino 
que la juzgan, además, como la expresión fiel de la doctrina católica 
y de tal manera autorizada, que los hechos concretos deban ajustarse 
y encajarse en la doctrina de la potestad indirecta, y no sea la doctrina 
la que haya de acomodarse a los hechos modificándose en la medida 
que lo exijan los hechos mismos. 

Otros, en 1 cambio, aun entre los que AES la potestad i indirecta, 


102 A. Van Hove, Prolegomena, nn. 48, 54, pp. 52, 60. 
339 Supra, nümero 54. 
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creen, por el contrario, que no merece rango tan elevado, debiéndo 
ser la doctrina la que se acomode en todo momento a los hechos mis- 
mos, pues no olvidan que, si bien ella alcanza su formulacién cuando 
rota la antigua unidad de la Cristiandad medieval —la Respublica 
christiana—, se presenta la necesidad de hacer frente a conflictos ob- 
jetivos de competencia o de atribuciones propias de las potestades 
eclesiástica y civil respectivamente, dentro del ámbito de la soberanía 
territorial de los Estados; pero el dualismo de las sociedades y de los 
ordenamientos no se había sobrepuesto todavía plenamente al dualis- 
mo de las potestades. Y así el artífice mismo de la doctrina, Belarmi- 
no, escribe: "Quando principes sunt christiani et in Ecclesiae catho- 
licae membris ac filis numerantur, duae illae potestates ita coniun- 
guntur ac conveniunt inter se, ut unam rempublicam, unum regnum, 
unam familiam, immo et unum corpus efficiant". Y en otra parte aña- 
de: "Ut enim se habent in homine spiritus et caro, ita se habent in 
Ecclesia duae illae potestates (politica et ecclesiastica): nam caro et 
spiritus sunt quasi duae respublicae, quae et separatae et coniunctae 
inveniri possunt", 


En consecuencia, no puede tener nada de extrafio que al cabo de 
tres siglos y medio de continua evolución en uno de los términos del 
binomio Iglesia-Estado, los datos de hecho no se correspondan exac- 
tamente con los términos como planteó el problema la doctrina de la 
potestad indirecta, y que por ello, en opinión de muchos autores, se 
imponga el reajuste y la revisión de la doctrina para armonizarla con 
los hechos y los datos más recientes; de manera que sea la doctrina 


la que deba acomodarse a los hechos y no viceversa, los hechos los 


que hayan de ajustarse necesariamente a la doctrina". 


14 De traslatione Imperii romani a Graecis ad Francos, 1. 1, c. 12; De Romano Pontifice, 
INS E cu: 

X6 S. LENER, Sulla posizioni dei partiti d'ispirazione cattolica nell'ordi namento statuale 
e di fronte alla Chiesa, en “La Civiltá Cattolica" (1958) v. I, p. 246-247: "Cuando la Iglesia 
determina autoritativamente para los católicos, según los principios del Evangelio y del dere- 
cho natural, la doctrina justa respecto a estas o aquellas cosas temporales (relaciones políti- 
cas, sociales, económicas, internacionales, etc.), o cuando condena una doctrina política, social, 
etc., como contraria a tales principios, ella no invade en modo alguno la esfera concreta o 
el orden constitucional históricamente propio de un Estado particular; sino que obra norma- 
lísimamente en el orden propio de su universal y perenne institucionalidad. No parece, pues, 
que haya razón para seguir llamando indirecta la potestad que la Iglesia ejercita en el orden 
temporal abstractamente considerado, como si perdurase todavía la concepción medieval, que 
lo abarcaba todo adecuadamente en un solo y único ordenamiento político (el imperio o res- 
pública christiana). Las cosas temporales propiamente constituyen la materia, no el sujeto 
pasivo de aquella potestad; los sujetos pasivos son los católicos, todos los católicos en cuanto 
miembros de la Iglesia, sin relación ninguna a su cualidad concreta de ciudadanos de este o 
del otro Estado. : 

Solamente cuando la autoridad eclesiástica competente manda o prohibe (y por tanto con- 
dena en su propia esfera) que los católicos individualmente o también asociados, o que un Es- 
tado católico, en determinadas circunstancias particularísimas de una sociedad civil determina- 
da, adopten un determinado comportamiento —que entra de por sí en su propio orden insti- 
tucional— por razón del nexo de medio o de impedimento para un fin espiritual, al cual la 
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Si no nos equivocamos, esto es lo que viene a expresar también el 
Episcopado Portugués en su Pastoral Colectiva de estos mismos dias, 
cuando después de afirmar que “estando los dos Poderes ordenados 
al bien de los mismos hombres, el Episcopado se precia en colaborar, 
sin confusión de competencias, con las autoridades civiles en aquellas 
tareas mixtas en que ambos se encuentran al servicio del bien común”, 
y rechazando luego las contrapuestas acusaciones de que se hace ob- 
jeto a la Iglesia, afiaden los Obispos: "(La) acusación resulta de una 
confusión: se confunde la misión propia de la Iglesia, situada en el 
campo religioso y moral, con una misión política de tutela sobre el 
Estado, o de subordinación al Estado, cualquiera de las cuales es con- 
tra la naturaleza de la Iglesia. En uno y otro caso, se folitiza a la Igle- 
sia y se sacraliza lo temporal”””. 


IN DICE A NAGE LEPC O 


Proemio: Temática de la reforma matrimonial del Código Civil, n. 1.—Princi- 
pio jurídico en que se inspira, n. 2. 


I. ORDENES Y ORDENAMIENTOS JURIDICOS EN LA REGULACION DEL 
MATRIMONIO 


El matrimonio conjunto unitario de relaciones jurídicas, n. 8. 


1) Ordenes y ordenamientos jurídicos: noción, n. 4.—El derecho natural y el 
derecho divino positivo como órdenes de justicia, n. 5.—Trascendencia de los órde- 
nes de justicia en los ordenamientos jurídicos, n. 6.—Vigencia propia y derivada: 
efectos y extensión, n. 7. 


2) Ordenamientos jurídicos diversos. La incidencia de los ordenamientos y la 
soberanía, n. 8.—La fórmula de León XIII: esferas diversas de competencia, n. 9. 
Principios jurídicos implícitos, n. 10.—Doctrina católica y jurisprudencia laica, 
n. 11. 


3) Concurrencia jerárquica en el matrimonio. Primacia del derecho divino, na- 
tural y positivo, n. 12.—El carácter sacramental y la potestad de la Iglesia sobre 
el matrimonio cristiano, n. 18.—La potestad civil y los efectos civiles, n. 14. ` 


4) La determinación de los efectos meramente civiles. Criterio de la separabi- 
lidad, n. 15.—La determinación concreta en el Codex, n. 16.—Eficacia de la deter- 
minación y dependencia del ordenamiento: aplicaciones, n. 17.—Potestad y com- 


Iglesia tiene el deber y, por tanto, el dercho (en su propio orden) de proveer, solamente en 
este caso parece que pueda y deba hablarse con propiedad de ejercicio de la potestad indirec- 
ta”... “Es ésta, en el sentido propio, la “potestad indirecta”, sobre la cual, principalmente en 
el pasado, tanto se ha discutido confusamente muchas veces, incluso por la incertidumbre de 
la terminología, por la variedad e inmadurez de las concepciones jurídicas, y por la diversidad 
de las situaciones históricas y políticas, en las cuales se afirmaba teóricamente y se trataba de 
aplicarla en la práctica”. 


1% Pastoral colectiva del Episcopado portugués, de 16-1-1959, en "Ecclesia" (1969), I, p. 125. 
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petencia, n. 18.—Competencia y derecho, n. 19.—Potestad, libertad y derecho, 
n. 20.—Validez-invalidez ; eficacia-ineficacia como conceptos jurídicos, n. 21.—Co- 
rrelación entre deber y derecho, n. 22.—Justicia-injusticia y validez-invalidez de 
la norma jurídica, n. 23. 


Resumen: el matrimonio canónico y el matrimonio civil, n. 24.— Clasificación 
del denominado "matrimonio civil", n. 25. 


II. EL ARTICULO 42 DEL CODIGO CIVIL 


1) ANTECEDENTES. 


A) La base 3.* del Código Civil: negociación con la S. Sede, n. 26.—El texto 
de la aprobación pontificia, criterio de interpretación, n. 27.— Sentido de los tér- 
minos "católicos" y "heterodoxos", n. 28. 


B) El Concordato de Colombia: fuente de la fórmula “los que profesan la Reli- 


gión católica", n. 29.—Consecuencias en orden a su interpretación, n. 30.—Refe- 
rencia de la base 3.* a la Constitución del Estado, n. 31. 


C) El Decreto de Regencia, de 9-2-1875, n. 32.—Oportunidad, tolerancia y 
competencia, n. 33. 


2) TEXTO E INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 42. 


A) El ámbito del matrimonio canónico y del civil respectivamente.—Figura 
jurídica de la presuposición, n. 34.—Carácter necesario del matrimonio canónico: 
¿necesidad moral o jurídica?, n. 35.—Deber de revisar las críticas formuladas a la 
expresión “los que profesan la Religión católica", n. 36.—Religión y confesión reli- 
giosa: doble aspecto de fe y de iglesia, n. 37-38. 


B) Interpretación del art. 42. 

1) Interpretación gubernativa. Niveles máximo y mínimo del matrimonio ci- 
vil, n. 39.—Su zona normal y tranquila, n. 40.— Matrimonio civil absoluta, rela- 
tiva o rígidamente subsidiario?, n. 41. 

2) Interpretación bilateral. La solución de la Convención con Colombia, de 


1924: matrimonio civil relativa no rígidamente subsidiario, n. 42.—Los requisitos 
de la indivisibilidad del matrimonio y de la prueba de la apostasía, n. 43. 


IH. AMBITO RESPECTIVO DEL MATRIMONIO CANONICO Y DEL CIVIL 
SEGUN EL CONCORDATO 


I. NORMAS ESPECIALES SOBRE EL MATRIMONIO 


A) El artículo 23 del concordato. Reconocimiento del matrimonio canónico ; el 
argumento a sensu contrario, n. 44. | 


B) Letra C) del Protocolo final, en relación con el art. 23. La exigencia de la 
acomodación perfecta al canon 1099: opinión afirmativa, n. 45.—Estructura de la 
norma contenida en la letra C), n. 46.—Significado de los términos “persona cató- 
lica v no católica", n. 47.—Sentido del término “matrimonio mixto", n. 48-49. 
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C) Letra D) del Procolo, en relación con de art. 23. Sentido negativo de la 
norma, n. 50. 


II. NORMAS GENERALES CON REFLEJOS SOBRE EL MATRIMONIO. 


D) El art. 35, n.° 2 del Concordato. Sentido histórico y significado actual de 
la norma, n. 51. 


E) La confesionalidad del Estado: art. 1." del Concordato. 


Religión de Estado y confesionalidad, n. 52.— Principios jurídicos concordados 
que integran la confesionalidad, n. 53.— Sistema jurídico y equilibrio de principios 
jurídicos, n. 54. 


A’) Sentido positivo de la confesionalidad, n. 55.—La confesionalidad princi- 
pio informador de la legislación, n. 56.—La acomodación al canon 1099: ;exigen- 
cia de la S. Sede o de la doctrina?, n. 57-58. 


B') El principio jurídico de tolerancia: su integración en el Concordato. 


1) Doctrina de Pío XII sobre la tolerancia religiosa, n. 59.—El principio de 
tolerancia norma permisiva, n. 60.—Sentido y valor de las normas permisivas en cl 
ordenamiento civil, n. 61. 


2) Derechos de personalidad y derechos de libertad, n. 62.—Sentido negativo 
de los derechos subjetivos de libertad, n. 63. 


3) El derecho de libertad religiosa: concepto jurídico y contenido, n. 64. 
4) El matrimonio institución religiosa, no de culto, n. 65. 


C') Sentido y alcance de la letra C) del Protocolo, al art: 23. Las lagunas del 


art. 42 del Código Civil, n. 66.—Lo que no se excluye de la letra C) del Protocolo, 
ily 67; 


IV. LA REFORMA DEL ARTICULO 42 DEL CODIGO CIVIL 


Orientación de la jurisprudencia después del Concordato, n. 68.—La Conven- 
ción de Colombia de 1924 en relación: con el Decreto del Gobierno español, de 


26-10-1956 y con las Circulares de la Nunciatura Apostólica y de la Dirección de los 
Registros, n. 69. 


Ambito respectivo del matrimonio canónico y del civil en los diversos sistemas 
matrimoniales, n. 70.—Significado del matrimonio civil subsidiario en un Estado 
confesional, n. 71.—El matrimonio civil subsidiario y el canon 1099: ;contradic- 


ción o simple diversidad?, n. 72.— La afiliación a una secta requisito para la ad- 
misión al matrimonio civil?, n. 73. 


A manera de conclusión: diversidad de enfoques, divergencia de aplicaciones, 
n. 74. 


LAUREANO PÉREZ MIER 
Auditor de la Rota Espafiola 
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LEGISLACION 


ip CrRcUNSCRIPC IONES TERRITORIALES 


H Modificación de los limites de las diócesis de Coria-Cáceres, 
Ciudad Rodrigo, Salamanca y Plasencia.—La Resolución de la Direc- 
ción General de Asuntos Eclesiásticos de 24 de diciembre de 1958! 
se refiere al Decreto Consistorial de 20 de julio de 1958, en que se mo- 
difica la extensión territorial de las Diócesis citadas. Como en anterio- 
res disposiciones de la. misma naturaleza y finalidad, se establecen las 
medidas. de ejecución pertinentes en orden a clérigos, fieles, bienes 
temporales y registros y se conceden facultades para ejecutar la deci- 
sión al Nuncio Apostólico en España, quien deberá remitir ejemplar 
auténtico de la ejecución a la Sagrada Congregación Consistorial. 


II. BIENES ECLESIÁSTICOS 


2. Personalidad civil de entidades eclesidsticas.—Para la mejor 
aplicación de las declaraciones contenidas en el artículo cuarto del 
Concordato —se dice en el Preámbulo del Decreto de 12 de marzo de 
1959'— se hace necesario determinar el modo de acreditar la exis- 
tencia y personalidad de los entes eclesiásticos a que se refiere, los 
cuales están exentos de la aplicabilidad del régimen general sobre 
Asociaciones-y el órgano civil al que han de dirigirse las comunicacio- 
nes oportunas. 

Sin ánimo de penetrar en el problema ‘doctrinal sobre la eficacia 
mediata o inmediata del Concordato, se ha de observar cómo la ex- 
presión usada por el legislador en este Decreto responde a la teoría 
monista que sostiene la eficacia inmediata del Concordato, si bien exi- 
ge como toda norma primaria el complemento de la norma secundaria 
que concrete os medios y prosedintentes técnicos para su 


1 B. O. É. 6 de enero de 1959; 

? B.O.E. 16 de marzo de 1989. ` i 

3 Véase MALDONADO Y FERNÁNDEZ DEL ToRcO, Tot Mile años .del Concordato P 1953 en 
“R. E. D. C.” 12 (1957) 3-24; especialmente págs. 5-8. 
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a) Instituciones y Asociaciones religiosas existentes a la entrada 
en vigor del Concordato.—Para acreditar su existencia y personalidad 
se podrá utilizar cualquiera de los medios de prueba admitidos en De- 
recho. Se declara suficiente a estos efectos la certificación de la autori- 
dad eclesiástica competente que acredite que la Entidad se halla cons- 
tituída según el Derecho canónico y que se hallaba establecida en Es- 
paña a la entrada en vigor del Concordato (art. 1.°). 


b) Entidades establecidas en fecha posterior a la entrada en vigor 
del Concordato.—Como es sabido el reconocimiento de su personalidad 
civil está condicionado a la comunicación oficial y por escrito a la au- 
toridad estatal del decreto de erección o aprobación (art. IV, número 
2 del Concordato). La disposición reseñada precisa que la comunica- 
ción de la autoridad eclesiástica deberá contener testimonio literal del 
Decreto de erección o aprobación canónica. 1 


La oficina estatal receptora acusará recibo de la comunicación a la 
autoridad eclesiástica comunicante y a la Institución o Asociación re- 
ligiosa interesada (art. 3.°). 

Para acreditar el reconocimiento de su personalidad, estas Entida- 
des deberán obtener el certificado del Ministerio de Justicia de haber 
recibido la comunicación de la autoridad eclesiástica (art. 2.°). E] Mi- 
nisterio de Justicia deberá expedir, a petición de parte legítima, la 
certificación referida (art. 5.°). 

El registro y archivo de las comunicaciones y Decretos de erección 
y aprobación en el Ministerio de Justicia radicarán en la Dirección 
General de Asuntos eclesiásticos. 


En la disposición que comentamos no se establece plazo alguno pa- 
ra la referida comunicación de la autoridad eclesiástica. Por esto, cabe 
pensar que la comunicación del Decreto de erección o aprobación, más 
que una condición al reconocimiento de su personalidad civil (como la 
concibe el Concordato), viene.a ser una fase previa a la demostración 
o constancia del reconocimiento, suyo medio legal establecido es la 
certificación del Ministerio de Justicia. Será posible, salvo que se dic- 
ten disposiciones complementarias a tenor del art. 8.°, enviar la comu- 
nicación y obtener la certificación en cualquier momento en que pueda 
surgir la necesidad de acreditar la personalidad de los Entes eclesiás- 
ticos. 

Segün esto, podemos sefialar un cambio de técnica entre el Con- 
cordato y el Decreto de 12 de marzo, por lo que respecta al reconoci- 
miento de entidades eclesiásticas. El Concordato somete a distinto tra- 
tamiento el reconocimiento de las entidades existentes con anterioridad 
y con posterioridad al Concordato. El Decreto, parece presuponer el 
reconocimiento indistintamente, y establece diferencias en cuanto al 
modo de acreditar la existencia y personalidad. 
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c) Organos de gestión.—Todas las entidades eclesiásticas a que se 
refiere el Decreto, sin distinción por razón de la fecha de su estableci- 
miento, podrán enviar al Ministerio de Justicia para su constancia una 
copia autorizada de sus Estatutos o de la parte de ellos en que se de- 
terminen cuáles son sus órganos de gestión, con sus prerrogativas y 
atribuciones en el orden patrimonial (art. 4.°). También en este caso 
el Ministerio de Justicia tiene obligación de librar las certificaciones 
pertinentes (art. 5.°). 


d) Resolución de dudas.—Las dudas que se susciten acerca de si 
una Entidad está comprendida en el artículo cuarto del Concordato se 
expondrán por escrito a la autoridad eclesiástica y a la Entidad intere- 
sada. Dicha exposición escrita deberá hacerse en el término de 30 días 
a contar desde la fecha de expedición del recibo en que se acusa la 
comunicación o bien desde el día en que llegue a conocimiento del Mi- 
nisterio de Justicia la existencia de la Entidad (art. 6.°). Esta hipótesis 
segunda es desconcertante. En primer lugar, viene a confirmar la idea 
apuntada anteriormente de que la existencia de la Entidad implica el 
reconocimiento sin más requisitos. En segundo lugar es incomprensi- 
ble que pueda surgir una duda sobre la capacidad y personalidad civil 
de una Entidad que no ha pedido el reconocimiento ni la certificación 
acreditativa de su personalidad. 

En realidad, el Decreto no establece un procedimiento para resol- 
ver las dudas que se planteen, si bien esta comunicación, aplicando el 
art. 35 del Concordato, debe ser el principio de un contacto entre las 
dos potestades para que de común acuerdo resuelvan las dudas y difi- 


cultades surgidas. 


3. Exenciones fiscales.—Varios artículos del nuevo Reglamento 
para la aplicación de la Ley de los Impuestos de Derechos Reales y 
sobre Transmisión de Bienes, de 21 de marzo de 1958 —Reglamento 
aprobado por Decreto de 15 de enero de 1959'— han fijado el trata- 
miento fiscal de los bienes eclesiásticos a tenor del art. 20 del Concor- 
dato de 1953. 

Están exentas del impuesto de Derechos reales las enajenaciones de 
toda clase de terrenos para la construcción de Iglesias o capillas desti- 
nadas al culto (art. 6, A), 60, c). 

Las transmisiones que por herencia o legado causen los religiosos 
profesos en beneficio de la orden, congregación o comunidad a que 
pertenecen se gravarán como si se tratase de transmisiones sucesorias 
entre ascendientes y descendientes por adopción, por el tipo que les 
corresponda según la cuantía (art. 31, 2). 


* BB. OO. del Estado de 7-17 de febrero de 1959. 
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Las donaciones, legados o herencias destinadas a la construcción 


de edificios del culto católico o de casas religiosas y, en general, a fina-.. .. 


lidades del culto y religiosas tributarán por el número ocho de la tarifa. 
(art. 31, 20). Las instituciones o legados en favor del alma serán equi-. 
parados a aquellos destinados a fines benéficos o benéfico-docentes, 
siempre que al solicitarse la liquidación se justifique mediante certifi-. .. 
cación expedida por el Ordinario de la diócesis, la entrega por los he- 
rederos o los albaceas para finalidades de culto o religiosas de los bic- 
nes objeto de la institución o legado (art. 31, 21). 

Las transmisiones de bienes de capellanias y cargas eclesiásticas, 
patronatos, memorias y obras pías y otras fundaciones análogas de .- 
carácter familiar y la redención de dichas cargas satisfarán el 0,60 por 
ciento, sin perjuicio de cuanto la Santa Sede y el Gobierno español re-. 
gulen en sus acuerdos a tenor de lo previsto en el artículo 12 del vi- 


gente Concordato (art. 35). ~ atti? > 
El mismo reglamento, en el título destinado al impuesto sobre los 
bienes de las personas jurídicas señala las siguientes exenciones en fa: 


vor de las Entidades eclesiásticas: - - 

a) -Las iglesias y capillas destinadas al culto católico y asimismo 
los edificios. y locales anejos destinados a su servicio o a sede de As:. 
ciaciones católicas (art. 276, letra I). 


b) - Las residencias de los Obispos, de los canónigos y de: los sa- 
cerdotes con cura de almas, siempre que el inmueble sea propiedad de 
la Iglesia (art. 276, letra J). i ; nu 


c) Los locales destinados a oficinas de la Curia diocesana y a ofi- 
cinas parroquiales (art. 276, letra K). x 


la formación del clero (art. 276, letra L). 


e) Los objetos destinados al culto católico (art. 276, letra Ñ).. 


En todos estos casos no es preciso obtener declaración especial de - - 
exención: (art. 277 1) 19). AOT sai eie 


d) Las Universidades: eclesiásticas v los Seminarios destinados a 


f) Las casas de las Ordenes, Coneregaciones e Institutos relie- 
sos v seculares canónicamente establecidos en España y los bienes ave 
pertenezcan a las comunidades religiosas de clausura destinados exclu- : 
sivamente al sustento de sts miembros, sin. aplicación al desarrollo de 
actividades industriales o mercantiles (art. 276, letra MY. La: exención 


Terarauía eclesiástica que tengan la condición de benéfico-docentes 
(art. 276, letra N). En este caso también habrá de ser declarada la 
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exención por el Ministerio de Hacienda, siendo necesaria la solicitud 
de parte y la presentación de los documentos que exige el art. 277, 
2)055.4 . 

h) Los huertos, jardines y dependencias de los inmuebles an‘. 
riormente citados, siempre que no estén destinados a industria o cual- 
quier otro uso de carácter lucrativo (art. 276, letra O). Se exigen igual- 
mente determinados documentos para que proceda la declaración de 
exención en favor de los mismos (art. 277, 2), 6.°). 

También contiene el Reglamento una exención del impuesto sobre 
el caudal relicto en favor de las herencias o legados a que se refiere el 
número 5 del artículo 20 del Concordato (art. 256). 


4. Capellanias.—En la legislación del período que reseñamos en- 
contramos dos preceptos referentes a Capellanías y fundaciones aná- 
logas que parecen partir del supuesto de la vigencia del régimen de 
capellanías implantado por las normas tradicionales al efecto. Por u”- 
parte, el Decreto de 12 de marzo de 1959, ya citado, ordena que =<. 
rijan por su legislación especial las Capellanías y Fundaciones pias ~ 
que se refiere el artículo 12 del Concordato (art. 7.” del Decreto). Al 
no haberse elaborado aún el acuerdo previsto por el Concordato, la 
legislación especial aludida ha de ser necesariamente la actualmente 
existente, cuya derogación no consta positivamente. 

Por otra parte, el referido Reglamento del impuesto de Derechos 
reales y transmisión de bienes (art. 35) parte el mismo supuesto, refi- 
riéndose explícitamente a la transmisión de bienes de capellanía, car- 
gas eclesiásticas, etc., y a la redención de dichas cargas “sin perjuicio 
de lo que la Santa Sede y el Gobierno español regulen en sus acuerdos 
a tenor del Concordato”. 

De todo ello se deduce claramente la tendencia a considerar vigen- 
te el régimen existente en el momento sobre Capellanías y Fundacio- 
nes pías en tanto se llega al acuerdo que ordena la norma concordada 
fundamental. 


5. Cambio de titularidad de valores mobiliarios por modificación 
de límites diocesanos.—Las profundas modificaciones de demarcacio- 
nes diocesanas que se están operando a raíz del art. 9 del Concordato 
ofrecen una serie de problemas ya que la ejecución de los Decretos 
Consistoriales al efecto transciende a los fieles. al clero, a los registros 
v a los bienes eclesiásticos. Por lo que respecta a los bienes eclesiásti- 
cos, y más concretamente a los valores mobiliarios se ha dictado una 
Orden (6 de marzo de 1959) que regula la tramitación que habrá de se- 
guirse para el cambio de titularidad de valores mobiliarios que queden 
afectados a una diócesis distinta, después de la ejecución de una modi- 
ficación de límites diocesanos”. 


5 B.O. E. 4 de abril de 1959. 
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Los cambios de titularidad de los valores mobiliarios que se pro- 
duzcan por el sefialamiento de las nuevas demarcaciones diocesanas 
se justificarán mediante el documento canónico que formaliza la orde- 
nada entrega de las actas y documentos relativos a clérigos, fieles y 
bienes temporales a la respectiva curia episcopal. Los dos Ordinarios 
interesados extenderán certificaciones a la vista de las actas menciona- 
das que producirán la fuerza probatoria necesaria para la práctica de 
las diversas operaciones (art. 1.°). 

La certificación de los Ordinarios irá seguida de los pertinentes 
cambios que realizarán los órganos competentes (arts. 2.°-5.°). Todos 
los actos y documentos a que dé lugar esta tramitación se harán de 
oficio y no se hallarán sujetos al pago de las contribuciones e impues- 
tos en vigor, de acuerdo con la naturaleza y causa de las operaciones 
a que los mismos se refieren (art. 6.°). 


III. JURISDICCIÓN CASTRENSE 


6. Organización en el Ministerio del Aire.—Una Orden de 2 de 
enero de 19595 crea la Tenencia Vicaría del Aire, dependiendo direc- 
tamente de la Subsecretaría del Departamento, que servirá de enlace 
Ordinario entre el Ministerio y el Vicariato General Castrense. Al fren- 
te de la misma estará un Teniente Vicario de primera, que ejercerá las 
funciones de Inspector del Cuerpo Eclesiástico y Jefe de la Sección de 
Clero del Ministerio, bajo las órdenes e instrucciones del Vicario Ge- 
neral Castrense. j 
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€ B.O. E.7 de enero de 1989. 


REGISTRO CIVIL 
MATRIMONIOS Y DEFUNCIONES 


Por decreto del Ministerio de Justicia de 14 de noviembre 1958 se publicó el 
Reglamento del Registro Civil del que publicamos los dos capítulos siguientes: 


CAPÍTULO II.—DE LA SECCIÓN DE MATRIMONIOS. 


Sección 1.—Del matrimonio canónico. 


ART. 238. En el aviso para el matrimonio canónico los contrayentes harán cons- 
tar, con su firma, las circunstancias previsibles de la inscripción y que ninguno está 
casado legítimamente; el aviso puede presentarse por tercero, de identidad conoci- 
da que asevere la autenticidad de las firmas. 

Al presentarlo, para comprobar las menciones de identidad y los datos de refe- 
rencia a la inscripción de nacimiento en distinto Registro, se exhibirá certificación, 
Libro de Familia o documento oficial de identidad. 

El defecto de circunstancias, salvo las legalmente exigidas y la de libertad ma- 
trimonial, o la falta de comprobación, no obsta la expedición del recibo de aviso 
ni la asistencia a la celebración, sin perjuicio de ulterior investigación y sanciones. 
Tampoco es obstáculo la falta de justificación de cualquier requisito civil de licitud 
del enlace. 


ART. 239. No es necesario aviso ni obligada la asistencia del Cónsul respecto 
de los matrimonios celebrados en poblaciones extranjeras en que no radique Con- 
sulado español. 


ART. 240. El Encargado puede, bajo su responsabilidad, delegar la asistencia 
en cualquier español capaz. 

Delegará, preferentemente, en autoridad, funcionario, Licenciado en Derecho 
o Procurador de los Tribunales y comunicará, con la debida antelación, la delega- 
ción y sus instrucciones. 


ART. 241. El Encargado, o su delegado, comparecerá en el lugar y hora se- 
ñalados en el aviso y dará a conocer su carácter al sacerdote autorizante ; si trans- 
currido un tiempo prudencial no se procede a la celebración, podrá retirarse. 

El acta civil se extenderá seguidamente de celebrado, en lugar adecuado seña- 
lado por el sacerdote, y será firmada por los contrayentes y el autorizante de la 
misma. Si por causa no imputable al Encargado se dilatara la firma del acta y el 
autorizante de ésta no pudiera esperar, se harán constar las circunstancias en el 
acta, la que firmarán, por los contrayentes, dos testigos de conocimiento, cuyas 
menciones de identidad se reseñarán igualmente. 
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Arr. 242. La Inscripción practicada en virtud de certificación eclesiástica, se 
comunicará al Párroco por traslado en extracto. 


Sección 2.°—Del matrimonio civil. 


Arr. 243. Los que pretendan contraer matrimonio civil, manifestarán en la 
declaración exigida : 

1.2 Las menciones de su identidad, incluso la profesión, y también los apelli- 
dos, profesión y domicilio o residencia de los padres. 

2.2 Que no profesan la Religión católica y si hubieren sido bautizados en la 
Iglesia Católica o convertidos a ella. 

3.9 Si alguno hubiere estado casado, el nombre y apellidos del cónyuge o cón- 
yuges anteriores y fecha de la disolución del matrimonio. 


4.° Que no existe impedimento para el matrimonio. 
5.0 El Encargado elegido, en su caso, para la celebración. 
6.° Pueblos en que hubieren residido o estado domiciliados en los dos ültimos 


anos. 
La declaración será firmada por dos testigos a ruego del contrayente que no 
pueda hacerlo. 


ART. 244. Con la declaración se acompañará la prueba de nacimiento y la de 
que no profesan la Religión Católica. 

Presentarán, en su caso, además, la de disolución de anteriores vínculos, la li- 
cencia matrimonial o la dispensa; ésta no prejuzga la inexistencia de otros impe- 
dimentos u obstáculos. 

En el acto de ratificación, o cuando se adviertan, se indicará a los contrayentes 
los defectos de alegación y prueba que deben subsanarse. 


ART. 245. Ratificados los contrayentes, si se tratara de personas que bautiza- 
das en la Iglesia Católica o convertidas a ella de la herejía o del cisma, hubieren 
apostatado posteriormente, el Encargado expondrá circunstanciadamente el proyec- 
tado matrimonio a la autoridad eclesiástica diocesana, la que podrá pedir informa- 
ción suplementaria. 

No se celebrará el matrimonio en tanto no transcurra un mes desde !a expedi- 
ción de la comunicación o desde la ültima, si las declaraciones de los contrayentes 
se presentan a diferentes Encargados. 


ART. 246.- Mientras transcurre el mes o se tramitan los edictos o proclamas, 
se practicarán las pruebas propuestas o acordadas de oficio, encaminadas a acredi- 
tar la religión, estado o domicilio de los contrayentes, o cualquier otro extremo 
necesario. 


El Encargado oirá a ambos reservadamente, y por separado, para cerciorarse de 
la inexistencia de obstáculos a la celebración. 


Amr. 247. Todos aquellos a cuyo conocimiento llegue la pretensión de matri- 
monio están obligados a denunciar cualquier impedimento u obstáculo que les cons- 
te. Si el Encargado que haya de autorizar el matrimonio conoce la existencia de 
obstáculo legal, suspenderá la celebración. 

Contra la resolución de suspensión cabe recurso en vía gubernativa, según las 
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reglas establecidas para los expedientes en general, sin prejuicio de que por el 
trámite de incidentes se declare la improcedencia o falsedad del impedimento u 
. obstáculo legal. 

.... Denunciado un obstáculo y no acordada la suspensión por falta de prueba, se 
.pasará la denuncia al Ministerio Fiscal; puede procederse a la celebración si dentro 
del plazo de quince. días hábiles, siguientes a la comunicación al.representante de 
la Ley, no se acredita la interposición de la demanda de oposición. 
i Si se instruye doble expediente, el Encargado que no haya de autorizar el. ma- 
trimonio se limitará a remitir lo actuado al elegido, único al que orpona deci- 
dir sobre la celebración © suspensión. : 


ART. 248. Para autorizar el matrimonio civil "in artículo mortis", basta que 
ambos.contrayentes declaren no profesar la Religión Católica; en su caso, en 
cuanto sea posible, se hará la previa comunicación a la Autoridad eclesiástica a 
_ través del Párroco. | 

La inscripción se extenderá : en virtud del acta levantada, con las circunstancias 
necesarias para practicar aquella y del correspondiente expediente gubernativo. 

E] Juez de Paz está dispensado de pedir instrucciones al Encargado cuando lo 
impida la urgencia del caso; pero le dará cuenta inmediata del matrimonio auto- 


rizado. 


ART. 249. No habiéndose levantado acta, el matrimonio civil sólo puede ins- 
cribirse en virtud de expediente, en el que se acreditará debidamente que ambos 
contrayentes no profesaban la Religión Católica, su libertad por inexistencia de 
impedimentos y, cuando no conste auténticamente, la celebración ; en el expedien- 
-te se publicarán edictos o proclamas, si se hubieren omitido, y se practicarán las 
debidas diligencias probatorias de la religión y libertad de los contrayentes. . 

Al: comunicar a los órganos extranjeros el cumplimiento solicitado de procla- 
mas o la concesión de dispensas para matrimonio civil de españoles se advertirá, 
. especialmente, que conforme al Derecho español, dicho matrimonio sólo será eficaz 
si los contrayentes no profesan la Religión Católica. 


ART. 250. Las dudas que ocurrieren a los Encargados acerca de la preparación 
y. celebración de,los matrimonios serán consultadas en comunicación clara y pre- 
cisa a los Jueces de Primera Instancia, quienes la resolverán. a la mayor brevedad, 
por auto, previa, audiencia del Ministerio Fiscal. Si las dudas surgieren sobre la 
concurrencia de los requisitos para hacer viables los matrimonios civiles a que se 
refiere el artículo 245 o se tratare de cualquier otro caso igualmente grave, se sus- 
penderá la ejecución del auto y se elevará, con el dictamen del Fiscal y demás 
antecedentes, a la Dirección General para su resolución definitiva. 


Sección 3.«— Disposiciones complementarias. 


ART. 251. Los Jueces de Paz tienen, por delegación, las mismas facultades y 
deberes que el Encargado en las diligencias de inscripción del matrimonio canóni- 
co, en la celebración del civil y en la autorización de documento acreditativo de la 
licencia para el matrimonio del menor de edad. 

Respecto a] matrimonio civil son competentes para la instrucción: del expedien- 
te previo, de cuya incoación darán cuenta al Encargado que dirigirá- la tramita- 
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ción, y a quien corresponde, una vez concluso, autorizar o denegar la celebración 
o dar cuenta al Ministerio Fiscal. 


ART. 252. No podrá inscribirse matrimonio canónico o civil contraído cuando 
cualquiera de los cónyuges estuviera ya casado legítimamente; pero el Encargado 
no suspenderá la inscripción porque conozca tal circunstancia o cualquiera 
otra causa de ineficacia, por medios no auténticos, sin perjuicio de que, una vez 
practicada, realice las diligencias que procedan. 


Art. 258. En toda inscripción de matrimonio constarán la hora, fecha y sitio 
en que se celebre y las menciones de identidad de los contrayentes. 

En la de matrimonio por poder se expresará cuál es el mandante, menciones de 
identidad del mandatario, fecha y autorizante o autorizantes del poder; en la del 
contraído con intérprete, sus menciones de identidad, idioma en que se celebra v 
contrayente a quien se traduce. 

En su caso, se hará constar que la inscripción se solicitó transcurridos cinco 
días del matrimonio. 


ART. 254. Si el matrimonio es canónico, se hará constar, además: 


1.2 Su carácter canónico, parroquia y nombre y apellidos del sacerdote que 
asiste. 

2. Y, según el caso, fecha del acta civil y si fue levantada por el Encargado 
o por delegado, o bien fecha, nombre y apellidos del autorizante del acta canóni- 
ca, o las indicaciones que procedan, segün el título de inscripción. 


ART. 255. Elacta de matrimonio civil será la propia inscripción, que se exten- 
derá haciendo constar sólo las circunstancias establecidas en la Ley del Registro 
Civil y su Reglamento, y el carácter civil del matrimonio. 

La inscripción, aunque se practique en virtud de expediente, expresará quién 
autoriza el matrimonio. 

No se mencionará en la inscripción el cumplimiento de las diligencias preveni- 
das para la celebración. 


ArT. 256. Los contrayentes manifestarán los hijos legitimados por el matri- 
monio y los datos de las inscripciones de nacimiento para promover las correspon- 
dientes notas marginales. 

Tal declaración se consignará en el acta civil del matrimonio canónico o, en otro 
caso, se diligenciará en acta separada, que se archivará con los antecedentes del 
matrimonio. 


ART. 257. Con el acta civil del matrimonio canónico se archivará el aviso de 
los contrayentes y demás antecedentes. 

Los expedientes de matrimonio civil se archivarán en el legajo de la Sección de 
Matrimonios. 


Sección 4.°—De las dispensas civiles. 


ART. 258. Quien solicite dispensa matrimonial acreditará la justa causa de 
indole particular, familiar o social que invoque y aportará, en su caso, un principio 
de prueba del impedimento. 
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El expediente de dispensa será reservado y en ningún caso se exigirá diligencia 
desproporcionada a la urgencia de la tramitación. 


ART. 259. En la solicitud de dispensa de impedimento, de parentesco en línea 
colateral se expresará con claridad el árbol genealógico de los esposos. 


Cuando la solicitante alegare hallarse encinta, bastará como prueba la asevera- 
ción de los interesados. 


Si se solicita dispensa del impedimento comprendido en el nümero 2." del ar- 
tículo 45 del Código Civil, se acompañará certificación médica sobre si la mujer 
está embarazada y tiempo, en su caso, de gestación. 


Sección 5."—De las sentencias y resoluciones. 


ART. 260. Las inscripciones de las sentencias y resoluciones precisarán su al- 
cance y causa de la nulidad o separación, la buena o mala fe o la inocencia o cul- 
pabilidad de los cónyuges y las declaraciones en orden a los hijos, con las circuns- 
tancias relativas a la patria potestad. 

En la inscripción de la sentencia de nulidad se expresará la cancelación de la 
de matrimonio. 


ART. 261. La inscripción de las medidas adoptadas, admitida la demanda de 
nulidad o separación o, en su caso, la querella, precisará su alcance en orden al 
régimen conyugal y a los hijos. 

Esta inscripción se cancela acreditando la extinción del proceso. 


ART..262. Para inscribir la disolución por aplicación del Privilegio paulino se 
requiere especialmente certificación de inscripción del nuevo matrimonio si no cons- 
ta en el mismo Registro, y se hará referencia a este asiento en el de la disolución. 


ART. 263. La resolución canónica de que un matrimonio inscrito como civil 
fue desde el principio o ha pasado a ser válido matrimonio canónico y la celebra- 
ción del ültimo entre los mismos cónyuges, se inscribirá al margen, en virtud de 
certificación eclesiástica. 

Inscrita la ulterior celebración, no se podrá inscribir sentencia civil sobre vali- 
dez, nulidad o separación mientras no se inscriba la declaración canónica de nuli- 
dad del segundo enlace. 


Sección 6.“—De las indicaciones sobre régimen de bienes. 


ART. 264. Las indicaciones registrales sobre régimen económico de la sociedad 
conyugal se rigen, a falta de reglas especiales, por las de las inscripciones. 

Sólo se extenderán a petición de interesado. 

No cabe indicación sobre hecho ya inscrito; la practicada se cancelará de oficio 
con referencia a la inscripción, que tendrá, además del propio, el valor de indica- 
ción registral. 

En la indicación constará la naturaleza del hecho y el documento auténtico o 
resolución en cuya virtud se extiende; en el asiento y, en su caso, en la recti- 
ficación, se expresará, en forma destacada, el carácter de indicación sobre régimen 
económico de la sociedad conyugal. 
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ART. 265. Los contrayentes que infrinjan el artículo 45 del Código Civil que- 
darán sometidos a las reglas de dicho Código; éstas no perjudicarán a terceros de 
buena fe sino desde la fecha de la indicación de la infracción en el Registro. 

La indicación se hará a petición de cualquier interesado o de oficio, acreditan- 
do la falta de licencia, .autorización, dispensa o aprobación de la cuenta general de 
la tutela por certificación de la autoridad canónica o civil que instruyó el expe- 
diente matrimonial o mediante sentencia penal. 

Presentada la opórtuna licencia, autorización, dispensa o aprobación de a cuen- 
ta general, se cancelara la indicación. 


Sección 7.°—De los matrimonios secretos. 


ART. 266. El matrimonio de conciencia se inscribirá en el Libro especial, en 
virtud de certificación eclesiástica y a solicitud de ambos cónyuges. 

Para acreditar la solicitud basta se afirme por la Autoridad eclesiástica dioce- 
sana; en otro caso, si es escrita, se requiere que las firmas sean autenticadas. 


Art. 267. La dispensa para celebrar matrimonio civil secreto se concederá por 
el Ministro de Justicia, a propuesta de la Dirección General, cuando mediare cau- 
sa grave suficientemente probada. 

Las diligencias para la celebración, incluída, en su caso, la previa comunica- 
ción a la Autoridad eclesiástica, se practicarán reservadamente y no se publicarán 
edicto o proclamas. El acta, sin producir asiento alguno en los Libros de inscrip- 
ciones será remitida original, inmediata y reservadamente al Central. 


ART. 268. La inscripción es secreta pero cualquiera de los cónyuges puede 
comprobarla mediante manifestación y examen, por sí o por mandatario con po- 
der especial. 

La obligación de guardar secreto se extiende a los cónyuges, mientras ambos 
no consientan la divulgación, y a los que intervienen en las diligencias para la ce- 
lebración o inscripción. 

No se hará mención de los cónyuges en las comunicaciones de cumplimiento 
dirigidas a la Autoridad eclesiástica o: Encargado remitente, ni en los Libros Diarios. 


ART. 269. La solicitud de publicación puede presentarse ante cualquier Regis- 
tro, e igualmente basta que la Autoridad Eclesiástica Diocesana la afirme por es- 
crito. En su caso, deberá acompañarse la prueba del fallecimiento del cónyuge 
premuerto. 

En la solicitud del Ordinario, cuando proceda, constará que ha cesado la obli- 
gación canónica del secreto, sin necesidad de expresar la causa. 


ArT. 270. El matrimonio secreto puede inscribirse directamente en Registro 
ordinario a petición de quienes puedan pedir su publicación, siempre que en la soli- 
citud el Encargado del Central exprese por diligencia, a la vista de la certificación 
o acta en cuya virtud se ha de inscribir, que no consta inscrito en el Libro Especial. 


Sección 8.* De las anotaciones de matrimonio. 


ART. 271. La anotación del ES noaio canónico “in artículo mortis”, o sólo 
ante testigos, se practicará en virtud del acta civil, certificación canónica que aun 
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cuando afirme la celebración ponga en duda su validez, o expediente civil acredi- 
tativo de la celebración. En la anotación se expresarán las circunstancias especia- 
les del matrimonio y las menciones de identidad de los testigos. 

La cancelación se produce por certificación canónica de invalidez. 


ART. 272. El matrimonio civil contraído sin que se acredite debidamente que 
ambos cónyuges no profesan la Religión Católica o la libertad de los mismos por 
inexistencia de impedimento, será objeto de anotación, con expresión de esas cir- 
cunstancias, en virtud del título acreditativo de la celebración. 

La cancelación se produce si se inscribe sentencia declarando la nulidad de ma- 
trimonio. 


CAPÍTULO III.—DE LA SECCIÓN DE DEFUNCIONES 


ART. 273. La declaración se formulará inmediatamente de la muerte. 
La obligación de declarar afecta a los consanguíneos hasta el cuarto grado v 
a los afines hasta el segundo. 


ART. 274. El facultativo que haya asistido al difunto en su última enfermedad 
o cualquier otro que reconozca el cadáver enviará inmediatamente al Registro par- 
te de defunción en el que, además del nombre, apellidos, carácter y número de 
colegiación del que lo suscribe, constará que existen señales inequívocas de muerte, 
su causa y, con la precisión que la inscripción requiere, fecha, hora y lugar del fa- 
llecimiento y menciones de identidad del difunto, indicando si es conocido de cien- 
cia propia o acreditada y, en este supuesto, documentos oficiales examimados o 
menciones de identidad de persona que afirme los datos, la cual también firmará el 
parte. 

Si hubiere indicios de muerte violenta se comunicará urgente y especialmente 
al Encargado. 


ArT. 275. En los Registros que tuvieran adscrito Médico del Registro Civil 
comprobará éste los términos del parte y suplirá sus omisiones, para lo cual se le 
dará, como mínimo, cuatro horas. 

En los que no lo tuvieren, el Encargado, antes de inscribir, exigirá al Médico 
obligado el parte adecuado, en cuanto lo permita la urgencia de la inscripción y, 
no obteniéndolo, o siendo contradictorio con la información del declarante, com- 
probará el hecho por medio del sustituto del Médico del Registro Civil, que ratifi- 
cará o suplirá el parte exigido. 

El Médico del Registro Civil o sustituto más cercano que resida en población 
situada a más de dos kilómetros podrá excusar su asistencia. La comprobación se 
hará entonces a elección del Encargado o Juez de Paz, por él mismo, por quien 
tiene a este respecto los mismos deberes y facultades o delegando, bajo su respon- 
sabilidad, en dos personas capaces; el resultado se diligenciará en acta separada. 

En los Registros Consulares, en defecto de parte adecuado, se acudirá a la com- 
probación supletoria a que se refiere el párrafo anterior. 

Cuando las informaciones fueren defectuosas u ofrecieren dudas fundadas, el 
Encargado, por sí solo o asistido de Perito, practicará las comprobaciones oportu- 
nas antes de proceder a la inscripción. 


Art. 276. Las comprobaciones y demás diligencias para la inscripción y la 
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expedición de la licencia de entierro se realizarán dentro de las veinticuatro horas 
siguientes a la defunción. 


Art. 277. La inscripción puede practicarse, en todo caso y sin perjuicio de lo 
que dispone el artículo siguiente, por sentencia u orden de la Autoridad Judicial 
que afirme, sin duda alguna, el fallecimiento. rs 

El producido por pena capital se inscribirá en virtud de testimonio judicial de 
la ejecución, que hará referencia al parte facultativo de la defunción y se evitará 
que la inscripción refleje la causa de muerte. : 


ART. 278. Cuando el cadáver hubiera desaparecido o se hubiera inhumado no 
basta para la inscripción la fama o posibilidad de muerte, sino que se requiere 
certeza indudable. 

En su caso, a la orden de la Autoridad Judicial que instruye las diligencias se- 
guidas por la muerte, debe haber precedido informe favorable del Ministerio Fiscal, 
y si se trata de Autoridad Judicial militar, el del Auditor; si la Autoridad Judi- 
cial es extranjera, se instruirá para poder inscribir el oportuno expediente. 

Para precisar las circunstancias en el expediente o diligencias se tendrán en 
cuenta las pruebas previstas para el de reconstitución. 


ART. 279. El fallecimiento en las condiciones a que se refiere el artículo ante- 
rior, ocurrido en campafia o en cautividad, se inscribirá en virtud de expediente 
instruído y resuelto conforme a esta legislación, sin ulterior recurso en vía guberna- 
tiva, por la Autoridad judicial militar de la Región, Zona o Departamento corres- 
pondiente y, en su defecto, por la de la Primera o la Central, y siempre previo in- 
forme favorable del Auditor. 


ART. 280. En la inscripción de defunción constarán especialmente : 
1.° Las menciones de identidad del fallecido. 

2.° Hora, fecha y lugar del fallecimiento. 

3.2 Numero que se asigna en el legajo al parte o comprobación. 


ART. 281. Las menciones de identidad desconocidas se suplirán por los nom- 
bres o apodos, señales o defectos de conformación, edad aparente o cualquier otro 
dato identificante: los vestidos, papeles u otros objetos encontrados con el difunto 
serán reseñados por diligencia en folio suelto. 


De no poderse expresar la hora, fecha y lugar del fallecimiento se indicarán los 
límites máximo y mínimo del tiempo en que ocurrió y el primer lugar conocido de 
situación del cadáver. 


La inscripción será completada y, en su caso, conocido el lugar de defunción, 
trasladada al Registro competente, en virtud de sentencia, expediente gubernativo 
u orden de la Autoridad Judicial. Los antecedentes se pasarán al Ministerio Fiscal 
para que promueva el expediente oportuno, si no hay en curso procedimiento o di- 
ligencias suficiente a este fin. 


Art. 282. La inhumación se ajustará a las Leyes y Reglamentos respecto al 
tiempo, lugar y demás formalidades. 


La licencia se extenderá inmediatamente de la inscripción por el Encargado o 


por la Autoridad Judicial que instruya las diligencias oportunas y servirá para la 
inhumación en cualquier lugar, al que no hará mención. 
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Justificado el fallecimiento, la licencia también podra expedirse por el Encarga- 
do del lugar en que ha de llevarse a efecto la inhumación, si es distinto de aquél 
que haya de extender la inscripción y antes o después de extendida. 

En la inscripción o por nota marginal se hará referencia al lugar de enterra- 
miento, si consta en la declaración de defunción o certificación de Autoridad o 
funcionario a cuyo cargo está el cementerio; esta certificación es título suficiente 
para modificar o rectificar la referencia. 
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LAS ADOPCIONES «MIXTAS» EN EL DERECHO 
ARGENTINO, FRENTE AL DERECHO CANONICO 


Entendemos por adopción mixta aquélla en que el adoptante y el 
adoptado pertenecen a cultos diferentes. Vamos a ocuparnos preferen- 
temente de aquellas en las que el segundo pertenece a la religión cató- 
lica, para analizarlas de acuerdo con el derecho argentino, correlacio- 
nado.con el derecho canónico y con las soluciones És la legislación de 
otros. estados. 

El primer caso debatido extensamente ale los tribunales de la Re- 
publica Argentina fué el del menor Alberto Lorenzo Camino, cuya 
adopción fué solicitada por un matrimonio israelita, los esposos Jaco- 
bo León Schvartz y Rosa Fanny Orovitz. Alrededor del mismo hare- 
mos nuestra exposición. 


ANTECEDENTES DE HECHO 


Alberto Lorenzo Camino, nació el 7 de diciembre de 1947, y fue bau- 
tizado en el rito católico el 26 de septiembre de 1949. En 1951, comen- 
zó a vivir con los que luego fueron sus adoptantes, quienes lograron su 
tenencia con intervención de la Defensoría de Menores, posteriormente 
a la internación del padre de sangre en un establecimiento hospitala- 
rio. 

En 1953, los cónyuges Schvartz iniciaron el pedido judicial de adop- 
ción; y el 16 de diciembre de ese año, el padre prestó su conformidad, 
retractándola un año más tarde ante'un escribano público. 

El 29 de diciembre de 1953 el juez de primera instancia dictó reso- 
lución favorable, que luego fué revocada por la Camara de Apelacio- 
nes, para disponerse el otorgamiento de la adopción condicionada a le 
obligación de los padres adoptivos de educar al niño en una institu- 
ción católica. Apelado el nuevo pronunciamiento, la Cámara de Apela- 
ciones denegó la adopción, entendiendo que aun cuando la ley argenti- 
na no prevé la diferencia de culto como impedimento dirimente, la cir- 
cunstancia de pertenecer las partes a distintas comunidades religiosas 
debía ser valorada por el juez como inconveniente a los intereses y al 
bienestar espiritual del adoptando. 

Deducido el caso federal por vía de recurso extraordinario, el expe- 
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diente llegó a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la que consi- 
deró que la sentencia recurrida revestía la calidad de una sentencia 
contra legem, y dictó por sí misma nuevo fallo. El Procurador general 
de la Nación, doctor Sebastián Soler, interpertó que era imposible con- 
dicionar la adopción a la identidad religiosa de las partes, porque elk 
implicaría obligarlas a no cambiar de culto en el futuro, contra la ex- 
presa prohibición del art. 531 del código civil. El Defensor ante la Cor- 
te, doctor Alfredo M. R. Méndez se expidió asimismo favorablemente 
al discernimiento de la adopción. Y el alto tribunal, con el voto de to- 
dos sus miembros, hizo lugar a la misma definitivamente, con lo quí 
el menor Alberto Lorenzo Camino adauirió vínculo legal legítimo como 
hijo de los esposos Schvartz. 

El Asesor de Menores de 1.* Instancia, doctor Mariano J. Grandoli, 
se opuso en todos los estados del proceso a la adopción pedida, tute- 
lando la religión del nifio durante su minoridad, invocando la retrac- 
tación de conformidad por parte del padre de sangre, el expreso deseo 
manifestado por escrito por la madrina de bautismo de que su ahija- 
do fuera adoctrinado en el culto de origen, y una supuesta compra ven- 
ta encubierta en la oferta de dinero hecha por los adoptantes al padre 
del menor si consentía la adopción. 

La igualdad ante la ley y la libertad de cultos fueron los argumen- 
tos esgrimidos a favor de la adopción, sin mayores disquisiciones ilus- 
tradas, y con poca solidez. 


El antecende reviste importancia suma, no sólo por haber sido de- 
cidido por la Corte Suprema de Justicia, sino por ser el primero de su 
índole. Desgraciadamente, el resultado fué adverso a la solución que 
nos parece más sensata, y que a más de contar en su apoyo con legis- 
lación y jurisprudencia de numerosos países, resulta acorde con el de- 
recho canónico, y ha sido sostenida por su Santidad Pío XII en uno 
de sus últimos mensajes, al expresar.que “desde el punto de vista re- 
ligioso, cabe exigir que los hijos de católicos sean adoptados por pa- 
dres adoptivos católicos". 

Haremos a continuación una síntesis de los aspectos vinculados al 
tema a través del derecho constitucional, del derecho civil y de la lev 
de adopción, para luego compararlos con el derecho canónico y con e! 
derecho extranjero. Brevemente nos referimos asimismo a la cuestión 
procesal en el planteamiento del recurso mediante el cual el caso llegó 
a la Corte Suprema de Justicia. 


EL DERECHO CONSTITUCIONAL Y LA LIBERTAD DE CULTOS 
La constitución argentina consagra entre los derechos civiles de to- 


dos los habitantes el de profesar libremente su culto (art. 14); v lo 
enumera nuevamente al referirse a los derechos de los extranieros (art. 
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20). Dentro del ordenamiento constitucional, la llamada libertad: de 
cultos reviste, frente al estado y a los terceros, la calidad de un dere- 
cho individual de cada persona’. Para nosotros tiene gran importancia 
definir a la libertad de cultos como un derecho personal, porque de 
esa manera, por ser precisamente derecho subjetivo, ha de estudiarse, 
valorarse y protegerse en cuanto facultad de un sujeto titular o activo, 
frente al o a los sujetos pasivos u obligados; con lo que, para hablar- 
se de tutela o de violación de la libertad de cultos ha de hacerse siem- 
pre una referencia concreta a personas individuales que sean sujetos 
activos o pasivos en la relación de alteridad que se da inevitablemente 
en todo derecho. No sería posible entonces, mentar una lesión a la li- 
bertad de cultos si no se produce vulneración concreta del derecho a 
profesar religión en cabeza de una persona determinada como. titular 
o sujeto activo del mismo derecho. 


;Qué significa la libertad de culto como derecho individual? Repá- 
rese en que ahora no tocamos la delicada cuestión teológica del deber 
moral de la persona humana de profesar la verdadera religión, previa 
busqueda y conocimiento de la misma; ni discutimos el aspecto de la 
conciencia de buena fe y de mala fe, porque con ello entraríamos en 
materia ajena al derecho. Nosotros consideramos que al hablar de un 
derecho a la libertad religiosa, descartamos la relación del hombre con 
la "verdad", o con Dios, porque la relación jurídica no puede entablar- 
se sino entre hombres, en el orden de la convivencia humana y so- 
cial; o sea, específicamente, que el derecho a profesar un culto no tie- 
ne el alcance de una facultad moral ante Dios, o ante la verdad, sino 
únicamente de un poder frente al estado y a los demás hombres’. 


Por eso, definimos la libertad religiosa —abarcando la libertad de 
conciencia y la libertad de culto— como un derecho de un sujeto activo 
—hombre frente a un sujeto pasivo— otra persona individual, el es- 
tado, etc., para que en el fuero interno del primero no se produzcan 
interferencias coactivas en materia religiosa. Y aun cuando eventual- 
mente la inmunidad de la conciencia religiosa puede aparejar el ejer- 
cicio del error, no es este supuesto derecho al error el que se convier- 


1 Síwcurz VIAMoNTE Carlos. Manual de Derecho Constitucional, Ed. Kapelusz, Bs. As. 
1958, 2.2 ed. p. 143. Gonzitrz Jospuín V. Manual de la Constitución Argentina, Ed. Estrada, 
Bs. As. 212 ed. p. 140. Casio Juan. Derecho Constitucional Argentino, Ed. “Perrot, Bs. As. 
1954, p. 371. Linares QUINTANA SEGUNDO V. Tratado de la Ciencia del Derecho Constitucional, 
Ed. Ala, Bs. As. 1956, T. III, p. 710. Cf. Montero v Guriirrez Eloy. Manual de Derecho 
Canónico, Ed. Perrot, Bs. As. 1950, T. I, p. 156 y 157. . 

2 Por eso no aceptamos la distinción que hace Maritain’ al desdoblar en dos relaciones el 
derecho a la libertad de conciencia. Para él, hay una primera relación, que tiene como uno de 
los términos a Dios y a la verdad, y en ella opina que no existe aquel derecho porque el 
hombre ante Dios y ante la verdad no tiene facultad moral para elegir el error. La segunda 
relación; donde reconoce ese derecho, se da entre el hombre como sujeto activo v el estado como 
sujeto pasivo. Los derechos del hombre y la ley natural, Bs. As. 1943, p. 116. La primera rela- 
ción no es jurídica, resultando impropio hablar en ella de "derecho", porque no bay derecho 
frente a Dios ni ante la verdad, sino sólo entre los hombres. 
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te en contenido de la libertad, sino que se tutela el fuero íntimo para 
detener en sus umbrales a la jurisdicción temporal. 


El derecho individual se desdobla en dos aspectos, que son como 
el anverso y el reverso de una misma medalla: a) el aspecto positivo 
o activo, que consiste en la profesión y ejercicio de la religión; el su- 
ieto titular o activo hace o no hace, segün se lo dicta su conciencia ; 
b) el aspecto negativo o pasivo, que está dado por la obligación de to- 
dos los demás hombres, y del propio estado, de abstenerse de obstacu- 
lizar o interferir el ejercicio religioso. De manera que el sujeto activo | 
tiene derecho positivo a la práctica de su culto, y los demás tienen obli-. 
gación de no violar ese ejercicio; hay, pues, por parte de estos ülti- . 
mos, una obligación pasiva universal’. 


Todo esto nos sirve como introducción al tema de la libertad reli- 
giosa en los menores, porque, indudablemente, adquiere singular relie- 
ve en las personas incapaces, desde que por esa misma calidad care- 
cen de la posibilidad amplia de elegir culto, profesarlo, etc. 


En el código civil argentino, los menores son incapaces absolutos 
en cuanto impüberes (art. 54), y relativos en cuanto adultos (art. 55). 
reputándose como hechos sin discernimiento los actos lícitos practica- 
dos por los primeros (art. 921). 


Presumiéndose sin discernimiento a los menores que no han cum- 
plido catorce años, la libertad de culto en su aspecto activo queda redu- 
cida, porque no pueden escoger su propia fe. Por eso Eduardo Busso 
dice que “la libertad de cultos presupone la capacidad del sujeto para 
determinarse por sí", En cambio, el aspecto pasivo cobra un alcance 
mayor en los menores, ya que esa misma falta de discernimiento recla- 
ma suma precaución y tutela efectiva para impedir que se viole o se 
interfiera el “status” religioso del menor, escogido por sus padres o ad- 
quirido por rito (bautismo, circuncisión, etc.). 


El derecho del menor a la libertad religiosa en su aspecto pasivo se 
traduce en una verdadera prohibición o interdicción de no innovar en 
su emplazamiento religioso ya logrado, en virtud de lo cual los terceros 
deben abstenerse rigurosamente de alterarlo. Es el respeto y la salva- 
guardia de su fe, en contra de todo posible desplazamiento mientras 
dure la ausencia de discernimiento. 


Y ahora entramos en el tema de la patria potestad. 


3 Conviene destacar ese deber de abstención dentro de la legislación canónica. Es sabido 
que la Iglesia ordena en su canon 135] que no se obligará a nadie a abrazar la fe contra su 
voluntad. Ya Santo Tomás ensefiaba que los gentiles y judíos no podían ser llevados a la fe 
mediante coacción. Y Benedicto XIV recordaba la ensefianza del Santo Oficio de 1705 en el 
sentido de no administrar el bautismo a los hijos de los infieles en contra de la voluntad paterna. 
Vermeersch enseña en nuestros días que el deber personal de abrazar la verdadera fe no es 
exigible por una autoridad humana o social. 

* Busso Epuanpo. Código civil anotado, Ediar Editores, Bs. As. 1945, T. II, p. 542. 
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EL DERECHO DE FAMILIA Y LA PATRIA POTESTAD 


i 


La formación religiosa de los hijos es un atributo de la patria po 
testad, y forma parte de la educación en general. En virtud de ese de- 
recho de orientación espiritual que incumbe a los padres, pueden ele- 
gir, sin duda alguna, la confesión religiosa para sus hijos menores. 
Pero, ;hasta cuándo? Las distintas legislaciones fijan límites a ese po- 
der paterno; así, el código suizo permite a los menores elegir religión 
por sí mismos desde los dieciséis años (art. 277), lo mismo que la lev 
inglesa de 1891. En Austria y en Rusia, desde los catorce. La misma 
solución puede darse para la Argentina, en base al art. 921 del código 
civil, según opinión de Spota y de Borda. 

Hasta esa edad, los padres ejercen supletoriamente el derecho acti- 
vo de elegir religión; y desde entonces lo asumen directamente los hi- 
jos. Se reconoce generalmente que el derecho paterno de educación reli- 
giosa no puede violentar la conciencia de los hijos cuando ya han Ne- 
gado a una edad de suficiente discernimiento. La jurisprudencia de los 
tribunales argentinos han tutelado en varios casos la libertad religiosa 
de menores que, por su edad y condición, estaban capacitados para es- 
coger determinada creencia”. Análogamente, la jurisprudencia nortea- 
mericana ha entendido que el padre no tiene derecho de controlar la 
conciencia religiosa de su hijo menor una vez que ha llegado a la edad 
discernimiento”. 

La ley alemana del 15 de julio de 1921 sobre educación religiosa de 
los niños ofrece numerosas disposiciones acertadas de celosa protección 
para los menores iniciados ya en una educación determinada. Según 
el art. 5.°, desde que el menor cumple doce años no puede ser instruído 
en una religión que no sea aquélla a la que hasta entonces ha pertene- 
cido. Cuando los padres discrepan, no se puede innovar en la forma- 
ción religiosa ya recibida, ni uno de los padres puede pretender auc 
deje de recibir la enseñanza en que ha sido educado. La ley desconoce 
validez a los pactos sobre educación religiosa de los menores, con pos- 
terioridad a su vigencia, pero si como consecuencia de ellos el niño 
va ha recibido enseñanza religiosa, el padre no puede innovar sin el 
consentimiento de la madre. Y es interesante señalar que el bautismo 
se equipara a una enseñanza, con lo que el menor católico debe repu- 
tarse como adoctrinado y formado en ese culto. 

En resumen, los padres tienen facultad de educar espiritualmente a 
sus hijos menores, pero desde que éstos alcanzan conciencia y discer- 
nimiento como para demostrar una preferencia o una elección, aquel 


' Así opinan Planiol y Ripert, Busso, Borda, Machado, Rébora, etc. 

6 Ver Saras Acoeez E. Código Civil y leyes complementarias anotados, Ed. Depalma, Bs. 
As., 1956, T. I, p. 265.—Gaceta del Foro, T. 95, p. 335.—La Ley, T. 21, p. 843. 

7 Ver Spots ALBERTO G. La educación religiosa de los hijos y el ejercicio de la patria po- 
testad, en J. A. 1947. I, p. 455. 
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derecho no puede ejercerse en forma de intolerancia, de presión, o dc 
coacción. No obstante, los padres tienen siempre, durante la minoridad 
de sus hijos, el derecho incoercible e irrevisible por el estado, de evitar 
o rechazar las interferencias de terceros en la orientación religiosa quc 
ellos imprimen a la educación. Pueden, en consecuencia, oponerse al 
desplazamiento que pretenda operarse en el "status" confesional de sus 
hijos. 


LA LEY DE ADOPCIÓN 


Debe ahora aplicarse el criterio expuesto a la materia de la adop- 
ción mixta, o sea, entre personas de diferente credo. 


La ley argentina 13252 establece que el juez debe oir al menor du- 
rante el'trámite de adopción cuando ha cumplido diez años. Quiere 
decir que,.a efectos de discernir la adopción, la ley considera que el 
menor que tiene ya diez años puede opinar y expresar sus puntos de 
vista: i 

En consecuencia, cuando se trata de adoptantes que pertenecen a 
otra religión el juez ha de escuchar el parecer del menor que ha cum- 
plido ‘diez años, quien al solo efecto de ese proceso es reputado con 
suficiente discernimiento para valorar su emplazamiento religioso, y 
aun para elegir otro. ij 

Sin embargo, ese derecho personal debe correlacionarse con aquel 
otro del padre de sangre para oponerse a la adopción que pudiera sig- 
nificar una alteración o una interferencia en el culto a que pertenece el 
menor. $a 

En una palabra, la incorporación de un menor a una comunidad 
religiosa debe respetarse como un hecho consumado, v hay obligación 
pasiva universal frente al derecho del menor y de sus padres para 
mantener la incolumidad de ese "status" hasta que el menor pueda, 
de acuerdo con la ley, expresar su preferencia y opinar por sí mismo. 


EL DERECHO CANÓNICO 


El canon 1113 del código vigente impone a los padres la obligación 
gravísima de procurar con todo empefio la edücación de sus hiios, 
tanto religiosa y moral como física y civil; y el canon 1372 la extiende 
a ‘quienes hacen las veces de padres. Santo Tomás, comentando tal 
deber, dice: "Los padres tienen obligación y derecho propio y nativo 
de educar a sus hijos, derecho que radica en el mismo fin primario del 
matrimonio, que es la procreación y la educación de la prole". Y Fidel 
G. Martínez ensefia que en materia religiosa los padres son mandata- 
rios natos e inamovibles de la Iglesia, salvo casos excepcionales. 

Tratándose de menores católicos, las adopciones mixtas vulnera- 
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rian, prima facie, no sólo el derecho ya examinado de todo incapaz a 
ser mantenido en su “status” confesional, sino las normas canónicas 
citadas. En primer lugar, si mediara oposición paterna, se lesionaría 
su legítimo derecho a exigir que el menor sea respetado en la fe que él 
le ha elegido en ejercicio de la patria potestad, y se lo privaría del de- 
recho a vigilar en el futuro la educación esperitual del niño. Y si el 
padre de sangre consintiera el desplazamiento confesional, el derecho 
civil no objetaría nada, pero existiría grave incumplimiento ante Dios 
y ante la Iglesia de sus obligaciones naturales’. 


Los casos de adopciones mixtas configuran verdaderas situaciones 
de jurisdicción bilateral, según lo ha sostenido el R. P. José Camy, 
S. C. J.*. Ello no importa, a nuestro criterio, sostener que el proceso 
deba ventilarse también ante los tribunales eclesiásticos, sino que la 
cuestión debe decidirse con intervención de ambos poderes: el secular 
y el espiritual. Para hacer esta afirmación, nos basamos en que el có- 
digo canónico acoge, dentro de los impedimentos matrimoniales, al 
vínculo civil de adopción de acuerdo con la legislación de cada estado. 
Quiere decir que reconoce la competencia procesal de los órganos del 
estado para agotar en.su instancia los trámites de adopción; y el re- 
sultado de los mismos surte pleno efecto canónico en materia matri- 
monial. 

En cambio, creemos que en relación con adopciones de personas 
católicas, los tribunales civiles no pueden prescindir de la opinión de 
los órganos eclesiásticos. La ley argentina da ocasión para ello, pues 
prescribe que el juez podrá oir a otras personas interesadas en la 
adopción (art. 9 de la ley 13252). En consecuencia, además de los pa- 
dres, conviene escuchar a los padrinos de bautismo, y aun al Ordina- 
rio del lugar, dándoles oportunidad de hacer valer los deberes y dere- 
chos que les competen de acuerdo con el derecho canónico. Así lo. ha 
sostenido el documento dado a publicidad por el Venerable Episcopa- 
do Argentino a propósito del caso Schvartz. 

No se podría argüir contra este temperamento una indebida inge- 
rencia eclesiástica en asuntos privativos del estado, y menos aün en la 
Argentina. Su constitución ordena al gobierno federal sostener el culto 
católico; impone al Congreso la obligación de promover la conversión 
al mismo de los indígenas; y exige al presidente y al vicepresidente 
pertenecer a su comunión. Todo esto revela que el orden constitucional 
argentino valora al catolicismo como una expresión espiritual de rai- 
gambre nacional, y que sin llegar a convertirlo en religión oficial, asu- 
me ante él una posición de franco acogimiento. No es errado entonces 
suponer que el derecho canónico —que configura la estructura jurídica 


3 Ver canon 2319. > : y. 
9 En el trabajo inédito “Reflexiones a propósito de un fallo referente a la adopción de un 


menor con abstracción del factor religioso”. 
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de la Iglesia Católica— deba ser tenido en cuenta en casos como el 
que nos ocupa. 


EL DERECHO COMPARADO 


En el caso Schvartz se adujo que la denegatoria de la adopción 
implicaría plantear una discriminación de índole religiosa, vedaca por 
la constitución nacional al garantizar la libertad de cultos. Pero nin- 
guno de los así opinantes se ocupó de averiguar cuál era la persona 
titular del derecho subjetivo a esa libertad religiosa que padecía viola- 
ción. Por eso distinguimos nosotros el aspecto activo y el pasivo, para 
correlacionar el derecho con la obligación que los demás tienen de 
respetarlo. Acá se habló vagamente de la libertad de cultos, pero no 
se planteó la verdadera relación de alteridad entre el sujeto activo ti- 
tular del derecho y el sujeto pasivo titular de la obligación. En Esta- 
dos Unidos de Norteamérica, donde el catolicismo carece de la posi- 
ción que ocupa en el orden constitucional argentino, y donde la neu- 
tralidad religiosa es total, se rechazó la impugnación de inconstitucio- 
nalidad formulada contra las disposiciones legales que ordenan a los 
jueces, en la medida de lo posible, atender a la identidad de religión 
en las adopciones, tenencias y custodias de menores. Asi, en el caso 
Goldman el pronunciamiento fué favorable a la constitucionalidad, 
alegándose que todas las religiones son tratadas igualmente; que no 
hay subordinación de una secta a otra; que no se molesta a nadie por 
profesar cualquiera religión; y que el ejercicio del culto no es exigido, 
impedido ni perturbado”. 


En Estados Unidos se contempla favorablemente la identidad reli- 
giosa para el discernimiento de las adopciones mixtas; los fallos judi- 
ciales van desde el reconocimiento amplio del derecho paterno a elegir 
la religión de los hijos, hasta la coordinación del interés espiritual con 
otros factores de bienestar material, sujetando a veces la adopción al 
compromiso de educar al menor en la religión de sus padres". Hay 
una marcada tendencia a no conceder adopciones mixtas cuando en 
el lugar existen personas o instituciones del mismo culto del adoptan- 
do”. En el caso Gally, del año 1952, sentenciado por la Corte de Mas- 
sachusetts, el juez Ronan sostuvo que la adopción por personas de fe 
religiosa diferente a la del niño jamás debe ser acordada”. 


La ley de Relaciones de Familia del estado de Nueva York esta- 
blece que en la petición de adopción se consignará la fe religiosa de 


19 Marquette Law Review, vol, 39, n. 1, summer 1955, p. 84. Howward Law Journal, vol. 1, 
|, n.° 2, june 1955, p. 252. Stanford Law Review, vol. 7, n.° 3, mayo 1955, p. 394. 

n “Columbia Law Review”, vol. 54, N.° 3, march 1954, p. 376 y sig. 
P o re c/ JamroxcK, Boston University Law Review, vol. XXXV, N.° 3, june 
1955 sop Bras 

? Revista Relations, Montreal, octobre 1957, p. 263. 
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los adoptantes; y enumera entre las causales de revocación de la adop- 
ción a favor del menor el haber intentado cambiar o haber cambiado 
o no haber salvaguardado su fe. En Illinois se requiere la identidad 
confesional entre adoptante y adoptado; en Massachussetts, en cuanto 
sea practicable, el juez debe dar el nifio en adopción tinicamente a 
personas de su mismo culto, existiendo similar norma en Pennsylva- 
nia. En Rodhe Island se contempla al mismo efecto la religión de los 
padres del menor, o en caso de diferencia entre la del padre y la ma- 
dre, la del nifio, o si es desconocida la de cualquiera de sus padres. En 
Delaware, si el pretendido adoptante no es padrastro del menor, debe 
mediar coincidencia religiosa, salvo que el padre del niño sea indife- 
rente o que no se conozcan sus creencias". 


La ley danesa prescribe que una decisión especial concerniente a 
la educación religiosa del nino puede ser tomada en el momento dc 
acordarse la adopción, cuando hasta ese momento ha sido educado en 
una religión distinta a la del adoptante, y especialmente si cuenta con 
edad como para elegir libremente su culto". 

En Canadá, la legislación procura que los niños sean colocados en 
hogares adoptivos de su misma fe. La ley de la provincia de Quebec 
exige que el adoptante pertenezca a la comunidad religiosa a que ha 
sido incorporado el menor por bautismo. En Isla del Príncipe Eduardo 
no se permite colocar en hogar católico a un nino protestante, ni en 
hogar protestante a uno católico. En igual sentido, Nueva Brunswck, 
Manitoba, etc. Las leyes de Terranova, Alberta, Columbia Británi- 
ca, etc., contemplan favorablemente la identidad religiosa, debiendo 
los jueces valorar si la adopción es oportuna desde el punto de vista 
—entre otros— de la educación espiritual que ha recibido el adoptan- 
do”, 

Para la determinación de la religión del menor se siguen en Canadá 
distintos criterios. En Quebec se repara en el rito bautismal, razón por 
la cual existe la duda de si los menores no bautizados pueden ser adop- 
tados”. En Saskatchewan, el niño nacido de matrimonio tiene la reli- 
sión de su padre, no obstante lo cual si se ha firmado un convenio pa- 
ra su educación en otra o si efectivamente ha sido educado en una fe 
distinta, se considera incorporado a la del contrato o de su educación. 
Si el niño no es hijo matrimonial, sigue la religión de su madre; pero 
si ésta no tiene ninguna, o elige otra para la educación del menor, se 
lo tiene como perteneciente a la que ella indica. Solamente en los ca- 
sos en que el padre legítimo no tenga religión, o la madre cuando no 


14 Citas del dictamen del Dr. Mariano J. Grandoli, Asesor de Menores de 1.2 Instancia, en 
el caso Schvartz, La Ley, 10 de mayo de 1957. : 

15 Etude sur l'adoption des mineurs, Nations Unies, New York, 1953, p. 40. 

3 QGmnaNpoLr. Mariano J. Adopción y protección religiosa de menores en el Canadá, en El Pue- 
blo, 6 de noviembre de 1958. 

V Etude sur l'adoption des mineurs, cit. p. 40. 
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exista matrimonio, se puede discernir la adopción educando al menor 
en la fe de sus padres nutricios o en la que el Ministerio disponga. En 
Manitoba, cuando los padres no son casados, la religión se fija por la 
preferencia de la madre si vive, o por el culto al que ella pertenecía en 
el momento de su muerte. 


-El art. 5 B de la ley de Massachussetts, en Estados Unidos, dispo- 
ne que en el caso de discusión acerca de la religión del menor a adop- 
tarse, prevalece la de su madre. Y en la ley alemana de 1921, dijimos 
que el bautismo se reputa como iniciación en una educación religiosa 
determinada. l 


En Suiza se considera el factor religioso en el otorgamiento de 
adopciones, mirándose con desagrado las situaciones mixtas". 

. Análoga tendencia se da en el estado de Israel, en el que las adop- 
ciones son. de competencia de los tribunales rabínicos, teniendo obli- 
gación el adoptante de educar al menor en el espíritu religioso de sus 
padres de sangre". 

Este cámulo de disposiciones demuestra que el derecho comparado 
repara muy seriamente en la filiación religiosa del menor para mante- 
ner y tutelar su emplazamiento, conciliando el interés personal del ni- 
fo con la tradición de su familia de sangre. 


DERECHO PROCESAL 


En.el derecho argentino, la Corte Suprema de Justicia conoce de 
ciertos casos denominados “federales” o “constitucionales” por vía de 
recurso extraordinario, de acuerdo con el art. 14 de la ley 48. La cues- 
tión federal consiste en invocar la norma que se considera presunta- 
mente vulnerada, y en exponer las razones y circunstancias que torna- 
rían el fallo contrario a las leyes supremas de la nación”. Se trata de 
una verdadera apelación excepcional tendiente a mantener la supre- 
macía constitucional”, razón por la cual la jurisprudencia es muy ce- 
losa en cuidar de los requisitos que la hacen viable. Quedan fuera del 
recurso todas las materias de derecho común y de hecho, pero lo ha- 
cen procedente las sentencias llamadas “arbitrarias”. 


El recurso debe plantearse oportunamente, o sea, en la primera 
ocasión en que las partes prevean o puedan prever el surgimiento del 
caso constitucional; si así no se hace, ya que no se puede articular 
después, de modo tal que cuando el caso federal se introduce tardía- 


18 GraNDoLI Mariano J. La ley de adopción debe reformarse, Bs. As. 1958, p. 30 y SI. 
JU JR es ; 
20 SERANTES PEÑA OSCAR y CLAVELL Borpas Javier, Código Procesal. civil comercial leye 
. r * Ñ 4 + x S 
complementarias, Ed. Depalma, Bs. As. .1957, p. 225. à 4 pd 


21 Imaz E, y Rey R. E. El recurso extraordinario, Ed. Revista de Jurisprudencia Argentina, 
Bs: Asi 948) p. 19 y 20: 
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mente, la Corte rechaza el recurso. A más de invocarse en tiempo, el 
recurso debe ser mantenido constantemente por la parte que quiere 
utilizarlo en todas las etapas del proceso, ya que dejar de sostenerlo 
una vez planteado implica su abandono. 


Para velar por el cumplimiento de estas normas, que son suma- 
mente rigurosas, la Corte Suprema acostumbra en todos los casos, an- 
tes de abocarse a su estudio, a analizar dos extremos: a) si el caso 
federal fué planteado en tiempo y forma, y si el recurso ha sido bien 
concedido; b) si la materia de fondo es susceptible de provocar la 
competencia extraordinaria del tribunal. 


Tales recaudos se exigen también en el recurso admitido contra 
sentencias arbitrarias. 


Es habitual que la Corte, no obstante poder dictar sentencia por sí 
misma de acuerdo con el art. 16 de la ley 48, use otro procedimiento 
también previsto en el mismo, que consiste en devolver los autos al juez 
o tribunal inferior para que falle nuevamente. 


Pues bien, en el caso Schvartz la Corte se apartó de todos estos an- 
tecedentes, que constituyen su jurisprudencia tradicional e inveterada. 
El Asesor de Menores había deducido el recurso extraordinario en ju- 
lio de 1954, oponiéndose los adoptantes por estimarlo improcedente. 
Sin embargo, tres años más tarde, en marzo de 1957, cuando ya había 
recaído sentencia de segunda instancia, ellos invocaron la misma vía 
y dedujeron el recurso que habían negado al Asesor. Era, a todas lu- 
ces, extemporáneo, pues desde la primera oposición de dicho funcio- 
nario del Ministerio Pupilar en base a la diferencia religiosa, era pre- 
visible que se suscitaría un caso constitucional típico, tangente a la li- 
bertad confesional, y por ende, a la constitución (art. 14 y 20). 


Tal fué el primer vicio procesal. El segundo radicó en un alegato 
vago acerca de la libertad de culto, que en realidad importó funda- 
mentar el recurso en una cuestión civil o de derecho común, y en el 
hecho de religión mixta, cuando según acertada opinión de Rafael 
Bielsa, “el recurso para ser viable ha debido fundarse en una ley, 
reglamento o acto restrictivo de la libertad religiosa del recurrente, y 
eso no aparece en el pleito... Ninguna restricción a esa libertad surge 
del debate"?, Es evidente que si de violación de la libertad religiosa se 
hablara, debería titularizarse dicha violación en el derecho subjetivo 
del menor y de su padre de sangre; nunca en los adoptantes, cuyo 
derecho a profesar su culto no se veía en modo alguno entorpecido o 
lesionado, y que hasta ese momento no tenían sobre el menor ningún 
derecho sino únicamente una pretensión. “Solamente puede recurrir 
aquél cuyo derecho o garantía ha sido lesionado contra lo dispuesto en 


23 Nota al caso Schvartz, aparecida con el seudónimo de Próculo, en La Ley, del 12 de 
marzo de 1958. 
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la constitución", afiade Bielsa. Por eso, los adoptantes no podían usar 
del recurso extraordinario, el que sólo incumbía al representante legal 
del menor y al Asesor de Menores. i 

La Corte Suprema no reparó en ninguno de los dos defectos, y 
apartándose de su prolijo análisis, habitual en situaciones análogas, 
no averiguó si formalmente el recurso había sido articulado correcta- 
mente, ni si por el contenido de la cuestión correspondía admitirlo. 
Tan gruesa equivocación, más visible cuanto que los mismos jueces 
que integraban el tribunal habían utilizado antes del caso Schvartz —y 
lo siguieron utilizando después— el método tradicional de revisión so- 
bre la procedencia del recurso, dejó al pronunciamiento desprovisto de 
toda validez. 

A ello se agregó otro vicio de procedimiento. La ley 13252 ordena 
que el juez debe oir al menor cuando ha cumplido diez afios. El nifio 
cumplió dicha edad el 7 de diciembre de 1957, y la Corte dictó senten- 
cia el 16 del mismo mes y año, diciendo en la misma que aquél era 
menor de diez afios. Con ello, omitió la audiencia a que estaba obli- 
gada para escuchar al adoptando. 

¿Qué pretendemos al puntualizar todos estos vicios de procedi- 
miento? No queremos erigirnos en censores, sino demostrar que el fa- 
llo, a más de ser atacable por el contenido de la decisión, adolece de 
serias imperfecciones procesales. ¿Tiene ello importancia? Creemos 
que sí, y vamos a puntualizarlo. 

El doctor Werner Goldschmidt en su reciente obra “La ciencia de 
la justicia” ha sentado la tesis de que el proceso es la forma justa de 
realizar el reparto cuando existe contienda. O sea que, siendo la justi- 
cia un reparto que da a cada cual lo suyo, sólo puede cumplirse ca- 
balmente en los casos de controversia mediante el correspondiente pro- 
ceso. Estaríamos frente a la garantía del debido proceso para tutelar 
los derechos individuales. Pues bien, si cuando hay desacuerdo de 
partes la justicia sólo se cumple sujetando el litigio al debido proceso, 
creemos poder afirmar que tal proceso ha de substanciarse de acuerdo 
con las exigencias legales que lo rodean de garantías para dichas par- 
tes. El derecho de defensa, el de ser oído, y otros más, no podrían su- 
primirse sin violar la esencia misma del proceso. Cuando el proceso 
adolece de vicios graves o de nulidad, el reparto no es justo. Y todavía 
más; aunque se llegara a un pronunciamiento intrínsecamente justo, 
pero utilizando vías procesales inadecuadas o vulnerando la estructu- 
ra fundamental del proceso, el reparto sería siempre injusto. 

En el caso Schvartz que comentamos, aun suponiendo que la deci- 
sión de la Corte hubiera sido la acertada y la justa —extremo que ne- 
gamos—, la forma de arribar a la misma a través de un recurso mal 
concedido, mal subtanciado, y con vicios graves en su tramitación an- 
te el tribunal sentenciante, afectaría a la justicia total del pronuncia- 
miento. O dicho en otros términos, no se habría cumplido la justicia, 


LAS ADOPCIONES “MIXTAS” EN EL DERECHO ARGENTINO 243 


porque la ünica manera de realizarla en caso de contienda es el debido 
proceso. Y el debido proceso ante la Corte no ha existido. 


CONCLUSIONES 


La coincidencia de la posición espiritual entre adoptante y adop- 
tado es un requisito imperioso. Aunque la ley argentina no lo exija li- 
teralmente, lo supone. Y da al juez la facultad amplia de valorar la 
conveniencia o inconveniencia de la adopción. Allí es donde pesan fac- 
tores como los que venimos estudiando. ;Hasta dónde puede juzgarse 
favorable y conveniente para el menor de un credo determinado, la 
incorporación mediante vínculo de hijo legítimo a un hogar cuyo am 
biente espiritual es totalmente distinto, u opuesto, por pertenecer a otra 
comunidad religiosa? Para que el adoptante asuma la verdadera fun- 
ción paterna que le corresponde —y que ha de incluir el derecho a la 
orientación espiritual del hijo adoptivo— debe coincidir en el culto de 
éste. De lo contrario, adquiriria su derecho en violación al derecho 
subjetivo del amor y al de sus progenitores de sangre. 

La solución que propiciamos no se restrige a los casos en que me- 
nores católicos son solicitados en adopción por personas de religión 
distinta. La extendemos a situaciones inversas, o sea, reputamos tam- 
bién inconveniente la adopción de menores no católicos por personas 
católicas. Mientras el incapaz no tiene discernimiento suficiente, debe 
ser mantenido en la religión adquirida, sin innovación en su status. 

Tales las reflexiones que nos ha merecido el caso Schvartz, incorpo- 
rado al historial universal de la adopción de menores con el estigma 
de profundas equivocaciones. Deseamos suponer, en homenaje a la 
dignidad del tribunal supremo argentino, que fueron de buena fe, al 
menos por parte de los magistrados judiciales. 
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SACRA ROMANA ROTA 


Coram R. P. D. EMMANUELE Bonet, Ponente 
J"urium 


Decisio diei 20 julii 1955 


( Omissis ) 


1. Sacerdos B, Archidiocesis M in Ditione N, contractum verbis iniit cum A, 
fabro caementario, artifice, seu ut hispanice dicitur "artesano", ad opera peragenda 
tum in aedificio sito in via vulgo dicta L, sub n..187, cuius dominus erat praedic- 
tus sacerdos; tum in aedificio sito in via vulgo dicta S, sub n. 248, cuius domina 
erat neptis quaedam praedicti sacerdotis. Dissensionibus quibusdam de solutione 
statutae pecuniae exortis ac superatis interveniente, quamvis extrajudicialiter, 
auctoritate ecclesiastica, A laborem prosecutus est usquedum Rev. D. B ad acto- 
rem epistulam misit qua invocans clausulam contractus de labore perficiendo tan- 
tummodo dum neptis pecuniam ad expensas operis solvendas haberet, A suspen- 
sionem laboris intimabat. A tribunal adiit ecclesiasticum M,:ac supplici libello 
expostulavit ut Rev. B damnaretur ad solvendum actori, titulo indemnitatis ob 
dimissionem illicitam ab opere, summam pecuniae statutam in Lege Fundamentali 
Foederationis N et concordanti Lege Foederali Laboris. Tribunal die 11 martii 
1950 sententiam protulit qua dubio proposito: "Tiene en el caso el demandante 
fundamento legal para exigir a su demandado el pago de tres meses de salario a 
razón de siete pesos diarios", respondebat actori tale jus non competere ideoque 
reus conventus absolvebatur a, petitione actoris, qui praeterea ad expensas judicia- 
les solvendas damnabatur. Ab hac sententia actor, scripto diei 16 martii 1950, 
appellationem interposuit coram tribunali a quo petens ut acta mitterentur “a la 
ciudad de Roma", ad hoc ut "el C. H. Tribunal de! Vaticano en la ciudad de Ro- 
ma sea el que dicte la sentencia definitiva”; ac novo scripto diei 23 martii 1950 
addidit: “pararé por mi propio derecho al Tribunal del Santo Oficio por- actos 
dictados en mi contra". Statim sc. die 29 martii 1950 supplicem libellum Sanctis- 
simo Patri porrexit quo ab Eadem Sanctitate Sua expetebat: "que este H. Tribu- 
nal de la Sagrada Rota Romana, sea el que dicte la sentencia al demandado...". 
Appellatione coram N. S. T. admissa, citatis partibus, instaurata est litis contesta- 
tio pro confirmatione vel minus prioris sententiae et ad obiectum controversiae 
clarius definiendum concordatum est dubium: An te quaenam pecuniae summa, 
et quo titulo debeatur a D.no. B D.no. A, in casu.—Hodie vero causa in altero 
jurisdictionis gradu decidenda proponitur. l f 
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2. Aliqua praemittenda sunt de principiis juris processualis, attenta quaestione 
praejudiciali terminorum fatalium appellationis in casu agitata et soluta per De- 
cretum diei 4 augusti 1951. "Appellatio interponi debet coram judice a quo sen- 
tentia prolata est intra decem dies a notitia publicationis sententiae". (can. 1881), 
qui terminus in causis quae transeunt in rem judicatam adamussim est servandus: 
vi enim can. 1902, 2.°, expleto decimo die notitiae publicationis sententiae subse- 
quenti (cfr. can. 34 $ 2, 83), si sententia appellata non fuit, ipso facto, res iudicata 
habetur. Appellatio vero “prosequenda est coram judice ad quem dirigitur intra 
mensem ab eius interpositione...” (can. 1883). Tempus vero ad prosequendam 
appellationem assignatum utile est, scilicet, "ignoranti aut agere non valenti non 
currit" (can. 35). Hoc patet ex obvia interpretatione can. 1902, 2.°, ubi expresse 
dicitur tempus appellandi esse utile; et simili modo constat ex can. 1884 $ 2 ubi 
tempus ad prosequendam appellationem utile dicitur. Apellatio vero sive oretenus 
sive in scriptis fieri potest. 


3. De modo vero prosequendi appellationem, legitur in can. 1884 8 1: "Ad 
prosequendam vero appellationem requiritur et sufficit ut pars ministerium invocet 
iudicis superioris ad impugnatae sententiae emendationem adiuncto exemplari huius 
sententiae et libelli appellatorii quem judici inferiori exhibuerat". Invocatio vero 
judicis superioris determinata esse debet, quae determinatio habetur dum non am- 
bigatur quodna, sit tribunal ad quod appellatur. Hinc si a sententia tribunalis in- 
ferioris quis appellat ad tribunal Romani Pontificis, expresse et de appellatione et 
de tribunali in genere loquendo, palam est quod appellat "ad tribunal ordinarium 
a Sancta Sede constitutum pro appellationibus recipiendis idest ad Sacram Roma- 
nam Rotam (cfr. can. 1598 $ 1), quae iudicat in secunda instantia causas quae a 
quorumvis Ordinariorum tribunalibus in primo gradu iudicatae fuerunt et ad 
Sanctam Sedem per appellationem legitimam delatae (Cfr. can. 1599, § 1, 1.9); 
quod a fortiori valet si expresse in scripto appellationis prosequendae de Sacra 
Romana Rota fit mentio. Nec obstat quod scriptum ipso Summo Pontifici dirigatur 
dummodo scriptum appellationis sit, dicasteria enim Sanctae Sedis de quibus in 
can. 7, nomine Summi Pontificis potestate vicaria procedunt. 


4. Praeterea ut scriptum veram appellatione, contineat requiritur et sufficit 
invocatio ministerii iudicis superioris et appellatio a certa et determinata senten- 
tia, quae determinatio optime habebitur si scripto appellationis adiunguntur docu- 
menta de quibus in can. 1884 8 1; tamen, si pars exemplar impugnatae sententiae 
intra tempus utile a tribunali a. quo obtinere nequeat, iusta de causa, puta ex. gr. 
eo quod ignorat requisita processualia appellationis, dummodo revera ministerium 
iudicis superioris invocaverit et elementa essentialia de quibus in can. 1884 § 1 in 
suo scripto determinaverit, appellatio prosecuta dicenda est cum iudex ad quem 
ex officio praedicta documenta a iudice a quo praecepto exquiret. 


5. Appellationi vero, etiam coram iudice ad quem iam prosecutae, quis potest 
renuntiare. Unde can. 1880, 9.^ expresse agit de hypothesi renuntiationis appella- 
tioni, qua renuntiatione habita non est amplius appellationi locus. Renuntiatio 
vero expresse et in scriptis fieri debet. Hinc appellationis renuntiatio numquam 
praesumitur sed in iudicio probari debet. Et haaec sufficiant de iure processuali 
quoad questionem preajudicialem. 
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6. Can. 1553 sollemniter affirmat: "Ecclesia iure proprio et exclusivo cog- 
noscit... 3.° De omnibus causis sive contentiosis sive criminalibus quae respiciunt 
personas privilegio fori gaudentes, ad normam can. 120, 614, 680". Can. vero 120 
§ 1 statuit: "Clerici in omnibus causis sive contentiosis sive criminalibus apud iudi- 
cem ecclesiasticum conveniri debent, nisi aliter pro locis particularibus legitime 
provisum fuerit". Quibus canonicis praescriptionibus clare patet amplitudo privile- 
gii fori in iure communi hodie vigenti. Haec autem competentia judicialis exclu- 
siva Ecclesiae minime mutat naturam relationis iuridicae quae obiectum constituit 
controversiae definiendae in iudicio contentioso cuius pars conventa privilegio fori 
gaudet. Tribunalia enim Ecclesiae in controversiis de quibus iudicant mera ratio- 
ne privilegii fori partis conventae, applicare tantummodo debent illud jus quo 
relatio iuridica controversa regatur, servato quidem, uti patet, ordine processuali 
canonico. 


7. Cum ergo de contractu quodam agitur, cuius materia res non sit ecclesiasti- 
ca, nec inter personas iuridicas, quae e jure canonico capacitatem contrahendi 
sumunt, inita sit, contractus regitur praescriptionibus illius ordinis iuridici, quarum 
vi ortum habuit, quibusque diiudicare debet, salvo quidem semper jure naturali 
vel positivo divino. Nec recte hac in hypothesi invocaretur can. 1529, qui, quam- 
vis jus civile accipiat, semper vera norma canonica est de materia ecclesiastica. 


8. De contractibus vero operis vel operarum, notiones iam in jure romano in- 
veniuntur, quamvis huiusmodi contractus computaretur inter contractus inferioris 
momenti eo quod praestatio operarum generatim servis reservabatur. Distinguitur 
in jure romano locatio-conductio operarum, cuius obiectum erant praestationes 
servitiorum, a locatione-conductione operis, quae pro obiecto habebat opus iam 
perfectum. Locationi-conductione operarum respondebant opera et mercer; loca- 
tioni-conductioni vero operis opus et praetium. Agebatur in utroque casu de con- 
tractu bilaterali consensuali. In societate romana exsistentia servorum, repugnan- 
tia hominis liberi pro labore manuali, exclusio operarum liberalium a contractu 
locationis-conductionis operarum causas erant parvi momenti huiusmodi contrac- 
tus, qui hodie maximo momento fruitur apud nostras ordinationes iuridicas, quae 
tamen fundamentales notiones romanas servant quaequae iam in nostro Foro in- 
vocatae sunt, prout videri potest in una C. R. P. D. Jullien, diei 16 nov. 1936 
(Decisiones S. R. Rotae, vol. XXVIII, dec. LXXII, p. 681). 


9. Codices civiles moderni distinctionem inter locationem operarum et locatio- 
nem operis, plus vel minus, retinent. Haec divisio tamen in jure civili recentiori 
non semper eadem mensura accipitur; momentum enim contractus operarum in 
dies auctum est ita ut contractus ille qui historice, etiam post eversionem gallicam 
finis saec. XVIII, juris mere privati naturam habuerat, quotidie magis jus publi- 
cum redoleat. Hinc nova species juris, sive in doctrina, sive in legislatione orta est, 
nempe, jus sic dictum laborale. Contractus vero laboris contractui operarum non 
plene adaequatur. Inde hodie saepe facilis non est distinctio inter contractum lo- 
cationis operarum, sic dictum laboris, hispanice "contrato de trabajo" ; et contrac- 
tum locationis operárum in sic dicta praestatione servitiorum, hispanice "arrenda- 
miento o prestación de servicios". Praeterea utraque species contractus locationis 
operarum differt a contractu locationis operis, qui hispanice vocatur "contrato de 
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empresa o de obras por ajuste a precio alzado”. Nec iste contractus locationis ope- 
ris natural mere privatam, quam in jure romano habebat, semper retinet, aliquan- 
do enim idem contractus operis jure laborali regitur. 


10. In systemate vero iuridico Foederatorum Statum N adhuc prae oculis ha- 
benda est momentosa distinctio orta ex ambitu territoriali legum. Quae enim rela- 
tiones iuridicae jure sic dicto civili regnatur, normis peculiaribus seu codicibus 
uniuscuiusque Status reguntur; jus vero laborale commune est toti Foederationi ex 
praescripto art. 123 Constitutionis Foederationis ac continetur in Lege Foederativa 
laboris diei 18 augusti 1931, variis dispositionibus subsequentibus reformata, prout 
inveniuntur in sic dicta "Ley Federal del Trabajo reformada”. 


11. Lex vero Fundamentalis Statum Foederatorum N vulgo dicta "Constitu- 
ción Política de N", in suo art. 123 praecepit: "El Congreso de la Unión, sin con- 
travenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales 
regirán entre los obreros jornaleros, empleados, domésticos y artesamos y de una 
manera general sobre todo contrato de trabajo". Qua norma juris publici funda- 
mentalis innititur totum systema juris laboris in Ditione N. Inde plura systemata 
juris privati in variis Statibus N vigentia firmam habere debuerunt hanc normam 
Constitutionis Politicae, quae praeterea in art. 133 statuit: "Esta Constitución, 
las Leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella... serán la Ley suprema de 
toda la Unión". Ergo omnes relationes iuridicas de quibus in art. 123 Constitutionis 
Politicae reguntur legislatione foederali laboris, quae positione privilegiata in ordi- 
natione juridica N gaudet. Et sic revera procedunt varii codices civiles N, prout vi- 
deri potest, exempli gratia in art. 2605 Codicis civilis Status Z seu Districtus 
Foederalis, et similiter in Codice civili Status X, qui viget in archidioecesi M. Le- 
gitur enim in art. 2527 praedicti Codicis: "El servicio doméstico, el servicio por 
jornal, el servicio a precio alzado en el que el operario sólo pone su trabajo, el 
aprendizaje y cualquier otro servicio prestado en virtud de un contrato de traba- 
jo, se regirán por la Ley Reglamentaria del art. 123 de la Constitución Federal”. 
Qua assertione Codicis civilis Status X iam innuitur quod contractus operis cum 
de artifice agitur, hispanice "artesano", si artifex merum laborem praestat sti- 
pendio assignato ac de omnibus aliis expensis curat conductor, regitur jure labo- 
rali. Quibus normis bene perpensis apparet ambitum legislationis laboralis in Ditio- 
ne N latius patere quam in non paucis ordinationibus juridicis Europae. Contrac- 
tus enim operis in Status N si sub peculiaribus adiunctis initur, induit naturam 
contractus laboris. 


12. Difficultas tamen prima fronte habetur ex notione contractus laboris, qui 
in Lege Foederali N laboris duplex distinguitur, individualis nempe et collectivus. 
Contractus vero laboris individualis, iuxta art. 17 repetitae Legis Laboralis, ille 
est vi cuius aliquis sese obligat ad servitium alteri praestandum, sub eius ductu et 
dependentia, ex retributione inter ipsos conventa. Unde videretur quod locatio- 
conductio operarum, conditionibus de quibus in art. 17 citato, ornata, idem esset 
ac contractus laboris. Et revera contractus laboris fere semper regit locationes- 
conductiones operarum. Hisce vero obstat art. 123 Constitutionis Politicae N ex 
quo subiiciuntur etiam praeceptis juris laboralis artifices seu “artesanos”. Accedit 
praeterea praescriptum art. 18 Legis Laboralis N quo statuitur praesumptio exsis- 
tentiae contractus laboris inter eum, qui aliquod servitium praestat, et eum in 


cuius favore praestatur; ideoque in dubio standum est Pro applicatione juris la- 
boralis. 
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13. Unde quamvis apud auctores hodiernos generatim admittatur, uti crite- 
rium specificum distinctionis inter contractum laboris et contractum juris civilis, 
subordinatio seu dependentia artificis vel operarii in executione operis, ac huic 
criterio videatur respondere art. 17 Legis Laboralis N: "Una persona se obliga a 
prestar a otra, bajo su dirección y dependencia, un servicio personal mediante una 
retribución convenida" ; insufficiens est hoc criterium pro jure N. Nam etiamsi 
artifex suo marte procedat in executione operis, tamen in art. 2527 Codicis Juris 
Civilis Status X, cui congruit art. 2605 Codicis Juris Civilis Status Z nec non juris 
prudentia Supremi Tribunalis N, aperte dicitur contractum operis, hispanice "ser- 
vicio a precio alzado", regi jure laborali, si operarius merum laborem praestat. 
Hinc contractus operis, cum de artificibus agatur, apud Status N bifariam dispe- 
scitur, scilicet, in contractum operis in quo artifex merum laborem praestat, qui 
jure laborali regitur; et contractum operis, in quo artifex, praeter laborem, etiamsi 
de ceteris curat, independenter procedens, ac regitur jure civili. 


14. Juvabit etiam praemittere quod conductoris nomine in jure N venit quaeli- 
bet persona physica vel moralis, quae operibus alterius utatur, vi cintractus labo- 
ris (art. 4 Legis Laboralis). Intermediarius vero vocatur quilibet conducens opera 
aliorum àd executionem operis in favorem conductoris principalis (art. 5 eiusdem 
Legis). Relationes vero inter conductorem principalem et intermediario reguntur, 
uti palam est, normis generalibus de contractibus ac peculiaribus de contractu 
mandati, quin attingant relationem juridicam laboralem. 


15. Contractus autem laboris individualis, qui generatim scripto initur, ver- 
botenus tantum conficitur ad normam art. 26 Legis Laboralis. Attamen defectus 
formae scriptae in contractu laboris operario non nocet, prout statuit art. 31 
eiusdem legis. Contractus vero laboris initur de se ad tempus indeterminatum : 
tamen etiam iniri potest, servatis servandis, ad tempus determinatum vel ad opus 
determinatum, prout aperte statuitur in art. 39 Legis Laboralis et in III art. 24 
eiusdem Legis. Contractus autem ad executione, operis determinati praecipue locum 
habet cum agitur de operibus aedificationis, quae frequenter huiusmodi contractus 
laboris forma reguntur. Duratio tamen contractus laboris ad opus determinatum 
exequendum initi protrahitur, uti palam est, usque ad huiusmodi operis perfectio- 
nem. Praeterea in contractu laboris ineundo illam clausulas pro non adiectis habere 
oportet quae expresse a lege prohibentur vel contractus laboris naturae repugnant. 


16. In jure laborali N apprime distinguitur contractuum laboris suspensio ab 
eorundem contractuum resólutione vel cessatione. Suspensio vero, temporalis qui- 
dem, contractus laboris absque conductoris periculo habetur ex causis in art. 116 
Legis Laboralis enumeratis, quas inter secunda sonat prout sequitur: "La falta de 
fondos y la imposibilidad de obtenerlos para la prosecución normal de los trabajos, 
si se comprueban plenamente por el patrón". Hoc in casu, ex praescripto legis, 
conductor tenetur ante suspensione, licentiam petere a Comissione Conciliationis 
lege instituta (Junta de Conciliación y Arbitraje); ac illicite procedit qui hoc re- 
quisitum omittit. Conductor vero qui privilegio fori gaudet ex hac amissione con- 
veniri non potest apud forum civile, sed tantum apud forum Ecclesiae. Suspensio- 
ne tamen, contractus laboris non cessat, prout aperte statuit art. 119 Legis Labo- 
ralis; ideoque contractus laboris initus ad opus determinatum exequendum ces- 
savit tantummodo perfecto opere. 
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17. Cum suspensione, de qua supra, contractus laboris non resolvatur ; locum 
no habet in casu suspensionis praescriptum art. 123 XXII Constitutionis Politicae 
N, ubi agitur de operariorum dimissione absque iusta causa. 


18. Ad probationes vero quod attinet, ad normam juris processualis canonici, 
dicendum est quod probatione non indigent facta ab uno ex contendentibus asserta 
et ab altero admissa, nisi a jure probatio exigatur (cfr. can. 1747, 3.9). Praeterea 
exigentia probationis a jure civili procedens interpraetanda est apud forum Eccle- 
siae aequitate canonica servata, ideoque si probatio a jure exigitur in commodum 
illius partis quae factum libenter admittit, iudici licet aliquod factum uti proba- 
tum admittere quod a parte libenter acceptatur, praesertim si ex complexu acto- 
rum corroboratur. Unde in casu suspensionis laboris, ad normam art. 116 II Legis 
Laboralis N, non recte applicaretur operatio actori praescriptum canonis 1748: 
"Onus probandi incumbit ei qui asserit. Actore non probante reus absolvitur" ; lex 
enim expresse statuit, ad tutelam jurium opificum, quod onus probandi incumbit 
conductori. Praeterea licet iudici ecclesiastico probationes existimare, ad normam 
juris canonici, dummodo expressum praescriptum legis civilis non transgrediatur 
et aestimatio ex conscientia fiat. 


.19. De expensis vero judicialibus causarum jurium, quae apud S. R. Rotam 
agitantur art. 172 Normarum S. R. Rotae hanc normam praebet: "Si victus in 
priore instantia condemnatus fuerit in toto vel ex parte ad expensas judiciales et 
in instantia appellationis in S. Rota iterum succumbat, Ponens solas expensas in 
S. Rota factas taxabit, intacta remanente taxatione prioris instantia", Quae nor- 
ma partim sustinetur, quoad expensas primi gradus, etiamsi apud S. R. Rotam 
omittatur taxatio eo quod in judicio appellationis concessa fuit exemptio ab ex- 
pensis judicialibus una cum gratuito patrocinio parti appellanti et succumbenti. 


IN Facro.—a) De quaestione praejudiciali appellationis. 


20. Ex actis primae instantiae constat sententiam tribunalis primi gradus die 
11 martii editam publicatam fuisse dia 16 martii 1950, lectione eiusdem sententiae 
a tribunalis actuario facta, praesente judice ac adstante actore D. A, qui statim 
oretenus dixit se gravatum putari illa sententia et a ministris tribunalis quaesivit : 
an daretur recursus adversus sententiam. Praeterea idem actor statim dixit se in 
posterum recurrere velle, sive ad tribunal Y*, sive Romam confugiendo. De his 
omnibus fidem facit ipse actuarius in verbali publicatione sententiae. Exstat etiam 
in actis libellus ab actore subsignatus eadem die 16 martii 1950 quo scripto appella- 
tione, interponit ad Tribunal Vaticanum Urbis Romanae. Jam ergo nullum adest 
dubium in casu de appellationis interpositione scripto facta coram judice a quo 
intra decem dies a publicatione sententiae. Adstat praeterea documentum aliud ab 
y dicte sentencia como mejor convenga en el presente caso". Quibus verbis, uti le- 
obstante que las pruebas que presenté obraban en mi favor, pararé por mi propio 
derecho, en forma de memorandum, al Tribunal del Santo Oficio, por actos dicta- 
dos en mi contra, al Tribunal de Roma, para que a la vez, se entere de los hechos 
eodem actore subsignatum die 23 martii 1950 et eadem die tribunali exhibitum, ubi 
actor dicit: "Refiriéndome al juicio de trabajo que sigo en contra del Presbítero 
Sr. D. B instruído por este Tribunal y a la sentencia que en mi contra se dictó no 


* Tribunal metropolitano de 2.2 instancia. 
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genti patet, si prouti sonant desumuntur, minime actor appellationis interpositio- 
nem retractavit, sed a contra potius eam confirmavit. Nec obstat quod actor suo 
scripto appellationem interposuerit ad Tribunal Vaticanum, et quod in altero 
scripto loquatur de Tribunali Sancti Officii, attendendum est enim potius factis 
quam verbis, hinc evidenter actor appellavit ad Tribunal Summi Pontificis. Unde 
vix intellegi possunt verba Decreti Vice-Officialis Tribunalis primi gradus tenoris 
sequentis: "...compareció A, actor, con el escrito precedente, renunciando con eso 
al recurso de apelación, y pidió que mejor él recurriria, como consta en el mismo 
escrito a la ciudad del Vaticano. Por tanto, archívese este expediente". Actor 
aliunde tempore utili appellationem procesutus est, scripto enim Summum Pontifi- 
cem adiit dicens: “...vengo a demandar justicia para que se respeten mis derechos 
que como trabajador me corresponden" ; ac adductis rationibus propriae petitionis 
expresse petiit: “Que este Tribunal de la Sagrada Rota Romana sea el que dicte la 
sentencia al demandado y le condene al pago...". Qui libellis a Summo Pontifice 
ad Sacram Romanam Rotam transmissus fuit. Hinc dicendum est in casu et appel- 
lationem interpositam fuisse tempore utili, et etiam tempora utili prosecutam 
fuisse. Praeterea in appellatione coram judice a quo clare determinata fuit senten- 
tia apellata et aperte invocatum est ministerium iudicis superioris, immo supremi. 
In appellationis vero prosecutione elementa essentialia non defuerunt eo quod de- 
terminatur sententia a qua appellatio interposita fuit ac aperte invocatur ministe- 
rium judicis supremi, immo expresse commemoratur Tribunal Ordinarium Romani 


Pontificis seu S. R. Rotae. 


b) De merito causae 


21. Certo constat in casu de competentia jurisdictionis ecclesiasticae cum reus 
conventus, utpote clericus, privilegio fori gaudeat. Materia autem cum ecclesiastica 
non sit solo jure civili seu profano controversia dirimenda est, salvo quidem jure 
naturali, prout supra in jure expositum est. 


22. Nec dubitari potest in casu de natura contractus verbalis initi inter sacer- 
dotem B et D. A. Sive enim sacerdos praedictus ageret nomine proprio, uti con- 
ducens, pro opere perficiendo in domo propria, ad normam art. 40 Legis Laboralis 
N; sive ageret uti intermediarius, nomine neptis suae, pro opere perficiendo in 
domo eiusdem neptis, ad normam art. 41 repetitae Legis Laboralis; semper ageba- 
tur de opere quodam determinato aedificationis, prout ab utraque parte admittitur. 
Pacificum enim resultat ex actis quod obiectum contractus controversi erat "hacer 
una portada, un: bóveda.y tumbar un tejaván”. Qui contractus iuxta notiones et 
terminologiam juris N vocatur "contrato de obras a precio alzado", scilicet, est 
verus contractus operis. Qui contractus cum operarios merum laborem poneret, 
regitur praeceptis Legis Laboralis, prout expresse dicitur in art. 2527 Codicis Juris 
civilis Status X, cui concinunt Codices aliorum Statuum N, et etiam eruitur ex 
praescripto art. 123 Constitutionis Politicae N, ubi artifices ("artesanos"), operariis 
aequiparantur. At quamvis in casu ex modo agendi actoris expetentis licentiam 
auctoritatis civilis pro aedificatione innueretur quod ipse aliquid, praeter merum 
laborem, poneret, tamen constat agi in casu de contractu operis jure laborali re- 
gundo. Hoc enim resultat: a) ex syngraphis receptionis elementorum materialium 
pro constructione quae nomine conventi inscribuntur, b) ex praesumptione art. 18 
Legis Laboralis N; c) ex ipso facto quod partes ac Tribunal in processu primi 
gradus sic intellexerunt relationem juridicam controversam. 
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23. Nec est ambigendum in casu agi de contractu laboris individuali ac ver- 
bali, immo et ad opus determinatum. Fulcrum quaestionis potius est in discernen- 
do an revera talis contractus initus sit sub clausula: "usquedum neptis pecuniam 
habeat pro expensis operis solvendis", prout asserit conventus ; vel minime, prout 
aliquo modo contendit patronus actoris. Cum testes desint in casu argumentum 
desumere oportet ex his quae in actis habentur. Jam vero pars actrix in prima 
instantia exhibuit documentum quo sacerdos B suspensionem contractus actori 
communicabat. In hoc documento legitur: “Con pena te manifiesto que por falta 
de recursos voy a suspender el trabajo de la casita de S. Te consta que desde que 
comenzamos te anticipé que como la casa es de mi sobrina; se le han acabado los 
centavos y yo no estoy obligado a hacer gastos ni obligar a ella a que haga gastos 
sin tener de donde sacar; y como tü no puedes ni quieres esperar con tu diario... 
creo ser el- motivo a que no puedo sacrificar a mi sobrina ni sacar centavos de don- 
de no los hay". Documentum vero, utpote ab ipso actore exhibito et a convento 
subscriptum ac in judicio recognitum, vim probandi habet. Et hoc eo magis quod 
actor suo scripto quo tale documentum exhibuit, asseruit: “El cual debe tomarse 
como base fundamental del juicio y basta para imponer a mi demandado, las 
sanciones prevenidas en los artículos de la Ley Federal del Trabajo y de la Cons- 
titución Federal de N". Inde ex hoc documento, cuius textus directo cohaeret cum 
obiecto de quo est controversia, judici licet praesumptionem coniicere de clausula 
sub qua contractus operis verbalis initus est. Ergo cum actor suis argumentis nul- 
limodo talem praesumptionem destruat dicendum est contractum operis inter R. 
D. B et D. A initum de opere praestando “en la casa ubicada en la calle S n.? 248, 
cruzamiento con la calle T", quae domus pertinet ad neptem conventi, initum 
fuisse sub clausula de locatione operarum usque dum neptis conventi pecuniam 
pro expensis solvendis possideret. 


24. Clausula vero etiamsi adiecta fuerit pro non adiecta haberi debet. Con- 
tractus enim laboris, ad normam juris N, ad tempus indeterminatum contrahi 
debet. Huiusmodi vero durationis ad tempus indeterminatum solae exceptiones ha- 
bentur cum contractus initur ad opus determinatum, vel cum limitatio temporis 
ex ipsa natura laboris eruatur; limitare tamen nequit mero arbitrio contrahentium. 


25. Attamen factum adiectionis clausulae vi juridica destitutum ad cessatio- 
nem vel resolutionem. contractus producendam, suum affectum obtinet relate- ad 
suspensionem contractus. Cum enim R. B laborem suspenderit clausula de defectu 
pecuniae in nepte innixus, quin actor de facto defectui pecuniae contradiceret, 
attenta praevisione a sacerdote iam initio contractus facta, judici licet praesump- 
tionem .coniicere de defectu pecuniae in nepte, ideoque de verificatione hypotesis 
art. 116 II Legis Laboralis N constare. Praetermissa tamen quaestione de officio 
conventi adeundi Commissionem Consiliationis (Junta de Conciliación y Arbitraje), 
Patres censuerunt probationem huiusmodi Hypothesis art. 116, II Legis Laboralis 
admittendam esse, ideoque contractum laboris non cesasse, sed suspensum fuisse. 
Ac propterea actorem dimissum non fuisse ab opere ideoque eidem non competere 
jus ad indemnitatem de quo in art. 123 Constitutionis Politicae N. 


26. Quibus omnibus in jure et in facto consideratis, infrascripti Patres Audi- 
tores de Turno, pro Tribunali sedentes et solum Deum prae oculis habentes, Christi 
nomine invocato, proposito concordato dubio responderunt ac respondent: Nega- 


SACRA ROMANA ROTA 255 


tive, seu nullam pecuniam deberi a sacerdote B domino A, eo quod contractus la- 
boris non interruptus sed suspensus fuit. 


( Omissis ) 
COMENTARIO 


SuMARIO: 1. Planteamiento.—2. Jurisprudencia.—3. Ambito del 
poder eclesiástico de gobierno: a) Premisas. b) Cuestión de fondo.— 
4. Fundamento del privilegio del fuero.—5. Solución a la cuestión 
planteada.—6. Las causas mixti fori.—7. Conclusión. 


1.. El canon 120 recoge el llamado privilegio del fuero! estableciendo que: 
"Clerici in omnibus causis sive contentiosis sive criminalibus apud iudicem eccle- 
siasticum conveniri debent" y los cánones 614 y 680 lo extienden a los miembros 
de las Religiones y Sociedades de vida comün sin votos. 

Un problema interesante que plantean las causas contenciosas conocidas por je 
Tribunales eclesiásticos en virtud del privilegio del fuero, y sin duda alguna el más 
descuidado por la doctrina?, es el del Derecho aplicable a la relación objeto del 
proceso. 

Las causas canónicas contenciosas conocidas en el ejercicio normal de la juris- 
dicción eclesiástica se resuelven, segün la praxis de la Sagrada Rota Romana y de 
acuerdo con el Derecho vigente, del siguiente modo: a) respecto a los contratos se 
aplica la legislación civil, conforme al c. 1529, y el proceso se sustancia segün el 
Derecho procesal canónico; b) los restantes procesos contenciosos tanto en cuanto 
al fondo como en cuanto a la forma se resuelven conforme al Derecho canónico. 

No hay en la doctrina vacilaciones sobre este extremo. 

Pero en los procesos conocidos por el privilegio del fuero, si bien no cabe duda 
que son de competencia del juez eclesiástico, salvo las excepciones previstas por el 
Código y por el Derecho particular’, no parece, en cambio, tan claro cual sea: el 
Derecho sustantivo que debe aplicarse al dictar sentencia, es decir, si la cuestión 
de fondo debe ser dirimida conforme al Derecho canónico o al secular, porque 
existe en este caso una diferencia fundamental con respecto a los demás procesos 
contenciosos. En estos ültimos, la litis recae sobre una materia eclesiástica, es de- 
cir, sobre algo que es proprio iure de la competencia legislativa y judicial de la 
Iglesia. El mismo c. 1529, al remitir al Derecho civil, no hace más que canonizar 
a éste en los contratos sobre materia eclesiástica (im materia eclesiastica); esto es, 
se trata de contratos que caen proprio iure bajo la jurisdicción del Derecho canó- 
nico, pero que se regulan por el Derecho civil a causa, y sólo a causa, de la re- 


cepción operada por el citado canon*. 


1 Sobre la exactitud de la expresión “privilegio del fuero" vid. RODRÍGUEZ ARANGO, El fuero 
civil y criminal de los clérigos en el Derecho canónico, Cuadernos de la Delegación de Roma 
del C. S. I. C., n.° 7 (Roma-Madrid 1957), p. 127 ss. 

3 Alude incidentalmente a esta cuestión LOMBARDÍA, El c. 1529: problemas que en torno a 
él se plantean, en "Revista Espanola de Derecho Canónico", VII (1952), p. 103 s. 

3 Vid. Morta, El “privilegio del fuero” en el Derecho concordatario, en “Rev. Esp. Der. 
Can." IX (1954), p. 779 ss. 

* Sobre el alcance de esta remisión vid., entre otros, Ciprotti1, Contributo alla teoria della 
canonizzazione delle leggi civili (Roma 1941); Bettini, Receptio iuris civilis in Codice Turis Ca- 
nonici respectu rationum uris internationalis privati, en "Ephemerides Iuris Canonici", III 
(1947), p. 123 ss.; CassoLa, La recezione del Diritto civile nel Diritto canonico (Tortona 1941) ; 
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Mas en el privilegio del fuero las cosas son distintas. 

La materia objeto de controversia en este último supuesto no es eclesiástica ; 
como dice Leca-BARTOCCETTI: “Per hoc privilegium derogatur foro competenti 
ordinario ratione materiae. Quare privilegium consistit in exemptione clericorum 
a foro laicali, quoad res temporales civili ditioni obnoxias, seu causas civiles et 
criminales". 

Es presupuesto fundamental para que opere el privilegio del fuero el que la 
materia, objeto de controversia, caiga proprio ture bajo la competencia legislativa 
del Estado y, salvo cuando los clérigos sean demandados, bajo su poder judicial, 
ya que como afirma CABREROs*: “que el eclesiástico no pueda ser juzgado por un 
tribunal seglar en las causas espirituales no es privilegio, porque el juez seglar es 
incompetente en estas causas; pero es privilegio, muy conforme a la dignidad cle- 
rical, el que no pueda ser juzgado tampoco por el tribunal civil en las causas tem- 
porales”. La misma doctrina se encuentra en los tratadistas del Jus Publicum 
Ecclesiasticum para quienes la Iglesia es competente en estas causas ratione perso- 
nae, no precisamente ratione materiae como ocurre en los demás procesos. 

Esto mismo, puesto de relieve en todas las sentencias rotales recaídas en pro- 
cesos vistos en virtud del privilegio del fuero y en las que repetidamente se en- 
cuentra formulado (cujus materia res non sit ecclesiastica, non enim de ve sacra 
vel ecclesiastica agitur...), se deduce asimismo de la doctrina de la Iglesia. sobre 
la extensión del privilegio del fuero, doctrina a la que necesariamente hemos de 
acudir por ser la Iglesia el supremo juez en toda cuestión que roce con su sobe- 
ranía. 4 

Para que el clérigo, el religioso o la persona moral eclesiástica goce de este pri- 
vilegio es preciso que sea el demandado, según la constante praxis eclesiástica, pues 
si es actor la causa contenciosa debe tramitarse ante los tribunales civiles según el 
Derecho procesal secular y resolverse conforme al Derecho sustantivo civil. A for- 
tiori si no hay litis el Derecho sustantivo aplicable proprio iure es el secular, tam- 
bién según la unánime enseñanza de los canonistas y la praxis de los órganos de la 
Iglesia. 

Por lo tanto, es evidente que si el Derecho civil es competente para regular la 
relación jurídica cuando no hay litis o cuando habiéndola el actor es la persona 
que goza del privilegio del fuero, debe tratarse de una materia no eclesiástica, 
e. d. que proprio iure sea de la competencia de la sociedad civil. Si la materia fuese 
eclesiástica —aún aplicándose el Derecho sustantivo secular en los contratos y sólo 
en éstos a tenor del c. 1529— la relación jurídica y su causa caerían en todo mo- 
mento bajo el poder legislativo de la Iglesia” y, por supuesto, bajo su poder judi- 
cial, de modo que cualquier proceso, fuese quien fuese el demandado, debería tra- 
mitarse ante los Tribunales eclesiásticos conforme al Derecho procesal canónico, 
como ocurre en los demás. procesos canónicos en que no hay privilegio, sino ejer- 
cicio normal de la jurisdicción eclesiástica. 


LOMBARDIA, El canon 1529: problemas que en torno a él se plantean X É 

A ; , en "Rev. Esp. Der. E 
VII (1952), p. 109 ss.; FUENMAYOR, La recepción del derecho de obligaciones y de HE an 
rada por el Codex Iuris Canonici, en “Rev. Esp. Der. Can.”, IV (1949) p. 295 ss : 


$ Commentarius in ludicia Ecclesiastica iuxta Codicem luris Canonici (Romae 1940), p. 82 


$ Comentario al c. 120, en Código de Derecho Canónico, 4.* : E 

colaboración con MIGUELEZ Y ALONSO. wie A SI 

Esto es cierto aunque el Código hiciese en estas materi. isi i 

Se as una remisién formal E 

do que da a esta expresión Santi Romano) como, según algunos autores (Vid. pde 

cit., p. 299 ss.), es el caso del c. 1529; porque es evidente que en cualquier momento puede la 
Islesia dictar leyes propias sobre la materia y dejar de reenviar al Derecho civil 
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Sólo bajo este punto de vista se comprende que haya autores que admitan que 
no rige el privilegio del fuero cuando el sujeto que lo goza es demandado ante los 
Tribunales civiles en virtud de reconvención en una causa en la que él sea el actor 
y que los canonistas que no admiten esta doctrina sostengan la incompetencia de 
estos tribunales ratione personae y no ratione materiae?. La posibilidad de recon- 
vención ante los Tribunales civiles no la admite ningün canonista cuando ésta ver- 
sa sobre materia eclesiástica. 

Las diferencias entre los procesos contenciosos canónicos conocidos en virtud del 
privilegio del fuero y los restantes son bien notorias. 

En los segundos hay materia eclesiástica, en los primeros no. En los segundos 
la norma reguladora es siempre y en todos los casos el Derecho canónico, sustan- 
cial y procesal, aunque en definitiva sea el sustancial civil en los contratos por la 
remisión operada por el c. 1529; en los primeros, segün el unánime sentir de los 
autores, sólo entra en juego el Derecho canónico en el caso de que, habiendo litis, 
el demandado sea el clérigo, de modo que cuando esta circunstancia no se da se 
aplica el Derecho civil sustancial y procesal (éste último si hay lugar a ello) en 
cualquiera relación o acto jurídicos, sean o no contratos e independientemente de) 
c. 1529, e. d. proprio iure, por tratarse de materia no eclesiástica. 

En el segundo caso no hay privilegio del fuero, sino ejercicio normal de la ju- 
risdicción eclesiástica; en el primero hay privilegio del fuero?. 

Estas diferencias es precisamente donde radica el interesante problema que 
plantea la sentencia que comentamos, a saber: una relación jurídica, que la nor- 
ma sustantiva civil regula proprio ture si no hay proceso o cuando habiéndolo el 
actor es la parte que goza del privilegio del fuero, ¿se regirá por el Derecho sus- 
tantivo canónico cuando se somete a los Tribunales eclesiásticos porque, plantea- 
da la litis, el demandado es una persona que goza del citado privilegio o bien con- 
tinuará regulándose por el Derecho sustantivo civil? En definitiva, se trata de es- 
tudiar si la atribución de una relación jurídica temporal a los Tribunales de la 
Iglesia en virtud del c. 120 se reduce a someter dicha relación al poder judicial de 
la Iglesia o bien la somete también a su poder legislativo. 

Resolver esta cuestión, aunque no tiene interés práctico en los contratos y en 
las relaciones jurídicas nacidas de estos a causa del c. 1529 (sea cual fuere la so- 
lución que se dé al interrogante planteado se aplicará el Derecho civil), la tiene en 
cambio en las demás relaciones surgidas de otros negocios o actos jurídicos para 
cuya regulación el Código de Derecho canónico no remite al Derecho civil. Por 
otra parte y en cualquiera de ambos casos no deja de tener interés teórico. 


2. Si bien la doctrina apenas ha prestado atención a este problema, en cam- 
bio el Tribunal de la Rota Romana se lo ha planteado repetidas veces. 

Hasta 1955 la jurisprudencia ha invocado unánimemente el c. 1529 para justi- 
ficar la aplicación del Derecho estatal en los litigos sobre obligaciones contractua- 
les? conocidas en virtud del privilegio del fuero, lo que supone resolver la cuestión 


3 Vid. sobre este punto LEeca-BamrocckErTL,, Commentarius, cit. p. 88 s. 
* Existe un supuesto en el que lo que acabamos de exponer no aparece con tanta claridad. 
Se trata de las causas mixti fori que caen tanto bajo el poder legislativo de la Iglesia como bajo 
el del Estado. ¿Habrá en estos casos privilegio del fuero, en cuyo supuesto estaremos ante una 
excepción de cuanto hemos dicho (e. d. que el citado privilegio supone en estos casos una 
materia eclesiástica), o se tratará más bien del ejercicio normal de la jurisdicción de la Iglesia, 
siguiéndose las reglas de los procesos contenciosos canónicos comunes ya enunciados anteriormen- 
te? Más adelante resolveremos esta cuestión. 
W Debemos advertir que desde 1909 hasta 1947 los procesos que han llegado hasta la Rota 
' en virtud del privilegio del fuero ban versado siempre sobre contratos. 
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teórica que hemos planteado en el sentido de que el Derecho sustantivo aplicabl 
es el canónico ya que, en.caso contrario, no tendría ningün. sentido hacer referen 
cia a la canonización del Derecho secular que el citado canon opera. .,  . 

En la sentencia de 5 de julio de 1927 c. Jullien? se declara la aplicabilidad de 
Derecho secular a tenor del canon 1529 en un caso de donación hecha por.la ac 
tora en-favor de un sacerdote como persona privada: “Causa igitur exigenda es 
ad normam eorum quae ius civile Gallicum de contractibus statuit, servatis vert 
it. specie praescriptis canonum de .processibus (cfr. can. 1529)”. ve 

Vista la causa en segundo turno, la sentencia definitiva de 11 de julio de 192! 
c. Parrillo? afirma: “Cum-donatio, de qua disceptatur, nostro Codice vigente pe 
racta fuerit, eidem applicare debemus, ad praescriptum c. 1529...". 

Con. mayor precisión la sentencia de.10 de diciembre de 1932? dice: "Contro 
versia ista quae versatur circa pecuniae mutuae solutionem est ratione privilegi 
fori quo pars utraque gaudet, ab ecclesiasticis Tribunalibus iudicanda, sed, eiu: 
obiecto attento, definiri debet secundum ius italicum, ad normam canonis 1529 
Cod Col oA im isla : ; 

Esta unanimidad jurisprudencia ha sido rota por la sentencia de 20 de julio de 
1955 c. Bonet, sobre la que pretendemos llamar la atención en estas páginas. 

El caso planteado en esta sentencia es, en síntesis, el siguiente: 

El sacerdote B contrató verbalmente con el seglar A ciertos trabajos de alba 
ñilería a realizar en una casa propiedad del primero y en otra de un familia: 
suyo C. UNT i » 

El sacerdote, por habérsele. terminado el dinero a su familiar, intimó a A : 
suspender las obras que éste estaba.realizando en la casa de C. A estimó que k 
suspensión de las obras era una rescisión ilícita del contrato y entabló proceso ant 
el Tribunal diocesano, al que pedía condenase .al sacerdote al pago de la indem 
nización que le correspondía según la ley laboral-de su Estado”. 

Denegada su pretensión, A interpuso recurso ante. el Tribunal de la Rota. 

Dejando aparte la cuestión prejudicial que se promovió en esta segunda instan 
cia, la cuestión de fondo era:la siguiente: si B debía indemnizar a. A y, en st 
caso, cuantía de esta indemnización. Para resolver el asunto había de tenerse er 
cuenta: 1.° qué. Derecho sustantivo debía aplicarse, canónico o civil; .2.% Si-habi: 
lugar a.tal indemnización segün este Derecho y su cuantía. . 

. Respecto. al primer interrogante, que es el que aquí nos interesa, sostiene est: 
sentencia que la exclusiva competencia judicial de la Iglesia en las causas en que 
una de las partes goza del privilegio del fuero no cambia la naturaleza jurídica de 
la relación objeto de controversia y, por ello, los Tribunales eclesiásticos deber 
aplicar aquel Derecho que rige a dicha relación, sustanciándose el proceso, como 
es lógico, conforme al Derecho procesal canónico (vid. n.° 6 de la sentencia). 


D 


1 S. R. R. dec. sew sent., vol. XIX, dec. XXXIII. 
1? Ibid. vol. XX, dec. XXII. 
H Ibid., vol. XXIV, dec. LIV. 
14 Siguen esta misma Orientación las sentencias de: 21. de marzo de 1931 c. Massimi (vol 
XXIII, dec. XII) ; 16.de noviembre de 1936 .c.. Jullien (vol: XXVIII, dec. LXXID, Ae. 
ro o eed a Grazioli, vol. XXXI, dec. XIV) y. 30 de mayo de 1939 c. Grazioli (vol. XXXI, dec. 
48 Es de, notar el gesto de A al acudir al Tribunal diocesano, por cuanto su Estado es acon 
. fesional y no reconoce en absoluto personalidad a la Iglesia ni a su Derecho, siguiendo así la 
norma que dierà SAN PABLO: “Saecularia igitur iudicia si habueritis: contemptibiles, qui sunt 
“in Ecclesia, illos. constituite ad iudicandum" (Z Cor, 6,. 4) y Sometiéndose, como fiel súbdito, de 
la Iglesia a la norma establecida por el c. 120. . iden " y a 
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Esto supuesto, ya que se trata de un contrato cuya materia no es eclesiástica 
ni tampoco ha sido realizado por personas cuya capacidad de contraer les ha sido 
otorgada por el Derecho canónico, dicho contrato se rige por las prescripciones de 
aquel orden jurídico por cuya virtud tuvo nacimiento y por ellas se debe juzgar, 
salvo siempre el Derecho divino, natural y positivo. Y termina diciendo: "nec 
recte hac in hypothesi invocaretur,c. 1529, qui, quamvis ius civile accipiat, sem- 
per vera norma canonica est de materia ecclesiastica" (vid. n.° 7 de la sentencia). 
Debe aplicarse, por tanto, el Derecho civil, sin necesidad de acudir al c. 1529. 

Resuelta esta primera cuestión, la sentencia se ocupa de la segunda (nn. 8 a 19 
y 21 a 25) y, aplicando el Derecho laboral civil territorial, resuelve absolviendo al 
demandado de la pretensión del actor por estimar que no ha habido rescisión del 
contrato sino sólo suspensión. E 

La cuestión canónica, única que aquí nos interesa (extensión del privilegio del 
fuero), se resuelve, pues, según la sentencia, en el sentido de que el privilegio del 
fuero somete la relación objeto del proceso a la competencia de los órganos juris- 
diccionales eclesiásticos pero no cambia su naturaleza secular ni, en consecuencia, 
la competencia legislativa del Estado sobre ella; es decir, se establece el principio 
de que dicho privilegio tiene un contenido meramente procesal, pero no sustantivo. 

Esta doctrina nos parece más acertada que la seguida en las sentencias ante- 
riores por las razones que a continuación exponemos. 


3. a) Todo el problema planteado se reduce, según hemos visto, a averiguar 
si una relación jurídica, regulada ab initio por las normas sustantivas civiles pro- 
prio iure, cae bajo el ámbito de las normas sustantivas canónicas, cuando iniciado 
un proceso contencioso sobre dicha relación, éste se tramita ante los Tribunales 
eclesiásticos por razón del privilegio de fuero del que goza el demandado. 

La sentencia rotal, de la que estas líneas pretenden ser un comentario, es posi- 
blemente la primera, al menos en los tiempos modernos, que ha planteado explíci- 
tamente esta cuestión", resolviéndola, como es lógico en una sentencia, de modo 
muy esquemático. 

El problema es, sin embargo, de cierta complejidad porque el hecho de que la 
materia del proceso no sea eclesiástica, mo es, en principio, una razón suficiente 
para negar la competencia del poder legislativo de la Iglesia sobre ella. 

Por ello, aunque rebase el ámbito de un comentario, creemos necesario hacer 
en este apartado un estudio detenido, aunque lo más breve posible, de la exten- 
sión del poder de jurisdicción de la Iglesia y por consiguiente del ordenamiento ca- 
nónico. 


16 La sentencia dice: “Cum ergo de contractu quodam agitur, cuius materia res non sit 
ecclesiastica, nec inter personas iuridicas, quae e iure canonico capacitatem contrahendi sumumn:, 
Mita sitet : 

No deja de tener interés el inciso subrayado, sobre el que volveremos al hablar de las causas 
mixti fori. > ; : 

En todo caso creemos que adolece de cierta oscuridad. La expresión usada en la sentencia, 
"bersonas iuridicas”, para designar la personalidad jurídica refiriéndose a un seglar y a un sa- 
cerdote nos parece inexacta, ya que normalmente por tales se designan a las personas morales; 


| por ello quizás hubiese sido más correcto hablar simplemente de “personas” o bien de “personas 


físicas". ^ 
!! Como hemos dicho, hasta ahora los canonistas no se han planteado esta cuestión; úni- 


camente ban hablado de la existencia del privilegio del fuero y de los casos en que debe apli- 
carse. . NE 

Es una excepción el art. cit. de LOMBARDÍA, quien se adhirió en esta ocasión a la jurispru- 
dencia, entonces unánime, de la que ya nos hemos ocupado. Posteriormente este autor rectificó 
su pensamiento mostrándose conforme con la doctrina de la sentencia de 20 de julio de 1955 


c. Bonet. 
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A continuación analizaremos en el apartado siguiente el fundamento del privile- 
gio del fuero para resolver después, de acuerdo con ambos datos, la cuestión plan- 


teada. 
Mas antes de pasar adelante nos parece oportuno establecer algunos puntos 


preliminares. 


1.2 Según el magisterio constante de los Pontífices tanto la Iglesia como la 
Sociedad civil son de Derecho divino?, por el cual ambas tienen un ámbito propio 
de competencia. Por ello el señalar el criterio de delimitación de campos de 
autoridad entre ambas potestades debe hacerse con especial precisión como lo re- 
quiere cuanto roza este Derecho, que, por ser expresión de la Voluntad divina?, 
constituye el límite infranqueable de toda actividad humana. 

Por otra parte es interesante sefialar que el Derecho divino, más que limitar el 
poder de que gozan ambas potestades, lo que hace en realidad es indicar la meta 
de su perfección”. 


2.° Por tratarse de una cuestión que afecta al Derecho divino es a la Iglesia a 
quien corresponde señalar el ámbito del poder de ambas potestades, como intér- 
prete que es de este Derecho”. 


3.2 La identidad entre la Iglesia Católica y el Cuerpo Místico de Cristo ha 
sido puesta de relieve por Pío XII en su Encíclica Mystici Corporis?, quien poste- 


18 "Itaque Deus humani generis procurationem inter duas potestates partitus est, scilicet 
ecclesiasticam et civilem, alteram quidem divinis, alteram humanis rebus praepositam". León XIII, 
Encíclica Immortale Dei, n.9 6. Cfr. GasPARRI, C. I. C. Fontes, vol. III (Typis Polyglotis Vatica- 
nis 1933), p. 239. 

1^ En este sentido la Iglesia, sin perjuicio de sostener su poder indirecto sobre materia tem- 
poral, ha condenado siempre la doctrina de la confusión entre Ella y el Estado, sea cual fuere 
ésta, tanto si regalista como teocrática. 

2 Precisamente porque la delimitación de ambas potestades por ser de Derecho divino es 
expresión de la voluntad del Creador, la Iglesia (Sponsa Christi, unida a El, como dice el Maes- 
tro de las Sentencias, "voluntate et natura quia idem vult cum e0..." ha mantenido en todo 
tiempo sus prerrogativas, al mismo tiempo que ha tenido una especial sensibilidad en no salirse 
de su ámbito, pudiendo hacer suyo lo que de sí dijera Cristo: "Iudicium meum iustum est, 
quia non quaero voluntatem meam, sed voluntatem eius qui misit me" (Joan, 5, 30). 

7?1 A este respecto es interesante tener en cuenta la doctrina de Santo Tomás frente a quienes 
negaban la omnipotencia de Dios, basados en que no puede pecar. A ello respondía el Doctor 
Angélico que "Peccare est deficere a perfecta actione: unde posse peccare est posse deficere in 
agendo, quod repugnat omnipotentiae" (I, q. 25, a. 3 ad S3). 

Por esto, cuando se buscan rectamente los límites del poder de la Iglesia o del Estado no 
debe pensarse que ello obedece a una postura de menor estima a cualquiera de estas sociedades, 
sino precisamente lo contrario. Porque la división de competencia entre ambas potestades es 
expresión de la Voluntas Dei y su extralimitación es una contravención de ella, y por lo mismo 
lleva en sí una ratio peccati, esto es, una imperfección y un mal, señalar los límites de su com- 
petencia es sefialar los cauces de su propia perfección. Quienes ven la doctrina de los Pontífices 
o de los autores sobre algunas manifestaciones del poder eclesiástico (v. gr. poder indirecto, ple- 
na soberanía, etc. como un menoscabo a la dignidad y al poder del Estado, poco han tenido en 
cuenta que acotando su ámbito de competencia segün el Derecho divino no se está buscando más 
que la perfección del mismo Estado y de su poder. De igual modo sucede cuando con recto y 
sano criterio se da al César lo que es del César. 

22 También creemos necesario acudir a la doctrina de los tratadistas del Ius Publicum Ec- 
clesiasticum ; mas en este caso es preciso tener en cuenta el tono polémico que generalmente 
adopta, por lo que no es raro encontrar en ella ciertas lagunas en cuestiones de indudable inte- 
rés teórico y práctico. Un ejemplo de esto lo tenemos en el privilegio del fuero, con respecto al 
cual los iuspublicistas eclesiásticos han cuidado repetidamente de demostrar su existencia, pero 
puede decirse que ninguno de ellos se ha preocupado de estudiar el Derecho sustantivo aplicable 
en estos procesos. No nos cabe duda de que esto es debido al escaso interés que esta cuestión 
tiene desde el punto de vista apologético con que se tratan generalmente las cuestiones del 
lus publicum. 

3 A.A.S.. XXXV (1943), p. 193 ss. " 
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riormente se lamentaba en la Humani Generis^ de que ciertos católicos llegasen a 
pensar y sostener que no les obligaba esta doctrina. 

Al mismo tiempo el Pontífice enseñaba en el primer documento que es erróneo 
hablar tanto de una unión puramente jurídica entre los miembros de Aquel como 
de una unidad realmente sustancial®. 

Es necesario, empero, tener presente que ello no implica que no sea lícito esta- 
blecer una distinción lógica entre los diversos aspectos o elementos que constituyen 
esta unión que es el Cuerpo Místico de Cristo (e. d. la Iglesia Católica) y estudiar 
aisladamente alguno de ellos, mientras no se pierda de vista, por supuesto, su ínti- 
ma relación con los restantes. Es más, el término Iglesia es tan rico de contenido 
que esta distinción lógica se impone necesariamente por brevedad y claridad cuan- 
do es objeto de estudio un tema que, como e] nuestro, si bien tiene relación con 
algún respecto de la Iglesia, la tiene escasa con los demás. 

Por ello cuanto decimos a continuación se refiere a la Iglesia en su aspecto de 
unión social y jurídica entre hombres que están in statu viae*. 


b) La Iglesia, jurídicamente considerada, es una sociedad, lo que equivale a 
decir que es una unión de personas humanas que tienden a un fin comün. En toda 
sociedad si el elemento individualizante es la manifestación de comunión, en cam- 
bio, el elemento específicamente es el fin comün al que tienden sus miembros. 
Este es, según dice SauRas?, el que da el ser a las sociedades, o, como afirma 
OTTAVIANI”, "prima ratio coesionis socialis". Es, según los iuspublicistas eclesiásti- 
cos, el elemento formal de la sociedad, e. d. aquello por lo que ésta existe; donde 
ao hay fin común no existe sociedad sino una colectividad, una masa. Por esto el 
fin es lo que especifica las sociedades, de modo que a diversos fines corresponden 
diversas clases de éstas?. 

Mas los miembros de una sociedad necesitan de unos medios para conseguir ese 
fin común, pues de lo contrario, como dice el autor últimamente citado, "ineffi- 
caciter contenderent in ipsum finem"*, Por ser el fin el elemento formal y especi- 
ficante de las sociedades es evidente que los medios de que disponen (que existen 


4 A.A.S., XLII (1950), p. 571. 

25 Loc. cit., p. 197 ss. Como afirma Sauras (El Cuerpo Místico de Cristo, ed. B.A.C. (Ma- 
drid 1952), p. 849 ss.) existen tres clases de unión en el Cuerpo Místico de Cristo: unión formal 
extrínseca o ejemplar, unión social y unión ontológica. 

?6 Esta es, en definitiva, la postura adoptada por los iuspublicistas eclesiásticos. Basta una 
ojeada a sus obras para darse cuenta de que estudian sólo la estructura jurídica de la Iglesia 
sin referirse a su elemento carismático. 

Esta postura, por otra parte, aunque aparentemente parece que se adapta plenamente al 
método jurídico que indudablemente debe seguirse en esta rama del Derecho Canónico, no la 
consideramos correcta por excesiva. Si bien el limitarse de modo exclusivo al estudio del ele- 
mento jurídico de la Iglesia tiene justificación cuando se tratan puntos muy concretos, como 
ocurre en nuestro caso, no la tiene, en cambio, en una visión general del Derecho Público 
eclesiástico porque puede conducir a resultados deficientes por unilaterales. 

Las diferencias que deben existir entre las relaciones de la Iglesia y un Estado formado por 
católicos y otros que no lo sean, la condición jurídica de los laicos, etc..., son temas que sólo 
pueden ser estudiados con plenitud cuando se parte del concepto total de Iglesia. Por otra 
parte, hemos de advertir que la perfección del método jurídico no se resentirá por la utilización 
de datos teológicos cuando éstos sean puntos de partida para la investigación y no objeto de 
estudio. 

27 Ob. cit., p. 863. 

?8 Compendium Iuris Ecclesiastici (Typis Polyglottis Vaticanis 1943), p. 12. A 

22 Aun a riesgo de pecar de reiterativos queremos aclarar aquí que el fin especifica a la 
Iglesia considerada en su aspecto de unión social y jurídica. A la Iglesia total la especifican 
además otros elementos como la gracia, la capitalidad de Cristo, etc. 

390 OrravIANI, Ob. cit., p. 14. 
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precisamente en cuanto son necesarios o útiles al fin comün) deben ser proporcio- 
nados a aquel. Esto es lo que enseña Sawro Towás? cuando dice: "Oportet quod 
id quod est ad finem, sit proportionatum fini. Et ex hoc sequitur quod ratio eorum 
quae sunt ad finem, sumitur ex fine". 

De esto se deduce que la amplitud (en cantidad y calidad) de los medios de 
que dispone una sociedad está en razón directa con la plenitud y perfección de su 
fin comün. 

La Iglesia tiene como fin común: la plenitud del Cuerpo Místico de Cristo, que, 
en definitiva, puede decirse que coincide con la salus animarum de que hablan la 
mayoría de los canonistas*. 

El alcance del fin ültimo de la salvación constituye la plenitud de la perfección 
del hombre ; de ahí que, siendo el fin de la Iglesia pleno, los medios de que dispo- 
ne deben tener también la misma nota que ese fin: la plenitud y la perfección. 

La sociedad eclesiástica dispone, pues, de los medios necesarios y ütiles para al- 
canzar su fin y además estos medios son plenos y perfectos. 

Por otra parte, el Estado tiene como fin comün el conjunto de condiciones re- 
queridas para que los individuos puedan conseguir la plenitud de su bienestar tem- 
poral, El fin del Estado, de distinto orden al de la Iglesia, es también pleno, y, 
por lo tanto, tiene también la plenitud, al menos cualitativa, de medios. Ambas so- 
ciedades son, en consecuencia, perfectas. Pero, como puede advertirse, el fin del 
Estado es inferior al de la Iglesia y, por lo mismo, los medios de que dispone son 
también de orden inferior. 

Dentro de los medios de que disponen ambas sociedades hay uno que en relación 
con el tema que nos ocupa es el que tiene mayor importancia: nos referimos al po- 
der de gobierno o de jurisdicción que segün se desprende de lo que hemos dicho 
es pleno y perfecto. La perfección del poder recibe un nombre en la teoría de las 
sociedades perfectas: soberanía, tanto interna como externa. 

Una vez afirmado que el poder de jurisdicción es soberano en ambas sociedades 
se impone aquí establecer los límites de ambas soberanías. 

La soberanía designa no ya una potestad, sino una cualidad, cierta forma de ser, 
cierto grado de poder. 

La soberanía como afirma Pérez MIER“ es el carácter supremo de un poder, 
y decimos supremo en el sentido de que dicho poder no admite ningün otro por 
encima de él ni en concurrencia con él”. 


oa 102, ais ls 

3 A este respecto creemos de interés lo que escribe Sauras (ob. cit., p. 875): “El fin en el 
que se unifican todos cuantos constituyen el Cuerpo místico es la plenitud vital del misino.. 
el fin del cristiano como parte coincide con su fin como individuo, pues el bien común de Ja 
persona mística, o el desarrollo de Cristo, su integridad o su plenitud se obtienen mediante Ja 
gracia individual que perfecciona a cada uno de sus miembros... El fin de todos, como partes 
del cuerpo mistico es hacer que la gracia de Cristo se extienda a todos y que en cada uno 
alcance el grado de perfección que es capaz de alcanzar”. De haber tenido en cuenta esto a 
posible que las discusiones de los autores sobre la distinción entre el Derecho Püblico y 
Privado en el ordenamiento de la Iglesia hubiesen discurrido por cauces de mayor seguridad 
y "A Vid. León XIII, Enc. Inmortale Dei en la que dice: "Insitum homini natura est, ut 
civili societate vivat: is enim necessarium vitae cultum et paratum, itemque ingenii atque 
animi perfectionem cum in solitudine adipisci non possit, provisum divinitus est, ut ad coniunc- 
tionem congregationem que hominum nasceretur cum domesticam, tum etiam civilem quae 
suppeditare vitae sufficientiam perfectam sola potest". Loc. cit., p. 235 

% Iglesia y Estado Nuevo (Madrid 1940), p. 160. 

* A esto ultimo puede oponerse la existencia de las ves mixtae e ; tie 2 > cia 
tanto el poder de gobierno de la Iglesia como el del Estado. Pero voran im relia 
hay en ellas concurrencia de soberanías, sino que cada una de „éstas se mueve en un ámbito 
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Es evidente que un poder soberano lo es siempre en orden a su competencia, 
de modo que la existencia de varios de estos poderes hace necesario el estableci- 
miento de unos límites entre ellos*. à 

Ahora bien, este límite no puede ser cualitativo ya que entonces el poder de- 
jaría de ser soberano. Mas tampoco puede ser cuantitativo en orden a una misma 
sociedad porque entonces tampoco lo sería; tiene ae serlo en | orden a sociedades 
distintas. 

Las sociedades se distinguen o por individualización dentro de una misma espe- 
cie de sociedades o por distinción específica. En el primer caso se halla la delimi- 
tación de competencia entre los diversos Estados, que se individualizan por la ma- 
nifestación de comunión que resulta del vínculo jurídico que une a sus componen- 
tes*. 

Las sociedades son de distinta especie, como hemos dicho, por su fin y si, en de- 
finitiva, la distinción entre Iglesia y Estado viene dada en función del fin y ambas 
sociedades son soberanas, es evidente que la delimitación de competencia entre 
ellas será consecuencia de la extensión del fin. El poder de gobierno, de jurisdic- 
ción, de la Iglesia y del Estado se extiende hasta donde se extiende el fin de cada 
una de estas sociedades. Cuanto sobrepasa de su fin propio está fuera «de su com- 
petencia y cualquier intento de ambas por salirse de ella | es jurídicamente inválido, 
al menos, ante el Derecho divino. 

Esta es, en definitiva, la conclusión a que llegan los tratadistas del lus publicum 
ecclesiasticum. A este respecto el cardenal Otravianr® ha afirmado: "Societas per- 
fecta ius habet exigendi ea quae necessaria vel utilia sunt ad finem ; eaque tantum ; 
et quidem finium ordine servato". — 

Si quisiéramos calificar con una sola palabra el campo de competencia de la 
Iglesia o del Estado, ésta sería: elasticidad. No puede hacerse una enumeración 
exhaustiva de aquellas materias que caen bajo el poder de la Iglesia, como tam- 
poco del Estado, aunque sí de parte de ellas, porque la evolución constante de la. 
realidad sociológica hace que con el transcurso del tiempo: vayan surgiendo nuevas 
necesidades y con ellas la extensión o disminución del nümero de materias que por 
tener o no conexión con el fin de estas sociedades caerán o dejarán de estar bajo su 
competencia ; v. gr. las industrias caen, en principio, bajo la soberanía del Estado, 
sin que la Iglesia tuviese en sus primeros tiempos jurisdicción directa sobre ellas ; 
mas con el nacimiento de ciertas órdenes religiosas, algunos de cuyos miembros se 
dedican a trabajar en industrias propias para su sostenimiento, surge la competen- 
cia de la Iglesia sobre éstas, e. d. sobre algunas industrias. El fenómeno inverso 
quizá se vea con mayor claridad en el caso del Estado; v. gr. la requisa o la ex- 
propiación de ciertos bienes, justificadas en determinados momentos, pueden dejar 


distinto de la otra. Así, v. gr., en el matrimonio los efectos meramente civiles son sólo com- 
petencia del Estado; viceversa sobre el mismo negocio matrimonial el Estado carece de juris- 
dicción. Lo mismo ocurre en la enseñanza; la Iglesia es soberana con relación a sus propias 
instituciones aunque aquélla sea profana, y el Estado lo es respecto a las suyas y a las de sus 
súbditos cuyo fin objetivo sea secular, salvo. siempre el poder indirecto eclesiástico, que, por 
otra parte, es operante en el ámbito del fin sobrenatural. 

% Poder soberano no quiere decir absoluto, es decir, que no admita otros poderes supremos 
de diverso orden o del mismo, pero ejercidos. en distintos límites espaciales; tampoco quiere 
decir ilimitado ni arbitrario. Vid. Ptrez Mier, Iglesia y Estado Nuevo (Madrid 1940), p. 161 s. 

37 La delimitación de competencia por individualización es inaplicable a la sociedad religiosa 
ya que la Iglesia por voluntad divina es una. La manifestación de comunión en la Sociedad 
eclesiástica es el vínculo jurídico público que nace del “carácter bautismal. 

38 Compendium luris publici eclesiastici, 2.* ed. (Typis Polyglottis Vaticanis 1943), p. 35. 
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de estarlo cuando la utilidad pública que las hacía necesarias o útiles deja de exis- 
tir. 

Esta elasticidad hace que deba hablarse, más que de una extensión determi- 
nada de la competencia de la Iglesia, de una potencialidad de extensión, cuya raíz 
está en su fin. Todo cuanto tenga conexión con el fin de la Iglesia pertenece a 
su exclusiva jurisdicción, porque esta conexión es lo que hace que la potencialidad 
de extensión del poder eclesiástico se convierta en acto. 

Lo interesante ahora es ver qué es lo que hace que una conducta humana o una 
res? tenga conexión con el fin de la Iglesia. 

Antes de pasar adelante hemos de advertir que entre la Iglesia y el Estado hay 
una prioridad por una parte de la primera a causa de la mayor excelencia del fin 
sobrenatural”. 

Todo bautizado, quiéralo o no, es súbdito de la Iglesia. De ahí que esté obligado 
a observar todas las leyes del ordenamiento canónico de modo que, en caso de 
disconformidad de éste con la ley civil, a los cristianos les obliga primero la Ley . 
eclesiástica y sólo tendrán vigor o fuerza de ley la legislación estatal que no se 
oponga a ella. 

Hemos dicho lo que antecede para aclarar que lo que aquí nos interesa es ver 
el criterio que, a tenor de lo estatuído por el Derecho divino, se debe seguir para 
saber si un caso concreto que no está previsto, en todo o en parte, por el ordena- 
miento canónico cae bajo su competencia o bajo la del secular. 

Es evidente que una conducta tendrá conexión con el fin de la Iglesia cuando 
tienda de algún modo al fin sobrenatural o cuando impida o haga peligrar la ten- 
dencia a este fin del sujeto que la realiza o de otros. Del mismo modo una res ten- 
drá conexión con el fin de la Iglesia cuando esté destinada a facilitar su conse- 
cución o la perturbe. En efecto, hemos dicho que el elemento formal de toda so- 
ciedad es el fin y que los medios existen en razón de éste y a él deben estar pro- 
porcionados. Pero todo fin presupone una tendencia última a él; por lo tanto, 
cuando algo tenga relación con el fin participará de la tendencia a él ya positiva 
ya negativamente. 

El poder de jurisdicción“, es una voluntad eminente? que dirige eficazmente la 
conducta de sus súbditos en orden al fin de la sociedad. Es, por lo tanto, una ener- 


3Y Sobre los diversos significados de la palabra ves en Derecho Canónico vid. Moroni, Cor- 
tributo allo studio sulla “deputatio ad cultum" (Milano 1954), p. 14 ss. y 28 ss. 

^ Lo que acabamos de decir es indudablemente cierto, pero debe tenerse en cuenta que la 
mayor excelencia de la Iglesia no proviene sólo del fin sino también, y principalmente, de la 
capitalidad de Cristo. E 

Por esta prioridad de la Iglesia, en el caso de que un medio cualquiera fuese útil o necesario 
para ambas sociedades y no fuese posible su utilización conjunta por las dos, siempre prevalece 
la Iglesia y es a ésta a quien corresponde usarlo. MM 

41 "Ius obligandi socios in ordine ad consecutionem finis". OTTAVIANI, Compendium, cit., DSZ 

? La consideración del poder de una sociedad como una voluntad eminente elaborada por 
los tratadistas de la ciencia política, si bien es cierta también con relación al poder de juris- 
dicción de la Iglesia, es necesario que sea objeto de un estudio más detenido con respecto a 
éste. La solución que se dé a la discusión entablada en Teología sobre la posibilidad de que el 
poder de jurisdicción pueda invalidar actos del poder de orden, puede tener cierta influencia 
sobre esta teoría. Si se llegase a demostrar plenamente que el poder de jurisdicción puede 
invalidar ciertos actos del poder de orden, no cabe duda que la esencia del primero sería algo 
más que una voluntas eminens porque ésta pueda prohibir un acto o una conducta, pero no 
anular una facultad que, como la de orden, trasciende a una mera actividad. En este supuesto 
es evidente que el poder de jurisdicción de la Iglesia, aunque es una vóluntad eminente, es 
posible que sea también algo más. Sobre la discusión a que hemos aludido vid. Sota, ¿Hasta 
qué punto puede depender de la potestad de jurisdicción el valor de los sacramentos? en “XV 
Semana Española de Teología” (Madrid 1956), p. 7 s. F ^ 
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gia moral dotada de superioridad que se ejerce sobre aquellas -personas que. estan 
a ella sometidas, no aisladamente sobre una materia. El poder de gobierno regula 
conductas humanas, es verdad, pero estas conductas o versan sobre un objeto que 
tiene relación con determinado fin, o ellas mismas tienden directamente a este fin. 
Ahora bien, el poder de jurisdicción de cada una de las sociedades perfectas cuyos 
súbditos sean los mismos individuos humanos, como ocurre en el caso de la Igle- 
sia y el Estado, no puede regular la totalidad de su actividad por la misma esen- 
cia de la soberanía de que ambas gozan. Si, como dice Santo Tomás, “oportet 
quod id quod est ad finem, sit proportionatum fini" y además el poder de juris- 
dicción es an medio y como tal existe en razón del fin, es evidente que su exten- 
sión vendrá dada precisamente por éste (ratio eorum quae sunt ad finem, sumitur 
ex fine). Por lo tanto, el ámbito de cada uno de los dos ordenamientos, civil y ca- 
nónico, vendrá delimitado, en principio, y sin perjuicio de ulteriores aclaraciones 
por el fin al que tiende toda conducta humana capaz de tener relevancia jurídica ; 
pero, además, también por la destinación del objeto sobre el que la conducta recae. 
Si la segunda tiende o el primero está destinado a un fin natural, su regulación co- 
rresponde al Estado; si a un fin sobrenatural, a la Iglesia. 


No se agota, sin embargo, aquí el problema, porque para darle una solución 
exacta es necesario determinar qué criterio, objetivo o subjetivo, debe seguirse para 


5 En este sentido Benper, Donatio ad causam piam facta ab infideli, en "Ephemerides Iuris 
Canonici", KI (1955), p. 440 ss. La doctrina de este autor, aunque con un fondo apreciable de 
verdad, es, sin embargo, insostenible en los términos absolutos con que está expresada en el 
artículo citado. 

Es cierto que el poder de jurisdicción de una sociedad soberana recae siempre sobre conduc- 
tas humanas, porque el acto del poder consiste en un mandato y sólo se puede mandar a un 
sujeto inteligente ya que el poder (voluntas eminens) supone una voluntad inferior; es una 
relación entre voluntades cualitativamente desiguales. 

Pero ello no quiere decir que no sea posible la delimitación de competencia entre dos poderes 
por razón de la materia. En efecto, la destinación de una cosa a un fin puede significar, en 
primer lugar, que su estructura está ordenada a cierto uso que tiende a ese fin; en segundo 
término, que por un acto de voluntad la cosa se utiliza para determinado uso con exclusividad 
de otros. 

En el primer supuesto es evidente que toda conducta, realizada usando de la cosa recta- 
mente, $e dirige al fin al que ésta está destinada ; por lo tanto estas conductas humanas cae 
bajo el poder que tiene-competencia sobre el fin, quien puede dictar normas sobre la cosa, en 
cuanto esto significa que regula las conductas humanas que recaen sobre ella. 

En el segundo caso, este acto de voluntad puede provenir del poder o ser producto de la 
autonomía privada. 

Cuando es el primero el que adscribe la cosa a un uso, esta destinación supone un mandato 
a sus súbditos para que aquella no se utilice más que en orden a determinado fin. 

Si la destinación se produce por un acto de la voluntad privada con relevancia jurídica, 
quiere decir que toda conducta que recaiga sobre la cosa debe ordenarse, en cuanto tiene poder 
de obligar este acto, al fin al que está destinada; advirtiendo que la destinación objetiva de un 
objeto al fin sobrenatural de la Iglesia se hace siempre por un acto de la Jerarquía. 

De todo esto se desprende que, aunque el poder sólo regula actividades bumanas, puede 
hablarse de competencia ratione materiae, porque como toda conducta humana que verse sobre 
la materia debe ordenarse al fin al que ella está destinada, en definitiva, siempre dicha conducta 
estará bajo el poder competente sobre las conductas ratione finis. 

Cuando la delimitación de la competencia entre dos soberanías se hace por razón del fin, 
quiere decir que cualquier acto que tienda a éste por recaer sobre una cosa o materia destinada 
a él cae siempre bajo la regulación del ordenamiento competente raiione materiae (en definitiva 
atione finis) aunque quien lo realiza no sea súbdito suyo. No hay en esta afirmación una 
Sr AM att in terminis como sostiene BENDER (ob. cit., p. 441). La opinión de este autor signi- 
fica confundir el concepto de persona con el de súbdito. Un extranjero no es stibdito del Estado 
español y, sin embargo, cualquier acto realizado dentro del territorio de su soberanía cae bajo 
la regulacién del ordenamiento de nuestro pais. Estar sujeto a un poder en algunos actos y ser 
súbdito suyo no son dos situaciones jurídicas siempre coincidentes; toda persona en un orde- 
namiento está sujeta a él en los actos que realice en su ámbito, pero ello no siempre quiere 


decir que sea sübdito suyo. 
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calificar a una conducta como tendente (o a un objeto como destinado) al fin na- 
tural del hombre o al sobrenatural“. ibit 

Es evidente que toda acción humana puede tener subjetivamente un fin so- 
brenatural. Si tenemos en cuenta el valor ascético que cualquiera de éstas puede 
tener por la intención con que se realice, no es difícil ver la exactitud de lo que 
acabamos de dicir. Por ello es necesario precisar si el fin objetivo o el subjetivo 
es el criterio de atribución de una conducta humana al ordenamiento canónico o 
al secular. 

Ante todo conviene distinguir dos clases de actos: los internos y los externos. 
En cuanto a los primeros no existe problema porque el Estado no tiene poder sobre 
ellos; la Iglesia, en cambio, puede tenerlo y el ámbito de su jurisdicción, normal- 
mente moral en esta clase de actos, vendrá dada por el fin subjetivo, ya que el 
objetivo no tiene relevancia en estos casos. 

Los actos externos, que son donde surge la necesidad de delimitar el ámbito de 
la competencia de ambas sociedades, no son una entidad simple, sino compleja, en 
la que se pueden distinguir tres facetas: a) un presupuesto puramente interno, 
constituído por los motivos que mueven al sujeto y por el fin subjetivo al que éste , 
tiende; b) un elemento interno (voluntario), que recibe el nombre de consentimien- 
to interno y c) un elemento externo, que es la actuación de la voluntad (consenti- 
miento externo o conducta). Además existen, constituyendo el elemento externo, 
el fin objetivo entendido como ordenación del mismo acto a éste, y, matizándolo, 
una serie de circunstancias. 

En una conducta humana, pues, podemos distinguir: lo puramente interno, el 
acto propiamente dicho en sus dos elementos, interno y externo, y sus circunstan- 
Clas. 

La Iglesia indudablemente tiene poder tanto sobre el presupuesto interno como 
sobre el elemento interno del acto cuando de algün modo rocen con el fin sobrena- 
tural del hombre y asimismo sobre aquellas circunstancias que se encuentren en 
tal situación. Pero ;quiere decir esto que por el hecho de que la Iglesia tenga poder 
sobre lo interno de un acto o sobre una circunstancia lo tiene también sobre el ele- 
mento externo? 

Hemos dicho que toda sociedad tiene como elemento principal específicamente 
el fin, y que los medios que posee se extienden hasta donde se extienda ese fin. Des- 
de este punto de vista es evidente que la Iglesia tiene poder de jurisdicción hasta 
donde un acto humano tenga relación con el fin eclesiástico. Por lo tanto, en el su- 
puesto que lo puramente interno tenga conexión con aquél, la Iglesia tendrá poder 
sobre este elemento interno, mas no se extenderá la jurisdicción eclesiástica al ele- 
mento externo si éste no tiene conexión con el fin sobrenatural ya que este elemen- 
to externo y lo interno son perfectamente separables, entre otras razones porque 


^ Ceñimos cuanto decimos a continuación al fin de los ; 
C lanto de S act é > : 
extendido a la destinación de un objeto. ME jare qe ie 

55 Las modernas corrientes teológicas definen al lai isti 

r € f co como aquel cristiano desti 
establecer el Reino de Cristo en lo material [Vid. HERNÁNDEZ GARNICA, Perfección "eu 
(Madrid 1956), D. 54 ss.) y bibliografía alli citada; son también de gran interés las ponencias 
sobre Teología del Laicado de la XIII Semana Española de Teología (Madrid 1954)] 

.Desde este punto de vista adquiere importancia lo que afirmamos en‘ el texto porque es 
evidente que esta función seglar no es posible más que a través del fin subjetivo sobrenatural 
A d. n pri ipo. Ms te otro modo no es posible) cualquier actividad humana pro- 
ano al fin sobrenatural de la Iglesia; estando esta función segla id 
Iglesia es interesante resolver la duda planteada j PE re = Masi 
kde dee en UU p para dejar bien clara la extensión del poder 
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el primero cae dentro del fuero juridico y el segundo dentro del moral. No es, pues, 
el fin subjetivo el criterio de atribución de un acto externo al Derecho canónico. 
Lo es, en cambio, el fin objetivo porque supone en el acto una ordenación de él 
al fin de la Iglesia o del Estado, e. d. una conexión con el fin de la sociedad. Por 
lo tanto, una conducta o un objeto caerán bajo el poder eclesiástico cuando su fin 
último objetivo (finis operis) sea sobrenatural, es decir cuando la conducta tienda 
objetivamente, ya directamente ya por razón del objeto o materia sobre los que 
recaiga, a la consecución del fin sobrenatural. 


Por ello, cuando un acto tenga un fints operis ultimo natural, o un objeto una 
destinación ültima a un fin de esta especie, cae dentro del ámbito de soberanía del 
Estado“. 


6 Lo que acabamos de decir necesita para evitar confusiones de una mayor elaboración. 
En efecto, hay muchos actos que tienen un finis operis natural dentro de la sociedad Iglesia, 
v. gr., la contabilidad en las personas morales, que sabemos caen bajo la jurisdicción eclesiástica 
v no bajo la estatal. 

Adviértase que no hemos dicho que el criterio de atribucién de una conducta o un objeto a 
la soberanía de la Iglesia o del Estado, sea simplemente el finis operis o la destinación 
óbjetiva, sino, y ello es importante, el fin objetivo ditio o la destinación objetiva 
ültima. Para aclarar nuestro pensamiento analizaremos cuál es el sentido de nuestra afirmación. 
Dos son los puntos que hemos de tratar, aunque muy brevemente: la unidad de lo compuesto 
v la relación entre los finis oferis mediato e inmediato. 

Si simplicidad y composición se oponen entre sí no ocurre siempre lo mismo con la unidad 
v la composición. Aquello que está compuesto de partes será uno siempre que exista indivisión. 
No bay en ello contradicción porque, como dice el Doctor Angélico (I, q. 11, a. 1 ad 3), "nihil 
prohibet id quod est uno modo divisum, esse alio modo indivisum". 

Dos tipos de unidad se pueden distinguir: la substancial y la de orden. 

En ambas el principio de indivisión se halla en la razón formal del objeto (I, a. 12, a. 3); 
en Ja primera este principio es la forma, en la segunda el fin. 

Puede ocurrir que un acto humano no agote su significado en sí, sino que forme parte de un 
proceso de actos del mismo sujeto o de otros, v. gr., la actividad de un obrero en determinada 
fase de una producción en serie; en este caso entre los diversos actos que forman el proceso 
existirá una unidad de orden. 

Por otra parte, hemos dicho que en las sociedades el elemento fotmal es el fin, por lo tanto 
la unidad que existe entre todo aquello que se refiera a la sociedad (como tal sociedad) debe 
ser de orden, puesto que es precisamente esta unidad la que tiene como principio de indivisión 
(razón formal) el fin. 

Para que un acto pueda decirse que está realizado por un sujeto, vinculado de algán modo 
(como socio, empleado, ayudando, etc.) a una sociedad, en calidad de tal vinculado, es preciso 
que el acto esté unido por unidad de orden al fin de la sociedad, como acabamos de decir. De 
ahi que el criterio para distinguir entre los actos que tienden al fin de la sociedad y los que no 
sea la existencia o no de la mencionada unidad de orden, es decir, si el acto agota su signifi- 
cado en sí mismo o forma parte de un proceso cuyo fin es el de la sociedad. 

Por ello es necesario distinguir en todo acto su fin mediato de su fin inmediato. Un acto 
aisladamente considerado puede tener un fin inmediato de una especie y un fin mediato de 
otra, pero, en definitiva, lo que determinará el género será el mediato (LII, q. 1, a. 5), ya que 
dicho acto si bien considerado como entidad aislada tiene su propio objeto y su razón formal 
propia, como parte tiene también por objeto mediato y ültimo al del todo y por lo tanto su 
razón formal ultima. Aclaramos que el fin mediato estará en el acto sólo como pretensión, en 
cambio el inmediato estará como pretensión y se alcanzará al término del acto. Lo importante 
aquí es que el fin ültimo esté como pretensión ya que es esta pretensión la que informa al acto. 

Esto tiene una indudable importancia en nuestro estudio. En efecto, para determinar si un 
acto tiende al fin natural o sobrenatural no basta tener en cuenta sólo el fin inmediato, sino, y 
principalmente, el mediato que será el que nos dé el criterio de atribución de ese acto a la 
jurisdicción de la Iglesia o del Estado. 

Un acto que en cuanto entidad aislada tenga un fin natural no puede decirse sin más quc 
caiga bajo el poder del Estado, porque si forma parte de un proceso de actos cuyo fin sea 
sobrenatural su soberanía se atribuirá a la Iglesia. 

Y esto es así porque en este acto hay que distinguir dos aspectos: como entidad y como 
parte de un proceso y, en definitiva, el aspecto que prevalece para su atribución a una u otra 
soberanía es el segundo. ; 

En efecto, como todo fin supone una ordenación del medio a él, el que el acto sea parte de 
un proceso lleva ineludiblemente su ordenación al fin del proceso (unidad de orden). De ahi que 
un acto que tenga un finisoperis natural, si es parte de un proceso cuyo fin es sobrenatural, parti- 
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En una acción de este último tipo la Iglesia no tendrá jurisdicción más que 
cuando incidentalmente, o por el fin subjetivo o por una circunstancia, tenga rela- 
ción con el fin eclesiástico; pero, como ya hemos dicho, sólo tendrá ese poder en 
el ámbito del fin subjetivo o de esa circunstancia, puesto que sólo la intervención 
en éstos viene justificada por la extensión de los medios de la sociedad en orden a 
su fin. : 

Por otra parte, supuesta la incompetencia del poder del Estado en orden a los 
actos internos“, la regulación de las situaciones y de las relaciones jurídicas, en su 
elemento externo, debe hacerse de acuerdo con la naturaleza del Derecho que es 
quien las regula. 

Este se dirige, por ser norma de situaciones intersubjetivas, siempre a aquello 
que cae bajo la percepción externa, a aquello que es capaz de ser captado por el 
legislador del que emana el Derecho; por lo tanto el criterio de atribución a un 
ordenamiento del poder de regular una situación o una relación jurídicas sólo puede 
ser el fin objetivo ültimo*. 


De cuanto llevamos dicho podemos concluir que el poder de gobierno de la Igle- 
sia se extiende: 1) A todo acto cuyo fin objetivo mediato o inmediato sea el fin 
de la Iglesia, e. d. que tienda objetivamente a la salus animarum. 2) Sobre aque- 


cipa necesariamente de la ordenación a este fin sobrenatural; cae, pues, bajo la competencia de 
la Iglesia. 

El fin mediato es siempre el subordinante y el inmediato el subordinado. Esta es la doctrina 
sancionada por la Iglesia cuando determinó por el Decreto del S. O. de 1 de abril de 1944 que 
el fin mediato del matrimonio (la generación) es el subordinante y el inmediato (secundario) el 
subordinado. p 

Todo el problema en el caso concreto estará en ver si un acto es o no parte de un proceso 
cuyo fin último y mediato sea el sobrenatural. V. gr., la actividad de un mecanógrafo de un 
Dicasterio tiene evidentemente un finis operis natural, pero no se agota en sí, sino que es 
parte de un proceso de actos, el gobierno de la Iglesia, cuyo fin es sobrenatural; su regulación 
es, por tanto de la competencia de ésta. j 

Por su parte el contrato de trabajo realizado entre el Dicasterio y dicho empleado tiene dos 
fines: uno la prestación de éste que, como hemos dicho, cae bajo la competencia de la Iglesia, 
otro el sueldo, cuyo finis operis último es natural. La relación jurídica que une a ambos sujetos 
es una, aunque las prestaciones sean dos; por lo tanto, sólo puede regularlo una autoridad v 
ésta es la de la Iglesia por prevalecer, como hemos dicho, sobre el Estado. ‘ 

No ocurriria lo mismo si existiesen dos relaciones distintas. Precisamente porque la relación 
patrimonial entre ‘los esposos es distinta a la conyugal, el régimen de los bienes puede ser 
regulado por el Estado, mientras la relación matrimonial (uno de cuyos sujetos, al menos, es 
súbdito de la Iglesia) cae bajo la competencia del ordenamiento canónico. 

Cuanto hemos dicho de los actos se aplica también a la res, en cuanto se refiere a su 
destinación objetiva. 

Lo que antecede se refiere a los supuestos en que de modo mediato o inmediato haya una 
unidad de orden entre un acto y un proceso de actos cuyo fin ultimo objetivo sea sobrenatural. 

Pero la conexién con el fin de la Iglesia no se agota con una tendencia positiva a él, sino 
que tiene también un aspecto negativo; un acto o una cosa pueden constituir un obstáculo para 
el fin ultimo del hombre. En estos casos la Iglesia tendrá poder sobre ellos en todo cuanto sea 
necesario para evitar el escollo para el fin sobrenatural. Este es el fundamento del poder ecle- 
siástico indirecto sobre cosas temporales. Por este poder la Iglesia puede regular materias tem- 
porales en lo que sea necesario para el fin sobrenatural de la Iglesia. 

47 _Que el Estado no tenga jurisdicción en el fuero de la conciencia no quiere decir que todo 
acto interno sea irrelevante ni que se sustraiga a la soberanía estatal. El elemento interno de 
un acto tiene relevancia en cuanto es necesario para el esse juridicum del acto externo y en 
esta dimensión es objetó de la jurisdicción de la sociedad civil; pero sólo en ella, quedando 
fuera del ámbito del Derecho secular tanto los motivos como el fin subjetivo del agente. 

‘8 En este sentido Onciin, De donationibus aut. largitionibus ad causas pias a non catholicis 
factis, en “Questioni attuali di Diritto Canonico" (Roma 1955), p..191 ss.; June, El Derecho 
público de la Iglesia en sus relaciones con los Estados, ed. castellana (Madrid 1957), p. 116 ss 
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lla parte de los actós que ya por su fin subjetivo ya por una circunstancia tengan 
relación con el fin Sobrenatural del hombre*. 


4. Se impone ahora averiguar cuál es el fundamento de la atribución al fuero 
eclesiástico de las causas a que se refiere el c. 120. 

Este no puede ser más que el fin objetivo ültimo de la relación o una circuns- 
tancia, bien sea ésa bien del proceso, que tengo conexión con el fin sobrenatural. 

Indudablemente no lo es el fin objetivo ültimo de la relación jurídica objeto 
del proceso. Si se tratase de una relación que tuviese un fimis operis, mediato o in- 
mediato, sobrenatural caería por su naturaleza bajo el ámbito del Derecho canó- 
nico ab initio y vendría regulada en cualquier caso por éste, tanto sustantivo (sal- 
vo remisión al civil) como procesal, lo mismo si hubiese proceso como si no y, en 
el primer caso, tanto si el demandado fuese clérigo como si no; no tendría razón 
de existir privilegio del fuero, sino que se trataría del ejercicio normal de la juris- 
dicción eclesiástica ; por lo tanto, el fundamento de la atribución al fuero eclesiás- 
tico del proceso debe ser una circunstancia, de la relación o del proceso, que tenga 
conexión con el fin sobrenatural. 


Ahora bien, esta circunstancia no puede serlo de la misma relación jurídica ya 
que, en este caso, sería ésta la que desde su formación vendría regulada por el or- 
denamiento canónico, al menos en cuanto a la mencionada circunstancia se refie- 
re, y que esto no ocurre es evidente ya que en caso de.no haber proceso el Derecho 
canónico no tiene aplicación. 


Tampoco puede ser una circunstancia del proceso sin más, porque cuando el 
clérigo es el actor no opera el privilegio del fuero. En consecuencia tiene que exis- 
tir una circunstancia en el hecho de que el clérigo sea el demandado o imputado 
que tenga alguna relación con el fin sobrenatural. 


Modernamente la tesis que prevalece es la que funda la atribución de estas cau- 
sas al fuero eclesiástico en la reverencia debida a la calidad de persona sagrada de 
que está investido el clérigo. OrrAvIANI? afirma a este respecto que el fundamento 
del privilegio del fuero es la relación del proceso cum spiritualibus rebus, reducién- 
dose esta conexión a la posibilidad de que disminuya la reverencia debida al estado 
clerical y, de rechazo, a las cosas sagradas. 

Esta es, a nuestro entender, la doctrina que debe seguirse porque es la que se 
adecúa más a la extensión de este privilegio”. — 


53 Este criterio es en algunos casos insuficiente. Hay actos o cosas que tiene un fin último 
natural y, sin embargo, pueden caer bajo el ámbito del ordenamiento canónico. La Iglesia puede 
ser sujeto de ciertas relaciones jurídicas que son ratione finis de la competencia -del Estado, 
Mas en estos casos, lo que debe tenerse en cuenta es que la Iglesia es soberana y, por, lo. tanto, 
no puede otra sociedad regular relaciones jurídicas en las que Ella es parte. A esto podría 
oponerse que si actúa, como ocurre con los Estados, en un acto o' relación jurídicos como 
persona privada, puede caer bajo la jurisdicción de otra sociedad soberama. Sin embargo, esto, 
que es aplicable al Estado, no lo es a la Iglesia. En primer lugar, porque la mayor excelencia 
de Esta sobre el primero lo hace imposible. En segundo término, y principalmente, porque en 
la Iglesia quien es la verdadera cabeza mo es el Papa (que sólo lo es instrumentalmente en 
cuanto al poder de orden y como Vicario en el de jurisdicción) sino Cristo y es evidente, por 
lo tanto, que en ningún caso puede la Iglesia someterse a la jurisdicción, de orden inferior, del 
Estado, porque ello equivaldría al sometimiento de Cristo al poder de éste, lo que es un ab- 
surdo. A esto obedece el que el Estado sea incompetente sobre los bienes de la Iglesia aunque 
no tengan una destinación última sobrenatural. 

50 Compendium, cit., p. 170 s. $ ' 

51 Para la doctrina de los autores vid. RoprícuEz-ARANGO, El fuero, cit. 
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5. Supuesto que la relación jurídica objeto del proceso no tiende al n de la 
Iglesia y por consiguiente no es materia eclesiástica?? y, además, que su unica co- 
nexión con dicho fin es la lesión que de un proceso ante jueces seculares podría 
derivarse a la reverencia debida al estado clerical, de cuanto llevamos dicho se 
deduce que el poder de gobierno de la Iglesia sobre dicha relación se extiende hasta 
donde sea necesario para evitar que se lastime la mencionada reverencia. 

" Ahora bien, la lesión a ésta se produce por el proceso ante Tribunales estatales, 
no por la aplicación del Derecho sustantivo secular a la relación jurídica una de cu- 
yas partes es un clérigo, ya que de no ser éste el demandado el Derecho secular 
se aplica plenamente; luego basta con la atribución del proceso a los jueces ecle- 
siásticos para proteger la reverencia al estado clerical; de ahí que la jurisdicción 
de la Iglesia se extienda al proceso, pero no a la regulación de la misma relación. 

El privilegio del fuero tiene un contenido procesal y no sustantivo, siendo los 
Derechos aplicables: el sustantivo secular en cuanto al objeto del proceso se refiere 
y el procesal canónico respecto a la tramitación de la causa, conforme afirma la 
sentencia rotal que comentamos. ' 

La doctrina que sostiene la aplicación del Derecho canónico sustantivo en es- 
tas causas, si bien en la práctica ha llegado al mismo resultado en las obligaciones 
contractuales gracias al c. 1529 es inaceptable en buena técnica jurídica. Fácil es 
darse cuenta del absurdo que significa el que una relación jurídica esté regulada por 
uno u otro ordenamiento, según se produzca o no el hipotético caso de que el clé- 
rigo incumpla su obligación. Esto significaría confundir la perfección con la consu- 
mación de los negocios jurídicos y atribuir a ésta una influencia sobre la primera 
que, en realidad, no tiene. 

Perfección y consumación son dos cosas distintas que pertenecen a dos órdenes 
diversos, sin que normalmente se entrecrucen. 

Todo negocio jurídico crea unas situaciones jurídicas actuales en las partes (ya 
ex novo ya por modificación o extinción de una situación jurídica anterior) que 
consisten en una serie de facultades, derechos subjetivos o potestades y sus corre- 
lativos deberes y sujeción respectivamente. E : 

En el negocio jurídico hay que distinguir la perfección de la consumación, sal- 
vo en los reales, en que una y otra se confunden. 

Los negocios jurídicos consisten, con la salvedad hecha, de la que nos ocupare- 
mos más adelante, en el nacimiento de una obligación jurídica. 

Pues bien, la perfección es el nacimiento de la obligación; en cambio, la con- 
sumación es su cumplimiento, e. d. ya el ejercicio del derecho subjetivo o la ac- 
tuación de las facultades ya el cumplimiento del deber; corresponden, como pue- 
de verse, a dos entidades distintas, porque la consumación es una consecuencia de 
la perfección, temporalmente posterior y ontológicamente diversa. 

Para que un negocio jurídico sea perfecto es necesario que sea válido y eficaz, 
dos requisitos necesarios para la producción de sus efectos jurídicos típicos. 

Un negocio jürídico es válido y eficaz, e. d. perfecto, cuando se han puesto 
sus requisitos esenciales, entre los que no puede contarse la consumación, puesto 
que presupone la perfección, de modo que ésta debe ser anterior a aquella ; la con- 
sumación es irrelevante en relación con la primera. 


2 


* "Non enim de re sacra vel ecclesiastica agitur, vel de donatione ecclesiae facta" : 
4 z , : a". Senten- 
cia S.R.R. de 21 de marzo de 1981, loc. cit. e 
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Se admite unánimemente en la doctrina jurídica actual que en todo negocio ju- 
rídico interviene tanto la voluntad privada como el ordenamiento jurídico que la 
reconoce; la perfección de aquél requiere ambos elementos. Aunque no siempre 
donde falta la voluntad privada deja de producirse la validez y la eficacia del ne- 
gocio, en cambio, donde no hay reconocimiento no existe la perfección de éste. 

Ahora bien ;qué es el reconocimiento? No queremos entrar aquí en la. polémica 
existente en la doctrina? sobre: cuál de ambos requisitos (la voluntad privada o el 
reconocimiento por el Derecho) es el que produce verdaderamente los efectos jurí- 
dicos; sólo nos interesa señalar que deben existir ambos. Por ello, si no se admite 
que éste es, como dice Berri*, "un fenómeno de recepción, por el cual, la regula- 
ción prescrita por las partes a los intereses propios en las relaciones recíprocas es 
"acogida en la esfera del Derecho y elevada, con oportunas modificaciones, a pre- 
cepto jurídico", si-es, cuando menos, una afirmación de que la relación jurídica 
está conforme con las normas objetivas y el "nihil obstat" para que las situaciones 
jurídicas proyectadas y aceptadas por la voluntad privada sean válidas y eficaces 
en el ámbito del ordenamiento que las reconoce. En consecuencia, para.que un 
negocio jurídico sea perfecto es necesario, en cuanto al reconocimiento se refiere, 
que la relación jurídica caiga bajo su ámbito y, por consiguiente, que se regule 
según sus normas. - f i Aeris 

` La perfección del negocio es, como hemos dicho, anterior y distinta de su con- 
sumación y por esto el reconocimiento por parte del Derecho competente se refie- 
re, como es lógico, al momento de ésta y no a la segunda, puesto que la validez y 
la eficacia jurídicas de aquél nacen en el momento de su perfección y no en el de 
su consumación. De ahí que si en el momento de la perfección el negocio recae 
sobre una conducta o un objeto temporales (e. d. cuyo finis operis ultimo es natu- 
ral) su reconocimiento no es función del Derecho canónico síno del Derecho civil. 
Cualquiera | vicisitud de la consumación es irrelevante para cambiar la atribución 
del negocio de un ordenamiento a otro con efectos retroactivos. Lo mismo puede 
decirse cuando lo que se plantea en el proceso es un vicio de la perfección, porque 
este vicio supone una disconformidad del acto: 'creador del negocio con la norma 
objetiva y, por lo tanto, una falta de reconocimiento. Pero disconformidad ¿con 
qué norma objetiva? Está claro que con aquélla que de no darse el vicio, hubiese 
reconocido el negocio y que precisamente por existir, no lo reconoce. 

Este mismo razonamiento es aplicable a los negocios reales, porque cualquier 
` defecto en la consumación supone un vicio en la perfección y, por lo tanto, una 

falta de reconocimiento. Ahora bien, esta falta de reconocimiento se produce por 
, parte ‘del mismo ordenamiento jurídico que debió reconocerlo en caso de que no 
existiese vicio. Rx i e 

` Por lo tanto, al juzgar sobre la validez, eficacia, interpretación del negocio o 
sóbre la extensión de los derechos y deberes que la relación jurídica importa debe 
dictarse sentencia conforme a las normas del ordenamiento que lo ha reconocido, 
porque para determinar si un negocio ha sido perfecto y cuál es su contenido ha 
de estarse a las normas que regulan su perfección ya que, en definitiva, que el ne- 
gocio es perfecto quiere decir que está de acuerdo con aquellas y que su vida jurí- 
dica y su contenido deben desenvolverse a su conformidad. 


53 Vid. CARIOTA-FERRARA,: El negocio jurídico, ed. castellana (Madrid 1956), p. 47"ss:* * 
34 Teoría general del negocio jurídico, ed. castellana: (Madrid s. f), p. 71 s. 
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Es inadmisible en técnica jurídica sostener que una relación jurídica debe regu- 
larse por un derecho sustantivo distinto de aquel bajo cuyo ámbito ha tenido lugar 
la perfección del contrato. 

La atribución de una relación jurídica a la jurisdicción de la Iglesia en virtud 
del privilegio del fuero, se debe, como hemos dicho, a una circunstancia que sobre- 
viene a la perfección del negocio (puesto que nace de la atribución del proceso a 
tribunales eclesiásticos), nunca es anterior ni concomitante a ella, con lo que es 
imposible que la regulación de la misma relación sea objeto del poder eclesiástico, 
ya que en el momento de nacer, es decir de producirse la perfección, el negocio no 
tenía conexión con el fin de la Iglesia. Juzgar equivale a ius dicere, a decir si una 
realidad social se ha desenvuelto conforme a Derecho; si, pues, la relación jurídica 
al nacer fue regulada por las normas seculares, la misión del Tribunal eclesiástico 
es en este caso decir si se ha desenvuelto conforme a esas normas, no segün cl 
Derecho canónico que en el momento de producirse la relación jurídica era extraño 
a. ella. 

Cuanto hemos dicho respecto a los negocios jurídicos puede decirse de los demás 
actos jurídicos y, mutatis mutandis, de los hechos jurídicos. 


6. Antes de terminar nos queda por estudiar si las causas mixti fori que llegan 
a los tribunales eclesiásticos son aplicación del privilegio del fuero o bien constitu- 
yen el ejercicio normal de la jurisdicción eclesiástica y, en caso de que suceda lo 
primero, cual es el Derecho aplicable, teniendo en cuenta que puede tratarse de 
materia eclesiástica. 

Se dice que son materias mixtas aquellas que interesan a la Iglesia y al Estado 
y, por ello, sobre ellas convergen la soberanía de ambas sociedades. Parece, pues, 
que una res mixtae cae tanto bajo el poder estatal como el eclesiástico. 

Mas esto es inexacto, porque si bien es cierto que solo lo es parcialmente. En 
efecto, la concurrencia de soberanías es imposible por la misma esencia del poder 
soberano. Si poder soberano es el supremo, e. d. aquel al que en última instancia 
corresponde la regulación de algo, es evidente que sobre una cosa determinada sólo 
puede haber una última instancia, porque el término de algo es sólo uno según el 
axioma filosófico natura non tendit nisi ad unum. 

Es fundamenta] en el caso de las res mixtae distinguir entre el plano abstracto 
y el concreto. Son res mixtae aquellas que consideradas abstractamente interesan 
tanto a la Iglesia como al Estado; pero consideradas concretamente hay unas que 
no siempre tienen conexión con el fin sobrenatural®. Por esto, habrá que ver en el 
caso concreto si éstas realmente tienden en última instancia al fin de la Iglesia o 
sólo al del Estado. En el primer caso el supuesto concreto caerá bajo el poder ecle- 
siástico, en el segundo bajo el estatal, salvo siempre el poder indirecto de la Iglesia. 


Este es el caso de la ensefianza del que ya nos hemos hecho eco anteriormente 
en la nota 35. 


55 Esta conexión con el fin sobrenatural es obra de la autoridad de i 
segundo tipo de ves mixtae de las que hablamos a continuación en las ur rec d oodd 
naturaleza); v. gr., cuando la Iglesia funda. una Universidad, en cuyo caso este establecimiento 
docente, que es un medio que Aquella usa para la formación de sus fieles o para acercar a 
Ella a los apartados de la fe, tiene un fin ultimo sobrenatural, advirtiendo que este fin objetivo 
sólo lo recibe cuando hay este acto de la autoridad pues, en caso contrario, el fin sobrenatural 
no pasa de ser subjetivo. No siempre este acto de autoridad debe ser directo sobre la res con- 
A z * ae de Beet ca pork ith canónica cuyo fin específico sea la ensefianza 
nsigo estinación objetiva n so instituci E 
RA ege xb ec pa mu Pes renatural de las instituciones docentes estableci- 
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Hay otro tipo de res mixtae en las que ambas soberanías concurren en el caso 
concreto, v. gr. los delitos mixti fori. Mas adviértase que en estos supuestos la so- 
beranía de la Iglesia y la del Estado recaen sobre aspectos distintos, v. gr. en los 
delitos citados la Iglesia castiga ratione peccati y el Estado por causa de la alte- 
ración del orden social justo de la sociedad civil, salvo el poder indirecto de la 
Iglesia. 

Supuesto esto, cuando una causa que recae sobre una ves mixta del primer tipo 
llega a los Tribunales eclesiásticos la primera cuestión que debe plantearse es la 
de si se trata o no de una materia eclesiástica, en el plano concreto, e. d. que tenga 
conexión con el fin de la Iglesia o no. En el primer caso no hay privilegio del 
fuero sino ejercicio normal de la jurisdicción eclesiástica, siendo el Derecho apli- 
cable el canónico, tanto substantivo como procesal, aunque teniendo en cuenta 
el c. 1529 si el objeto del proceso es una obligación contractual. 


En cambio, si se trata de materia no eclesiástica, la Iglesia será competente si 
hay privilegio del fuero y se seguirá la norma que hemos indicado, e. d. se aplica- 
rá el Derecho sustancial civil y el procesal canónico. V. gr. la relación jurídica que 
une a un Catedrático con una Universidad Pontificia o Católica cae dentro del or- 
denamiento canónico plenamente. Cualquier proceso sobre ella deberá tramitarse 
ante los Tribunales eclesiásticos y se aplicará el Derecho sustantivo canónico, salvo 
siempre el c. 1529 y el Derecho particular o concordatario. Por el contrario, si se 
trata de una Universidad del Estado es al Derecho secular sustantivo al que corres- 
ponde regular la relación que une a un catedrático con dicho centro docente y a 
los Tribunales del Estado el conocer las causas que sobre esta relación se promue- 
van. Mas si un sacerdote es, v. gr., catedrático de química de una tal Universidad 
y se tramita un proceso cuyo objeto sea la mencionada relación, habrá privilegio 
del fuero si este sacerdote es el demandado. En este caso serán competentes los Tri- 
bunales eclesiásticos y se aplicará el Derecho civil sustantivo independiente del 
c. 1529. Si el actor es el clérigo será competente el Tribunal civil. 


En este primer tipo de ves mixtae es donde tiene interés el inciso de la senten- 
cia que comentamos al que nos referimos en la nota 16. Aquellas res mixtae que 
en el plano concreto tienen conexión con el fin de la Iglesia caen, como hemos 
dicho, bajo la competencia de Esta; de ahí que la capacidad, requisitos, etc., ne- 
cesarios para crear una relación jurídica que recaiga sobre una materia, mixta 
abstractamente considerada, pero eclesiástica en el plano concreto, deben estar 
sefialadas por el ordenamiento canónico. Por esto, cuando en una relación jurídica 
las partes han recibido la capacidad para ella de este ordenamiento nos encontra- 
mos ante una materia eclesiástica ; en caso contrario, ante una materia temporal, 
como acertadamente sostiene el ponente. 


Si ante los Tribunales eclesiásticos llega una causa contenciosa mixti fori del 
segundo tipo sefíalado, la Iglesia es competente en aquel aspecto que tiene conexión 
con su fin, debiéndose aplicar, como es lógico, el Derecho sustantivo canónico ; 
no hay privilegio del fuero, sino ejercicio normal del poder judicial de la Iglesia. 
Asimismo Esta será competente para juzgar en el aspecto que no tenga tal conexión 
en virtud del principio de economía procesal, mas en este segundo aspecto será 
aplicable el Derecho sustantivo civil. Es lo que ocurre, v. gr. en las causas ma- 
trimoniales. Los efectos meramente civiles son los de la competencia del Estado, 
pero la Iglesia juzga sobre ellos cuando en un proceso van unidos a otra cuestión 
principal. La praxis de la Iglesia es aplicar para éstos ültimos, y sólo para éstos, 
el Derecho sustancial civil. 


18 
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Si la litis contenciosa? se promoviese solamente sobre el aspecto de estas res 
mixtae que no tiene conexión con el fin de la Iglesia, deberá aplicarse, segün 
nuestra opinión, las normas generales del privilegio del fuero, si hay lugar a ello. 

7. Podemos concluir afirmando que en las causas contenciosas conocidas por 
los Tribunales eclesiásticos en virtud del privilegio del fuero debe dictarse senten- 
cia conforme al Derecho sustantivo secular (salvo siempre el Derecho divino, posi- 
tivo y natural), tramitándose el proceso segün el Derecho procesal canónico. 

La interpretación de la norma sustantiva civil deberá hacerse segün el espíritu 
del Derecho divino, natural y positivo (como ünica fuente auténtica de todo Dere- 
cho), y por lo tanto, si hubiera necesidad de ello, se aplicarán las normas inter- 
pretativas canónicas que responden perfectamente a este espíritu, aun cuando, en 
algún caso concreto, el espíritu del Derecho civil fuera distinto. 


F. J. HERVADA XIBERTA 


Profesor de Derecho Canónico en el Estudio General de Navarra 


s No es nuestro intento hablar en este trabajo de las causas criminales ya que sobrepasan 
el ámbito de la doctrina de la sentencia comentada; por eso, soslayamos los problemas que 
éstas plantean. 


HERENCIAS EN FAVOR DEL ALMA 


COMENTARIO A UNA RESOLUCION DEL 
T. ECONOMICO-ADVO. CENTRAL 


A pesar de no ser muy abundante la bibliografía sobre esta mate- 
ria’, es sin duda el tema de las herencias en favor del alma de aquellos 
que nunca decaen en interés. Por ello nos ha parecido altamente inte- 
resante la moderna sentencia o resolución, de este organismo que es el 
T. Económico-Advo. Central, que a continuación exponemos y he- 
mos juzgado oportuno el hacerle siquiera un breve y rápido comen- 
tario. 

HecHos.— Doña Manuela Suárez González, falleció bajo testa- 
mento disponiendo, entre otras cosas, la institución de heredero a favor 
de su alma ordenando que sus albaceas solidarios se incautaran de la 
herencia, asumiendo la representación y administración de la misma 
indefinidamente y a todos los efectos, para que fuera respetada su vo- 
luntad en todo tiempo y, una vez hecho lo ordenado en el testamento, 
constituyan en depósito los bienes sobrantes a nombre de “Sucesión 
de doña Manuela Suárez González", siendo el encargado de cobrar las 
rentas e invertirlas en limosnas y misas, por partes iguales, con expre- 
sa facultad de determinar la distribución de ambas el Sr. cura párroco 
de Luarca. 

La aludida institución hereditaria, cuya cuantía era de cierta con- 
sideración, fue liquidada a favor del alma de la testadora por el n.° 39 
de la Tarifa, importando aproximadamente 100.000 pesetas. 

El albacea, no conforme con la liquidación, la recurrió alegando 
que aunque la testadora dispuso de sus bienes pensando sin duda en 
el beneficio de su alma, ello no quiere decir que esta sea la heredera, 
pues lo que realmente se contiene en la cláusula testamentaria es la 
fundación de una institución benéfica y por tanto no es de aplicación 
el art. 747 del Cc., porque la testadora dejó expresamente dispuesto 
lo que había de hacerse con los bienes. Que además, la calificación 


1 Entre los estudios más conocidos sobre la cuestión pueden verse: 

MALDONADO Y FERNANDEZ DEL Torco, Herencias en favor del alma en el Derecho español. 
Madrid 1944. 

Los trabajos de MANUEL GONZÁLEZ Ruiz, GABRIEL DEL VALLE Y ALONSO y Desiperio L. Ru- 
YALES en el volumen publicado con ocasión de la 3.* Semana de Derecho Canónico, Salaman- 


ca 1950. 
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juridico-fiscal no debe apoyarse en una frase mas o menos afortunada, 
sino en el contenido de la disposición testamentaria que ordena la 
creación de una fundación benéfica y a la que por tanto se debe aph- 
car el tipo beneficioso que para ellas determina el nümero 9 de la Ta- 
rifa en relación con el 29. Y que en su defecto, este tipo beneficioso 
habrá de aplicarse cuando menos a la mitad destinada a los pobres, 
pudiendo gravar la otra parte como herencia en favor del alma. 

El Tribunal Provincial desestimó la reclamación, entendiendo que 
la institución a favor del alma es evidente y afirmando que, aun ad- 
mitiendo la tesis del recurso, la fundación benéfica encargada de cum- 
plir las disposiciones en favor del alma no tiene el carácter de herede- 
ra, como tampoco la tienen los pobres, ni los sacerdotes que celebran 
las misas. Por tanto la heredera es el alma y el tipo aplicable el de! 
n.° 39 de la Tarifa. 

La representación del albaceazgo, en su apelación ante el Tribunal 
Económica-Advo. Central, comenzó por esgrimir una Orden del Minis- 
terio de la Gobernación, posterior a la liquidación discutida, recono- 
ciendo y clasificando como fundación benéfico-particular, sometida a 
protectorado, la fundación de limosnas dispuesta por la testadora v 
asignándole como capital la mitad de las rentas de la herencia. 

El Tribunal Central anuló la liquidación anterior y revocó el acuer- 
do del Tribunal Provincial en el sentido de que se deben girar dos li- 
quidaciones: una para la parte correspondiente a la: fundación benéfi- 
ca y otra para la otra mitad, destinada a misas. A la primera se apli- 
caría el n.° 29 de la Tarifa y a la segunda, como legado a favor del al- 
ma, el n.° 39 de la misma. 

He aquí, a continuación, los principales puntos de los considera- 
dos en que se funda la Resolución: 

CONSIDERANDO: Que para determinar la verdadera naturaleza ju- 
rídica del acto liquidable, con arreglo a la cual manda exigir el impues- 
to de derechos reales el art. 41 del Reglamento vigente para su exan- 
ción, son de tener en cuenta, en primer lugar, el art. 747 del Código 
Civil y el n.° 20 del art. 31 del citado Reglamento fiscal; regulando el 
primero el caso de que el testador dispusiere de sus bienes, o parte de 
ellos, en beneficio de su alma, haciéndolo indeterminadamente, sin ex- 
plicar su aplicación; y el segundo que las instituciones o legados en 
favor del alma hechas de modo genérico tributarán según el n.° 30 de 
la Tarifa, siempre que al solicitarse la liquidación se justifique por el 
Ordinario la entrega a éste de los bienes objeto de la institución o le- 
gado, siéndole en caso contrario aplicable el n.° 39 de la Tarifa. 

CONSIDERANDO : Que la norma el art. 747, como lo establece su 
misma redacción, es meramente supletoria, resultando sólo de aplica- 
ción en aquellos casos en que, a diferencia de lo ordenado por doña 
Manuela S. G., no se especifique la aplicación que haya de darse a los 
bienes donados en favor del alma. 
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CONSIDERANDO: Que si se examina la precitada disposición del 
n.° 20 del art. 31 del Reglamento del impuesto de Derechos Reales “a 
contrario sensu” de su texto cabe señalar que cuando el testador haya 
dispuesto cómo y por quién deben aplicarse los bienes dejados a su 
alma habrá de aplicarse el n.° 39 de la Tarifa por no concurrir en él 
los requisitos que se exigen en la norma fiscal que se examina. 


CONSIDERANDO: Que en el caso a que se refiere la presente apela- 
ción, la testadora al disponer de sus bienes teniendo en consideración 
su alma, erigió con el remanente de su herencia un patrimonio perma- 
nente con el nombre de “Sucesión de doña Manuela S. G.", regido y 
administrado por el órgano administrado al efecto, para que inviertan 
las rentas por mitad en limosnas y misas, es decir, creando una funda- 
ción conforme al art. 35 del Código Civil; que en cuanto a su parte 
piadosa, por no darse los requisitos indispensables fijados al efecto, 
no puede gozar del tipo de imposición excepcionalmente establecido 
para cuando se den dichos requisitos y debe tributar por el n.° 39 de la 
Tarifa, establecido de modo general para las transmisiones heredita- 
rias en favor del alma del causante; sin que por la fecha de la trans- 
misión haya de entrar a conocer del alcance de los beneficios tributa- 
rios a que se refiere el párrafo 1.° del art. 20 del Concordato de 1953. 


CONSIDERANDO: En cuanto a la parte benéfica de la fundación, 
que en la fecha actual no puede deiar de ser tomada en consideración 
el hecho de aue el Ministerio de la Gobernación, en funciones de su es- 
pecial cometido, dictó Orden de clasificación como fundación benéfi- 
co-particular de tipo seglar y de carácter puro, a la disposición de dofia 
Manuela S. en cuanto a la mitad de los bienes destinados a limosnas; 
y que el art. 28 del Reglamento de impuesto de D. Reales, en su pá- 
rrafo 3.°, dispone que las transmisiones a título lucrativo hechas a fa- 
vor de los establecimientos de beneficencia de carácter privado o fun- 
dación particular, tributarán con arreglo a los tipos sefialados en el 
n.° 29 de la Tarifa, bastando, incluso, que los bienes o derechos «^ 
destinen a la fundación de Establecimientos o Instituciones de bene- 
ficencia, para que sean de aplicación dichos tipos de la tarifa. 


COMENTARIO.—Para evitar posibles dudas hemos de comenzar por 
decir que dicha resolución o sentencia es del afio 1957 y por tanto e! 
estudio y crítica de la misma hemos de hacerlo con arreglo a la legis- 
Jación entonces vigente. No obstante, aparte de las reformas aue hava 
habido en las tarifas", el problema principal es idéntico en la actualidad. 


2 La nueva regulación tributaria se halla contenida en el Texto refundido de la Ley y Ta- 
rifa de los impuestos de Derechos Reales y sobre transmisión de bienes de 21 de. marzo de 
1958. (B. O. del E. de 29 de abril de 1958). 
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En efecto, el que sea de aplicación el n.° 29 o 39 de la Tarifa no es 
sino la simple consecuencia de la calificación jurídica que se haga de 
la cláusula testamentaria que comentamos. El principal problema lo 
es pues de calificación. l 

Supuesto esto, hemos de tener siempre presente la referida Order 
del Ministerio de la Gobernación, reconociendo y clasificando como 
fundación benéfica la mitad de la herencia. Mas como ésta se dio ya a 
mitad del pleito entablado, habremos de considerar el asunto bajo dos 
puntos de vista: uno colocándonos en el momento de ser presentado 
por primera vez el testamento a liquidación; otro, después de darse la 
citada Orden. 

Bajo el primer punto de vista, o sea en el primer momento, ¿cómo 
debió calificar el liquidador la disposición testamentaria de la causan- 
te? Cabían dos posibilidades : 


1) considerarla como una donación o legado en favor del alma. 
2) considerarla como una fundación benéfica. 


Las razones que abogan en pro del primer supuesto son las siguien- 
tesi 


a) La causante comienza por decir en la cláusula testamentaria 
que es su intención instituir como heredera a su alma. 


b) Que aunque destine la mitad de sus bienes a una fundación ca- 
ritativa, es el alma en último término la heredera de tales bienes, pues 
a ella aprovechan las gracias espirituales que puedan derivarse de tal 
obra. 


c) Que aunque el art. 747 del Cc. no sea de aplicación a este ca- 
so, dicho artículo ordena que, cuando no se haya estipulado como se 
han de distribuir los bienes dejados en beneficio del alma, se repartan 
estos por partes iguales entre sufragios y obras de beneficencia. Lo 
cual viene a demostrarnos indirectamente que el empleo de una parte 
de los bienes, de una herencia hecha en favor del alma, en obras de 
beneficencia no desvirtúa el carácter de su condición “pro ánima”. 

Se nos puede objetar que en el caso presente el alma solo es la here- 
dera de las rentas en todo caso y no de la nuda propiedad. A primera 
vista así parece, pero consideramos que la única salida posible para los 
que así piensan, la de que fuera la heredera la persona jurídica crea- 
da por la testadora, no es viable porque lo que en realidad tutela el 
Derecho no es el de esta sino el interés y la personalidad del sujeto que 
murió; la persona jurídica que se crea solo tiene la función de adminis- 
trar los bienes, nunca de hacerlos suyos. 

La segunda posición, el considerar la totalidad de la herencia comc 
una fundación o institución benéfica, puede defenderse con los siguien- 
tes argumentos : 
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a) Que es indudable que en el caso que nos ocupa existe una dis- 
posición clara y concreta que, a la luz de las normas administrativas 
vigentes como son el Real Decreto de 14 de marzo de 1899 y la Ley 
de Beneficencia de 20 de junio de 1894, constituye una típica fundación 
benéfica. En efecto, la primera de dichas disposiciones establece que... 
“la beneficencia particular comprende todas las instituciones benéficas 
creadas y dotadas con bienes particulares y cuyo patronazgo y admi- 
nistración fueron reglamentados por los respectivos fundadores o e^ 
nombre de éstos y confiados en igual forma a corporaciones, autorida- 
des o personas determinadas". 


b) Que el hecho de que la mitad de las rentas se destinen a misa: 
no desvirtúa el carácter coniunto del fin benéfico de la institución y 
menos aún a efectos tributarios". 

Cualquiera de estas dos posturas puede aceptarse, aunque nosotros 
nos inclinamos decididamente por la primera de ellas en pro de con- 
siderarla más lógica y de acuerdo con a doctrina, si bien tiene en con- 
tra alguna jurisprudencia”. 


Bajo el segundo punto de vista, es decir, después de la calificación 
hecha por el Ministerio de la Gobernación, el Tribunal Económico 
Advo. Central acoge un sistema mixto, razonándolo de la siguiente 
manera: 


a) De acuerdo con el último inciso del apartado 20 del art. 31 del 
Reglamento de Impuestos (dado que en el testamento ni se prevee ni 
se acredita la entrega de los bienes al Ordinario diocesano) habría que 
aplicar a todos los bienes el n.” 39 de la Tarifa, o sea, que pagarían 
como herencia en favor del alma. Pero como, al mismo tiempo, resulta 
que la testadore erigió un patrimonio permanente con el nombre de 
“Sucesión de D.* Manuela Suárez González”, regido y administrado 
por el órgano constituído al efecto, es claro que creó una persona ju- 
rídica o fundación titular de los bienes de la herencia. 

Hay pues una parte claramente determinada en favor del alma, la 
dedicada a misas. En cambio en cuanto a la parte benéfica, dice la Re- 
solución del Tribunal Central que no puede por menos de ser tomada 
en cuenta el hecho de que el Ministerio de la Gobernación, con su pe- 
culiar competencia, haya clasificado como fundación benéfico-particu- 
lar de tipo seglar y carácter puro la disposición testamentaria referente 
a la mitad de los bienes dedicados a limosnas. 


3 Actualmente, en conformidad con el número 5 del art. XX del Concordato en relación 
con el art. 64 del nuevo Texto Refundido... “las donaciones, legados o herencias destinadas a 
la construcción de edificios de culto católico o casas religiosas o, en general, a finalidades de 
culto o religiosas, a todos los efectos tributarios serán equiparadas a aquellos destinados a fines 
benéficos o benéfico-docentes". 

! La Sentencia de 6 de marzo de 1936 parece inclinarse hacia la tesis opuesta. 
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En resumen, considera que la fundación testamentaria es de tipo 
mixto benéfico-piadoso y por tanto debe tributar la mitad piadosa por 
el n.° 39, como legado en favor del alma, y la mitad benéfica por el 
n.^ 29 en atención a su fin benéfico. 

Realmente no nos parece muy ortodoxa la tesis del Tribunal Cen- 
tral. Estimamos que no existe esa separación que se le asigna a lo es- 
tipulado en el testamento de la causante y por tanto no debió de proce- 
der en tal sentido el Ministerio de la Gobernación. Pero, una vez que 
la autoridad gubernativa clasificó la mitad de la herencia como funda- 
ción benéfica, nada hemos de objetar a la postura del T. Económico- 
Advo. central ya que prácticamente la anterior medida le ha obligado 
a proceder de la manera que lo ha hecho. 

Hubiera sido propicio igualmente al hacer el comentario de esta Re- 
solución estudiar algunos puntos tan interesantes como la naturaleza 
jurídica de las donaciones en favor del alma y su posibilidad en nues- 
tro derecho, así como también la tan discutida justificación de un trato 
favorable en materia tributaria. Todo ello hubiese completado este rá- 
pido estudio y no desentonado dentro de él, pero la reseña se hubiese 
alargado excesivamente en perjuicio de la brevedad que por su condi- 
ción de apostillas a una sentencia le corresponde. 
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¿Se puede o se debe tener el RESERVADO en éllas sin permiso 
del Ordinario o sin Indulto apostólico ? 

Es una pregunta, cuya respuesta engendra trascendentales conse- 
cuencias, por estar vinculada a la "salus animarum", aue, en frase del 
axioma, es "suprema lex". La respuesta depende, en su totalidad, del 
análisis y conjugación de los materiales jurídicos, suministrados por 
los derechos comün y concordado en orden a una jurisdicción con ca- 
racteres peculiares. Nos permitimos establecer algunas nociones o prin- 
cipios aue nos conduzcan a la solución del interrogante. 


I. NOCIONES O PRINCIPIOS: 


Notorio es el respeto que el Código de Derecho canónico guarda a 
las leyes concordadas, condescendiendo en el c. 3 se observen éstas atin 
en contra de los cánones que preceptüen lo contrario. No causa, por 
tanto, admiración la ley eclesiástico-civil de 5 de agosto de 1950, pro- 
mulgada en 18 de octubre del mismo año e incorporada al vigente Con- 
cordato de 27 de agosto de 1953 en su nümero 1 del artículo 32. Para 
la aplicación de lo concerniente a la Jurisdicción Castrense y Asistencia 
Religiosa a las Fuerzas Armadas, emanó del Ministerio del Ejército la 

correspondiente Orden de 24 de agosto de 1953'. 

Por otra parte, al equiparar el c. 451 § 3 ciertos institutos jurídicos 

en cuanto a derechos y deberes parroquiales, establece que 


"circa militum capellanos, sive maiores sive minores, standum pe- 
culiaribus Sanctae Sedis praescriptis'*. 


;Qué es lo decretado en las disposiciones peculiares, de mutuo 
acuerdo, entre Iglesia y Estado español? : 


a) Crear la Jurisdicción Castrense para la conveniente orga- 
nización de la asistencia religiosa de los militares, erigiendo, por el pri- 
mer artículo del Convenio, el Vicariato Castrense en verdadera 


1 "B, O. del Est.", 3 sept. 1953. 
2 c. 451 $ 8. 
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Diócesis, aunque personal, con categoría de arzobispal, y en paran- 
gón con las territoriales, porque: 


1^ el nombramiento del Vicario General Castrense sigue 
las reglas de los nombramientos de los Obispos residenciales y de algu- 
nos titulares'; y el de los capellanes’, así como su suspensión o 
destitució n’ procede del Vicario Castrense en idéntica relación 
a los de los párrocos locales respecto de sus Ordinarios. 


2. ]os documentos eclesiásticos equiparan, tocante a derechos y 
obligaciones, al Vicario Castrense con los Obispos, v. c. en el derecho 
a proponer los profesores de Religión', en las Facultades Quinquena- 
les! y en la relación trienal del estado de la diócesis”. 


b) En el Convenio incorporado al actual Concordato” se declara 
que la potestad o jurisdicción del c. 197 tiene plena vigencia en el Or- 
dinario de esa diócesis y en los capellanes castenses: 


“Los capellanes militares tienen competencia parroquial 
en lo tocante a las personas mencionadas en el artículo precedente”1, 


artículo derogado, en parte, y ampliado por el homólogo del Concorda- 
to en los términos siguientes: a) los militares de Tierra — incluídos 
Guardia Civil y Policía Armada—, de la Marina y del Aire en situa- 
ción de activo; b) sus consortes e hijos que convivan; c) los alumnos 
de academias y escuelas militares; y d) los fieles cualesquiera que pres- 
ten servicio fijo en el Ejército si su habitual residencia participa de la 


r 2 Convenio de 5 de agos. de 1950: art. 2 = “El Vicario General Castrense será elevado a la 
dignidad arzobispal” : AAS 48 (1951) 81. 
Convenio... art. 2 = “La Santa Sede procederá al nombramiento del Vicario 


General Castrense, previa presentación del Jefe del Estado, segün lo establecido en el Conve- 
nio... sobre la provisión de las Sedes Arzobispales y Episcopales y el nombramiento de Coad- 
jutores con derecho a sucesión": AAS 43 (1951) 81. 


à 5 Convenio... avt. 5 = “El nombramiento eclesiástico de los capellanes se hará por el Vica- 

rio General Castrense, quien les expedirá el correspondiente título": AAS 43 (1951) 81. 
$ Convenio... art. O = "El Vicario General Castrense podrá suspender o destituir de su 
A m causas canónicas y "ad normam iuris canonici" a los capellanes militares": AAS 43 
? Concordato de 27 de agos. 1953: art. 27 n. 3 = "Cuando se trate de las escuelas o centros 


muon la propuesta corresponderá al Vicario General Castrense": AAS 45 (1953) 644. 
i HN ie AY, C. en 23 abr. 1951 “De Vicariis Castrensibus” n. VIII = "Vicarius Cas- 
rensis Facultates quinquenales, necnon decennales in locis ubi concedi solent, ut ceteri 
oo obtinere potest”: AAS 43 (1951) 563. o 
Insty. n. IX = "Vicarius Castrensis de Actis et de statu Vicariatus, tertio u 
huic S. Congregationi relationem exhibere tenetur": AAS 43 (1953) 564. i CN 
10 Concordato... art. 32: AAS 45 (1953) 649. 
11 Convenio... art. 8: AAS 48 p. 82. 
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misma suerte que la de los soldados”. Agregamos los "jefes y oficiales 
en situación de reserva", por considerarse bajo las armas. 

Sobre todos éstos ejercen los capellanes-párrocos su competencia pa- 
rroquial, con jurisdicción ordinaria, eminentemente personal o privi- 
legiada, y cumulativa“. 


1” Parroquial u ordinaria", aneja al oficio de cape- 
llán (cura de almas), por el Derecho Concordado (c. 197), vinculada 
a la publicación del nombramiento en el Diario Oficial. Publicado, 
pues, el nombramiento en el Diario Oficial de su Ejército —escribe el 
actual Excmo. Sr. Arzobispo Castrense—, 


“aunque aún no hayan recibido el nombramiento “in scriptis” 
de este Vicariato... disfrutan... de las facultades inherentes al 
CETRO E 


porque son “vi officii". Ciertamente el Ordinario goza de potestad pa- 
ra impedir el uso de la jurisdicción ordinaria a los que la disfrutan ; 
pero esta facultad no indica que él haya sido quien la otorgó: "ipso 
iure —non ipso Ordinario— adnexa est officio". En esa hipótesis los 
impedidos en el uso conservan acción de recurso "in devolutivo" a la 


Santa Sede. 


13 Concordato... Protocolo final, en relación con el art. 32; Puede compararse la evolución 
v extensión de las personas aforadas con la lectura del art. 7 del Convenio y el Protocolo final 
del Concordato. Art. 7: "La Jurisdicción... se extiende a todos los militares de tierra, mar y aire 
en situación de servicio activo (esto es, bajo las armas), a sus esposas legítimas e hijos menores, 
cuando vivan en su compafiía, y a los alumnos de las academias y de las escuelas militares, 
quedando excluidos los civiles, que de cualquier otra manera estén relacionados con los mismos 
militares o presten servicio en los Ejércitos. La misma jurisdicción se extiende también a los 
miembros del Cuerpo de la Guardia Civil y de la Policía Armada. Protocolo final del Concor- 
dato: "La jurisdicción... se extiende a todos los militares de Tierra, Mar y Aire en situación de 
servicio activo (esto es, bajo las armas), a sus esposas e hijos, cuando vivan en su compañía, a 
los alumnos de las Academias y de las Escuelas Militares y a todos los fieles de ambos sexos, 
ya seglares ya religiosos, que presten servicio establemente bajo cualquier concepto en el Ejér- 
cito, con tal que residan habitualmente en los cuarteles o en los lugares reservados a los solda- 
dos. La misma jurisdicción se extiende también a los miembros del Cuerpo de la Guardia Civil 
y de la Policía Armada, así como a sus familiares em los mismos términos en que se expresa 
el párrafo anterior’: AAS 48 (1951) 82; 45 (1953) 654-655. 

13 “B. O. de la Jur. Ec. Castr.” 198 (1953) 23-24. 

1 Nótese cómo las jurisdicciones castrenses posteriores a la nuestra van revestidas de las 
mismas características: Cfr. los decretos de erección de los Vicariatos castrenses de HOLANDA, 
de 16 abr. 1957 (AAS 49, 1957, 743); de LA REPUBLICA ARGENTINA, 8 jul. 1957 (AAS 489, 
p. 866); de ESTADOS UNIDOS, de 8 sep. 1957 (AAS 49, p. 971); de BELGICA, de 7 sep. 1957 
(AAS 49, p. 941); de la REPUBLICA DOMINICANA, de 23 en. 1958, etc. Casi todos se ex- 
presan literalmente con idénticas palabras, por estar calcados en la Instr. "De Vic. Castr.": 
"jurisdictione gaudebit personali, ordinaria, tum fori interni tum fori externi, at speciali et 
cumulativa"... —Los decretos de la C. Cons. anteriores a la Instr. tienen otro formulismo en la 
expresión: cfr. Decretos para los Vicariatos de BRASIL, de 6 nov. 1950; de ISLAS FILIPI- 
NAS, de 8 dic. 1950; y del CANADA, de 17 feb. 1951: AAS 43 (1951) 92; 44 (1952) 744; y 43 
(1951) 748-749—. Aunque anterior a la Instrucción, se acerca al tono de los ultimos el de FRAN- 
CIA, de 26 jul. 1952: AAS 44 (1952) 745-746. 

15 Convenio... art. 8: AAS 43 p. 82; Instr. de "Vic Castr.” n. I = "Qui Vicarii Castrensis: 
munus gerit ordinaria ac speciali praeditus est iurisdictione in spirituale bonum commissorum 
fidelium exercenda": AAS 43, p. 562; Cfr. nota anterior. 

16 Excmo. ALONSO MUÑOYERRO, La Jurisdicción Eclesiástica Castvense en España (Vicariato 


General Castrense, Ayala, 46), p. 149. 
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2. Jurisdicción, además, eminentemente persona lop r i v ie 
legiada", cuya parroquialidad no se determina por el territorio, 
ni por el domicilio o casi domicilio (c. 94 $ 1), sino por la profesión de 
las personas a quienes persigue donde quiera que se hallen. 


3.' Jurisdicción, finalmente, peculiar y cumulativa“. Nó- 
tese que no decimos territorio cumulativo con los párrocos”, sino ju- 
risdicción igual a la de los párrocos y Ordinarios diocesanos, quienes 
la pueden ejercitar, incluso sobre lugares reservados a los militares, 
siempre que estén dentro de su territorio, y no viceversa, como se des- 
prende de la lectura de los artículos 7 al 10 del Convenio, quien, en el 
artículo 9, marca la pauta a seguir en los acuerdos mutuos para el uso 
lícito: el derecho propio asiste a la jurisdicción territorial y perso- 
nal en lo que respecta a validez; pero en los lugares reservados a los 
militares 

“Cuarteles, aeropuertos, arsenales militares, residencia de las jefatu- 
ras militares, academias y escuelas militares, hospitales, tribunales, cár- 
celes, campamentos y demás lugares destinados a las tropas” 


compete el ejercicio lícito de un modo preminente a los capellanes, y, 
a falta de éstos, a los Ordinarios y párrocos locales. He aquí en su sal- 
sa los textos comprobatorios de la aserción : 


“Como quiera que la jurisdicción castrense se ejerce dentro del terri- 
torio de las diferentes diócesis, es cumulativa. Sin embargo, en los cuar- 
teles... usarán de éla primera y principalmente el Vicario Cas- 
trense y los capellanes militares; y subsidiariamente, aun- 
que siempre por derecho propio, los ordinarios diocesanos y los párrocos 
locales, cuando aquellos falten o estén ausentes. Fuera de los lugares arri- 
ba señalados ejercerán libremente su jurisdicción los ordinarios diocesa- 
nos, y cuando así les fuere solicitado los párrocos locales’. 


Es la aplicación de la Instrucción “De Vicariis Castrensibus”, cuan- 
do reza: 


“Vicarii Castrensis jurisdictio non est exclusiva... Quibus tamen in 
locis (acantonamientos militares) Ordinarii locorum et parochi in subditos 
Vicariatus Castrensis potestatem tantum secundario exerceant”2. 


V Convenio... art. 7: AAS 43, p. 82; Protocolo final del Concordato, en relac. con el art. 
32: AAS 45, p. 654-656; Instr. n. II: "Jurisdictio... in subditos... extenditur duntaxat, ...etiam- 
si iidem in militum stationibus et in locis militibus peculiariter adsignatis, commorentur" : 
AAS 43, p. 562; Cfr. decretos para HOLANDA, ESTADOS UNIDOS, REPUBLICA ARGEN- 
TINA y BELGICA: "jurisdictione gaudebit personali": AAS 49, pp. 743, 866, 941 v 971. 

19 Convenio... art. 9; Instr. n. II; para otras naciones en notas anteriores. ; 

19 La jurisdicción castrense va directamente a las personas. A élla se pertenece 
exclusivamente por título personal. Adviértase la existencia de parroquias personales con terri- 
torio cumulativo (las mozarábicas...) y de parroquias que además de los súbditos enclavados en 
el propio territorio, los tiene también en territorio ajeno. A todas se refiere el c. 216 $ 4 

20 Convenio... art. 9: AAS 43 (1951) 82. nas 

2 Instr, “De Vic. Castr.” n. II: AAS 43, p. 562. 


UNIDADES MILITARES CON CAPELLAN EN PLANTILLA 287 


Es la norma observada en la erección de los modernos Vicariatos 
de otros países, para los que se ordena textualmente: 


"In stativis castris et in locis militibus reservatis primo et principali- 
ter Vicarius Castrensis iurisdictionem exercebit, secundario, quoties, scili- 
cet, idem Vicarius... eiusque capellani absint vel desint, semper autem 
iure propio, Ordinarius loci atque parochus". 


La Intrucción confirma la idea de competencia parroquial, al 
recordar a los capellanes su encuadramiento jurídico : 


"Unusquisque Capellanus militum in exercenda cura animarum..., me- 
minerit se adstringi muneribus et obligationibus parochorum, congrua 
congruis referendo", 


Por si quedase algún resquicio que nos empujase a posibles lagu- 
nas en la interpretación de la Jurisdicción Castrense, el Concordato 
jalona el camino a seguir en la solución de la casuística con este último 
principio: 

“Las materias relativas a las personas y cosas eclesiásticas de las cua- 
les no se ha tratado en los artículos precedentes serán reguladas por el 
Derecho canónico vigente”%, 


de donde se infiere que las que se hallan reguladas en el Concordato 
derogan 


“las disposiciones contenidas en leyes, decretos, órdenes y reglamen- 
tos que, en cualquier forma, se opongan a lo que en él se establece”. 


Si los principios anteriores arrojan escasa luz, por ser de sentido 
generalísimo, acudiremos a los canónes de “Normis Generalibus” del 
Código, cuando no se nos impida por el Concordato: echaremos ma- 
no del c. 18 (“ad locos... parallellos, si qui sint, ad legis finem ac cir- 
cunstantias et ad mentem legislatoris”) y de la suplencia del c. 20 (“a 
legibus latis in simillibus"). l 

Véase, a guisa de ejemplo aplicado, cómo, en virtud de los anterio- 
res documentos, se realiza ecuación perfecta entre párrocos locales y 
capellanes militares, y cómo entran éstos en el ámbito jurídico del Có- 
digo canónico por el § 3 del c. 451. Por eso les cae de lleno el c. 464: 
"Parochus (=capellán militar) ex officio tenetur curam animarum 
exercere", por la igualdad establecida en la Instrucción: "meminerint 


33 Así para Holanda, Argentina, Bélgica, etc.: AAS 49, pp. 743, 866, 871 y 1941. 
2 Instr. "De Vic. Castr." n. X: AAS 43, p. 564; cfr. nota anterior. 

2 Concordato... art. 35 m. 2: AAS 45, p. 850. 

?5 Td. 
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se adstringi muneribus et obligationibus parochorum’™; el c. 465 $ 1 
de la residencia canónica; el c. 466 de la aplicación de la Misa "pro 
populo", habida cuenta del privilegio contenido en la Instrucción"; 
el c. 462 sobre las funciones parroquiales”, pudiendo administrar so- 
lemnemente el bautismo (c. 744), y conexo con este derecho está el de- 
ber de erigir en su parroquia la pila bautismal (c. 774 $ 1); claro que, 
como veremos al tratar de los elementos desiguales de la parroquia, la 
pila bautismal forma una circunstancia accidental en la parroquia cas- 
trense, integrada por personas de suyo adultas y que se presumen bau- 
tizadas. En todo el estudio hablamos de la generalidad de nuestras pa- 
rroquias, conociendo la posibilidad de circustancias particularísimas, 
que motivarían una concretización mayor. 


Consiguientemente, los capellanes en plantilla son verdaderos pá- 
rrocos, al frente de parroquias verdaderas". El Código canónico, que 
no-se molesta en definiciones, muestra dispersos los elementos de la 
parroquia (cfr. cc. 216, 609, 1428) en sentido material, aunque propio 
y jurídicamente en los cc. 1.409 y 451 § 1. De las dos descripciones se 
colijen sus seis elementos o hechos de diferente categoría de valores: 


1. ESENCIAL: el párroco, constituído por el Ordinario, para 
que, bajo su autoridad y en virtud del mismo cargo, sea pastor que 
cuide sus feligreses y gobierne el territorio (c. 216 $ 1). Es elemento 
imprescindible en la Jurisdicción Castrense, toda vez que los capella- 
nes” "son los pastores espirituales”” con competencia parroquial. 


2. ESENCIAL: la “cura animarum” (c. 216 $ 1), el oficio o fun- 
ción para la asistencia católica. 


3. ESENCIAL la comunidad de fieles encomendada al pá- 
rroco (c. 216 $ 1). En las Unidades o Centros militares agrupados en 
torno al capellán se verifica este elemento constitutivo. 

Otros tres elementos integrales son: 


?8 Instr. n. X. 

2h Ail, vel, Sh, 

2 [as funciones parroquiales pueden ser de gobierno (v. c. las proclamas matrimoniales y 
las del Orden Sagrado) y de culto. Cfr. distinción entre funciones sagradas (c. 1.256) y de los 
divinos oficios (c. 2.256 n. 1). 

29 Pío XII: “La parroquia es... la parte más pequeña de la única y universal grey... bajo 
la autoridad de un sacerdote...; un territorio determinado le señala normalmente sus límites... 
Es irremplazable porque es la asociación que más se acerca a los hombres": Aloc. a la Semana 
Social del Canadá, 18-jul-1853 — Colección de Enc. y Doc. Pontificios, Publicación de la Junta 
TNT Nacional (Madrid, 1953) pp. 1464-1465.—“Es la primera célula del Cuerpo Místico”: Id. 
p. : 
~ 9? Nótense las diversas significaciones que el Código canónico da a la palabra “capellán” con 
distinta potestad : v. C. de casas piadosas (cc. 1489-1494), de capellanías ti 1412), d religiosos, 
de piadosas asociaciones (c. 479 $ 2). Adviértase que al nombrar los capellanes castrenses, lo 
hace en el c. 451 5 3 cuando habla de los párrocos: por él y en virtud del concordato entran los 
COBRE os el d UE E del E canónico. 

eglamento Orgánico Provisional del Cuerpo Eclesiásti i ahs 
A. “IL, Decreto 10 en 1.947. 5 coe dte cart DM 


| 
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a) el territorio determinado. Al no ser esencial y dado el carácter 
peculiar de la jurisdicción castrense, nuestras parroquias pueden ca- 
recer de él y de hecho carecen (c. 216 § 4). 4 


b) la iglesia propia para el ejercicio de la “cura animarum”, que 
puede ser la no perteneciente a la persona moral de la parroquia, v. c. 
la del Cabildo (cc. 2.291 n. 3, 2.292, 415 § 1), o la de una cofradía 
(c. 716 $ 2) según declaración pontificia. Así aconteció históricamen- 
te en el s. V., cuando no existía más que una iglesia en la capital de la 
diócesis o en una comarca. 


C) la dote beneficial (cfr. cc. 1.162 8 2, 1.415 $8 1 y 3), como se ve- 
rificó también en el s. V. í 


No se pierda de vista que los elementos descritos afectan principali- 
simamente a las parroquias territoriales, para las que legisla el Código, 
por considerarlas como existentes y más comunes, hasta el punto de 
negar la personalidad jurídica a las "personales", sinó es me- 
diante indulto apostólico (c. 216 $ 4). De ahi que, por lo que atañe a 
jurisdicción y parroquia, no dudamos en aplicar la doctrina del dere- 
cho común para nuestras parroquias castrenses "congrua con- 
gruis referendo” es decir, en uso de la analogía jurídica del 
c. 20: los principios generales de derecho aplicados con equidad a la 
jurisdicción castrense (“ubi eadem es ratio, eadem debet esse iuris 
dispositio" y “de simillibus idem est iudicium"). 


AHORA BIEN, si algún elemento o requisito no cuadra bien a 
nuestra parroquia, porque v. c. falla la coincidencia perfecta con lo 
requerido en el Código, no serán los elementos esenciales los que fa- 
llen, sino los requisitos integrales rechazados por la naturaleza de.la 
Jurisdicción peculiar. Por eso, insistimos una vez más, el capellán mi- 
litar es párroco de parroquia ordinaria y personal “con los mismos de- 
rechos y obligaciones que los locales”*. os 

Una pregunta: ¿No dimana de esa parroquialidad, por ejemplo, 
el derecho a sello parroquial (c. 470 $ 4) en nuestras parroquias, a 
santos óleos (c. 735), a confesionario (c. 873 $ 1), a los libros de bau- 
tismo, confirmación, matrimonio y difuntos (c. 470 $ 1)", y... a TE- 
INE Reh ES rhe A D Qc (01:265). . 

La cuestión, francamente, no es de hecho, sino de derecho, en el 
sentido de que se hayan cumplido los requisitos que exigen los cáno- 
nes de la Sección Segunda en la Parte Primera "De locis et tempori- 
bus sacris". Suponemos v. c. el concepto de iglesia o templo, supedita- 
do por los cc. 1.161, 1.188 y 1.191. El concepto primordial que se de- 


3 Cong. del Conc. 9 feb. 1918: AAS 10 (1918) 288. 
33 Instr. "De Vic. Castr." n. X. 
“d n VE 


19 


290 MIGUEL SANTIAGO PRIETO 


duce del Código es la entrada gratuíta, y libre a todos los parroquia- - 
nos. Conviene recordar, de paso, que los oratorios de las naves colo- 
cados en lugar fijo* son püblicos, porque el mero hecho de permitirse 
allí el oratorio da derecho de entrada a los embarcados: nadie exigi- 
ria la entrada de los que se quedan en tierra. No olvidamos ser sufi- 
ciente el concepto de iglesia u oratorio, a tenor del c. 1.191, ni lo pecu- 
liar de la Jurisdicción castrense. Caso que el local de esa Unidad mi- 
litar sea apto, decente, con doble bóveda” si es preciso; se pueda 
celebrar la Santa Misa (cc. 820 al 823; 1.188 al 1.196); que el Ordi- 
nario lo haya visitado, y que se observen todas las leyes así canónicas 
como litúrgicas, ese local, en definitiva, será iglesia parroquial de la 
Unidad militar. 
¿Se podrá o deberá tener RESERVADO?: 


El c. 1.265 en el $ 1 exige dos condiciones: 


"Sanctissima Eucharistia, dummodo adsit qui eius curam habeat et 
regulariter sacerdos semel saltem in hebdomada Missam in sacro loco 
celebret" : 


Quiere el legislador (c. 18) conjugar el fin primario y los secunda- 
rios de la Reserva. Da prevalencia al precepto divino de comulgar por 
Viático a los que se hallan en trance de muerte (c. 864), principal razón 
de la Reserva, como se deduce implícitamente del c. 1.272; sin des- 
preciar absolutamente los fines secundarios: la Comunión pascual (c. 
859) o la frecuente (c. 863) y la adoración. Es el legislador quien pres- 
cribe explícitamente las dos condiciones: 1.* la presencia de alguien 
que cuide de la Santísima Eucaristía y observe el c. 1.271 referente 
a la lámpara; manifiesta la voluntad de no dispensar. 2.*) la celebra- 
ción de la Santa Misa en esa iglesia semanalmente o, si la escasez de 
sacerdotes es abrumadora, cada quincena. A renglón seguido habla 
de obligación, de indulto apostólico y de permiso del Ordinario. ;Dón- 
de se encuadra nuestro caso? Sigamos la lectura obvia del canon: 


“Custodiri DEBET in ecclesia cathedrali, in ecclesia principe Abba- 
tiae vel Praelaturae "nullius", Vicariatus et Praefecturae Apopostolicae, in 
qualibet ecclesia paroeciali vel quasi paroeciali et in ecclesia adnexa 
domui religiosorum exemptorum sive virorum sive mulierum" (8 1, 1.9). 


Realmente no menciona el permiso o consentimiento del Ordinario 
para este párrafo, a diferencia del siguiente y del que se trata en el 
c. 1.162, donde lo exige expreso y por escrito para la construcción ma- 
terial de la iglesia, sin ser suficiente el implícito de los cc. 497 v 1.192 


25 Cong. Rit. 4 mart. 1901. 
'5 Congr. Prop. Fid. 28 sep. 1779. 
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$ 4. Son cosas diferentes la edificación de la iglesia y la Reserva. Allí 
quiso el legislador exigir el consentimiento como una de las circuns- 
tancias previas a la Reserva, y aquí no determinó otro nuevo consen- 
timiento para el hecho mismo de poner el Reservado. La frase del ca- 
non es muy clara. No cabe dudar que entienda por iglesia parroquial 
la destinada al ejercicio de las funciones parroquiales. Baste añadir 
que las Congregaciones Romanas entienden la frase de este canon “in 
qualibet ecclesia paroeciali vel quasi paroeciali” a todas las que tienen 
cura actual de almas", como las castrenses. 

Cuando el canon menciona la licencia del Ordinario, enumera las 
colegiatas, los oratorios principales de las casas, ora piadosas o reli- 
giosas, ora de los colegios eclesiásticos. Por respuesta de la Com. de 
Interpr.* puede conceder la licencia para tener habitualmente Reser- 
vado en las iglesias subsidiarias, solamente cuando media costumbre 
inmemorial: porque no se reprueba en el Código (cc. 4 y 5) y origina 
una simple presunción de haberse otorgado el privilegio (c. 63 $ 2). 
No es nuestro caso. 

Finalmente, cuando precisa indulto apostólico, se refiere a los ora- 
torios privados”, y a la Reserva habitual en otras iglesias y oratorios 
públicos. Esas “aliis ecclesiis seu oratoriis” no son las que describimos: 
son las que no se contienen en el párrato primero, v. c. las no parro- 
quiales..., por la contraposición que se observa entre los párrafos pri- 
mero y segundo. Así se desprende del sentido y letra del canon, de la 
respuesta citada y de la doctrina del Concordato. 


I CONCLUSION: 


De todos los elementos analizados y diseminados a través del estu- 
dio, y de los principios expuestos, dejamos caer, ligada en un haz, 
espontánea la consecuencia. Si el Concordato (y el Convenio) no quitó 
la jurisdicción a los capellanes militares —como sustrajo expresamente 
la facultad de fallar las causas matrimoniales—, antes, al contrario, se 
la dió ordinaria, es porque los quería constituir en verdaderos párro- 
cos de verdaderas parroquias (personales), no inferiores a las territo- 
riales (c. 451 $ 3), como si aquellas fuesen subsidiarias de éstas. Por 
tanto, en las circunstancias expuestas de las Unidades militares con 
capellán en plantilla*: 


37 C. Cons, 1 ag. 1919 y Prop. Fid. 25 jul. 1920: AAS 11, p. 346; 12, p. 331. 

38 CI 20 mai. 1923: AAS 16 (1924) 115: “Utrum Ordinarius, attenta immemorabili consuetu- 
dine, possit licentiam dare asservandi Sanctissimam Eucharistiam in curatis ecclesiis, quamvis non 
stricte parecialibus, sed subsidiariis-AFFIRMATIVE”. 

39 Congr. Sacr. 1 oct. 1949: AAS 41 (1949) 493. 

^ En Tierra son, aproximadamente, 365. En aire, 58: "B. O. del A” 66 (O. 3-5-46); y en 
la Armada, unas 84: “D. O.” 68 (D. 14-11-47). 
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1.) No es menester el permiso del Ordinario. 
2.) Ni el mismo indulto de la Santa Sede. 


En consecuencia, se “puede” y se "DEBE" tener el RESERVADO, 
conclusión a la que nos impulsan los derechos comün y concordado y 
su Filosofía. 


MIGUEL SANTIAGO PRIETO 
Teniente-Capellán 
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IANUARIUS LAUDIERO Universitates Studiorum in Ecclesia iure et in concordatis 
vigentibus (Nápoles, M. D’Auria, 1958). Un vol. de 100 páginas. 


Advierte el P. De Giovanni S. I. prologuista de la obra que ésta fue compues- 
ta hace veintiséis afios, cuando su autor la presentó como tesis doctoral de dere- 
cho canónico. Y en verdad que ha tardado en editarla. Pero, y es de lamentar, 
todo lo que desde entonces se ha afiadido se reduce a tres páginas y media donde 
se da una sumarísima idea de los Concordatos firmados ültimamente. 

El libro aparece en su texto, por consiguiente, tal como se redactó en 1932. 
Ya entonces se hubiera podido apreciar que el tema, importantísimo e interesan- 
te, había sido tratado con superficialidad. Una mirada a la bibliografía, harto 
sucinta y no poco anticuada, hubiese bastado para demostrarlo. Imagínese el lec- 
tor lo que habrá que decir en 1958. Los datos referentes a la fundación de las 
Universidades, están en su abrumadora mayoría tomados del artículo The Univer- 
sities de "The Catholic Encyclopedia". Como por otra parte se mezclan unos con 
otros, y no se distingue suficientemente el concepto de Universidad católica del 
de Universidad eclesiástica, la obra desmerece bastante. 

Es una pena que el autor no se haya decidido a refundir por completo su te- 
sis doctoral antes de darla a la prensa. Porque el título prometedor, el tema in- 
teresante, y lleno de actualidad, exigían otra cosa que la que ha aparecido. 

Diremos sin embargo en verdad qué como iniciación, este libro puede ser util. 
Pero nada más que como iniciación. En un tamafio ordinario de letra, sin regle- 
teo, eliminando espacios en blancos, muy bien podrían haberse reducido las cien 
páginas a muy poco más de la mitad. Un buen artículo para cualquier revista 
especializada. 

La presentación, es muy digna, cual corresponde a la tipografía Políglota 
Vaticana donde se ha hecho la tirada. 

LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


J. Somn. Notes pour servir à l'histoire du Stévenisme (Gembloux, Editions J. 
Duculot, S. A. 1958). Un volumen de 116 páginas. 


El autor, especialista en la historia de Bélgica del siglo XIX y que ya en 1957 
publicó un libro sobre Cornelio Stevens, el célebre Vicario general de Namur que 
dio su nombre, involuntariamente, al Cisma de los Stevenistas, ha reunido en este 
volumen varios artículos aparecidos en la "Revue diocésaine de Namur", corri- 
giéndolos, revisándolos y completándolos. 

Fundamentalmente son estudiados cuatro asuntos: el cisma llamado de "Las 
Ursulinas", que puede decirse que representó el grupo más intransigente de todos; 
los sacerdotes no sometidos de la antigua y nueva diócesis de Namur; la figura 


296 BIBLIOGRAFIA 


del Abate Maiter, y las vicisitudes de la reconciliación de los Stevenistas actual- 
mente en curso. 

El tema está tratado con gran abundancia de documentación inédita. El autor 
ha tenido ocasión de utilizar archivos en los que se contenía un material al que 
hasta ahora no habían tenido acceso los historiadores. Y como por otra parte todo 
lo referente al Stevenismo ha permanecido hasta época muy reciente en una gran 
oscuridad, el trabajo presenta un gran interés. 

Interés humano, porque la tragedia de estos hombres, prisioneros de su con- 
ciencia errónea, llega a impresionar al lector. Interés canónico por las curiosas 
construcciones que los cismáticos tuvieron que hacer para tratar de justificar su 
conducta. E interés pastoral puesto que bien sabido es que precisamente basándo- 
se en estos estudios se ha logrado delinear con precisión la fisonomía exacta del 
Stevenismo y facilitar así su reconciliación con la Iglesia. 

Es particularmente emocionante la carta de Su Santidad Pío XII de 15 de 
junio de 1917 nombrando un Obispo particularmente encargado de los Stevenistas 
y haciendo un llamamiento a ellos para que vuelvan a la asse No puede ha- 
blarse con mayor caridad Y espíritu paternal. 

LAMBERTO DE ECHEVERRÍA 


RAMÓN TORRELLA CASCANTE. Lo humano y lo divimo en la Iglesia. Aspectos del 
reformismo católico contemporáneo. (Roma,. Librería Editrice dell’ Universita 
Gregoriana, 1958). Un volumen de 135 páginas. 


El autor que a su condición de Ingeniero de Industrias Textiles une los títulos 
de Doctor en Sagrada Teología y Licenciado en Ciencias Sociales empezó, según 
nos cuenta en el prólogo, en noviembre de 1954 un estudio sobre el problema de 
las adaptaciones y reformas en la Iglesia según las necesidades de hoy. Después 
de leer unas cincuenta obras, el camino recorrido ofrecía perspectivas práctica- 
mente inagotables: Liturgia y predicación, parroquias y diócesis, educación cató- 
lica, medios de apostolado, movimiento seglar, sacerdotes obreros, ecumenismo, 
institutos seculares, misiones, filosofía y civilización moderna, etc. Por eso se im-. 
puso un enfoque selectivo, y el tema se centró en sólo dos aspectos, la organiza- 
ción eclesiástica y el laicado. Después de una breve introducción en que expone 
los motivos y causas que hacen convenientes o necesarias las adaptaciones y re- 
formas en la Iglesia, recoge en la primera parte las sugerencias y críticas que hoy 
se formulan en torno a la organización eclesiástica: parroquías, diócesis y gobierno 
universal. En la segunda parte, bajo el título “jerarquía y laicado” expone la 
posición eclesiológica de los seglares en las funciones de gobierno y examina la 
función peculiar de la opinión pública y la crítica en la Iglesia. Por fin, en la ter- 
cera parte, establece la valoración de los aspectos particulares propuestos y de 
reformismo contemporáneo general a la luz de los documentos del magisterio or- 
dinario, especialmente de Pío XII. 

No es necesario subrayar el gran interés. que presenta el tema tratado, referi- 
do, según puede verse, a cuestiones de las más candentes que hay hoy en la Igle- 
sia. Y si el interés es grande para todos, es mayor aún, para los canonistas, a los 
que la obra invita a una revisión crítica de muchas de las actuales estructuras 
jurídicas de la Iglesia. 

Al interés del tema hay que añadir el interés de la magnífica bibliografía re- 
cogida. Sólo por esto merece la pena consultar esta obra, pues el autor que ha 
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trabajado no sólo en Roma, sino también en Friburgo, utiliza una amplia biblio- ' 
grafía, particularmente útil por tratarse de obras estrictamente contemporáneas ' 
(las áltimas recogidas son de 1957) que muchas veces es difícil encontrar, al me- 
nos examinadas de una manera sistemática, como se encuentran en este libro. 

No pueden pedirse, evidentemente, a una tesis doctoral audacias, juicios -criti- 
cos, contrastes con la. experiencia, etc., que sólo pueden hallarse en otras de maes- ` 
tros ya consumados. Pero como información y valoración de conjunto del actual 
movimiento: reformista la obra puede prestar servicios magnificos. Y mucho más 
en esta hora en que, la convocatoria de un nuevo concilio ecuménico y la revi- 
sión del Código de Derecho canónico ponen sobre el tapete, con especial intensidad 
esta clase de temas. 

La presentación es digna, y la obra está muy cuidada desde el punto de vista 
metodológico, como es ‘tradicional en la tesis de la Universidad Gregoriana. 


LAMBERTO DE ÉCHEVERRÍA 


ALDUS LEONI. Aggionarmento o processo di adeguamento degli Istituti Religiosi 
Femminili alle esigenze della società italiana. (Roma, Institutum Utriusque 
Juris, 1958). Un volumen de XVI + 152 páginas. y 


En 1952 se publicaba la tesis doctoral que en la Universidad Gregoriana había 
defendido un joven sacerdote de la diócesis de. Mantua sobre la práctica religiosa 
en dicha. diócesis. Constituía una de las primeras manifestaciones: de la introduc- 
ción en Italia de la sociología religiosa. Aquel sacerdote, Aldo Leoni, continuó: 
trabajando, y nos ha dado. una vasta producción, sea exponiendo las líneas me- 
todológicas del estudio estadístico y de la encuesta directa, sea insistiendo sobre 
el concepto de que la sociología religiosa puede ser utilizada para ayudar y hacer 
más eficaz la cura de almas, sin que esto quite nada.al valor que ella puede tener 
como disciplina científica. j 

Fruto de estas preocupaciones de Leoni es este nuevo libro que se nos presen- 
ta precedido de un prólogo extraordinariamente lisonjero para el autor del reveren- 
dísimo padre Arcadio Larraona C. M. F. Secretario de la Sagrada Congregación de 
Religiosos. Ha sido en,efecto la misma congregación la que ha animado al autor 
a estudiar la situación de las religiosas en Italia. Tema, que no había sido tratado, 
y que.por consiguiente. ha exigido por parte del autor un esfuerzo. grande, aunque 
le haya sido facilitado por el hecho de poder disponer de un excepcional material 
estadístico: el contenido en los archivos de la Sagrada Congregación de Religiosos. 
Gracias a este material se ha podido estudiar, con datos hasta ahora totalmente 
desconocidos, la influencia de la sociedad italiana sobre los Institutos religiosos 
femeninos, y la influencia de estos Institutos en la sociedad italiana. : 

Reconozcamos que la investigación es apasionadamente interesante. Reconoz- 
camos además que la lectura del libro se realiza con verdadero placer, pues a ca- 
da instante aparecen aspectos sugestivos. Por otra, parte lleva diez tablas o. grá- 
ficos que permiten apreciar de un solo golpe de vista el valor de los datos apor- 
tados por el autor y su significación. 

Naturalmente la obra no deja de presentar algunas. lagunas. El mismo autor ` 
es el primero en reconocerlo. En especial se echa de menos, segün en su día. hizo - 
notar “L’Osservatore Romano" la falta de datos acerca del origen territorial, fa- 
miliar y cultural de las vocaciones religiosas femeninas, hecho que ha impuesto 
rigurosas limitaciones a la profundización del estudio y en particular ha impedido 


298 BIBLIOGRAFIA 


la comparación, que ciertamente hubiese resultado interesantísima y llena de en- 
sefianzas, entre el fenómeno de la aparición de las vocaciones y todos los demás - 
hechos que concurren a la composición del ambiente sociológico. 

Pero hay que reconocer que tales lagunas no son nada en comparación de la 
inmensa cantidad de datos de primera mano que el autor aporta y del interés, 
verdaderamente fascinador que tienen las contlusiones, admirablemente docu- 
mentadas, a las que él llega. El equilibrio entre la zona Norte de Italia y la zona 
Sur, en orden a la atención de sus necesidades religiosas, aparece como algo toda- 
vía lejano y sin embargo sumamente necesario. Como aparece también claramente 
formulado el problema pastoral de los grandes nücleos urbanos. Y el de la nece- 
sidad de una gran campafia para conseguir más vocaciones religiosas. No es que 
tales vocaciones vayan en disminución. Pero sí que continüan siendo muy infe- 
riores a las inmensas necesidades que presenta la sociedad de hoy. 

En síntesis: un trabajo original, interesantísimo, bien documentado, que re- 
comendamos a nuestros lectores. 

LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


Jean BLANCHAR. Le Droit ecclésiastique contemporain d'Irlande París (P. Pichon 
& R. Durand-Auzias, 1958). Un volumen de 170 páginas, con un plano plegado. 


El autor es un diplomático que ha ejercitado sus funciones en la Embajada 
de Francia en Dublín. De esta manera pudo ponerse en contacto con los eclesiás- 
ticos más destacados de aquella nación y pudo ir reuniendo datos sumamente 
completos sobre el régimen jurídico de la Iglesia católica en Irlanda. Asesorado, 
y animado por Gabriel Le Bras, que prologa la obra, nos ofrece una tesis docto- 
ral sumamente curiosa, en la que se une, sin solución alguna de continuidad, lo 
jurídico con lo sociológico. Quien lea este libro tendrá clara idea no sólo de las 
leyes por las que se rige la Iglesia en Irlanda, sino también de la realidad de !a 
vida religiosa de aquél país. Y ni siquiera le será necesario leer todo el libro pues 
el autor ha sintetizado en las seis páginas de la conclusión toda su monografía 
con una claridad y una nitidez verdaderamente extraordinarias. 

La monografía se lee con un interés verdaderamente apasionante. Porque en 
realidad se trata de la descripción del peor sistema que pueda haber en teoría: 
la más rígida separación y el más absoluto desconocimiento entre la Iglesia y el 
Estado, y al mismo tiempo el mejor en la práctica, puesto que tal sistema fun- 
ciona a plena satisfacción de ambas partes, que nunca han pensado en modificar- 
lo, ni siquiera en codificarlo. Hace notar el autor que en Irlanda no hay concor- 
dato, ni se ha hablado nunca de él, sencillamente porque no hace falta para nada 
(vid. págs. 136-137). Toda la tesis es un conjunto de paradojas. Porque Irlanda 
es un pais donde las escuelas, laicas en teoría, están en manos de la Iglesia; don- 
de el Estado hace profesión religiosa en su constitución, pero la Iglesia no tiene 
personalidad jurídica, ni como tal, ni en sus entidades inferiores: diócesis, pa- 
rroquías, etc.; en que el Cardenal Primado tiene su Sede fuera de territorio de 
la repüblica; en que en cada diócesis hay dos obispos, protestante el uno y cató- 
lico el otro (con la ünica excepción de Galway) y sin embargo jamás los periódi- 
cos dicen si el obispo que ha acudido a este o aquel acto, es católico o protestante, 
dejando a cargo del lector sacarlo por conjeturas, que muy rara vez fallan; en 
que el clero, sin bienes, pues son muy escasas las propiedades de la Iglesia, y sin 
dotación ninguna del Estado, vive mucho mejor que en Europa; en que todas 
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las iglesias antiguas continúan siendo propiedad de los protestantes, sin que a na- 
die se le haya ocurrido reclamarlas, a pesar de estar inclufdas en este caso las 
mismas catedrales; en que no hay legislación matrimonial civil para los católicos, 
dándose una situación confusa y curiosísima ; en que la mezcla entre los dos órde- 
nes civil y religioso es máxima, a pesar de que la separación teórica sea también 
máxima ; en que el territorio eclesiástico llamado Irlanda está partido entre dos 
soberanías diferentes, pero de tal manera que varias diócesis sean divididas por !a 
frontera; en que la clase obrera sigue enteramente fiel a la Iglesia, y los sindica- 
tos se manifiesten religiosos sin ser propiamente confesionales; en que, de los ocho 
seminarios mayores que existen sólo dos sirven para el país, estando enclavados 
además todos en la parte Sur por lo que ningün sacerdote de la zona de Irlanda 
del Norte recibe su formación en su propio territorio; en que la circunscripción 
diocesana es prácticamente la medieval, salpicada de enclaves, sin acomodarse 
para nada a la civil, y con un criterio que actualmente resulta caprichoso, pero 
sin que a nadie se le ocurra que pueda o deba ser modificada... Sería intermina- 
ble la, enumeración. 


El autor se ha documentado muy bien, y todas sus afirmaciones están respal- 
dadas por una bibliografía que él ha conocido a fondo. A veces la lectura está 
excesivamente interrumpida por las notas, que contienen observaciones o matices 
a las afirmaciones del texto, lo que resulta fatigoso. Véase por ejemplo las pági- 
nas 130 6 137, en las que hay párrafos cortados siete veces. 


Otras observaciones menores podrían hacerse: por ejemplo en la pág. 16 más 
que hablar de "sesión", lo que tomado a la letra no es verdadero, hubiese sido 
exacto hablar de “periodo” o “convocatoria” refiriéndose al Concilio de Trento. 
También en la pág. 136 al hablar de las relaciones con la Santa Sede, hubiese 
sido bueno hacer alguna referencia, mencionándola por lo menos, a la embajada 
de Irlanda ante la Santa Sede. Claro está que existiendo la Nunciatura se da por 
supuesta la existencia de la Embajada. Pero no hubiera estado fuera de lugar se- 
ñalarla explícitamente y más cuando no muy lejos, en Inglaterra, existe un caso 
de representación ante la Santa Sede sin que exista la correspondiente represen- 
tación diplomática ante la Reina. 


Cumpliendo lo que el autor ha señalado en una nota en la pág. 131 que era 
un deseo de los eclesiásticos irlandeses, la Congregación del Concilio concedió el 
18 de noviembre de 1958 la reducción de las fiestas de guardar a ocho. Hay que 
corregir, por tanto, lo que el autor dice en este punto!. 


La impresión que la lectura de este libro deja en el lector es de admiración 
hacia el pueblo irlandés. Admiración profunda por su heroica historia y su resis- 
tencia a la persecución inglesa. Admiración por su increíble expansión por todo 
el mundo católico, y la maravillosa tarea que durante el siglo XX ha realizado el 
clero irlandés en los paises anglosajones; admiración por la admirable fidelidad 
que hoy conserva a la religión católica; admiración, en fin, por el espíritu de ci- 
vismo que supone este sistema jurídico curiosísimo, de relaciones entre la Iglesia 
y el Estado, sin parigual, que nosotros sepamos, en todo el mundo. 


1 Cfr, “The Irish Ecclesiastical Record" 91 (1989) p. 63. 
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La edición está bien hecha y el mapa con las.circunscripciones eclesiasticas es 
notable por su claridad, y muy util para facilitar la lectura de la obra?. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


MICHEL GENDREL, Les estados in extremis. “Et Thalami et Tumuli sic fuit una 
dies” (Paris, Libraire Génerale de Droit et de. Jurisprudence, 1958). Un volu- 
men de 16+211 pgs. — 


Los matrimonios “in extremis". He aqui una institución que ha cambiado pro- 
fundámente su fisonomía. Mientras durante muchos siglos fue un remedio tardía- 
mentė aplicado a situaciones irregulares que habían surgido y habían perseverado 
largos áfios, apoyándose por lo comün en una gran diferencia de clase social, en 
la actualidad, como ittdica el mismo autor en las pgs. 180 y 131, quienes viven 
en coréubinato pertenecen frecuentemente al mismo nivel social, por ejemplo al 
mundó'de los obreros y empleados. El matrimonio, si llegara entre ellos a cele- 
brarse, no consagraría ninguna diferencia de nivel entre los esposos. Antes al con- 
trafio, es precisamente en este nivel comün, en el que, en el paso del tiempo, se 
ha ido.acostumbrando la pareja a vivir en aquella situación irregular, se han ido 
apaciguando - los remordimientos,. se.ha ido retrasando la fecha de la celebración 
del matrimonio. Y así se continuaría: indefinidamente si no viniera a amenazar el 
peligro de muerte. Entonces,. tardíamente, es necesario - Scis con toda rapidez 
una serie de gestiones para hacer posible el matrimonio "in extremis". Y a esta 
clase de matrimonios está consagrada esta interesante. monografía. ' j 


;Son frecuentes. estos matrimonios? El autor ha intentado dar una estadisti. 
ca para el año 1957 en las pgs. 195-196. Hay un hecho indiscutible: la jurispru-. | 
dencia, es hace ya muchos anos, casi inexistente. De otra. parte. el Instituto Na- 
cional. de Estadística de Francia reconoce que le es imposible proporcionar. datos 
sobre la frecuencia de, estos matrimonios. Lo mismo se diga del Ministerio de 
Justicia, y lo mismo también de los datos que podrían proporcionar los obispados. 
No hay por consiguiente ninguna estadística oficial. Un ensayo hecho por el au: 
tor consultando a unas cuantas parroquias y alcaldías de París, representa de al- 
guna manera la situación actual en cuanto a la frecuencia de celebración de estos 
matrimonios. Pues bien, entre ocho parroquias consultadas, tres apenas celebran 
nunca tales matrimonios, en otras cuatro se celebran pero muy raramente. Solo 
una, muy proletaria, celebra tres 6 cuatro por año. Lo mismo ocurre en cuanto a 
las Alcaldías. De doce alcaldías'de barrio consultadas dos no conocen prácticamen- 
te esta clase. de unionés; cinco celebran de tres a cinco por año; otras cinco ce- 
lebran de cuatro a seis por año, tratándose . «siempre de barrios en que abundan 
los hospitales o. en los que-la población es.muy.obrera. Estas indicaciones tienen 
un valor muy relativo, y deben ser utilizadas con.precaución, pero en general 
muestran que hoy tales matrimonios se han hecho raros. Acaso sea, indica el au- 
tor, porque la autoridad eclesiástica busca sensiblemente menos que. antes la ce- 
lebración. de -tales matrimonios. 


Sin embargo el tema continúa Rép interesante, y.aun más interesante que 


2 El autor no ha sido a veces constante en la denominación de las diócesis. Así emplea 
n el mapa y en las pp. 29, 38 y 41 "Clonmacnoise" ; en la p. 35 “Clommacnois”, pero en la 


p. 36 "Clonmagnois". Lo mismo ocurre con “Tahtbreasail” (p. 30) y “Tathsbreasail” en la p. 43. 
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antes si sabe. Porque en estos matrimonios celebrados entre personas petenecien- 
tes a la misma clase social es mucho más fácil encontrar un sincero deseo de tran- 
quilizar la conciencia, en lugar de suceder lo que tantas veces había venido ocu- 
rriendo en esta clase de matrimonios: la búsqueda de intereses materiales por me- 
dio de la obtención de los derechos hereditarios para la mujer y para los hijos, 
de la unión ilegítima que durante largos afios había existido. Hay también otra 
razón muy triste, particularmente punzante para la situación francesa. Es el au- 
ge que va adquiriendo el concubinato. El autor en las pgs. 128 y 129 muestra 
hasta qué punto el concubinato ha empezado a gozar de un cierto favor de las 
leyes. Recuerda, por ejemplo, la ley de 12 de noviembre de 1955 que atribuye 
una pensión a las mujeres que venían viviendo en concubinato con los “muertos 
por la Francia". Y todavía es más punzante el caso del subsidio por paro, en el 
que la pensión que se atribuye a la mujer que vive en concubinato es superior 
a la que se atribuye a la mujer legítima. Por esto y por otras causas, va borrán- 
dose en Francia con exactitud la frontera de separación entre el matrimonio y el 
concubinato. Y al hacerse los concubinatos más frecuentes, viene a resultar tam- 
bién más necesarios los matrimonios "in extremis". 

El autor ha estudiado concienzudamente toda esta materia. Se trata de un te- 
ma muy poco trabajado por la doctrina y que sin embargo encierra mucho inte- 
rés, ya que en este campo, de interés comün para la Iglesia y para el Estado, se 
puede estudiar y ver con toda claridad la mutua relación de ambos ordenamien- 
tos, las acciones y reacciones de uno y otro, las diversas tendencias que han tra- 
bajado en cada uno de los terrenos. Así aparece en toda la primera parte de la 
monografía en que se estudia el matrimonio "in extremis", en el antiguo Dere- 
cho. Es un estudio verdaderamente notable en especial del antiguo Derecho fran- 
cés. Sabido es que en el siglo XVII la legislación real francesa, con el pretexto 
de evitar los peligros que tales matrimonios podían ofrecer (fraudes, maniobras 
y chantajes para arrancar un consentimiento en realidad no querido, favoreci- 
miento del concubinato, intrusión en las mejores familias de hijos de origen du- 
doso en razón a la conducta a menudo relajada de la concubina) rehusó efectos 
civiles a los matrimonios contraidos en peligro de muerte que no reuniesen deter- 
minadas condiciones. El autor estudia a fondo. la jurisprudencia de los antiguos 
parlamentos, de la que da al final un interesante cuadro sinóptico. Rectifica mu- 
chas opiniones que venían corriendo, totalmente admitidas, aporta nuevos datos, 
y da extraordinaria luz sobre los avatares que ha corrido esta institución. El Có- 
digo de Napoleón, al no condicionar en forma alguna dichos matrimonios, los 
admitió implícitamente. La legislación complementaria del mismo facilitó sucesi- 
vamente su celebración mediante la dispensa de los edictos y problemas y ülti- 
mamente se obtuvo también, al introducirse en Francia como obligatorio el cer- 
tificado médico prenupcial, que en estos matrimonios no fuera necesario. 

Ha prescindido el autor de todo estudio de Derecho comparado, al que solo 
hace muy ligeras referencias, unicamente de Derechos europeos, prescindiendo 
en absoluto del Derecho anglosajón, aunque como indica en una nota hubiera sido 
muy interesante su estudio. Unicamente hace una excepción con el Derecho es- 
pafiol, al que hace varias y muy elogiosas referencias. Para él es un modelo que 
muy bien podría imitarse en otras partes. Aün se hubiera dado mayor luz a! 
mismo ejemplo del Derecho español si el autor lo hubiera comparado con el ita- 
liano, que tantos puntos de contacto tiene con el francés y el nuestro (ver art. 
101 del Código Civil de 1942). Al menos esta comparación sirve para hacer re- 
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saltar con mayor fuerza el absurdo de la legislación francesa que de una parte 
priva de todo efecto civil al matrimonio religioso y de otra parte, sin embargo 
prohibe celebrarlo antes de que el ministro del culto correspondiente tenga la cer- 
 teza de que se ha celebrado el matrimonio civil. Se crean así angustiosos proble- 
mas de conciencia que el autor opina que pueden resolverse mediante el recurso 
a la forma del matrimonio “in artículo mortis" sin presencia del sacerdote, o sin 
presencia de testigos. Pero se atreve, sin embargo, a proponer que en estos casos 
pueda servir perfectamente como matrimonio con efectos civiles, el matrimonio re- 
ligioso mismo, debiendo completarse posteriormente la documentación correspon- 
diente. Bueno fuera que así se realizara, pero ya el mismo autor se da cuenta de 
la serie de obstáculos de todo orden que se encuentra en Francia para poder lle- 
var a cabo una reforma de esa situación. 

La monografía está, según decimos, concienzudamente trabajada y muy bien 
podría servir de estímulo para un trabajo semejante sobre los matrimonios "in 
extremis" en Espafia. La presentación es digna, y la obra se ha publicado con una 
subvención de Ministerio francés de Educación Nacional. 


LAMBERTO DE ECHEVERRÍA 


ANTONIO DE EGAÑA S. I. La teoría del Regio Vicariato Español en Indias (Roma, 
Universidad Gregoriana, 1958). Un volumen de XXVIII + 315 págs. + 4 h. 


Admitida hoy generalmente la división de la historia de las misiones católicas 
en cuatro partes, este volumen supone una decisiva aportación para compender 
no pocos aspectos de la tercera, o sea la era de los patronatos, que cronológicamente 
se extienden desde los principios del siglo XV hasta fines del XIX y geográfica- 
mente abraza las dos naciones misioneras de este tipo, Portugal y España, con 
las tierras directamente sometidas a ellas. Este interesante tipo canónico-misional 
había sido estudiado ya por varios autores de nota, y muy en especial por el 
padre Pedro de Leturia S. I. Por eso parecía un tanto temerario el intento del 
padre de EGaÑa, supuesta, sobre todo, la claridad con que LETURIA había expli- 
cado la significación de la teoría vicarial. Y sin embargo al terminar la lectura 
de esta ejemplar monografía el lector tiene que reconocer, que es mucho lo que 


completa, aclara y explica sobre las aportaciones, por otra parte en nada corre- 
.gidas del mismo LETURIA. 


Sigue el autor paso a paso el origen y el desenvolvimiento de la teoría vica- 
rial desde su formación, en los fundamentos y en la práctica primero, y después 
en los tratados de los teólogos misioneros, hasta su entronización y su tltima 
proclamación oficial en tiempos de Isabel II. Evolución curiosísima porque quienes 
al principio se esfuerzan por defender la teoría, buscando amparo para sus privi- 
legios (los religiosos) impugnan después esa misma teoría, cuando puede ser efi- 
caz instrumento contra los mismos privilegios. Se dan casos curiosísimos de exé- 
gesis interesada, cuando no decididamente apasionada. Y un fenómeno inverso, 
aunque menos pronunciado, puede observarse también en el clero secular. 


El autor ha manejado, no sólo la literatura impresa, abundante y poco cono- 
cida, sino también otras fuentes de primera mano. Así por ejemplo puede verse 
en la página 83 la interesante tachadura de Veracruz en el manuscrito de su 
obra, que aporta una interesante noticia para el mejor conocimiento de la mente 
de éste. Así también en la pág. 146 (nota) se da por vez primera el texto auténtico 
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de la condenación de la obra de Solórzano Pereira. Y así otras muchas noticias 
que, en ocasiones, exceden el marco de la cuestión concreta, para resultar utilísi- 
mas a la historia en general. 


Séanos lícito oponer algunos reparos. Y en primer lugar nos ha llamado la 
atención que, a pesar del evidente influjo que en toda la teoría del regio vicariato 
tuvo la monarquía sícula el autor haya prescindido de citar la interesante mo- 
nografía de Gaetano CATALANO Le ultime vicende della legazia apostolica di Sici- 
lia. Dalla controversia liparitana alla Legge delle Guarentigie (1711-1871) (Catania 
1950) que ciertamente hubiera dado mucha luz sobre algunos aspectos aludidos 
por el autor (pp. 21, 53, y más en especial 121). El libro de Scapuro que el autor 
cita en la p. 125 está ya anticuado, cómo no podía menos de suceder tratándose 
de una obra editada en 1887. 


También hubiese sido conveniente repasar la redacción que más de una vez 
tiene excesivo sabor vascongado. Así por ejemplo, y es una de tantas frases simi- 
lares que podían aducirse, escribe: “Mas que se había equivocado, lo entendió 
al recibir la respuesta dura del monarca en sentido completamente negativo...". 

En la p. 58 creemos que hubiese sido más exacto hablar de "Vicario capitu- 
lar que actuaba de Vicario general por comisión del Cabildo". El mismo giro de la 
frase demuestra su inexactitud. 

Tales reparos carecen en absoluto de importancia frente a la aportación, cier- 
tamente magnífica, que esta monografía constituye. Deseamos ardientemente que 
se difunda, porque contribuirá a aclarar no poco muchas ideas confusas acerca 
del régimen jurídico canónico que imperó en Indias. Por otra parte servirá tam- 
bién para demostrar que no importan tanto las leyes cuanto las costumbres. El 
sistema de patronato, absurdo en sí, sirvió de magnífico instrumento de la predi- 
cación mientras fue utilizado con altura de miras y robusta fe por nuestros reyes. 
Y estorbó, y resultó nefasto, cuando cayó en las manos de golillas incrédulos, 
cuando no volterianos. Que esta es la lección que puede sacarse de la lectura de 
este libro, animado e interesante, y aleccionador al mismo tiempo. 


LAMBERTO DE ECHEVERRIA 


Lupovicus BENDER, O. P.: Normae generales de persomis. Commentarius in ca- 
nones 87-106. Páginas VI-232..Desclée; Roma, 1957. 


El título de este libro resulta de ajustar perfectamente el epígrafe de los Li- 
bros I y II del Código; y es que se trata de normas generales correspondientes 
al libro de las personas. 

Lo que más destaca en esta obra es la originalidad con que el P. BENDER ex- 
pone la doctrina encerrada en los cc. 87-106. Lejos de resultar uno de tantos do- 
bles de precedentes comentarios ajenos, expone en forma personalísima la doc- 
trina canónica, señalando con especial interés las, diferencias que le separan de 
otros intérpretes de la ley y expositores notables. Para disentir de sus interpreta- 
ciones, algunas veces nuevas, de la. ya vieja disciplina eclesiástica, habrá que pa- 
rarse previamente a meditar mucho en sus argumentos, que no se contentan con 
asentar sus cimientos sobre la superficie de la ley, sino que profundizan hasta 
su misma médula filosófica. Este libro, como por lo general venimos observando 
en los demás del citado autor, deja en el estudioso una convicción profunda de 
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que el derecho canónico es ciencia, y de que tiene un contenido filosófico y mo- 
ral muy intenso. 

Como comprobante de las observaciones precedentes invitamos a los estudio- 
sos a pensar reposadamente, entre muchas otras, las explicaciones que ofrece a 
los siguientes temas: 1.°) Sentido y razón de las expresiones "censetur" y “pre- 
sumitur" del c. 88 (p. 27 ss.). 2.?) Impugnación del cuasidomicilio legal para las 
personas que no son sui juris, según el c. 93 (p. 69 ss. y 92 ss.), y del domicilio 
legal necesario para los encarcelados, beneficiados, clérigos y religiosos (p. 76 ss.). 
3.) La competencia que demuestra y el interés que despierta el análisis de las 
circunstancias de la consanguinidad y afinidad entre las personas físicas (pp. 95- 
119). 4.°) Aunque al redactar las páginas sobre el rito de las personas (c. 98) no 
conocía aün las variantes que había de introducir para los latinos el Código Orien- 
tal, supo aprovecharse de ellas al hacer la ültima corrección de las pruebas de 
imprenta (p. 120 ss.). 5.) Es de sumo interés la explicación que hace de que “la 
Santa Sede es persona moral por derecho divino", segün advierte el c. 100, $ 1 
(p. 142 ss.). 6.°) Sobre la forma legal para resolver la prevalencia en caso de em- 
pate, "atendiendo a la antigüedad en la ordenación, profesión y edad" (c. 101, 1.9), 
interesan mucho sus puntos de vista (p. 159 ss.); sobre el mismo tema insiste en 
el apéndice (p. 228). 7.?)) En cuanto a la explicación del c. 105, 1.° se muestra de- 
fensor intrépido de la teoría que niega la necesidad "ad validitatem" que tiene el 
superior de pedir el consejo del capítulo para obrar cuando la ley se lo exige 
(p. 191 ss.); y vuelve a la carga en el apéndice (pp. 226-228), dada la redacción 
del canon paralelo en el derecho oriental. 

El duro y pesado léxico latino que emplea el autor, no obstará para que se 
lea con interés esta obra por los canonistas, los cuales sabrán por su parte subsa- 
nar algunas erratas o errores en cosas accidentales. 


Fr. ARTURO ALONSO Loso, O. P. 


Bezac, R. Dispenses et mariage. Contribution a l'étude de la législation canoni- 
que du mariage, en “Mémoires de l'Academie de Législation de Toulouse” 
(Toulouse s. f.). Un vol. de 141 pp. 


La dogmática jurídica, cuyo arraigo en la Ciencia canónica es por fortuna 
más patente cada día, lleva consigo el peligro de desvincular en la realidad del 
Derecho aplicado las aportaciones de los autores, cuando no existen obras que, 
por su tono eminentemente práctico, ponen al alcance de quienes se dedican a la 
función de aplicar el Derecho la doctrina de los investigadores. 

Una de estas obras-puente, de indudable mérito, es la que motiva estas li- 
neas. 

El autor nos ofrece una visión amplia y completa del fenómeno de las dispen- 
sas en Derecho matrimonial canónico. Buen conocedor de la práctica, a través 
de su cargo de oficial de la diócesis francesa de Périgueux, BEzac revela, al mis- 
mo tiempo, un amplio y profundo conocimiento de la doctrina y jurisprudencia 
canónicas. 

Esta doble faceta de estudioso y práctico del Derecho le dota de modo singu- 
lar para conseguir el fin de su monografía, fusión de la teoría y la práctica, que 
puede considerarse totalmente logrado. 

Precedido de unos "Prolongements sociologiques" (págs. 7 a 20) el nücleo cen- 
tral de esta obra está dividido en dos partes. 
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En la primera estudia su autor la teoría de la dispensa, siempre con matices 
orácticos, en tres capítulos. 

El primero trata de la petición de la dispensa y se subdivide en dos secciones 
ledicadas a Ja naturaleza del impedimento y a la autoridad competente, estudian- 
lo con detención el alcance de los poderes de cada uno de los sujetos del poder 
le dispensar. 

De la concesión de la dispensa se ocupa el autor en el capítulo II, con amplia 
eferencia a sus causas. 

En el capítulo III trata de la ejecución de la dispensa, a través de varias sec- 
jones en las que se estudian los rescriptos, la información a las partes y la ins- 
'ipción de aquélla. 

El estudio práctico, dedicado a la jurisprudencia, nos lo ofrece Bezac en la se- 
zunda parte. 

En el primer capítulo de ésta el autor expone la jurisprudencia rotal sobre la 
validez de la dispensa por ausencia de poderes del Ordinario que la dio, a través 
le dos interesantes sentencias que, en el capítulo segundo, contrapone a otras dos 
lecisiones de la Rota, dadas con ocasión de una causa de la diócesis de Fiume. 

En los capítulos tercero y cuarto recoge la jurisprudencia rotal acerca de la 
nvalidez de la dispensa por ausencia, falsedad o insuficiencia de la causa y sobre 
as cauciones. 

Termina incluyendo un corto formulario y algunos documentos. 

En resumen, es una obra útil y bien hecha, que no dudamos en recomendar. 

F. J. HERVADA 


FAZZARI, G. M., S. J. L'esercizio delle giurisdizione ecclesiastica in Italia. Refles- 
sioni sulla motivazione della sentenza contro il Vescovo di Prato. Napoli 1958, 
ed. M. d'Auria. Un vol. de 99 págs., precio 600 liras. 


Este trabajo del P. Fazzari bien puede calificarse como un libro de actuali- 
lad; pero se engañaría quien creyese que se trata de una obra del momento sin 
nás interés que el que pueda proporcionar su proximidad temporal con las polé- 
nicas promovidas por el llamado caso de Prato. 

Al contrario, contiene algunas ideas interesantes que juzgamos dignas de estu- 
lio. 

Libro denso y apretado une a la claridad en la exposición, el rigor científico 
on el contenido. En él se pueden encontrar recogidos diversos temas de Derecho 
úblico eclesiástico que juzgamos interesantes por el método utilizado para su es- 
udio. 

Bien conocido es que el principal defecto de que adolecen los tratados del Jus 
niblicum ecclesiasticum, desde el punto de vista de la Ciencia del Derecho, es el 
nétodo apologético que da a éstos, salvo muy raras excepciones, un nivel técni- 
-jurídico muy bajo. La necesidad de un replanteamiento general del Derecho 
rúblico de la Iglesia sobre la base de un método netamente jurídico es obvia y 
‘ada vez más urgente. Pues bien, la labor de quienes emprendan esta tarea puede 
verse facilitada por algunas obras que como la del P. Fazzart, si bien tratan bre- 
remente cuestiones de Ius publicum, se mueven predominantemente dentro del 
nétodo jurídico. En algunas ocasiones, sin embargo, el autor se deja llevar por 
l ambiente polémico en el que se han visto envueltos los estudios sobre la mate- 
ia de su monografía a raíz del caso de Prato, y por ello se encuentran a lo lar- 
o de esta obra ciertos resabios apologéticos. 


| 
) 
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El autor ha dividido su trabajo en dos partes; en la primera, subdividida en 
seis parágrafos, estudia diversos principios de Derecho constitucional de la Iglesia, 
tales como jurisdicción, territorio, sübditos, doble personalidad de los fieles, si- 
tuación jurídica de los eclesiásticos en la Iglesia y en el Estado y objeto de la 
jurisdicción eclesiástica. Quizás el apartado más interesante sea el segundo en el 
que Fazzanr pone de relieve la limitación de la soberanía del Estado sobre el te- 
rritorio; ésta no es absoluta sino que se cifie al ámbito del fin natural del hom- 
bre; en lo que atafie al fin sobrenatural la Iglesia ejerce una verdadera sobera- 
nía sobre el territorio, similar a la del poder civil, de modo que el poder juris- 
dicción eclesiástico no se manifiesta en el ámbito territorial de un Estado, sino 
en el propio territorio de la Iglesia. 

La segunda parte está dedicada al estudio de los principios de la sentencia del 
Tribunal Florentino que condenó al Obispo de Prato. Trata en primer lugar de 
la sujeción de los actos de la jurisdicción eclesiástica a las leyes penales italianas 
a través de diversos artículos del Código Penal italiano y los Pactos de Letrán. 
En el segundo parágrafo estudia la sujeción de la jurisdicción eclesiástica en los 
límites del ordenamiento jurídico italiano utilizando diversos artículos del Con- 
cordato entre Italia y la Santa Sede y de la Constitución italiana. Su autor no 
admite la sujección de la jurisdicción eclesiástica al Estado italiano en ningún 
caso. En apéndice incluye el texto de la sentencia ocasión de su monografía. 

En resumen, es una obra interesante, bien elaborada y no carente de cierta 
originalidad, al menos en la forma en que las cuestiones son tratadas. 

La presentación tipográfica es buena. 

F. J. HERVADA 


Vícron Murray, A., The state and the Church in a free society, Cambridge 1958, 
ed. at the University Press. Un vol. de XIII+191 págs. 


Buena, pero errónea; en estas palabras puede resumirse la opinión que nos 
merece esta monografía, escrita por el protestante VÍCTOR MURRAY. 


Puede decirse que el autor pretende presentar la concepción protestante de las 
relaciones entre Iglesia y Estado como un tercer camino, ünico acertado para él, 
entre dos posiciones extremas formuladas sobre este tema: la comunista, por un 
lado, que niega en su absolutismo cualquier posibilidad de relevancia jurídica o 
doctrinal a la Iglesia, y la católica, por otro, que sustenta la tesis de dos socie- 
dades perfectas, civil y eclesiástica, soberanas cada una de ellas en su ámbito. 


La tesis central de este libro puede resumirse así: reducida la Iglesia al ele- 
mento carismático, no existe más que un Gobierno, el Estado, al que califica de 
inorgánico e impersonal (pág. 48); la regulación de cuanto tiene una trascenden- 
cia externa, aün lo religioso, corresponde al Estado, que en cualquier caso puede 
establecer un sistema de relaciones entre él y las diversas asociaciones religiosas. 
Existe un Estado total y una Iglesia total, cuyos miembros deben ser libros en 
ambos supuestos (democracia, libre exámen; partidos políticos, sectas). 

El autor, que revela una notable inteligencia y dotes de escritor, se deja lle- 
var a veces de prejuicios, deslizando ciertas frases dirigidas a doctrinas o reali- 
dades del Catolicismo, en ocasiones concretamente el espafiol (vid. p. e., págs. 
106 s.), más propias de periódicos sensacionalistas que de un trabajo universitario. 
En todo caso, confunde la tesis católica, con la hipótesis. 


INDEXA CO A A 
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También nos merece las mayores reservas, desde el punto de vista político, 
la identificación que hace entre sociedad libre y democracia al modo liberal. 
La presentación tipográfica es excelente. 
F. J. HERVADA 


MAURICE DAMOISEAUX Traité pratique de l'administration des fabriques d Eglise. 
Treisiéme édition mise à jour par Raymond CREMER (Lovaina, Editions de la 
Société d'études morales, sociales et juridiques, 1957). Un volumen de 425 pgs. 


Segün se indica en la resefia bibliográfica que antecede se trata de la tercera 
edición del Tratado práctico de administración de las fábricas de Iglesia que 
hace veinticinco años publicó Damorszaux. En estos veinticinco años el 
Derecho püblico, el civil y el fiscal han conocido modificaciones profundas en 
Bélgica. Por otra parte, la misma práctica administrativa se ha transformado con- 
siderablemente bajo la doble influencia de una nueva reglamentación y de una 
jurisprudencia que tiene en cuenta las enseñanzas de los tribunales y del Consejo 
de Estado. Este, que en Bélgica data nada más que de 1946, está llamado a ejer- 
citar una importante función que el autor describe en la ültima parte de su libro. 


La revisión está hecha respetando por completo, para nuestro gusto en oca- 
siones en exceso, la forma primitiva del libro, por lo que nada se ha alterado de 
su carácter didáctico y práctico a la vez. Como en la obra primitiva también en 
esta nueva edición, los autores se remiten en cuanto a las cuestiones históricas 
o teóricas a la bibliografía que señalan, limitándose a moverse, por lo común, en 
el terreno estrictamente práctico. 


Un espanol lee con curiosidad creciente toda esta inmensa mole, contenida en 
los mil cincuenta y tres números de que consta la obra, de minuciosos reglamen- 
tos administrativos referentes al funcionamiento de las fábricas parroquiales. Aquí 
o allá CREMER hace notar que algunas cosas han caído en desuso, aunque él per- 
sonalmente lo lamente: así por ejemplo el lugar especial reservado a los miem- 
bros de la Junta de Fábrica (pg. 59), o la custodia en arca de tres llaves de los 
documentos y títulos referentes a los bienes parroquiales (pg. 221). Por lo demás 
parece ser que toda esta reglamentación está en funcionamiento, si bien tal fun- 
cionamiento hace muchos años que ha dejado de ofrecer dificultades, por lo que 
puede apreciarse al ver la fecha, siempre muy alejada en el tiempo, que tienen 
las decisiones de los Tribunales y las aclaraciones administrativas. 


El origen de toda esta legislación es bien curioso: como consecuencia de la in- 
corporación de Bélgica a Francia, todos los bienes eclesiásticos fueron nacionaliza- 
dos. Pero, tanto en Bélgica como en Francia, la Iglesia se benefició de las dispo- 
siciones del Concordato. Consecuencia de esto, y de los artículos orgánicos que in- 
debidamente le acompaiiaron, fue la creación de las fábricas parroquiales con un 
criterio de estricta Administración Püblica, respondiendo a la manera que tenía 
Napoleón de considerar a los obispos y a la Iglesia en general. Surge por consi- 
guiente una entidad mixta, que depende simultáneamente de los obispos y de la 
autoridad civil. Y surge una doble manera de interpretar las características de tal 
entidad. DaMorsEAUX hace notar en el prólogo que él ha procurado mantener un 
equilibrio entre los partidarios de la consideración de las fábricas como simples 
dependencias administrativas, y los partidarios de su carácter eclesiástico a ul- 
tranza. 
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Justamente hacen notar los autores de esta obra que muy bien podria y de- 
bería discutirse la validez de los artículos orgánicos una vez proclamada en la 
constitución belga la separación de la Iglesia y el Estado. (Pg. 3, nota 1). De 
hecho tal separación resulta muy “sui generis", y así por ejemplo nos encontramos 
en la pág. 192 al Rey de los belgas dando su real aprobación a los aranceles pa- 
rroquiales. Así como, a todo lo largo de la obra, una activa intervención de los 
alcaldes, de los Consejos provinciales, de los gobernadores, y en última instancia 
del rey. Simultaneamente, sin embargo, y no tanto a base de la letra de la ley, 
cuanto a través de la conciencia de los miembros de las Juntas de Fabrica, ele- 
gidos siempre: entre los buenos católicos, se perfila también una decisiva inter- 
vención de los obispos, y en determinados asuntos, de la Santa Sede. 

La obra es un verdadero modelo en cuanto a orden y claridad, y estudia más 

cuestiones de las que su título parecía prometer, puesto que habla. por ejemplo 
de la policía del culto, de los nombramientos del personal auxiliar, de su régimen 
de Seguros Sociales, de las relaciones con el Municipio en orden a la habitación . 
del clero, etc. Es decir, que nos da una idea muy completa de todo el Régimen 
administrativo por lo que se refiere a los bienes parroquiales. 
. Hubiese sido de desear que los autores hubieran dedicado algunas páginas a 
darnos ordenadamente bibliografía sobre el tema. También se echa de menos toda 
referencia, no hemos encontrado ni una sola cita, a las disposiciones eclesiásticas 
sobre la materia. La obra se refiere únicamente a lo preceptuado por el Estado o 
por el Derecho canónico en general. Pero para hacerse cuenta cabal del asunto 
. conviene tener en cuenta los decretos 236-242 del Concilio de Malinas de 1920, que 
continúan teniendo fuerza de ley en virtud del Decreto 187 del Concilio de 1939. 
Los mismos sínodos diocesanos, como el de Lieja de 1946 (Estatutos 239-243) y 
Brujas de 1939 (Estatutos 228-232) aclaran y perfilan más estas disposiciones. Sir- 
va de ejemplo la cuestión del juramento que los vocales de las Juntas de Fábrica 
han de hacer. O las disposiciones que regulan la intervención del clero y la forma 
en que se han de redactar las peticiones, cuando en esta clase de asuntos es nece- 
sario recurrir a la autoridad civil. 

La obra está editada sin hacer constar la censura eclesiástica. Pero la Asocia- 
ción editora, de clara orientación católica, tiene como Presidente de Honor al 
Cardenal Arzobispo de Malinas. 

La presentación es muy digna, y cuidada desde el punto de vista tipográfico. 


UNDE ES 


P. Enrico BaraGLI S. I. “Cinema Cattolico” Documenti della Santa Sede sul 
cinema (Roma, "La Civiltà Cattolica" 1959). Un volumen de 296 páginas. 


Cuenta el autor en el prólogo que estudiando la encíclica Miranda prorsus le 
llamó la atención, al mismo tiempo que la riqueza doctrinal, que la hacía admi- 
rable, la no menos admirable continuidad del magisterio pontificio acerca del ci- 
nema que en ella se revela. Deseoso de documentarse objetivamente sobre esa 
continuidad y sobre la abundancia del magisterio, emprendió la tarea de recoger 
los documentos de la Santa Sede, y de comparar los lugares paralelos, de tal 
manera que al terminar su trabajo se encontró con una especie de Enchiridion 
Cinematographicum del que pronto experimentó la utilidad preparando artículos 
y lecciones sobre el cine. Este es el trabajo que se ofrece a los lectores en esta obra. 

El libro consta de tres partes: una presentación sumaria de los documentos 
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de la Santa Sede acerca del Cine; los mismos textos originales,’ juntamente con 
su traducción italiana y, finalmente, un índice sistemático de doctrina y de pas 
toral cinematográficas. 

La colección es muy completa, y comprende sesenta documentos, de los que 
treinta y cuatro provienen del Romano Pontífico y veintiséis de la Curia romana. 
Van dispuestos, salvo un par de razonables excepciones, por orden cronológico. 

Pero la parte más interesante de esta obra será, evidentemente, el magnífico 
índice sistemático que comprende desde la página 238 hasta la 287. En él se clasi- 
fican. todas las afirmaciones contenidas en los documentos pontificios, con arreglo 
a un plan determinado: naturaleza del cine; su influjo; posibilidades morales; 
el film ideal; la actuación de los productores, del püblico, de la Iglesia y del Es- 
tado; la moral el arte y la libertad; "Universa et Sancta plebs Dei". Este índice 
analítico cuidadosamente elaborado, y completado con un magnífico índice alfa- 
bético constituye un verdadero tesoro para quien quiera escribir o trabajar sobre 
temas cinematográficos. Todas las referencias están hechas con arreglo a la más 
estricta metodología, y por consiguiente pueden perfectamente ser utilizadas. 


TDD E 


RAMIRO DE LAFUENTE. “Patronato y concordato en la Argentina”. (Buenos Aires, 
1957), páginas 161, 20 x 14. 


El tema enunciado resulta, a primera vista, sugestivo y atrayente. Es un pe- 
ríodo que encierra en su seno cantidad de secretos, es el período en el que en los 
paises hispano-americanos surge la fiebre por la independencia, mientras en Eu- 
ropa se esta’ operando la cremación de sus formas orgánicas y estructurales histó- 
ricas, y rivalizan por concertar Convenios con la Santa Sede. Asi lo hacen Haiti, 
Honduras, Nicaragua, El Salyador, Venezuela, Ecuador, Guatemala, Colombia y 
Bolivia. 

Sin embargo el trabajo del Dr. Lafuente, se ha limitado a algo menos, como 
él mismo advierte en el Prólogo. Estudia el Patronato, pero no hace más que re- 
coger los datos obtenidos ya por los estudiosos en la materia limitándose a rea- 
lizar una reducida síntesis del mismo. De aquí que encontremos una disconformi- 
dad real entre el título de la obra y su contenido. Dedica mayor atención al res- 
tablecimiento de las relaciones diplomáticas con la Santa Sede; al estudio de los 
antecedentes constitucionales, principalmente a las Actas de la Asamblea Consti- 
tuyente de 1853, y a las relaciones entre la Argentina y la Santa Sede a partir 
de 1810 hasta nuestros días. 

En su primera parte, más que del Patronato, trata de hacer una síntesis de la 
historia de la Iglesia Argentina en sus relaciones con el Estado, en la época en 
que aquélla empieza a configurarse como Iglesia emancipada de la tutela hispá- 
nica, coincidente con su crisis política, propia de un Estado que acaba de nacer. 
Tiene'de interés ver el marcado influjo del regalismo español inmanente en el 
espíritu de sus gobernantes nacionales. 

Destina su segunda parte a recoger los textos constitucionales a partir de la 
independencia argentina, extractando lo tocante a las relaciones entre la Iglesia 
y el Estado. Se detiene particularmente en los debates de la Asamblea Douce 
yente. de 1853, los cuales ocupan casi toda esta segunda parte. 

La ultima parte, muy breve, la destina a estudiar las tentativas hechas para 
llegar a concertar un Concordato con la Santa Sede, que comprende los afios que 
van desde 1854 a 1953. 
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Es de lamentar que su autor no haya podido realizar este estudio sobre las 
fuentes primarias, y haya tenido que valerse, casi en su totalidad, de fuentes se- 
cundarias. Es probable que hubiese encontrado solución a muchas incógnitas que 
nos deja pendientes. Una materia de tanta importancia como ésta bien merece la 
pena intentar un estudio, serio y profundo, sobre las fuentes originales, y si bien 
es verdad que las vaticanas, probablemente, no sea fácil obtenerlas, sí podría al 
menos, intentarse sobre las fuentes originales nacionales, y llenar lagunas, que en 
este caso llegan a ocupar hasta veinticinco años, y precisar muchos datos, que 
en expresión del mismo autor, quedan truncados, no sabemos si en el autor de 
quien los ha tomado, o en el documento original. No obstante ofrece una visión 
parcial de ła Historia de la Iglesia Argentina. 

Juan PÉREZ ALHAMA 


Il monachesimo nel alto medievo e la formazione della civiltá occidentale.—Set- 
timae di Studio del Centro Italiano di Studi sull'Alto Medievo. IV (8-14 aprile 
1956). Spoleto, Presso la Sede del Centro, 1957. 625 pp. 


La Semana de Estudios sobre el Alto Medievo, que cada año reúne en Spoleto 
(Italia) a eminentes hombres de todos los paises, nos ofrece en este volumen una 
serie de estudios encaminados a subrayar la importancia, que tuvo el monaquis- 
mo de la Alta Edad Media, no ya sólo para la Iglesia, sino también para la mis- 
ma civilización occidental. 


A lo largo de una semana de trabajos, nos ofrece, a la vez de las catorce po- 
nencias, de grande interés cada una de ellas, una serie de sugerentes discusiones 
llevadas a cabo entre los asambleístas sobre los diferentes temas, que se propusie- 
ron. Todos ellos no pueden menos de llamar la atención del investigador, dada la 
capacidad y nombradía de los personajes, que intervinieron. En ellos se estudian: 
a) el monaquismo en Francia y en la Península Ibérica durante los siglos V y VI; 
b) el monaquismo irlandés en sus relaciones con el continente, y c) los problemas 
del monaquismo benedictino. 

Por lo que a España se refiere, el P. Mundó nos lleva del movimiento ascéti- 
co, que debió de ser floreciente en nuestra patria a fines del siglo III —pasada la 
prueba del priscilianismo, la influencia de Bachiario y los monjes itinerantes— 
hasta llegar à anclarse en un monaquismo de honda vida nacional, de donde ha- 
bían de salir obispos y hombres de ciencia y santidad como S. Leandro, S. Isidro, 
S. Fulgencio, Juan de Beclara, S. Braulio, Liciniano de Cartagena, Massona de 
Lérida, etcétera. 

Con todo acierto nos da a conocer el influjo, que ejerce en la Península el mo- 
naquismo extranjero, sobre todo el que viene de oriente, a la vez que nos da 
cuenta de las relaciones íntimas, que existieron siempre, entre la corriente pro- 
venzal y la nuestra, siendo mediadores, de una parte las doctrinas de los monjes 
de Lerín, Casiano, etc., y de otra, S. Fructuoso y S. Martín de Braga, siendo 
S. Victorino el punto de intersección de ambas direcciones. 

Al conocimiento de la Regla benedictina se dedica la mayor parte de los estu- 
dios de la Semana. Sobre la originalidad de la misma y los problemas, que lleva 
consigo, nos da nuevas luces el Prof. Ezio Francheschini, ante la discusión, que 
desde no hace mucho tiempo se ha suscitado sobre ella, motivada en parte por el 
monje de Solesmes, Dom. Aug. Genestout. Unido a ello, se van estudiando des- 
pués los varios aspectos del monaquismo en Italia e Irlanda, y del movimiento 
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benedictino de la Francia carolingia, juntamente con los principios de la reforma 
pregregoriana, la influencia de S. Benito de Aniano, etc. Como resumen de todo 
el estudio, se nos ofrece el sugerente estudio de Jean Leclerq sobre si en verdad 
existió o no una auténtica cultura monástica, y, de paso, si pudo o no tener al- 
guna influencia en la cultura naciente del medievo occidental. 


A través de estas páginas, que recomendamos. por la densidad científica en 
que vienen diseñadas, podemos encontrar las fuentes y todo el desarrollo de una 
espiritualidad y una cultura, que fue sembrando en aquella sociedad y en la que 
más tarde había de seguirla, la silenciosa vida de unos monjes a veces poco estu- 
diados y por ello no tan suficientemente conocidos. 

Francisco Martin 


Tommaso A. Torro, Il fidanzamento sotto l'aspetto giuridico morale, Napoli, 1958. 


El Consejo directivo de la Revista nos encomendó la recensión del presente 
trabajo, haciéndose cargo de que teníamos nosotros publicado en la prestigiosa 
"Revista General de Derecho" otro estudio sobre tema semejante!. 


Con sumo placer hemos cumplido el encargo de la Dirección. 


Es tal el interés que indudablemente tienen los esponsales, que, a pesar del 
desuso práctico de la institución, los más de los tratadistas se han esforzado por 
llegar al fondo de la oscura y misteriosa realidad de su naturaleza jurídica; no 
precisamente por el noble prurito de teorizar por teorizar, sino porque la explica- 
ción de este tan sui generis contrato de promesa, en que el objeto obligacional de 
la misma es nada más y nada menos que el matrimonio, nos puede dar la clave 
para profundizar en otros problemas de la misma dogmática jurídico matrimonial. 

Esta importancia de la institución nos pone ¿porqué no decirlo? en la tenta- 
ción de exponer algunos pensamientos nuestros sobre tema tan sugestivo. 

En este sentido nos congratula además la aparición de este trabajito del Padre 
Iorio (lavoretto, como el autor dice) en el que se ponen de relieve tantos puntos 
interesantes de la vitalidad de esta institución. 

La promesa de matrimonio, dada su enorme transcendencia, precisa de un re- 
posado estudio y divulgación. 


Antes de estudiar el meritorio trabajo del P. Iorio seanos permitido traer aquí 
algunas ideas sobre el tema. 

En el terreno ético-jurídico tiene capital importancia en los esponsales el pro- 
blema de su naturaleza jurídica. En el estrictamente ético, ya más abajo signifi- 
caremos al acierto que supone la obrita cuya crítica se nos encomienda. 

El problema de la naturaleza jurídica ha preocupado a los autores. Y esta preo- 
cupación está justificadisima no sólo por lo que atañe a los problemas que en el 
fuero externo y procesal plantea la institución, sino, y más aün si cabe, por lo 
que se refiere al problema íntimo de conciencia que brevemente puede enunciarse 
así: ¿Estoy o no estoy obligado al matrimonio prometido en los esponsales? 

Las distintas opiniones de los autores (y que tuvimos ocasión de recoger en el 
trabajo del que antes hemos hecho mención) han tratado de responder a este in- 
terrogante. 


1 Victor SEBASTIAN IRANZO, Naturaleza de la obligación que surge de los esponsales, en 
"Revista General de Derecho", abril y mayo de 1958 
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Como dice Miguelez en el Cédigo de la B. A. C.: “Dificultad grande origina 
el poder compaginar la obligacién de justicia, en el fuero interno, de celebrar el 
matrimonio prometido por medio de esponsales válidos con el procedimiento que 
la Yglesia impone en el fuero externo". 

Cada autor o grupo de autores da su propia explicación. 

Para alguno se trata de un interés no garantizado por el derecho objetivo. pe- 
ro no de una verdadera obligación que surja de los esponsales; para otros la obli- 
gación de justicia de contraer el matrimonio que nace de los esponsales, sólo se 
origina en el fuero interno pero no en el externo; quien habla de una obligación, 
no grave y de justicia, sino leve y de fidelidad, etc etc. 

De todas las'opiniones que han tratado de explicar el problema, v cuyo co- 
mentario hicimos en el expresado trabajo, parece hay una que modernamente 
adquirió general aceptación. Es la del P. Wernz, seguida por Claeys Bouuaert, 
segün la cual de los esponsales surge una obligación indeterminada y disyuntiva: 
o contraer el matrimonio o reparar los daños. 

Nosotros sostuvimos una tesis singular. 

En sintesis la explicación que dábamos al problema era la siguiente: 

Teniendo en cuenta la distinción civilística entre obligación principal y obliga. 
ción accesoria subrogante (aquella existente por sí misma, está inexplicable sir 
la principal a que va unida, y creada precisaménte para sustituir a la principal 
en el caso de que, por faltar el objeto obligacional, no pudiera cumplirse dicha 
obligación principal) nosotros hicimos la aplicación de esta construcción, de origer 
civil, al problema de la obligación esponsalicia, y, con este instrumento de uno 
dogmática extraña al derecho canónico, vimos surgir una satisfactoria explicaciór 
del difícil problema. 

Ante todo pongamos de relieve que el matrimonio que se promete en los es 
ponsales, y que es el objeto del contrato esponsalicio, ha de ser enteramente li 
bre, y así no cabe la hipótesis no sólo del matrimonio coaccionado y que es nuk 
a tenor del c. 1087, si no ni siquiera la del contraído sin la plena espontaneidac 
interna, lo cual pugnaría con el carácter transcendente, santo y sacramental de 
la institución matrimonial. 

Ahora bien, la obligación de contraer el matrimnio existe, tanto en el fuer 
externo como en el interno, y se trata precisamente de una obligación de justicia 
Lo que ocurre, y sobre ello hay que bacer especial incapié, es que esa misma obli 
gación de contraer, dada la especialidad del objeto obligacional que es el matri 
monio libre y espontáneo, cesa sencillamente cuando el promitente no quiere con 
traer ese matrimonio. Al no querar el promitente contraer, es decir, al no habe 
objeto, no hay tampoco obligación. 

No habiendo obligación de contraer, no puede hablarse tampoco de acción pa 
ra pedir la celebración del matrimonio, razón por la cual el legislado: deniega esti 
acción precisamente en un momento en que lógicamente ha cesado la obligación 


Extinguida la obligación principal (que es contraer el matrimonio), pasa a pri 
mer plano la obligación accesoria y subrogante de resarcir los dafios. Y esta obli 
gación sí que está protegida por la acción correspondiente. 


En definitiva nuestra tesis conduce a idénticos resultados prácticos que la d 
Wernz, salvo que difieren una de otra en cuanto a su construcción teórica. La te 
sis de Wernz nos parece menos adecuada porque coloca en un plano de igualdas 
a ambas obligaciones (contraer y resarcir) ya que pretende que de los esponsale 
surge una obligación indeterminada (es decir, o una cosa u otra, o contraer 
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resarcir). Esa indeterminación de la obligación naciente del contrato esponsalicio 
iría contra la intención manifestada por las partes en el consentimiento, y que es 
precisamente la de contraer el futuro matrimonio. Tal es su voluntad principal 
(contraer el matrimonio), pues el resarcimiento de los dafios es algo accesorio en 
la intención de las partes. 

Por eso estimamos más real afirmar que existe una obligación de contraer, 
aunque, dada la singularidad del objeto, digamos que cesa la obligación cuando 
el sujeto obligado quiere que cese. Solo en esta hipótesis, la obligación de resar- 
cir sustituye a la de contraer, y ello de modo automático y sin intervención, en 
cuanto a esto, de la voluntad del sujeto. 

Con la construcción de esta teoría hicimos aplicación al derecho canónico de 
uno de los esquemas fundamentales de la ciencia jurídica moderna. 

Con las debidas reservas, sobre todo por lo que afecta al campo teológico ju- ' 
rídico?, es indudablemente muy útil a la canonística remozar sus conceptos con 
aportaciones de la moderna dogmática jurídica general, para, de este modo, dilatar 
los horizontes de su investigación científica. E 

Esta es en síntesis la importancia, que hemos creído necesario destacar, tie- * 
nen los esponsales desde el lado del derecho canónico. En el de la teología moral, 
y este es el aspecto que predomina en el interesante trabajo del P. Iorio, diga- 
mos cuanto de su atenta lectura hemos sacado como conclusión. 

La finalidad del opúsculo, como el autor afirma, es “volgarizzare le norme di 
morale cristiana e, quando occorre, anche giuridiche riguardanti il fidanzamento”. 

Podemos considerar dos clases de estas obritas destinadas a la divulgación de 
temas ético-sociales. Unas son totalmente literarias y científicas, que divulgan es- 
tos temas sobre una base de amenidad y entretenimiento. Otras son las que, pres- 
cindiendo de todo aparato bibliográfico, responden, sí, a una rigurosa sistemática 
en cuanto a su estructuración, pero presentan, en cuanto a su contenido, una fi- 
nalidad y carácter formativos antes que informativos. Tal es típicamente la obra 
“El Matrimonio" (1943) del Card. Goma, verdadero catecismo del matrimonio 
cristiano. 

Pues bien, a este tipo de trabajos corresponde el opúsculo del P. Tommaso A. 
Torio, estructurando precisamente, al igual que la obra del Card. Gomá, según el 
sistema de preguntas y respuestas. : 

Por demás interesantes son los problemas expuestos, y que por afectar espe- 
cialmente a la institución de la promesa del matrimonio, se echaban de menos en 
otros trabajos semejantes relativos mas bien al matrimonio. 

El noviazgo en general, es decir, haya o no esponsales por medio, es un esta- 
do transitorio (valga la paradoja) que merece una especial atención del sociólogo 
cristiano. 

Es cierto que se ha escrito mucho, muchísimo, en torno al tema prematrimo- 
nial. Pero casi siempre ha sido a base de insistir predominantemente en los pro- 
blemas del matrimonio, del futuro matrimonio... Pero ¿y el noviazgo como tal? 
¿Ha sido tratado con carácter verdaderamente científico en obras propiamente 
de divulgación? ¿No es un estado, por desgracia muchas veces demasiado esta- 
cionario, que plantea problemas peculiares? 


21 


? Particularmente interesante a este respecto es el trabajo de Momowr L'autonomia del 
diritto pubblico ecclesiastico e l'esistenza del diritto. pubblico soggettivo, en "Acta Congressus 
internationalis iuris canonici", 25-30 sept. 1950. Romae, 1953, p. 184 v sigs. 
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Tales, p. ej., son las dificultades pecuniarias y de otra indole, que tantas veces 
retrasan la realización del matrimonio, y que tienen honda repercusión en la vi- 
da del noviazgo. Hace poco Su Santidad Juan XXIII, y ello es altamente conso- 
lador, se hacía eco doloroso de estos mismos problemas. "Nuestra solicitud —de- 
cía el Papa— se extiendo también a todos los jóvenes y las jóvenes acarician en 
su corazón el deseo de constituir un hogar propio y de preparar su propia familia. 
A veces se interponen graves dificultades, y estas son pena punzante también 
para nuestro corazón"?. 

Concretamente el P. Iorio, siempre atento a dar sanas soluciones, afirma que 
las relaciones amorosas no deben durar más de seis meses, o a lo sumo un año; 
pero "se il fidanzamento dura a lugo o si protagga, tali rapporti amorosi dovreb- 
bero interrompersi per poi ripigliarli a tempo opportuno" (pág. 24). 

Tres partes dividen la obrita que tratan respectivamente de la naturaleza, 
efectos y causas de disolución de los esponsales. Escrita con toda claridad, ele- 
gancia, concisión y tecnicismo, su lectura es evidente que requiere una cierta for- 
mación. 

Felicitamos muy de veras al P. Tommaso A. lorio por su interesante opúsculo 
y le animamos a proseguir trabajando en esta empresa de apostolado literario 
que tanto bien social y moral ha de reportar a la juventud aspirante al gran 
Sacramento. | 

VÍCTOR SEBASTIÁN IRANZO 
Profesor Adjunto de la Universidad de Valencia 


Fr. R. IRIBARNE: "Los dos divorcios”. La legislación civil Argentina a la luz de 
la Legislación y doctrina de la Iglesia. Pgs. 213, 17 x 12. 


Ediciones Paulinas (Buenos Aires, 1956). 


ANDREA Prova: Su un "Piccolo progetto" di divorzio. pág. 10. 
Extracto de “Civitas”, nn. 1-2, enero-febrero, 1956. 


Prof. SANcHEZ Covisa “La eficacia de las sentencias extranjeras de divorcio”. Fas- 
cículo de pgs. 58, 21 x 15. 


Editado por la Universidad Central de Venezuela, Facultad de Derecho. Vol. 
XIV. (Caracas, 1956). 


Trataremos “per modum unius” las tres obras enunciadas, por la unidad de 
materia que entre ellas se da y por la corta extensión de las mismas. 

El divorcio se nos presenta como hecho constituído en sus más variadas for- 
mas y figuras en medio de la floración legislativa actual. Y además como hecho 
de consecuencias transcendentes, en cuanto puede disgregar y disolver la célula 
originaria de la sociedad, la familia, que en sentir de Santo Tomás es el “princi- 
pium urbis et seminarium civitatis", y podemos considerarlo también como hecho 
nacional y como hecho internacional. 

El divorcio como hecho nacional, nos llevaría a estudiar el sistema adoptado 
por cada país, las causas e influencias determinantes del mismo y las consecuen- 
cias internas provocadas por él. El divorcio como hecho internacional nos condu- 
ciría a ver los diversos sistemas adoptados por el Derecho Internacional Privado 


3 Del Mensaje de Su Santidad Juan XXIII con motivo de la solemnidad de la Sagrada 
Familia, 11 de enero de 1959, 


* 
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en orden a la determinación de la ley aplicable y reconocimiento de sus efectos 
en los demás Estados. 

Del divorcio en su primer aspecto, como hecho nacional, se ocupa el P. Iri- 
barne en su obra titulada Los dos divorcios, de la que nosotros a continua- 
ción nos ocupamos. De este mismo aspecto trata también el Prof. Andrea Piola, 
en su fascículo titulado Su un “Piccolo progetto" di divorzio. También daremos 
cuenta del mismo en estas líneas. 

Del divorcio en el segundo aspecto, como hecho internacional, se ocupa el 
Prof. Sánchez-Covisa en su documentado trabajo sobre La eficacia de las senten- 
cias extranjeras de divorcio, del que nos ocuparemos también seguidamente. 


1. "Los dos divorcios".—Un hecho local, la promulgación de la ley argenti- 
na 14394, de 22 de diciembre de 1954, en virtud de la cual se instituía el divorcio 
vincular, fue el motivo inmediato de la obra del P. Iribarne. Con ella se dota a 
la Argentina de un valioso compendio de la verdadera doctrina respecto al divor- 
cio, tanto en su sentido canónico-moral como en su sentido de institución natu- 
ral y civil. Una obra que viene a hacer frente a la ola divorcística actual. 

Comienza sentando los conceptos previos sobre el matrimonio segün el derecho 
natural, canónico y civil, para hacer descansar sobre estos pilares el verdadero 
sentido, el carácter y alcance del divorcio. 

Su obra está dividida en dos partes. La primera que consagra al estudio del 
divorcio imperfecto o separación de cuerpos, y la segunda que dedica al divorcio 
perfecto o vincular. Haremos, brevemente, un comentario a cada una de ellas. 

En su primera parte recoge la doctrina tradicional y la legislación canónica 
vigente, analizando los diferentes casos de separación privada y judicial. Ofrece 
particular interés su estudio en el caso de separación judicial. Distingue en ella 
dos situaciones posibles: que tenga lugar ante los tribunales eclesiásticos o ante 
los tribunales civiles. En el primer supuesto hace hincapié en el derecho propio y 
exclusivo de la Iglesia para conocer en las causas matrimoniales entre bautizados, 
y prueba que la separación es causa estrictamente matrimonial. 

Se detiene a estudiar la separación judicial ante los tribunales civiles, sobre 
todo cuando se niega a la Iglesia el derecho a conocer en estas causas, y recurre 
a las soluciones dadas por la Santa Sede en situaciones análogas, para fundamen- 
tar la validez de las resoluciones de los magistrados civiles; y pretende aplicar las 
soluciones pontificias a la situación Argentina en virtud de la analogía jurídica. 
Acaba esta materia examinando las dificultades que se ofrecen aún legalizando 
canónicamente las decisiones judiciales civiles en esta materia. 

El fuerte de la obra del P. Iribarne está contenido en la segunda parte, al 
tratar del divorcio perfecto o vincular. Es de notar que sobre la materia divor- 
cística ha publicado recientemente el P. Iribarne un interesante artículo en le 
Revista "LA LEY" de 1 de julio de 1958, editada en Buenos Aires, titulado “La 
indisolubilidad de los matrimonios civiles y el orden social argentino". 

En esta parte recoge, en primer término, la doctrina de la Iglesia fundamen- 
tada en la sacramentalidad de Ja institución contractual del matrimonio, refu- 
tando los ataques dirigidos por los divorcistas a esta materia. Estudia a continua- 
ción la posición antidivorcística, la que, atin englobando dentro de sí a la doctrina 
canónica, se diferencia de la misma al extender la indisolubilidad del matrimonio 
de un modo absoluto a todos ellos, tanto a los canónicos como a los civiles. Trata 
después la posición de los divorcistas en sus distintas manifestaciones, que refuta 
con energía científica y documental. 


316 BIBLIOGRAFIA: 


Entra a continuación a exponer la historia y la evolución de la institución 
matrimonial en la Argentina desde los comienzos de su historia hasta nuestros 
días, en los que se ve herida por la Ley 14394 que admite el divorcio vincular, 
para analizar la significación y alcance de su artículo 31 en el que está contenida 
la sanción del mismo. Estudia los dos supuesto de divorcio vincular proclamados: 
en dicha ley. 

Al ser el divorcio vincular un hecho constituído, si bien hoy se ha suspendido 
la vigencia de dicho artículo 31, se hacía necesario casar esta situación con la 
doctrina moral de la Iglesia. Esto lo logra el P. Iribarne en la última parte de- 
su obra, en donde expone la doctrina de la Iglesia, dando solución adecuada a! 
difícil problema, inspirado, principalmente, en el pensamiento del gran Pontífice 
Pío XII, ya determinando la conducta que deben observar los particulares y las 
normas a que deben sujetarse, como indicando la actitud que deben adoptar los 
jueces y abogados, y la licitud o ilicitud de las sentencias pronunciadas. Conclu- 
ye su obra exponiendo las sanciones canónicas, que pueden ser aplicadas, conte- 
nidas en el Código de Derecho Canónico. , 

Si alguna falta hemos de poner, a caso sea al aspecto dialéctico, a veces des- 
cuidado, al empleo del silogismo y algunas faltas de presentación. 

En suma, es una valiosa aportación que viene a contribuir al esclarecimiento 
de estas situaciones de hecho que suelen engendrar el confusionismo en las men- 
tes, no ya del vulgo, sino también de los doctos y peritos en la materia. Aclara 
con criterio certero los distintos supuestos y pone de manifiesto la verdadera doc- 
trina de la Iglesia y el sentido canónico de estas situaciones matrimoniales, v, 
concretamente en la Argentina, sefiala la norma a seguir en la materia divorcísti- 
ca tanto a los particulares como a los jueces y abogados, tranquilizando las con- | 
ciencias y sembrando la quietud y la paz del espíritu entre los creyentes católicos. 


2. Su wn "Piccolo progetto” di divorzio.—Con fecha 26 de octubre de 1954, 
Sansone formulaba una propuesta de Ley a la Cámara de Diputados italiana in- 
titulada "Casi di scioglimento di matrimonio", o progetto "di piccolo divorzio". 
Este proyecto de divorcio se extendía solamente a cinco casos en los que el cón- 
yuge interesado podía pedir la disolución. Estos eran: 1. Si el otro cónyuge hu- 
biese sido condenado con sentencia definitiva a quince afios o más de reclusión. 
2. Si el otro cónyuge ha intentado el uxorididio contra el cónyuge demandante. 
3. Por abandono del techo conyugal por un período ininterrumpido de inferior a 
quince años, o por separación consensual o de derecho, que haya durado ininte- 
rrumpidamente no menos de quince afios. 4. Si el otro cónyuge padece enfermedad 
mental considerada incurable, y permanezca en un hospital o lugar de curación 
no menos de cinco años. 5. Si el otro cónyuge como ciudadano extranjero, ha ob- 
tenido en el extranjero la disolución del matrimonio contraído en Italia. 

El Prof. Piola, con un recto criterio jurídico, canónico y social, rebate en 
breves páginas, con solidez y profundidad, este piccolo progetto di divorzio. Pa- 
ra ello recurre a la legislación vigente que sólo admite el divorcio en caso de 
muerte, a los principios que inspiran el ordenamiento jurídico italiano, conforme 
con su tradición, a la misma Constitución del país, al Concordato concertado con 
la Santa Sede, a la doctrina y legislación de la Iglesia, a la misma doctrina jurí- 
dica italiana que se había ocupado del problema con motivo de nueve proyectos 
de divorcio, para concluir que el establecimiento como Ley de este “piccolo pro- 
getto” de divorcio está en pugna con todo el sistema legal italiano, es contrario 
a su tradición multisecular, se opone a la doctrina canónica contenida y sancio- 
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-nada en el Concordato, y prescindiendo de los motivos religiosos y jurídicos, que 
la admisión de una ley de divorcio se volvería contra el bien común y es contra- 
ria al orden moral y social. 


3. La eficacia de las sentencias extranjeras de divorcio. —Bajo este dite 
trata el Prof. Sánchez-Covisa un delicado y grave problema de Derecho Interna- 
cional Privado. Como prueba de su consistencia y valor científico, bástenos decir 
que dicho trabajo fue hecho a petición del Coleeio de Abogados del Distrito Fe- 
deral de Caracas, para presentarlo en nombre de dicho organismo, a la Sexta 
Conferencia Internacional de Abogados celebrada en Oslo (Noruega), en julio de 
1956. De la competencia de su autor bástenos decir que desempefia la Cátedra de 
Derecho Internacional Privado en la Universidad de Caracas (Venezuela). 

El trabajo responde plenamente al esclarecimiento de un conflicto internacio- 
nal frecuente y constante. A ello destina el Prof. Sánchez-Covisa su estudio de 
fuerte consistencia y solidez científica. Trabajo que divide en cuatro partes, la 
primera consiste en una introducción destinada al planteamiento de la cuestión. 
Sigue un capítulo que dedica al estudio de los requisitos materiales de las senten- 
cias extranjeras de divorcio, y es aquí donde plantea el nücleo fundamental del 
problema conflictual, haciendo resaltar la necesidad de determinar cuál sea el tri- 
bunal competente. Resuelto este primer paso, determinar cuál.sea la ley aplicable 
por dicho tribuna] competente. Estos problemas los resuelve con gran acierto dan- 
do.un recorrido a las legislaciones latino-europeas, germánicas, anglo-americanas, 
conferencias internacionales, etc., exponiendo finalmente su criterio personal. 

Dentro de. este. mismo capítulo estudia el control de regularidad del procedi- 
miento, consistente en las garantías que procesalmente deben darse al demandado 
para que pueda hablarse de procedimiento y sentencia. Finalmente trata del con- 
trol del orden püblico, atribuído al país en donde debe surtir. efecto la sentencia 
de divorcio para evitar la infracción de sus. principios ético-jurídicos. 

El capítulo tercero lo destina a estudiar el procedimiento de penetración de 
los efectos de la sentencia extranjera de divorcio. Se ocupa en primer término de 
las formas de penetración de los efectos de la.sentencia extranjera de. divorcio, 
estudiando las dos formas en que esto suele realizarse, bien mediante el recono- 
cimiento inmediato de su eficacia en el país receptor, bien mediante un procedi- 
miento previo destinado a comprobar que reüne los requisitos materiales indis- 
pensables. 

^ continuación trata de la sisi del efecto ejecutivo y de la cosa juz- 
gada. Atinadamente resuelve el problema que provoca el reconocimiento de di- 
chos efectos, que lógicamente deben tener carácter territorial, y los extiende al 
país receptor con criterio moderado y con soluciones científicamente. aceptables. 

Finalmente estudia la penetración de los efectos constitutivos de la sentencia. 
Examina los diversos supuestos que pueden presentarse en el orden internacional, 
concluyendo que tales efectos deben ser internacionalmente reconocidos, por tra- 
tarse de simples modificaciones de situaciones jurídico-privadas, sin que deba exi- 
girse en el pais réceptor la declaración especial del exequatur. En último término 
recoge las conclusiones de los extremos estudiados. '? 

Podemos, pues, concluir que la monografía del Prof. Sánchez-Covisa es un va- 
lioso estudio que viene a resolver las dificultades conflictuales sobre una materia 
como al divorcística, hoy tan en boga, que ha creado tantos problemas, tanto 
de índole interna ‘como externa, y a cuya solución van ligados tantos intereses, 
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no ya juridicos, sino también ético-morales, sociales y religiosos. La aplicación de 
los principios propugnados en esta monograíía, pondría coto a muchos fraudes de 
leyes nacionales, y ofrecería las garantías necesarias a cada uno de los ordena- 
mientos jurídico-positivos en el orden internacional. 


Juan PÉREZ ALHAMA 


TORQUEMADA, JUAN DE, O. P., Symbolum pro informatione Manichaeorum, en 
"Publicaciones del Semin. de Burgos", serie B, n. 3, edición por Nicolás López 
Martínez y Vicente Proaño Gil (Burgos, 1958). 


Dos finalidades cumple la presente publicación. La primera es dar a conocer la 
gran figura del Cardenal Juan de Torquemada, uno de los más eminentes tedlogos 
del siglo XV, casi completamente desconocido hasta tiempos muy recientes. La 
Segunda es contribuir al mejor conocimiento de las sectas o herejías del período 
del Renacimiento. Digamos también de paso, que el célebre Teólogo, Cardenal 
Juan de Torquemada, no debe confundirse con el Inquisidor General y primer 
organizador de la Inquisición española, Tomás de Torquemada, ambos de la Or- 
den de Predicadores. 

Este tratado se escribió a mediados del siglo XV, cuando las regiones orienta- 
les de Europa, particularmente Bosnia, estaban directamente amenazadas por el 
incontenible avance de los turcos. Mientras este inmenso peligro amenazaba por 
el exterior, otro más sutil y solapado corroía el interior de Bosnia: era la secta 
de los llamados Bogomilos, que eran una especie de continuación de los antiguos 
maniqueos. Para oponerse, pues, a este peligro interior escribió Juan de Torque- 
mada el presente tratado. 

Su objeto es hacer ver a todo el mundo la perversidad de esta secta, con el fin 
de que puedan todos prevenirse contra ella y atacarla con toda decisión. La secta 
es designada con el nombre de Maniqueos. 

Distingue el autor cincuenta verdades o puntos fundamentales de la Religión 
Católica, y recorriéndolos uno por uno, hace ver cómo estos nuevos maniqueos, es 
decir, los Bogomilos, niegan o se oponen a todos ellos. Es digna de notarse, por 
una parte, la claridad con que expone y declara estos principios fundamentales 
de la fe católica, y por otra la abundancia de detalles sobre dicha secta. Si bien 
se ha podido comprobar que en algunos de estos detalles es poco exacto, pero en 
conjunto es el mejor documento que poseemos para el conocimiento de aquella 
secta, y Torquemada se acredita en este tratado, de eminente teólogo y sagaz 
observador de la heterodoxia. De una manera inesperada, los bogomilos desapa- 
recieron sin dejar apenas rastro, barridos por la invasión turca, que se apoderó 
de aquellos territorios. 


BERNARDINO LLomca S. I. 


Sara BaLust, L., Visitas y Reforma de los Colegios Mayores de Salamanca, en 
el reinado de Carlos III, “Public. de la Univ. de Valladolid". Tesis doctoral 
(Valladolid, 1958). 


- Con particular satisfacción saludamos el presente trabajo, que constituye una 
excelente contribución al conocimiento del desarrollo de los célebres Colegios Ma- 
yores; pues, aunque el trabajo se circunscribe a los de Salamanca, en realidad se 
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trata de los Colegios Mayores de Espafia. Por esto, suplicamos al autor que no 
tarde en proporcionarnos la segunda y ültima parte de su estudio, es decir, sobre 
los conatos de resurgimiento de los Colegios Mayores después de Carlos III, segün 
nos promete al final de la obra. 


Encabeza el trabajo un magnífico prólogo del Dr. Vicente Palacio Atard, po- 
nente y secretario en el tribunal formado para la presente tesis. Luego, entra el 
autor en su magistral exposición, que, mas que tesis de un principiante, designa- 
ríamos como magnífica investigación sobre un tema delicado. En ella aparecen 
claramente los vicios básicos de los Colegios Mayores de Espafia, que eran: por 
un lado, la formación de una casta, que buscaba ünicamente su comodidad y no 
la ciencia o el estudio; y por otro, el que la cátedra fue utilizada, no como un fin 
en sí misma para el cultivo de la ciencia, sino como un medio para hacer carrera 
administrativa, o como se decía, para alcanzar "plaza" o empleo en los buenos 
puestos de administración del Estado o de la Iglesia. 

Pero tal vez se llegó tarde o no se realizó en la debida forma. El resultado fue, 
que la Reforma de Carlos III fracasó, y se hubo de llegar a la extinción de los 
Colegios Mayores. El mismo Sala Balust lo resume de este modo: "No fue, la de 
Carlos III, una reforma feliz... Se hizo una reforma discreta, con energía, pero 
con miramiento, señalándoles el antiguo de seminarios de preparación, no menos 
para las letras, que para los cargos de gobierno... A los dos o tres años... era pa- 
tente el fracaso de la reforma preparada con tanto cuidado. i nuevos colegia- 
les apenas se diferenciaban en nada de los anteriores". 

En cinco nutridos capítulos se da amplia información sobre los hombres de la 
Reforma, que fueron el obispo de Salamanca Bertrán, Pérez Bayer y Roda; sobre 
la visita realizada por el obispo Bertrán a los Colegios Mayores de Salamanca, y 
los forcejeos de los colegiales por evadirse de la Reforma; sobre los decretos y 
realización final de la Reforma, la nueva visita de los Colegios Mayores y su ex- 
tinción final. 

Completa la exposición un nümero abundante de importantes documentos re- 


producidos en los apéndices. 
BERNARDINO Liorca S. I. 


TURBERVILLE, A. S., L’Inquisizione spagnola, en col. "Universale Economica", 
240 (Milán, 1957). 


Se trata de una traducción italiana de la obra inglesa "The Spanish Inquisi- 
tion", editada en Londres en 1949, y en general se puede decir de ella, que es un 
pequefio manual, particularmente a propósito para dar a conocer a la Inquisición 
española. 

Dos cosas caracterizan este sencillo manual sobre la Inquisición. La primera 
es su criterio relativamente reposado y objetivo. En una materia, en la que tan- 
tos trabajos se han publicado con apasionamiento y falta de objetividad, se ex- 
perimenta una gran satisfacción al encontrar un enjuiciamiento sensato y objeti- 
vo. En general, la tendencia del autor, enteramente conforme con los más sanos 
criterios de objetividad histórica, es enjuiciar a la Inquisición, ya a la medieval, 
ya a la española, no según los criterios de nuestros tiempos, sino conforme a la 
manera de pensar del tiempo en que se desarrollaron aquellos acontecimientos. 


Aunque generalmente aplica el autor este sano criterio, al final de la obra, 
cuando trata de dar una idea de conjunto sobre la Inquisición española, parece 
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se olvida de él, pues de -hecho la enjuicia al menos en parte, desde el punto de 
vista moderno y con los criterios de nuestros días. 

En segundo lugar se caracteriza esta obrita por su carácter canónico. Efecti- 
vamente, vemos que se exponen en ella con relativa amplitud las diferencias ca- 
nónicas entre la Inquisición medieval y la espafiola, la organización, facultades y 
privilegios de la Espafiola, el desarrollo de los procesos y su penalidad y los diver- 
sos tipos de procesados, los Moriscos y Conversos judíos, los Protestantes, Falsos 
Místicos, etc. Diríamos que, preferentemente, es un tratado canónico de la orga- 

nización, procesos, castigos y crímenes de la Inquisición espafiola. 


BERNARDINO LLORCA S. I. 


Pebro Rubio MERINO. Don Diego Camacho y Avila, Arzobispo de Manila y de 
Guadalajara de México (1695-1712). (Sevilla, Escuela de Estudios Hispanoame- 
ricanos, 1958). Un volumen de XVIII + 501 pp., y varias láminas fuera de 
texto. | 


José Antonio Calderón Quijano sitúa admirablemente, en el breve prólogo que 
‘ha puesto a esta obra, su significación y contenido. Dice que este libro constituye 
una triple e interesante manifestación: 1.2 La biografía de un Prelado indiano, 
exponente típico de su época, y de la mentalidad imperante de la misma, 2.° la 
“narración de unos hechos suficientemente sintomáticos, cuya investigación documen- 
tal y exposición narrativa se realizan y dan a conocer por primera vez; 3.° La ca- 
lificacién jurídico-canónica de los mismos, con abundante y original aplicación de 
las normas pontificias y conciliares que en cada caso regulan y sancionan los he- 
chos en cuestión. 

En efecto, el desenvolvimiento de las cristiandades de Indias dio origen a una 
situación en la que, forzosamente, habían de producirse choques entre la jerarquía 
eclesiástica y los religiosos que venían ocupándose en el trabajo apostólico. Como 
cincuenta años antes en tierras de México, con Palafox también en Filipinas se 
produce, en tiempos de Don Diego Camacho, uno de estos choques. El Arzobispo 
ve, al ser nombrado, que su papel había de ser actuar “no como Arzobispo, sino 
como un mero clérigo consagrado solo para servir en la colación de sacramentos, 
pues por lo que toca a visita y demás puntos principales está allí a un arzobispo 
denegado, porque a esto se oponen los religiosos todos”. Prácticamente sin clero 
secular, con un seminario reducido al mínimo, y los provinciales actuando a ma- 
nera de auténticos ordinarios, el Arzobispo se vio obligado a dar una batalla que el 
autor de esta monografía estudia concienzudamente. 

Da abundantes datos de hecho, trazando un cuadro muy justo de la situación, 
tanto en Manila cuanto en Guadalajara y compulsa a fondo las fuentes canónicas 
por lo que atañe a la exención de los religiosos, al régimen de la Iglesia en Indias, 
a la visita de los hospitales, y a todos los puntos jurídicos que se tocan a lo largo 
de la biografía del Arzobispo. De aquí el interés jurídico que presenta esta mono- 
grafía. Los resultados son francamente desfavorables para los religiosos y el autor, 
escribiendo con entera sinceridad, no se recata de señalarlo así. 

Independientemente de esto se nos traza un retrato muy completo del arzo- 
bispo, como luchador infatigable, como pastor ejemplar. La actuación de Camacho 
en los nueve años que estuvo en Avila y en los cinco de Guadalajara está a la altu- 
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ra de los más ejemplares Prelados del siglo XVII, y el autor ha hecho un magní- 
fico servicio reivindicando esta espléndida figura de la reforma católica postriden- 
tina. Digna de especial mención es la idea el seminario de Manila, institución que 
con triple carácter hubiera debido servir como seminario diocesano, regional y de 
misiones. Estúpidos celos regalistas impidieron el desarrollo de una concepción que, 
llevada a su plena realización, hubiera podido significar una importantísima apor- 
tación al apostolado misionero en el extremo Oriente. 


La obra está muy bien documentada, a base de material en gran parte inédito 
y con un conocimiento muy completo de las fuentes. No se limita a darnos los da- 
tos imprescindibles, sino que procura completarlos con todos aquellos que pueden 
contribuir a un conocimiento más exacto del ambiente histórico por ejemplo, con 
la descripción cuidadosa de las dos poblaciones y diócesis en que actúa Camacho 
y Avila. Pese a esta documentación tan completa se lee con verdadero interés, 
que en algunas ocasiones llega a ser apasionante. Aunque trazada con discreción, 
la obra deja en el ánimo del lector una impresión de tristeza por ser muchas las 
miserias que muestra y porque, al fin y al cabo, todos los esfuerzos de Camacho y 
Avila vinieron a quedar frustrados, sin que se consiguiera lo que él intentaba. Si- 
glos después, piénsese en el cisma aglipayano, habrían de recogerse los amargos 
frutos de la insensata siembra que se había hecho antes. 

Es una pena que el autor no haya podido disponer, pues no estaba aún publi- 
cada cuando él preparaba su monografía, de la obra de EcaÑa sobre el regio vica- 
riato indiano. Le hubiese servido de mucha ayuda para llegar a penetrar más pro- 
fundamente en algunas de las actitudes. También creemos que le hubiese ayudado 
el número que “Informations catholiques internationales” dedicó a la Iglesia en 
Filipinas para iluminar, mediante sus datos, las consecuencias que el haberse frus- 
trado el intento Camacho y Avila tuvo a lo largo de los siglos. 

El libro escrito en un estilo suelto y agradable, resulta a veces, si duda por su 
condición de tesis doctoral, defendida en la Facultad de Filosofía y Letras de Se- 
villa, un tanto reiterativo. La estructura de las tesis doctorales obliga siempre, a 
fuerza de buscar el método y el orden, a algunas repeticiones que bien hubiesen 
podido desaparecer antes de la publicación. 

El líbro es magnífico, y felicitamos al autor. Felicitando también a la Diputa- 
ción de Badajoz, que, con un mecenazgo desgraciadamente no muy frecuente, ha 
contribuído a su publicación. 

LAMBERTO DE ECHBVERRÍA 


J. QuetHas BIGOTTE Situacáo Jurídica das Misericórdias Portuguesas (Coimbra, 
1959) Un volumen de XIX + 256 páginas. 


Al llegar a cualquier ciudad portuguesa suele ser muy frecuente que se ofrezca, 
como obligada visita para el viajero, una iglesia, construída por lo común con de- 
purado gusto artístico, llamada “La Misericordia”. Tales iglesias son una de las 
manifestaciones más vistosas de la magnífica vitalidad que alcanzaron a lo largo 
de cuarto siglos unas curiosas instituciones, del mismo nombre, que el autor se 
propuso estudiar en esta monografía. Ya desde la primera página el lector se en- 
cuentra con un hermoso elogio de las Misericordias debido nada menos que a la 
pluma de San Francisco Javier. Escribiendo a San Ignacio de Loyola le daba la 
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noticia de la existencia en Oriente, de “una compañía de hombres muy honrados, 
que tiene cargo de amparar a toda la gente necesitada, así a. los naturales cristia- 
nos, como a los que nuevamente se convierten. Esta compañía. de hombres portu- 
gueses. se llama la Misericordia ;.es cosa de admiración ver el servicio que estos 
buenos hombres hacen a Dios Nuestro Sefior en favorecer a.todos los necesitados". 

Nacida tal institución bajo el impulso de la Reina Doña Leonor el 15 de agosto 
de 1498, recibió generoso impulso de los Reyes de Portugal, quienes repetidas. veces 
apoyaron su extensión por todas las provincias del Reino, e incluso.por el ultramar 
portugués. En 1618 el Rey Felipe II, de España y Portugal, dictó una provisión 
que había de regir la vida de las Misericordias hasta mediados del siglo XIX. Des- 
graciadamente en este siglo los vientos del liberalismo. fueron adversos a tales ins- 
tituciones, y se inició para ellas una difícil crisis que aün persevera. 


En efecto, pese a la ractificación sustancial impuesta. por el Estado nuevo a la 
política portuguesa, y pese al Concordato. de 1940 la situación actual.de. las: Mise- 
ricordias dicta mucho de ser halagúeña. Gran parte de ellas han visto reducirse a 
nada la tradicional cofradía o sodalicio, sustituída por una mesa «administrativa 
nombrada por la autoridad civil, y sometida a.los avatares de la política; otras 
veces esta medida se ha hecho necesaria por la decadencia a que.la.misma herman- 
dad canónica había llegado; otras veces ha llegado a aplicarse el Decreto-Ley 
35.108 que desmembra la Misericordia, nombre que reserva para una institución 
laica a la que se atribuye todos los bienes.y los fines asistenciales, de la Cofradía, 
que queda reducida a atender, en precario, al culto de las Iglesias y al bien espiri- 
tual de los enfermos. 

Para salir al paso de esta situación, y.echar las bases. de un planteamiento. legal 
que haga posible el reflorecimiento de unas instituciones gloriosísimas, que han es- 
crito páginas de hermosura sin igual en la atención a los pobres y en el ejercicio de 
la caridad, el autor estudia a fondo el problema de Ja naturaleza jurídica de las 
misericordias y el de su actual regulación. 

Roconozcamos que la empresa era difícil. De. una parte, coda el que se bas aso- 
mado al Código de Derecho canónico sabe bien que el título “De las asociaciones 
de los fieles" no es precisamente de lo mejor redactados, y que hay en él bastante 
fluctuación de terminología y algunas imprecisiones en los.conceptos. Pero esta 
dificultad se hace mayor cuando hay que utilizar al mismo tiempo la terminología 
jurídica portuguesa, que también ofrece no pequeña dificultad. Así, al tratarse de 
institutos jurídicos sobre los que opera la doble legislación canónica y civil, se hace 
necesario un cuidado exquisito para conservar siempre la necesaria precisión de len- 
guaje y concepto. 

Afiádase a esto la dificultad intrínseca al tema. Nacen las Misericordias con un 
fin clara y decididamente religiosa, pero bajo el impulso de los reyes. Por eso fal- 
ta una aprobación nítida, expresa de las mismas por parte de la autoridad ecle- 
siástica. Sometidas al Patronato real y libres, en virtud de exención concedida por 
los Romanos Pontífices, de la autoridad episcopal, ofrece una naturaleza .jurídica 
singular. Son agrupaciones de fieles con fin religioso, aprobadas por la Iglesia .que 
les ha concedido indulgencias y privilegios, pero reguladas por el poder.civil. El 
autor, con mano maestra, va aclarando los diversos problemas que de tal situación 
surgen, concede con toda lealtad al Estado lo que hay que conceder, poróteeivina 
dica vigorosamente para.la Iglesia los derechos que le corresponden.. ; 

No todo, en materia de tanta complejidad, está igualmente demostrado. fes 
en conjunto nos complace decir que la monografía es ejemplar. «Creemos que ..el 
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autor ha conseguido aclarar la verdadera naturaleza de las Misericordias y otrecer 
las bases para una regulación jurídica de las mismas que, como él indica muy bien 
el autor, convendría hacer por vía concordataria. Sin menoscabo de los derechos 
que el Estado pueda tener para atender a los fines de beneficencia y caridad, las 
Misericordias, sujetas a la jurisdicción y vigilancia del Ordinario respectivo, con 
sus Estatutos aprobados por el Estado, en virtud del derecho adquirido por éste, 
pero constituídas en forma de Sodalicios o hermandades, de acuerdo con el Dere- 
cho canónico, podrían volver a representar un magnífico factor de ejercicio de !a 
caridad y la beneficencia. 

Es curioso notar como simplemente el cambio del orden de un par de frases 
en el art. 433 del Código administrativo de 1940 podría servir para fundamento de 
la reforma propugnada. 

El libro ha sido editado bajo el patrocinio de la fundación Calouste Gulbenkian. 
La presentación es digna, y el libro se lee con gusto. 

Señalemos en fin que este trabajo fue defendido como tesis doctoral en la Uni- 
versidad Gregoriana de Roma el 18 de junio de 1958. 

Felicitamos al autor por la magnífica monografía que ha escrito y el buen ser- 
vicio que ha hecho a su patria con la misma. 

S LAMBERTO DE ECHEVERRÍA 


Uao CivarDI. Prontuario per l'amministratore di bent ecclesiastici (Piacenza-Tip. 
S. P. E. s, a.) Un volumen de 166 pp. 


El autor, Director de la Oficina administrativa diocesana de Piacenza, ha aprove- 
chado la experiencia que le proporcionában los largos años que lleva al frente de la 
misma para ofrecer a sus lectores un prontuario que les sirviera de guía en la ad- 
ministración de los bienes eclesiásticos. 

Lealmente, en una advertencia contenida en una hoja adicional incluída en la 
obra, advierte el autor que solo escribió su obra pensando en los sacerdotes de la 
diócesis de Piacenza. Sin embargo una recensión, sumamente favorable, que apare- 
ció en “La civiltá cattolica” llamó la atención sobre este libro a un gran número 
de personas. Por eso anuncia el autor su propósito de publicar proximamente una 
nueva edición más completa, y refiriéndose no sólo a la legislación particular de 
Piacenza sino también a las diversas legislaciones regionales y diocesanas vigentes 
en Italia. 

Diremos sin embargo que tal como está actualmente el libro resulta muy útil. 
Se trata de una obra, sin grandes pretensiones científicas, pero concebida con un 
criterio extraordinariamente práctico. Dando por supuestas las nociones técnicas 
que proporcionan el Derecho canónico y el civil, se explica con toda claridad, or- 
den y precisión, la administración del beneficio, la administración de las iglesias, 
y la administración de otras entidades eclesiásticas. En un apéndice se nos dan nor- 
mas respecto a las salas parroquiales y ocho formularios, sumamente útiles. El ín- 
dice general, ya de por sí muy detallado, va aoompafiado de un índice por materias, 
que llena siete páginas, y que permite encontrar facilmente lo que se busca. 

Como decimos, la característica principal de la obra es la claridad. Para eso el 
autor tiene humildad suficiente para explicar cosas que todo el mundo da por su- 
_ puestas y prescinde de explicarlas, y luego son origen de enfadosas dificultades. Así 
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po ejemplo la distinción entre los actos de gobierno de la diócesis, y los de la 

- “mesa épiscopal" ; o la distinción entre el usufructuario de la dote beneficial y c! 
administrador con derecho a süs frutos, etc. etc. 

Sabido es que la legislación concordataria italiana es Distant rigurosa en cuan- 
“to al reconocimiento gubernativo de las entidades eclesiásticas y en cuanto a su 
administración. Las disposiciones correspondientes son explicadas por el autor con 
» gran | detenimiento, Lo mismo se diga de lo referente a las “fábricas” de las iglesias. 
Estos pormenores no ofrecen, como es lógico, un interés inmediato para los lecto- 
res no italianos. , 

Prescindiendo de esto, el libro podría servir a todos, italianos o no, como verda- 
dero modelo para algo que siempre es necesario: la explicación lisa y llana, con su- 
ficiente contenido canónico, pero sin inütiles disquisiciones, de lo que la vida ordi- 
naria de la administración eclesiástica es necesario hacer. Y en este sentido, como 
modelo, recomendamos muy de veras este libro a todos nuestros lectores. 


LAMBERTO DE: ECHEVERRÍA 


JOHANNES DINDINGER O. M. I. Biblioteca missionum-Chinesische missions-literatur 
1800-1884 n. 1-1217. (Freiburg, Verlag Herder, 1958). Un volumen de XVIII-- 


745 páginas. 


‘Es universalmente conocida y alabada la colosal Bibliotheca Missionum que em- 
pezó a publicar el P. Roberto STREIT O. M.-I. y que actualmente prosigue el Padre 
DINDINGER O. M. I. Huelga por consiguiente hacer una presentación de este volu- 
men XXII.que recientemente ha aparecido. 


Se.trata de una de las obras de bibliografía de más sólido eure y de mas 
seria elaboracién cientifica que conocemos. Después de haber terminado, salvada la 
interrupción de la guerra, con la literatura misional referente a Africa, a Australia, 
y a Oceanía, se emprende ahora la tarea de recopilar esa misma literatura misional 
referente a China. El volumen que presentamos a nuestros lectores comprende to- 
dos los datos de los afios 1800-1884. 


No puede pedirse más, ni en cuanto a la escrupulosidad con que están recogidos 
todos los datos, salvando con paréntesis cuadrados los innumerables que no constan 
-n la misma obra y son debidos a la diligencia del recopilador; ni en cuanto al 
aparato científico, concebido con arreglo a las más rigurosas normas metodológicas ; 
ni en cuanto a la diligencia por recurrir a todas las fuentes de posible información 
bibliográfica. En las páginas XIII-XVI se relacionan los catálogos bibliográficos que 
se han utilizado dando en la página siguiente las siglas para la utilización de los 
repertorios y en la siguiente las que permiten identificar la biblioteca en que se en- 
cuentran los libros citados. Con esto el lector está en situación de poder sacar el 
maximo: fruto posible de esta completísima bibliografía. 


Pero es que además la obra preserita, ejemplarmente trabajados nada menos que 
los ‘siguientes indices: el de autores, el de personas, el de materias, el geográfico, 
y el de lenguaje, o sea de autores y obras referentes a cuestiones lingüísticas. 

Asombra la diligencia con que se han buscado artículos en revistas, de casi im- 


posible hallazgo, y el cuidado con que se da en todos los casos la reseña de las 
mismas. Es. de alabar también el rigor y buen criterio con que se han llevado los 
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difíciles problemas que planteaba la adaptación a las lenguas europeas de la fonética 
china. | 
Digamos finalmente que la presentación de Herder dado a este volumen responde 
plenamente à la importancia científica de la obra y a las tradiciones de la casa edi- 
torial, a la que felicitamos. 
LAMBERTO DE ECHEVERRÍA 


URBAN C. WIGGINS. Property laws of the state of Ohio affectuing the Church. The 
Catholic University of America Press. Qyashipéton 1956. Un Volumen de XI-- 
140 páginas. 


La soberanía de la Iglesia sobre los bienes materiales, con independencia del 
Estado, sigue siendo un caballo de batalla en los momentos presentes en muchas - 
naciones. No es moderno el problema, ni mucho menos; pero las disputas son cada 
vez más enconadas ` si cabe. Y se discute en un momento en que la Iglesia está ad- 
quiriendo en todas partes un auge sorprendente. Quizá por ello, y para contrarres- 
tarlo, las controversias terminan muchas veces en una completa negación o desdén 
de este derecho o en la imposición de trabas Y restricciones perjudiciales a su nor- 
mal ejercicio. 


Un ejemplo claro lo tenemos en los EE. UU. de Norteamérica, donde la Iglesia 
no está reconocida como sociedad jurídicamente perfecta y su personalidad legal 
le ha sido por tanto negada. Como consecuencia no puede adquirir, tener o poseer 
bienes o propiedades independientemente de la autoridad civil, aunque lo esté per- 
mitido ejercer ciertos derechos en forma autónoma. No obstante, la libertad que 
en materia legislativa tiene cada Estado miembro de la Unión, da lugar a algunas . 
diferencias de trato, siquiera en lo sustancial todas sean semejantes. i 


El P. Wiggins ha restringido su estudio al derecho de Ohio sin entrar en el de los 
demás Estados. Ello resta bastante interés a la obra que ha podido desarrollarse 
en horizontes más amplios. Pero, a pesar de.todo, no deja de ser meritorio su tra- 
bajo en cuanto nos da a conocer el modó de pensar del legislador. norteamericano 
en esta importante materia. > 

Como ya es tradicional en todas las tesis doctorales de la Universidad Católica 
de Washington, hay en esta dos portes netamente diferenciadas: una primera de 
carácter histórico y una segunda de exposición propia de la tesis; en este caso el 
D. de propiedad vigente en Ohio que afecta a la Iglesia. Y como ya es tradicional 
también, incurre en una serie de errores de bulto derivados de ese afán de hacer las 
cosas en serie que tienen en aquellas tierras. 

Centrándonos en el estudio de la ültima parte, la más importante, nos expone 
el autor los dos modos bajo los que se le permite a la Iglesia poseer propiedades en 
este Estado: 1) En forma de fideicomiso 2) Constituyéndose en persona jurídica con- 
forme a derecho..La forma general, dice, es que se posean en fidicomiso por los 
ordinarios!. 

En algunas ocasiones, por reconocerse a la Iglesia c como una institución de ca- 


1 La constitución como persona jurídica puede. hacerse facilmente a tenor de la Ley de 
Corporaciones que está redactada muy liberalmente. 
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ridad publica, se le permite el derecho de adquirir o recibir donaciones y legados 
aunque con algunas restricciones, generalmente en materia tributaria. 

Por otra parte no existe en Ohio distinción alguna entre propiedades eclesiás- 
ticas consagradas al culto y las demás propiedades. Sin embargo, está generalmente 
admitido, a decir del autor, que las propiedades que se usan para fines benéficos, 
caritativos o religiosos no pueden ser embargadas ni vendidas en püblica subasta, 
ya que dicha venta destruirá el fideicomiso y los fines para que fue establecido. 

Así mismo la ley regula cuanto a la administración de las propiedades traspasa- 
das a sociedades religiosas, iglesias o asociaciones se refiere. 

Dedica también un capítulo al estudio del derecho Canónico sobre esta materia 
y termina con un índice alfabético y bibliográfico. 

Por lo demás la obra está bien presentada en el formato típico de este centro. 


Luis PORTERO 


CHARLES J. Mc. FADDEN (Agustino). ETICA Y MEDICINA. Prólogo de Mons. Ful- 
ton J. Sheen. Traducida del inglés por el as P. Fidel Casado (Agustino). Madrid, 
Ediciones Studium, 1958. 


Es un interesante y extenso estudio (437 páginas) sobre los mültiples problemas 
que plantea al médico la moral, y a la moral el médico. Tiene dos marcados desti- 
natarios: médicos y moralistas. 

El médico encuentra en este libro un estudio sumario, científico, fudamentado y 
aplicado, para acertar a resolver sus problemas médicos a la “luz de una sana y au- 
téntica deontología médica. 

El moralista encuentra un estudio sumario, que le es de todo punto imprescin- 
dible, para poder entender el planteamiento de los diversos casos de enfermedades 
y tratamientos médicos o quirürgicos, y juzgar de ellos a las luces de la moral ca- 
tólica. 

El valor de la obra está en este doble enfoque. No sería justo que el profesional 
de la medicina juzgara de este libro por la aportación que trae a la ciencia médica. 
Tampoco el moralista debe juzgarlo separadamente por su aportación al estudio de 
la ciencia moral. Vistos estos dos aspectos por separado es un trabajo de divulgación 
de medicina y moral. 

Los tres primeros capítulos están dedicados a los médicos, para iniciarlos en los 
criterios de moralidad: "Naturaleza e importancia de la Etica", "Los fundamentos 
de la moralidad", "E] matrimonio cristiano". 

Los catorce restantes son otros tantos temas de deontología médica, muchos de 
ellos de importancia trascendental, problemas de siempre unos, de la más rigurosa 
actualidad otros. 

Un primer grupo lo forman la serie de problemas que giran alrededor del hecho 
natural, destinado por el Creador, a trasmitir la vida, que solo pueden tener cabida 
dentro de la santidad del matrimonio sellado con unidad e indisolubilidad ; fecun- 
dación artificial anticoncepcionismo, método de observación de períodos agenésimos, 
aborto (directo, terapéutico e indirecto), gestación ectópica. 

Es complemento de este primer grupo el estudio completísimo del sacramento 
del Bautismo, en el capítulo X. 


Los capítulos XI y XII forman grupo aparte: Los derechos de Dios sobre la 
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vida del hombre y la obligación del hombre de conservar su propia vida. Se estudia 
el problema del dolor y de la eutanasia; la obligación de emplear medios: ordins- 
rios y extraordinarios, estudiando en concreto medios de moderna aplicación, como 
la alimentación intravenosa, medicinas para prolongar la vida, transfusiones de san- 
gre, uso de oxígeno, la reanimación etc. 

Para el cirujano trae un completo elenco, influyendo las operaciones de actuali- 
dad: cirujía plástica, la operación Voronoff, lobotomía prefrontal, trasplante de 
cornea, banco de huesos e injerto de ovarios... 

A la esterilización dedica un capítulo íntegro, el XIII, distinguiendo entre la te- 
rapéutica y la eugénica. 

También es interesante el capítulo XIV en el que se estudia la moralidad de la 
cooperación a operaciones inmorales. 

La veracidad y el secreto profesional tienen su capítulo, el XVI. 

Bajo el epígrafe: "Los ültimos sacramentos", se estudian los problemas que 
plantea la administración de los sacramentos de Penitencia, Comunión y Extre- 
maunción a los moribundos. Lástima que en este estudio, donde se ha dado tanta 
extensión a los sacramentos de Comunión y Extremaunción, se hayan olvidado los 
problémas derivados de la administración del sacramento de la Penitencia a enfer- 
mos y moribundos. Y los hay, tales entre ótros: La conveniencia de la absolución, 
condicionada, aun después de la muerte aparente; la probable eficacia del sacra- 
mento aunque el enfermo haya caído ya en estados comatosos, sin posibilidad de 
externas sefiales de arreéntimiento por parte del penitente; el valor cierto de la 
confesión cuando el enfermo no puede o no debe, a juicio de los médicos, hablar, 
por salvarse en estos casos la integridad formal; la obligación de facilitar al enfer- 
mo, por todos los medios, la confesión secreta ; la obligación del sigilo sacramental 
extensiva a los que no pueden abandonar al enfermo mientras se confiesa, etc. etc. 

Termina con un apéndice: "Normas ético religiosas para los hospitales católi- 
cos". Preparadas estas normas de acuerdo con las Asociaciones de hospitales cató- 
licos de Estados Unidos y Canadá, son de cierta utilidad. Pero en esto, como en 
otros puntos, hubiéra sido más práctico que el traductor hubiera completado con 
datos de nuestra legislación, con lo que hubiera logrado un buen texto de Deonto- 
logía médica para nuestras Facultades de Medicina. 

Nos hubiera gustado que este libro se llamara Moral y Medicina, no vemos la 
razón de llamarlo Etica.. . 

En resumen se trata de un libro recomendable, y lo recomendamos de verdad, 
lo mismo a médicos y sanitarios en general que a moralistas y confesores. 


JASA 


Icnacio -Scorto Saggio di Diritto comparato sullo sciopero: Pontificia Universitas 
Lateranensis. Roma MCMLVIII. .Un volumen de 51 pp. 50 cmts. 


‘La parte central y más interesante qué se contiene en estas cincuenta páginas 
de gran formato y aprétada prosá, recoge la legislación sobre la huelga en los prin- 
cipales paises del mundo, siri olvidar algunas ‘indicaciones de carácter histórico pa- 
ra los países principales. Como era inevitable, el derecho francés tiene un relieve es- 
pecial en el estüdio, lo que se explica teniendo en cuenta la influencia que las leyes 
de este pais han ejercido en las de los demás países europeos. 
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Esta parte central va precedida de una introducción en la que se diserta sobre 
el fenómeno de la huelga en la época moderna, considerándolo en sus relaciones con 
el capitalismo y con el sindicalismo ; habla también de la huelga como delito, como 
libertad y como derecho en orden a resolver controversias colectivas, y no faltan 
interesantes indicaciones acerca de la huelga como un arma revolucionaria en la 
lucha de clases. 

Después de haber recogido las leyes que disciplinan el derecho a la huelga en 
los distintos países del mundo, el autor ha puesto una tercera parte de conclusiones 
de orden sociológico y moral. En este ültimo aspecto se pregunta en especial si la 
huelga es una institución justa o injusta, si a la autodefensa sindical no será prefe- 
rible un sistema que permita a las clases interesadas reglamentar sus intereses según 
sus exigencias particulares. No oculta el autor sus simpatías en favor de una com- 
pleta competencia de la magistratura del trabajo, en forma análoga a la que en 
otro tiempo estuvo vigente en el sistema sindical corporativo italiano, sistema que 
el autor considera compatible con un ordenamiento sindical de base democrática. 

Sin embargo Scorro no considera la huelga en principio ilícita, con tal que se 
la considere como un medio cuyo ejercicio ha de estar limitado por las exigencias 
del bien comin. A la huelga es aplicable la teoría de la acción con doble efecto, 
uno bueno y otro malo. Por lo cual el ejercicio de la misma supone que se ajusta 
a las condiciones que requiere Ja moral para poner estas acciones llamadas de doble 
efecto. Puestas estas premisas de carácter moral el autor afirma que las leyes tienen 
no sólo la facultad sino también el deber de limitar el derecho de huelga, limitacio- 
nes que el autor estudia en seis apartados referentes a la materia, a la inexistencia 
de otras posibilidades jurídicas de resolver las controversias, a las personas, a los 
efectos de paralización del país, y a los fines buscados por las organizaciones que 
promueven las huelgas. 


Ap. (Go, day 


P. GREGORIUS Van OOST O. S. B. De hora celebrationts sacrifich missae. Disqui- 


sitio historico-juridica. (Excerpta). Pontificium Athenaeum Lateranense Roma 
MCMLVIII. 


Tal vez la parte más interesante de esta tesis doctoral sea el breve capítulo pri- 
mero acerca de las misas vespertinas. Sobre este asunto promete el autor un trata- 
do especial, cuyas conclusiones recoge en este primer capítulo de su publicación. 
A pesar de las opiniones contrarias, sostiene Van OOST que en los tres primeros 
siglos la misa vespertina fue cosa excepcional. Fue en el período siguiente, a partir 
del siglo IV, cuando se introducen las misas vespertinas cuyo uso será cada vez 
más frecuente, y que duran hasta el fin de la edad media. Todavía en 1566 San 
Pío V en su Bula "Ad cuius notitiam pervenit" se refiere a las misas vespertinas 
del modo más explícito para prohibirlas, tanto solemnes como privadas, por ley o 
por privilegio. Interesan también en esta parte las observaciones que hace el autor 
sobre la relación entre la hora de la misa y el ayuno. Partiendo de la ley del ayuno 
eclesiástico, se explica toda la evolución de las misas vespertinas hasta el fin de 
la edad media; esa misma relación existe entre el fin del ayuno y la celebración 
de la aucaristía más tarde cuando los largos ayunos hasta la hora nona se sustitu- 


yeron por prácticas más benignas, por lo cual la misa regresa de nuevo a las horas 
matutinas. 
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El resto de Ja tesis es una exposición amplia del c. 821. El autor diserta ‘sobre 
los distintos cómputos legales para determinar la hora de la misa; se refiere tam- 
bién al concepto de la aurora y trata los consabidos problemas planteados en los 
países de latitudes altas donde no hay aurora o no la hay en el sentido que entre 
nosotros tiene esa palabra. 


Examina a continuación las excepciones a la regla general de la hora de la misa 
privada, considerando de una manera especial los congresos y los triduos eucarís- 
ticos. 

Delínea después los privilegios de Jos religiosos, demuestra que todavía subsis- 
ten los concedidos con anterioridad al Concilio de Trento, deduciendo que los mon- 
jes de San Benito y los regulares que participan de estos privilegios pueden cele- 
brar su misa privada sin otra licencia que la del abad o la del superior, desde la 
media noche hasta las tres de la tarde. 


Se refiere por fin a la legislación de las misas conventuales y püblicas, y a la 
hora de la celebración por razón de oficio o de beneficio tanto para la misa privada 
como para la püblica y convento. 


En conjunto el libro constituye un excelente y exhaustivo comentario al c. 821. 
Nuestros parabienes al autor. 
HG ED 


WiLLiam F. Canty, The dedication of property to the fixed patrimony of a Church. 
Pontificia Universitas Lateranensis, Romae 1988. 


El presente estudio consiste en un extracto de la tesis doctoral presentada por 
el autor en el Pontificio Instituto "Utriusque Iuris" en 1952. En su actual presen- 
tación ha cambiado bastante de su primitiva forma. Una parte de la mencionada 
tesis fue leída por el autor en la Asamblea Nacional de la Sociedad Norteamerica- 
na de Derecho canónico; esa lectura completada y adaptada para su publicación 
ha quedado recogida en el estudio que presentamos. 

La redacción ha sido realizada con un criterio práctico, pensando en dar crite- 
rios para los administradores de bienes eclesiásticos que tengan que enajenarlos. 
No se trata de estudiar aquí las solemnidades que la ley requiere para la enajenación 
sino de determinar cuáles son los bienes cuya enajenación está sujeta a esas solem- 
nidades establecidas en la ley. 

El autor divide su trabajo en dos partes. En la primera de ellas pretende fijar 
el concepto de lo que él llama "patrimonio fijo de una Iglesia". El c. 1.530 describe 
ese patrimonio con las palabras "res ecclesiasticas immobiles aut mobiles, quae ser- 
vando servari possunt". Para dar contenido concreto a esta expresión del Código, 
el autor estudia en sucesivos apartados la situación de-la propiedad eclesiástica de 
bienes incorporales en relación con el c. 1.530 concluyendo que dicha propiedad 
de cosas incorporales no está de suyo excluída de los términos de la ley, aunque 
puede estarlo segün su carácter de mueble o inmueble, fungible o no fungible. Saca 
de aquí la consecuencia de que el canon 1.580 contiene una descripción metonímica 
de la propiedad inalienable, y por tanto del patrimonio fijo que una Iglesia posee. 
Al fin de esta parte el autor precisa este concepto de patrimonio fijo e inalienable 
tal como resulta. de diversos lugares del Código. 

En la segunda parte el autor se preocupa de determinar los actos en virtud de 
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los cuales un .bien comienza a pertenecer a ese patrimonio fijo previamente deter- 
minado..En las varias secciones de esta parte el autor analiza diversas hipótesis y - 
distintos actos en virtud de los cuales un bien corporal e incorporal comienza a per- 
tenecer el patrimonio fijo de la Iglesia. Se refiere concretamente a la propiedad an- 
teriormente perteneciente a dicho patrimonio fijo, a los actos en virtud de los cuales . 
el donante dedica sus bienes a dicho patrimonio, o por iniciativa propia, o por in- 
dicación de la Iglesia que los recibe, examinando los problemas especiales que estos 
actos plantean. Trata también del cambio de condiciones de un bien eclesiástico 
en virtud de las cuales pasa de condición libre a patrimonio fijo; y por ültimo exa- 
mina las pruebas válidas de que un bien pertenece al patrimonio fijo de una Igle- 
sia. À 

El estudio aunque breve es interesante y contiene elementos muy dignos de te- 
nerse en cuenta por los administradores de bienes eclesiásticos, pues no se encuen- 
tran en las exposiciones de los comentaristas del Código. Tienen especial interés 
para el clero norteamericano, en especial para el de Nueva York, mirando al cual 
el autor ha escrito su disertación. Los aspectos especiales que el autor toca a este 
respecto se refiere principalmente a las leyes civiles americanas y también a la si- 
tuación especial de las parroquias de ese país cuyos párrocos no tienen bienes in- 
muebles como base de la fundación de los beneficios parroquiales, sino que, como 
dice el autor “puede decirse que disfrutan de beneficios no fundados cuya única 
propiedad es incorporal, consistente en el derecho a hacer colectas de donde saldrán 
sus salarios". 


TAGAB: 


Honorio Y BELARMINO ALONSO, “La separación Matrimonial. Sus causas legitimas 
y praceso de la acción”. Madrid, 1958. Un vol. de XIV-606 págs. 


HONORIO v BELARMINO ALONSO, “La separación Matrimonial Formatar Un fasc. 
de 118 págs. Madrid, 1958. 


La comunidad de vida conyugal que proclama altamente el c. 1.128, y que 
supone.e implica comunión de.lecho, mesa y casa o habitación, es consecuencia ló- 
gica de los altos fines que. se asignan al matrimonio canónico. La procreación y 
buena educación de la prole son exigencias ineludibles de una vida matrimonial 
llevada en comün. TE 

Este principio substantivo del derecho no surge ni admite claudicación de nin- 
guna clase. Llevada.a cabo la separación de los cónyuges. por vía legal, - todavía 
provée el Código de D. C. (c. 1.182) los medios y medidas prudenciales a poner 
en práctica, para que la educación de los hijos no sufra quebranto. 

Las causas canónicas que señalan los cc. 1.129-1.131 para llegar a una separa- 
ción legal ceden su paso, por su naturaleza temporal y accesoria, al principio de vi- 
da común. El mismo adulterio —causa canónica de separación de máxima dura- 
ción— se retira noblemente:en favor de la vida común de los cónyuges (c.--1.130). 

Puesto -a salvo. el -principio de la indisolubilidad del vínculo matrimonial, no 
cierra la Iglesia los ojos a una triste realidad, que nos muestra algunas veces la cruz 
pesada que arrastran no pocos matrimonios. En el afán de aligerar -un poco este 
instrumento de suplicio que resulta algunas veces y en algunos casos el matrimonio 
bien contra los planes y Providencia de Dios (Gén. 2,24; Mat. 19,5), la Iglesia acu- 
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de a ese remedio, que no tiene otro carácter que el de remedio pasajero, de la se- 
paración de los cónyuges. 

Cualquiera que conozca sólo un poco el curso de las causas canónicas plantea- 
das en nuestras Curias Episcopales se habrá podido dar perfecta cuenta de que el 
número de causas de separación conyugal ha crecido desmesuradamente en nues- 
tros tiempos en comparación con tiempos pasados. ;Relajación o ausencia del sen- 
timiento religioso? Con dar a este supuesto la parte importante que le corresponde 
en la situación que lamentamos no cerraríamos la puerta de entrada a otros facto- 
res y con causas que vienen provocando un hecho poco grato que se desarrolla a la 
vista de todos. 

Cualquiera que sea el número y calidad de estos motivos viene siempre a tiem- 
po una instrucción de los fieles cada día más intensa sobre la materia. Una mente 
ilustrada podrá enjuiciar mejor lo que puede ser un fracaso en la vida en cosa de 
tanta monta como es el matrimonio canónico. 


La obra de los hermanos Alonso que hoy presentamos a nuestros lectores viene 
a cumplir en este aspecto una importante misión. Un trabajo que no se limita a 
ofrecer al püblico las normas escuetas y rígidas del sistema procesal canónico re- 
ferentes a las causas judiciales de separación de los cónyuges; tiene además la 
ventaja de ofrecer a un gran círculo de lectores un derecho substantivo sobre la 
materia, bien expuesto y mejor arraigado en el campo del derecho natural, divino 
y canónico. 

La dos partes en que se divide la obra responden a este doble objetivo que se 
han propuesto los autores. Primera parte: Las causas legitimantes de la separación 
conyugal. Aqui se estudia detenidamente y se expone en un estilo suelto y elegan- 
te la parte que diríamos doctrinal del tema. En la segunda, el proceso de las causas 
de separación conyugal, se monta el andamio del proceso canónico; pero todo ello 
razonado e ilustrado desde el punto de vista procesal. Por eso hacía falta una ter- 
cera parte que nos diese lo estrictamente procesal, que ayuda tanto al esclareci- 
miento de las causas judiciales propuestas. Esta ültima viene editada en fascículo 
aparte titulada la separación matrimonial. Formularios. Una obra, en fin, completa, 
que muchos esperaban. 

Hasta el presente disponíamos —para la parte procesal de separación conyu- 
gal, que sigue las líneas generales del corriente proceso contencioso— de la obra de 
Juán AGUILAR, Procedimientos canónico-civiles respecto a las causas de divorcio y 
nulidad de matrimonio, Madrid, 1923, quien virtió en este trabajo incompleto 
(la segunda parte no llegó a publicarse), todos los conocimientos que ofrecieron 
a su autor los largos años de experiencia y práctica procesal en la Curia Episcopal 
de Madrid. Los hermanos Alonso han superado con mucho el trabajo de Aguilar, 
óptimo en su tiempo y un tanto anticuado para nuestros días. 


. Cuando los AA. sefialan los antecedentes históricos de nuestras causas judiciales 
de separación conyugal apuntan que los romanos practicaron el divorcio (p. 12,7). 
Hubiéramos visto con gusto que, al presentar el cuadro de la multitud de casos de 
divorcio entre los romanos, y que llegaron a preocupar hondamente a Juvenal, se- 
fialaran, aunque fuera sólo de corrida, la causa de esta gran lacra de la sociedad 
romana, que explica totalmente el que se multiplicaran sin tasa los divorcios. El 
matrimonio romano, situación de hecho más que de derecho, se asentaba ünica- 
mente, cerrando los ojos a otros intereses, en la affectio maritalis. Es natural que 
al desaparecer ésta (caso tan frecuente aün en nuestros días), tenía que seguirse ne- 
cesariamente el divorcio precedido del repudio. Ni bastó la Ley Julia de Augusto, 
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ni la legislación cristiana de Justiniano para acabar con el mal de los multiplicados 
divorcios. El mal iba enraizado en el concepto mismo del matrimonio romano, que 
fue respetado hasta por los mismos Emperadores cristianos. 


Al estudiar los hermanos Alonso las principales causas e indicios del adulterio 
(p. 70 y ss.) sefialan como instrumento de prueba las cintas magnetofónicas, de. 
reciente invención. Con razón no se las otorga al presente el valor probatorio que 
realmente pueden tener. A nadie se le oculta lo expuesta a equívocos, en cuanto 
a la identidad de las personas, a que está esta prueba. Deberán tomarse en todo caso 
las máximas garantías. 


Nos parece muy acertada la advertencia que hacen los AA. al tratar de los pc- 
ritos (p. 401 y ss.). No tienen por misión éstos la comprobación de un hecho, que 
es misión de los testigos, sino comprobar el efecto de un acto, que subsiste y pue- 
de ser sometido a examen. 


Concedemos a la obra de los hermanos Alonso un valor positivo, que sabrán 
apreciar no sólo cuantos por su ministerio y profesión se dedican a la vista y subs- 
tanciación de las causas de separación conyugal, sino también aquellos que deseen 
seriamente informarse ampliamente en un punto tan importante como es éste en 
el curso de la vida conyugal. 

A. ARIÑO ALANFONT 


ANTONIUS A SANT'ELIA A PIANISI, O. F. M. Cap.: De pio viae crucis exercitio 
disquisitio historica iuridica vitualis. Romae, 1950. Págs. 145. 


No conocía al P. Antonino. Me encantó en su libro sobre el viacrucis. No es un 
investigador de primera mano. Pero aprovecha también los artículos y monogra- 
fías, y sintetiza tan satisfactoriamente, que deja al lector con la sensación de que 
ha recorrido, de su mano, todas las fuentes y toda la bibliografía: Además tiene 
Ja virtud, nada común, de llevar a la mente de los lectores las ideas claras y preci- 
sas, y rodeadas de su correspondiente marco histórico, marco que, en él, no resta 
nitidez al concepto ni exactitud a la expresión. 

Su libro tiene tres partes. 


En la primera hace una historia sintética del viacrucis. Resume al P. Zedelgem, 
O. F. M. Cap., y al P. Bihl, O. F. M. Como ellos dos, cae en el defecto del francis- 
canismo viacrucista y en el defecto de orillar a Espafia. Es cierto que los frailes Me- 
nores fueron los mejores propagandistas del viacrucis. Pero eso de dedicar solas dos 
páginas a Pascha y a Adricomio, los auténticos padres del viacrücis, indica parti- 
dismo. Es cierto también que en el centro de Europa hubo previacrucis de muchas 
clases. Pero no alcanzo a ver por qué al lado de Aegidius -y de Arcanus no se pue- 
de poner, por ejemplo, almaestro Mateo (s. XI) con la Pasión que dejó hecha pie- 
dra en la Catedral de Santiago; ni por qué Bernardino Caimi no va acompañado. 
no, de san Pedro Regalado; ni mucho menos por qué con las siete columnas del 
artista Adam Karfft (1490) no se colocan los cientos de “peirons” levantinos o los 
miles de "cruceiros" gallegos, de los siglos XIII al XV. Etc., etc 

La segunda parte no tiene desperdicio. El autor maneja en ella la bibliografía 
más autorizada y toca todos los problemas canónicos del viacrucis. No es una ca- 
suística. Sin embargo sienta principios y da doctrina suficiente para solucionar to- 
dos los casos que puedan surgir al rededor del viacrucis. No encuentro en ella nin- 
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guna laguna. Si acaso desearia que hiciese resaltar mds la autoridad del P. Cam- 
pelo en su libro De indulgentiis Seraphicae Ordinis. 

En la tercera parte estudia los crucifijos viacrucis para enfermos ; hace la historia 
y comenta los. estatutos de la Pía Sociedad del Viacrucis Perpetuo; y propone co- 
mo modelo de pía unión la Pía Unión del Viacrucis Viviente. 

Las tres partes forman un conjunto armónico digno de toda alabanza. La His- 
toria de la Espiritualidad Cristiana tiene una monografía más, el estudio histórico, 
jurídico y ritual que hace el P. Antonino del Viacrucis. 


CESÁREO GIL 


C. Van GesteL.—La Doctrina Social de la Iglesia. 488 páginas. Editorial Herder. 
Barcelona, 1959. 


No es fácil trazar la semblanza exacta de este libro brillante, de orden sereno, 
de perspicacia extraordinaria, de abundosa erudición y de un extraordinario rigor 
en el pensamiento y en la argumentación. Además de esto, Van GESTEL no solo 
comprende las cuestiones que enjuicia, sino que la siente, las ama poniendo en 
ellas y en su explicación su ser entero: es un enamorado de la cuestión social. Sin 
complicaciones abstrusas, sin desmedidos aleteos, con claridad latina, con argu- 
mentos eslabonados, con justeza y precisión bien lograda, con una sistematización 
trabada perfectamente ha logrado forjar un estudio perfecto, ameno, suelto y su- 
gestivo sobre la doctrina social de la Iglesia. La defensa enérgica y razonada que 
hace de la persona humana, es uno de los muchos encomios que el libro merece. 
Cabe destacar también la amplia visión de que el autor hace gala en las situaciones 
por las que ha pasado en la historia la doctrina social de la Iglesia hasta cons- 
tituir un cuerpo orgánico y sistematizado de doctrina. Gran conocedor de temas so- 
ciales, poniendo a contribución su. vastísima cultura y su total dedicación a estos 
menesteres, el libro que resefíamos resulta un espléndido exponente de ciencia equi- 
librada, de pensamiento arraigado en la objetividad y en la realidad de las situa- 
-ciones a las cuales hay que aplicar la doctrina social. 

Necesitaríamos analizar capítulo por capítulo el contenido de este libro si qui- 
siéramos poner de relieve sus méritos principales. Siendo imposible encerrar en e! 
breve espacio de que disponemos una síntesis, aunque somerfsima del rico conteni- 
do de este libro, nos limitaremos a indicar algunas ideas que egeta ee dignas 
đe ser destacadas. 

-En el capítulo III nos ha agradado especialmente la insistencia con que el au- 
tor tiende a justificar una antigua opinión nuestra que no nos cansamos de repetir 
a diario en nuestra cátedra: la necesidad y urgencia de insertar más filosofía, más 
iusnaturalismo en el estudio y exposición de los temas sociales; de atender y jus- 
tipreciar en la debida medida los inmutables principios morales siempre fecundos 
y abiertos siempre a las tesis y conclusiones de estas ciencias subordinadas de la 
ética. 

En el capítulo IV desentraña el autor el gran problema de la propiedad indi- 
vidual, perfecta y estable como imperativo de la ley natural. Consideramos este 
capítulo como uno de los mejor logrados de la obra, como una visión auténtica- 
mente cristiana de la vida: pobreza evangélica, pero no miseria lacerante por in- 
cumplimiento de la función social de la propiedad. En este orden de ideas el autor 
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estudia con gran sagacidad el derecho de uso que todos los hombres tienen sobre 
los bienes materiales, como principio fundamental de una intención y de un im- 
perativo divino sin por eso inhibir el derecho de propiedad individual. Como lógica 
consecuencia establece el autor la tendencia cristiana a la desproletarización y la 
nacionalización en ocasiones de los bienes materiales. En cuanto a la nacionaliza- 
ción de algunas fuentes de riqueza el autor, después de declarar sus distintos sen- 
tidos, y recensionar las opiniones diversas, se preocupa de discernir una nacionali- 
zación que puede tener efectividad en el plano cristiano, segün circunstancias de 
tiempo y lugar, y siempre en función del bien común social, proponiendo las con- 
diciones de una nacionalización fecunda, de aire cristiano, para la persona, la comu- 
nidad, el trabajo e incluso para la propiedad privada. 

En el capítulo V, que trata del capital y del trabajo, trata el autor de conjugar 
en un plano cristiano el derecho innato de propiedad que a todo hombre compete, 
y la difusión de la misma con la justa retribución del trabajo. Ni todo ha de re- 
vertir al capital (liberalismo manchesteriano), ni todo al trabajo (colectivismo mar- 
xista), sino que esta reversión ha de tener como índice el bien común, o lo que 
en otras palabras se llama la justicia social. Lamentamos no poder seguir al autor 
por falta de espacio en el hilo de su exposición y razonamiento; lo mismo podemos 
decir del capítulo VI, crucial y ponderado, donde discurre VAN GESTEL acerca de la 
colaboración de las clases y profesiones, sobre la organización sindical y profesional. 
Demasiado amplio y fecundo para poder seguirlo aquí en toda su interesantísima 
exposición. 

Dedica el autor su último capítulo, a señalar las bases de una auténtica renova- 
ción social, cuyo primer requisito es la renovación profunda del espíritu cristiano, 
orientando la sociedad hacia Dios, moviendo las voluntades de los hombres, y 
uniéndose para la gran cruzada social. } 

No silenciaremos la complacencia que hemos experimentado al ver que el autor, 
discípulo del P. Rutten, ha dejado prendido en destacado lugar los nombres glo- 
riosos de nuestros compatriotas Balmes, Donoso y Concepción Arenal. 

El traductor, R. P. Gabriel Ferrer ha interpretado perfectamente el espíritu v 
la letra del autor. 

En cuanto a la materialidad de la edición, mil plácemes merece la Casa Herder 
que nos tiene acostumbrados a ediciones como esta, nítidas, cuidadas, impecables 
en todos los sentidos. i 

Exponente máximo de nuestro aprecio por este libro es que, al ser consultado, 
y ello es frecuente, sobre textos sociales para seminarios y colegios, no hemos du- 
dado en recomendar encomiásticamente el libro que nos ocupa por su segura orto- 
doxia y su claridad en materias sociales, Nuestro parabién al autor, al traductor v 
al editor. : 

BERNARDO RINCÓN 
Profesor de la Universidad Pontificia 
de Salamanca 
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LIBROS RECIBIDOS 


ELENA F. S. DE STUDER. La trata de negros en el Río de la Plata durante cl 
siglo XVIII. Universidad de Buenos Aires. Departamento Editorial. 380 páginas, 
24. cms., con una gran cantidad de láminas y cuadros estadísticos fuera del texto. 


La sefiora Elena F. S. de Studer en un estudio amplio y documentadísimo da 
a conocer, qué cantidad de exclavós negros se importaron en’el Río de la Plata, 
como se distribuyeron, qué barcos los llevaron, quiénes tuvieron en sus manos tan 
lucrativo negocio, en qué medida el negro contribuyó a introducir nuevos hábitos 
que modificaron las costumbres coloniales, etc. 


Sacris Eruditi Jaaroek voor Godsdienstwetenschappen. IX. Por une nouvelle édi- 
tion de la littérature latine médiévale. Folleto de 14 pgs. en que se habla de la 
nueva edición de los Padres de la Iglesia que con el titulo de "Corpus Christiano- 
rum" publica Editions Brepols de Turnhout. 


HENRICUS L. HOFFMANN. De interventu defensoris vinculi im processibus ma- 
trimonialibus. 
De quibusdam conceptibus ad defensoris vinculi munus rite exercendum scitu 


necessariis. 
De voto episcopi in processu informativo matrimonii rati et non: consummati. 


Agradecemos al autor el envío de esas tres separatas publicadas en distintas 
revistas, 

Ilustre Colegio de Abogados de Madrid.—Biblioteca.—Catálogo alfabético de 
materias, redactado por el Oficia! Mayor de la Biblioteca Eugenio de Lostau, bajo 
la dirección del bibliotecario Ilmo. Sr. D. Félix Ester: Gómez.—Fascículo 1.— 
A-B, 1958. 


Un volumen de 182 paginas, 24 cms, 


BARTOLOMÉ DE LAS Casas. Los tesoros del Perú. Traducción y anotación de 
Angel Losada García.—Consejo Superior de Investigaciones Científicas.—Instituto 
"Gonzalo F. de Oviedo" y "Francisco de Vitoria".—Madrid, MCMLVIII.—Un vo- 
lumen de 480 páginas, 25 cms. La obra del célebre Las Casas se presenta en esta 
magnífica edición en su texto original depurado por el autor con la traducción 
castellana en la página enfrente. Interesantísima la introducción y las notas de 


Angel Losada. 


Pontificium Athenaeum Lateranense. — Facultas S. Theologiae. Theses ad Lau- 
ream. n.° 41. — Sac. RoMEO DE Maro, Dottore in S. Teologia. Le origini dell semi- 
nario di Napoli Contributo alla Storia Napoletana del Cinquecento con 7 tavole fuo- 
ri testo. — Romae MCMLVIII. Un volumen de 243 pp. 22 cms. Se trata de un es- 
tudio muy doctamente elaborado con gran abundancia de fuentes y documentos 
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y con interesantes fotografías editado además con gran perfección, en el que el au- 
tor describe los orígenes y los primeros años de vida del glorioso seminario de Ná- 
poles. 


ABBÉ Jean BOULIER, ancien titulaire de la chaire des principes chrétiens du droit 
des gens à l'Université catholique de Paris. Le Droit au-dessus de la Règle de Droit. 
Critique d'une entreprise de guerre froide. 1958, Editions de l'Association Interna- 
tionale des Juristes Démocrates, 234, rue du Tróne Bruxelles (Belgicae). 

Hemos recibido este folleto de 51 páginas que es una respuesta y refutación al 
libro "Justice asservie", editado por la “Comission Internationale de Juristes”, libro 
en el que se recogen documentos que demuestran la ilegalidad de la justicia sovié- 
tica. El abate francés Juan BOULIER ha escrito un libro de crítica en defensa del 
comunismo y en apología del "derecho" socialista. 


UA ADAN 


CSL Ag EDESA 


EL VI CENTENARIO DE BARTOLO 


El 21 de abril se inauguraba en el Aula Magna de la Universidad de Perusa la 
celebración del VI Centenario de Bartolo de Sassoferrato, el jurista del siglo XIII 
que fue el maestro más ilustre de la Universidad mencionada y el primer abande- 
rado de los "bartolistas" que florecieron en todas las Universidades hasta el sig!o 
XVIII. Después del saludo del Rector, profesor Giuseppe Ermini, a quien se debe 
la iniciativa, y después de unas palabras de adhesión pronunciadas por el repre- 
sentante del gobierno italiano, pronunció la prolusión el profesor Francesco Calasso, 
de la Universidad de Roma, sobre el tema "La herencia de Bartolo". 


Concurren a las sesiones científicas del centenario profesores ilutres de todas las 
naciones. Los trabajos se desarrollaron no solo en Perusa, sino también en Todi, 
donde Bartolo fue magistrado al comienzo de su actividad püblica, y en Sassofe- 
rrato, la ciudad natal del gran maestro homenajeado. 


Prácticamente todas las Universidades italianas acudieron a las sesiones del 
Centenario con relaciones y comunicaciones científicas. De las extranjeras, bubo 
profesores de Franckfurt del Mein, Cambridge, Graz, Sofía, París, Burdeos, Kiel, 
Tolosa, Coimbra, Viena, Basilea. De España acudió el profesor Torres López de la 
Universidad de Madrid con el trabajo "Bartolo en España”. 


Semana de Estudio sobre la vida común del clero en los siglos XI y XII. 


Organizada por la Universidad Católica del Sagrado Corazón de Milán, tendrá 
lugar esta Semana en el Centro de Cultura “Maria Inmaculada", del 4 al 10 de 
septiembre del presente afio, con participación de eruditos de varios países. En la 
lista de ponentes oficiales aparece el canónigo toledano doctor J. F. Rivera, archi- 
vero de la Catedral Primada, con un estudio sobre los canónigos regulares en la 
Provincia eclesiástica de Toledo en el siglo XII. Las ponencias versan sobre la vida 
comün de los clérigos en las colecciones canónicas, en las colegiatas y cabildos re- 
gulares, en distintos países y diócesis, estudiándose también aspectos jurídicos, 
litárgicos y de espiritualidad, relacionados con la vida de los clérigos. 
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RESUMENES 343 
ESTUDIOS: 


SABINO ALONSO O. P. (Profesor en la Facultad de Derecho Canónico de Sala- 
manca): De la prohibición de libros. 


I. A quién compete la faculdad de prohibir libros y efectos que se siguen de 
tal prohibición. Libros prohibidos por derecho natural. Contenido del c. 1.395. 
Efectos producidos por la prohibición canónica de libros. Métodos adoptados por 
la Santa Sede en la prohibición. Edición de libros prohibidos por el Ordinario lo- 
cal. Qué comprende la prohibición de un libro. 


II. Obligación de denunciar los libros perniciosos. 

III. Libros prohibidos por el Derecho. Contenido del c. 1.399. 

IV. Quiénes se eximen de la prohibición de los libros. Exención parcial. 
Exención plena. 

V. Facultad de los Ordinarios para autorizar la lectura de libros prohibidos. 
Explicación del c. 1.402. 

VI. Uso de la facultad de leer libros prohibidos. 

VII. Normas que deben observar los libreros en orden a la venta de libros 
prohibidos. 


VIII. Sanciones contra algunas infracciones referentes a esta materia. 


Lurs VrcrLA DE Las Heras (Canónigo. Abogado): "Ordenamiento divino de la 
vida humana”. 


Introducción. 

Dios autor de la vida inmortal. 

Dios duefio absoluto de la vida y de la muerte. 

Dios duefio exclusivo de la vida y de la muerte. 

El autor desarrolla seis razones escriturísticas y de tradición para demostrar su 


punto de vista contrario a la pena de muerte. 
Solución de las dificultades. à 
Conclusiones. 


MANUEL UsrRos CARRETERO: “Temática velevante en los estudios actuales sobre la 
naturaleza peculiar del ordenamiento canónico”. 


1. El problema actual de una teoría general del Derecho canónico. a) Juri 
dicidad del Derecho canónico. b) Relieve del elemento religioso. 


2. La Iglesia, comunidad de fieles e institución jerárquica de salvación. a) 


Dos aspectos de la Iglesia. b) Disociación de ambos aspectos en la doctrina ecle- 
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siológica. c) Integración de ambos aspectos en el concepto tradicional. d) La idea 
de la Iglesia segán Santo Tomás. 


= 8. Relieve eclesiológico en las concepciones del Derecho canónico. a) Posicio- 
nes extremas. b) Importancia del elemento religioso- -eclesial del ordenamiento ca- 
nónico. 


4. Pies y M en p Sess tradicional estimo: a Insis- 
tencia en el elemento religioso eclesial. b) Insistencia en la “sociabilidad” en el 
sentido de organización. 


DOCUMENTOS Y COMENTARIOS: 


LAUREANO PÉREZ MIER (Auditor de la Rota Española): “Matrimonio canónico v 
matrimonio civil según el Concordato". 


Proemio 


I. Ordenes y ordenamientos jurídicos en la regulación del matrimonio. 1) Or- 
denes y ordenamientos jurídicos. 2) Ordenamientos jurídicos diversos. 3) Concurren- 
cia jerárquica en el matrimonio. 4) La determinación de los efectos meramente ci- 
viles. Pe : 


II. El art. 42 del Código civil. 1) Antecedentes. 2) Texto e interpretación del 
artículo 42. 


III. Ambito respectivo del matrimonio canónico y del civil según el Concordato 
1) Normas especiales sobre el matrimonio. 2) Normas generales con reflejo: sobre el 
matrimonio. a) El art. 35 n. 2 del Concordato; b) la confesionalidad del Estado ; 
c) sentido y alcance de la letra C) del Protocolo al art. 23. 


IV. La reforma del art. 42 del Código civil. 


GERMÁN J. BIDART Campos (Abogado): Las adopciones mixtas en el Derecho ar- 
gentino, frente: al Derecho canónico. i i 3 


Llama el autor adopción mixta a aquella en que el A y al adoptado 
pertenecen a cultos diferentes. 

El autor se refiere a un caso argentino en el cual un menor católico fué adop- 
tado por un matrimonio israelita; el autor critica la decisión de la Corte Suprema 
de Justicia que permitió esta adopción considerándola ilegal. Su exposición se 
condensa en los siguientes puntos: 

Antecedentes de hecho. 

El Derecho constitucional argentino y la libertad de culto. 

El Derecho de familia y Ja patria potestad. 

La Ley argentina de adopción. - 

El Derecho canónico. 

El Derecho comparado. 

Conclusiones. 
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NOTAS: 


MIGUEL SANTIAGO PRIETO (Teniente Capellán del Ejército): ¿Se puede o se debe 
tener el reservado en las unidades militares con capellán en plantilla sim per- 
miso del Ordinario o sin indulto apostólico? 


I. Nociones previas. El autor examina los datos para resolver el problema 
planteado, buscándolos en las disposiciones comunes y concordadas acerca de los 
capellanes militares y de las condiciones requeridas para temer reservado en un 
lugar sagrado. 


II. Conclusión. De. los. principios expuestos saca el autor la conclusión de que 
en las unidades militares con capellán en plantilla se puede tener reservado sin 
permiso del Ordinario y sin indulto de la Santa Sede y que en consecuencia se 
debe tenerlo. 
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Santnus Atonso O. P. (in Facultate Juris Canonici Salmanticensi Professor): 
De librorum prohibitione. l 


I. Cui facultas prohibendi libros competat, ejusque effectus. Libri jure 
prohibiti. C. 1.395 C. I. C. extensio. Effectus in prohibitione canonica con- 
tenti. Methodi a SS. in librorum prohibitione adhibitae. Editio librorum ab Or- 
dinario loci prohibitorum. Quid librorum prohibitio importet. 


II. Librorum perniciossorum denuntiationis obligatio. 

II A prohibitione librorum exempti. Exemptio plena et partialis. 

IV. Libri a jure prohibiti. Extensio C. 1.399. 

V. Ordinariorum facultas ad lectionem librorum prohibitorum permittendam. 
C. 1.402 expositio. 

VI. Usus facultatis libros prohibitos legendi. 

VII. Normae a librariis servandae in librorum prohibitorum venditione. 


VIII. Sanctiones in nonnullas in hac materia violationes. 


ALOYSIUS VECILLA DE LAS HERAS (Canonicus Vallisoletanus et Advocatus): De or- 
dinatione divina vitae humanae. 


Introductio. 

Deus auctor est vitae immortalis. 

Deus dominus est absolutus vitae et mortis. 
Deus dominus est exclusivus vitae et mortis. 


Auctor sex argumenta explanat, tum Sacrae Scripturae, tum traditionis, ut 
ostendat suam thesin poenae capitis contrariam. 

Difficultates diluuntur. 

Conclusiones. 


EMMANUEL USEROS CARRETERO. De adspectibus praecipuis im hodiernis studiis 
circa peculiarem naturam ordinationis canonicae. 


1. De hodiernis disceptationibus circa theoriam generalem iuris canonici. a) 
De iuridicita ordinationis canonicae. b) De momento elementi religiosi. 


2. De ecclesia prout communitas fidelium et prout institutio hierarchica sal- 


vationis. a) adspectus in Ecclesia duo; b) Doctiona ecclesiologica hos duos ad- 
spectus unum ab alio dissociat; c) in tradicionali conceptu ambo adspectus uniun- 
tur; d) de mente Sti. Thomae circa Ecclesiam. 
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3. De momento ecclestologico in doctrina de natura Iuris Canonici: Positio- 
nes ad invicem divergentes. b) Momentum elementi religioso-ecclesialis ordinatio- 
nis canonicae. i 


4. Doctores quae traditionales ideas canonicas sustinent, partim inter se co- 
haerent, partim opponuntur. Positiones quae elemento religioso praeprimis in- 
haerent; b) positiones quae sociabilitatem in sensu organisationis praecipue dilu- 
cidant. 


DOCUMENTA ET COMENTARIA: 


LAUREANUS PEREZ MIER (Auditor Rotae Nuntiaturae Matritensis): De matrimonio 
canonico et civili iuxta Concordatum Hispanum. 


Proemium 


I. De ordinationibus iuridicis in reginine matrimonii. 1) De ordinationibus turi- 
dicis. 2) Ordinationes iuridicae diversae. 3) Concursus potestatum in matrimonic 
regendo. 4) De modo determinandi effectus mere civiles matrimonii. 


II. De articulo 42 Codicis civilis hispani. 1) Praenotamina historica. 2) Textue 
et interpretatio articuli 42. 


III. De vi et ambitu proprio matrimonii canonici et matrimonii civilis iuxta 
Concordatum. 1) Normae peculiares de matrimonio. 2) Normae generales quae ta- 
men matrimonium respiciunt. a) De articulo 35 n. 2 Concordati; b) De confessio- 
nalitate Status; c) Vis et ambitus paragraphi C) appendicis ad art. 23. 


IV. De reformatione articuli 42 Codicis civilis hispani. 


GERMANUS J. BIDART CAMPOS: (advocatus causarum) Mixtarum adoptionum in fu- 
ve Republicae Argentinae cum jure canonico collatio. 


Mixta adoptio illa intelligitur in qua adoptans et adoptatus ad diversos cultus 
pertinent. Casu adoptionis minoris catholici ab israelitarum matrimonio, jure pa- 
tria non recte soluto, auctor agit de: 


Facti praecedentibus, 

Jure Constitutionali et cultuum libertate, 

Jure familiari et patria potestate, 

Adoptione in jure civili patrio, jure canonico et comparato. Conclusio. 
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MICHAEL SANTIAGO Prieto (Cappellanus militum): An possit et debeat veservatum 
in militaribus unitatibus cum cappellano haberi, absque Ordinarii licentia vel 
apostolico indulto. -> yet : ; 


I. Notiones. Auctor solutionis elementa in jure communi et concordatario 
quaerit, ad cappellanos ipsos et conditiones pro reservato habendo in loco sacro 
sese refferenti. 


II. Conclusio. Ex praemissis, deducitur in his adjunctis posset, et consequen- 
ter deberet reservatum, sine Ordinarii licentia vel apostolico indulto, haberi. 
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STUDIES : 


SaBINO ALoNso O. P. (professor of canon law in the Faculty ot E 
Concerning the forbidding e books. ae ke 


I. Those who have the faculty of forbidding books and the effects which 
follow from such a prohibition.. The contents of can. 1395. The effects. produced 
by the canonical prohibition of books; Methods adopted .by the. Holy See in this 
prohibition. Edition of prohibited books by the local ordinary. What is. un- 
derstood by the prohibition of a book. 


Il. The obligation of denouncing pernicious books. 

III. Books forbidded by the Code. Contents of can. 1399. 

IV. Who are exempt from the prohibition of books. Partial exemption; full 
exemption. 

V. Faculty of the Erie to allow the E of forbidden. ene Expla- 
nation of can. 1402. 

VI. The use of the faculty to read prohibited books. 

VII. Norms to-be followed by; booksellers with regard to the sale of forbid- 
den : books. 


VIII. Sanctions against some breaches of the law in this matter. 


Luis VECILLA DE Las HERAS a and ADAL -The divine ordering of- human 
"fe : E A ^ 


Introduction ; c 
God the author of the O life ; 
God, absolute ruler over life and death ; 
God, the exclusive ruler over life and death. 
The author develops six reasons from Scripture and Tradition to demonstrate 
his point of view against capital punishment. 
" Solution tothe difficulties 
. Conclusions. Pl 


MANUEL USEROS CARRETERO: Elements in the madorn studies concerning dE spe- 
cial nature of canonical REGLAS. zat 3 


1. The present problem of & general théory of. canon L. a) the En 
nature of Canon Law; b) its religious aspect: i 


2. The Church, community of the faithful and hierarchical dace for 
salvation; a) two aspects of the Church. b) dissociation of these two.elements in 
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ecclesiological doctrine. c) their integration in the traditional teaching. d) the idea 
of the Church in St. Thomas. 


3. The ecclesialogical aspects in the notions of Canon Law. a) extreme posi- 
tions; b) the importance of the religious-ecclesiological aspect of the Cano Law 
ordinances. 


4. Parallelisms and divergences in the traditional canonical doctrine. a) insistan- 
ce on the religious element; insistance on the social element and the sense of or- 
ganization. 


COMMENTS ON DOCUMMETS: 


LAUREANO PÉREZ MIER (Auditor of the Spanisch Rota): Canonical and civil marri- 
ases according to the Concordat. 


Introduction. 


I. Juridical laws and ordinances regulating marriage. 1) juridical laws and or- 
dinances; 2) different juridical ordinaces; 3) hierarchy and marriage. 4) determi- 
nationof the civil effects or purely civil marriages. 


H. Art. 42 of the Civil Code. 1) antecedents; 2) text and interpretation. 


III. The respective ambits of canonical and civil marriage according to the 
Concordat. 1) specíal rules with regard to marriage; 2) general rules wich apply 
to marriages also; a) Art. 35 n. 2. of the Concordat; b) the State; c) sense and 
application of No C. in the protocal to Art. 23. 


IV. the reform of Art. 42. of the Civil Code. 


GERMAN J. Brpart Campos (Lawyer): Mixed adoptions im the Argentine Law as 
opposed to Canon Law. 


The author calls 'mixed adoptions’ those in which the adopted and the person 
adopting belong to difierent religions. He refers to a case in the Argentine in which 
a catholic miner was adopted by a Jewish matrimony. The aüthor criticises the 
decision of the Supreme Court of Justice which allowed this adoption, on the 
grounds that it is unjust. and illegal. His exposition can be given thus in summary 
form: 


The antecedents to the case. 

Argentine constitutional law and freedom of religion. 
The rights of the family and power of the parents. 
The Argentine Law concerning adoption. 

Canon Law. 

Comparison of the two. 

Conclusions 
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NOTES: 


MIGUEL SANTIAGO PRIETO (military chaplain): May there be or should there be re- 
servation of the B. Sacrament in those military units which have a military 
chaplain, without the permission of the ordinary or an apostolic indult? 


1. Previous notions. The author examines the data necessary to solve the pro- 
blem as laid down, searching the dispositions laid down or agreed upon with regard 
to military chaplains and the conditions required for reservation in a sacred place. 


1. Conclusion. From the principles he has exposed he draws the conclusion 
that in these military units with a chaplain in residence it is lawful to have such 
reservation without the permission of the ordinary or an apostolic indult; conse- 
quently such reservation should exist. 
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